
  
    
  


  
    Dictámenes de la Procuración General de la 


    Nación


    Año 1999


    Departamento de Biblioteca y Dictámenes


    Ministerio Público Fiscal


    BUENOS AIRES, Argentina

  


  
     


    DICTÁMENES DE LA PROCURACIÓN GENERAL DE LA NACIÓN -Año 1999


     


    Director:


    Pablo CASTOLDI, Director de la Biblioteca de la Procuración General de la Nación


     


    Coordinador: 


    Franco RUSSO


     


    Colaboradoras:


    Shanshan HE / Yasmin LLUGDAR / Luciana SÁNCHEZ


     


     


     


    Copyright © 2022 por Procuración General de la Nación


    Edición: Departamento de Biblioteca y Dictámenes


    Diseño de tapa: Dirección de Comunicación Institucional | © 2022 por Procuración General de la Nación


     


     


     


    Departamento de Biblioteca y Dictámenes


    Procuración General de la Nación - Ministerio Público Fiscal


    Av. Belgrano 907, C1092AAJ, Ciudad de Buenos Aires, Argentina.


    +54 11 39887516 – biblioteca@mpf.gov.ar 


    http://www.mpf.gob.ar/biblioteca

  


  
     

  


  
    Capítulo I


    Defensa y Seguridad


    Contienda positiva de competencia


    Lesiones. Amenazas. Delitos contra la disciplina. Vías de hecho contra el superior. Código de Justicia Militar. Justicia militar. 


    Es doctrina de la Corte que los delitos o faltas de naturaleza militar son aquellas figuras cuyo contenido está imbuido por los objetivos de preservación de la disciplina militar que sustentan el ordenamiento penal específico establecido por el Código de Justicia Militar.Si bien la Corte tiene dicho que uno de los fines esenciales de la ley 23.049 ha sido el de restringir la competencia militar a los delitos de tal naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los comunes en tiempos de paz, corresponde atribuir el conocimiento de la presente causa a la competencia militar toda vez que el imputado habría incurrido en otras actitudes que afectarían el mantenimiento de la disciplina militar.Atribuir la competencia a la justicia local solo en relación con el suceso traído a estudio, sin considerar que el fuero castrense ya se encuentra entendiendo en hechos que resultarían similares, significaría limitar el campo de la autoridad militar en cuestiones que, en definitiva, resultan propias de su organización disciplinaria.Ninguna relevancia tiene en el caso la circunstancia de que el hecho haya sido cometido fuera de los actos de servicio, habida cuenta la estrecha relación que guardaría con ellos.El Tribunal en casos que tienen similitud con el presente ha resuelto que las vías de hecho contra el superior es uno de los delitos esencialmente militares, y su juzgamiento compete a los tribunales castrenses, aún en el caso de que pudiera consistir en la forma agravada por el resultado de lesiones corporales.El artículo 16, inciso a), de la ley de Gendarmería Nacional (19.349), dispone que el personal de esa fuerza estará sujeto al Código de Justicia Militar y a su reglamentación cuando cometiere delitos o faltas esencialmente militares en toda circunstancia y lugar.


     T., Jorge s/ Lesiones y amenazas


    COMP. 502, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Administrativo


    Contienda negativa de competencia


    Medidas cautelares. Servicio público. Tarifa de servicios públicos. Competencia contencioso administrativa. 


    Resulta claro la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para la solución del caso, sin perjuicio de que también puedan llegar a aplicarse institutos del derecho común, ya que ellos pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público en que se enmarcaría el caso.


    Asociación de Usuarios Consumidores y Contribuyentes c/ Aguas Argentinas S.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 722, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Corresponde a la Corte dirimir la cuestión de competencia, en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58 al no tener ambos tribunales un superior jerárquico común que pueda resolverla.La declaración de incompetencia de oficio en la acción de amparo está expresamente admitida por el artículo 4°, segundo párrafo de la ley 16.986. No obsta a ello lo dispuesto en el artículo 16 de dicha norma que veda articular cuestiones de competencia en este tipo de juicios, toda vez que tal prohibición tiende a impedir el planteamiento de defensas o excepciones previas que obstaculicen la celeridad del trámite y desnaturalicen la vía expedita de amparo; pero no impide que el juez requerido juzgue de acuerdo con las normas vigentes en razón de la materia y el lugar sobre la procedencia de su intervención en el asunto. Sin embargo, corresponde también señalar que tal facultad debe ser ejercida en las oportunidades legales previstas al efecto, luego de las cuales el principio de radicación opera como un impedimento y la cuestión de competencia ha de tenerse por precluida no debiendo el juez que previno desprenderse del conocimiento de la causa. En el proceso ordinario, aún en los supuestos de competencia improrrogable, el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación en sus artículos 4: 337 segunda parte; 347, inciso 19 y 352, solo autoriza al juez a definir su competencia en dos oportunidades preclusivas: ab initio o al resolver la excepción de incompetencia que hubiese opuesto el demandado, pasadas las cuales, dicha cuestión no puede ser resuelta ni de oficio, ni a pedido de las partes. Las referidas disposiciones tienen su fundamento en razones de seguridad y de economía procesal a fin de lograr una más rápida administración de justicia, evitando así que los procesos se prolonguen indefinidamente. Si esta doctrina se aplica en los, juicios ordinarios con mayor razón ha de respetarse en juicios expeditivos como el amparo. Por otra parte, tiene dicho reiteradamente la Corte que, dado lo dispuesto en el artículo 35 del Código Procesal citado en cuanto habilita a la Corte Suprema cuando interviene en instancia originaria y a los jueces federales con asiento en las provincias para declararse incompetentes en cualquier estado del proceso, cabe concluir que los restantes tribunales nacionales han de ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los artículos citados ut supra. Cabe poner de relieve, que la naturaleza jurídica del Instituto demandado, persona pública no estatal, y la materia en debate, habilitarían en principio, la competencia del fuero en lo civil y comercial federal, pero no obstante ello, no es factible en esta etapa procesal, toda vez que, el planteamiento ha resultado legalmente extemporáneo.


    Torello, Susana T. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados  s/ Amparo, Ley 16.986


    COMP. 211, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestión análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 425, L. XXXIII, "Carli de Romanutti, Alda Blanca y otro c/ Estado Nacional s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y Seg.".


    La causa queda comprendida dentro del punto 1° inciso b) de la Acordada N° 75/96, máxime cuando ya se ha dictado, ante la justicia en lo contencioso administrativo, sentencia de primera instancia, y, ella se encuentra en grado de apelación, exclusivamente en cuanto al fondo del problema sin que se planteara por los interesados controversia alguna respecto de la competencia de los tribunales intervinientes en el pleito.


    Yáñez, César c/ Estado Nacional -Poder Judicial de la Nación- s/ Reajustes varios


    COMP. 435, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Acto administrativo. Empleo público. Competencia por la materia. Competencia contencioso administrativa. 


    La causa resulta propia del fuero federal en lo contencioso administrativo por la materia, toda vez que en él se encuentra en tela de juicio un acto administrativo y el pleito versa sobre una relación de empleo público, cuestiones que son regladas por el Derecho Administrativo.


    Treuer, Claudia Renata c/ Tribunal Fiscal de la Nación s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP. 81, XXXV, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad


    Servicio telefónico. Tributos. Interpretación de la ley. Sentencia extra petita. Cuestión de derecho público local. Revocación de sentencia. 


    Tiene expresado reiteradamente el Tribunal que, el alcance de las peticiones de las partes o de los hechos comprendidos en la litis remite a los análisis de extremos de índole fáctica y procesal, extraños al recurso extraordinario. Sin embargo, ello no resulta óbice para que la Corte pueda conocer en un planteo de esa naturaleza, cuando la decisión de los tribunales de la causa traduce un apartamiento de las constancias del expediente y de la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso adjetivo, consagrado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, lo cual importa la violación del principio procesal de congruencia, pues se aparta de los términos de la litis al conceder más de lo pretendido, y se excede, de tal modo, de los límites de sus facultades decisorias, aspectos estos, que tienen entidad suficiente para descalificar el fallo con arreglo a la doctrina de esta Corte sobre arbitrariedad. También ha dicho el Tribunal que, "según conocida jurisprudencia, la sentencia en juicio civil debe limitarse al juzgamiento de las cuestiones que han sido objeto de litigio entre las partes, pues la decisión de acordar derechos no pedidos ni debatidos en el transcurso del pleito vulnera las garantías de los arts. 17 y 18 de la Constitución". La constitución de una servidumbre administrativa y el dictado del acto que establezca el cobro de una tasa por ese servicio implican, una decisión sobre un punto que no solicitó ninguna de las partes y que, en momento alguno, fue sometido a debate. Cabe concluir, que el juzgador se pronunció extra petita, en desmedro de los derechos de propiedad y de defensa en juicio de la accionante protegidos por los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Tiene dicho el Tribunal, que no es recurrible el contenido de una sentencia mientras que de él no se derive una resolución que cause un gravamen actual y concreto, dado que su existencia es un requisito indispensable para la viabilidad del recurso y el control de su subsistencia por la Corte es materia de orden público. En idéntico sentido, es firme la doctrina que, para el ejercicio de la jurisdicción ante la Corte, "tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse". En lo atinente a la distribución de las costas, por tratarse de una cuestión de derecho local y procesal, propia de los jueces de la causa y ajena por ello a la órbita del art. 14 de la ley 48, deberá la Corte devolver el expediente a la instancia anterior para que, se dicte un nuevo pronunciamiento respecto de este punto.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Mendoza s/ A.P.A.


    T. 61, XXXIV, 01 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Demanda


    Hidrocarburos. Contratos de exploración y explotación de hidrocarburos. Regalías hidrocarburíferas. Acto administrativo. Resoluciones. Nulidad de la resolución. Rechazo de la demanda. 


    La Circular n° 5 de la ex-Subsecretaría de Energía integró el Pliego de Bases y Condiciones del Concurso Público Internacional n° 1/90. El contrato administrativo que liga a la actora con el Estado Nacional está conformado tanto por la ley que rige la actividad sobre la que se contrata, como por los decretos y demás disposiciones regulatorias, y asimismo por el pliego de licitación, en el cual se especifica el objeto de la contratación, los derechos y obligaciones del licitante, del oferente y del adjudicatario, con las notas de aclaración o reserva que en el caso correspondan o resulten aceptadas por las partes al perfeccionarse el contrato respectivo. Las notas de aclaración, deben ser notificadas a todos los adquirentes del pliego licitatorio, en procura del máximo respeto del derecho a la igualdad de trato y condiciones entre quienes participan en el procedimiento de contratación, y la búsqueda del cumplimiento más estricto de las cláusulas del pliego de condiciones. Todas estas normas y disposiciones que integran el contrato administrativo deben ser conjuntamente interpretadas, de forma tal de dar un acabado sentido a la voluntad de las partes expresada en él, que las ponga en armonía con el régimen legal que rige el contrato. Ha expresado la Corte que todo contrato debe celebrarse, interpretarse y ejecutarse de buena fe y de acuerdo a lo que las partes entendieron o pudieron entender, obrando con cuidado y previsión, principios aplicables al ámbito de los contratos regidos por el derecho público. La Circular n° 5, interpretada conforme con las normas legales y reglamentarias de mayor jerarquía, no podría haber dispuesto válidamente una reducción de las regalías, sin incurrir en vicios que le aparejarían su nulidad. Ello es así, en primer lugar, puesto que la norma en que expresamente se funda es el decreto 1.055/89, que no se refiere en momento alguno a la hipótesis de reducción del porcentaje de regalías. Por ende, si se pretendiera que la Circular tiene el valor y sentido jurídico que le asigna la actora, en cuanto a la reducción del porcentaje de regalías, sería un acto jurídico viciado en su motivación, en cuanto se refiere a normas que no le pueden servir como fundamento. En segundo lugar, cabe indicar que la decisión respecto a la reducción de regalías tiene un procedimiento reglado, siendo competencia del Poder Ejecutivo Nacional la decisión a tomar. La Circular n° 5 fue dictada por un Subsecretario de Estado, no sólo con anterioridad al comienzo de la explotación del yacimiento, sino además sin haberse seguido los pasos procedimentales enderezados a la acreditación fehaciente de la falta de rentabilidad de la explotación. Por ello, si se atribuyera el alcance que le otorga la actora, el acto estaría viciado de incompetencia en razón de la materia y grado, además de la irregularidad en el procedimiento. Finalmente, el principio de legalidad impide que un acto administrativo tenga un objeto que viole la ley aplicable, en el caso, los arts. 59 y 62 de la ley 17.319 y su Decreto Reglamentario n° 1671/69. Por ello, como acto de reducción del monto de las regalías, sería írrito y, por ende, del mismo no podría derivarse derecho subjetivo, alguno para sus presuntos beneficiarios. La Circular n° 5 se limitó a aclarar que, atento el adelanto que el Estado Nacional debía efectuar a las provincias, los concesiónanos abonarían directamente al Estado local, por cuenta y orden de aquél, un 8%. Es decir, que la circular se refirió sólo al procedimiento que debían observar los concesionarios para el pago de las regalías, pero nunca al monto de las mismas, ya que el porcentaje está legalmente fijado, sin que se hubiera puesto en funcionamiento el procedimiento reglado para obtener su reducción. El art. 20 del decreto del Poder Ejecutivo Nacional n° 1671/69, en su primer párrafo, tras establecer que, cuando el pago de la regalía al Estado Nacional se haga en efectivo, la participación correspondiente a las provincias será satisfecha directamente por los concesionarios, por cuenta y orden del Estado Nacional, expresa que ello será así salvo comunicación en contrario emanada de la autoridad de aplicación. Esa Autoridad de Aplicación, en virtud de lo dispuesto por los arts. 5°, inc. c) y 15, inc. c) del decreto 1.055/89, al dictar la Circular n° 5 emitió la comunicación en contrario, pero únicamente en cuanto a la forma en que debía oblarse el doce por ciento de las regalías, esto es, un ocho por ciento se pagaría a la provincia donde estén ubicados los yacimientos. Y, si bien la circular no hace referencia expresa al cuatro por ciento restante, debe entenderse, en una armónica interpretación de las normas indicadas, que debía ser pagado directamente al Estado Nacional, quien en definitiva es el titular de la regalía, conforme arts. 59 y 62 de la ley 17.319. Resulta, de esta forma, un mecanismo adecuado para compensar, al Estado Nacional, el adelanto que debía realizar a las provincias al momento de percibir el derecho de explotación. No son consistentes los argumentos de la actora, vertidos en la causa S. 1451, L. XXXII, en cuanto a que no sostiene ahora ni ha sostenido antes que su obligación en materia de regalías fuera la de pagar sólo el ocho por ciento de la producción, sino que, mediante el pago mensual de ese porcentaje, sumado al adelanto incluido en el derecho de explotación, habrá extinguido la obligación correspondiente, y que ya pagó un 4 % en concepto de adelanto de regalías y que por consiguiente extinguió su obligación pagando mensualmente el 8 % restante. En primer término, los conceptos a los que la actora aplica los porcentajes, son diferentes, puesto que sobre el derecho de explotación pagado por el concesionario el Estado Nacional afecta un 4% pagadero a las provincias respectivas a título de adelanto de regalía pero la regalía establecida por el art. 59 de la ley 17.319, se paga mensualmente, y se calcula, en cambio, sobre el valor boca de pozo de la producción extraída, la cual de por sí puede variar de un mes a otro. En segundo término, el adelanto del 4 % calculado sobre el derecho de explotación, es realizado por el Tesoro Nacional, acreedor del mismo, en cumplimiento de una relación que, por disposición del propio Estado Nacional, liga a éste con la provincia. No hay, una relación entre el concesionario y la provincia. No es cierto que el concesionario haya pagado un 4% en concepto de adelanto de regalía, sino que, meramente, del 100% del derecho de explotación que se comprometió a pagar al Estado Nacional conforme la oferta realizada en el concurso, el Estado Nacional decidió, por sí, una afectación particular de un porcentaje de ese derecho. Si, por hipótesis, se variara la afectación dada por la Nación a ese 4%, en nada cambiaría la naturaleza de esa porción del derecho de explotación abonado, ni podría tampoco el concesionario argumentar que ha abonado ya un porcentaje de la regalía. En tercer lugar, de compartirse lo propuesto por la actora, necesariamente hay que reconocer que el monto total abonado en concepto de derecho de explotación se vería reducido en un 4%, puesto que ése es el porcentaje que se debía entregar a la provincia en concepto de anticipo de regalía, y que la actora se entiende facultada a disminuir de regalías futuras, tornándolo como un pago a cuenta. Por lo tanto, en definitiva, de la suma comprometida a abonar como derecho de explotación, pagaría sólo un 96 %, recuperando en forma indirecta el resto, a través del mecanismo indicado. Como cuarta objeción, no puede pretender argumentar la actora que los decretos de aprobación de la adjudicación hayan ratificado todo el procedimiento licitatorio, englobando así a la Circular n° 5, cuando, muy por el contrario, los decretos del Poder Ejecutivo nacional n° 1770/90 y n° 1900/90, en sus respectivos arts. 7°, ratifican que el titular de la concesión tendrá a su cargo el pago de las regalías correspondientes, las que serán calculadas de conformidad a lo dispuesto en los Artículos N° 59°, 61° y 62° de la Ley N° 17.319". Y más adelante agregan que el concesionario está facultado para convenir, con la provincia, no sólo el pago directo, tanto de las regalías como también de las reducciones que prevén los Artículos 59° y 62° de la Ley N° 17.319. Conforme la inteligencia que la actora pretende otorgarle a la Circular n° 5, ella debió haber impugnado los decretos de adjudicación, pues en éstos se ratificó el porcentaje de regalías correspondiente, sin atenerse a lo que entiende la actora que cabe atribuirle a la citada circular. Habrían sido esos decretos, y no la Resolución n° 7, los que, a todo evento, habrían dejado sin efecto lo establecido en la circular. Y toda vez que el Poder Ejecutivo Nacional es el órgano competente para resolver los pedidos de reducción de regalías que articulen los concesionarios, de haberse dado estas circunstancias, resultaría que habría manifestado su voluntad en contrario y revocado cualquier reducción que ilegítimamente hubieran establecido órganos inferiores incompetentes en razón del grado. Debe tenerse presente que los contratos vinculados con yacimientos hidrocarburíferos involucran a personas en las cuales se presupone una especial versación técnica y jurídica sobre la materia propia del objeto del convenio, idoneidad que es mayor que la exigible para un comerciante medio. CADIPSA S.A., empresa dedicada a la explotación de estos yacimientos, al interpretar la Circular en la forma en que lo hizo, actuó cuanto menos en forma impropia. Si quedaban dudas sobre el contenido de la Circular, la oferente debió haber pedido las aclaraciones del caso, antes aún de formular su oferta. El conocimiento de las normas legales y reglamentarias que rigen la actividad se presupone, y por ende cabe presumir que debió percatarse que el significado que pretende atribuirle a la Circular, no era el correcto y que involucraría varios vicios en el acto. La Provincia, tercerista en la presente causa, es totalmente ajena a la relación que une a la accionante con el Estado Nacional, por lo cual los avatares por los que haya transcurrido dicha vinculación no pueden perjudicar su derecho legalmente establecido al cobro de una participación equivalente a la regalía, toda vez que no se ha puesto en ejecución, en momento alguno, el procedimiento reglado para su reducción.


    Cadipsa S.A. c/ Estado Nacional y otros s/ Nulidad de acto administrativo


    C. 2238, XXXII, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Acto administrativo. Impugnación de acto administrativo. Falta de legitimación para obrar. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Inexistencia de caso o controversia.


    La Corte reiteradamente ha requerido la existencia de un "caso" o "controversia" para ejercer la función jurisdiccional. En Fallos 306:1125, sostuvo: en opinión concurrente del juez Frankfurter a la cual se remite la Corte Suprema Argentina en Fallos: 242:353, dicho magistrado, luego de destacar la necesidad de la existencia de "caso" o "controversia" como premisa para el ejercicio del poder judicial, señala como pautas que permiten establecer si se da una controversia definida y concreta, en supuestos en los que se impugna una actividad administrativa, las siguientes: a) que la acción (administrativa) impugnada afecta substancialmente en algún momento los intereses legales de una persona; b) que la actividad cuestionada afecta al peticionante en forma suficientemente directa, y c) que ella ha llegado a una concreción bastante en el ámbito administrativo. Los amparistas carecen de legitimación para demandar el cumplimiento del procedimiento establecido por el decreto N° 292/96 y la intervención de las provincias involucradas en el proyecto. En efecto, aun admitiendo la validez del cuestionamiento efectuado respecto de la falta de participación de las provincias en la Comisión del art. 3° del decreto N° 292/96, cabe señalar que ellas serían las únicas afectadas por ese irregular procedimiento y, por ende, quienes se encontrarían legitimadas para reclamar judicialmente el derecho que les pueda corresponder y no los actores, cuyos derechos no pueden resultar afectados por la medida impugnada. Aceptar la pretensión de los accionantes importaría el ejercicio de jurisdicción fuera del marco de una causa o controversia, en clara transgresión del art. 116 de la Constitución Nacional y 2° de la ley N° 27, en los términos de reiterada jurisprudencia del Tribunal. Los amparistas no invocaron, y por ende no acreditaron, ejercer la representación de ninguna de las provincias integrantes de la Comisión del artículo 3° del decreto N° 292/96, ni de la Provincia de Entre Ríos en donde habitan. Más aun teniendo en cuenta que esta última no solamente no forma parte del proceso, sino que en virtud de lo establecido en el artículo 1° del decreto provincial N° 833/97 del 21 de abril de 1997, ha dejado sin efecto su participación en la Comisión creada por el artículo 3° del decreto N° 292/96 y la admisión de este amparo traería como consecuencia; para ella, la obligación de participar en una comisión de la cual voluntaria y legítimamente se retiró.


    Daneri, Jorge O. y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional


    D. 313, XXXIII, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Docentes. Haber jubilatorio. Aportes jubilatorios. Falta de aportes previsionales. Resolución administrativa. Nulidad de la resolución. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Fincado el decisorio en apreciaciones de orden formal relativas a defectos de fundamentación del recurso y, particularmente, en la ausencia de gravamen aparejada por el artículo 3 de la resolución 586/90 a derechos adquiridos de los reclamantes -por ser la disposición posterior a la ley de jubilaciones vigente a la fecha del cese en los servicios-, amén de no pronunciarse sobre la correspondencia de aquél precepto con la normativa local mencionada incurre en déficits de fundamentación de orden tal que autorizan a descalificarlo como acto jurisdiccional válido. Ello es así, toda vez que situado el pronunciamiento en el marco del Título II del Capítulo III de la Constitución de la Provincia de Salta y, particularmente, del artículo 39 de dicho cuerpo, la conclusión del sentenciador -limitada a destacar la vigencia del principio de "la ley del cese”- no se justifica en este contexto, frente a las expresiones de la Carta Magna provincial que convocan a la equidad y a la inexistencia de desigualdades irrazonables y a una movilidad remuneratoria que asegure una estrecha relación entre los haberes de activos y pasivos. Y es que, en efecto, una afirmación de tal tenor para sustentarse, debió ir acompañada de argumentos que explicitaran las razones por las cuales las disposiciones locales encargadas de regir los beneficios de los actores tolerarían permanecer al margen de una doctrina de jerarquía constitucional como la identificada, excepciones que en su caso debieron haber sido objeto de justificación o señalamiento expreso por el tribunal cuyo pronunciamiento se impugna. Dicha jurisprudencia, ciertamente, tampoco se suple con la sola imputación de defectos formales tales como: la no acreditación de facultades reglamentarias en el ente educativo ni con el tangencial señalamiento de la supuesta razonabilidad de una resolución que, finalmente, concluyó no aplicable a los actores. Las garantías que se aseveran vulneradas, guardan relación directa e inmediata con lo resuelto (artículo 15 de la Ley 48), por lo que corresponde descalificar la sentencia y mandar a que se dicte una nueva con arreglo a lo expuesto; conclusión que, por cierto, no adelanta opinión sobre el resultado del proceso, tanto en lo que concierne a la compatibilidad del artículo 3° de la resolución 568 con el derecho local ni, en su caso con el federal invocado.


    Peñaloza, Alejandro y otros c/ Consejo General de Educación Caja de Previsión de la Provincia


    P. 36, XXXIV, 17 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Sanciones disciplinarias. Sanciones procesales. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Cabe recordar que si bien lo relativo a la aplicación de medidas disciplinarias, así como lo atinente a la valoración de la conducta de las partes y sus letrados, constituyen materias reservadas a los jueces de la causa y ajenas a la instancia extraordinaria, es doctrina de la Corte que, en casos excepcionales, en que median situaciones particulares que tornan excesiva o injustificada la sanción impuesta por el a quo, es posible apartarse de dicha regla. Cabe recordar que la Corte, en casos análogos, estableció que, descartada la existencia de temeridad o de malicia, el pronunciamiento carece del fundamento exigible y constituye una seria ofensa a la garantía de defensa en juicio, pues configura un reproche por el sólo hecho de litigar, insuficiente como fundamento de la sanción recurrida, hecho que justifica la revocación de la medida sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. Por lo expuesto, corresponde hacer lugar a la queja y al recurso extraordinario, y dejar sin efecto la sentencia apelada.


    Padilla, Marcelo c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia)


    P. 293, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Medida de no innovar. Licitación pública. Sentencia definitiva. Servicio público. Concesión de servicio público. Cuestión federal. Derivación no razonada del derecho vigente. Verosimilitud del derecho invocado. Peligro en la demora. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene reiteradamente declarado que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o revoquen, no revisten carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. En el precedente de Fallos 137: 352 se sostuvo que según se ha establecido reiteradamente por la Corte, tratándose de abrir una tercera instancia; el legislador solo la autoriza respecto de las sentencias definitivas y por tales se entienden las que dirimen la controversia poniendo fin al pleito, o haciendo imposible su continuación. Dicho principio reconoce excepción cuando la medida dispuesta causa un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, puede ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. En el sub Iite se configura un supuesto de excepción, tal como lo ha reconocido la Corte, puesto que lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe a la comunidad en razón de su aptitud para incidir en la prestación de un servicio público. Los agravios del apelante suscitan cuestión federal suficiente para habilitar la vía extraordinaria intentada toda vez que lo resuelto no constituye derivación razonada del derecho vigente con, particular aplicación a las circunstancias de la causa. Si bien el dictado de medidas precautorias no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de acreditar prima facie la verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que, resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen. No corresponde tener por configurada la verosimilitud del derecho invocado por los actores, si se tiene en cuenta que, como ha declarado la Corte, es una regla consagrada por el derecho administrativo que en materia de franquicias a una corporación cómo en toda concesión de privilegios por el estado a personas o individuos, en caso de duda la interpretación debe ser en contra de los concesionarios, porque la presunción más aproximada a la verdad es la de que el estado ha acordado sólo lo que en términos expresos resulte de ellos. Vacilar acerca de la extensión del privilegio es estar resuelto y toda resolución que dimane de una duda debe ser en contra de la concesión. Tampoco se advierte el peligro en la demora que tuvo por configurado el juzgador. Por un lado porque, el Pliego de Bases y Condiciones de la licitación, aprobado por el Decreto 500/97, establece que el futuro concesionario deberá respetar las concesiones que para servicios dentro de los aeropuertos se encuentran vigentes y que los permisos de uso serán cedidos o transferidos al Concesionario, así como todos los derechos relacionados con los mismos y, en tales condiciones, no se advierte ni siquiera la inminencia del perjuicio, toda vez que nada impide que las calidades de concesionarios que invocan los actores puedan hacerlas valer ante quien resulte adjudicatario en la licitación. También debe admitirse el agravio dirigido, por la apelante, contra la parte del decisorio según la cual el Decreto N° 375/97 carecía de la presunción de legitimidad necesaria para obstar a la concesión de la cautelar, en función de lo declarado por la Sala de la misma Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal en los autos “Nieva, Alejandro y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo ley 16.986”. Dicho pronunciamiento fue dejado sin efecto por la Corte, atento a los alcances de la sentencia R. 420, L. XXXIII, "Rodríguez, Jorge - Jefe de Gabinete de Ministros de la Nación s/ Plantea cuestión de competencia", causa donde la pretensión sometida a la decisión jurisdiccional tuvo por objeto, precisamente, la declaración de nulidad del Decreto de necesidad y urgencia N° 842/97, que aprobó el marco regulatorio y la privatización del servicio aeroportuario. Expresó la Corte que en el dictado del Decreto Nº 842/97 el Poder Ejecutivo Nacional cumplimentó su parte en el pertinente trámite constitucional, toda vez que la citada norma, refrendada por los funcionarios competentes, fue puesta a consideración del Congreso Nacional por medio del mensaje Nº 842 siendo girada ulteriormente para su tratamiento a la Comisión de Asuntos Constitucionales del Senado de la Nación, que se expidió por su ratificación. Dicho precedente es aplicable en la especie, no obstante que el remedio federal fue deducido con anterioridad al pronunciamiento, puesto que es doctrina reiterada que el fallo de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.


    Sociedad Aeronáutica San Fernando S.R.L. y otros c/ Estado Nacional-Poder Ejecutivo Nacional Decreto 375/97 y 842/97


    S. 43, XXXIV, 12 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. AFIP DGI. Representación del Estado en juicio. Cuerpo de abogados del Estado. Fundamentación de sentencias. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C.443, L.XXXIV, "Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos".


    El fallo recurrido no adolece de graves defectos de fundamentación que impongan revocarlo. Ello es así, toda vez que, si bien el decreto n° 487/98 exhibe como fundamentación el artículo 66 de la ley 24.946, sancionada con posterioridad al dictado de su antecedente n° 202/97, la norma allí contenida mal puede prestar sustento válido al nuevo sistema implementado para llevar adelante las ejecuciones fiscales a cargo de la AFIP, de tal forma que, cabe concluir que sigue teniendo verosimilitud el derecho invocado por los peticionarios. A partir de la sanción de la ley N° 24.946 se ha excluido de las funciones del Ministerio Público la representación del Estado y/o del Fisco en juicio, conforme preceptúa su artículo 27. A los efectos de cumplimentar esta modificación, en su artículo 66 se ha previsto lo relativo a la representación judicial del Estado y, por el artículo 76, se han derogado las normas que ponían en función en cabeza del Ministerio Público. Tras la exclusión de la función del Ministerio Público de representar al Estado en juicio, como principio -Salvo los casos en que por ley se autorice un régimen especial- tal cometido estará a cargo de “letrados integrantes del cuerpo de abogados del Estado dependientes de los servicios jurídicos de los respectivos ministerios, secretarias, reparticiones o ente descentralizados”. En el interior de la República, cuando el organismo interesado carezca de servicios jurídicos, “la citada representación será ejercida por delegados del cuerpo de abogados del Estado dependientes de la Procuración del Tesoro de la Nación y designados por el Poder Ejecutivo, en su defecto, la ejercerán letrados integrantes del cuerpo de abogados del Estado dependientes de otros servicios jurídicos”. No obstante, como excepción a dicho principio, el Legislador ha previsto, en el artículo 66 de la ley 24.946, una norma destinada a cubrir situaciones de insuficiencia en los servicios del Cuerpo de Abogados del Estado. Este último precepto limita su aplicabilidad a “situaciones excepcionales” o “casos especiales”, sin que pueda interpretarse que tal facultad pueda utilizarse como régimen general, sin limitaciones temporales, o con vigente sine die, tal como pretende a través del dictado del decreto 487/98 y de la disposición de la AFIP n° 358/98, que pone en ejecución en evidente violación a la finalidad de la ley, cuya preservación es uno de los cometidos esenciales asignados a este Ministerio Público por el artículo 120 de la Constitución Nacional. El criterio aquí propuesto es precisamente el que adoptó posteriormente el propio Estado Nacional cuando, a través del decreto n° 1091/98, de conformidad con las previsiones de la ley 11.683, resolvió incorporar letrados en la planta transitoria de la AFIP, esta vez en calidad de cobradores fiscales, para cumplir el mismo cometido al que se refiere el decreto n° 487/98.


    Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Medida cautelar


    C. 356, XXXV, 06 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Clausura del establecimiento. Denegatoria del recurso. 


    El recurrente no articula agravios de derecho federal que puedan ser atendidos en esta instancia. En efecto, los cuestionamientos se vinculan a la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada, y esta materia, cabe advertir, es como regla ajena a la instancia extraordinaria por comprometer sólo cuestiones de derecho procesal. Ello, a menos que se produzca una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea y con apartamiento de los principios que gobiernan el debido proceso garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional. No hay razones para encuadrar el caso en la excepción mencionada toda vez que la interpretación que la Cámara de Casación ha realizado de las normas procesales que delimitan su competencia no se muestra como irrazonable y tampoco se aparta de lo dispuesto por la ley 24.765. En este sentido, el artículo 11 de la ley mencionada agrega a continuación del artículo 78 de la ley 11.683 que la resolución administrativa que impone una sanción de multa y clausura será recurrible por recurso de apelación, otorgado en todos los casos con efecto devolutivo, ante los juzgados en lo penal económico de la Capital Federal y juzgados federales en el resto del territorio de la República. Asimismo, en su último párrafo, dispone que la decisión de estos magistrados será apelable al solo efecto devolutivo. La aplicación subsidiaria del Código de Procedimientos Penal de la Nación, dispuesta por la ley 24.765, no hace perder la calidad de procedimiento especial al previsto para este tipo de sanciones administrativas, que debe regirse entonces por las leyes que lo reglamentan, sin habilitar la aplicación del Código en toda su extensión, sino sólo en la medida de las remisiones efectuadas por aquellas leyes a efectos de posibilitar la revisión judicial de lo decidido en sede administrativa. De modo que al no surgir expresamente de la normativa transcripta la habilitación de la competencia de la Cámara de Casación para estas cuestiones, resulta una solución pasible de interpretación que la introducción por el legislador de la posibilidad de apelar las decisiones del juez de primera instancia que revisan las decisiones administrativas no habilitó la competencia de la Cámara de Casación, sino que sólo otorgó al recurrente la posibilidad del recurso de apelación ordinario ante las respectivas cámaras de apelación. Tampoco esta interpretación puede ser atacada por configurar privación de justicia, desde que el recurso de apelación ordinario permite revisar la decisión judicial de primera instancia garantizando, incluso más intensamente, la garantía de la doble instancia; especialmente si se analizan las limitaciones propias de la instancia casatoria. Desde este punto de vista, el ámbito propio del recurso de apelación se acerca mucho más al espacio conceptual en el proceso que sugiere la frase "doble instancia". Por último, no se advierte que concurran los extremos de un supuesto de gravedad institucional. La Corte Suprema de Justicia dé la Nación tiene establecido que no basta con la invocación genérica de gravedad institucional sino que es preciso, además, demostrar qué perjuicios concretos por su magnitud o entidad trascienden el interés de las partes y afectan de modo directo a la comunidad.


    Dittler, Raimundo Luis s/ Apelación clausura


    D. 198, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Empleo público. Régimen disciplinario administrativo. Sumario administrativo. Cesantía. Recurso jerárquico. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    El agravio referido a la posibilidad de una opción para cuestionar el acto de cesantía, sea por vía de acción o por recurso, no puede prosperar, a tenor de la clara y reiterada jurisprudencia de la Corte de Fallos: 310:2338 y 312:1724 y, la decisión del a quo sobre el punto, resulta ajustada a derecho. Si bien la Corte ha sostenido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido. La resolución que denegó la habilitación de instancia judicial no constituye una derivación razonada del derecho vigente, en la medida que las conclusiones a las que arriba no se sustentan en los precedentes que cita. En efecto, en Fallos 310:2338 y 312:1724 la Corte interpretó el art. 40 de la ley n° 22.140 y la forma de impugnar judicialmente las resoluciones de cesantía o exoneración de un empleado público, pero nada se expresa en ellos que permita concluir en la imposibilidad de encauzar el remedio procesal para hacer efectiva la revisión judicial del acto administrativo cuestionado, mediante una interpretación que, además, afecta gravemente la garantía constitucional de acceso a la justicia y desconoce el principio “in dubio pro actione", rector en materia de habilitación de instancia, conforme lo señalado por la Corte en Fallos: 313:83. La situación prevista en Comp. 293, L. XXXI, “Redondo, Eduardo y otros c/ A.N.A. Administración Nacional de Aduanas s/ Impugna acto administrativo” no es semejante a  la de autos porque, además de tratarse de diferentes objetos procesales, aquí se analiza la posibilidad de convertir una acción contencioso administrativa, intentada ante un juez de primera instancia, en un recurso directo que, por disposición legal, debe tramitar ante la Cámara de ese fuero y la decisión cuestionada, al interpretar erróneamente los precedentes en los que se funda, es descalificable como acto jurisdiccional válido. La sentencia tampoco se funda en las circunstancias comprobadas de la causa pues, contrariamente a lo sostenido por el a quo, el actor manifestó su voluntad de impugnar la resolución que dispuso su cesantía, dentro del plazo de treinta días hábiles judiciales que otorga el art. 41 de la ley N° 22.140 para la articulación del recurso directo, tal como surge de la constancia de la fecha de notificación de la resolución N° 339/95, y la de interposición de la acción y así, a partir de este error en el cómputo del plazo, el a quo descartó la posibilidad de analizar la conversión de la acción intentada, en el recurso específico para cuestionar la sanción expulsiva, con desmedro de la garantía de defensa en juicio, porque impide, de manera definitiva, el acceso a la jurisdicción. La Corte ha dicho que si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos para ante los tribunales de la causa, por vincularse con cuestiones de hecho y derecho procesal, son ajenas, en principio, al recurso extraordinario, tal circunstancia no resulta óbice para conocer los planteos de esa índole cuando el fallo en recurso se aparta, sin dar razón que lo justifique, de las constancias del expediente e incurre en error en el cómputo del plazo. Es así que, aun cuando la interpretación efectuada de las normas involucradas, atañe a la dilucidación de cuestiones de índole procesal federal, de las que, por principio no autoriza la intervención de esta Corte por la vía del recurso extraordinario, lo cierto es que corresponde hacer excepción cuando la aplicación de preceptos procesales excede de una manera irrazonable los límites que impone el respeto de la garantía de la defensa, la cual requiere que se brinde a los interesados ocasión adecuada de ser escuchados en sus razones, pues si bien el contenido de las normas rituales posee su reconocida importancia que exige su riguroso cumplimiento, su desnaturalización, su sobredimensionamiento por encima de su razón de ser, termina por convertir a esos imprescindibles preceptos en una suerte de trampas o valladares tendientes a frustrar el derecho constitucional al debido proceso.


    Acosta, José Leonardo c/ Estado Nacional y/o Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación s/ Empleo público


    A. 147, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Empleo público. Personal no permanente. Personal transitorio. Despido sin causa. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Admisibilidad de recurso. Revocación de sentencia. 


    La sentencia de la Cámara a quo que entiende configurada una hipótesis de despido injustificado, satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa. El encuadramiento normativo de la vinculación que uniera a las partes, por imperio del decreto municipal 297/91, no tolera conclusiones como las inferidas por el tribunal de segunda instancia, de que el actor desempeñó funciones que exceden el marco de transitoriedad propio de la contratación temporal. En el marco de lo establecido por el artículo 2°, apartado a), de la L.C.T, que dispone que dicha norma no será aplicable a los dependientes de la Administración Pública Nacional, Provincial o Municipal, excepto que "por acto expreso se los incluya en la misma o en el régimen de las convenciones colectivas de trabajo", la analogía implícitamente intentada por el tribunal a que entre la designación permanente y transitoria del régimen municipal y la contratación por tiempo indeterminado y a plazo del régimen de contrato de trabajo, prescinde del decreto n° 297/91 en el que se subsumió al actor desde su dictado. En ella la transitoriedad aparece expresamente recogida, fundada en la necesidad de la Comuna de contar con un sistema que "permita la incorporación de personal sin estabilidad" y con un “mecanismo de ingreso, egreso y percepción de haberes que sea dinámico y eficiente"; ello en el marco provisto por el decreto nacional n° 2476/90 de "Reforma Administrativa". El ítem e) del "Anexo 1" del decreto 297/91 -que aprueba el Régimen para el Personal Transitorio obrante en el Anexo 1- dispone que: "El personal designado bajo el presente régimen carecerá de estabilidad y su cese podrá disponerse sin expresión de causa", disposición que no fue objeto de cuestionamiento constitucional por el actor, como tampoco, ninguna otra perteneciente al ordenamiento jurídico de la Comuna y que no prevé una cláusula como la del artículo 90, último párrafo, de la Ley de Contrato de Trabajo. La Corte ha apreciado este tipo de pretensiones con perspectiva, en las que, tras la aceptación de contratos presididos por regímenes de inestabilidad, se han pretendido derechos emergentes de la estabilidad en el empleo. El Tribunal dispone que, frente a la existencia de un régimen jurídico específico reglamentario de los derechos de los dependientes de un organismo estatal, provincial o municipal, y a la disposición del artículo 2°, inciso a) de la Ley de Contrato de Trabajo, es inatendible, en ausencia del acto de inclusión que exige el precitado artículo 2° la pretensión del actor de que su situación se excluya del régimen del derecho público, para regirse por el derecho laboral. Tiene dicho también que dentro del concepto de empleo público están comprendidos tanto los supuestos de incorporación permanente a los cuadros de la administración, como aquellos del personal contratado y temporario, marco, éste, ajeno al derecho privado y propio de la normativa administrativa.


    Castelluccio, Miguel Ángel c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Despido


    C. 567, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Tasas. Transporte de pasajeros. Ordenanzas municipales. Inconstitucionalidad. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho el Tribunal que, si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el requisito de la existencia de una sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el lado del ejecutado, mediante la vía de la repetición, cabe hacer excepción a ello cuando el tema articulado fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior a su respecto en un juicio ordinario, o bien cuando la inexistencia de la deuda reclamada resulta manifiesta, pues de lo contrario importaría privilegiar un excesivo rigorismo formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Por aplicación de dicha doctrina, resulta manifiestamente improcedente el cobro de la deuda reclamada, puesto que la ordenanza municipal n° 068/90 en la cual se funda, ha sido declarada inconstitucional por el superior tribunal de la causa, en un litigio en que han intervenido las mismas partes.


    Municipalidad de Puerto Tirol c/ Empresa Navarro Hnos. S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    M. 327, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Impuestos municipales. Exenciones impositivas. Interpretación de la ley. Servicio público. Empresas del estado. Empresa privada. Honorarios. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. 


    Es preciso replantear el alcance de la derogación de exenciones tributarias de las que gozaban los sujetos comprendidos en el art. 1° de la ley 22.016, dada la evolución de la jurisprudencia de la Corte y atento a la opinión expresada, en reiteradas oportunidades, por este Ministerio Público. Es decir, si la derogación de exenciones gozadas por los sujetos comprendidos en sus arts. 1° y 3° es total, o si subsisten las exenciones denominadas "objetivas", no motivadas en la mera persona del titular del beneficio, sino en particulares circunstancias externas, vinculadas con la naturaleza de la actividad o servicio público promovido con la exención legal. Como expresara la Corte en Fallos: 310:1567, "...la ley 22.016, derogatoria de disposiciones eximentes del pago de tributos nacionales, provinciales y municipales, constituye un ordenamiento de carácter subjetivo, pues sus normas tienden a privar de beneficios a cierta categoría de personas jurídicas, con prescindencia de la actividad desarrollada. Avala esta conclusión el hecho de que su artículo 1 ° no se apoya en hecho imponible alguno, lo cual es innecesario definir cuando se trata de ordenamientos de este tipo...”, y que "…la exención tributaria dispuesta por el art. 12 de la ley 15.336 como la resultante del art. 15 del convenio anexo a la ley 17.574, es de naturaleza objetiva, toda vez que apunta a las actividades de la industria eléctrica destinadas a la generación, transformación, transmisión y distribución de la electricidad, y no a la índole de los sujetos autorizados a su explotación. Se refiere a hechos que, al realizarse, no generan obligaciones tributarias para ningún sujeto; por el contrario, si fuera subjetiva, debió haber excluido tales obligaciones para determinadas personas, sin excluir el posible nacimiento de la deuda a cargo de sujetos distintos". Tales argumentos son analógicamente aplicables a la exención objetiva del art. 39 de la ley 19.798, puesto que así como la ley 15.336, regula un servicio público a nivel federal. Por otra parte, es importante señalar que, si se considera que el art. 39 de la ley 19.798 se encuentra vigente y que la ley 22.016 no deroga exenciones de tributos locales que afectan e inciden en la prestación del servicio, cuando la prestadora es un sujeto privardo, y simultáneamente se sostiene que sí las deroga cuando el sujeto es una empresa pública, este razonamiento resulta palmariamente violatorio del derecho de igualdad frente a las cargas públicas -art. 16 de la Carta Magna-, además de claramente contradictorio con la finalidad que inspiró el dictado de la ley 22.016. Ha expresado la Corte desde antiguo que “esta garantía no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias, de donde se sigue forzosamente, que la verdadera igualdad consiste en aplicar en los casos ocurrentes la ley según las diferencias constitutivas de ellos y que cualquiera otra inteligencia o acepción de este derecho es contraria a su propia naturaleza y al interés social". El alcance de las leyes tributarias debe establecerse mediante una razonable y discreta interpretación de los preceptos propios del régimen impositivo, computando la totalidad de las normas que la integran para que el propósito de la ley se cumpla. Con la ley 22.016 se buscó poner en un pie de igualdad a las empresas públicas con las privadas, dado que aquéllas gozaban de una serie de exenciones por la sola circunstancia de tener carácter estatal o público. Debe reputarse que el art. 39 de la ley 19.798 es norma vigente de nuestro ordenamiento, que establece una exención de tipo objetivo conforme la actividad que trata, impidiendo que a determinados supuestos de hecho incluidos en su definición, se apliquen las consecuencias normales consiguientes a la realización del hecho imponible, haciendo abstracción de las características personales de quien desarrolle la actividad de telecomunicaciones, esto es, con abstracción del carácter público o privado que revista la persona de la prestataria. En cuanto al recurso extraordinario interpuesto por considerar que la sentencia del a quo es arbitraria, en tanto afecta sus derechos de defensa en juicio y de propiedad, ya que las costas han sido impuestas por su orden -en ambas instancias-, a pesar de haber advertido a la municipalidad actora, con anterioridad a la iniciación de la ejecución, los motivos por los cuales se consideraba exenta y pese a haber pedido oportunamente la condena en costas de la contraria, el mismo fue mal concedido por el a quo, pues lo atinente a la imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la vía prevista en el art. 14 de la ley 48. Al no guardar las garantías constitucionales de la propiedad y de la defensa en juicio relación directa ni inmediata con lo resuelto, el remedio intentado deberá ser declarado inadmisible. Es doctrina del Tribunal que los agravios del apelante suscitan cuestión federal para la apertura de la instancia extraordinaria, pues si bien es cierto que los temas vinculados con la validez intertemporal de normas de derecho local constituye materia ajena al recurso extraordinario, y el principio de no retroactividad de las leyes establecido por el art. 3° del Código Civil no tiene jerarquía constitucional, no lo es menos que la facultad de legislar sobre hechos pasados no es ilimitada y que la ley nueva no puede modificar o alterar derechos incorporados al patrimonio al amparo de una legislación anterior, pues, en tal caso, los poderes legislativos se enfrentan con la protección del derecho de propiedad consagrado por el art. 17 de la Constitución Nacional. La actividad del letrado apoderado de la ejecutada se realizó con anterioridad a la fecha de promulgación de la citada ley 24.432. Por ende, el caso debe regirse por lo expresado por la Corte en el precedente publicado en Fallos: 319:1915, en orden a que no resultan aplicables las modificaciones introducidas por la ley 24.432 a la ley 21.839 y al art. 505 del Código Civil, ya que “Los trabajos realizados por los distintos profesionales intervinientes fueron llevados a cabo íntegramente con anterioridad a la entrada en vigencia de las nuevas disposiciones legales por lo que mal pueden ser aplicados sin afectar derechos amparados por garantías constitucionales", a lo que agregó que “esta Corte ha expresado con particular énfasis que ni el legislador ni el juez podrían, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la legislación anterior, pues en este caso el principio de la no retroactividad deja de ser una norma infraconstitucional para confundirse con la garantía de la inviolabilidad de la propiedad reconocida por la Ley Suprema. Y finalmente, señalar que "en consecuencia, es necesario en cada caso indagar el momento o la época en que se cumplió el hecho, acto o relación jurídica que engendró y sirvió de fundamento a la obligación, ya que esta circunstancia determinará cuál es la legislación aplicable. En el caso de los trabajos profesionales el derecho se constituye en la oportunidad en que se los realiza, más allá de la época en que se practique la regulación. Es a partir de ahí que nace una situación jurídica concreta e individual en cabeza del sujeto que, como tal, se hace inalterable y no puede ser suprimida, o modificada por ley posterior sin agravio al derecho de propiedad consagrado en el artículo 17 de la Constitución Nacional. La decisión que recae tiene un mero carácter declarativo y no constitutivo del derecho, por lo que mal puede considerarse que deba aplicarse la ley vigente a esa época, sin afectar, inconstitucionalmente, derechos ya nacidos y consolidados al amparo de una legislación anterior".


    Municipalidad de Resistencia c/ E.N.T.E.L. s/ Ejecución fiscal


    M. 569, XXXIV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Agentes de la administración pública. Motivación del acto administrativo. Inadmisibilidad del recurso. Indemnización. Salarios caídos. Admisibilidad del recurso. 


    Existe una circunstancia que obsta a la admisibilidad formal del remedio intentado, toda vez que, contrariamente a lo exigido por reiterada doctrina de la Corte, el apelante no ha expresado argumentos que sustenten una diversa inteligencia de la norma federal que funda el fallo en crisis, sino que se ha limitado a reiterar los que ya fueron analizados y rechazados por el a quo. Esta omisión resulta adversa a la admisión formal del remedio federal, pues también ha dicho innumerables veces la Corte que, para la procedencia del recurso extraordinario, es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos por los jueces de la causa. Máxime, cuando se trata de un argumento tan decisivo como la ilegitimidad del acto revocatorio de un contrato sujeto a plazo, que el apelante fundamento exclusivamente en las facultades discrecionales de la Administración, pese a que dicha circunstancia no lo dispensa de observar un elemento esencial como es la motivación suficiente, pues es precisamente en este ámbito de la actividad administrativa donde la motivación se hace más necesaria. En este sentido, la Corte ha expresado que si bien no existen formas rígidas para el cumplimiento de la exigencia de motivación explícita del acto administrativo, la cual debe adecuarse, en cuanto a la modalidad de su configuración, a la índole particular de cada acto administrativo, no cabe la admisión de fórmulas carentes de contenido, de expresiones de manifiesta generalidad o, en su caso, circunscribirla a la mención de citas legales, que contemplan sólo una potestad genérica no justificada en los actos concretos. Asiste razón al recurrente en punto al agravio dirigido contra la indemnización acordada al actor, calificada sobré la base de los haberes dejados de percibir desde el cese ilegítimo hasta la conclusión del período por el cual había sido designado, toda vez que su admisión implicaría en la práctica, el reconocimiento de los salarios caídos. Desde esta óptica, dicho resarcimiento, con independencia de la calificación que se le dé, resulta contrario al criterio sostenido por la Corte, según el cual no corresponde, como regla, el pago de remuneraciones a los agentes públicos dados ilegítimamente de baja, salvo disposición expresa y específica.


    Lema, Gustavo Atilio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia de la Nación s/ Juicios de conocimiento en general


    L. 26, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Empleo público. Intangibilidad de la remuneración. Poder Judicial. Causas regidas por normas federales. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa G. 99, L. XXXII, “Gaibisso, Cesar A. y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Justicia- s/ Amparo”.


    En cuanto al fondo del asunto, con base en la doctrina de la Corte que el principio de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces consagrado constitucionalmente es extensible a los que se encuentran en situación de pasividad. Y que dicha garantía apunta al funcionamiento independiente del Poder Judicial mediante la permanencia en el cargo de sus integrantes, la que no se vería salvaguardada si, éstos, mediante una ley, como la impugnada en el caso, ven frustrada su expectativa a obtener en el futuro una jubilación que les permita mantener similar nivel de vida al que tienen en actividad. Dicha situación, como lo tiene señalado la jurisprudencia y doctrina, no comporta un privilegio personal sino una defensa de la sociedad en su conjunto. En este orden de ideas, como se dijo en el dictamen de la causa G. 99, L. XXXII precitado, que la materia traída a debate debe ser considerada desde una visión más amplia, no individual, que se vincula con la defensa institucional de la independencia irrestricta del Poder Judicial, como garantía esencial del sistema republicano.


    Ure, Ernesto Benito y otros c/ Estado Nacional Corte Suprema de Justicia de la Nación s/ Empleo público


    U. 2, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Universidades nacionales. Estatutos universitarios. Docentes titulares. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte sostuvo reiteradamente que las resoluciones dictadas por las universidades en el orden interno, disciplinario, administrativo y docente que les es propio no son, como principio, susceptibles de revisión judicial, como así también que ello es así, mientras se respeten en sustancia los derechos y garantías establecidos en la Constitución Nacional y no constituyan un proceder manifiestamente arbitrario. La cuestión que aquí se plantea encuadra en la hipótesis de excepción que prevé la citada doctrina de la Corte, toda vez que el exceso reglamentario que se atribuye al Consejo Superior de la Universidad de Buenos Aires pudo lesionar los derechos de los actores, amparados por el Estatuto de esa Casa de Altos Estudios. Toda vez que la norma sancionada por la Asamblea Universitaria establece claramente que, "en todos los casos", por lo menos la mitad de los representantes del claustro de profesores, deben ser titulares o titulares plenarios, tanto por la mayoría cuanto por la minoría, es evidente que la norma orgánica limita el poder reglamentario del Consejo Superior, en lo atribuido por el segundo párrafo del art. 107, al fijar el cupo correspondiente a los profesores titulares. La resolución cuestionada, al disponer que los profesores asociados puedan integrar el referido cupo, lejos de reglamentar la norma del Estatuto la modificó, excediendo, de tal manera, su competencia, al arrogarse una potestad reservada a la Asamblea Universitaria. Los argumentos expuestos por la apelante en favor del reconocimiento de la competencia del Consejo Superior de la Universidad para dictar la reglamentación del Estatuto Universitario, en especial del art. 107, son insustanciales, toda vez que no le fue desconocida y que el thema decidendum gira en torno a los límites de tales potestades reglamentarias y si, se excedió o no en el ejercicio de su competencia al dictar la resolución 5895/97. La apelante tampoco logra conmover los sólidos fundamentos de la sentencia en recurso, referidos, entre otros, a que, por un principio de jerarquía normativa, la reglamentación no puede superar lo expresamente dispuesto por el Estatuto. También deben desecharse los argumentos atinentes a los fines que inspiraron, al Consejo Superior, al dictar la reglamentación cuestionada, toda vez que, con independencia de ellos, surge del art. 89, inc. e) del Estatuto que la Asamblea Universitaria es el único órgano con competencia para su modificación. A lo expuesto, cabe agregar que la Asamblea es un órgano democrático y que, más allá de su perfectibilidad, el Estatuto fue gestado y sancionado democráticamente, con lo cual no resulta atendible que lleve a situaciones corporativas. Igual suerte debe correr el argumento de la Universidad en el sentido de que los profesores titulares y los asociados tienen el mismo nivel, a poco que se observe el art. 44 bis del Estatuto, según el cual estos últimos constituyen la jerarquía académica que sigue inmediatamente a la de los profesores titulares.


    Hall, Juan Antonio y otros c/ Universidad de Buenos Aires s/ Resolución 5.895/97


    H. 34, XXXIV, 17 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Colegio Público de Abogados. AFIP DGI. Medidas cautelares. Denegatoria del recurso. 


    De acuerdo con los artículos 116 y 117 de la Constitución, los tribunales nacionales sólo pueden resolver los casos, causas o asuntos que versen sobre puntos regidos por la Constitución, las leyes de la Nación y por los tratados con las naciones extranjeras, y es constante la jurisprudencia de la Corte que caracteriza tales casos como, aquéllos en los que se persigue en concreto la determinación del derecho debatido entre partes adversas. El CPACF, creado por ley 23.187, puede actuar como parte en juicio, toda vez que resulta ser una persona de derecho público, desde que no se lo concibe como una asociación del derecho común, a la cual se es libre de asociarse o de no asociarse, para la defensa de intereses sectoriales, sino como el órgano que en el ámbito de la delegación transestructural de las funciones estaduales es revestido de naturaleza pública para llevar adelante el cumplimiento de un cometido público que se le encomienda, cual es el de controlar el ejercicio de la profesión con arreglo a las pautas preestablecidas en resguardo de los intereses, no de los abogados individual o sectorialmente, sino de la comunidad que necesita del concurso de éstos para garantir el afianzamiento de la justicia, de la que los abogados son auxiliares, motivo principal por el que dicho órgano ha de gobernar la matrícula. En el artículo 20, de la ley de creación del CPACF, se describen las finalidades generales del CPACF, entre las que se mencionan la defensa de sus miembros para asegurarles el libre ejercicio de la profesión conforme a las leyes, velar por la dignidad y el decoro profesional de los abogados y afianzar la armonía entre ellos, contribuir al mejoramiento de la administración de justicia haciendo conocer las deficiencias e irregularidades que se observen en su funcionamiento y colaborar con los poderes públicos en la elaboración de la legislación en general. Por su lado, el artículo 21 establece las funciones, deberes y facultades que posee para el cumplimiento de las finalidades indicadas en el artículo anterior. Así, en el inc. j, impone como deber el cuidado del ejercicio profesional. La Corte ha tenido oportunidad de expedirse sobre los alcances de la legitimación procesal del CPACF. Así, en el pronunciamiento registrado en Fallos: 315:2592, dijo que, si bien el Colegio actor invocó su legitimación a tenor de los artículos 20, inc. c y 21 inc. j, de la ley 23.187, para intervenir en apoyo de la profesional demandada, este planteo debía ser examinado a la luz del artículo 166, inc. 2, del código de rito y entendió que las normas invocadas por los representantes del Colegio Público de Abogados para habilitar su intervención procesal no son aplicables en el sub examine, pues en este juicio sólo se encuentra en discusión si la actuación que le cupo a la demandada en un proceso anterior es suficiente para responsabilizarla, a la luz de las disposiciones contenidas en el Código Civil, por el cumplimiento defectuoso de las obligaciones que originalmente había asumido. Añadió la Corte que no se trataba de un supuesto en el que se hubiera impedido el libre ejercicio profesional o se hubiera afectado la dignidad o atacado el decoro profesional o la armonía entre los matriculados y que la decisión cuestionada no afectaba intereses generales de la profesión, por lo que la intervención pretendida por la Institución, con sustento en un texto legal ambiguo, excedería el marco que el legislador tuvo en mira al dictar dicha norma. De igual forma se pronunció en la causa S. 1444, XXXIl, “Scotto Landajo, Enrique Andrés”. La situación discutida en el sub examine difiere sustancialmente de las falladas en los precedentes recién citados, puesto que no se trata de la actuación individual de un matriculado en un caso concreto donde, en el ejercicio de su profesión, pudo caberle alguna responsabilidad. Se trata aquí de una convocatoria general de un organismo autárquico estatal para que abogados de todo el país concursen para obtener una porción de la cartera de ejecuciones fiscales a privatizarse, bajo condiciones que, según el actor y sus adherentes, no se ajustan a las leyes que regulan la materia. En esta línea de ideas, no es atendible el argumento de la demandada en cuanto sostiene que el CPACF defiende a una pequeña porción de sus matriculados en contra del resto, pues de seguirse el criterio que subyace en él, podría llegarse al extremo que, una vez que la Corporación tomara una decisión a través del funcionamiento de sus órganos colegiados regularmente constituidos y mediante el procedimiento establecido por las normas vigentes, si uno sólo de los matriculados manifestara su voluntad contraria a lo resuelto, podría paralizar cualquier actuación del ente, sea administrativa o judicial, tendiente a llevar a cabo aquella decisión, erigiéndose así en un censor calificado. Situación que, por sí, resulta a todas luces inadmisible. No es ocioso recordar que, como ha expresado la Corte en la causa de Fallos: 308:987, entre las funciones atribuidas legalmente al Colegio está la de controlar el ejercicio profesional y el resguardo de dicho ejercicio, como también la defensa de sus miembros, la cual es también una función pública, destinada a la protección del libre desarrollo de la actividad de, los abogados como representantes de los justiciables y como órganos auxiliares de la justicia. También señaló allí que no hay vínculo asociativo entre los matriculados, sino que la posición del abogado es la de sujeción a la autoridad pública ejercida por el Colegio y a las obligaciones que la ley le impone y que, en definitiva, el Colegio no es una asociación que se integra con la adhesión libre y espontánea de cada componente, sino una entidad destinada a cumplir fines públicos que originariamente pertenecen al Estado y que éste, por delegación, circunstanciada normativamente, transfiere a la institución que crea para el gobierno de la matrícula y el régimen disciplinario de todos los abogados de la Capital Federal, como auxiliares de la administración de justicia. Por lo tanto, y desde esta perspectiva, el actor cuenta con legitimación procesal suficiente en estas actuaciones. Máxime cuando la disposición 119/97 de la AFIP prevé que el CPACF debe participar en el procedimiento privatizador, al encomendarle la obligación de adoptar las medidas conducentes para que los matriculados obtengan un certificado necesario para presentarlo en el concurso, circunstancia que lo pone en la violencia de tener que cohonestar, con, sus propios actos, un accionar que entiende está teñido de ilegalidad. En estas condiciones, es claro que el CPACF no se encuentra en la situación de cualquier ciudadano que, en su condición de tal, exige por el cumplimiento de la legalidad objetiva, supuesto en el cual no cabría reconocerle legitimación para accionar. Por otra parte, podría devenir abstracto el cuestionamiento de su legitimación procesal, toda vez que varios agentes judiciales de la AFIP – DGI, quienes fueron tenidos por parte en estos autos, se han adherido a la medida solicitada por el actor. Por otro lado, el recurso extraordinario fue correctamente denegado por el a-quo y, por ende, la queja intentada resulta inadmisible en su aspecto formal, toda vez que no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal. Sobre el tema, es oportuno recordar lo dicho por la Corte en Fallos: 318:814, con remisión a un viejo precedente registrado en Fallos: 137:352, según se ha establecido reiteradamente por la Corte tratándose de abrir una tercera instancia, el legislador sólo la autoriza respecto de las sentencias definitivas y por tales se entienden las que dirimen la controversia poniendo fin al pleito, o haciendo imposible su continuación, o sea, como se expresaba en la Ley de Partidas, aquélla “que quiere tanto decir como juicio acabado que da en la demanda principal fin, quitando o condenando al demandado”, carácter que no revisten las resoluciones referentes a medidas cautelares, inclusive las que disponen la prohibición de innovar, sea que las decreten, levanten o modifiquen. No modifica lo anterior el hecho de tratarse de una medida cautelar autónoma y que resultan ineficaces los planteos de la demandada tendientes a atribuir, al decisorio en crisis, caracteres que lo asimilen a una sentencia definitiva. Cabe advertir que, la vigencia de la medida cautelar autónoma cesa en el momento en que el Estado Nacional resuelve en forma expresa el reclamo formulado, con independencia del sentido favorable o no de la resolución. Por ende el aducido entorpecimiento de la actividad de la Administración y la pretendida duración sine die de la medida en crisis, resultaría de la propia inactividad de aquélla. También yerra la quejosa cuando afirma que, respecto del reclamo deducido, no se configura el silencio de la Administración. La misma norma legal que impone el reclamo impropio para impugnar judicialmente, en forma directa, el acto de alcance general prevé su denegatoria expresa o por silencio. La razón de ser de la doctrina del silencio en Derecho Administrativo obedece a la necesidad de asegurar la tutela jurisdiccional de los derechos de los administrados, ya que si la autoridad pública no resolviese expresamente las peticiones o reclamos de los particulares y se limitase a guardar silencio, no habría acto administrativo la impugnar y las pretensiones de los administrados quedarían, de hecho, desconocidas. Por lo tanto el silencio se estructura en defensa del particular y es una facultad suya exclusiva la de poder invocarlo, para tener por agotada la vía administrativa y expedita la instancia judicial. El requisito relativo a la definitividad de la sentencia no es absoluto y la Corte, excepcionalmente, ha admitido el remedio federal cuando la decisión causa un agravio que, por su magnitud y por las circunstancias de hecho, resulte irreparable o cuando se configure un supuesto de gravedad institucional. Cabe aceptar, en términos amplios, que la expresión gravedad institucional alude a las organizaciones fundamentales del Estado, Nación o Sociedad, que constituyen su basamento, y que se verían afectadas o perturbadas en los supuestos en que se invoca. Igualmente, la Corte Suprema, para conservar nuestro sistema institucional y mantener la supremacía de la Constitución Nacional, se siente habilitada por el orden jurídico para seleccionar los problemas que por la trascendencia de los intereses que afectan no pueden escapar a su control constitucional mediante la alegación de obstáculos de índole formal o procesal. Al obrar de tal modo, la Corte actúa en cumplimiento de una alta tarea de política judicial impuesta por la firme defensa del orden constitucional y afirmada de tal modo como su más delicada e ineludible función jurisdiccional. Tampoco concurren, las circunstancias tenidas en cuenta por la Corte para revocar las medidas cautelares dispuestas en procesos seguidos por la Dirección General Impositiva, tendientes a la percepción de impuestos, con fundamento en su posible aptitud para perturbar la percepción de la renta pública. Por lo expuesto, corresponde desestimar la queja interpuesta por el Estado Nacional.


    Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administracion Federal de Ingresos Públicos s/ Incidente de adhesión


    C. 443, XXXIV, 06 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Código Alimentario Argentino. Control de productos alimenticios. Consumidores. Interpretación y aplicación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuando el art. 223 inc. 1º del Código Alimentario se refiere a la excepción al segundo requisito del párrafo anterior, lo hace respecto de la posibilidad de no incluir en el rótulo la composición exacta del producto y no respecto de la exigencia de estar expresado en un idioma distinto al castellano. Considerando que el articulado del Código Alimentario ha sido objeto de múltiples modificaciones que le han hecho perder uniformidad a su redacción, ha de adoptarse la interpretación que haga aplicables la mayor cantidad de normas, por lo que cabe sostener, en consecuencia, que el principio general debe ser que siempre habrán de mencionarse todos los ingredientes de un producto y que, sólo cuando la norma particular lo autorice expresamente, corresponderá la excepción.  Esta es la interpretación que más se compadece con los fines de la ley y la que mejor permite armonizar sus disposiciones, evitando consecuencias que pueden resultar nocivas para la población. Tiene dicho la Corte en reiterados pronunciamientos que uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma y su congruencia con el resto del sistema a que está engarzada, es la consideración de sus consecuencias, como también que la interpretación de las leyes debe hacerse siempre evitando darles aquel sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando, como verdadero, el que las concilie y deje a todas con valor y efecto y comprende, además, su conexión con otras normas que integran el ordenamiento jurídico vigente, del modo que mejor concuerden con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Parece insoslayable mencionar la recepción constitucional, de los derechos de los consumidores, entre ellos, a la protección de la salud o a la información adecuada y veraz y su estrecha relación con las posibles consecuencias de una solución adversa a la interpretación que se propicia.


    Arcor S.A.I.C. c/ ANMAT - Expediente 2.635/95-3 s/ Proceso de conocimiento


    A. 302, XXXIV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Servicio público. Energía eléctrica. Municipalidad. Impuestos municipales. Inexistencia de cuestión federal. Improcedencia del recurso. 


    La Cámara a quo, superior tribunal de esta causa, a los fines de la admisibilidad del recurso extraordinario federal, declaró improcedente el pago de la tasa por servicio de inspección e higiene, que pretendía el municipio demandado con base en el art. 75 de su Ordenanza Fiscal, al considerar que la norma local entraba en pugna con la normativa federal regulatoria del servicio de distribución de energía eléctrica (art. 12 de la ley 15.336 y arts. 19 a 21 del decreto 714/92). No existe resolución contraria a un derecho federal, susceptible de revisión mediante el recurso extraordinario intentado, puesto que la sentencia recurrida declaró la invalidez de la norma local, pronunciándose en favor de la pretensión de la actora, que se basa precisamente en normas nacionales. Tiene reiteradamente establecido el Tribunal que, si la resolución apelada no desconoce validez a un acto de autoridad nacional, ni consagra la preeminencia de una ley local sobre otra de carácter nacional, sino precisamente lo opuesto, no existe en la causa resolución contraria a un derecho o privilegio federal alguno que autorice la procedencia del recurso extraordinario, como lo exige el art. 14 de la ley 48.


    Edenor c/ Municipalidad de General Rodríguez s/ Acción declarativa - medida cautelar


    E. 35, XXXIV, 07 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Jubilaciones. Reciprocidad jubilatoria. Revisión judicial de actos administrativos. 


    Asiste razón al recurrente cuando alega que al no efectuar los jueces que suscriben la resolución una exégesis correcta del contenido del segundo párrafo del artículo 23 de la ley 14.370, la sentencia que recurre no puede considerarse un acto jurisdiccional válido. Si bien es cierto que la mencionada norma prescribe una excepción al principio del beneficio único, también lo es que con tal dispensa sólo puedan beneficiarse aquéllos afiliados a los cuales un organismo previsional no les reconoce, a efectos de reajustar el haber que gozan, la totalidad de los servicios y aportes efectuados en otro ámbito, como puede ser, a modo de ejemplo, el caso de quien posee un retiro militar y no puede hacer valer los servicios prestados en una órbita diversa, como consecuencia de que la caja que se lo otorgó no está incluida en el régimen de reciprocidad jubilatorio. Como el actor prestó servicios bajo el ámbito del ex Instituto Municipal de Previsión Social, y tal organismo se halla adherido al régimen de reciprocidad jubilatorio, resulta de inexcusable aplicación el principio prescripto por el artículo 23 de la ley 14.370, en cuanto establece la prohibición de obtener dos jubilaciones distintas por servicios prestados en regímenes comprendidos en el citado decreto ley. Ningún reproche cabe hacer al organismo actuante en cuanto dispuso la baja de uno de los beneficios que gozaba el interesado -aquel cuyo monto era menor- ordenó se llevase a cabo al reajuste del haber del que mantenía y se efectuase la compensación a que hubiere lugar entre las sumas resultantes y las que surjan del cargo que le era exigible por las cantidades percibidas indebidamente.


    Schiariti, Oscar c/ ANSES s/ Impugnación acto administrativo


    S. 439, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Constitución de servidumbres. Servidumbre de electroducto. Reconocimiento de derechos. Indemnización. Recurso de inaplicabilidad de ley. Cuestión federal. Defensa en juicio. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien de manera reiterada, la Corte ha sostenido que las decisiones por las cuales los máximos tribunales de provincias resuelven sobre la admisibilidad de los recursos extraordinarios de orden local, resultan, por norma general, insusceptible de revisión en la instancia excepcional del art. 14 de la ley 48, y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva respecto de aquéllas, no menos cierto es, empero, que también ha señalado que cuando la decisión ha incurrido en defectos de fundamentación que la invalidan como un acto judicial, es aplicable la doctrina que considera ese déficit una cuestión federal, en tanto lo resuelto vulnera las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso. Corresponde dejar sin efecto la sentencia de la Corte provincial que declaró desierto el recurso de inaplicabilidad de ley, sin hacerse cargo de lo dispuesto por el artículo 290 del Código Procesal local, dispositivo que sienta el principio general según el cual las providencias de mero trámite y las sentencias interlocutorias dictadas por la Corte durante la substanciación del recurso de inaplicabilidad de la ley, serán susceptibles de revocatoria, omitiendo el tribunal hacer explicitas las razones por las cuales consideró que dicho precepto no resultaba aplicable en la hipótesis. A través del recurso del art. 238 del Código Procesal Provincial, la parte actora pretendía se revisará la decisión que entendió insuficiente el depósito. En esa ocasión y en las posteriores, la actora perseguía no sólo poner en crisis la cuestión relativa a la índole determinada o no del monto del litigio, sino especialmente los mecanismos reglamentarios para el cálculo concreto del resarcimiento y su actualización. Sin embargo, el tribunal local, en modo alguno hizo explícita las pautas que utilizó para la actualización del monto consignado por los actores los que, de su lado, se limitaron a reclamarlo incluyendo depreciación monetaria con los intereses devengados hasta su pago, sin mencionar una pauta concreta de reconversión del capital que admita estimarla incluida también en la remisión verificada por la Corte. Dicha circunstancia, sitúa el decisorio del tribunal de provincia al margen de todo posible contralor de razonabilidad, antecedente que obsta a su mantenimiento. Tales déficits en los procederes de la Corte local, se encarecen tan pronto se aprecia que conducen a clausurar indefectiblemente la posibilidad de reexamen de una cuestión en que se acusa un error material de la sentenciadora, bajo la pretensión de que frustra las garantías que emanan de los artículos 17 y 18 de la Carta Magna, y ello con base, finalmente, en apreciaciones que remiten al cumplimiento sólo parcial de una norma de rito, que condiciona la admisión de un recurso extraordinario local, a un depósito previo.


    Bassi, Oscar Ricardo y otro c/ Empresa Social de Energía de Buenos Aires s/ Constitución de servidumbre administrativa de electroducto e indemnizaciones emergentes


    B. 145, XXXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Herencia. Colación. Colación ficticia. Cuestión no federal. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente. Desistimiento del recurso. 


    Debe declararse la improcedencia del recurso, en virtud de que la Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las decisiones judiciales no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, cuando las objeciones suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad. Además, tampoco se ha demostrado en forma fehaciente que el mismo haya producido el menoscabo de garantías constitucionales. Ello es así, toda vez que los agravios del apelante se fundan en una discrepancia con el tribunal acerca de la interpretación que cabe asignar a las normas del Código Civil referidas a la colación de donaciones y a los daños e intereses que debe pagar el deudor moroso por el retraso en el cumplimiento de una obligación. La naturaleza de estas cuestiones, impide su estudio en esta instancia extraordinaria, máxime si se advierte que las conclusiones a las que arribó el a quo, respecto a la improcedencia del planteo de las actoras, basadas en que la colación configura una deuda de valor del donatario, con la finalidad, de reconstituir el patrimonio relicto, por haber adoptado nuestro codificador el sistema de colación ficticia -que considera a los bienes donados irrevocablemente transferidos en propiedad al donatario, incorporándose asimismo los accesorios- son suficientes, más allá de su acierto o error, para brindar adecuado sustento al decisorio, e impiden así apreciar en el caso la conculcación de derechos invocada con fundamento en los artículos 519, 590, 622 y 2438 del Código Civil, 34 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y 31 de la Constitución Nacional. Del examen del decisorio impugnado no se verifica un manifiesto apartamiento de la solución legal prevista para el caso, toda vez que se hace cargo del sentido que inspira a las normas en juego, las cuales revelan que, en todo caso, la igualdad entre los herederos estaría protegida mediante la obligación de colacionar el valor de los bienes donados, operación contable sujeta a principios propios distintos a los que rigen la entrega de bienes o sumas de dinero.


    Gandulfo de Pinto Escalier, Maria Rosa y otros c/ Gandulfo, Adolfo Martin s/ Simulación


    G. 147, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Impugnación de la paternidad. Defensor público de menores e incapaces. Derechos personalísimos. Derecho a la identidad. Aplicación de tratados internacionales. Interpretación de tratados internacionales. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa “O. 28, L. XXXII, Oks, Sebastián Andrés c/ Osk, Carlos Hugo”.


    Remisión al dictamen de la causa D. 401/97, L. XXXIII, "Deussen de Páez Vilaró Annette c/ Osk Carlos s/ Impugnación de paternidad, para dar fundamento a la inconstitucionalidad de la norma del art. 259 del Código Civil que veda a la esposa legitimación para impugnar la paternidad de un hijo matrimonial.


    Resultan procedentes los agravios de la recurrente relativos a la omisión de tratamiento del problema vinculado a las facultades de los Defensores Públicos de Menores e Incapaces, en el marco actual del artículo 54 de la Ley 24.946 que los faculta a intervenir en los asuntos judiciales o extra judiciales que afecten a la persona o bienes de los Menores e Incapaces y entablar en defensa de éstos, las acciones y recursos pertinentes, ya sea en forma autónoma o junto con sus representantes necesarios. La materia es de carácter federal cuando se encuentra en tela de juicio el derecho a la identidad de personas menores de edad, lo cual indudable posee jerarquía constitucional. Mediante las acciones de impugnación de paternidad matrimonial y reclamación de filiación extramatrimonial por parte de quién ejerce la representación promiscua de un menor, se busca salvaguardar un derecho personalísimo que se encuentra no solamente en la base de lo que denominamos acciones de estado, sino en la personalidad misma del individuo; esto es, el derecho a la identidad. En otros términos: El derecho a ser uno mismo y no otro, a encontrarse sustentado sobre las raíces que dan razón al presente, a la luz del pasado, que permite vivir una historia única e irrepetible, lo que resulta esencial y de inestimable valor en las etapas de la vida en las cuales la personalidad se consolida y estructura y que, precisamente, por su carácter substancial, determina como dañosa cualquier restricción que impida su ejercicio. En ese sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por ley 23.849, ha establecido el alcance de esa prerrogativa al disponer que el niño tendrá derecho desde que nace en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos y que los estados partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en esa esfera; como así también que ellos se comprometen a respetar, el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley; prerrogativa, por otra parte, reconocida de manera expresa por la Corte en autos "H.G.S. y otro s./apelación de medidas probatorias – causa n° 197/90" S.C. H. 91, L. XXIV, R.H.; y anticipada en el voto en disidencia de Fallos: 313:1113, en que se indicó el derecho a la identidad personal como uno de los derechos fundamentales comprendidos en el marco tutelar del art. 33 de la Constitución, agregando que el normal desarrollo psicofísico exige que no se trabe la obtención de respuesta a esos interrogantes vitales. La dignidad de la persona está en juego, porque es la específica verdad personal, es la cognición de aquello que se es realmente, lo que el sujeto naturalmente anhela poseer, como vía irreemplazable que le permita optar por un proyecto de vida, elegido desde la libertad. La Corte ha establecido que los niños - a más de la especial atención que requieren de quienes están obligados a su cuidado, de los jueces y de la sociedad toda, no pueden, sino, ser sujetos y nunca objeto del derecho de terceros asumiendo el mandato de privilegiar el interés del menor, tal como lo consagra el artículo 3° de la Convención precitada, y se anticipara supra, cuando dispone que en todas las medidas a adoptar por tribunales y órganos públicos en general, concernientes a éstos, se atenderá siempre al interés superior del niño, salvaguardando su derecho substancial a ser oído - por sí o sus representantes. Por último, al involucrar la cuestión la inteligencia de tratados internacionales como la referida Convención sobre los Derechos del Niño, y suscitando, su interpretación, cuestión de trascendencia federal a los efectos de la vía extraordinaria, sólo cabe concluir, la procedencia de la vía invocada.


    M., S. M. c/ M., M. A. y otros s/ Impugnación de paternidad


    M. 354, XXXIV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Inhabilitación profesional. Indemnización. Cobro de sumas de dinero. Lucro cesante. Inconstitucionalidad. Juicios contra el Estado. Excepción de prescripción. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria de recurso. 


    La Corte tiene dicho que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal -materia propia de los jueces de la causa- no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. También ha sostenido que "la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido", pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales. El recurso es formalmente inadmisible toda vez que el apelante sólo expresa su discrepancia con la valoración del a quo respecto del momento a partir del cual comenzó el curso de la prescripción, sin demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos que se consideran al efecto, o la irrazonabilidad en las conclusiones. Las conclusiones a las que arribó el tribunal respecto a la improcedencia del planteo de la actora, encuentran adecuado fundamento en las normas que consideró aplicables al sub lite y en la consideración de que la vía procesal elegida -acción de inconstitucionalidad-, por su índole y alcances, carecía de efectos interruptivos o suspensivos de la prescripción de la acción de daños y perjuicios, la que ya se encontraba expedita desde el momento en que la Caja le impuso la exigencia legal que lo obligó a cancelar la matrícula en todas las jurisdicciones. El tratamiento de tales cuestiones y la interpretación asignada por los jueces locales a las normas rituales aplicables al caso, también de Derecho Público, impiden su revisión en esta instancia, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, máxime cuando el apelante tampoco ha demostrado, en forma fehaciente, como hubiere sido menester en orden a la configuración de un supuesto de excepción, que el pronunciamiento le haya producido el menoscabo de las garantías constitucionales que invoca, puesto que el derecho a requerir la tutela jurisdiccional supone el cumplimiento, por parte del interesado, de los requisitos procesales establecidos por las normas vigentes y no puede responsabilizarse al tribunal si la vía elegida no resulta ser la correcta para atender su pretensión.


    León, Gerardo Amaranto c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    L. 294, XXXIII, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Contrato de prestaciones médicas. Medicina prepaga. Contrato a favor de terceros. Interpretación de la ley. Contratos de adhesión. Ley de defensa del consumidor. SIDA. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No se aprecia qué relevancia podría revestir para esta cuestión que el contrato lo haya celebrado el propio actor o bien su ex-empleadora en su beneficio, puesto que subsistiendo la ecuación económica del contrato, tanto la economía como la finalidad particular del negocio resultarían salvaguardados. Caso contrario, se obraría en desmedro de una relación de orden jurídico tipificada por la permanencia y continuidad de las prestaciones médicas, lo que habiendo cumplido el beneficiario por sí o por otro con la conducta a su cargo, supondría tanto como contrariar la índole del negocio jurídico subyacente y, con ello, las reglas de la interpretación vinculadas con los standards de la buena fe, moral y buenas costumbres. Apreciado desde otra perspectiva comportaría, además, el intento de colocar en cabeza del usuario en desmedro de sus legítimos derechos, gran parte del riesgo empresario que la empresa de medicina prepaga debería asumir como consecuencia de su actividad económica. La demandada no ha alegado ni evidenciado circunstancia alguna vinculada con el dispositivo del 2º párrafo del artículo 1198 del Código Civil; a lo que se añade que se trata la presente de una figura contractual de adhesión y de consumo, puesto que amén de adherirse a las cláusulas predispuestas de una empresa, existe un servicio prestado para un destinatario final, siéndole aplicables, por ende, las disposiciones de la Ley nº 24.240 y la particular hermenéutica jurisprudencial y legal elaborada a propósito de esta materia. Ella ordena, respecto de la Ley de Defensa del Consumidor y demás leyes aplicables a las operaciones de consumo se esté, de entre todos los sentidos posibles, al que favorezca al consumidor, criterio que se extiende igualmente a los contratos. Atañe particularmente a las entidades de medicina prepaga la cobertura de los tratamientos médicos, psicológicos y farmacológicos de quienes padecen el síndrome de inmunodeficiencia adquirida, en virtud de lo previsto por la ley n° 24.754, y que es en razón de su importante función social que resultan beneficiadas con la exención de pago de ciertos tributos, de lo que no gozan otras empresas comerciales cuyo objeto no tiene esta proyección social. El reclamante, tras revistar más de cinco años como beneficiario de la accionada y habiendo adquirido el virus del H.I.V., se ve impedido de contar con la asistencia médica intermediada por ésta. No se evidencia razonable la negativa de continuidad prestacional de la aquí accionada, la que sólo cabe entender, frente a la ausencia de una prueba concluyente en contrario y frente al ofrecimiento cierto de resguardo del equilibrio patrimonial de la contratación, determinada solo por el deseo de desentenderse del tratamiento de la dolencia contraída por el actor, antes que por una decisión de autonomía negocial que las circunstancias de la causa autorizan a desmentir.


    E., R. E. c/ Omint Sociedad Anónima y Servicios


    E. 34, XXXV, 17 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sucesión testamentaria. Bienes de la sociedad conyugal. Bienes propios. Disolución de la sociedad conyugal. Prescripción. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Resulta admisible el recurso extraordinario con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que, a pesar del carácter excepcional de la misma, y de su inaplicabilidad para corregir en una tercera instancia sentencia equivocadas o que se reputen como tales, la Corte tiene establecido que tal principio cede cuando se configura un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista por el legislador, al no constituir ello una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. El tribunal tiene dicho que, si no se cuestiona la interpretación de una disposición de derecho común o procesal, tema ajeno a la instancia del artículo 14 de la ley 48, sino que se aduce su aplicación inadecuada que desvirtúa y vuelve inoperante la norma, lo que equivales a decidir en contra o con prescindencia de sus términos, el recurso extraordinario por arbitrariedad resulta procedente. Asimismo, la Corte ha sostenido que se encuentra vedado a los jueces el examen de la conveniencia o criterio adoptado por el legislador en el ámbito propio de sus atribuciones, al que no corresponde substituir, sino aplicar la norma tal como la concibió. Finalmente, el instituto de la prescripción es de aplicación restrictiva, razón por la cual, en caso de duda, debe preferirse la solución que mantenga vivo el derecho. En el sub lite, la disolución del vínculo matrimonial recién se produjo con la muerte del esposo, por lo que en virtud del artículo 3969 del Código Civil, es la fecha del fallecimiento a partir de la cual comenzó a correr el plazo de prescripción decenal del artículo 4023 del Código Civil. Por lo tanto, la demanda promovida, aunque interpuesta ante un juez incompetente tuvo los efectos interactivos de la prescripción que contempla el artículo 3986 del Código Civil y en consecuencia la posterior presentación ante los tribunales fue deducida en tiempo hábil. En ese contexto, la sentencia del a quo, que torna operativa la prescripción entre los esposos a partir de la fecha en que quedo firme la sentencia de divorcio, prescinde de las citadas normas legales, de precedentes del tribunal cuya vigencia admitieron, por lo que resulta descalificable con fundamento en su arbitrariedad.


    Andrili de Cuneo Libarona, María Sara s/ Sucesión


    A. 55, XXXIV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Sucesión ab intestato. Vocación hereditaria. Relaciones de familia. Matrimonio celebrado en el extranjero. Matrimonio en fraude a la ley argentina. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Conforme lo ha establecido el Tribunal, cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal, tales como desconocimiento de tratados intencionales y gravedad institucional, y de otro, en la arbitrariedad, del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término este último; pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha. La cuestión fundamental a dilucidar en el sub lite, es si la eficacia de un matrimonio celebrado en el extranjero durante la vigencia de la ley 2393, cuyo reconocimiento se invoca una vez derogada aquella, puede razonablemente ser apreciada en cuanto a su compatibilidad con el contenido del orden público del foro vigente en el momento de la celebración del matrimonio en cuestión. La tendencia de la doctrina mayoritaria, y los precedentes jurisprudenciales del Tribunal, llevan a sostener, so pena de arbitrariedad, en tipo de casos en que se encuentra en tela de juicio la satisfacción de recaudos de validez de una situación creada en el extranjero, y que es llamada a desplegar efectos en el país la ineludible confrontación de las circunstancias de la causa, a la luz de opiniones actuales, acordes con el espíritu de la legislación vigente. En efecto, ya en su doctrina de Fallos: 211:205, la Corte dijo que la realidad de cada época, perfecciona el espíritu de las instituciones de cada país o descubre aspectos no contemplados con Anterioridad, cuya realidad no pude oponérsele, en un plano de abstracción, el concepto medio de un periodo de tiempo en que la sociedad actuaba de manera distinta. Y refiriéndose al control de constitucionalidad, en Fallos 308:2292, expresó que cabe admitir que las transformaciones en la sensibilidad y en la organización de la sociedad, coloquen bajo la protección de la Constitución Nacional situaciones que anteriormente se interpretó que no requerían su amparo. Por su parte, calificada doctrina nacional e internacional," sostiene que el, juez debe tomar en consideración el orden público en su estado contemporáneo: "El juicio que va a rendir no debe ni herir un sentimiento colectivo, ni ir en contra de una política legislativa del foro: ese sentimiento y esa política son, bien entendido, los del momento en que se produce el juzgamiento". El momento crítico, entonces, en el cual el intérprete debe emplazarse para determinar si un matrimonio celebrado en el extranjero, conculca el orden público internacional del foro, es aquél en que se invoca o reclama su reconocimiento, y no la fecha de su celebración. En este orden, la ley 23.515 admitió la disolubilidad del vínculo matrimonial, suprimiendo la imposibilidad de reconocer en Argentina, la disolución por divorcio en el extranjero de un matrimonio celebrado en el país. Este principio de disolubilidad ya había sido introducido por la corte en fallos 308:2268. Atento a ello, es válido concluir que actualmente, rigen nuevas pautas de valoración sustancial que han venido a modificar los principios de la legislación matrimonial argentina, cuestión de fundamental relevancia para la solución del conflicto. Teniendo en cuenta la variabilidad del orden público, el ordenamiento jurídico argentino carece de interés actual en reaccionar frente a un matrimonio celebrado en el extranjero invocado en el foro en virtud de los derechos sucesorios reclamados por la cónyuge supérstite. Así lo ha reconocido el Tribunal en su sentencia en la causa S. 794, L. XXIX, "Solá, Jorge Vicente s/ Sucesión ab intestato", criterio reiterado en la doctrina de Fallos 311:2247. En este contexto, el pronunciamiento del a quo desconoció la doctrina establecida en el antecedente jurisprudencial de la Corte referido, que aparecía apropiada para la solución de la causa. Esta sola circunstancia, bastaría para su descalificación, toda vez que la Corte tiene dicho asimismo, que carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte, sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada Tribunal en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia. Ello es así, pues no obstante que la Corte Suprema solo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y su fallo no resulta obligatorio para casos análogos, los jueces tienen el deber de conformar sus decisiones a aquellas. Atento a que el matrimonio en cuestión data de más de cuarenta años, corresponde descalificar la sentencia recurrida con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, desde que medió desatención por parte del juzgador al contenido actual del orden público internacional de nuestro país, desconocimiento de la doctrina establecida por un fundamental precedente de la Corte tocante a la solución del caso, e inadvertencia de un Tratado Internacional aplicable por extensión, sin que justificara estas exclusiones con fundamentes conducentes. Los argumentes que anteceden, devienen bastantes a los fines de reconocerle legitimación a la apelante para iniciar la sucesión ab intestato del causante, resultando en consecuencia innecesario el tratamiento de los demás agravios.


    Durante, Eugenio s/ Sucesión Ab Intestato


    D. 234, XXXIV, 28 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Adopción. Apellido de adoptado. Apellido de sangre. Derecho a la identidad. Interés superior del niño. Interpretación de la ley. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Si bien ha sostenido el Tribunal que las discrepancias de las partes con la interpretación que formulen los jueces de la causa de los principios que rigen el instituto de la adopción, resultan ajenas, a esta instancia extraordinaria por remitir al análisis de cuestiones de derecho común, cabe, dejar sin efecto la sentencia atacada cuando, como en el caso, se incurre en un injustificado formalismo por su apreciación rigurosa literal de los textos legales aplicables, con la consecuente frustración de los derechos amparados por el artículo 19 de la Ley Fundamental, y por la Convención sobre los Derechos del Niño, incorporada a aquélla. La interpretación de la normativa aplicable al instituto de la adopción, requiere, en cada caso, una máxima prudencia; cobrando singular significación en la especie, la doctrina establecida por la Corte, en cuanto a que la aplicación de la ley debe efectuarse equitativamente de acuerdo con la valoración y apreciación de los hechos específicos traídos a conocimiento de los magistrados. Hacer justicia no importa otra cosa que la recta determinación de lo justo in concreto, lo que se logra con la realización del derecho de acuerdo con las situaciones reales que se presentan. Así, se torna exigible conjugar los principios enunciados en la ley con los elementos fácticos del caso, para que la decisión jurisdiccional resulte jurídicamente valiosa, cuidando especialmente que la inteligencia que se les asigne a las normas, no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. De eso se trata a la hora de desarrollar el conjunto de caminos hermenéuticos destinados a que, la subsunción del caso fáctico en el caso general definido normativamente, se constituya en un instrumento para llegar a la solución valorativamente correcta y no en un verdadero obstáculo para ello. Al denegar el pedido de la actora y del propio adoptado, de conservar su apellido de origen, el a quo no ha ponderado la configuración de una situación especial, consistente en que el adoptado se encuentra plenamente identificado con su apellido de origen, siendo conocido de ese modo en su entorno familiar y en el círculo de sus amistades y compañeros de colegio, y que, además, padece las secuelas de un grave accidente. Dicha pretensión, si bien no aparece contemplada por la ley, tampoco se encuentra entre sus prohibiciones, y responde adecuadamente al propósito de la norma, que enfatiza el derecho del adoptado a conocer su realidad biológica. La admisión de lo requerido en este caso excepcional, contemplaría el  interés del menor expresado a través de sus representantes y por él mismo; y, en consecuencia, dicha solución, se ajustaría a lo prescripto por la Convención sobre los Derechos del Niño, en sus artículos 3°, 8°,12° y 21°, y por el artículo 321, inciso "i" del Código Civil, normas que ponen de resalto la primordial consideración que debe gozar el interés superior del niño, y que, además, protegen su identidad, y garantizan su derecho a ser oído, en todos los asuntos que lo afecten. La identidad del niño, celosamente custodiada por la legislación nacional e internacional, no significa únicamente el derecho de los menores a conocer su realidad biológica, sino también la facultad de conservar este atributo de su personalidad, tal como se desprende del artículo 8° de la Convención sobre los Derechos del Niño, que establece el compromiso de los Estados Partes a respetar el derecho del niño a "preservar" su identidad, incluidos la nacionalidad, "el nombre" y las relaciones familiares de conformidad con la ley, sin injerencias ilícitas. Esta Procuración General de la Nación ha tenido permanentemente un especial cuidado en salvaguardar este derecho, que se encuentra no solamente en la base de lo que denominamos acciones de estado, sino en la personalidad misma del individuo; esto es, en otros términos, el derecho a ser uno mismo y no otro, a encontrarse sustentado sobre las raíces que dan razón al presente, a la luz del pasado, que permite vivir una historia única e irrepetible, lo que resulta esencial y de inestimable valor en las etapas de la vida en las cuales la personalidad se consolida y estructura y que, precisamente, por su carácter sustancial, determina como daños cualquier restricción que impida su ejercicio. El resguardo intangible de este derecho a la identidad personal es, sin duda, consecuencia directa del reconocimiento en el ser humano de un presupuesto de dignidad personal. No es otra cosa que la estipulación de un límite al Estado frente a la capacidad reconocida en cada ser humano de su propio desarrollo de la personalidad. Se encuentra en juego la vigencia real de uno de los derechos individuales más básicos, y no se ven buenas razones para mantener la limitación sugerida en este proceso. Es preciso recordar, en este punto, que las garantías constitucionales no son sólo puntos de partida axiológicos que deben sugerir el camino hermenéutico de quien aplica la ley, sino que se trata de normas perfectamente operativas, de aplicación visible y obligatoria para el intérprete, a las cuales deben subordinarse en el caso concreto aquellas disposiciones que han reglamentado incorrectamente la garantía. El Tribunal en su sentencia de autos H. 91, L. XXIV, “H. G. S. s/ Apelación de medidas probatorias - causa n° 197/90”, indicó el derecho a la identidad personal como uno de los derechos fundamentales comprendidos en el marco tutelar del art. 33 de la Constitución, agregando que "El normal desarrollo psicofísico exige que no se trabe la obtención de respuesta a esos interrogantes vitales. La dignidad de la persona está en juego, porque es la específica verdad personal, es la cognición de aquello que se es realmente, lo que el sujeto naturalmente anhela poseer, como vía irreemplazable que le permita optar con un proyecto de vida elegido desde la libertad". Toda vez que ningún habitante de la Nación debe ser privado de lo que la ley no prohíbe, se torna aconsejable preferir aquella inteligencia de la ley que no la oponga eventualmente a los textos constitucionales y a los tratados internacionales incorporados a la Constitución. Aparece incongruente la solución propiciada por el a quo, al no valorar la situación particular del adoptado y apartarse de la ratio Legis de atender primordialmente al interés superior del menor, omitiendo la consideración de aspectos conducentes. El fallo impugnado, no constituye una aplicación razonada del derecho en orden a los antecedentes particulares del caso, y resulta violatorio de los derechos consagrados por el art. 19 in fine de la Constitución Nacional y por la Convención sobre los Derechos del Niño, cuyos principios básicos, inmediata operatividad y supremacía normativa sobre la legislación procesal, de patronato nacional, y toda otra disposición legal que la contraríe, esta Procuración General de la Nación ha asumido la responsabilidad de sostener, en oportunidad del dictado de la Resolución PGN 30/97.


    T., A. D. s/ Adopción


    T. 70, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Daños y perjuicios. Guerra de Malvinas. Hundimiento del ARA General Belgrano. Demanda contra Estado extranjero. Inmunidad de jurisdicción. Interpretación de la ley. Veto. Poder Ejecutivo Nacional. Derechos humanos. Sentencia definitiva. Cuestión federal. Confirmación de sentencia. 


    Régimen de inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros ante los tribunales argentinos. Inmunidad absoluta. Inmunidad relativa. Actos iure imperii. Actos iure gestionis.


    Si bien la decisión impugnada carecería del requisito de sentencia definitiva para la habilitación del recurso extraordinario, corresponde hacer una excepción a dicha regla si el agravio que la decisión causa a los recurrentes será de muy difícil reparación, en la medida que su derecho a la jurisdicción quedará supeditado a la discreción del estado extranjero co-demandado de aceptar o no, ser sometido a los tribunales nacionales. Lo relacionado a la inmunidad de jurisdicción de los estados extranjeros hace, según la Corte, a un "principio elemental de la ley de las naciones" que, por lo mismo, revela su inequívoco carácter federal y determina que su inteligencia deba ser establecida por la Corte. Según la propia posición del Tribunal, la inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros se funda en dos principios: "uno, según la máxima par in parem non habet jurisdictionem, que se consolidó a lo largo del siglo XIX a través de decisiones de tribunales internos, pero que durante este siglo ha tenido variantes en cuanto a su ámbito de aplicación. En un comienzo se suponía que los Estados actuaban en el terreno político y las actividades económicas se confiaban a los particulares. Por lo tanto, las demandas contra Estados ante los tribunales de otros Estados versaban sobre supuestos en los que el demandado había actuado como soberano. El otro principio sobre el cual se fundó la inmunidad es la no intervención en los asuntos internos de otros Estados". El principio enunciado se mantuvo en forma inalterable en la jurisprudencia de la Corte, pese a una creciente opinión doctrinaria que propugnaba por una distinción de la actividad del Estado a estos efectos. Por un lado, los actos iure imperii, realizados en calidad de soberano, los que se encontraban amparados por el principio de inmunidad jurisdiccional y, por el otro, los actos iure gestionis, de naturaleza comercial, en donde el Estado extranjero no podía invocar su inmunidad para evitar ser sometido a la jurisdicción de los tribunales nacionales. Esta distinción también fue recogida en la legislación específica de distintos países. A partir de la decisión adoptada por la Corte en "Manauta", se produce el verdadero quiebre de la tesis de la inmunidad absoluta. En efecto, en atención a la evolución doctrinaria y la práctica divergente que los Estados realizaban del principio la Corte entendió que no es de aplicación al caso la ratio del art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 por no encontrarse en tela de juicio un acto de gobierno, ya que la controversia traída a conocimiento de este Tribunal se refiere al cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales, que en modo alguno puede afectar el normal desenvolvimiento de una representación diplomática". Esta posición se reiteró en Fallos: 321 :2594, vigente la ley N° 24.488, donde se señaló "que en doctrina elaborada desde antiguo por esta Corte se reconocía la tesis absoluta de la inmunidad de jurisdicción, por la cual se impedía que en cualquier tipo de causas un Estado extranjero pudiera ser llevado sin su consentimiento a los tribunales de otro país. Sin embargo, en Fallos: 317: 1880, este Tribunal, en virtud de una reconocida práctica internacional, abandonó el criterio anterior y adhirió al principio de la inmunidad relativa o restringida según la cual cabe distinguir entre los actos iure imperii -actos de gobierno realizados por el Estado extranjero en su calidad de soberano- y los actos iure gestionis -actos de índole comercial-. Respecto de los primeros, estableció que se mantiene el reconocimiento de la inmunidad de jurisdicción del Estado extranjero, en tanto que, respecto de los segundos, decidió que debían ser juzgados en el Estado competente para dirimir la controversia". Sostuvo que, sin perjuicio de la finalidad pública perseguida por todo Estado en su actuación, aun al realizar actos de gestión, la pauta de interpretación válida para determinar si un Estado puede ser juzgado por los tribunales del foro es la naturaleza de la actividad". A los pocos meses de la resolución de la citada causa "Manauta", el Congreso Nacional sancionó la ley N° 24.488, promulgada parcialmente por el Decreto N° 849/95 del Poder Ejecutivo Nacional, que establece el Régimen de inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros ante los tribunales argentinos. El art. 1° de la ley N° 24.488 dispone: "los Estados extranjeros son inmunes a la jurisdicción de los tribunales argentinos, en los términos y condiciones establecidos en esta ley", de donde surge, con claridad, que la inmunidad de jurisdicción sigue siendo el principio y su ausencia la excepción. Esta posición se reafirma cuando en el art 4°, primer párrafo, se aclara que "la presentación de los Estados extranjeros ante los tribunales argentinos para invocar la inmunidad de jurisdicción no debe interpretarse como aceptación de la competencia", así como por la interpretación efectuada por la Corte en la causa "Cereales Asunción S.R.L." y en Fallos: 321:2434. También esta es la intención del legislador "se toma como principio general la inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros, por el cual los mismos no pueden ser sometidos a la jurisdicción de los tribunales argentinos, salvo en los casos que como excepción se prevea expresamente." Con la sanción de la ley 24.488 sigue plenamente vigente el principio de la inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros, aunque restringida sólo a los actos iure imperii, mientras que sus excepciones se encuentran expresamente previstas en el art 2° de la norma. La inteligencia propuesta por el a quo, en torno a los alcances de la inmunidad de jurisdicción del Estado extranjero demandado, es correcta, pues, los hechos que se pretenden discutir en el caso no pueden ser incluidos entre las excepciones al principio de inmunidad jurisdiccional de los Estados extranjeros, previstas en el art. 2° de la ley 24.488. Porque éstos se produjeron en el marco de un conflicto armado, circunstancia que los excluye de ser aprehendidos dentro de los denominados actos iure gestionis y los asimila a los que no pueden ser juzgados por los tribunales argentinos sin el consentimiento del Estado extranjero (iure imperii). Es que, si bien la tendencia actual es excluir del principio de inmunidad jurisdiccional de los Estados extranjeros a su actividad comercial, tal como se advierte de la evolución de la jurisprudencia de la Corte y de la propia ley 24.488, los avances en la materia se detienen ante situaciones como la discutida en autos, pues no cabe suponer que las acciones que derivan de un conflicto armado puedan ser consideradas como parte de aquélla, antes bien, se trata de actividades que trasuntan el ejercicio de imperium por parte del Estado y, por lo tanto, comprendidas en el art. 1° de la ley 24.488, de tal forma que "verificar el examen de los actos de un estado soberano por los tribunales de otro y acaso declarar su invalidez mediante una sentencia contra la voluntad del primero llevaría sin duda a poner en peligro las amistosas relaciones entre los gobiernos y turbaría la paz de las naciones. Esta parece ser, por otra parte, la voluntad del legislador, criterio interpretativo que el intérprete debe utilizar para indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, tarea en la que no pueden descartarse los antecedentes parlamentarios. El veto del Poder Ejecutivo Nacional al texto del art. 3° de la ley 24.488 no significó privar de inmunidad a los estados extranjeros cuando se los demanda por la violación de derechos humanos ya que implicó reafirmar, con toda su plenitud, el art. 1°, que constituye el principio general en la materia. No obsta a esta conclusión las menciones que se incluyen en los Considerandos del Decreto N° 849/95, en cuanto señalan que las violaciones a los derechos humanos, por lo general, se realizan a través de actos de imperio y que la Comisión Americana Sobre Derechos Humanos exige el agotamiento de las instancias judiciales internas antes de demandar internacionalmente a los Estados, porque aceptar dicha posición implicaría alterar el espíritu y unidad del proyecto de ley sancionado por el Congreso, tanto como colocar en pugna sus disposiciones, destruyéndolas mutuamente, criterio reiteradamente descartado por la Corte.


    Coronel, Oscar A. y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa s/ Accidente en el ámbito Militar y Fuerzas de Seguridad


    C. 752, XXXIII, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Legitimación procesal. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Contratos. Ley de procedimientos administrativos. Persona jurídica pública no estatal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En relación a la legitimación procesal del actor, de acuerdo con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, los tribunales de la República sólo pueden resolver los casos, causas o asuntos sobre puntos regidos por la Constitución, y es constante la jurisprudencia de la Corte en cuanto los caracteriza como aquéllos en los que se persigue en concreto la determinación del derecho debatido entre partes adversas. En el sub examine, el actor funda su legitimación en su calidad de profesional óptico y representante de una firma dedicada a la óptica, cuyos derechos a competir en las contrataciones que realice el Instituto demandado se vieron restringidos por la contratación directa que cuestiona y, en tal situación, encuadra en el concepto de "afectado" que exige el art. 43, segundo párrafo, de la Constitución Nacional, para promover la acción de amparo, pues, más allá de las discusiones doctrinarias existentes en torno al alcance amplio o restringido del término, en materia de legitimación para demandar amparo para la protección eficaz de nuevos derechos, debe privilegiarse el mayor acceso a la jurisdicción, que permita una revisión de las acciones que supuestamente afectan garantías constitucionales, máxime cuando este requisito sólo constituye una vía de acceso al proceso, sin que condicione la resolución final de la cuestión debatida. Por otra parte, el actor está habilitado para invocar un daño diferenciado que le ocasiona la conducta que impugna, consistente en la restricción de la competencia para la prestación de bienes y servicios al Instituto demandado, porque es claro que no se encuentra en la situación de cualquier ciudadano que, en su condición de tal, exige por el cumplimiento de la legalidad objetiva, supuesto en el cual no cabría reconocerle legitimación para accionar. Contrariamente a lo resuelto por el a-quo, es aplicable el precedente de la Corte registrado en Fallos: 311:1974, en especial, en cuanto se refiere a la improcedencia de la acción de amparo por falta de ilegitimidad manifiesta del accionar del Instituto que se cuestiona, requisito exigido, tanto por la Constitución Nacional, en su art. 43, como por el art. 1° de la ley N° 16.986. Para determinar, entonces, si la decisión del Instituto de contratar en forma directa la prestación del servicio oftalmológico para sus afiliados de la Provincia de Córdoba, constituyó un acto afectado de ilegalidad manifiesta por falta del procedimiento de licitación, es preciso recurrir a la citada causa "De León". Allí se sostuvo que las normas aplicables a los contratos que celebra el ente demandado serán las que establece su ley orgánica y las reglamentarias que el propio Instituto adopte; recién en su defecto, se aplicará el régimen general del acto y procedimientos administrativos y, siguiendo esa línea de razonamiento, se concluyó que el criterio del legislador fue dotar de amplia competencia al órgano contratante, a fin de que éste pueda en cada caso escoger los términos y el modo de celebrar los negocios, equiparando la situación del organismo a la de cualquier persona privada. Ello es así, por cuanto, dispone el art. 6°, inc. i) de la ley 19.032, que el directorio del ente tiene facultades para celebrar toda clase de convenios de prestación de servicios con entidades nacionales, provinciales, municipales o privadas; sin, sujetarlos a requisito alguno en cuanto al sistema y oportunidad de selección del cocontratante. Esta inteligencia se ve robustecida por la exclusión del Instituto del régimen de la Ley de Contabilidad, lo que supone no sólo un sistema de control hacendal propio, sino también la inaplicación de la regla de la licitación pública para las compraventas, locaciones, arrendamientos, trabajos o suministros, por imperativo legal. Va de suyo que tampoco resulta de vigencia inexcusable en los contratos de esta persona pública el reglamento de las contrataciones del Estado, aprobado por decreto 5740/72. La Corte tiene dicho que los actos o decisiones de los órganos del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Pensionados y Jubilados, en tanto entidad de derecho público no estatal, no son administrativos, máxime cuando tiene por objeto el establecimiento de vínculos contractuales con particulares. En cuanto al argumento dado por el a-quo para no aplicar la doctrina de Fallos 311:1974, no es pertinente, porque de la derogación del decreto N° 9101/72 por parte de su similar N° 722/96, no se sigue en modo alguno que deba aplicarse, al ente, en forma directa la Ley de Procedimientos Administrativos pues, tal como lo señaló la Corte en Fallos: 312:234, el Instituto demandado es una persona pública no estatal que no forma parte de la Administración Pública, ni centralizada ni descentralizada y, por lo tanto, está excluida del ámbito de aplicación de la ley N° 19.549 que comprende a la Administración Pública nacional centralizada y descentralizada, inclusive entes autárquicos. No obstante lo expuesto, aun cuando se considere, por vía de hipótesis, que la ley N° 19.549 fuere aplicable al ente, igualmente se excluiría para la contratación que se cuestiona en el sub lite, pues el art. 7° in fine dispone: "Los contratos que celebre el Estado, los permisos y las concesiones administrativas se regirán por sus respectivas leyes especiales, sin perjuicio de la aplicación analógica de las normas del presente Título, si ello fuere procedente". Tampoco es correcta la afirmación del a-quo, de acuerdo a cuyos términos el Instituto se encuentra incorporado al Presupuesto General de la Administración Nacional, pues su desvinculación, a partir del 1° de enero de 1998, fue dispuesta por el art. 22 del decreto N° 197/97 vigente al momento de dictar sentencia, circunstancia que quita sustento legal a la afirmación del tribunal.


    Abrile, Claudio Guillermo (Mirar S.R.L.) c/ INSSJP s/ Amparo


    A. 467, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Sanciones disciplinarias


    Inconducta procesal. Temeridad o malicia. Apartamientos de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. 


    Si bien lo relativo a la aplicación de medidas disciplinarias, así como lo atinente a la valoración de la conducta de las partes y sus letrados, constituyen materias reservadas a los jueces de la causa y ajenas a la instancia extraordinaria, es doctrina de la Corte que, en casos excepcionales, en que median situaciones particulares que tornan excesiva o injustificada la sanción impuesta por el a quo, es posible apartarse de dicha regla. Tal circunstancia es la que acontece en autos. Del cotejo de los argumentos de la sentencia con las constancias de la causa, puede concluirse que los reproches al abogado recurrente, sólo aluden a un obrar que podría calificarse, a lo sumo, como una actividad profesional desacertada, pero que no alcanza a configurar la temeridad ni la malicia que requiere la ley ritual para aplicar sanciones a los letrados. Y, en ese sentido, la Corte tiene dicho que la ausencia de temeridad, como la de malicia, deja sin sustento la medida; la cual no puede tener como único fundamento la discrecionalidad del órgano con facultades para sancionar. El Tribunal ha establecido asimismo que, descartada la existencia de temeridad o de malicia, el pronunciamiento carece de fundamentación suficiente, y constituye una seria ofensa a la garantía de defensa en juicio, pues configura un reproche por el solo hecho de litigar, insuficiente como fundamento de la sanción impugnada, lo que justifica la revocación de la medida sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Banco de la Nación Argentina c/ Bogni, Emilio José


    B. 387, XXXIV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


    Derecho Comercial


    Contienda negativa de competencia


    Quiebra. Fuero de atracción. Seguridad jurídica. Orden público. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La cuestión suscitada no puede resolverse a partir de las razones que invocan los jueces en conflicto, en tanto les asiste parcialmente la razón a los mencionados tribunales, en tanto y en cuanto mediando un trámite de quiebra, todos los juicios de contenido patrimonial son atraídos y por otro, ello es factible sólo respecto de los créditos anteriores del fallido. La presente causa deba radicarse, para imprimir el trámite que corresponda, ante el tribunal donde se decretó la quiebra del demandado, con arreglo a principios de orden superior, cuales son el de seguridad jurídica, el interés general de los acreedores, y el cumplimiento de las normas de orden público que regulan el procedimiento concursal, cuya protección es función propia de este órgano resguardar. Por otra parte, desde que el bien objeto de realización en la presente acción, es de propiedad del fallido y configura parte de su activo, queda sometido al trámite de realización de bienes previsto en los artículos 203 y siguientes de la ley concursal, lo que hace necesario, para evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos, que sea el tribunal que entiende en el juicio universal, el competente en la ejecución especial del bien o en la continuación del proceso hipotecario, si así lo dispone el juez del concurso. Por todo ello, en aras de la custodia del principio de legalidad y de los intereses generales de la sociedad, haciendo aplicación de los principios de economía y celeridad procesal, así como de seguridad jurídica, no mediando oposición de los interesados, la Corte debe dirimir el conflicto.


    Eandi, Nélida Haydee c/ Auad, Domingo Lorenzo s/ Ejecución hipotecaria ejecutivo


    COMP. 210, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Quiebra. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillen, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”, resuelto por la Corte en concordancia con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.


    Se suscita una contienda negativa de competencia que habrá de resolver la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un superior tribunal común a ambos órganos judiciales en conflicto. 	No es ocioso poner de relieve que la ley concursal constituye un ordenamiento con numerosas normas de orden público, en particular aquellas referidas a la asignación de competencia de los tribunales, que tienden a preservar los principios liminares de la seguridad jurídica, la igualdad de situación y tratamiento de los interesados y a impedir el posible dictado de decisiones opuestas; consecuentemente, los tribunales no pueden ignorar la existencia de tales normas vigentes, si no media una expresa declaración de invalidez.


    Godoy, Sergio H. c/ Industrias Alimentarias Brenna S.A.


    COMP. 215, XXXV, 14 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa "Carrizo Genaro c/ Piufruta S.A.".


    Si bien resulta cierto que la norma legal excluye del fuero de atracción a las causas laborales que tramitan por leyes especiales en materia de accidente de trabajo, dicho precepto alude a la tramitación de la acción especial en el fuero laboral, pero una vez concluida ésta, nada obsta a la remisión de la causa al juzgado del concurso, ya que sólo resta la ejecución y percepción del crédito, lo cual deviene posible solamente dentro del trámite concursal y en el marco de la competencia y facultades jurisdiccionales del juez de dicho procedimiento universal.


    Figueroa viuda de Morales, Francisca A. c/ Compañía Azucarera Concepción s/ Indemnización


    COMP. 244, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra. Juicios universales. Grupo económico. Competencia por conexidad. Acumulación de procesos. Economía procesal. Seguridad jurídica. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 424, L. XXXIV, Noel y Cia. S.A. s/ Concurso preventivo, y Pradymar S.A.


    Subsisten en el caso, las razones de conexidad, economía procesal  y seguridad jurídica, oportunamente invocadas en los anteriores dictámenes que emitió esta Procuración General de la Nación -a los que adhirió el Tribunal- atendiendo a la naturaleza de los procesos universales, donde se hallan en juego intereses de carácter general que cabe preservar. Resulta conveniente por ende, que al igual que en los otros supuestos, sea un mismo tribunal que conozca y decida sobre la totalidad de los elementos del juicio que se hallen en todas las causas conexas para resolver con ajuste a derecho máxime al mediar la aludida denuncia de la existencia de un grupo económico entre dichas sociedades.


    Universal Purees Flavours and Concentrates s/ Quiebra


    COMP. 425, XXXIV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Sucesiones. Acciones personales. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Las acciones por cobro de un crédito garantizado con hipoteca contra una sucesión, dada su naturaleza real, no se encuentran comprendidas en el artículo 3284, inciso 4° del Código Civil, por lo que no rige respecto de ellas el principio con arreglo al cual el juicio sucesorio atrae las acciones personales que se sigan contra el deudor fallecido. El proceso sucesorio de la demandada no ejerce fuero de atracción sobre el juicio hipotecario, debiendo éste continuar su trámite ante el juez a cuya jurisdicción se sometieron las partes en la cláusula décimo sexta de la escritura de hipoteca.


    Interprop S.A. c/ Sosa, Héctor y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 552, XXXV, 14 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Ejecución prendaria. Concursos. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la Corte “Casasa”.


    Se suscita una contienda de competencia positiva, que corresponde dirimir a la Corte, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto y de conformidad con lo dispuesto por el inciso 7°, del artículo 24, decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708. Respecto a la disposición del señor Juez provincial, dejando sin efecto la decisión del señor Juez nacional que ordenaba el secuestro, corresponde señalar que la misma no resulta procedente, en tanto dicho magistrado no se encuentra habilitado para modificar los fallos de otro magistrado en el pleno uso de sus facultades jurisdiccionales, lo cual importa trabar la acción de un órgano del Poder Judicial del Estado. Si bien la legislación concursal ha previsto modos de resolución para situaciones similares a la dada en la causa, cuando dispone en su artículo 24, la ley 24.522, que el magistrado del concurso puede ordenar la suspensión temporaria de las medidas precautorias que impidan el uso de la cosa gravada, dictadas por otro tribunal, pero ello debe darse de modo excepcional, en caso de necesidad y urgencia evidentes y por un plazo determinado. Por lo expuesto, la Corte debe declarar la competencia del Juzgado Nacional de Comercio, para seguir entendiendo en la presente causa, que no correspondía que el juzgado provincial dejara sin efecto la decisión del magistrado nacional y disponer se ponga en conocimiento del Superior Tribunal de la Provincia, la situación planteada, a los fines de que ordene las medidas pertinentes para evitar que se turbe el accionar del juez nacional en el ejercicio de sus facultades legales y propias.


    Círculo Cerrado S.A. de Ahorro para Fines Determinados c/ Mar del Plata Sea Food S.A. y otro


    COMP. 386, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Juicios universales. Seguridad jurídica. Economía procesal. Defensa en juicio. Acumulación de procesos. Juez del concurso. Competencia civil. 


    De conformidad con lo dispuesto por el artículo 3°, incisos 1 ° y  2° de la ley 24.522 y teniendo en cuenta, que el juzgado de General Roca, Provincia de Río Negro es el tribunal que previno en el trámite de falencia del deudor; que este último se halla en trámite más avanzado, que en dicho lugar al tiempo de encontrarse en estado de insolvencia, el fallido mantenía su domicilio profesional, el de administración de sus negocios y con alto grado de probabilidad, el real, y que allí se encuentran las causas en trámite iniciadas en su contra, existen suficientes elementos de juicio para mantener la competencia de la juez del tribunal, a cargo del juicio universal que primero se decretó. No pudiendo existir dos procesos universales en trámite, y sin perjuicio de que la solicitud del señor juez requirente no abundó en las consideraciones en torno a las razones que lo llevan a afirmar su competencia, por motivos de seguridad jurídica, economía procesal, y en beneficio de los derechos de los acreedores y de la propia defensa en juicio del fallido, corresponde que la Corte en orden a las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, última parte del decreto-ley 1285/58, declare asimismo que las actuaciones iniciadas con posterioridad ante el tribunal de la Provincia de Buenos Aires, deben ser remitidas para acumularse al proceso de quiebra en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial y de Minería.


    Gofman, Rubén Dardo s/ Quiebra


    COMP. 157, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Verificación de créditos. Competencia provincial. Competencia civil y comercial. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 131, L. XXXV, "Villariño Ferreiro A.G. c/ Gráfica Ham S.A. s/ Despido".


    Cámara, Ana M. s/ Verificación de crédito en autos "Empresa San Bosco S.R.L. s/ Concurso preventivo"


    COMP. 584, XXXV, 14 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Concurso preventivo. Verificación de créditos. Competencia comercial. 


    Si bien el legislador en la nueva ley de concursos 24.522, al redactar el art. 21 no manifestó, de un modo expreso y terminante, si estaban excluidas o no del fuero de atracción las acciones de garantía real, por el contrario, sí explicitó los principios generales de desplazamiento de la competencia en el inciso 1° y luego enumeró las excepciones en los restantes incisos, adhiriendo con ello a la más recomendada técnica legislativa. Dentro de los términos de tal metodología, es de tener en consideración, que el legislador mencionó a los juicios de ejecución de garantías reales, en el inciso que se refiere a los casos excluidos de radicación, a los cuales les agrega la condición, para continuar su trámite, de presentar el pedido de verificación (inciso 2°), con lo cual la nueva normativa aplicable en el caso vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin discusión, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada, respecto a que no se ejercía sobre este tipo de causas el fuero de atracción en el concurso preventivo y continuaban su trámite ante el juzgado de origen.


    Banco Exterior S.A. Uruguay  c/ Chiyah Hakim, Blanca Farida s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 683, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Quiebra. Desplazamiento de la competencia. Competencia nacional. 


    Asiste razón a la jueza nacional cuando señala que en estas actuaciones ya no tramita una acción de contenido patrimonial contra la quiebra requirente, porque el juicio finalizó por transacción. El planteo de nulidad procesal que ha deducido el síndico concursal de la demandada debe ser resuelto por el juez de la causa que tuvo a su cargo el trámite cuestionado, máxime que no existe un reclamo patrimonial pendiente de resolución, sino que, en rigor, la quiebra de la sociedad anónima se ha presentado peticionando en un rol activo que no genera la atracción de su juicio falencial. Por lo expuesto, el conflicto debe dirimirse declarando que el juicio debe continuar radicado ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial.


     Bodegas y Viñedos Talacasto S.A.C.I. c/ Bodegas y Viñedos Castro Hermanos s/ Sumario


    COMP. 449, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Concurso preventivo. Derechos reales de garantía. Verificación de créditos. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia civil. 


    De conformidad con lo normado por el artículo 21 de la Ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los juicios ejecutivos de garantías reales, dentro de los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, presentar pedido de verificación, con lo cual la nueva ley aplicable en el caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte, respecto de que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y debe continuar su trámite ante el juzgado de origen.


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Simonetti, Juan Carlos s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 647, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial. 


    Se suscita una contienda jurisdiccional, que corresponde resolver a la Corte, conforme a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58; texto según ley 21.708 al no existir un tribunal superior común a ambos órganos en conflicto. Cabe advertir que la cuestión suscitada en el presente caso, no ha merecido una solución puntual por el legislador en la ley de concursos y produce, conforme se trasluce de la manifestación del juez requerido, una efectiva afectación de las facultades del tribunal que entiende en los procesos hipotecarios. Conforme se sostuviera en anteriores precedentes, y frente a situaciones similares a la dada en el sub lite resulta prudente, a los fines de salvaguardar los intereses generales en juego en el trámite concursal, que se suspenda el procedimiento de subasta de los bienes hipotecados, los cuales, según ha manifestado el juez solicitante, conforman parte del activo que sostiene el mantenimiento de la actividad de la concursada. Además, la realización de los bienes hipotecados traduciría una inevitable consecuencia de fracaso de la solución preventiva que inspira el espíritu de la ley concursal. La Corte debe dirimir el presente conflicto jurisdiccional, admitiendo la facultad del juez a cargo del juzgado donde tramita el concurso preventivo de la demandada.


    Menchini Armando E. y Menchini, Jorge A.


    COMP. 240, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Despido. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Juzgado de primera instancia. Competencia comercial. 


    Se suscita una contienda que corresponde, dirimir a la Corte, al no existir un tribunal superior a ambos órganos judiciales en conflicto con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24. inc. 7°, del decreto Iey 1285/58, texto según ley 21.708. En primer término es menester precisar, como se hizo en el dictamen de la causa “Villariño Ferreiro G.”, que el actual ordenamiento concursal y la anterior ley 19.551, adoptan soluciones distintas en lo que hace a la finalización del concurso preventivo y a las medidas judiciales a dictarse en su consecuencia. La nueva ley 24.552 distingue, en este punto, dos etapas bien diferenciadas: la de homologación del concurso, que se concreta mediante una resolución que se toma una vez cumplidas todas las medidas dispuestas para la ejecución del acuerdo, y la de declaración del cumplimiento del acuerdo, que se dispone una vez cancelado todo el pasivo concursal, conforme lo acordado con los acreedores y que lleva a la conclusión del concurso. Conviene destacar, por ende, que los efectos del acuerdo homologado, se aplican también a los acreedores que no habían solicitado verificación, una vez que requerida con posterioridad para sus créditos, estos hayan sido verificados o declarados admisibles, y que la acción para verificar prescribe a los dos años de la presentación en concurso. En tales condiciones, corresponde que, al no haber concluido el trámite del juicio universal, el acreedor recurra ante el magistrado a su cargo para efectuar su reclamo. Consecuentemente, la presente causa resulta atraída por el concurso de la demandada conforme el artículo 21 de la ley 24.522.


     Roldan, Daniel Luciano y otro c/ Hojalateria Mecánica Caseros I y CSRL s/ Despido


    COMP. 312, XXXV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Propiedad industrial


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. n° 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Daussan et Compagnie c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial


    D. 64, XXXV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U. n° 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Mag Instrument Inc c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial


    M. 313, XXXV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Quiebra. Sucesiones. División de la herencia. Colación. Competencia. Medidas cautelares. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El Tribunal tiene dicho en reiteradas oportunidades, que las resoluciones en materia de competencia, cuando no media denegación de fuero federal, no son susceptibles de la apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48; y que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Ha sostenido, asimismo, que las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con asiento en Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. Respecto de la medida cautelar, ha establecido que las resoluciones referentes a las mismas, sea que las decreten, levanten o modifiquen, no constituyen sentencias definitivas, y son, como principio, insusceptibles del recurso extraordinario. Ampliando este criterio, también ha dicho que es característico de la sentencia definitiva, que después de dictada, el derecho discutido no pueda volver a litigarse; y que para equiparar a sentencia definitiva una medida cautelar, debe existir una cuestión federal bastante conjuntamente con un agravio que, por su magnitud y por las circunstancias de hecho, resulte irreparable, siendo improcedente el recurso extraordinario si, atento a que el estado procesal de la causa permite inferir que la cuestión de fondo habrá de ser próximamente resuelta, la medida cautelar cuestionada no habrá de perdurar de modo de desnaturalizar su carácter esencialmente provisional. El juicio sucesorio se encuentra en la etapa de partición, la que ha sido suspendida hasta tanto se resuelva la acción de colación. Consecuentemente, la medida decretada no tendría, en principio, una extensión temporal desmesurada que ponga en peligro su provisoriedad. A ello cabe agregar, que no se ha demostrado debidamente el perjuicio que tal medida podría causar a los juicios de quiebra, ni se ha invocado ni acreditado el grado de avance de los mismos, medidas exigibles dado la excepcionalidad del recurso. Tampoco están demostrados en autos, los porcentajes que adjudica el recurrente a la quiebra que representa y a las diversas cesiones de derechos, y que, según sus dichos, surgirían del proceso sucesorio, cuyas piezas que conduzcan a tal demostración, se abstiene de acompañar. Cabe agregar, que dada la complejidad de la controversia en orden a tales porcentuales, que han sido impugnados por los actores al contestar el traslado del recurso extraordinario, no parece ser esta vía incidental, de exclusivo carácter cautelar, la idónea para dilucidar la cuestión, por el peligro que conllevaría disponer parcialmente de fondos, en base a proporciones cuya certeza no se encuentra determinada en definitiva, y cuya fijación se halla sujeta a lo que finalmente se decida en los respectivos trámites universales.


    Schocron, Víctor Samuel y otro c/ Cabuli, Moisés y otro s/ Colación


    S. 359, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Comisión Nacional de Valores. Resolución administrativa. Inconstitucionalidad. Multa. Información reservada. Sociedades comerciales. Transmisión de acciones. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte dijo que son arbitrarias las sentencias que se limitan a efectuar un examen parcializado y aislado de los elementos de juicio obrantes en la causa, circunstancia que desvirtúa la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde a los distintos medios probatorios. El fallo cuestionado ha incurrido en arbitrariedad al confirmar la resolución de la Comisión Nacional de Valores, pues se limitó a remitirse a las consideraciones efectuadas por el Fiscal General en el dictamen previo a la resolución, sin agregar ningún otro elemento de juicio o razonamiento que conduzca a la confirmación de la resolución cuestionada, cuando, en rigor, de dicho dictamen no surgen fundamentos y razones que autoricen a tener por válidos los argumentos del órgano de aplicación para imponer las sanciones impuestas a los recurrentes y que sus conclusiones, no se corresponden con las probanzas de autos, además de omitir la consideración de otras relevantes, que realiza afirmaciones con fundamento en hechos no acreditados en autos y que sólo constituyen meras inferencias opinables no susceptibles de considerarse como prueba de presunciones que por su gravedad, concordancia y precisión permitan tener por acreditadas las conductas imputadas. No se realizó un análisis o consideración de los razonamientos, fundamentos y pruebas ofrecidos por los recurrentes, sino que el dictamen sólo se limitó a mencionarlos, cuando resultaban ineludiblemente conducentes para resolver la cuestión litigiosa, en orden a que la propia decisión resalta que la convicción que lleva a tener por culpables a los recurrentes se apoya en un conjunto de presunciones, que no reúnen los requisitos exigidos por el artículo 163, inciso 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por lo que al estimar que ellas carecen de tal condición, la decisión sólo apoyada en las mismas, merece calificarse como un acto jurisdiccional inválido, que como tal debe ser revocado. La Corte tiene dicho que por vía de la doctrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar la defensa en juicio y el debido proceso, los que resultan menoscabados, cuando la sentencia revela defectos graves de fundamentación o razonamiento que tornen ilusorio el derecho de defensa y conduzcan a la frustración del derecho federal invocado. Las afirmaciones que efectúa el dictamen no se ajustan a las constancias de autos, de los cuales surge una apreciación de la constancia probatoria parcial y no ajustada a lo que se expresa y literalmente surge de ella. La inteligencia diversa del dictamen surge de una conclusión derivada de la sospecha del sumariante, que podrá ser o no verdadera, pero que sin duda requiere una acreditación suficiente, que no puede reducirse a la mera especulación de la falta a la verdad en los dichos de los declarantes, con lo cual la sentencia viene a carecer del presupuesto probatorio que la constituya en un acto jurisdiccionalmente válido. El error esencial en la construcción lógica del fallo se encuentra en que ignora que toda presunción que permite llegar de un hecho conocido a otro por conocer, exige la previa prueba de los hechos que le sirven de base en el caso. A dicho fin no cabe descalificar la prueba presuncional, pero ella debe ser de tal naturaleza que lleve a una conclusión precisa e indudable y a dicho fin se requiere acreditar materialmente algún hecho, lo cual no sucede en el caso. En el razonamiento del fallo, la conclusión es que los imputados violaron la norma legal de reserva y se aprovecharon de tal circunstancia para obtener ventajas. Dicha conclusión requiere de la acreditación de dos hechos o circunstancias, "el conocimiento por parte de" y "que el operar se debió a tal conocimiento", supuestos ambos que no han sido acreditadas por indicios o hechos ciertos o irrefutables, sino que se presumen, a partir de otras presunciones, lo que convierte al silogismo en una concatenación de inferencias, pero ninguna apoyada en prueba material. No se probó que el sancionado negociador, haya reconocido que transmitió la información relevante del precio de base y de cierre a los socios parientes o conocidos, que los restantes imputados hayan corroborado tal afirmación, que los mismos se hallaban impedidos de negociar sus acciones por el citado conocimiento, que hayan influido en la operatoria bursátil con su comportamiento en el mercado, ni que de ello se haya derivado un perjuicio a otros accionistas, a la confiabilidad del mercado o al comprador de las acciones, conclusiones todas ellas que hubieran permitido tener por ajustada la sanción impuesta.


    Establecimiento Modelo Terrabusi S.A. s/ Transferencia paquete accionario a Nabisco


    E. 37, XXXIV, 04 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad tiene carácter estrictamente excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, de manera que descalifiquen a la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Por lo demás, su aplicación resulta particularmente restringida en materia de honorarios, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial.


    Chavanne, Juan Claudio s/ Quiebra


    C. 166, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Concursos. Notificación por nota. Interpretación de la ley. Defensa en juicio. Verdad jurídica objetiva. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Cabe hacer una excepción a la doctrina de la Corte que ha sostenido que cuestiones como la presente, de naturaleza procesal relativas a la inadmisibilidad de recursos interpuestos ante los tribunales de la causa resultan ajenas al recurso extraordinario, desde que se encuentran en tela de juicio la vigencia real y efectiva de derechos constitucionales, en la medida que la decisión que viene recurrida es arbitraria, pues adolece de un exceso ritual manifiesto y, por ende, no constituye una derivación razonada del derecho. La Corte tiene dicho que sentencia definitiva o equiparable a tal, es aquella que decide el fondo de la cuestión, o la que impide todo debate sobre lo discutido, así como aquellas que impiden ejercer útilmente un derecho en la oportunidad procesal habilitada por la ley, situación que se configura en autos, ya que la resolución recaída en el incidente declaro inoponible a la quiebra una venta de automotores y ordeno la restitución de su valor, y los afectados carecen de otra oportunidad para discutir la materia. Cabe advertir que la notificación de una resolución de esta naturaleza, que dirimió de manera definitiva las articulaciones de las partes, y en la cual se halla comprometido el derecho de propiedad, no debe regirse por el artículo 296 inciso 5° de la ley 19.551 que dispone la notificación por nota, pues tal interpretación rigurosamente formal conduce a un menoscabo de principios de jerarquía superior. En efecto, la interpretación de normas de naturaleza ritual no puede perder de vista su justificación teleológica ni la observancia de principios elementales que rigen en un Estado de Derecho, a cuyo tenor, nadie puede ser privado de sus bienes sin haber tenido una oportunidad adecuada de defenderse. En este contexto, la decisión que de oficio y a pesar del consentimiento de la contraparte, tuvo por decaído un acto de la trascendencia que tiene el recurso de apelación contra una decisión definitiva, no configura una derivación razonada del derecho vigente, e importa un menoscabo directo del derecho de defensa en juicio del apelante, y en consecuencia, de la verdad jurídica objetiva, cuya necesaria primacía es acorde con el adecuado servicio de justicia.


    Bahía Automotores S.A. s/ Incidente en autos "Aphal Jose Alberto" s/ Quiebra


    B. 396, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra. Incidente de verificación. Garantías procesales. Defensa en juicio. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho la Corte que, en principio, son extrañas a la apelación federal, las decisiones por las cuales los superiores tribunales de provincia resuelven sobre los recursos extraordinarios de carácter local interpuestos ante ellos, y que no son susceptibles de revisión por vía del artículo 14 de la ley 48 las decisiones que deniegan la apertura de recursos por no llegarse al mínimo legal, inclusive sin actualizar los valores en litigio, toda vez que se trata de cuestiones atinentes a la organización de las instancias judiciales locales, de las cuales la doble o triple no comporta la exigencia constitucional. Sin embargo, en el caso se presenta una situación excepcional que habilita la concesión del remedio federal, porque se encuentran en tela de juicio principios superiores vinculados a la vigencia real y efectiva de un derecho constitucional como es el de defensa en juicio y la garantía del debido proceso.


     Compañía Financiera Saladillo S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de verificación por Baiele, Ricardo Juan y otros


    C. 135, XXXV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Acreedor hipotecario. Recurso extraordinario. Denegatoria del recurso. 


    Lo atinente al método elegido por el juez al fallar la causa, en tanto no prescinde de los hechos ni se aparta de las normas positivas que rigen el caso a través de una razonable interpretación, es ajeno al recurso extraordinario. El pronunciamiento apelado cuenta con suficiente respaldo en las consideraciones de hecho y derecho en él contenidas, relativas a que el perjuicio que pueda padecer el locatario por haber confiado en una autorización judicial, que ahora se revela que no debió ser otorgada sin intervención del acreedor hipotecario, es atribuible a su propia conducta discrecional. La sentencia indica que el interesado debió asegurarse la disponibilidad del inmueble no sólo ante el concurso, sino ante el acreedor hipotecario cuya existencia no podía desconocer. Los argumentos dados por el a quo, además de no resultar adecuadamente controvertidos por el quejoso, acuerdan suficiente sustento a la resolución atacada, que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad sustentada por la Corte. La doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación, lo que no ocurre en la especie.


     Matadero y Frigorífico Río Lujan S.A.I.C. s/ Quiebra s/ Incidente de enajenación


    M. 556, XXXV, 14 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho de modo reiterado, que las cuestiones de derecho común y procesal, no son aptas para abrir el recurso extraordinario, al igual que las que atañen al ejército de facultades y atribuciones propias de los Estados Provinciales, por tratarse de aspectos regidos por el derecho público local, así como las referidas a la admisión de los recursos previstos en dicha órbita, en el sub lite, cabe apartarse de tal criterio y admitir el remedio excepcional ya que no se discute en el caso el ejercicio de dichas facultades o atribuciones, sino la decisión que impide el acceso a la vía procesal, con fundamentos que se han tachado de arbitrarios y que, en rigor, resultan ser carentes de sustento legal, al señalar que la sentencia recurrida, no constituye la definitiva exigible para acceder a la vía recursiva intentada. El proceso concursal es un juicio universal, que se estructura sobre la base de principios jurídicos y económicos relacionados con la tutela del crédito. Ante la crisis producida por la insolvencia proporcionada a los sujetos involucrados un instrumento jurídico que atempere la frustración de sus intereses con base en criterios de justicia distributiva. Con ese fin, parte de la base de considerar el patrimonio del deudor como una universalidad de modo que todos los elementos que lo componen, derechos y bienes, créditos y deudas, acciones y relaciones jurídicas, queden sometidos a un tratamiento integral haciendo efectivo el axioma del derecho común que señala que el patrimonio es la prenda común de los acreedores asignándole a ese término una significación genérica referida a la potestad de aquéllos de ejecutar los bienes para procurarse el cobro de sus créditos. Este derecho persecutorio asume su máxima expresión en la quiebra, por cuanto no se limita a los bienes existentes en el momento de iniciación del proceso, sino que se extiende a los que se incorporen por las vías de recomposición del activo que el procedimiento falencial facilita a través de: a) la inoponibilidad de los actos perjudiciales realizados en el período de sospecha; b) la extensión de la quiebra a los socios ilimitadamente responsables y a los sujetos en las conductas a las que la ley atribuye esa máxima responsabilidad, trasvasando la quiebra a sus patrimonios y c) las acciones de responsabilidad dirigidas a representantes o terceros cuyo accionar haya contribuido a producir o agravar la insolvencia. Es claro que este abanico de conflictos y partes interesadas que involucra la quiebra no es susceptible de ser reducido a la secuencia procesal de un juicio de conocimiento, eminentemente bilateral y ordenado hacia un desenlace único: la declaración de certeza que aportará la sentencia. Cabe poner de relieve, que la Corte tiene dicho que sentencia definitiva no es solamente aquella que decide el fondo de la cuestión, sino también la que impide todo debate sobre algún punto que devenga en la irreparabilidad de un agravio, así como la que no permite ejercer útilmente un derecho en la oportunidad procesal habilitada por la ley, situación que es, precisamente, la que se configura con toda nitidez en el supuesto de autos.


    Custodia Compañía Financiera S.A. s/ Quiebra


    C. 677, XXXIV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Concurso preventivo. Crédito verificado. Intimación al pago. Sentencia arbitraria. Insuficiencia del agravio. Desestimación del recurso. 


    La arbitrariedad alegada y la consecuente descalificación del fallo, en este caso no habrá de prosperar, en atención a que el recurrente no ha controvertido los restantes argumentos del juzgador para sostener la validez de la intimación al depósito del capital verificado, relativos al estado de mora en el cumplimiento de la cuota concordataria y derechos del acreedor determinados por el artículo 63 de la ley 24.522. La resolución del a-quo posee argumentos que la sostienen y que no han sido siquiera controvertidos por el apelante. En estas condiciones, el recurso viene a carecer de un requisito ineludible para su procedencia, máxime atendiendo, al carácter restrictivo que posee su admisión con fundamento en la arbitrariedad de sentencia, en tanto se trata de cuestiones de hecho y materia de derecho común y procesal, cuya interpretación y aplicación es propia de los jueces de la causa. Por tanto su objeción no abre la vía excepcional, salvo que el fallo carezca de los elementos esenciales para constituir una decisión jurisdiccional válida.


    La Romería Sociedad Anónima Industrial y Comercial s/ Concurso Preventivo


    L. 148, XXXIV, 23 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Comisión Nacional de Valores. Resolución administrativa. Multa. Información reservada. Sociedades comerciales. Transmisión de acciones. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Errónea apreciación de la prueba. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El fallo confirmatorio del a-quo respecto de la Resolución de la Comisión Nacional de Valores, se ha remitido a las consideraciones efectuadas por el Fiscal General en su dictamen previo a la resolución, sin agregar ningún otro elemento de juicio o razonamiento, más dicho dictamen no alcanza efectuar una decisiva ponderación de las pruebas que permita sostener con la contundencia que es menester, la razonabilidad del fallo que se cuestiona. El dictamen si bien revela un estudio exhaustivo de la situación particularmente compleja que se presenta en autos, omite ponderar que, al encontrarse en juego la restricción de garantías individuales, a través de una figura novedosa del derecho penal administrativo los elementos probatorios aportados deben ser examinados con mayor rigor que el habitual, requiriéndose un alto grado de prudencia, y para ello, una acreditación muy específica y puntual, que asegure de manera por demás inequívoca que la conducta de los supuestos infractores efectivamente infringe las disposiciones legales vigentes en la materia. En este sentido, por el contrario, se realizan afirmaciones con fundamento en hechos no acreditados con el referido rigor en autos y que en verdad no logran sino construir meras inferencias opinables, no susceptibles de considerarse como una acabada prueba de presunciones que, por su gravedad, concordancia y precisión, permitan tener por acreditadas las conductas que se imputan. Tampoco realizó el a quo un análisis o consideración efectiva de los razonamientos, fundamentos y pruebas ofrecidos por la recurrente, ya que se limitó a mencionarlos, cuando resultaban ineludiblemente conducentes para resolver la cuestión litigiosa, en orden a que la convicción que lleva a tener por culpables a los recurrentes sólo se apoya en un conjunto de presunciones, las que deben reunir las características exigidas por el artículo 163, inciso 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por lo que al estimar que ellas carecen de tal cualidad, la decisión sólo apoyada en las mismas, se descalifica por sí sola. La inteligencia diversa del dictamen dimana de una conclusión derivada de la sospecha del sumariante, que es factible pudiese ser cierta, pero que requiere una acreditación más suficiente, desde que no puede reducirse a la mera especulación de la falta a la verdad en los dichos de los declarantes, puesto que se halla en juego la imposición de sanciones de suma gravedad, siempre en el ámbito de una figura punitiva novedosa cuya eventual imprecisión linda con la afectación de garantías de inveterada raigambre constitucional que hacen tanto a las libertades individuales cuanto al natural desenvolvimiento del mundo de los negocios. No se tuvo en cuenta la prueba de que la existencia de la negociación fue un hecho notorio desde su inicio, comentado de modo profuso por la prensa en general lo que dio lugar, inclusive, al requerimiento de información y aclaración por parte de la Bolsa de Valores, que los negociadores prestaron, con lo cual se desdibuja la categoría de información reservada y privilegiada de la existencia de un trámite de transferencia accionaria, a la que sólo habrían tenido posibilidad de acceder los imputados. El sumariante y el fallo, concluyen que los imputados conocieron el precio por medio de los negociadores y por ello operaron obteniendo ventajas de ese conocimiento, con lo cual se constituyen en transgresores de lo pactado en el instrumento de intención firmado por aquellos, y de las previsiones del art. 21 de la Resolución N°227 de la Comisión Nacional de Valores. Pero tampoco aquí, se atiende a la circunstancia de que los imputados por la operación de compra y venta de acciones, que les eran propias o de terceros por quien operaron, no se hallaban afectados por la prohibición establecida en la carta de intención. La situación planteada por el sumariante, y la conclusión a la que llega, que aparece confirmada por el fallo, supone la existencia de diversas hipótesis, que resultan de ineludible consideración para resolver de acuerdo a derecho y con ajuste a las circunstancias comprobadas de la causa. Los sancionados se hallaban ejerciendo un derecho que les es propio, protegido constitucionalmente por la garantía de la libertad de contratar y comerciar, y cuya limitación o restricción no aparece en el caso puntual dirigida a quienes operaron sus acciones. Este hecho debió ser desvirtuado por el órgano administrativo, quien debió probar que la conducta de operar en bolsa de tal manera, salía de lo habitual. Pero, aun así, ello no demuestra que se haya conocido el dato puntual de la suma en que se iba a comprar cada acción. El fallo parte de ciertas presunciones para fundamentar su conclusión de que los imputados violaron la norma legal de reserva y se aprovecharon de tal circunstancia para obtener ventajas en el mercado bursátil, pero dichas presunciones se reducen a una suerte de concatenación de inferencias con apoyo en hechos pasibles de ser interpretados con diverso alcance. El sentenciador parte de una circunstancia segunda para confirmar otra primera, es decir, que se hubiera conocido por información de uno de los negociadores los datos que les permitieran a los operadores negociar acciones, y tal premisa no se halla probada, sino que se infiere de la segunda. En otras palabras, "porque se operó, se conocía". No se probó, como se dijo, que el negociador haya transmitido la información relevante del precio de base y de cierre a los socios parientes o conocidos, que los restantes imputados hayan corroborado tal afirmación, que los mismos se hallaban impedidos de negociar sus acciones por el citado conocimiento, que hayan influido en la operatoria bursátil con su comportamiento en el mercado, ni que de ello se haya derivado un perjuicio a otros accionistas, a la confiabilidad del mercado o al comprador de las acciones, conclusiones que si bien no sirven de por sí para exculpar en el marco de una figura punitiva de mero peligro vale para sumar más dudas sobre el eventual conocimiento del precio, ya que en tal caso los perjuicios al mercado debieron ocurrir casi indefectiblemente. De los testimonios y pruebas obrantes en autos, surge que los imputados negaron en todo momento haber conocido la información relevante, que obraron según un comportamiento regular y habitual de cualquier accionista, en un medio que se vale de información o datos al que tienen acceso la generalidad de los iniciados en el juego de la operatoria bursátil, a través de los agentes de bolsa, u operadores destacados que los asesoran, así como de información supuestamente reservada, que las más de las veces, no lo es tal, porque es objeto de análisis y comentarios de especialistas en los diversos medios de comunicación en las secciones correspondientes.


    Establecimiento Modelo Terrabusi S.A. s/ Transferencia paquete accionario a Nabisco


    E. 36, XXXIV, 04 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Propiedad industrial. Nulidad de patente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. n° 19, L. XXXV, “Unilever NV. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    International Paper Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    I. 123, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Patentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. n° 361, L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente”.


    National Research Council of Canadá c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    N. 11, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Nulidad de marca. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es procedente en lo formal, toda vez que el apelante cuestiona el alcance e interpretación de la ley 22.362 y del Convenio de París, ratificado por la ley 17.011, de evidente naturaleza federal. En orden a la interpretación de las normas cuya inteligencia se debate en el sub lite, conviene señalar, en primer término, que el Convenio de París, para la protección de la propiedad industrial, ratificado por Argentina mediante ley nacional N° 17. 011, impone a los países miembros de la Unión, el establecimiento de un plazo de prescripción mínimo de cinco años para reclamar la anulación de marcas. El mencionado acuerdo internacional, también indica que no se fijará plazo cuando se trata de reclamar la anulación de las marcas registradas o utilizadas de mala fe. En segundo lugar, de la inteligencia de los párrafos 2° y 3° del artículo 6° bis, surge que se establecen plazos mínimos de prescripción de las acciones para solicitar la cesación de uso y la nulidad previstas en el párrafo 1°, pero cuando se trata de marcas registradas o utilizadas de mala fe, no se fija término a dicho fin. En tales condiciones, no cabe sino concluir que en el marco del mencionado Tratado en tales supuestos, dicha acción es imprescriptible. Cabe observar, también, que una interpretación extensiva del Convenio de París en su artículo 6° bis obliga a la invalidación de marcas que constituyan la imitación de designaciones que la autoridad competente del país de registro estime notoriamente conocidas en esa jurisdicción. Por otra parte, en cuanto se refiere a nuestro ordenamiento, la ley de marcas y designaciones N° 22.362, dispone en su artículo 25, que la acción de nulidad prescribe a los diez años de registrada la marca, mientras el artículo 24 de dicha ley 22.362 en su inciso b) establece que son nulas las marcas registradas por quien, al solicitar el registro, conocía o debía conocer que ellas pertenecían a un tercero. Ahora bien, en este contexto, cabe razonablemente, considerar que la sanción de ley 22.362, no implicó la modificación de las soluciones previstas en la materia por el mencionado Acuerdo Internacional, sino que, por el contrario, mediante dicho cuerpo legal, el legislador, tal como surge de la propia exposición de motivos de esta ley, pretendió adecuar nuestra normativa interna a las disposiciones del Convenio de París, aprobado mediante ley 17. 011. Es necesario poner de relieve, asimismo, que en el improbable supuesto que se considerara que la norma interna se opone a las soluciones previstas en el Tratado Internacional, no denunciado por nuestra Nación, y por tanto, plenamente vigente, ello debió llevar al tribunal a-quo a aplicar la norma de mayor jerarquía, según lo dispuesto por el artículo 75, inciso 22, primera parte de la Constitución Nacional. Por ello, el mencionado plexo legal permite concluir que para ambos cuerpos normativos, la marca no se puede registrar cuando se trata de una copia servil y por ende está originada en un acto de mala fe, desde que en dichos casos, se está sin lugar a dudas frente a un supuesto de nulidad absoluta, que motiva que la acción devenga imprescriptible. La finalidad primordial de la legislación marcaria, reside en la protección de las buenas prácticas comerciales y la defensa de la buena fe del consumidor, por tanto del juego armónico de ambos sistemas normativos se desprende que, en rigor, no se contraponen sino que, por el contrario, se complementan. Acordado, entonces, que ambos cuerpos normativos se complementan, nada es obstáculo a la plena vigencia de los principios generales del derecho y, en especial; de la regla moral reconocida en el artículo 953 del Código Civil. En ese marco, la interpretación del a quo de las normas mencionadas no se ajusta al auténtico sentido que les quiso otorgar el legislador. Corresponde, de otro lado, poner de resalto que, como lo tiene dicho la Corte, por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, es propio que, a través de una adecuada hermenéutica se indague acerca de su sentido jurídico. Esta investigación no debe prescindir de las palabras de la ley, pero tampoco atenerse rigurosamente a ellas, cuando la interpretación razonada y sistemática así lo requiere. Nuestra doctrina ha definido a la marca como el signo que distingue un producto de otro, o un servicio de otro. Es así que, cuando hablamos de una marca notoria, asociamos de inmediato un producto y aquélla indica al público consumidor una fuente constante y uniforme de satisfacción. Esto lleva a interpretar, que la marca cumple con una función distintiva que le permite al consumidor comprar un producto en vez de otro y saber quién es su fabricante. Será para muchos un factor esencial y determinante al momento de adquirirlo. A partir de ello, teniendo en cuenta que según la doctrina, la notoriedad es un grado superior al que llegan pocas marcas o designaciones, el lograr el mencionado "status" implica un nivel de aceptación por parte del público consumidor que sólo es consecuencia del éxito que ha tenido el producto, servicio o, como en el caso de autos, la fama deportiva. Para que haya notoriedad la designación debe ser conocida por la mayor parte del público, sea o no consumidor, lo que incluye a eventuales consumidores. En reiteradas oportunidades, nuestra jurisprudencia ha dicho al respecto que la protección a las marcas o designaciones notorias, tiene como finalidad, en primer término, la protección al público consumidor del error en que sería inducido respecto del origen del producto; y en segundo lugar, al titular de tal marca o designación. Es bueno señalar, que la notoriedad de una marca, es más, de mera una designación, medie o no registro en el país o en el extranjero, no requiere prueba; desde que si fuera necesario acreditarla entonces pondría de por sí en evidencia que ella no existe. Así lo ha reconocido la jurisprudencia, al sostener que la notoriedad de una marca es un hecho al alcance de todos o de una importante mayoría y no requiere, por tanto, de prueba específica. Corresponde ponderar, que al referirse las normas marcarias al "nombre" de una persona, lo hacen con un alcance amplio, comprensivo del seudónimo o del apellido, porque esta es la interpretación que mejor se aviene con la finalidad de la legislación. Así se sostuvo en el precedente "Lacoste" al señalar que en materia de marcas el seudónimo cuando adquiere notoriedad, goza de la tutela del nombre. Ha señalado la doctrina, que es maniobra conocida, la de registrar una marca o la designación extranjera notoria en un país donde aún no ha sido registrada, y utilizarla usufructuando así el prestigio de un tercero, o de esperar que el verdadero titular intente comerciar con la misma y al impedirlo el registro previo, se vea obligado a comprarla. Nuestra jurisprudencia ha dicho, que en casos excepcionales, puede un comerciante extranjero pedir la nulidad de una marca argentina si ésta resulta una copia servil de la suya otorgada en otra nación, siempre que concurra el supuesto de evidente abuso o mala fe o que la actitud de quien obtuvo el registro implique el eventual usufructo del prestigio de la marca extranjera, sin que influya la circunstancia que la inscripta en el país, no se hubiese efectivamente utilizado, así como que, en circunstancias excepcionales, puede un comerciante extranjero pedir la nulidad de la marca argentina, si resulta una imitación servil de la conocida, utilizada u otorgada en otra u otras naciones, extremos que se dan en el caso de autos. Frente a esta conclusión carece de relevancia, por ende, dilucidar cuál de los plazos establecidos es el que debe computarse para determinar la prescripción para accionar, al encontrar sustento el indebido uso del nombre cuestionado en un acto de manifiesto carácter nulo, de nulidad absoluta, como es la copia servil de una designación notoria que pertenecía a un tercero, y por tanto la acción para resguardarse de su perjuicio deviene imprescriptible, conforme al artículo 6° bis, inciso 3°, de la ley 17.011.


    New Zealand Rugby Football Union Inc. c/ Ceballos, A. Germán s/ Nulidad de marca - Daños y perjuicios


    N. 87, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Propiedad industrial. Revalidación de patente. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. N° 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de Patente”.


    En primer lugar, cabe poner de resalto que, al no haber mediado queja por la denegación implícita de la arbitrariedad alegada, corresponde sólo el tratamiento de las cuestiones federales que suscita la aplicación de las referidas leyes. En orden a la supuesta violación del principio de supremacía normativa de los tratados internacionales que dejarían subsistente el derecho a la reválida que hoy el sistema nacional no admite, no habiendo planteado el apelante expresa y claramente, como es exigible, dado el carácter excepcional del recurso que intenta objeción constitucional a la norma en aplicación y limitándose a sus agravios a dejar planteada la circunstancia de que el derecho de reválida no fue desconocido por los instrumentos internacionales, tal alegación no constituye una impugnación válida a los fines de la procedencia del recurso, ello sin perjuicio de también remitir a las consideraciones efectuadas en el dictamen citado ut supra, donde se señaló que el Estado Nacional no obstante que pudiera prever una protección amplia del derecho a la patente dentro del marco de dicha normativa, no se hallaba obligado a generar un régimen más amplio en favor de la reválida.


    Antonov Automotive Technologies BV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial


    A. 516, XXXIV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra. Tasa de justicia. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la fundamentación normativa. Mantenimiento del recurso. 


    El fallo que deniega la vía concursal para el cobro de la tasa de justicia pendiente constituye sentencia definitiva porque la cuestión no podría plantearse nuevamente, y el agravio que produce no es susceptible de reparación ulterior ya que la conclusión del trámite impediría el cobro de la tasa de justicia que la Corte declaró exigible. La resolución recurrida se aparta de las constancias de la causa y prescinde de la aplicación del derecho vigente, al considerar que la ultractividad del trámite concursal no puede hacerse extensiva a “contingencias ulteriores”, atribuyéndole tal calificación al pago de una tasa de justicia devengada por la tramitación de ese mismo proceso. Tal apreciación omite la consideración de que el hecho generador de la obligación de pagar el tributo está constituido por la presentación ante la justicia requiriendo su intervención, sin perjuicio de que se liquide o determine con ulterioridad, lo que también torna descalificable el pronunciamiento por aplicación de la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias.


    Flores, Aurelio s/ Concurso civil s/ Incidente de ejecución de sentencia


    F. 299, XXXIV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Patentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. n° 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Basf Lacke, Farben AG c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    B. 365, XXXV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U. n° 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Bayer AG c/ Instituto Nacional de Propiedad Industrial s/ Nulidad de patentes


    B. 526, XXXV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Es menester destacar que, al pronunciarse sobre la admisibilidad de la apelación extraordinaria, el a quo la concedió únicamente en cuanto se encuentra en tela de juicio la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia. De ahí que, dado que la demanda no ha deducido recurso de hecho, la jurisdicción ha quedado expedita sólo en la medida en que el recurso ha sido concedido por el tribunal. Por ello, sin perjuicio de destacar que, en rigor, la recurrente solo cuestiona el alcance conferido a dispositivos federales y no invoca la causal del inciso 1, corresponde admitir esta presentación al mediar sendas cuestiones federales, toda vez que en los actuados se ha puesto en tela de juicio, asimismo, la validez de un acto de autoridad nacional y la providencia final ha sido contraria a su validez. Cabe recordar la doctrina que sostiene que, en la tarea de esclarecer la inteligencia de normas del carácter señalado, ese tribunal no se encuentra limitado por las posiciones de la Sala ni de las partes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. Por otro lado, dado lo previsto por el artículo 33 del ADPIC, debe confirmarse el fallo en cuanto dispone ampliar a veinte años el plazo de vigencia de la patente del reclamante.

Dr. Karl Thomae Gesellshaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente


    D. 361, XXXIV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 361, L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegación de patente”.


    F., Hoffman La Roche c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otro s/ Nulidad de acto administrativo


    F. 388, XXXV, 19 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 361, L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente”.


    Phillips Petroleum Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegación de patente


    P. 403, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S.C. U. n° 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Pfizer Inc c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    P. 424, XXXV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    U. 35, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Verificación de créditos. Crédito verificado. Desistimiento del recurso. 


    No obstante que el a-quo en su decisión remite en parte a los fundamentos del fallo del incidente de revisión, en lo que respecta al planteo de aplicación de la ley 24.283, la arbitrariedad alegada y la consecuente descalificación del fallo, en este caso no habrá de prosperar, en atención a que el recurrente no ha controvertido los restantes argumentos del juzgador para sostener la validez de la intimación al depósito del capital verificado, relativos al estado de mora en el cumplimiento de la cuota concordataria y derechos del acreedor determinados por el artículo 63 de la ley 24.522. La resolución del a-quo posee en este punto, argumentos que la sostienen y que no han sido siquiera controvertidos por el apelante. En estas condiciones, el recurso viene a carecer de un requisito ineludible para su procedencia, máxime atendiendo al carácter restrictivo que posee su admisión con fundamento en la arbitrariedad de sentencia, en tanto se trata de cuestiones de hecho y materia de derecho común y procesal, cuya interpretación y aplicación es propia de los jueces de la causa. Por tanto, su objeción no abre la vía excepcional, salvo que el fallo carezca de los elementos esenciales para constituir una decisión jurisdiccional válida. Por lo cual, atento la carencia absoluta de impugnación por el apelante tanto en el recurso extraordinario, como en su queja respecto de los restantes fundamentos del fallo, suficientes para sustentarlo válidamente, habrá de desestimarse este recurso directo.


    La Romeria Sociedad Anónima Industrial y Comercial s/ Concurso preventivo


    L. 106, XXXIV, 23 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Quiebra. Verificación de créditos. Interpretación de sentencias. Fallos de la Corte Suprema. 


    Toda vez que la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte, recaído en un juicio directamente vinculado al objeto de la pretensión verificatoria deducida en autos, es a los miembros de esa Corte Suprema, en su natural carácter de intérpretes fieles de los alcances de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema. Así lo ha expresado en situaciones análogas considerando, especialmente, que esta Procuración General de la Nación, no tuvo participación previa a aquel pronunciamiento inicial.


    CONAPA S.A. s/ Quiebra


    C. 537, XXXIV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Constitucional


    Acción de inconstitucionalidad


    Expendio de medicamentos. Comercio interior. Jerarquía de las leyes. Inconstitucionalidad. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa B. 910, L. XXIX, "Baliarda S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa".


    La ley provincial 11.405 impugnada afecta o entorpece la legislación nacional 16.463 y sus normas reglamentarias, de un modo tal que resulta incompatible su ejercicio por mediar una "repugnancia efectiva entre una facultad y la otra". La norma provincial incluye, entre sus disposiciones, no sólo a los productos medicinales que se producen y consumen dentro de la provincia, sino también a aquéllos que, certificados por la autoridad de aplicación nacional, son comercializados en el ámbito de la Nación, es decir, trasciende los límites de la provincia para proyectarse al comercio interprovincial, en violación de la legislación nacional. La ley local es contraria al principio de supremacía federal contenido en el art. 31 de la Constitución Nacional especialmente en cuanto exige la autorización del Ministerio de Salud y Acción Social de la Provincia para la realización de las actividades prescriptas en su art. 1°; así como en todo lo referente al registro y autorización para la fabricación de medicamentos, inclusive en los aspectos concernientes a la identificación de envases, por tratarse de materias reguladas por la ley nacional 16.463 y sus normas reglamentarias. La obligación impuesta a los farmacéuticos de ofrecer al público la sustitución del medicamento recetado con marca registrada, por uno que contenga los mismos principios, concentración, forma farmacéutica, cantidad de unidades por envase, menor precio y que figure en el formulario terapéutico de la provincia de Buenos Aires, también contraviene lo dispuesto en el art. 11 del Decreto Nacional N° 150/92, reglamentario y complementario de la ley nacional 16.463, que sólo exige, a los centros de expendio de medicamentos, ofrecer al público las especialidades medicinales que correspondan a cada nombre genérico prescripto, según el listado que surge del inciso b) del art. 6°, el que, además, deberá estar disponible en un lugar visible, con indicación de los precios de venta. Lo expuesto, en modo alguno implica negar el legítimo derecho de la Provincia a regular en el ámbito de su competencia la materia en debate, tal como también lo indicó la Corte en la causa "Baliarda". En tal sentido, la disposición del art. 16, segundo párrafo, en cuanto obliga a los efectores públicos a prescribir medicamentos por el nombre genérico, no afecta a la legislación nacional del modo exigido por la Corte en Fallos: 300:402, para su descalificación constitucional. En primer término, porque, al referirse exclusivamente a los efectores públicos provinciales, se trata de una disposición destinada a la Administración Pública provincial, sobre materias en que la Legislatura local tiene, indudablemente, competencia para regular y, en segundo lugar, porque el art. 10 del Decreto Nacional 150/92, al declarar obligatorio el uso de los nombres genéricos, extiende esa obligación a los "profesionales autorizados a prescribir medicamentos, en todo el territorio nacional, y sin excepciones"; es decir, que la legislación provincial que cuestiona la actora, lejos de exceder los términos de las leyes nacionales que invoca como fundamento de su pretensión, sólo los reitera en el aspecto bajo examen.


    Abbott Laboratories S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    A. 711, XXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Juicios en que es parte una provincia. Inamovilidad de los jueces. Poder Judicial. Garantías de los jueces. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo y al dictamen de la causa "Casiano, Rafael Irribarren v. Provincia de Santa Fe".


    Ulla, Decio Carlos Francisco c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    U. 33, XXXV, 22 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa  C. 451, L. XXXV, “Chubut, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar”.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


    N. 81, XXXV, 01 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Energía eléctrica. Juicios en que es parte una provincia. Facultades del gobierno provincial. Interpretación de la ley. Concesión parcial del recurso. 


    La ley 22.016, derogatoria de disposiciones eximentes del pago de tributos nacionales, provinciales y municipales, constituye un ordenamiento de carácter subjetivo, pues sus normas tienden a privar de beneficios a cierta categoría de personas jurídicas, con prescindencia de la actividad desarrollada. Avala esta conclusión el hecho de que su artículo 1° no se apoya en hecho imponible alguno, lo cual es innecesario definir cuando se trata de ordenamientos de este tipo. Además, la exención tributaria dispuesta por el art. 12 de la ley 15.336 como la resultante del art. 15 del convenio anexo a la ley 17.574, es de naturaleza objetiva, toda vez que apunta a las actividades de la industria eléctrica destinadas a la generación, transformación, transmisión y distribución de la electricidad, y no a la índole de los sujetos autorizados a su explotación. Se refiere a hechos que, al realizarse, no generan obligaciones tributarias para ningún sujeto; por el contrario, si fuera subjetiva, debió haber excluido tales obligaciones para determinadas personas, sin excluir el posible nacimiento de la deuda a cargo de sujetos distintos. Es asentado criterio hermenéutico que el alcance de las leyes tributarías debe establecerse mediante una razonable y discreta interpretación de los preceptos propios del régimen impositivo, computando la totalidad de las normas que la integran para que el propósito de la ley se cumpla. Conforme se expresara en el Mensaje de Elevación del proyecto de la ley 22.016, con esta norma se buscó poner en un pie de igualdad a las empresas públicas con las privadas, dado que aquéllas gozaban de una serie de exenciones por el mero hecho de tener carácter estatal o público. Y la conclusión a la que se arribaría, para supuestos de aplicación del art. 39 de la ley 19.798 (o del art. 12 de la ley 15.336, en el presente), es que dichas exenciones están vigentes cuando la prestadora es un sujeto privado, pero están derogadas cuando la prestadora es un sujeto público, con lo cual se rompe la norma de la igualdad, y además se aparta de la finalidad expresa de la ley, pues en vez de conseguir ponerlas en un pie de igualdad y competitividad, se invierte la situación existente en detrimento, esta vez, de las empresas públicas. Por lo tanto, debe reputarse que el art. 12 de la ley 15.336 es norma vigente de nuestro ordenamiento, que establece una exención de tipo objetivo conforme la actividad que trata, impidiendo que a determinados supuestos de hecho incluidos en su definición, se apliquen las consecuencias normales consiguientes a la realización del hecho imponible, haciendo abstracción de las características personales .de quien desarrolle la actividad de generación, transformación, transporte y distribución de energía eléctrica. Respecto del alcance que cabe atribuir al art. 12 de la ley 15.336, esta Procuración entendió que esa exención objetiva no exime a las empresas generadoras, trasportadoras y/o distribuidoras de energía eléctrica de todo tributo local -inteligencia que pretende la actora-, sino sólo de aquellos que impliquen una restricción o una dificultad a su libre producción y circulación, es decir, al cumplimiento de sus fines. Este sentido atribuido a la norma es compatible y homogéneo con la finalidad que inspiró la jurisprudencia de la Corte, que se viera plasmada en la Reforma Constitucional de 1994, con la redacción dada al inc. 30 del art. 75 de la Constitución Nacional. Las provincias y los municipios conservan entonces sus poderes de imposición, en tanto y en cuanto no interfieran con el cumplimiento de los fines de utilidad nacional que animaron la legislación dictada.


    Agua y Energía Sociedad del Estado en liquidación c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa


    A. 1304, XXXII, 18 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Contienda negativa de competencia


    Igualdad ante la ley. Principio de no discriminación. Competencia federal. 


    Como el objeto de esta contienda es determinar si la negativa del Consejo Directivo del Colegio de Abogados para entregarle al profesional el título honorífico constituye un acto discriminatorio en los términos del artículo 10 de la ley 23.592, su juzgamiento corresponde al fuero de excepción. Ello es así, en razón de la naturaleza federal de la ley, que reglamenta directamente un principio constitucional de tal magnitud, que excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad -artículo 16 y concordantes de la Constitución Nacional y pactos internacionales incorporados a ésta-.


     P., Luis s/ Denuncia


    COMP. 516, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Exportaciones. Tráfico de armas. Contrabando de armas. Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La facultad que el artículo 101 de la Constitución atribuye a la Corte Suprema de juzgar en única instancia los asuntos en que sean parte un diplomático extranjero o una provincia, ha respondido al propósito de revestir con las mayores garantías la resolución de juicios en que se discuten cuestiones susceptibles de afectar las relaciones internacionales o la paz interna. Tal doctrina tenía base en las razones que justificaban la actuación de la jurisdicción nacional en todo pleito en que fuese parte un extranjero, como se aporta ya en Fallos: 14:425 donde se sostuvo que "el objeto de la jurisdicción nacional en los casos indicados, como en todos aquellos en que tiene lugar en razón de las personas, es asegurar a los que se hallen en el caso de pedirla, una justicia libre de toda sospecha de parcialidad, y evitar complicaciones con estados extranjeros ... que pondrían en peligro la paz y el orden público. Una denegación de justicia, una violación de las leyes contra los derechos de un extranjero daría lugar a que su gobierno interviniese en su protección, y la república toda podría verse en conflictos externos por el hecho de uno sólo de sus miembros. La jurisdicción está en la razón y los fines de la Constitución tanto como en su letra; y no hay motivo para resistirla". Mas cuando el extranjero no es un mero particular sino alguien que viene a representar al estado extranjero mismo, la Constitución remite a la jurisdicción originaria de la Corte desde que ese peligro de comprometer la paz y el orden público es, obviamente, más intenso y probable. Por eso se ha dicho que "la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, asegurando para sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, debe reconocérseles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones", reconociendo que aquélla "le ha sido atribuida en razón de ser el más alto tribunal de la Nación y de corresponder al gobierno de la misma la dirección de las relaciones exteriores y todas las cuestiones de carácter internacional”. Esta doctrina, en ocasión de expedirse en materia civil, es expresada diciendo: “la institución de la justicia nacional originaria obedece, no sólo a principios de derecho internacional en cuanto la Nación es responsable de la conducta de los ciudadanos ante las otras naciones, sino a los más elevados propósitos de paz pública, atenta la característica de nuestra justicia nacional de asegurar el goce de las garantías que acuerda la Constitución". Son los principios del derecho de gentes los que insuflan el sentido de la institución. Dentro de la normalidad de los casos judiciables en esta materia, es doctrina reiterada que los estados extranjeros no revisten calidad de aforados y que el principio de la intervención exclusiva del Tribunal responde a una forma de afianzar la garantía de respeto y consideración a sus representantes en nuestro territorio, para asegurar el cumplimiento de sus funciones. El Tribunal, con la delicada mira de salvaguardar la alta misión que en torno al buen mantenimiento de las relaciones exteriores también le ha sido confiada, entiende en aquellos otros casos excepcionales en que, por su trascendencia o intereses en juego, la República puede estar singularmente afectada. Tutela que llevó a la Corte en esos casos de excepción en que advirtió grave riesgo para el normal mantenimiento de las relaciones internacionales e invocando contenidos del derecho de gentes, a admitir en su jurisdicción originaria y exclusiva, casos que podrían aparecer, en principio y de ser vistos con el criterio genérico de las situaciones ordinarias, como fuera de las previsiones constitucionales o legales. Se puede afirmar que junto a los llamados casos comunes, donde la mira de las mejores garantías de proceso recae en el cuidado del desenvolvimiento de las actividades de la misión extranjera, el Tribunal desarrolla otro tipo de tutela, donde aplica esas extraordinarias garantías de enjuiciamiento, a casos en que por su singular relevancia y posibilidad de afectación de las relaciones internacionales interesan particularmente a la República, actuando en ejercicio de su función de máximo órgano de gobierno de uno de los poderes del Estado. Tal ocurre a partir de Fallos: 244:255, 266:244 y 301:312. Al margen de ellos, se observa una persistente línea argumental que aún desde la negación, admite la existencia de otras pautas, -distintas de aquéllas, propias de las comunes-, a tener en cuenta al decidir la competencia originaria. Así, en Fallos: 65:229 donde, por el delito de amenazas proferidas al enviado extraordinario y ministro plenipotenciario de España, se resolvió no declarar la competencia originaria, tanto porque el diplomático no se había constituido en parte, como por cuanto el caso no está comprendido entre aquellos en que un tribunal de justicia puede proceder con arreglo al derecho de gentes. Con mayor vigor, el Procurador Marquardt en el caso en que se atribuía desacato a la cónyuge del primer consejero de la Embajada de Francia, opinaba que: "la interpretación del artículo 24 inciso 1° del decreto ley 1285/58, en el sentido de que él confiere a la Corte Suprema competencia originaria para entender en las causas penales en que sean parte los familiares de los agentes diplomáticos miembros de las misiones acreditadas en el país, es la más adecuada a los propósitos perseguidos por el artículo 101 de la Constitución Nacional al establecer la jurisdicción originaria de la Corte en la materia, en virtud de la importancia y delicado carácter de las relaciones y del trato con las potencias extranjeras”. En la historia de los precedentes de la Corte y de la Procuración, se ha demostrado que resulta indispensable la necesidad de avocamiento de la Corte Suprema, a los supuestos en que peligra la estabilidad jurídica de la República en sus relaciones internacionales. Las maniobras realizadas en el tráfico de armas, cumplidas durante la ocurrencia de un conflicto bélico son circunstancias que indudablemente comprometen aquellos altos principios emanados del derecho de gentes, en la medida que el prestigio internacional de la República queda comprometido frente a otros países con quienes se mantienen antiguas, tradicionales y cordiales relaciones. Todo ello concretado en conductas presuntamente delictivas que habrían requerido de la necesaria participación de personas individualizadas como enviados del país croata al territorio argentino. Estas razones indican la intervención del Tribunal, único garante de la tutela de aquellas cuestiones que pueden exponer el cuidado y celoso trato que corresponde observar con las potencias extranjeras. Respecto de la calidad de las funciones de los altos dignatarios, resulta un primer índice atendible para especificarlas, la de fallos: 304:1946 en cuanto señala que: "Los arts. 100 y 101 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1° del decreto-ley 1285/58 no deben considerarse referidos tan sólo a los agentes diplomáticos acreditados ante nuestro gobierno sino también a los que se encuentren en tránsito por la República… en atención a que la jurisdicción originaria del Tribunal respecto de los embajadores y ministros públicos extranjeros fue establecida con arreglo al derecho de gentes". Criterio que incluye asimismo a los funcionarios de otros sujetos internacionales distintos a los estados, y que fuera expuesto al resolver el Tribunal la inclusión entre los aforados del príncipe Radziwill, Embajador de la Soberana Orden de Malta: "Una interpretación histórica del art. 101 de la Constitución Nacional permite concluir que, al calificar de "extranjeros" a los embajadores, ministros y cónsules -de cuyos asuntos conocerá la Corte Suprema originariamente- se excluyó sólo a los diplomáticos que representan al Estado Argentino, más no a los enviados diplomáticos de organizaciones internacionales y otros sujetos actuales del derecho internacional, que no tenían entonces subjetividad internacional. Según el derecho de gentes... existen otros sujetos del derecho internacional con quienes la República Argentina mantiene relaciones diplomáticas y cuyos agentes, además de gozar de inmunidad, tienen rango diplomático". En Fallos: 318:1823 "tradicionalmente la Corte interpretó con un criterio restrictivo el artículo 101 -hoy 117- de la Constitución Nacional, en el sentido de que no habilitaban la competencia originaria del Tribunal las causas en las que intervinieran funcionarios de organismos internacionales, reservándose dicho privilegio únicamente para los agentes diplomáticos de los Estados extranjeros, toda vez que, a su entender, esta limitación constitucional no era susceptible de extensión legislativa... ; la Corte considera que una interpretación histórica del artículo 101... adecuada a las presentes circunstancias de las relaciones internacionales, permite concluir que, al calificar de "extranjeros" a los embajadores, ministros y cónsules ... se excluyó sólo a los diplomáticos que representan al Estado Argentino, mas no a los enviados diplomáticos de organizaciones internacionales y otros sujetos actuales del derecho internacional, que no tenían entonces subjetividad internacional". Se tiende de tal forma a precisar el alcance de la jurisdicción originaria superando dos aparentes vallados: uno, relativo al sujeto internacional representado y otro referido a las calidades del representante. No es óbice para que el Tribunal haya entendido en forma originaria en materia penal, el que una persona extranjera que se encuentra sospechada en un delito haya adquirido la calidad de diplomático con posterioridad al inicio de las actuaciones por parte de un juez federal, ni que el imputado no se encuentre en el territorio de la República, ni que la designación no sea ante nuestro país, sino como miembro de la representación diplomática del Paraguay ante las Naciones Unidas. Una vez más, el fundamento que decidió la intervención del Tribunal, recae en la estrecha vinculación del caso penal con las relaciones internacionales del país. Esta invocación a casos excepcionales, en vinculación a la calidad funcional, encuentra sustento en normas internacionales positivas, como en la Convención sobre las Misiones Especiales, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, que prevé que quienes integran las misiones especiales gozarán en el estado receptor de las facilidades y de los privilegios reconocidos por el Derecho Internacional, confiriéndoles además, inmunidad de la jurisdicción penal del estado receptor. Pero además, la ley 19.802, establece otro principio en su artículo 43, apartado 2°, que establece: "Cuando terminan las funciones de un miembro de la misión especial sus privilegios e inmunidades cesarán normalmente en el momento en que salga del estado receptor. Subsistirá, no obstante, la inmunidad respecto de los actos realizados por tal miembro en el ejercicio de sus funciones. Calidad de misión especial que solo es posible adjudicar a los enviados croatas en la medida en que se valoren los requisitos de la institución dentro del cuadro general: situación de guerra de secesión de las naciones que conforman la ex-Yugoslavia con establecimiento de nuevos estados, y una imperiosa necesidad de secreto y reserva en las tratativas; circunstancias que precisamente les impedía a estos enviados violar el sigilo y presentarse en forma abierta y pública como misión oficial. Gestiones que aparecen como no oficiales en la Argentina, pero que son cumplidas frente a una empresa estatal que actúa como vendedora. El mayor general de las fuerzas armadas y el ministro de defensa croata, en sus intervenciones ya fuere desde su país de origen o actuando en el territorio argentino, lo hicieron desde la más alta jerarquía de sus cargos, o bajo mandato de las primeras autoridades croatas, constituyéndose en enviados con calidad de misión especial sui géneris, para concretar, mediante compras de armas, la defensa de su nación, que en la búsqueda de su independencia, sobrellevaba un verdadero estado de necesidad bélico.


    Actuaciones relacionadas con la exportación de material bélico -Causa N° 10.338 del Juzgado Penal Económico N° 6- J.O.


    COMP. 51, XXXV, 29 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que, según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, ha dicho que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. En efecto, si bien el Instituto de Previsión, Seguridad y Asistencia Social de la Provincia de La Rioja, de conformidad con la ley provincial N° 4353 era una entidad autárquica con capacidad para actuar pública y privadamente, la ley local N° 6154, en su artículo 4, dispuso la creación de un organismo previsional designado Unidad de Control Previsional, que integra la Administración Central, con un Fondo de Reserva Previsional para atender las consecuencias negativas derivadas de juicios y/o reclamos administrativos a cargo del Estado provincial, por lo que la Provincia resulta sustancialmente demandada en autos, en tanto ha pasado a ser la titular de la relación jurídica que sustenta el reclamo de la actora. Dada la naturaleza de las partes que han de intervenir en esta ejecución fiscal, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la Provincia demandada, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva c/ La Rioja, Provincia de y otros s/ Ejecución fiscal


    A. 543, XXXIV, 16 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Hábeas data. Dictadura militar. Desaparecidos. Responsabilidad internacional del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Al no revestir la calidad de aforados, ni los estados extranjeros, ni sus representaciones diplomáticas, resultaría, en principio, injustificada la competencia de la Corte Suprema. Ello es consecuente con el criterio que para los casos ordinarios, tradicionalmente la Corte aplicó sobre la base de lo previsto en el artículo 101 -hoy 117- de la Constitución Nacional entendiendo que el principio de la intervención exclusiva del Tribunal, responde a una forma de afianzar la garantía de respeto y consideración a los representantes extranjeros en nuestro territorio, para asegurar el cumplimiento de sus obligaciones. Pero la Corte, con la delicada mira de salvaguardar la alta misión que en torno al buen mantenimiento de las relaciones exteriores también le ha sido confiado como cabeza de Poder, ha decidido entender en aquellos otros casos excepcionales en que, por su trascendencia o intereses en juego, la República puede estar singularmente afectada. Razones de incidencia sobre cuestiones que preocupan especialmente a la República y sobre las relaciones con Estados extranjeros, por encima de las pautas o criterios genéricos de las situaciones ordinarias, permiten considerarlas legalmente excluidas de la competencia excepcional que nos ocupa. No surge de la letra del artículo 43 de la Constitución Nacional la posibilidad de que un estado extranjero resulte sujeto pasible de ser requerido mediante una acción de habeas data, pero indudablemente si es factible que dentro de las amigables relaciones que vinculan a los estados entre sí, se puedan solicitar informes a fin de colaborar en la búsqueda de aquellos datos que por su importancia así lo justificaren. Por ello, el amparo informativo resulta procedente, ya que no puede afirmarse de manera categórica, ante la ausencia de un impedimento expreso, que se haya excluido tal supuesto de ese ámbito, máxime que no podría privarse al accionante, de la posibilidad de solicitar informes por la sola circunstancia de que el requerido sea un estado extranjero. Los casos de violaciones sistemáticas de los derechos humanos, como los ocurridos entre los años 1976 y 1983 en nuestro país, exigen como imperativo ético insoslayable, una búsqueda comprometida de la verdad que alcanza, sin exclusiones ni diferencias jerárquicas, a todos los ámbitos jurisdiccionales y del Ministerio Público. A pesar que el denominado “derecho a la verdad" no surge en forma expresa de alguna norma del derecho internacional de los derechos humanos, es unánimemente reconocido como una garantía derivada de aquellos derechos individuales vinculados a la administración de justicia en el marco del sistema republicano que sí se encuentran manifestados en forma expresa y que responde a la defensa de “los intereses generales de la sociedad". Y, en particular en el marco de nuestro derecho interno no cabe duda que se trata de una de las garantías no enumeradas pero que nacen del principio de soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno. Esto se suma a que la acción de habeas data ha sido reconocida no sólo en las legislaciones de diversos países, sino también por los organismos internacionales que, en sus diferentes ámbitos, han elaborado pautas que contribuyen a integrar la perspectiva con que ha de ser evaluada la modalidad de su ejercicio por este Tribunal. Frente al derecho a conocer todo lo relativo al destino de un familiar cercano, cuya desaparición se encuentra ligada a los sucesos por los que atravesó nuestra Nación a partir de 1976, el hábeas data aparece como un instrumento idóneo, capaz de tutelar aquel derecho por medio de una acción "expedita y rápida" o, en los términos del artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a través de un "recurso sencillo y rápido". Asegurar el ejercicio de tal derecho por la vía escogida por las presentantes, involucra cuestiones relativas a las relaciones que la República mantiene con el estado alemán, haciendo a este caso susceptible de acarrear responsabilidades internacionales. Si ha de considerarse viable la acción aquí incoada, en un caso de excepción como el de autos resulta ineludible la intervención del Tribunal, pues no debe desatenderse la innegable incidencia que el requerimiento dirigido a una representación diplomática y un gobierno extranjeros, y las alternativas que de ello se deriven, tendrían sobre las relaciones internacionales mantenidas con la República Federal de Alemania.Ello en orden a la delicada misión que le ha sido conferida a la Corte, con arreglo al derecho de gentes y la importancia y delicadeza del trato con las potencias extranjeras, todo lo cual lleva a que se dejen de lado las determinaciones procesales de los supuestos ordinarios cuando se presentan otros de carácter excepcional. El Tribunal, acreditada que sea de manera fehaciente la relación de parentesco alegada por la presentante, puede hacer lugar a las medidas allí solicitadas en virtud de la doctrina establecida en "Urteaga”, donde se expresó que es criterio de la Corte que "la falta de reglamentación legislativa no obsta la vigencia de ciertos derechos que, por su índole, pueden ser invocados, ejercidos y amparados sin el complemento de disposición legislativa alguna" y que tal conclusión armonizaba con la antigua doctrina del Tribunal expresada en Fallos: 239:459, conforme con la cual «las garantías individuales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar consagradas en la Constitución, e independientemente de las leyes reglamentarias. En ese orden de ideas y en directa alusión a la acción de habeas data, también se dijo que la ausencia de normas regulatorias de los aspectos instrumentales no es óbice para su ejercicio, pues incumbe a los órganos jurisdiccionales determinar provisoriamente, las características con que tal derecho habrá de desarrollarse en los casos concretos. Por otra parte, tampoco empece al ejercicio de la acción aquí intentada la circunstancia que la solicitante posea una relación de parentesco con las personas respecto de las cuales se requiere sean recabados informes, sino muy por el contrario, tal proceder, no sólo aparece como una de las alternativas de reglamentación posibles en el marco de una discreta interpretación del texto constitucional, sino que además, hace al respeto del derecho a la identidad de aquella, el que sin lugar a dudas incluye el poder conocer lo sucedido a sus familiares.


    E., Débora y R. de T. I. s/ Hábeas data


    A. 80, XXXV, 10 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Responsabilidad por daños a las personas y cosas transportadas. Falta de servicio público. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Provincia si bien no fue nominalmente demandada, resulta parte sustancial en el pleito, en la medida en que sería la titular de la relación jurídica en la que se sustenta el reclamo, es decir, tiene un interés directo y la sentencia que se dicte le resultara obligatoria. La actora atribuye responsabilidad a la Provincia por la presunta falta de servicio de uno de sus órganos, en el cumplimiento de sus funciones, en el caso, Vialidad Provincial. Pese a que este Ministerio Público en numerosas causas análogas, ha sostenido la naturaleza administrativa de la responsabilidad estatal por falta de servicio, regida por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la materia litigiosa. En consecuencia, de considerar la Corte acreditada la distinta vecindad de la sociedad actora respecto de ambas demandadas -de conformidad con lo que dispone el artículo 10 de la ley 48 en el sentido de que en caso de pluralidad de litigantes cada uno de los actores y demandados debe tenerla respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria-, el presente proceso corresponderá a la competencia originaria del Tribunal.


    Roque Reymundo e Hijos S.A.C.I.F.A.I. c/ San Luis, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 103, XXXV, 16 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Ley de radiodifusión. Ley federal. Declaración de inconstitucionalidad. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Si la acción de amparo ha sido deducida por una provincia, representada por el titular del Poder Ejecutivo (Gobernador) contra el Estado Nacional, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, al fuero federal sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando el proceso en esta instancia originaria. Es criterio reiterado de la Corte que procede la competencia originaria de la Corte cuando la acción entablada por, o en contra de una provincia, se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso y en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Si una Provincia pretende obtener que se declare la inconstitucionalidad de normas nacionales, de carácter federal, como es la ley 22.285 de radiodifusión por ser, a su entender, contraria a la Constitución Nacional, y cuya interpretación resulta sustancial para la solución del litigio, tal circunstancia tiñe de manifiesto contenido federal a la materia del pleito. El sub-lite se encuentra entre las causas especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2 inciso 1 de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional.


     Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    R. 84, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Restitución de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que surta la competencia originaria de la Corte en las causas civiles en que una provincia es parte -artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58-, es necesario que la contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es "esencial”. Por otra parte, según el artículo 10 de la ley 48, la procedencia del fuero federal está supeditada, en caso de pluralidad de litigantes, a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo.


    Álvarez Rojas, Emiliano y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ordinario


    A. 438, XXXIV, 05 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Amortización de bonos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a fin de que una provincia pueda ser tenida como parte en un pleito y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente y sustancialmente en la causa -ya sea como actora, demandada o tercero- y tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, también ha dicho que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las Provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en instancia originaria.


    Administración Nacional del Seguro de Salud c/ San Luis, Provincia de y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    A. 510, XXXIV, 02 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cabe recordar que, para que proceda la competencia originaria y exclusiva de la Corte en las causas civiles en que una provincia es parte -artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58-, es necesario que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es "esencial", toda vez que encuentra su fundamento en la necesidad de otorgar al litigante la garantía de un tribunal ajeno al orden local, libre de toda sospecha de parcialidad en favor de sus coprovincianos, eliminándose de esa manera posibles causas de antagonismos entre las provincias.


    Belvis S.C.S. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro (ESUCO S.A.) s/ Daños y perjuicios


    B. 469, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En cuanto a la causa civil, cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. En autos se reclama una reparación por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad a dicho Estado local por ser éste uno de sus órganos. Y, sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En cuanto a la distinta vecindad entre las partes, se debe señalar que el artículo 10 de la ley 48 establece que, en los casos de pluralidad de litigantes, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo.


    Casella, Fernando c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 690, XXXIV, 17 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Los juicios de expropiación seguidos por una provincia contra vecinos de otra no corresponden, en principio, a la competencia originaria de la Corte, toda vez que dicho instituto pertenece al Derecho Público de cada Estado provincial y, en consecuencia, son los jueces locales los llamados a entender en esos procesos. Sin perjuicio de lo expuesto, de acceder el Tribunal a la solicitud de que se cite como tercero a juicio al Estado Nacional, la presente demanda corresponderá a la competencia originaria de la Corte ratione personae pues, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de la provincia actora, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -citada a juicio- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Chaco, Provincia del c/ Confederación General de Trabajo de la República Argentina s/ Expropiación


    C. 662, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. El actor reclama una reparación por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio del Registro de la Propiedad inmueble de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad a dicho Estado local por ser este uno de sus órganos. Sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Decker, Guillermo Ángel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Sumario


    D. 221, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, en los casos en que una provincia es parte procede, según el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 cuando, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. A tal efecto, se ha atribuido tal carácter a los casos para cuya decisión se han de aplicar normas del derecho común, entendido como tal, la legislación atribuida al Congreso Nacional por el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. Por el contrario, se ha sostenido que quedan excluidas del concepto de causa civil, aquéllas en las que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, tienden al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias en los que éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional, ya que para resolver la cuestión se tendrá que examinar los antecedentes del caso a la luz de la legislación local y sus reglamentaciones, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, todo lo cual no es del resorte de la Corte Suprema. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que versan, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48.


    Eco Clines S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Cobro de pesos


    E. 154, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    AFIP DGI. Impugnación de deuda impositiva. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    La cuestión planteada en autos corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, en atención a la naturaleza de las partes que intervienen en el pleito, ya que ésa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional, en el caso la actual Administración Federal de Ingresos Públicos- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, resultando indiferente analizar, en estas hipótesis, la materia sobre la que versa el pleito.


    Gobierno de la Provincia de San Juan c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación de deuda


    COMP. 470, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Impuestos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se ha de atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la sociedad actora demanda a una Provincia en una causa que tiene manifiesto contenido federal, toda vez que, al cuestionarse un gravamen local por ser contrario a lo expresamente establecido en leyes nacionales, su pretensión importa determinar el sentido y alcance que ha de darse a esas normas federales. Asimismo, el sub-examine se halla entre los pleitos especialmente regidos por la Ley Fundamental a los que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en él se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal, que la Constitución Nacional confiere al gobierno nacional. Por otra parte, también procede la competencia originaria en atención a la naturaleza de las personas que han de intervenir en el proceso pues, siendo demandada una provincia y citada como tercero una empresa sociedad del Estado y el propio Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Hidroeléctrica Tucumán S.A. c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa


    H. 91, XXXIV, 04 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Bancos provinciales. Entes autárquicos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la jurisdicción originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, también ha dicho la Corte que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.


    Instituto Nacional de Acción Cooperativa y Mutual c/ Banco de la Provincia de Salta y otros


    I. 90, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Municipalidad. Comuna. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, toda vez que en él no es parte nominal ni sustancial una provincia, requisito ineludible para que dicha instancia proceda, de conformidad  con el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58. Las Comunas, tiene dicho la Corte, ya sea que se las considere como entes autárquicos o autónomos, no resultan identificables con el Estado provincial.

Instituto Nacional de Acción Cooperativa y Mutual c/ Municipalidad de Campo Santo (Provincia de Salta) y otros s/ Cobro de pesos


    I. 84, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dada la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, resulta aplicable al caso la reiterada doctrina del Tribunal que establece que, si en un proceso es parte el Estado Nacional y se cita como tercero a una provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Motylkiewicz, Horacio Damián c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    M. 66, XXXV, 23 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Comuna. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa, si no se dan las circunstancias que constitucionalmente la habilitan, toda vez que, la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, para su procedencia. Sobre la naturaleza jurídica de las Comunas con asiento en las provincias tiene dicho desde antiguo la Corte que, ya sea que se las considere como entes autárquicos o autónomos, tales entes no resultan identificables con el Estado provincial.


    Municipalidad de La Matanza c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) s/ Cobro de pesos


    M. 506, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto administrativo. Juicios contra el Estado. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De acuerdo con una reiterada doctrina del Tribunal, uno de los supuestos en que procede la competencia originaria es en las causas en que es parte una provincia y la acción se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Siendo demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad del actor, el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Olavarría, Diego c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Ordinario


    O. 100, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 1° de la ley 48 y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 122, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el artículo 6°, inciso 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que determina las reglas especiales de la competencia, en los pedidos de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer.


    Pensel, Sara Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    P. 326, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En este contexto y toda vez que en definitiva se encuentra en tela de juicio un problema que exige desentrañar la inteligencia de normas que regulan las órbitas de competencia entre los poderes de diferentes estados locales y aún del Estado Nacional, prima facie, la cuestión puede habilitar la jurisdicción federal. Y al ser parte un vecino de extraña jurisdicción y una provincia, la Corte puede admitir su jurisdicción originaria en el asunto, sin que ello importe anticipar opinión en cuanto a la concurrencia en el sub- lite de los requisitos formales que habilitarían la promoción de este tipo de procesos.


    Loma Negra Compañía Industrial Argentina Sociedad Anónima c/ Provincia de Santiago del Estero - Ministerio de Gobierno - Dirección General del Trabajo


    L. 1, XXXV, 29 de enero de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según se desprende de los términos de la demanda, a cuyo exposición de los hechos se ha de estar a fin de determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, una sociedad que dice tener distinta vecindad con la Provincia de Buenos Aires, acciona contra ella atribuyéndole responsabilidad por la actuación prima facie lícita de uno de sus órganos, lo cual, a juicio de la Corte, otorga al pleito el carácter de causa civil, de conformidad con la doctrina sentada por ella en numerosos precedentes.


    Serenar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia s/ Daños y perjuicios


    S. 457, XXXIV, 08 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. 


    Toda vez que el actor dirige su pretensión contra una provincia y contra el Estado Nacional, entre otros, resulta que -prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver- la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Sinat, Raúl Antonio c/ Chaco, Provincia del y otros s/ Daños y perjuicios


    S. 384, XXXIV, 12 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Dada la naturaleza de las partes que han de intervenir en esta ejecución fiscal, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la provincia actora, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. s/ Ejecución fiscal


    T. 208, XXXIV, 16 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 208, L. XXXIV, “Tucumán, Provincia de c/ E.N.C.O.T.E.L.S.A. s/ Ejecución fiscal".


    Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. s/ Ejecución fiscal


    T. 209, XXXIV, 16 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa T. 208, L. XXXIV, “Tucumán, Provincia de c/ E.N.C.O.T.E.L.S.A. s/ Ejecución fiscal".


    Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos S.A. s/ Ejecución fiscal


    T. 210, XXXIV, 16 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia por la persona. Protección de consumidores y usuarios. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. De los términos de la demanda se desprende que la causa corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte ratione personae. En efecto, el artículo 43 de la Constitución Nacional faculta para interponer acción de amparo contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general a las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización. En tales condiciones, la actora se encontraría entre esas asociaciones, de considerar la Corte que ha sido creada e inscripta con la finalidad de proveer a la defensa de los intereses de los consumidores y usuarios. La presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las Provincias demandadas, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Asociación de Consumidores y Usuarios de la Argentina c/ Estado Nacional (Provincias de Mendoza, Chubut y Santa Cruz) y otros


    A. 380, XXXV, 05 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Cámara de Diputados. Cuestión de derecho público local. Facultades no delegadas. Interpretación restrictiva. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia origina, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. De los términos de la demanda, se desprende que la causa no corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte ratione materiae, por tratarse de un tema vinculado al derecho público local. En efecto, el actor ha puesto en tela de juicio el accionar de un órgano de la Provincia: la Cámara de Diputados, cuestión que comporta el análisis de una competencia propia de esa autoridad local y el examen de actos u omisiones de la autoridad local. La circunstancia de que, para resolver el pleito, se requiera analizar la validez de dichos actos administrativos, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía provincial ha querido darle priva al proceso de la competencia originaria de la Corte. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el "pactum foederis" competencias diversas de orden institucional que no han sido delegadas. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario. Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales la presente demanda de amparo resulta ajena a esta instancia.


     Maidana, Víctor Hugo s/ Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Corrientes s/ Amparo


    M. 544, XXXV, 01 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución hipotecaria. 


    No se ha suscitado conflicto alguno de competencia, ni tampoco de naturaleza jurisdiccional que habilite la intervención de la Corte. 


     


    Eurokraft S.A. c/ Roosevelt 5269 S.A. s/ Hipoteca


    COMP. 448, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Transporte interno. Impuesto sobre los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Debe tenerse en cuenta la doctrina sentada por la Corte para los casos en que se efectúan planteamientos de inconstitucionalidad de leyes, decretos o actos provinciales. Ya en Fallos: 176:315, la Corte señaló que "contra las leyes y decretos provinciales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una leyes contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial y c) si se sostiene que la ley, el decreto etc. son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales, debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar a esta Corte por el recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48. En esas condiciones se guardan los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal, dentro de su normal jerarquía; pues carece de objeto llevar a la justicia nacional una ley o un decreto que, en sus efectos, pudieron ser rectificados por la magistratura local". Asimismo el Tribunal, al decidir respecto de su competencia originaria en causas en que se cuestionaban tributos provinciales, ha hecho aplicación, de tal doctrina. Sentó así los siguientes criterios: Primero: cuando la acción entablada se fundó en el argumento de que los gravámenes locales violaban directa y exclusivamente prescripciones constitucionales de carácter nacional y lo medular de la disputa remitió necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de uno o más preceptos de esa naturaleza, la Corte declaró la procedencia de su instancia originaria. Segundo: cuando la tacha planteó la ilegalidad, por cuanto los tributos violaban exclusivamente la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos, sin efectuar impugnaciones concretas de carácter constitucional, el Tribunal declaró que tal argumento no es suficiente para surtir su competencia originaria, en virtud de que las leyes convenio, esto es, normas de derecho intrafederal, hacen parte también, aunque con diversa jerarquía, del derecho público local pues, al adherirse a dicho régimen por ley una provincia, debe entenderse que la pretensión se funda en la presunta violación de la ley local de adhesión, por lo que su cuestionamiento no habilita su competencia originaria, lo cual no obsta a que, las cuestiones federales que puedan contener dichos pleitos se sometan al conocimiento del Tribunal por las vías pertinentes. Tercero: cuando, para fundar la pretensión del actor, confluyeron los planteamientos de inconstitucionalidad federal y de ilegalidad del acto, por presunto desconocimiento de lo dispuesto en la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos, la Corte declaró que la alegada violación de la Ley Convenio no abre su competencia originaria, pues para habilitar dicha instancia es preciso que en la demanda no se planteen, además de las cuestiones federales, otras que resultan ajenas a su competencia, ya que la eventual necesidad de hacer mérito de ellas obsta a su radicación ante el Tribunal. En esta última línea de precedentes, quedan comprendidas también varias causas en las que la Corte declaró su competencia originaria, con carácter de excepción, a pesar de haberse efectuado el doble cuestionamiento de inconstitucionalidad y de ilegalidad. En esas oportunidades la Corte expresó que "si bien el artículo 15 de la ley 20.221 dispone que incumbe a la Comisión Federal de Impuestos decidir acerca de los reclamos que formulen los contribuyentes ante los respectivos fiscos, tendientes a obtener la devolución de las sumas abonadas por tributos cuya exigencia contravenga las obligaciones asumidas por las provincias adheridas al régimen de coparticipación federal, ello no obsta al tratamiento íntegro de los planteos de la actora", y agregó allí que "los trámites ya cumplidos sustentan la competencia originaria de la Corte en razones de economía procesal vinculadas a la pronta terminación del proceso requerida por la buena administración de justicia y la claridad de las obligaciones tributarias de una empresa prestataria de servicios públicos". Cuarto: Se advierte un cambio jurisprudencial de la Corte en las causas, "Satecna Costa Afuera S.A. c/ Provincia de Buenos Aires" y en la causa L. 34, L. XXIII, "La Internacional Empresa de Transporte de Pasajeros S.A.C.I.I.F. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa". En la primera de las causas, este Ministerio Público había dictaminado que la Corte no era competente para conocer en instancia originaria, toda vez que el reclamo de la actora se fundaba en un doble orden de razones: de inconstitucionalidad y de ilegalidad. Se señaló, que la tacha de ilegalidad "se revela como de aquellas cuestiones reservadas a la competencia originaria y específica de la Comisión Federal de Impuestos. Prescindir del organismo específico del régimen convencional de coparticipación impositiva, creado para satisfacer el reclamo declarativo de ilegalidad que pretende la actora en el sub examine, importaría desnaturalizar, por las razones expuestas, los principios sobre los que reposa la jurisdicción originaria de la Corte ratione materiae. Se agregó, en el mismo parecer citado, que "El derecho invocado por la actora, es así un derecho sujeto a los límites fijados por el propio régimen convencional de coparticipación impositiva y debe hacerse valer ante el organismo específico del sistema, donde puede obtener satisfacción su pretensión declarativa con un alcance que trasciende incluso a las partes y beneficia a todos los contribuyentes comprendidos en la hipótesis contemplada por la decisión. El resultado de esa instancia obligatoria estatuida en el sistema legal, puede tornar inoficioso el pronunciamiento de inconstitucionalidad que pretende la accionante, ultima ratio del orden jurídico, al que sólo cabe acudir, cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía". De los precedentes de la Corte en la materia del sub examine, el cambio jurisprudencial descripto, implica que el Tribunal ha removido el obstáculo que, para surtir su competencia originaria, constituía el doble planteamiento de inconstitucionalidad federal y de ilegalidad del tributo local, por presunta violación de la ley-convenio de coparticipación impositiva. La Corte ha privilegiado el carácter netamente federal de la materia, esto es, el transporte interjurisdiccional, tutelado por la cláusula comercial de la Constitución Nacional, por sobre la naturaleza local de las normas de la ley - convenio presuntamente desconocidas por el tributo cuestionado. En un área de la actividad económica nacional de enorme impacto social, como lo es el servicio público de transporte interjurisdiccional, estima la Procuración General que deben preservarse los valores de seguridad jurídica y de certeza en las obligaciones tributarias de los prestadores, que sirvan de sustento a la calidad y eficiencia de los servicios públicos. Para el logro de ese objetivo, nada mejor que ventilar, las alegaciones de los prestadores de tales servicios públicos, respecto de la presunta incompatibilidad de las pretensiones impositivas de las distintas provincias con los preceptos constitucionales federales. La solución que ahora propicia el Ministerio Público, no debe interpretarse como limitación de las autonomías provinciales, toda vez que la Corte constituye el fuero natural de las provincias argentinas y sus competencias, no son susceptibles de ampliarse, ni restringirse o modificarse, mediante normas legales. Por otra parte, tanto la Nación como los Estados locales y también los contribuyentes, tienen acceso a la vía del régimen convencional de coparticipación federal, con su organismo fiscal específico, para obtener satisfacción a sus pretensiones declarativas por presuntos incumplimientos a las obligaciones emergentes de la Ley Convenio, cuando sus agravios no tienen sustento principal en la incompatibilidad de la pretensión impositiva provincial con los preceptos constitucionales federales.


    El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 115, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


    E. 144, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    El Cóndor Empresa de Transportes Sociedad Anónima c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 145, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    El Puente Sociedad Anónima de Transporte c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 134, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Empresa General Manuel Belgrano S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 122, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Expreso Lomas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 125, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Expreso Nueva Era Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 126, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Línea 22 S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 243, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Microomnibus Norte Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    M. 183, XXXV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Sociedad Anónima Expreso Sudoeste c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    S. 463, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transportes Atlántida S.A.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 106, XXXV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transportes Automotores La Estrella Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 50, XXXV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 165, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 167, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transportes Automotores La Estrella S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    T. 166, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transportes Automotores Pueyrresdón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 143, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Municipalidad. Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido, que cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que ésa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental  respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, cabe recordar que en dichos casos la Provincia debe ser parte en el pleito no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, es decir, debe tener en el litigio un interés directo que surja en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de las expresiones formales usadas por las partes, pues lo contrario importaría dejar librado, al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. En efecto, es doctrina de la Corte, que la facultad de los particulares de acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de los límites que la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias establecen a fin de que surta la competencia originaria de la Corte. Por último, es dable recordar que se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:2230, a la exposición de los hechos de la demanda.


    Anzivino, Héctor c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción declarativa


    A. 440, XXXV, 13 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Beneficio de litigar sin gastos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Los argumentos expuestos por la peticionaria no alcanzan para fundar su pretensión contra el Estado Nacional. Ello es así, toda vez que el poder de policía de seguridad que incumbe al Estado, no resulta título jurídico suficiente para atribuirle los resultados dañosos de un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo parte, ni se invoca la omisión en el cumplimiento de deberes jurídicos concretos, ya que no parece razonable pretender que su responsabilidad general en esa materia pueda llegar a comprometerlo por hechos extraños a su intervención directa. Por ello la futura demanda no corresponderá a la competencia originaria de la Corte y en consecuencia, tampoco debe tramitar en dicha instancia el presente beneficio de litigar sin gastos.


    Ferrero, Claudia Alejandra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    F. 238, XXXV, 15 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar, ante todo que uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte cuando es parte una provincia de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 19 del decreto-ley 1285/58, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea predominante en la causa. Para determinar la competencia se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 311:1588, 1812 y 2154; entre otros.


    González, Antonio Humberto c/ Chubut, Provincia del s/ Inconstitucionalidad


    G. 405, XXXV, 13 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1 del decreto ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. Corresponde señalar que se debe atender de modo principal a los términos de la demanda para determinar la competencia. En consecuencia, sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En tales condiciones, de tenerse por acreditada la distinta vecindad de la actora, el presente juicio corresponderá a la competencia originaria de la Corte.


    Harguindeguy, Patricia Marta Rosa c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    H. 64, XXXV, 15 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Tal como la Corte declaró en los considerandos de la sentencia, los antecedentes relacionados demuestran la marcada gravedad institucional que resulta de este conflicto entre tribunales de distinta jurisdicción que carecen de superior jerárquico común, situación que debe ser resuelta por esta Corte de acuerdo con la jurisdicción que le confiere el artículo 24. inc.7° del decreto ley 1285/58. La cuestión debe ser resuelta por los jueces locales, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve a dichos jueces, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, máxime cuando ninguna disposición federal se encuentra en juego, ni ninguna autoridad federal se ha visto afectada. Precisamente, el artículo 18, segunda parte, de la ley 16.986 limita su aplicación a los casos en que el acto impugnado mediante la acción de amparo provenga de una autoridad nacional, circunstancia que, no se configura en el sub lite. Cabe señalar que tampoco suscita en la especie la competencia originaria de la Corte ratione personae, puesto que, si bien el amparista dirige su pretensión contra la Provincia de Formosa en uno de sus órganos, en cambio no concreta cuáles son las omisiones en que podría haber incurrido la autoridad nacional, por lo cual no se trataría de un caso en el que es menester conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de la Nación y las Provincias previstas en los articulas 116 y 117 de la Constitución Nacional. Por último, es oportuno poner de resalto que, si bien no se escapa que la situación descripta en los acápites I a IV configura un conflicto en el seno del Superior Tribunal de la Provincia y de éste con la Legislatura local, no corresponde que la Corte se expida al respecto por el momento, toda vez que dicho conflicto no le fue planteado a través de las vías que tornan procedente la apertura de su jurisdicción apelada. Máxime, cuando la propia Constitución Provincial confiere competencia al Superior Tribunal de Justicia para conocer y resolver originaria y exclusivamente en las cuestiones de competencia entre los poderes públicos de la Provincia.


    Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Formosa s/ Su solicitud en autos Dres. Carlos Gerardo González, Mariano Franco y Rubén Spessot s/ Sumario administrativo


    S. 566, XXXV, 22 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Estado Nacional. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo de manera general, tramite en esta instancia en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. En cuanto a la cuestión relativa a la intervención de terceros en el proceso de amparo, esta no está prevista expresamente en la ley 16.986. Al respecto cabe recordar que la Corte en reiteradas oportunidades sostuvo que, en principio, tal intervención es de interpretación restrictiva a fin de no entorpecer la marcha de este rápido y comprimido proceso. Sin embargo, también ha entendido que esa postura rigurosa debe ceder en los supuestos en que la intervención del tercero resulte necearía para la integración de la litis, por la presencia de una comunidad de controversia con las partes originarias, poniendo a cargo de quien la solicita la demostración de tales extremos. Esto último, puesto que, su incumplimiento importaría tanto como dejar librado, al resorte de los litigantes, la determinación de la competencia originaria de la Corte, en la medida en que pudieren encontrar un mínimo punto de conexión que le permitiese vincular al Estado Nacional con las Provincias. En consecuencia, procede la intervención del tercero en el proceso cuando éste tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Es dable señalar que la doctrina acepta la intervención de los terceros en el proceso de amparo, siempre que se acrediten los extremos señalados ut supra. En consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la Provincia citada, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Zofracor S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    Z. 74, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que la Provincia de Buenos Aires demanda en estas actuaciones al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos) s/ Nulidad


    B. 927, XXXV, 20 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Seguridad vial. Juicios contra el Estado. Juicio en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda, con fundamento en los artículos 1109, 1113 Y concordantes del Código Civil, contra el Estado Nacional, contra la Provincia de Corrientes y otros, a fin de obtener el pago de una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la falta de servicio en que habrían incurrido los demandados corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, motivo por el cual resulta innecesario analizar la materia sobre la que versa la pretensión, así como la distinta vecindad de las partes. Al ser demandado el Estado Nacional y la Provincia de Corrientes, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Perata, María del Valle y otros c/ Corrientes, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 583, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Expropiación. Inconstitucionalidad. ordenanzas municipales. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, sólo procede, cuando en la causa es parte una provincia y la cuestión debatida es de orden federal o civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. El respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que en lo sustancial versan sobre aspectos propios de la jurisdicción provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender tales pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario establecido en el artículo 14 de la ley 48. La Corte ha tenido oportunidad de establecer en Fallos: 308:2564, sobre la base del precedente de Fallos: 291:232, que no corresponden a la competencia originaria del Máximo Tribunal los juicios de expropiación, criterio que fue mantenido in re R. 119, L. XXIII. "Reinsfeld, Jacobo c/ Buenos Aires Provincia de s/ Expropiación", y S. 317, L. XXIV, "Staudt, Juan Pedro Guillermo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Expropiación". Ello en virtud de que el proceso expropiatorio, que se inicia con la declaración legislativa de utilidad pública y finaliza con el pago de indemnización justa y con la consiguiente transferencia del dominio al sujeto expropiante, constituye integralmente un instituto de Derecho Público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia en el ámbito de su respectiva competencia territorial. En consecuencia, no encuadra en el concepto de causa civil, a los efectos de la competencia originaria de la Corte, la cual se halla regida por el derecho común. Dado que la competencia originaria de la Corte por provenir de la Constitución Nacional no es susceptible de ampliarse, restringirse o modificarse, la presente causa es ajena a esta instancia.


    Peña, Irma c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 718, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Derudder, Hermanos S.R.L. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 569, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Empresa Ciudad de Gualeguaychú Sociedad de Responsabilidad Limitada


    E. 223, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 388, L. XXXV, "Bellido, Manuel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos".


    López Casanegra, Antonio y otra c/ Estado Nacional y Estado Provincial s/ Cobro de pesos por daños y perjuicios


    COMP. 559, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Reintegro. Sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la competencia prevista en el artículo 117 de la Constitución nacional y reglamentada en el artículo 24 inciso 1° del decreto 1285/58 procede en los juicios en que es parte una provincia si, a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendiendo como tal el que se relaciona con el régimen de la legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. La pretensión de la Provincia actora consistente en obtener la restitución de una suma de dinero por parte de la demandada, derivada de una obligación contractual por venta de un inmueble, determina el carácter civil de la materia en debate. De tener por acreditada la Corte la distinta vecindad de la accionada con las constancias obrantes en el expediente, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Sociedad Anónima Comercial Industrial y Financiera Skoda Platense s/ Cobro de pesos


    B. 115, XXXV, 23 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Pretensión fiscal. Decretos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    De los términos de la demanda se desprende que la pretensión fiscal de la provincia demandada suscita una cuestión de manifiesto contenido federal toda vez que ella se sustenta en un decreto provincial cuya validez ha sido puesta en tela de juicio por la actora por ser presuntamente contrario a disposiciones contenidas en la Constitución Nacional. Este proceso se encuentra entre los especialmente regidos por la Ley Fundamental a los que alude el artículo 2° inciso 1° de la ley 48 pues en él se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional. Siendo demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad del actor, el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal. De acceder la Corte a la citación del Estado Nacional como tercero interesado, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de la provincia demandada con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Huayqui S.A. de Construcciones c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Ordinario


    H. 106, XXXIV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que es demandada una provincia por una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en instancia originaria.


    Instituto Nacional de Acción Cooperativa y Mutual c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    I. 30, XXXV, 23 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Poder Judicial. Policía Provincial. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser demandado el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Lema, Jorge Héctor c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    L. 114, XXXV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Accidente de tránsito. Embajadores. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Constitución establece en su artículo 117 que corresponde a la Corte Suprema de Justicia, originaria y exclusivamente, el conocimiento y decisión de los asuntos "concernientes" a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Dicha competencia originaria comprende también a los procesos en los que son parte miembros de la familia del embajador, según el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, esto es, aquellas personas que integren su casa. El fundamento de tal norma ha sido expresado por el Tribunal en Fallos: 284:28, oportunidad en la que dijo que son también asuntos "concernientes" a embajadores y ministros extranjeros aquellos que, aunque no les atañen en modo directo, pueden sin embargo llegar a comprometer los privilegios e inmunidades que le son reconocidos en su carácter de jefe de misión. En estas hipótesis, el privilegio de la competencia originaria no deriva de una indebida extensión del término “concernientes” a personas que no revisten calidad de embajadores o ministros extranjeros exigidos por el artículo 117 de la constitución, sino al reconocimiento de que también les conciernen o atañen los asuntos o las causas en que pudieren verse involucrados su familia o el resto del personal diplomático que actúa bajo su dependencia, criterio que responde a motivos de conveniencia internacional, a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, asegurando a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, debe reconocérseles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. Por lo demás, dicha opinión recoge en sus lineamientos la tradición legislativa iniciada en nuestro país con la sanción de la ley 48; arraiga en prácticas del Derecho de Gentes; fue reconocido en numerosos precedentes jurisprudenciales de la Corte y ha sido consagrado también por la Convención de Viena de 1961 sobre Relaciones Diplomáticas.


    Zuñiga, Carlos Alberto c/ Donde, Ingeborg s/ Daños y perjuicios


    Z. 25, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Al ser controvertida por la Provincia su calidad de parte sustancial en la litis por ser, a su entender, la Municipalidad la única titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, el asunto ahora radica en determinar en qué medida dicho Estado local es co-responsable de la deuda qué se reclama, a cuyo efecto resulta absolutamente indispensable interpretar las leyes locales 6837 y 6905, en virtud de las cuales se aduce que se ha novado la obligación. En tales condiciones, procede concluir que se priva del carácter de causa civil a la materia del pleito, en tanto su solución se encuentra directa e inmediatamente relacionada con la aplicación e interpretación de normas que integran el Derecho Público Provincial.


     Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo


    B. 58, XXXIV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 58, L. XXXIV, Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo.


    Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otro s/ Ejecutivo


    B. 281, XXXIV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 58, L. XXXIV, Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo.


    Bacara Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo


    B. 321, XXXIV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 58, L. XXXIV, Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo.


    Bacara Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo


    B. 371, XXXIV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 58, L. XXXIV, Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo.


    Bacara Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo


    B. 419, XXXIV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 58, L. XXXIV, Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo.


    Bacara Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo


    B. 488, XXXIV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa B. 58, L. XXXIV, Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo.


    Bacara Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de y otra s/ Ejecutivo


    B. 565, XXXIV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia originaria. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa E. 115. XXXIV, "El Candor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    El Nuevo Halcón Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 117, XXXV, 14 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa E. 115. XXXIV, "El Candor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Expreso Quilmes S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 121, XXXV, 14 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Línea Expreso Liniers Sociedad Anónima Industrial y Comercial c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 279, XXXV, 15 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    La presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser demandado el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    López Pérez, Viviana c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    L. 175, XXXV, 15 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos provinciales. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, también ha dicho la Corte que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Ese requisito no se encuentra cumplido en autos. En efecto, de los términos de la demanda, se desprende que el actor dirige su pretensión contra el Banco de la Provincia de Buenos Aires. Dicha entidad, según su carta orgánica, es una institución autárquica de Derecho Público, es decir, posee capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones, contando con una individualidad jurídica y funcional que permite distinguirla del Estado local. En tales condiciones, la Provincia de Buenos Aires no integra la litis en los términos del artículo 117 de la Constitución Nacional. Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse, corresponde declarar que la presente demanda es ajena a esta instancia.


    Romero, Gerardo Luis c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 14, XXXV, 15 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa E. 115, XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Transporte Ideal de San Justo S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 170, XXXV, 14 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Estado Nacional. Intervención de terceros. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa P. 135. XXXV, "Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/Neuquén, Provincia del s/Acción declarativa".


    Dado que se solicita la citación del Estado Nacional como tercero, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con fundamento en el Pacto Federal de Hidrocarburos firmado el 14 de noviembre de 1994 la presente acción declarativa corresponde a la competencia originaría de la Corte ratione personae.


    YPF S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Y. 16, XXXIV, 15 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae, toda vez una Provincia es demandada por una entidad nacional, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Administración de Parques Nacionales c/ Neuquén, Provincia del s/ Sumario


    A. 105, XXXV, 22 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Muerte. Rutas nacionales. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde la competencia originaria de la Corte al ser demandados el Estado Nacional y una Provincia, pues, la única de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Ávila, Julio Enrique y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 3, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. 


    Cuando en un proceso son partes una provincia y el Estado Nacional, procede la competencia originaria de la Corte, cualquiera sea la materia del pleito toda vez que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Banegas, Marcelino y otros c/ Estado Nacional (Secretaria de Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable), La Pampa, Provincia de, Rio Negro, Provincia de y Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 56, XXXV, 24 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Convención constituyente. Reforma de la constitución. Nulidades. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. El Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa, si el asunto no concierne a Embajadores, Ministros y Cónsules extranjeros o no es parte una provincia, según los artículos 1 de la ley 48, 2 de la ley 4.055 y 24, inciso 1 del decreto-ley 1285/58. La pretensión de certeza intentada por los actores respecto a si los Constituyentes Nacionales que aprobaron la reforma de la Constitución Nacional en la Convención de Santa Fe-Paraná del año 1994 se ajustaron al marco jurídico fijado por la ley 24.039, y si respetaron los pactos preconstituyentes, no constituye ninguno de los casos que habilitan la instancia originaria de la Corte. Es sólo el Gobernador de un Estado local quien tiene y puede ejercer el poder de representar a una Provincia. La acción declarativa ha sido deducida contra el Estado Nacional, a quien le corresponde el fuero federal de grado, conforme a los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, mas no la instancia originaria de la Corte. Tiene dicho desde antiguo el Tribunal que, en el artículo 117 de la Constitución Nacional se establecen de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá una competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales. La admisión de la presente demanda en el Tribunal, por razones de conexidad, para ser acumulada a otra que tramita ante la Corte, tampoco debería tener acogida. El artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación autoriza la acumulación de procesos cuando se configura, entre ambos juicios la triple identidad de sujeto, objeto, y causa. Sin embargo, en otras oportunidades, aún cuando no concurrían aquellos presupuestos, la Corte ha admitido la acumulación por razones de conexidad, a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias que pudieran generar un verdadero escándalo jurídico, así como también, para lograr la economía procesal que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia. Dichas hipótesis no se presentan ya que, por un lado, tanto el sujeto, como el alcance de las pretensiones de las partes y la causa, difieren entre ambos procesos y, por otro lado, la finalidad ut supra apuntada tampoco puede alcanzarse.


    Cardozo, Humberto Dante y otros c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de certeza


    C. 139, XXXV, 16 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Estado de incertidumbre. Direcciones provinciales de rentas. Impuesto sobre los ingresos brutos. Transporte de energía eléctrica. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa C. 594, L. XXXIII, “Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    La presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria de la Corte, en tanto se encuentran reunidos los recaudos exigidos para su procedencia por el artículo 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, toda vez que es parte una provincia, en una causa de manifiesto contenido federal.


    Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    C. 30, XXXV, 30 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser demandas la Provincia de Santiago del Estero y el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Bellido, Manuel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    B. 388, XXXV, 13 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Declaración de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello resulta necesario, además, examinar la materia del pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la parte contraria. Por el contrario, resultan ajenos a dicha instancia los casos cuya solución exige la aplicación e interpretación de normas de Derecho Público provincial o remiten al examen y revisión, en sentido estricto, de actos administrativos, legislativos o judiciales de carácter local. Este último supuesto es el que se presenta en el sub lite, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir dé modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la pretensión de la sociedad actora, consistente en obtener la declaración de inconstitucionalidad de dos normas locales requiere, para ser resuelta, de la interpretación de dichos actos y contratos administrativos locales, los cuales fueron dictados dentro de las facultades otorgadas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional. En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan contener dichos pleitos tengan adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48. Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente acción declarativa resulta ajena a esta instancia.


    Casinos del Sol S.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa


    C. 526, XXXV, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por la Provincia de Córdoba y demandarse al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


    C. 446, XXXV, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser demandado el Estado Nacional por la Provincia de Córdoba, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


    C. 527, XXXV, 30 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Ejecución del contrato. Daños y perjuicios. Competencia originaria. Incompetencia. 


    De los términos de la presente demanda, se desprende que el actor intenta que trámite en la instancia originaria de la Corte, su pretensión de obtener el cumplimiento del contrato de compraventa del inmueble que adquiriera en la subasta pública realizada en el proceso sucesorio que se ventila por ante el Juzgado Civil y Comercial, como así también, los daños por la mora que le ha causado el incumplimiento de dicha obligación. Tales pretensiones, corresponden en forma manifiesta a la competencia del magistrado que entiende en el proceso y, en consecuencia, no resultan aptas para surtir la competencia originaria de la Corte, prevista en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, pues, de admitirse tal supuesto, se produciría una injustificada intromisión del gobierno federal en la jurisdicción provincial, mediante la sustracción de una causa que se encuentra tramitando válidamente por ante la justicia local.


    Egues, Alberto José c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 138, XXXIII, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Estado Nacional. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Los planteos efectuados por la actora y por el Servicio Geológico Minero Argentino (SEGEMAR), no logran conmover los fundamentos que tuvo en cuenta el Tribunal, en su sentencia del 5 de abril de 1994, para declarar la competencia originaria de la Corte para entender en estas actuaciones por haber sido citados el Estado Nacional y él SEGEMAR como terceros, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación por sentencia del juez de Primera Instancia en lo Civil Comercial y de Minería de San Juan. Por otra parte, la falta de legitimación pasiva opuesta por la Provincia de San Juan como defensa de fondo, cuyo tratamiento como de previo y especial pronunciamiento se solicita en los referidos planteos, no resulta procedente toda vez que ella no resulta manifiesta, requisito indispensable para que la defensa “sine actione agit” pueda ser acogida de conformidad con el artículo 347, inciso 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En consecuencia, toda vez que la cuestión planteada se relaciona con el fondo del asunto y, dado que los terceros ya han tomado intervención en la causa, circunstancia que reafirma la competencia de la Corte para entender en ella en forma originaria, los planteas efectuados por la actora y el SEGEMAR deben ser desestimados, debiendo seguir los autos según su estado.


    Felez, Gerónimo y otros c/ San Juan, Provincia de s/ Expropiación inversa


    F. 520, XXVII, 12 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser demandado el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero Federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Gerbaudo, José Luis c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    G. 296, XXXV, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión es sustancialmente análoga a las consideradas en el dictamen de la causa B. 388, L. XXXV, "Bellido, Manuel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos"


    Granda, Miguel Ángel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    G. 393, XXXV, 13 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución Nacional a la justicia federal. En uno u otro supuesto dicha competencia no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del Gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias, como así también, las buenas relaciones con los países extranjeros, cuando intervienen personas de distinta nacionalidad. Este Ministerio Público sostuvo la competencia originaria de la Corte para entender en la causa ratione personae a fin de satisfacer prerrogativas jurisdiccionales asignadas a la actora y a la demandada por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, habida cuenta que, por un lado, el Banco de la Nación tiene interés en el pleito por resultar accionista mayoritario de la sociedad actora y, a su vez, garantizar la rentabilidad mínima de la entidad, circunstancia que no ha sido desvirtuada por la Provincia excepcionante y, por otro, que un Estado local, con derecho a la competencia originaria de la Corte, resulta nominal y sustancialmente demandado. En cuanto a la vía procesal intentada por la actora, ella resulta procedente en tanto se cumplen los requisitos que el artículo 322 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación fija a tal fin, en tanto: 1) concurre un estado de incertidumbre sobre la existencia y modalidad de una relación jurídica en la medida en que la sociedad actora se encuentra en la disyuntiva de efectuar o no el pago que le reclama la Provincia, pues está exenta en virtud de una norma nacional; 2) existe un interés jurídico suficiente en la actora, pues se ha producido una actividad explicita del Poder Administrador dirigida a hacer efectiva la referida imposición; y 3) carencia de otra vía alternativa para articular la pretensión que se trae al proceso, en cuanto no es necesario que la accionante haya agotado la vía administrativa que le imponen las normas provinciales, desde que el ejercicio de la competencia originaria de la Corte en los supuestos que corresponde constitucionalmente, no está subordinado al cumplimiento de requisitos establecidos por la ley local.


    Nación Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa


    N. 142, XXXIII, 30 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. La intervención de terceros en el proceso de amparo, no prevista expresamente en la ley 16.986, debe efectivizarse restrictivamente, a fin de no entorpecer la marcha de este rápido y comprimido proceso. Sin embargo, si bien como principio dicha citación no es procedente en este tipo de juicios, resulta admisible cuando el tercero tenga en el litigio un interés directo de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Dicho interés debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. La única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de la Provincia citada, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Pelco S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Amparo


    P. 240, XXXV, 11 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión es sustancialmente análoga a las consideradas en el dictamen de la causa B. 388, L. XXXV, "Bellido, Manuel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos".


    Riachi, Mercedes Nilda c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ cobro de pesos


    R. 315, XXXV, 17 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    La cuestión es sustancialmente análoga a las consideradas en el dictamen de la causa B. 388, L. XXXV, "Bellido, Manuel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos".


    Rodríguez, Laura Zulema y otro c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    R. 292, XXXV, 13 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    La cuestión es sustancialmente análoga a las consideradas en el dictamen de la causa B. 388, L. XXXV, "Bellido, Manuel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos".


    Salim, Raúl Felipe c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    S. 445, XXXV, 17 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    La cuestión es sustancialmente análoga a las consideradas en el dictamen de la causa B. 388, L. XXXV, "Bellido, Manuel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos"


    Unzaga, Carlos y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    U. 25, XXXV, 17 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen  y fallo de la causa “Casiano Rafael Iribarren c/ Provincia de Santa Fe”


    Fallos: 315:2956.


    Álvarez, Raúl José c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa


    A. 612, XXXV, 27 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dada la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, resulta aplicable al caso la reiterada doctrina de la Corte que establece que, si en un proceso es parte el Estado Nacional y se cita como tercero a una provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Denegri, Natalia Ruth c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    D. 247, XXXV, 01 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto - ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.


    Encyclopedia Británica de Argentina c/ Neuquén, Provincia del (Secretaria de Estado de Cultura de Neuquén) s/ Sumario



    E. 114, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Intervención de terceros. Estado Nacional. Competencia de la Coste Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S. 368, XXXIV, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”; y E. 140, XXXIV, “ESSO S.A.P.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Esso S.A.P.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    E. 167, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Expreso Río Paraná Sociedad de Responsabilidad Limitada c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 140, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Intervención de terceros. Estado Nacional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S. 368, XXXIV, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”; y P. 135, XXXV, “Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/ Provincia del s/ Acción declarativa”; y P. 135, XXXV, “Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”


    Gas Natural Ban S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    G. 515, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Municipalidad. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1º del decreto-ley 1285;58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria se une la naturaleza civil de la materia en debate. Para que una provincia pueda ser tenida como parte, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.


    ITT CENIT Seguros de Vida S.A. c/ Dirección General de Municipalidades de Santiago del Estero s/ Cobro de pesos


    I. 91, XXXV, 21 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    La Cabaña Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 358, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que el actor dirige su pretensión contra una Provincia y contra el Estado Nacional, entre otros, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Monteros, José Abelardo c/ Estado Nacional – Secretaría de Desarrollo Social y otros s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 277, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. El Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa, si el asunto no concierne a Embajadores. Ministros y Cónsules extranjeros o no es parte una provincia, según los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inciso 1° del decreto-ley- 1285/58. La pretensión de inconstitucionalidad intentada por el actor no constituye ninguno de los casos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la instancia originaria de la Corte. La demanda dirigida contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la cual por no ser una provincia argentina, no corresponde, conforme los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, a la instancia originaria de la Corte. Tiene dicho desde antiguo el Tribunal que en el artículo 117 de la Constitución Nacional se establecen de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá una competencia originaria y exclusiva, la cual, por  su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.


    Cincunegui, Juan Bautista c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    C. 159, XXXV, 23 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que la actora es una entidad nacional y dirige su pretensión contra una Provincia, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento (ENOHSA) c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ Cobro de pesos


    E. 7, XXXV, 26 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos. Daños y perjuicios. Inundación. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el artículo 6°, inciso 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que determina las reglas especiales de la competencia, en los pedidos de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer. La futura demanda se dirigirá contra la Provincia de Buenos Aires atribuyéndosele responsabilidad en los hechos denunciados, por la actuación causal de uno de sus órganos, lo cual, a juicio de la Corte, otorga al pleito naturaleza civil, de conformidad con la doctrina sentada por la Corte en numerosos precedentes. De tener por acreditada el Tribunal la distinta vecindad invocada por el actor, con las declaraciones de los testigos efectuadas ante la Corte, la futura demanda corresponderá prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a dictaminar, a la competencia originaria de la Corte.


    Fornasar, Horacio Roberto c/ Buenos Aires, Provincia de y otra s/ Beneficio de litigar sin gastos


    F. 380, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Falta de servicio público. Servicio penitenciario provincial. Responsabilidad de la provincia. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1 del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En cuanto a la naturaleza civil de una materia, cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, cons.3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810. Sin perjuicio de que este Ministerio Público mantiene la opinión vertida en causas análogas a la presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, cabe señalar que la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, con las declaraciones de los testigos correspondería a la competencia originaria del Tribunal.


     Gothelf, Clara Marta c/ Santa Fe, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    G. 178, XXXIV, 11 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según una reiterada doctrina de la Corte, la competencia conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por los artículos 1° de la ley 48 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Asimismo, para que una provincia pueda ser tenida como parte, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y tenga en él un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Se ha considerado causa civil a aquélla en la que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.


    Ibera S.A. de Inversiones y Mandatos c/ Corrientes, Provincia de y otro s/ Medidas cautelares


    I. 96, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Medida de no innovar. Aeropuertos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 442, L. XXXIV.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar


    S. 456, XXXIV, 04 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Prórroga de la competencia. Tribunales provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria del Tribunal, cuando una provincia es parte, procede si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. En “Flores” la Corte admitió la posibilidad de que los Estados provinciales puedan prorrogar la competencia originaria de la Corte en favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando dicha jurisdicción originaria corresponde ratione personae, entendiendo que se trata de una prerrogativa de la provincia y, como tal, renunciable.


    San Luis, Provincia de c/ Graciela Puw Producciones s/ Ordinario


    S. 527, XXXIV, 25 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, en los casos en que una provincia es parte, procede según el artículo 117 de la Constitución Nacional, cuando a la distinta vecindad de la otra parte, se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido dicho carácter a los casos en que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendiendo como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del artículo 75, inciso 12, de la Constitución Nacional. En su mérito, la Corte ha reconocido su competencia originaria en los pleitos dirigidos por o contra un Estado local por el pago de cheques, atribuyendo carácter civil a la materia del pleito, fundando tal doctrina en que, dado el tipo de instrumentos de que se trata, no corresponde indagar las causas de su libramiento, toda vez que los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad impiden entrar a considerar el origen de la obligación.


    Chaco, Provincia del c/ Provencred 2 - Sucursal Argentina- s/ Ejecutivo


    C. 416, XXXV, 24 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de expensas comunes. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuando una provincia es parte en un litigio, la competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 procede, si a la distinta vecindad de la otra parte se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional.


    Consorcio de Copropietarios de Bernardo de Irigoyen c/ Formosa, Provincia de s/ Cobro de expensas


    C. 423, XXXV, 24 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por el Estado Nacional, y ser demandada la Provincia de Misiones, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional -Estado Mayor General del Ejército- c/ Misiones, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    E. 74, XXXV, 27 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Regalías hidroeléctricas. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa N. 111, XXXV, “Neuquén, Provincia del c/ Hidroeléctrica Alicurá S.A. s/ Cobro de regalías”.


    Neuquén, Provincia del c/ Hidroeléctrica Piedra del Águila S.A. s/ Cobro de regalías


    N. 112, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Derecho de exhibición. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Ante la inexistencia de elementos que permitan sostener, la naturaleza pública de la relación jurídica que vincularía a las partes, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito. En su mérito y, de considerarse probada la distinta vecindad de la actora, con las constancias obrantes en el expediente, este proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Intertelefilms S.A. c/ Formosa, Provincia de y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    I. 74, XXXV, 28 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Actividades laborales. Sereno. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, porque, de otro modo, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados en el art. 43 de la Constitución Nacional, y por la ley 16.986. la cuestión radica en determinar si en el sub lite se dan los requisitos, que habilitan la tramitación de esta acción de amparo en la instancia originaria del Tribunal, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional reglamentados por el artículo 24, inc. 12 del decreto-ley 1285/58. Dichos recaudos no se cumplen en esta causa. En efecto, no basta que una provincia sea parte en el pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, para ello resulta necesario además que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, siendo esencial, en este último supuesto, la distinta vecindad de la contraria. Por otra parte, quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho Público local. Esta última hipótesis es la que se da en la presente acción de amparo, toda vez que el actor ha puesto en tela de juicio un decreto provincial mediante el cual el Estado local ejerce su poder de policía en materia de seguridad pública, cuestión que comporta el análisis de una facultad propia de esa autoridad local y que está regulada por el Derecho Público provincial. En consonancia con ello la Corte ha dicho reiteradamente que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, el pleito no es del resorte la Corte Suprema. El hecho de que el actor sostenga que el decreto provincial, que regula los servicios de serenos particulares, es inconstitucional, tampoco funda la competencia originaria del Tribunal en razón de la materia, pues aquélla procede tan solo cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando se pretende el amparo respecto de normas y actos locales que son de competencia de los poderes provinciales. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el pactum foederis competencias diversas de orden institucional, tributario, procesal, de promoción general etc. que no han sido delegadas en el Gobierno Federal. En tales condiciones el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su derecho público. Por todo lo expuesto y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda de amparo, resulta ajena a esta instancia.


    Lezcano, Domingo Gustavo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    L. 178, XXXV, 19 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 128, L. XXXV, "Vergnano de Rodríguez, Susana Beatríz c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios".


    Rodríguez, Hernán c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    R. 223, XXXV, 24 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Nulidad del acto administrativo. Convenios interjurisdiccionales. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Ese requisito, no se encuentra cumplido en el presente caso. En efecto de los términos de la demanda, se desprende que la Autoridad Interjurisdiccional de la Cuenca de los ríos Limay, Neuquén y Negro, integrada por el Estado Nacional y las Provincias de Buenos Aires, Neuquén y Río Negro, que fue citada como tercero, constituye un Ente Federal, con personalidad jurídica propia, es decir, con una individualidad jurídica y funcional que permite distinguirlo de los Estados locales signatarios del acuerdo que dio origen a esa a esa entidad, la cual posee derecho al fuero federal. En tales condiciones, las Provincias de Buenos Aires, Neuquén y Río Negro no integran la litis en los términos del artículo 117 de la Constitución Nacional. Y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictivo e insusceptible de extenderse mediante leyes, corresponde declarar que la presente demanda es ajena a esta instancia.


    Shotover Jet Ltd c/ Administración de Parques Nacionales s/ Ordinario


    S. 287, XXXV, 19 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Muerte del cónyuge. Policía Provincial. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte. Conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la otra parte, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Si bien la demanda no está dirigida nominalmente contra la Provincia de Buenos Aires, toda vez que la Policía bonaerense integra la Administración Central de dicho Estado local, se la puede considerar como sustancialmente demandada, en los términos de la doctrina de Fallos: 311:879 y 1822; 312: 1227 y 1457; 313: 144; 314:508, entre otros. En cuanto a la causa civil, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons. 32; 311:1588. 1597 y 1791; 313:548; 314:810. Por el contrario, se ha dicho también que carecen de tal naturaleza aquellos procesos en los que, a pesar de demandarse restituciones, compensaciones o indemnizaciones de carácter civil, tienden al examen y revisión de actos administrativos, legislativos o judiciales de las provincias, en los cuales éstas procedieron dentro de las facultades propias reconocidas por los artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional. Sentado lo expuesto, de la demanda, se desprende que la actora reclama una reparación por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Policía de la Provincia de Buenos Aires, siendo, responsable dicho Estado local por el obrar ilícito de uno de sus órganos. En consecuencia, sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio público en causas análogas al presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    V. de R. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    V. 128, XXXV, 24 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juegos de azar. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    En principio, el Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Dichos recaudos no se cumplen en este proceso. En efecto, no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello, resulta necesario además examinar la materia del pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la parte contraria. Pero quedan excluidos, de dicha instancia, aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local, como sucede en el sub lite, en el que se pretende el amparó respecto dé la omisión de control en que habría incurrido la Provincia respecto de las actividades desplegadas por firmas comerciales relacionadas con dicho Estado local, a través de contratos regidos por el Derecho Administrativo. La Corte ha dicho reiteradamente que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del resorte de la Corte Suprema. Ello es así, en tanto las provincias conservan por él pactum foederis competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal. No empece, a la aplicación de la doctrina citada, el hecho de que la amparista invoque el respeto de cláusulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional. En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público. Y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda de amparo resulta ajena a esta instancia.


     Zaimakis Goitia S.A. c/ Santiago del Estero y otro s/ Amparo


    Z. 41, XXXV, 21 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Medida cautelar autónoma. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    En el sub-lite, resulta de aplicación el artículo 6 inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina, que será juez competente en las medidas preliminares y  precautorias, el que deba conocer en el proceso principal. Prima facie, la presente medida cautelar autónoma corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser solicitada por la Provincia de Chubut y demandarse al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Chubut, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar


    C. 451, XXXV, 18 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un proceso para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello es necesario, además, examinar la materia del pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la parte contraria, quedando excluidas de dicha instancia, aquellos causas que se rigen por el Derecho Público local. En el sub lite, se desprende que no se presenta ninguna de las hipótesis señaladas, toda vez que la sociedad actora pretende obtener la declaración de inconstitucionalidad de varios actos administrativos de la Provincia demandada por ser contrarios tanto a una ley nacional, como a una ley provincial. En consecuencia, la cuestión exige el tratamiento previo de los temas de Derecho Público local, ajenos, por su naturaleza, al ámbito de la Corte, debiendo acudirse para ello ante los estrados de la justicia provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender dichos pleitos, tengan adecuada tutela por medio del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48. Al respecto, tiene dicho la corte que, si para resolver el pleito, se requiere aplicar normas y actos locales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, la causa no es del conocimiento originario del Tribunal. Por todo lo expuesto y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda resulta ajena a esta instancia.


    Empresa de Combustible Zona Común S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 163, XXXIV, 03 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 398, L. XXXIV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    Dado que se solicita la citación del Estado Nacional como tercero, en los términos del artículo 84 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, con fundamento en el Pacto Federal de Hidrocarburos firmado el 14 de noviembre de 1994, la presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae.


    Esso S.A.P.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa


    E. 140, XXXIV, 18 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Beneficio de litigar sin gastos. Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según el artículo 6° inciso 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que determina las reglas especiales de la competencia, en los pedidos de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer. Si bien del escrito de demanda se desprenden cuáles son los hechos de los funcionarios locales que darán origen a la demanda contra la Provincia, nada se dice en cambio en cuanto a los hechos quedarían motivo a que la Nación se encontrara sustancialmente demandada, es decir, a que funcionarios nacionales se refiere. En tales condiciones y, considerando además que la actora manifiesta expresamente ser vecina de la Provincia demandada, lo cual privaría al caso de la instancia asignada por el artículo 117 de la Constitución Nacional, ya que a nadie le es dado declinar los jueces de su propia fuero, salvo que la peticionaria alegara elementos de juicio que permitieran fundar su pretensión contra el Estado Nacional, el presente beneficio resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte, por ser ésta de raigambre constitucional y no poder ser ampliada ni restringida a otros casos no previstos.


     Ferrero, Claudia Alejandra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    F. 238, XXXV, 01 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    La instancia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1 ° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte, si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En cuanto a la naturaleza civil de una causa, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75 inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310: 1074, considerando 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810. De los términos de la demanda, se desprende que los actores, con fundamento en normas de derecho común, reclaman una reparación por los daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires por ser propietaria del tren que dio origen al accidente. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal. Asimismo, toda vez que en el sub lite son partes una provincia y el Estado Nacional, procede también la competencia originaria de la Corte ratione personae, cualquiera sea la materia del pleito toda vez que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Llabres Grau, Jorge y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    L. 176, XXXV, 07 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Estado de incertidumbre. Impuesto de sellos. Hidrocarburos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, dado que la empresa actora dirige su pretensión contra una Provincia, y a la vez, cita como tercero, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, al Estado Nacional, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de la Provincia demandada,  con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Pan American Energy LLC (Sucursal Argentina) c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    P. 135, XXXV, 18 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa P. 135, L. XXXV, "Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    Pluspetrol exploración y producción S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    P. 134, XXXV, 18 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Impuesto de sellos. Industria petrolífera. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La presente acción declarativa corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, dado que la empresa actora dirige su pretensión contra una Provincia y a la vez solicita la citación como tercero, en los términos del artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, del Estado Nacional. Así, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de la Provincia demandada, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Shell, Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    S. 368, XXXIV, 18 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Regalías hidroeléctricas. Estado Nacional. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la Provincia actora cita como tercero, en los términos del artículo 94 del Código de Civil y Comercial de la Nación al Estado Nacional. En consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Neuquén, Provincia del c/ Hidroeléctrica Alicura S.A. s/ Cobro de regalías


    N. 111, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Regalías hidroeléctricas. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa N. 111, XXXV, “Neuquén, Provincia del c/ Hidroeléctrica Alicurá S.A. s/ Cobro de regalías”.


    Neuquén, Provincia del c/ Hidroeléctrica Cerros Colorados S.A. s/ Cobro de regalías


    N. 113, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa N. 111, XXXV, “Neuquén, Provincia del c/ Hidroeléctrica Alicurá S.A. s/ Cobro de regalías”.


    Neuquén, Provincia del c/ Hidroeléctrica El Chocón S.A. s/ Cobro de regalías


    N. 114, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Estado Nacional. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en ell dictamen de la causa P. 135, XXXV, “Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Pérez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    P. 501, XXXV, 03 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones análogas a a las consideradas en el dictamen de la causa P. 135,  XXXV, “Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/ Neuguén, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Petrolera Pérez Companc S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    P. 502, XXXV, 03 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser demanda la Provincia de Formosa -Dirección General de Rentas del M.E.O.S.P.- por una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Sociedad del Estado Casa de Moneda c/ Formosa, Provincia de (Dirección General de Rentas del M.E.O.S.P.) s/ Acción declarativa


    S. 454, XXXV, 01 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Prefectura Naval. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, motivo por el cual resulta innecesario analizar la materia sobre la que versa la pretensión, así como la distinta vecindad de las partes. En efecto, al ser demandado el Estado Nacional - Ministerio del Interior, Prefectura Naval Argentina- y la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    A., Pedro D. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro  (Prefectura Naval Argentina) s/ Daños y perjuicios


    A. 490, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, a la exposición de los hechos de la demanda; de los mismos se desprende que la pretensión esgrimida por la actora se funda en normas de carácter interjurisdiccional, circunstancia que determina la competencia federal ratione materiae. Habida cuenta de ello y, al ser demandada la Provincia de Buenos Aires, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la contraria, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Ejecución fiscal


    A. 479, XXXV, 14 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 288, XXXV, “Lew, Benjamín Jorge y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios (beneficio de litigar sin gastos)”.


    De tener por acreditada la Corte la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada con las constancias obrantes en el expediente, el presente beneficio corresponderá a la competencia originaria de la Corte.


    Alche, Laura Edith y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios (Beneficio de litigar sin gastos)


    A. 502, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 115, XXXIV, “El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Autotransportes San Juan c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    A. 637, XXXV, 18 de octubre de 1999


    	Ver dictamen


     


    Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa B. 58, XXXIV, “Bacará S.A. c/ Salta, Provincia de y otro s/ Ejecutivo”.


    Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Ejecutivo


    B. 316, XXXV, 19 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa B. 58, XXXIV, “Bacará S.A. c/ Salta, Provincia de y otro s/ Ejecutivo”.


    Bacara S.A. c/ Salta, Provincia de s/ Ejecutivo


    B. 570, XXXIV, 19 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Interrupción de la prescripción. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que el actor incoa su demanda contra una Provincia y contra el Estado Nacional, entre otros, ya que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    C., Alejandro Héctor y otro c/ Santiago de Estero, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 889, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Medida no innovar. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Resulta de aplicación el artículo 6° inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina, que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal. Según se desprende de los términos de la medida cautelar solicitada, a la que cabe atender de modo principal para determinar la competencia, dicha demanda deberá tramitar ante los estrados de la Corte ratione personae, toda vez que esa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional.


     Estado Nacional – Secretaría de Desarrollo Social de la Presidencia de la Nación c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Medida de no innovar


    E. 186, XXXV, 19 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 534, L. XXXV, “Fisco Nacional c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Fisco Nacional – Dirección General Impositiva c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    COMP. 535, XXXV, 20 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Impuestos. Juicios en que la Nación es parte. AFIP DGI. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, en el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, al ser demandada una Provincia -Ministerio de Salud-, por el Estado Nacional -D.G.I.-, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


     Fisco Nacional – Dirección General Impositiva c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    COMP. 534, XXXV, 20 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 534, L. XXXV, “Fisco Nacional c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Fisco Nacional – Dirección General Impositiva c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    COMP. 536, XXXV, 20 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 534, L. XXXV, “Fisco Nacional c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Ejecución fiscal”.


    Fisco Nacional – Dirección General Impositiva c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires s/ Ejecución fiscal


    COMP. 537, XXXV, 20 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En primer lugar, corresponde señalar que, según el artículo 6°, inciso 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que determina las reglas especiales de la competencia, en los pedidos de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer. En su mérito, se debe examinar, en principio, si la futura demanda corresponderá a la instancia originaria de la Corte. Dicha competencia, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Sin perjuicio de la opinión vertida por este Ministerio Público en causas análogas al presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de tenerse por acreditada la distinta vecindad de los actores con las constancias obrantes en el expediente, el presente beneficio de litigar sin gastos debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Lew, Benjamin Jorge y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios (beneficio de litigar sin gastos)


    L. 288, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Poder judicial provincial. Nacionalidad. Extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Distinta nacionalidad.


    La competencia originaria de la Corte procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. La justicia federal constituye un fuero de excepción, por lo que, para su procedencia en razón de la distinta nacionalidad, quien invoca la extranjería debe demostrar los extremos necesarios para hacerla surtir. La fotocopia de la cédula de identidad como único medio para probar la extranjería, no constituye, de conformidad con una reiterada doctrina de la Corte, prueba fehaciente de la nacionalidad a los efectos de habilitar el fuero federal y, en particular la competencia originaria de la Corte, toda vez que sólo la partida de nacimiento, dotada de los recaudos que autoricen su reconocimiento en nuestro país, reúne tal eficacia probatoria.


     Muñoz Fernández, Mauricio Alejandro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 543, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Municipalidad. Demanda contra Estado extranjero. Alumbrado, barrido y limpieza. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La causa sub examine no corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, es doctrina reiterada de la Corte que los Estado extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta. A lo expuesto, corresponde añadir que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte un agente extranjero que goce de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963, hipótesis que no se presenta en autos, y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, a otros casos no previstos, como lo sería cuando se demanda a una representación diplomática extranjera.


    Municipalidad de Vicente López c/ República de Nigeria s/ Ejecutivo


    M. 642, XXXV, 14 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Regalías petrolíferas. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser demandado el Estado Nacional, Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos, por la Provincia del Neuquén, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional s/ Cobro de regalías


    N. 115, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte cuando una provincia es parte, según los artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58, es necesario que, a la distinta vecindad de la otra parte, se una la naturaleza civil de la materia en debate. Respecto a este último requisito, cabe precisar que tienen ese carácter los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso de la Nación por el artículo 75, inciso 12 de la Ley Fundamental. Para determinar la competencia de conformidad con el artículo 49 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308: 229, 1239 y 2230, se debe atender de modo principal los términos de la demanda. Por otro lado, cabe recordar que, pese a que este Ministerio Público en numerosas causas análogas a la de autos ha sostenido la naturaleza administrativa de la responsabilidad estatal por falta de servicio, regida por normas de derecho público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


     P. de P., María Estela c/ La Rioja, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 436, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al dictamen de la causa “Pensel, Sara Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    Pensel, Sara Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 429, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Declaración de inconstitucionalidad. Impuestos sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria.



    De acuerdo con reiterada doctrina de la Corte, uno de los supuestos en que procede su competencia originaria al ser parte una provincia es según el artículo 117 de la Constitución Nacional, cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. En la causa sub-examine se presenta tal circunstancia. Asimismo, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional. En consecuencia, siendo demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el juicio debe tramitar ante la competencia originaria de la Corte.


     Trasnoa S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    T. 181, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar, en principio, que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Por lo tanto, toda vez que una Provincia demanda a una entidad nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación, o a una entidad nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


     Tucumán, Provincia de c/ Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios s/ Acción de amparo


    T. 200, XXXV, 01 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Para que una provincia pueda ser tenida como parte, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito, ya sea como actora, demandada o tercero, y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Por otro lado, para determinar la competencia según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debe estar a la exposición de los hechos de la demanda de modo principal. Por último cabe asignar carácter civil a la materia del pleito, cuando se carece de elementos que permitan inferir la existencia de un contrato administrativo. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    UPRAM S.A. c/ Chubut, provincia del y otro s/ Sumario


    U. 26, XXXV, 01 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa “Lew, Benjamín Jorge y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios (beneficio de litigar sin gastos)”.


    De tener por acreditada la Corte la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente beneficio corresponderá a la competencia originaria de la Corte.


    Wassner de Malamud, Diana Noemi c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios (beneficio de litigar sin gastos)


    W. 20, XXXV, 13 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Agentes diplomáticos extranjeros. Embajadas extranjeras. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Confirmado el “status diplomático” del actor, quien reviste actualmente como Consejero Cultural, Científico y de Cooperación de una Embajada extranjera en nuestro país, se ha cumplido con el requisito legal establecido para que esta causa tramite en la instancia originaria de la Corte, resultando indiferente, a los fines de la competencia originaria, si la Provincia resulta o no parte sustancial en ella.


    Batho, Henry Jack c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos


    B. 123, XXXIII, 19 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Entidades financieras. Estados extranjeros. Carácter taxativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. La Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa, si el asunto no concierne a Embajadores, Ministros y Cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, según los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58. Tampoco haría surtir la competencia originaria de la Corte el hecho de que, eventualmente, se ampliara la demanda contra el Banco Central de la República Oriental del Uruguay y pudiera verse involucrado dicho país, toda vez que los Estados extranjeros no resultan aforados a esta instancia. La Corte tiene dicho desde antiguo que, en el artículo 117 de la Constitución Nacional, se establecen de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá una competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.


    Banco de Italia y Río de La Plata S.A c/ Banco Pan de Azúcar S.A. y otro s/ Diligencia preliminar


    B. 723, XXXV, 01 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria y exclusiva de la Corte en las causas civiles en que una provincia es parte -artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1º. del decreto-ley 1285/58- es necesario que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es "esencial". En consecuencia, la circunstancia de que la Provincia actora declare, en su escrito de inicio, que dirige su pretensión, entre otros, contra el chofer del transporte de pasajeros impide que el presente proceso trámite en la instancia originaria de la Corte ya que se hallan enfrentados en autos una Provincia y uno de sus vecinos y ello corresponde al conocimiento de los jueces locales. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que también se demande al titular de dominio del colectivo que provocó los daños en el automóvil oficial, que se domicilia en la Capital Federal, al que podría corresponderle el fuero federal por distinta vecindad con la Provincia actora, toda vez gue a ello se opone lo prescripto en el artículo 10 de la ley 48, según el cual, la procedencia de dicho fuero está supeditada, en caso de pluralidad de litigantes, a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo. La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas ni por acuerdo de partes.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Reyes Díaz, Eduardo y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 640, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, de acuerdo con una reiterada doctrina del Máximo Tribunal, uno de los supuestos en que ésta procede es en las causas en que es parte una provincia y la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. La presente causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el gobierno federal que la Constitución confiere al Gobierno Nacional. Siendo demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el juicio debe tramitar ante los estrados de la Corte en instancia originaria.


    Dorisar S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 386, XXXV, 02 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia por la persona. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por el Estado Nacional y ser demandada una Provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército c/ Tucumán, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E. 187, XXXV, 01 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Inconstitucionalidad. Impuesto a los ingresos brutos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 159, L. XXXV, "Cincunegui, Juan Bautista c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad", criterio compartido por el Tribunal.


    No corresponde la competencia originaria de la Corte, asignada por artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, toda vez que la demandada no es una provincia argentina, según lo dispuesto en el artículo 129 y en la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional.


    Expreso Río Paraná Sociedad de Responsabilidad Limitada c/ Buenos Aires, Gobierno de la Ciudad s/ Acción declarativa


    E. 139, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución fiscal. AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Al ser demandado el Gobierno de una provincia por el Estado Nacional -Administración Federal de Ingresos Públicos- la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


     Fisco Nacional (D.G.A.) c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F. 446, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Sistema federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones de competencia. Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Autonomía provincial. Sistema federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. No se dan los requisitos que habilitan la tramitación de esta acción de amparo, en la instancia originaria del Tribunal, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional reglamentados por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58. No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte. Para ello resulta necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto federal, o en una causa civil, siendo esencial, en este último supuesto, la distinta vecindad de la contraria. Por otra parte, quedan excluidos, de dicha instancia, aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. El exámen del decreto provincial mediante el cual el Estado local ejerció sus poderes reglamentarios en materia de educación que le fueron otorgados por la Ley Federal de Educación n° 24.195 y por el Decreto Nacional n° 1276/96 (art. 10), comporta el análisis de una facultad propia de la autoridad local, regulada por el Derecho Público provincial. La Corte ha dicho reiteradamente que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándose en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, ello no es del resorte de la Corte Suprema. En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve, a sus jueces, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario. La competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales.


    Instituto Mayor de Formación Profesional c/ La Rioja, Provincia de s/ Amparo


    I. 112, XXXV, 19 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Repetición de impuestos. Impuestos provinciales. Juicios en que es parte una provincia. Autonomía provincial. Sistema federal. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La presente causa no corresponde a la competencia originaria del Tribunal prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, dado que, tal como queda expuesto, las cuestiones planteadas no se fundan directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter federal y tal circunstancia exigirá que en oportunidad de dictar sentencia se deba analizar el contenido, alcance y aplicación de normas locales, disposiciones que dicho Estado local ha dictado en ejercicio de la autonomía que la Ley Fundamental de la Nación le reconoce en los artículos 121 y siguientes, lo cual no es del resorte de la Corte Suprema. Al respecto, cabe recordar que no basta para surtir el fuero federal la única circunstancia de que los derechos que se dicen vulnerados se encuentren garantizados por la Constitución Nacional, porque cuando se arguye que un acto es contrario a leyes provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar a la Corte por el recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48. En estas condiciones, se resguardan los legítimos fueros de las entidades que integran el Gobierno federal, dentro de su normal jerarquía. Por otra parte, el cobro de impuestos no constituye una causa civil, toda vez que es una carga impuesta a personas o cosas con un interés público y, su percepción, un acto de índole administrativa. En consecuencia, este proceso no debe tramitar ante los estrados del Tribunal en forma originaria, toda vez que el respeto de las autonomías provinciales exige que se reserve -a los jueces locales- el conocimiento y decisión de las causas en que se pretende obtener la repetición de impuestos provinciales, puesto que versan sobre aspectos propios del Derecho Público local.


    Instituto Sidus I.C.S.A c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Repetición (Cobro de pesos)


    I. 121, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Inconstitucionalidad. Impuesto a los ingresos brutos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 159, L. XXXV, "Cincunegui, Juan Bautista c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad", criterio compartido por el Tribunal.


    No corresponde la competencia originaria de la Corte, asignada por artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, toda vez que la demandada no es una provincia argentina, según lo dispuesto en el artículo 129 y en la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional.


     Línea 22 S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    L. 359, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte, en su sentencia del caso "Flores" publicada en Fallos: 315:2162, admitió la posibilidad de que los Estados provinciales prorroguen la competencia originaria del Tribunal, en favor de la Justicia Federal de grado, salvo que existan razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y la Provincia, que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva como el que surge del artículo 117 de la Constitución Nacional. Al ser la demanda interpuesta por una provincia contra el Estado Nacional -Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos-, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos s/ Prohibición de innovar


    COMP. 565, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Inconstitucionalidad. Impuesto a los ingresos brutos. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análoga a las consideradas en el dictamen de la causa C. 159, L. XXXV, "Cincunegui, Juan Bautista c/ Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad", criterio compartido por el Tribunal.


     


    No corresponde la competencia originaria de la Corte, asignada por artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, toda vez que la demandada no es una provincia argentina, según lo dispuesto en el artículo 129 y en la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional.


    Transportes Automotores Plusmar S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    T. 267, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia sea parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Sin perjuicio que este Ministerio Público Fiscal mantiene la opinión vertida en causas análogas a la presente, en las que sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, cabe señalar que la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. De considerar la Corte probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponderá a la competencia original del Tribunal.


    Vidal, Julio Aníbal y otros c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    V. 276, XXXV, 19 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción meramente declarativa. Inconstitucionalidad. Impuesto a los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Zenit Turismo S.R.L. c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa


    Z. 110, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto - ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons.3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810; 315:1892; 316:1462; 318:1365, entre otros. De los términos de la demanda se desprende que la pretensión de la actora consiste en obtener de la Provincia de La Rioja el pago de una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la muerte de su hermano ocurrida en un accidente de tránsito, con fundamento en normas de derecho común, por lo que cabe atribuir naturaleza civil a la materia del pleito. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que haya sido también demandado el conductor de la ambulancia, toda vez que es doctrina de la Corte, que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se apliquen a los casos de competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación.


    A., Mirta Ramona c/ La Rioja, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 638, XXXV, 02 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Ley provincial. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos nacionales. Competencia por la persona. Competencia originaria. 


    Toda vez que una entidad nacional demanda a la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en instancia originaria.


    Comité Federal de Radiodifusión c/ Buenos Aires, Provincia de s/  Inconstitucionalidad


    C. 1082, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Medidas cautelares. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Resulta de aplicación al caso el artículo 6° inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba a conocer en el proceso principal. La competencia originaria de la Corte, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, solo procede cuando es parte una provincia, si la cuestión debatida es de orden federal o civil, en cuyo último caso resulta esencial además, la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Tienen el carácter de causa civil los casos cuya decisión se ha de basar sustancialmente en la aplicación de normas de derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación atribuido al Congreso Nacional por el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. En el sub-lite, la futura demanda que deducirán las actoras contra la Provincia de La Rioja será por práctica desleal, con fundamento en los artículos 53, 54 y 55 de la Ley de Asociaciones Sindicales N° 23.551, por lo que cabe asignar carácter de causa civil a la materia del pleito. Pero, para que proceda la competencia originaria de la Corte no basta que una provincia sea parte en una causa civil, es necesario, además, la distinta vecindad de la contraria la cual, en los casos de pluralidad de litigantes, debe ser acreditada por todos los que demandan al Estado local de conformidad con lo que dispone el artículo 10 de la ley 48. En consecuencia, dado que la co-autora tiene su domicilio en jurisdicción de la Provincia demandada, la presente medida cautelar es ajena a esta instancia originaria.


    Central de los Trabajadores Argentinos (C.T.A.) y otros c/ La Rioja, Provincia de s/ Medida cautelar


    C. 744, XXXV, 15 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Energía eléctrica. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte cuando es parte una provincia, según el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda, directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. Tal presupuesto es el que se presenta en el sub examine, toda vez que, de los términos de la demanda, a los que se, debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la sociedad actora acciona contra una provincia, sustentando su pretensión en disposiciones que integran el marco regulatorio eléctrico de inequívoco carácter federal -leyes 15.336 y 24.065- por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental, a las que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal, que la Constitución confiere a este último. Al ser demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal, en instancia originaria.


    Yacylec S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa


    Y. 40, XXXV, 20 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cónsules. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Siendo que el denunciante no reviste la calidad de aforado en los términos del artículo 117 de la Constitución Nacional y, habida cuenta las supuestas lesiones leves y amenazas que recibiera en las circunstancias de tiempo, modo y lugar provendrían de un particular aparentemente con su estado psicofísico alterado, no se han afectado las funciones propias de la legación de quien depende, por lo que no existen razones que habiliten la jurisdicción originaria en materia penal del Tribunal.


    L. D. R., Marcos Cesar s/ Amenazas y lesiones


    L. 144, XXXV, 28 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Amenazas. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que la jurisdicción originaria y exclusiva de la Corte Suprema, respecto de las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos acreditados en nuestro país, está limitada a los supuestos en los cuales las personas que revisten esta calidad, sean formalmente parte como querellantes, excepto cuando se estime que los delitos puedan afectar el desempeño de las funciones propias de esos miembros del cuerpo diplomático extranjero o de la legación. Extremos que no se dan en el presente, no bastando al efecto la mera posibilidad de tal afectación para que surta la competencia originaria del Tribunal, por lo que, hasta tanto se verifique alguno de los extremos mencionados u otros de carácter excepcional, la causa resulta ajena a la competencia de la Corte.


    D. M., Eduardo E. s/ Denuncia amenazas


    D. 267, XXXV, 18 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos y consulares. Competencia originaria. 


    Es doctrina reiterada del Tribunal que la jurisdicción originaria y exclusiva de la Corte Suprema, respecto de las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos acreditados en nuestro país, está limitada a los supuestos en los cuales las personas que revisten esta calidad, sean formalmente parte como querellantes. Pero también reconoce que este principio encuentra excepciones. Entre otras, cuando se estime que los delitos puedan afectar el desempeño de las funciones propias de esos miembros del cuerpo diplomático extranjero o de la legación. Estas son, en definitiva, las circunstancias concomitantes con el hecho que me han persuadido a señalar que las amenazas proferidas afectan las actividades propias de la embajada y la de su representante máximo, ya fuere porque acrecientan la posibilidad del cumplimiento del anunciado mal inminente y grave, como también en cuanto turban la persona del aforado amedrentándolo en su conducta funcional y llevan a estimar conveniente que la Corte conozca originaria y exclusivamente en estos actuados. En igual sentido, mutatis mutandi, opinó el Procurador General en la causa A. 80, L. XXXV, “Engel, Débora y Rádice de Tatter, Malina s/ Habeas data”. Además, y desde otro punto de vista, pero por las mismas razones, también cabe dejar de lado las determinaciones procesales de los supuestos ordinarios, al haberse presentado estos otros, de carácter excepcional, para que de tal modo pueda la Corte cumplir acabadamente la delicada tarea de salvaguardar el compromiso internacional de la República en el concierto de las naciones.


     Embajada de Yugoslavia s/ Amenazas


    E. 73, XXXV, 23 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Incompetencia. 


    Toda vez que los hechos objeto del presente habrían ocurrido en extraña jurisdicción, el caso no se encuentra comprendido en alguno de los supuestos que, con arreglo a la jurisprudencia de la Corte, surten la competencia originaria del Tribunal.


    G., Trifilo s/ Denuncia amenazas


    G. 304, XXXV, 03 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Denuncia. Agentes diplomáticos y consulares. Delito doloso. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Es doctrina inveterada de la Corte que la competencia originaria de la Corte Suprema respecto de los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versen sobre los privilegios y exenciones de aquéllos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal.


    En igual sentido, la Corte ha prevenido que cuando se imputa la comisión de un delito doloso a un agente diplomático, corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema. Por tanto corresponde el conocimiento originario del Tribunal. Ello, siempre que se determine en forma previa, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, si los sindicados como autores se encuentran comprendidos en el privilegio establecido por el artículo 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto ley 1285/58. Supuesto que una vez acreditado, obliga a requerir al estado representado por aquéllos, la conformidad exigida por el artículo 45 de la convención de Viena sobre Relaciones Consulares, para ser sometidos a juicio.


    P. Á., Osvaldo Alejandro s/ Denuncia


    P. 281, XXXV, 03 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Estupefacientes. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Es doctrina reiterada de la Corte que en los procesos en que son parte los miembros de la familia del agente diplomático que formen parte de su casa, corresponde que intervenga la jurisdicción originaria de la Corte. En razón de lo expuesto, la Corte es competente para conocer en forma originaria de este hecho, por lo que correspondería requerir la conformidad exigida por el artículo 32, de la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto ley 1285/58, para que el imputado pueda ser sometido a juicio.


    P., G. y R., Pierrick s/ Infracción Ley 23.737


    P. 354, XXXV, 18 de junio de 1999


    Ver dictamen


     


    Agentes diplomáticos extranjeros. Lesiones culposas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte es competente para conocer en forma originaria de este hecho, por lo que correspondería requerir la conformidad exigida por el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y el artículo 24, inciso 1° último párrafo, del decreto ley 1285/58, para que el funcionario diplomático pueda ser sometido a proceso.


    M., Giulio s/ Artículo 94 del Código Penal


    M. 398, XXXV, 24 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Robo. Agentes diplomáticos extranjeros. Querellante. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Es doctrina de la Corte que la jurisdicción originaria de la Corte Suprema, respecto de las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos acreditados en nuestro país, está limitada a los supuestos en los cuales las personas que revisten aquella calidad, se constituyan formalmente como parte querellante, excepto que los delitos mencionados pudieran afectar las funciones propias de dichos miembros del cuerpo diplomático extranjero.


    H., Harrison s/ Denuncia robo


    H. 96, XXXV, 29 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Estafa. Estados extranjeros. Embajadas. Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Es doctrina inveterada de la Corte Nacional que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas, no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58. Tampoco, ningún funcionario con status diplomático se ha presentado formalmente como parte en este proceso, por lo que, hasta tanto se acredite tal extremo, la causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte.


     H., José s/ Defraudación


    H. 132, XXXV, 01 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Contianda positiva de competencia. Juicio de apremio. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia provincial. 


    En el sub lite concurre el sustancial requisito que la jurisprudencia de la Corte señala para que se verifique la existencia de una contienda positiva de competencia, a saber, que dos magistrados sostengan ambos ser competentes para conocer en la causa, excluyéndose recíprocamente. Sin embargo, según lo tiene reiteradamente dicho la Corte, tales conflictos no pueden prosperar si se generan una vez concluido el proceso, más por causas exclusivamente imputables a quien promueve el incidente. En cuanto al fondo del asunto, tal como lo tiene reiteradamente decidido la Corte, son de aplicación a los fines de dirimir la controversia, las leyes nacionales de procedimientos, por tratarse de un conflicto entre jueces de distinta jurisdicción. Sentado ello, al respecto de esta pretensión, la normativa de la legislación foral de la Nación a la que cabe remitir, establece la competencia de los tribunales del lugar en que deba cumplirse la obligación expresa o implícitamente establecido conforme a los elementos aportados en el juicio y, en su defecto, a elección del actor, el domicilio del demandado o el del lugar del contrato. En otros términos establece, en materia de competencia ratione territorio, que el fuero principal está determinado por el forum solutionis, en tanto surja en forma expresa o implícita. Asimismo, en el precedente de Fallos 298:447, la Corte declaro que el artículo 618 del Código Civil prescribe que si no estuviese designado el lugar en que ha de cumplirse la obligación debe serlo en el lugar en que se ha contraído, agregando que en cualquier otro caso, la entrega de la suma debida debe hacerse en el lugar del domicilio del deudor. Por otro lado, cuando se reclaman cuotas anuales supuestamente adeudadas por los profesionales afiliados a la Caja de Previsión, estos se liberan de su deuda ajustando su conducta en tiempo y forma a lo debido, en tanto que pago por definición, es el cumplimiento de la prestación que hace objeto de la obligación, se trate de una obligación de hacer o de una de dar. Es conveniente poner de resalto que, dado que la parte actora es una entidad autárquica de la Provincia de Buenos Aires, la presente causa resulta ajena a la competencia originaria de la Corte, solo reservada a cuando una provincia como tal es la parte en el pleito.


    Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires c/ Alvarado, Velloso


    COMP. 621, XXXIV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Hábeas corpus correctivo


    Detenido. Derechos y garantías constitucionales. Condiciones de detención. 


    Cuando está en juego la intangibilidad de garantías individuales de las personas sometidas a encierro, el sistema de administración de justicia penal se coloca por imperativo ético y normativo en situación de garantía y debe reaccionar con la máxima celeridad y eficiencia para detener la situación de riesgo. En efecto, la finalidad del habeas corpus correctivo consiste en que el magistrado ante quien se interpone haga cesar inmediatamente, sin perjuicio de la ulterior intervención del juez de ejecución o de la causa, los actos u omisiones que importan un agravamiento ilegítimo de las condiciones de detención del beneficiario. En este sentido, la Corte Suprema de la Nación ha expresado en reiterada jurisprudencia que el habeas corpus exige, en aras del logro de su finalidad, agotar con la premura del caso las medidas que razonablemente aconsejen las circunstancias para esclarecer debidamente los hechos denunciados y determinar si concurre efectivamente uno de los supuestos en los que la acción resulta procedente. También en este orden de ideas, ha afirmado, con relación a la acción en su modalidad clásica, que no cabe deferir a otro proceso la tutela de la libertad ambulatoria, para cuya expedita protección se ha instituido el habeas corpus, pues ello importaría contradecir el sentido de esta institución introduciendo dilaciones en su trámite. Y es indudable que el mismo principio vale mutatis mutandis cuando se trata de su modalidad correctiva y se pretende diferir a otras instancias administrativas o judiciales la tutela de los derechos consagrados en la última parte del artículo 18 de la Carta Magna; máxime cuando de la propia ley surge que la intervención del magistrado de habeas corpus lo será sin perjuicio de las facultades propias del juez de la causa.


    G., Juan Carlos s/ Hábeas corpus


    G. 507, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Hábeas data. Rechazo del cheque. Interpretación de la constitución. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. 


    Tiene dicho la Corte que aun cuando el fallo contemple aspectos de orden federal que son concurrentes para la decisión del caso, la solución asignada a la controversia no es revisable en la instancia del art. 14 de la ley 48 si conduce a la discusión de aspectos fácticos y probatorios, los que, por su naturaleza, están reservados a los jueces de la causa. Es irrevisable en esta instancia aquella decisión de la Cámara que juzgó que los cheques rechazados debían ser suprimidos de los registros de datos sobre antecedentes bancarios del cliente por razones vinculadas al proceder del banco girado, pues ello constituye una materia de hecho y prueba ajena a la vía federal. Los agravios demuestran tan sólo una discrepancia con la valoración de los hechos y de las pruebas que se mencionan en el fallo, lo que no sustenta la tacha de arbitrariedad que se formula. Esa doctrina no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los magistrados por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación. La argumentación del a-quo relativa a que el titular de la cuenta pudo creer, a tenor de la consulta efectuada en el banco, que los cheques librados estaban en condiciones de ser atendidos, otorga suficiente sustento al fallo, lo que reduce los agravios a una mera expresión de disconformidad. Las circunstancias relacionadas a la calidad profesional de quien realizó la consulta bancaria en cuestión, su alegación de que la conducta flexible del banco al no rechazar todas las libranzas no puede tacharse de discriminatoria, y aún las diversas alternativas que expone con respecto a la interpretación de los hechos y de la conducta de las partes que no han sido adecuadamente ponderadas en el fallo, no tienen una incidencia dirimente para descalificar la solución arribada por los jueces, que se presenta razonable en vista a las circunstancias de la causa. El fallo no ha dicho que el banco debió pagar los cheques, sólo atendió el reclamo del actor para que aquéllos no se computen a los efectos de una ulterior inhabilitación de la cuenta y para la registración de informes crediticios, en razón de la repercusión negativa que ese antecedente tendría en la calificación de riesgo que efectúan los bancos y las empresas prestadoras de esa clase de informes. No se han omitido cuestiones conducentes como se alega. Las objeciones que se formulan al pronunciamiento sólo conciernen a la selección y valoración de las pruebas, y tales discrepancias no tienen respaldo en la doctrina de la arbitrariedad. En cuanto a la atendibilidad del recurso extraordinario concedido con base en que está en juego la interpretación de una norma constitucional relativa al habeas data, el recurso en este punto es formalmente improcedente por cuanto el recurrente no logra demostrar cuál es el agravio de naturaleza federal que le causa el fallo apelado. En efecto, es supuesto imprescindible para la viabilidad del recurso del art. 14 de la ley 48 que la cuestión federal haya sido resuelta en forma contraria al derecho federal invocado. La sentencia ha sido favorable al derecho federal invocado por el actor, en cuanto hizo lugar a su pretensión de rectificar los datos asentados en registros llevados por los demandados, en ejercicio del derecho a controlar la información relativa a su persona, que fue elevado a rango constitucional por la reforma de 1994. En cambio, el planteo del Banco -relativo al mismo artículo 43- es de carácter meramente procesal. Ello resulta manifiesto cuando se advierte que al contestar la demanda, que el juez calificó como amparo ordinario, el Banco Credicoop no cuestionó que se haya declarado admisible esa vía excepcional, ni halló vulnerada ninguna garantía constitucional en razón de la estrechez del trámite, que es similar al del habeas data, que es una sub-especie de amparo por su ubicación constitucional. Dicho de otro modo, en el momento procesal oportuno el Banco Credicoop no objetó que la pretensión rectificatoria fuera subsumible en la acción de amparo. Si luego el tribunal de alzada discrepó en calificarlo como "ordinario" para designarlo como especial de “habeas data" esta distinción no causa un agravio federal, ni se ha explicado su incidencia para modificar la solución del litigio, pues ya había consentido el banco la exclusión de vías ordinarias para la controversia. El planteo del recurrente se reduce a una cuestión meramente formal relativa a la calificación de la vía procesal elegida, lo que constituye una materia propia de los jueces de la causa que, por su naturaleza, no resulta idónea para sustentar la apelación extraordinaria. La Corte tiene dicho que el debate en cuanto al sentido asignable a normas federales de contenido procesal no autoriza el recurso extraordinario, salvo que lo decidido cause agravio constitucional o comprometa instituciones básicas de la Nación que el recurso antedicho tienda a salvarguardar.


    Filippini, Víctor Hugo c/ Banco Central de la República Argentina y Banco Credicoop Cooperativo Limitado


    F. 222, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Acto administrativo. Resolución ministerial. Poderes del Estado. Conflicto de poderes. División de poderes. Defensa en juicio. Superintendencia. Gravedad institucional. Admisibilidad del recurso. 


    La Cámara omitió toda consideración en punto a la gravedad institucional planteada, encontrándose afectada la división de poderes, atentando contra el sistema representativo, republicano y federal, en la que también se había fundado la apelante ante los posibles defectos formales que pudieran invocarse para la admisión del recurso, en razón de que la resolución no había sido dictada en un "juicio". La relevancia de esa omisión, se pone de manifiesto al observar que en su resolución, la Cámara Federal consideró que la directiva del Ministerio de Defensa desconocía el artículo 109 de la Constitución Nacional, que veda al titular del Poder Ejecutivo -y por consiguiente a sus ministros- ejercer funciones judiciales. Es decir que para rechazar el recurso, el a quo acudió a un argumento similar al que la recurrente había introducido, cuya entidad denota la existencia de un caso que trasciende el mero interés de las partes en tanto depende de la interpretación de las atribuciones que la Constitución Nacional reserva a cada uno de los poderes, lo que constituye así materia capaz de suscitar gravedad institucional al comprometer la buena marcha de las instituciones. Es jurisprudencia de la Corte que cabe atenuar los recaudos de forma exigibles para la procedencia del recurso extraordinario, siempre que exista cuestión federal, condición acreditada habida cuenta que la apelante se "agravia de la interpretación que el a quo efectúa del artículo 109 de la Ley Fundamental y, además, la controversia se vincula con normas de carácter federal, tal como lo son el Código Aduanero y la ley de estupefacientes, sin que la circunstancia de que se refiera a preceptos de naturaleza procesal que éstas últimas contienen, obste a la viabilidad de la apelación pues, por las razones descriptas en el párrafo anterior, se presentan los requisitos que la Corte ha fijado en distintos precedentes. En Fallos 247:436, en el que aún cuando no se había planteado un conflicto de competencia entre la justicia federal y la militar, la Corte tomó intervención y dejó sin efecto una orden impartida por el juez federal a la autoridad militar. En esa oportunidad, consideró acreditada la existencia de un conflicto y que se hallaba facultada para pronunciarse en virtud del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, "ya que de otro modo no podría tener solución adecuada". También afirmó en esa sentencia, que "el régimen legal respectivo (arts. 43 a 73 del Código de Procedimientos en lo Criminal; arts. 150 a: 159 del Código de Justicia Militar) no autoriza a ninguno de los tribunales en conflicto a expedir "órdenes" que el otro deba cumplir, cualquiera sea la jerarquía, grado o naturaleza de tales tribunales". Ese principio, ya había sido afirmado en el precedente de Fallos: 246:237, en el que aun cuando no se trataba de un conflicto de los que, en condiciones normales, incumbía a la Corte decidir en ejercicio de la atribución que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, se consideró que el caso evidenciaba un grave menoscabo a las autoridades judiciales de la provincia de Córdoba por parte de las fuerzas militares a cargo de la cárcel de encausados local, el cual autorizaba a la Corte a señalar los límites precisos en que han de ejercer sus potestades las autoridades nacionales y las provinciales. La Corte ha reconocido tener facultades implícitas para la preservación de la autonomía de los tribunales que integran el Poder Judicial de la Nación, frente a los avances de otros poderes, lo que también supone evitar que aquéllos puedan incurrir en la situación opuesta. Asimismo, si bien es cierto que con arreglo a la jurisprudencia de la Corte por vía de principio, las resoluciones dictadas en procedimientos de superintendencia no son susceptibles de apelación extraordinaria, se ha hecho excepción en los supuestos en que lo resuelto por esa vía importe, respecto de quien ha de ocurrir a ella, desconocimiento irreparable de títulos o derechos amparados por normas de orden federal. Sea que la cuestión se juzgue como de superintendencia o como un conflicto acerca de la inteligencia de las cláusulas que delimitan los poderes y atribuciones del Estado, se habilita la actuación del Tribunal, sin que se presente riesgo alguno de que exceda sus facultades o invada las del Poder Ejecutivo, desde que el asunto, en definitiva, se ha suscitado a partir de la interpretación de normas de competencia cuyo conocimiento podría asumir la Corte. En la resolución apelada se ha efectuado una interpretación de la directiva emanada del ministro de Defensa, que no se compadece con su limitado contenido ni con su destinatario, pues en modo alguno puede afirmarse que con ese acto administrativo se pretenda resolver lo referido a la competencia judicial en materia del delito de contrabando de estupefacientes. En primer lugar porque en el texto de la directiva solamente se hizo referencia a “dar intervención" al juez en lo penal económico en turno, sin que de ello pueda seguirse que se haya efectuado definición alguna en materia de competencia, para lo cual, además, resulta inhabilitado aquel funcionario del Poder Ejecutivo. Y en segundo lugar, por hallarse dirigida al señor jefe del Estado Mayor General de la Fuerza Aérea en referencia a la Policía Aeronáutica Nacional, dependiente de esa jurisdicción. No se advierte que, como se afirma en el auto apelado, ese criterio pudiera impedir la eventual aplicación posterior, ya en sede judicial, del procedimiento de declinatoria o inhibitoria establecido en el Código Procesal Penal de la Nación. El modus operandi al que se hace referencia en la objetada orden, permite, razonablemente, ser considerado como infracción al Código Aduanero, pues se alude a personas que porten estupefacientes en forma oculta dentro de estaciones aéreas. La decisión del ministro de Defensa se ajusta rigurosamente al texto del artículo 1027, inciso 2°, del Código Aduanero, en cuanto amplía la competencia territorial de los jueces en lo penal económico para los casos de contrabando -incluido el de estupefacientes del artículo 866- ocurridos en los partidos del Gran Buenos Aires que la norma detalla. La orden dictada por el ministro de Defensa no conculcó facultades del Poder Judicial, sino que constituyó el ejercicio de las atribuciones asignadas por el artículo 18 de la ley de ministerios, en cuanto le reconoce la función de determinar los objetivos y políticas del área de su competencia y coordinar los aspectos comunes a las fuerzas armadas, especialmente en los ámbitos administrativo, legal y logístico. La invalidez resuelta por la Cámara ha comprometido potestades del Poder Ejecutivo que lo autorizaban a dictar aquella directiva, destinada exclusivamente a fijar una pauta de trabajo a una dependencia que se encuentra bajo su jurisdicción, sin que la circunstancia que la destinataria final de la orden -Policía Aeronáutica Nacional- actúe como autoridad de prevención en los hechos ocurridos en los lugares donde opera, pueda cercenar aquella facultad. Lo decidido en el auto apelado ha importado la virtual anulación de oficio de un acto administrativo que gozaba de presunción de legitimidad. De esa manera, se ha visto afectado el principio de separación de los poderes de gobierno con exceso en las facultades reconocidas al Poder Judicial.


    Ministerio de Defensa c/ Resolución N° 155/96 de la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata


    M. 781, XXXIII, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Resoluciones equiparables a definitiva. Defensa en juicio. Cuestión federal. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario fue incorrectamente denegado por él a quo pues, si bien en principio las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son impugnables por la vía del recurso extraordinario, así como que, en principio las cuestiones de derecho público local también resultan ajenas a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de sus propias instituciones y regirse por ellas, en el sub lite existe cuestión federal suficiente para apartarse de dichas reglas, en tanto la resolución impugnada incurre en un injustificado rigor formal que atenta contra la garantía de defensa en juicio consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional. En cuanto al requisito de que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito e impide su continuación y aquélla que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, en el caso, la resolución apelada es asimilable a definitiva, en atención a que no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción. En cuanto al fondo del asunto la Corte ya tuvo oportunidad de examinar situaciones similares a las planteadas en el presente y, en tales casos, descalificó los fallos provinciales que restringieron indebidamente, por cuestiones procesales, el acceso a la jurisdicción de los particulares. En Fallos: 310:732, admitió el recurso extraordinario interpuesto contra la decisión del Superior Tribunal de la Provincia de Corrientes que declaró la nulidad de las actuaciones porque, pese a tratarse de una cuestión de competencia y de dejar formalmente incólume el derecho del actor para accionar por la vía que corresponda, la consecuencia de tal pronunciamiento significaba, en definitiva, la caducidad del derecho que se pretendía ejercitar, por no encontrarse cumplidos los requisitos para su procedencia. En Fallos: 310:854, la Corte descalificó como acto jurisdiccional válido la decisión de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires que declaró que la cuestión sometida a juzgamiento era de su competencia, pero dispuso la remisión de las actuaciones al juzgado de origen para su archivo. El Tribunal entendió que tal decisión vulneró la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional y señaló, además, que si bien ha dicho la Corte que la garantía constitucional de la defensa en juicio no se opone a su reglamentación en beneficio de la correcta sustanciación de las causas y que dicho poder incluye la facultad de efectuar distinciones razonables entre quienes no se encuentran en la misma condición, cabe también señalar que en la interpretación de las normas legislativas y reglamentarias debe evitarse que los particulares queden fuera de protección jurisdiccional, en situación de indefensión: la falta de recaudos formales no puede utilizarse hasta aniquilar los derechos subjetivos e intereses legítimos de los administrados. Sobre la base de dicho precedente, este Ministerio Público se expidió en sentido coincidente en la causa B. 496, XXXIV, "Bazerque, Juan Adolfo”, señalando en esa oportunidad que la decisión del a quo evidenciaba un comportamiento contradictorio que, además de significar un dispendio de actividad jurisdiccional atentaba gravemente contra el derecho de acceso a la justicia del actor.


     Constructora Mitre S.A. c/ Provincia de Formosa


    C. 337, XXXIV, 06 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Inmunidades parlamentarias. Procesamiento. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Resoluciones equiparables a definitiva. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Tiene establecido la Corte que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos para ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria.Tal doctrina, sin embargo, admite excepción cuando existe un apartamiento de las constancias del proceso o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación ante el tribunal de la causa con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de defensa en juicio. En el caso, se dan esas circunstancias excepcionales, toda vez que la ausencia de carácter definitivo que el a quo predicó del pronunciamiento atacado, conlleva un excesivo formalismo del que podría resultar un serio menoscabo de los derechos constitucionales en que se funda el recurso. Ello es así pues, deviene irrazonable esa inteligencia asignada en el fallo a la mencionada decisión, aspecto sobre el cual la propia Corte ya se ha pronunciado en otras ocasiones, aún antes de la sentencia definitiva, acerca del alcance de las mismas disposiciones constitucionales que encierra la cuestión federal invocada en el recurso extraordinario. Precisamente, de esos precedentes se infiere que, el derecho que según el recurrente ha sido conculcado, es el que resulta de las normas constitucionales que invoca y, según la interpretación que le asigna, lo ampara del procesamiento en causa criminal. Así, el agravio que causa al imputado su procesamiento mientras se encuentra investido de inmunidad parlamentaria, por su condición de senador de la Nación, resulta de imposible reparación ulterior, lo que le confiere carácter definitivo al pronunciamiento, puesto que la tutela de los derechos constitucionales que se invocan -artículo 70 de la Constitución Nacional-, no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior, determinando que sea ésta la única oportunidad en que pueda ser examinada útilmente su pretensión. Sobre el particular cabe mencionar la posición adoptada por la Corte en el precedente de Fallos: 319:3026, al considerar que resultaba equiparable a sentencia definitiva, a los fines del artículo 14, de la ley 48, el pronunciamiento que confirmó la prisión preventiva dictada respecto de un senador electo, aun cuando la efectiva restricción a su libertad quedara supeditada al posterior desafuero parlamentario, ya que su mero dictado configuraba un agravio de imposible reparación ulterior. El giro utilizado por el tribunal a quo para soslayar el alcance del dispositivo constitucional resulta inaceptable como fundamento de su decisión, pues eludir la cuestión con base en un excesivo rigor formal, configura una interpretación irrazonable de la citada inmunidad, que proporciona "per se" las razones de su inexorable anulación. Ello, a la luz de la doctrina sentada por la Corte en Fallos: 312:483 referida a que "las decisiones que, son aptas para ser resueltas por la Corte, no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 31 de la Constitución Nacional y su reglamentación por la ley 48". La garantía constitucional invocada por el recurrente guarda relación directa e inmediata con lo resuelto y la falta de tratamiento de la cuestión planteada priva al pronunciamiento apelado de fundamentos que lo sustenten, lo cual lo descalifica como acto judicial válido con base en la alegada doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    R., P. s/ Agente fiscal, Dr. Guillermo Massini


    A. 359, XXXIV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Estado de sitio. Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Voluntad del legislador. Interpretación y aplicación de la ley. Salida del país. Finalidad de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha señalado que la finalidad de la norma fue otorgar una compensación económica a personas privadas del derecho constitucional a la libertad, no en virtud de una orden de autoridad judicial competente, sino en razón de actos ilegítimos, emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto. Lo esencial no es la forma que revistió el acto de autoridad sino la demostración del menoscabo efectivo a la libertad, en los diversos grados contemplados por la ley 24.043, y agregó que la voluntad del legislador fue hacer justicia a todos aquellos que sufrieron una detención ilegal. Si bien la iniciativa fue excepcional porque excepcional había sido la situación por la que había pasado la Nación durante la última ruptura de la vigencia de las instituciones constitucionales, el texto que fue finalmente votado por el Congreso Nacional fue más amplio que el proyecto de ley que había sido enviado originariamente por el Poder Ejecutivo y comprendió a los que hubieran iniciado juicio por daños y perjuicios o no, y hubiesen sufrido el daño contemplado en el art. 2° de la ley. Se abarcó, pues, un amplio espectro que incluyó desde el menoscabo más radical a la libertad y a la vida hasta un menoscabo atenuado. Por otra parte, en jurisprudencia aplicable al caso se ha dicho que es regla en la interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal, toda vez que ellos, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma. La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esa tarea no es siempre método recomendable el atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo paralizante; es necesario buscar en todo tiempo una interpretación valiosa de lo que las normas, jurídicamente, han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones notoriamente injustas cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulta compatible con el fin común de la tarea legislativa y de la judicial. En tal sentido, no debe prescindirse de las consecuencias que derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma. El egreso del país de la actora no significó el cese de su arresto, en los términos previstos por el art. 4°, segundo párrafo de la ley 24.043. Antes bien, constituyó, una prolongación de su detención ilegal, en la medida que ni siquiera se le otorgó la posibilidad de optar por la solución, sino que se dispuso, de manera forzosa, su traslado a la República de Venezuela con pasajes aéreos abonados por la Armada Argentina. Si bien es cierto que, a partir de la fecha reconocida en la resolución impugnada, recuperó su libertad ambulatoria, ello no significa que su situación escape a las previsiones que la ley 24.043 contempla a efectos de reparar los distintos grados de afectación de la libertad, pues es claro que aquélla no pudo ejercer una opción válida, en la medida que únicamente se le permitió escoger entre permanecer en cautiverio en el centro clandestino en donde estaba detenida o exiliarse en otro país. Restarle significación a la falta de libre determinación de la actora para modificar su situación de detenida, en la medida que ni siquiera tuvo oportunidad de optar por salir del país, constituye una interpretación formalista de la ley y, por lo tanto, disvaliosa, que no se compadece ni con la finalidad de la norma ni con los supuestos que intenta reparar, a la vez que también se aparta de los criterios interpretativos de la Corte.


    Quiroga, Rosario Evangelina c/ Ministerio del Interior s/ Artículo 3° de la Ley 24.043


    Q. 19, XXXIII, 17 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Fallos de la Corte Suprema. Admisibilidad del recurso. 


    Cabe considerar que en el sub lite, se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte recaído en la propia causa, circunstancia que hace formalmente viable el recurso extraordinario. Atento a que la Sala invoco su sometimiento a las directivas de la Corte, son los miembros de esa Excelentísima Corte Suprema, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación no tuvo participación ni, por ende, opinión consonante con aquel pronunciamiento.


    Del Río de Roldán, María c/ Lubripark S.R.L.


    D. 5, XXXV, 14 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Derechos y garantías constitucionales. Hábeas data. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es formalmente admisible porque está en tela de juicio la interpretación y aplicación de normas de carácter federal y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que en ella fundó el recurrente. Asimismo, la resolución apelada ha incurrido en un exceso jurisdiccional, toda vez que el tribunal a quo se pronunció sobre cuestiones no articuladas oportunamente por las partes y aplicó normas extrañas a nuestra legislación positiva, en desmedro de garantías constitucionales invocadas por el quejoso. En cuanto al fondo del asunto, ha dicho la Corte en el caso “Urteaga, Facundo R.”, que la falta de reglamentación legislativa de aspectos instrumentales de la acción de hábeas data no es óbice para su ejercicio, pues incumbe a los órganos jurisdiccionales determinar provisoriamente hasta tanto el Congreso Nacional proceda a su reglamentación, las características con que tal derecho habrá de desarrollarse en los casos concretos. Desde esa perspectiva, precisó que la lectura de la norma constitucional permite derivar con nitidez los perfiles centrales que habilitan el ejercicio del derecho allí reconocido, motivo por el cual, la ausencia de normas regulatorias de los aspectos instrumentales no es óbice para su ejercicio. Dice pues, el artículo 43, tercer párrafo de la Constitución Nacional, que toda persona podrá interponer acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y a su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. Del contenido del precepto transcripto se extrae que la pretensión del actor no tiene amparo constitucional. La Corte ha dicho, en el caso “Urteaga”, que en el juzgamiento que compromete a una garantía no reglamentada, se está examinando no una ley sino una constitución, destinada por su naturaleza a fijar el marco de la acción del legislador, con la visión de quien sienta las bases normativas generales que gobernarán futuras generaciones. Es por ello que la óptica del juzgador no debe manejarse aquí con estricto apego a las pautas hermenéuticas de quien examina un código, que aspira a prever todas las contingencias posibles, sino con aquéllas que sólo se detengan ante lo incompatible con el texto y permitan respetar su espíritu y finalidad. Desde este punto de vista, el objeto y alcance del hábeas data no debe delinearse siguiendo una interpretación literal y mecánica del texto constitucional, sino que requiere una comprensión de su justificación teleológica, para no neutralizar con argumentos formales el ejercicio de un derecho fundamental introducido por los constituyentes. La sentencia apelada ha exorbitado la inteligencia de la norma que otorgó jerarquía constitucional a la acción de hábeas data, pronunciándose, además, en exceso de los planteos introducidos por las partes y con apartamiento de la legislación positiva vigente.


    Lascano Quintana, Guillermo Víctor c/ Veráz S.A.


    L. 215, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Fuentes de información. Eximentes de responsabilidad. Doctrina de la real malicia. Libertad de expresión. Libertad de prensa. Derecho a la dignidad. Procedencia del recurso. 


    Conforme lo ha establecido la Corte, cuando el recurso extraordinario se funda, por un lado, en agravios de naturaleza federal, tales como la confrontación de derechos constitucionales y la inteligencia de las cláusulas de la Constitución Nacional, que los instituyen, y de otro, en la arbitrariedad del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues de existir arbitrariedad, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha. El fallo carece de los fundamentos adecuados toda vez que, realiza una consideración y valoración defectuosas de extremos conducentes del proceso en el marco de precedentes jurisprudenciales de la Corte. La doctrina introducida por la sentencia dictada en el caso “Campillay”, y desarrollada posteriormente en causas como “Abad” y, “Granada”, ha establecido que el medio que difunde una información eventualmente difamatoria para un tercero, no responde civilmente por ella, cuando utiliza un tiempo de verbo potencial, o cuando omite la identidad de los implicados, o cuando atribuye sinceramente la noticia a otra fuente. Respecto a este último recaudo, la Corte tiene dicho que para eximir de responsabilidad al informador, éste debe atribuir directamente la noticia a una fuente identificable, y transcribir en forma sustancialmente fiel lo manifestado por la misma. Esta expresa referencia a la identificación de la fuente, y a la fidelidad en su transcripción, permite concluir que una correcta comprensión de esta doctrina, exige que la mención de la fuente sea clara y precisa, circunstancia que no ocurre en autos, toda vez que la alusión a "fuentes del Gobierno", "fuentes allegadas al Ministerio del Interior", o "fuentes militares", resulta evidentemente genérica e incierta, en grado tal, que no permite acreditar la seriedad de la noticia, ni reconocer a su emisor originario, para, eventualmente enderezar la demanda contra él, colocando al afectado en estado de indefensión. Máxime cuando la Corte también ha establecido que ante una situación potencialmente injuriosa o calumniosa de un ciudadano cualquiera, el editor o radiodifusor en sobreaviso, debe ser particularmente cauto en cerciorarse del posible fundamento verídico del suceso o acontecimiento. Tampoco se encuentra adecuadamente configurada en el sub-lite, la causal de eximición de responsabilidad, basada en la utilización del tiempo de verbo potencial, desde que, si bien la sentencia señala que el contenido de la noticia ubica al recurrente como un posible o eventual partícipe, en un plano conjetural, sin embargo, el a quo omite considerar que el título publicado en la primera página del diario del día 31 de marzo de 1992, expresa literalmente "Atentado: investigan a un mayor del ejército". La posterior aclaración en el texto que le sigue, acerca de las dudas sobre la presunta vinculación del actor con el hecho, y el empleo del tiempo de verbo potencial en el desarrollo de la noticia, no restan gravedad a la primera aseveración, efectuada en tiempo presente y destacada en uno de los titulares de esa edición del periódico, cuya apreciación no realiza el a quo en ese marco. En cuanto al restante requisito del precedente "Campillay", relativo a la abstención de difundir la identidad de los presuntos implicados, es claro que el diario no solamente publicó el nombre del recurrente, sino que además divulgó datos de su legajo personal y de sus actividades comerciales. La Corte adoptó, a partir del precedente de Fallos: 314:1517, el "standard" jurisprudencial creado por la Corte Suprema de los Estados Unidos en el caso "New York Times vs. Sullivan", que se ha dado en llamar la doctrina de la real malicia y cuyo objeto es procurar un equilibrio razonable entre la función de la prensa y los derechos individuales que hubieren sido afectados por comentarios lesivos a funcionarios públicos, figuras públicas y aun particulares que hubieran intervenido en cuestiones de interés público objeto de la información o de la crónica. Esta doctrina se resume en la exculpación de los periodistas acusados criminalmente o procesados civilmente por los daños y perjuicio, causados por informaciones falsas, poniendo a cargo de los querellantes o demandantes la prueba de que las informaciones falsas lo fueron con conocimiento de que eran falsas o con imprudente y notoria despreocupación sobre si eran falsas. El punto de partida está en el valor absoluto que debe tener la noticia en sí, esto es, su relación directa con un interés público y su trascendencia para la vida social, política o institucional. La Corte ha establecido, que lo esencial para evaluar el grado de tutela constitucional en materia de libertad de expresión a la luz de la reseñada doctrina, radica en precisar las condiciones que rodean a quien es objeto de la noticia y no al sujeto que la propala. La aplicación al sub-lite que el sentenciador realizó de esta doctrina, tampoco se adecua a las circunstancias concretas del caso, toda vez que, por un lado, no atiende a la circunstancia de que no se encuentra acreditado que el actor, aludido en la noticia, revista la calidad de “hombre público” por su condición de militar; antes bien, de las constancias de la causa, surge que se trata de un agente retirado que desarrolla actualmente actividades comerciales, situación que no permite calificarlo como personaje o figura pública, y por otro, en este contexto también resulta arbitraria por falta de fundamento, la afirmación de que esta persona haya intervenido en la cuestión de interés público que fue objeto de la noticia, desde que no aparece que haya sido imputada, ni investigada en el hecho. Con arreglo a la doctrina de la Corte es ocioso, a esta altura de la educación democrática, resaltar la importancia esencial que tiene el resguardo de la libertad de prensa como garantía indispensable de la salud republicana. Pero aun la más trascendente de las garantías constitucionales tiene su preciso limite, cual es el respeto irrestricto de dichas garantías, porque sin este respeto a ese linde, se caería en su absolutización desnaturalizada, transmutándose, de manera automática, en un dispositivo de inaceptables consecuencias nocivas. En nombre del ejercicio de una libertad tan decisiva como la de prensa, no se puede escudar el avasallamiento de la honra y de los derechos personales de los individuos, desde que la defensa de la dignidad de los seres humanos es, precisamente, el valor más excelso del sistema democrático y, en cambio, su negación, su maltrato, la malignidad más detestable de los autoritarismos y las tiranías. De allí que, resulta ser tan obligatorio, por parte de la justicia, velar por el respeto a ultranza de la libertad de prensa, como hacerlo a su vez a favor de la honra de los ciudadanos, cuando un abusivo uso de aquélla, ha venido a lesionarlos.


     Bruno, Arnaldo Luis c/ Sociedad Anónima La Nación


    B. 439, XXXIV, 01 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Recurso de inconstitucionalidad


    Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Responsabilidad de la provincia. Actos u omisiones de autoridades públicas. Jerarquía constitucional. Control de constitucionalidad. 


    La Corte tiene dicho que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico; por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocados y que la colisión con los principios y garantías de la Constitución Nacional debe surgir de la ley misma y no de la aplicación irrazonable que de ella se haga en el caso concreto.Si lo expuesto es aplicable para supuestos en que se examina la compatibilidad de normas dictadas por el Congreso con las disposiciones constitucionales, igualmente, y con mayor énfasis, será atinente a situaciones como la del sub lite, en la que se trata de la adecuación de normas contenidas en la Constitución de una provincia a la legislación nacional, incluso a la propia Ley Fundamental, en atención al debido respeto por las autonomías provinciales. En cuanto al thema decidendum la jurisprudencia de la Corte, aun con las limitaciones normativas que imponían los artículos 36 y 43 del Código Civil, vigentes al momento de fallar, avanzó decisivamente en el campo de la imputación de conductas al Estado por parte del accionar de funcionarios incompetentes. La distinción de Fallos: 203:30, que sirvió de fundamento para eximir de responsabilidad al Estado, carece de relevancia en la actualidad, en virtud de la modificación del artículo 43 del Código Civil a partir de la sanción de la ley 17.711. Por lo que, pueden extraerse algunas conclusiones relevantes para dilucidar la cuestión bajo examen: 1°- el mecanismo de imputación orgánica constituye hoy el modo más generalizado de explicar la actuación del Estado por medio de sus agentes; 2°-para determinar si el agente ha actuado con voluntad "orgánica" y no con su voluntad "personal", como sujeto de derecho distinto del ente estatal que integra, basta con acreditar que ha actuado dentro del ejercicio de sus funciones o con ocasión de éstas. En cuanto al artículo 25 de la Constitución de la Provincia de San Luis, dispone que, la provincia no es responsable de los actos que sus funcionarios practican fuera de sus atribuciones. Son solidariamente responsables respecto del daño causado, los que ordenan y aceptan actos manifiestamente inconstitucionales de cualquier especie. Resulta irrita la limitación de la responsabilidad del Estado provincial por aplicación de un criterio de imputación que no se ajusta a los principios del derecho positivo argentino, pues desconoce el artículo 43, en su nueva redacción, y el 1.112 del Código Civil, así como la jurisprudencia de la Corte. Ello es así por cuanto, al excluir del ámbito de la responsabilidad estatal a la actuación realizada por el funcionario en exceso de su competencia y pretender que por ella responda exclusivamente el agente, desconoce las consecuencias patrimoniales que derivan de toda la actividad ilegítima del Estado que, precisamente, es la que, en mayor medida, genera responsabilidad estatal. En tales condiciones, la norma en cuestión atenta contra el principio de supremacía federal, consagrada en el artículo 31 de la Constitución Nacional. Por último, cabe señalar que, en virtud de la doctrina de la Corte, que funda, en el artículo 1.112 del Código Civil, la responsabilidad extracontractual del Estado, resulta innecesario examinar la adecuación del artículo 25 de la Constitución Provincial con el artículo 1.109 del Código Civil pues, dicha norma no es aplicable en los supuestos de responsabilidad del Estado, materia que, por lo demás, se rige por otros principios y normas diferentes de la citada. Por lo hasta aquí expuesto, el artículo 25 de la Constitución de la Provincia de San Luis es violatorio de las disposiciones de los artículo 43 y 1.112 del Código Civil y, por ende, del artículo 31 de la Constitución Nacional.


    Dresdner Forfaitierungs Aktiengesellschaft c/ San Luis, Provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    D. 583, XXVIII, 06 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Acción meramente declarativa. Inamovilidad de los jueces. Ministros de la Corte Suprema. Interpretación de la constitución. Voluntad del legislador. Convención Constituyente. Derechos adquiridos. Retroactividad de la ley. Intangibilidad de la remuneración. Reforma de la constitución. Cuestión no justiciable. Designación de jueces. División de poderes. Causales de remoción del juez. Rechazo de la demanda. 


    De la lectura del art. 99, inc. 4°, párrafo tercero, de la Constitución Nacional reformada en 1994, y de la Cláusula Transitoria Undécima de la Constitución no surge que las disposiciones en cuestión sean inaplicables a los jueces designados en virtud del art. 86 del texto constitucional anterior a la reforma y, por lo tanto, al actor. Ello es así, toda vez que, en un primer análisis del tema, tampoco cabe aceptar que esa intención se encuentre implícita en el texto analizado ya que, de acuerdo con doctrina de la Corte, no puede presumirse que cláusula alguna de la Constitución esté pensada para no tener efecto y, por lo tanto, la interpretación contraria es inadmisible, salvo que el texto de aquélla así lo indique. La Constitución debe ser interpretada de manera de no hacer impotente e inoperante y sí hacer efectiva la voluntad soberana de la Nación. Asimismo, debe ser analizada como un conjunto armónico, dentro del cual cada una de sus disposiciones ha de ser interpretada de acuerdo con el contenido de las demás. Es decir, las normas constitucionales no deben ser interpretadas en forma aislada e inconexa, sino como partes de una estructura sistemática considerada en su totalidad. Por otra parte, esa interpretación debe tener en cuenta, además de la letra, el dato histórico que permite desentrañar la finalidad perseguida y la voluntad expresada por el constituyente y debe también contemplar la dinámica de la realidad, reacia a ser captada mediante fórmulas inmutables. Resulta ilustrativo acudir a los diarios de sesiones de la Convención de 1994 para tratar de despejar la real intención del Constituyente en el aspecto discutido. Surge de allí que jamás pensó dejar de aplicar el límite de edad previsto por el nuevo art. 99, inc. 4, párrafo tercero a los jueces designados durante la vigencia de la Constitución Nacional de 1853-1860, tal como lo indica la preocupación generalizada que produjo en los convencionales que dicho límite entrara a regir en forma inmediata y que, de esa forma, suscitara la duda de estar destinado a regir situaciones particulares. En efecto, surge del citado debate que ninguno de ellos mencionó siquiera que pudiere interpretarse que la nueva disposición iba a regir sólo para el futuro, a no ser que ello fuera expresamente previsto en el texto constitucional. La real voluntad expresada por los convencionales fue la de abarcar en los alcances del art. 99, inc. 4°, párrafo tercero, de la nueva Constitución Nacional a los jueces nombrados antes de su entrada en vigencia, una vez transcurrido el plazo de cinco años que contempla la Cláusula Transitoria Undécima, ya que éste fue el método que creyeron conveniente instituir a fin de preservar sus investiduras, de modo análogo a como hubieron de respetar los términos de los mandatos en curso del Presidente de la Nación y de los Senadores, con idéntico propósito. En conclusión, el nuevo régimen constitucional utilizó, en todos los casos de investiduras de cargos que comenzaron a desempeñarse al amparo de la Constitución de 1853-60, un criterio signado por el común denominador de tratar de respetarlos en la mayor medida posible y que, en particular para los Magistrados del Poder Judicial de la Nación consistió, pura y exclusivamente, en postergar durante cinco años la entrada en vigencia del límite de edad mencionado. Tampoco asiste razón al juzgador en cuanto sostuvo que existe un derecho adquirido por el actor, durante la vigencia del anterior régimen constitucional, a permanecer en forma vitalicia en su cargo. La Corte ha dicho, reiteradamente, que la fijación por la ley de límites temporales para el nacimiento o extinción de los derechos, cuando se produce un cambio de régimen jurídico, es un recurso legítimo, con el que no se vulnera la igualdad constitucional y que la modificación de las leyes por otras posteriores no da lugar a cuestión constitucional alguna, pues nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos ni a su alterabilidad. No obstante, también tiene resuelto el Máximo Tribunal que, conforme dispone el art. 3° del Código Civil las leyes en nuestro ordenamiento pueden tener efecto retroactivo, bajo la condición obvia e inexcusable de que su retroactividad no afecte garantías constitucionales. Si las afecta, la ley de que se trate es jurídicamente inválida, mas no por su retroactividad sino por su inconstitucionalidad. Si bien parte de dichos principios son aplicables al sub lite, no pueden serlo de manera irrestricta. Ello es así, toda vez que dichas reglas fueron sentadas por la Corte a fin de dirimir conflictos entre disposiciones de distinta jerarquía, esto es, entre las leyes y la Constitución Nacional, de tal forma que las primeras son plenamente válidas aunque deroguen o modifiquen leyes anteriores y aunque sean retroactivas, siempre y cuando no afecten un derecho o garantía consagrado por la segunda, en cuyo caso procede su declaración de inconstitucionalidad. Empero, es precisamente en este punto donde se observa una diferencia sustancial con el caso bajo análisis, cual es que aquí se trata de una disposición constitucional que fue modificada por otra de igual rango y, desde este enfoque, no puede hablarse de inconstitucionalidad de normas constitucionales. Ello es así, claro está, sin perjuicio de poner de resalto que, en el caso de los jueces, no existe, como es evidente, otro derecho patrimonial en juego que la intangibilidad de las remuneraciones y que, en el sub examine, no se encuentra discutido. De los principios supra enunciados, es aplicable todavía con mayor fuerza aquel que indica que nadie tiene derecho al mantenimiento de las normas. Por el contrario, no lo es tanto el referido a la retroactividad o irretroactividad de las leyes pues, en principio, resulta perfectamente factible que determinadas normas constitucionales sean modificadas por otras de igual rango, cuando aquí no se puede, como ocurre a nivel legal, acudir a otras normas superiores que impidan la modificación o supresión del derecho invocado. Cuando se trata de la Ley Suprema, debe el intérprete tener en cuenta otras pautas. En primer lugar, ha reconocido desde antiguo la Corte que las normas de la Constitución Nacional, como las de toda ley, deben ser interpretadas en forma coherente, de manera que armonicen entre ellas y no traben el eficaz y justo desempeño de los poderes atribuidos al Estado para el cumplimiento de sus fines del modo más beneficioso para la comunidad y los individuos que la forman. No se puede alegar la existencia de derechos adquiridos frente a la Constitución cuando es reformada por el poder constituyente, porque nadie puede tenerlos cuando no subsisten los motivos por los cuales fueron otorgados o cuando el interés o las necesidades públicas exijan disposiciones diferentes y aún contradictorias. Máxime cuando dicho interés público exige evitar la zozobra que significaría a la organización del Estado el poner en duda el alcance mismo de las normas constitucionales. La postergación de la Constitución acarrea de por sí el auge de la arbitrariedad y la quiebra del derecho caracterizado como la previsibilidad en lo concerniente al ejercicio del Poder Público bajo el imperio de la ley. La Corte ha dicho innumerables veces que la declaración de inconstitucionalidad de una ley constituye ya la última ratio del orden jurídico, a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía. Ello indica que habrá que extremar aún más los recaudos para evaluar la pretensión del actor, consistente, nada menos, que en obtener la declaración de nulidad de una cláusula de la Ley Suprema que rige nuestro ordenamiento jurídico. Según ha sostenido tradicionalmente la Corte, el proceso de reforma constitucional se incluye entre las denominadas cuestiones políticas no justiciables, por extensión del principio según el cual no constituye cuestión justiciable el procedimiento seguido para la sanción y promulgación de las leyes inaugurado a partir del caso "Cullen c. Lerena" y, por ello mismo, in re "Soria de Guerrero c/ Bodegas y Viñedos Pulenta Hermanos", desestimó la posibilidad de analizar si el art. 14 bis de la Constitución Nacional fue sancionado de conformidad con las normas del reglamento interno dictado por la Convención Constituyente de 1957. La ley 24.309 no solamente habilita ciertos temas para ser discutidos por la Convención, cuales son los enumerados en los arts. 2° y 3°, sino que, también, prohíbe expresamente cualquier modificación al Capítulo Único de la Primera Parte de la Constitución Nacional (art. 7°). Así, existen dos grupos de temas bien diferenciados, por un lado, los expresamente autorizados a modificar y, por el otro, los expresamente prohibidos. A su vez, existe un tercer grupo de temas sobre los que la ley nada dice, o sea aquellos no incluidos en los arts. 2° y 3° y que tampoco se encuentran vedados por el art. 7°, entre los cuales está el anterior art. 96 de la Constitución Nacional que invoca el actor. Es cierto que el art. 4° de la ley 24.309 especificó que la Convención Constituyente tendría como único objeto considerar las reformas incluidas en los arts. 2° y 3° de la norma, de donde podría concluirse que todos aquellos temas que no estuvieran ahí expresamente mencionados, no podían ser objeto de modificación o reforma alguna. Más si ello es así ¿qué sentido tiene la prohibición expresa del art. 7°? No parece razonable sostener que se trate de una previsión redundante porque, como bien ha dicho reiteradamente la Corte, no puede suponerse la inconsecuencia o falta de previsión del legislador, y el intérprete debe evitar asignar a la ley un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el criterio que las concilie y suponga la integral armonización de sus preceptos, máxime cuando se trata de un acto trascendente como la declaración de necesidad de reforma de la Carta Magna. La regla que mejor concilie, por una parte, la voluntad del Congreso, al establecer las materias habilitadas y las expresamente prohibidas y, por la otra, las facultades de la Convención Constituyente, sería, entonces, la que sigue: la Convención no puede, bajo ningún aspecto, modificar el Capítulo Único de la Primera Parte de la Constitución Nacional, tampoco puede modificar los artículos que no fueron expresamente incluidos entre los temas habilitados por los arts. 2° y 3°, pero las modificaciones introducidas en los temas habilitados pueden afectar a los temas que no fueron expresamente incluidos siempre que sean razonables y no se aparten de ellos o los modifiquen en forma ostensible. En caso de dudas en cuanto al alcance y competencias de la Convención Constituyente, debe preferirse la inteligencia que mejor recepte su voluntad porque, además de los poderes expresos que le confiera la norma declarativa de la necesidad de la reforma, es propio reconocerle ciertas facultades implícitas para el mejor cumplimiento de los fines para la que fue convocada. De otra forma, se vería en la imposibilidad de adoptar cualquier decisión que surja razonablemente implícita del temario de cuestiones habilitadas para su tratamiento, conclusión que se presenta totalmente disvaliosa, por impedir el pleno funcionamiento del Poder Constituyente, máxime cuando, a nivel infraconstitucional, se admite y reconoce que los poderes del Estado también poseen sus respectivas facultades implícitas. Si bien puede admitirse que el Poder Constituido le ponga límites al Constituyente reformador, no puede pensarse que el papel de la Convención se reduzca a homologar las reformas declaradas por el Congreso, pues ello significaría que el ejercicio del Poder Constituyente se trasladó al Poder Constituido, situación totalmente inaceptable y contraria a nuestra propia Constitución. Si la Convención se extralimita en sus funciones e introduce otros temas no autorizados o, al reformar uno habilitado, afecta de cualquier modo los artículos expresamente prohibidos de modificar o abierta y ostensiblemente los artículos sobre los cuales la ley nada dice, entonces, el producto de la convención sería pasible de ser declarado nulo de nulidad absoluta e insanable. La forma de designación de los jueces constituía un tema habilitado para su tratamiento por la Convención Constituyente. En efecto, el art. 2°, inc. a) de la ley 24.309, incluyó al art, 86, inc, 5°), como una materia posible de modificación y el denominado "Núcleo de Coincidencias Básicas", aprobado por el mismo artículo, en la letra ''I'', se refirió al tema. A su vez, el art. 3°, letra "E", también habilitó la actualización de las facultades del Poder Ejecutivo Nacional contenidas en el art. 86 de la Constitución Nacional. La convención constituyente no se extralimitó en sus funciones cuando sancionó la norma en cuestión, porque pudo, válidamente, utilizar distintos criterios para regular el tema de la designación de los magistrados, dentro de los límites impuestos por la habilitación otorgada por el Congreso de la Nación en oportunidad de disponer la necesidad de la reforma Constitucional. Aun si se admitiera por vía de hipótesis que la situación pueda ser dudosa, debe preferirse la interpretación que asegure la plena vigencia de la voluntad del constituyente, máxime cuando las disposiciones reformadas no afectan directamente materias expresamente vedadas a su conocimiento y decisión, al menos, con arbitrariedad manifiesta. La forma de designación de los magistrados, que incluye una limitación temporal, así como la modificación de los otros poderes del Estado, son facultades exclusivas del Constituyente y, sin que pueda postularse, en principio, que, con tales modificaciones, se haya afectado el principio de división de poderes en su esencia. Antes bien, debe entenderse que se trató de una adecuación del mismo a una nueva realidad, distinta de la concebida en el período constituyente inicial 1853-60. Tampoco podría predicarse el carácter pétreo de la inamovilidad de los magistrados como forma de evitar una supuesta afectación de la forma republicana de gobierno porque admite distintas variantes y posibilidades de organización, que son definidas por el pueblo en ejercicio del poder constituyente, mediante una convención convocada especialmente al efecto. Vale decir, que la inamovilidad de los jueces está destinada a evitar que los otros Poderes constituidos avancen sobre el Judicial y, por lo tanto, ellos jamás podrán ignorarla, pero nada impide que sea el propio poder constituyente el que decida modificar sus alcances. La cláusula cuestionada no importa una nueva causal de remoción, pese a que se aplique a los jueces en ejercicio. Tal asimilación parte del error de no diferenciar entre la acción de remover y las causales de cese en el cargo. Por supuesto que si un magistrado es removido de su cargo, cesa en sus funciones, pero de ello no se concluye que todo cese importa una remoción. Las causales de remoción se refieren a situaciones imputables al funcionario, tal como se desprende de las contempladas en el art. 53 de la Constitución Nacional, mientras que el límite de edad es un atributo de la designación que constituye una causal objetiva de cese, sin que nada diga acerca de la actuación personal del magistrado. La Reforma Constitucional de 1994, en el art. 120, puso en cabeza del Ministerio Público la función de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República. En cumplimiento de tan alta e ineludible misión, la máxima manifestación de la legalidad se encuentra representada en la Constitución Nacional, fruto de la libre expresión del pueblo soberano, representado por los convencionales constituyentes, que todos los poderes constituidos juraron respetar. Y es por ello que, si la declaración de inconstitucionalidad de una ley es una cuestión de máxima gravedad institucional, que constituye la última ratio del ordenamiento jurídico, cuánto mayor es la obligación de obrar con prudencia en el juzgamiento de la posible declaración de nulidad de una cláusula constitucional, pues la zozobra e inseguridad que provocaría tal declaración en la sociedad, obliga a actuar con suma cautela y a extremar los recaudos interpretativos coherentes para preservar la salvaguarda de la armonía entre sus disposiciones.


    Fayt, Carlos Santiago c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


    F. 100, XXXV, 12 de julio de 1999
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    Gravedad institucional. Ministros de la Corte Suprema. Recusación y excusación. 


    El sub lite plantea un caso de gravedad institucional extrema, pues implica la revisión judicial de cláusulas constitucionales originadas en la actuación de la Convención Reformadora en ejercicio del poder constituyente, extremo que llevaría, en la hipótesis de admitirse la procedencia de la acción, a declarar la nulidad de la norma constitucional impugnada. A dicha circunstancia se agrega otra que, transforma a la causa en una de aquellas de trascendente y capital importancia para el normal funcionamiento de las instituciones creadas y organizadas por la Constitución Nacional, e induce a solicitar la excusación, como asimismo a plantear la recusación de los integrantes de la Corte en este caso. En efecto, el actor es un magistrado del Alto Tribunal que será juzgado por sus pares, quienes, a su vez y respecto del fondo de la cuestión debatida, pueden esgrimir similares agravios. Por lo tanto, concurren todas las circunstancias necesarias para que se excusen de intervenir en las presentes actuaciones, conforme lo prevé el art. 30 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Asimismo, se dan los supuestos previstos en el art. 17, inc. 2° del Código ritual que, también, justifica la recusación de los señores Magistrados del Tribunal. El presente pedido se realiza porque, en el momento de entrar a conocer la Corte el recurso extraordinario concedido por el a-quo, se produciría una extraña situación, ya que, paradójicamente, el tema habría de resolverse por los restantes miembros del Cuerpo que, por su propia posición y la materia discutida, se hallan en igualdad de condiciones que el actor y ello conduce, necesariamente, a que todos los integrantes del Tribunal puedan verse afectados en la tranquilidad y serenidad de espíritu indispensables para decidir y, en tales circunstancias, es procedente la excusación de los miembros del Alto Cuerpo, por motivos graves de decoro y delicadeza, los que se manifiestan por la asiduidad en el trato que deben indudablemente mantener debido a su calidad de colegas como integrantes de un mismo Tribunal. No obstante que, en materia de excusación, son los propios interesados los que se encuentran mejor posicionados para decidir si se produce la situación que les impide ejercer la función jurisdiccional con la serenidad de espíritu necesaria y, en tal sentido, cada uno de los restantes miembros del Tribunal debe analizar su situación concreta, que en función de la trascendencia y gravedad de la causa en trámite y las particulares circunstancias personales ya reseñadas, a fin de cumplir fielmente con las obligaciones que impone el art. 120 de la Constitución Nacional y los arts. 1° y 25, incs. a), b) y g) de la ley 24.946, se debe plantear esta cuestión a la Corte.
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    Candidatos. Partidos políticos. Carta orgánica de los partidos políticos. Voluntad del legislador. Derecho electoral. Avocación jurisdiccional. Gravedad institucional. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte, por vía de excepción, ha admitido la procedencia de recursos extraordinarios interpuestos por terceros desprovistos de la calidad de parte, cuando la sentencia dictada sin la intervención de ellos afecta sus legítimos intereses. La admisibilidad de apelación sólo procede en caso de haberse cumplido los requisitos comunes del mencionado recurso, entre ellos el de que la sentencia cause gravamen irreparable, circunstancias que se configuran en el presente. En tales condiciones, si en virtud de la citada doctrina podía considerárselo habilitado para interponer el recurso del artículo 14 de la ley 48, también lo está para efectuar el pedido bajo examen directo ante la Corte. En lo que concierne al régimen procesal de la justicia federal, se encuentra establecida en el artículo 6 de la ley 4.055, la Corte expresó que cuando las cuestiones federales exhiben inequívocas y extraordinarias circunstancias de gravedad y demuestran con total evidencia que la necesidad de su definitiva solución expedita es requisito para la efectiva adecuada tutela del interés general, las importantes razones que fundan a la citada exigencia del tribunal superior deben armonizarse con los requerimientos antes enunciados, para que el marco normativo que procura la eficiencia de la Corte no conspire contra la eficiencia de su servicio de justicia al que, en rigor, debe tributar todo el ordenamiento procesal. Lo contrario importaría sostener que en las mismas normas tendientes a realzar la función jurisdiccional de la Corte, se halla la fuente que paraliza su intervención precisamente en las causas en que podría ser requerida sin postergaciones y para precisamente en las causas en que podría ser requerida sin postergaciones y para los asuntos que le son propios. Ha de ser desechada, pues, toda inteligencia que, con base en el estricto apego a las formas procedimentales, termine produciendo la impotencia del propio órgano judicial a cuya mejor y más justa labor deben servir. Es por ello que la Corte sostuvo que los aspectos meramente procesales del recurso extraordinario no son necesariamente óbice al otorgamiento de la apelación, en los supuestos de existencia en la causa de interés institucional bastante al efecto. Sin embargo, también se indicó enfáticamente en la doctrina de la Corte indicada que no ha tenido, desde luego, el propósito de arbitrar caminos procesales transitables por todo litigante que pretenda, sin más obtener una rápida definición de su litigio mediante un pronunciamiento de la Corte. Tampoco ha sido su objeto elaborar un medio adjetivo para superar las dificultades, angustias o trastornos, aún serios, que puedan producirse en el curso de un proceso hasta su definitivo juzgamiento, incluso cuando en ello esté interesada, directa o indirectamente, la Nación. El fundamento concreto y preciso que sí ha sustentado al precedente, es el de proveer a una custodia expeditiva de los derechos federales, únicamente cuando se hallaren comprometidos, en términos de una rigurosa gravedad institucional y sí, solo sí, el recurso extraordinario se exhibía como único medio eficaz para esa protección. Fuera de esos casos, ausentes dichas sustancias, cualquier intento de modificar el curso regular de los procesos, no merece sino el mas terminante rechazo por esta Corte. En materia de partidos políticos y cuestiones electorales, si bien es plenamente aplicable la doctrina indicada, la Corte también se ha encargado de delinear perfiles propios a su intervención. Así, en Fallos: 314:1757, donde se solicitaba que asuma el conocimiento de una causa en trámite  ante un superior tribunal de justicia provincial, entendió que el concepto de privación de justicia puede ser referido a las circunstancias en que se lo invoca, en cuanto de ellas resulte que lo decidido y apelado prive al ejercicio del derecho en debate de toda utilidad razonable, pues si los tribunales pudieran dilatar sin termino la decisión referente al caso controvertido, los derechos podrían quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e injustificado perjuicio de quienes los invocan y vulneración de la garantía de la defensa en juicio. Atento a ello, resolvió procedente urgir a dicho tribunal para que sin dilación alguna, disponga las medidas que estime pertinentes con el fin de preservar el ejercicio eficaz de su jurisdicción en la causa y, en su caso de la que pudiera corresponder a esta Corte. Por último, no es ocioso recordar que, en una situación análoga a la del sub examine, la Corte dispuso que la sustanciación del recurso extraordinario se realizara ante sus propios estrados. En cuanto al fondo del asunto, cabe hacer notar que, la cuestión en debate es de relevante importancia, pues implica la oficialización o no de una lista de candidatos a Diputados Nacionales y, por lo tanto, puede producirse un posible menoscabo del derecho del electorado a elegir a los candidatos propuestos por el partido, así como a competir en el citado carácter. Por ello, no puede perderse de vista que en los procesos electorales concurren circunstancias especiales, producto de la gran movilidad social y política del cuerpo electoral, cuya vertiginosidad no siempre posibilita la observancia de los plazos previstos para el cumplimiento de requisitos formales. En tales condiciones, sin perjuicio de la posibilidad que siempre asiste a la Corte de evaluar si la sentencia consagra un criterio extremadamente formalista, que desatiende la realidad política y el desenvolvimiento de las instituciones partidarias, el fallo del a quo se ajusta al derecho aplicable. Toda vez que, por tratarse de una ley de orden público, que responde a un claro objetivo social y de interés general, su aplicación por parte de los magistrados, deviene obligatoria y, por ello, carece de relevancia la supuesta falta de legitimación de los impugnantes para invalidar la decisión, máxime cuando la ley 19.108 dispone que las acciones que nacen de la violación o incumplimiento de las normas de la Ley Orgánica de los Partidos Políticos podrán iniciarse, por denuncia de una agrupación política o de oficio, por los jueces o por acción fiscal directa o como consecuencia de los sumarios preventivos sustanciados por las fuerzas de seguridad. La Corte tiene dicho que el legislador, al disponer que es de orden público ha definido a la ley 23.298 como contenedora de un conjunto de principios de orden superior estrechamente vinculados a la existencia y conservación de la organización social establecida y limitadora de la autonomía de la voluntad. En cuanto al agravio central del recurrente, esto es, que la ley no exige presentar ante el juez electoral las reformas que introduzca en su Carta Orgánica, la sentencia resuelve la cuestión con adecuados argumentos, suficientemente fundados en una interpretación armónica y coherente de la ley 23.298. En efecto, cabe recordar que se debe dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de los preceptos de manera que se compadezcan con el ordenamiento jurídico restante y, desde este punto de vista, es perfectamente razonable que la justicia federal electoral, que tiene que expedirse sobre la conformidad de la Carta Orgánica de los nuevos partidos con las disposiciones del ordenamiento jurídico, en especial la Constitución Nacional y la Ley Orgánica de los Partidos Políticos, además de otras muchas y variadas cuestiones que hacen al desenvolvimiento de los partidos políticos, también tenga que verificar que esa compatibilidad se mantenga a lo largo de la vida de la institución política, aun cuando modifique su estatuto orgánico. Se ha reconocido que los partidos políticos condicionan los aspectos más íntimos de la vida institucional política nacional e, incluso la acción de los poderes gubernamentales y que al reglamentarlos, el Estado cuida una de las piezas principales y más sensibles de su complejo mecanismo vital resulta constitucionalmente válido el ejercicio del poder reglamentario al establecer controles gubernamentales con el objeto de garantizar la pluralidad, la acción y el sometimiento de los partidos a las exigencias básicas del ordenamiento jurídico y su normalidad funcional. Así, la regulación sistémica de estas instituciones fundamentales del sistema democrático, por cuyo crecimiento debe velar el Estado y la propia importancia de la Carta Orgánica otorgan sustento a la interpretación formulada por el a quo. Finalmente esta Procuración General entiende que tampoco se vulneran los derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues es claro que éstos se gozan conforme a las leyes que rigen su ejercicio. Al respecto la Corte reiteradamente ha señalado que los derechos consagrados en la Constitución Nacional no son absolutos sino susceptibles de razonable reglamentación, de modo tal que su ejercicio puede verse sujeto a las restricciones que derivan de la protección de otros derechos constitucionales o de otros bienes constitucionalmente protegidos.


     Apoderados Morante Serneguet, Rafael por Partido Liberal; Portel, Lucio A. y Cortinas Ismael y todos por la Alianza Pacto Autonomista Liberal- Partido Demócrata Progresista s/ Impugnación candidaturas a cargos electivos nacionales s/ Supuesta solicitud de
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    Privación ilegal de la libertad. Actos del gobierno de facto. Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Interpretación y aplicación de la ley. Voluntad del legislador. Opción para salir del país. Autoridad de aplicación. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte ha señalado, en el caso "Noro", publicado en Fallos: 320:1469, que la finalidad de la ley 24.043 fue otorgar una compensación económica a personas privadas del derecho constitucional a la libertad, no en virtud de una orden de autoridad judicial competente, sino en razón de actos ilegítimos, emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto. Lo esencial no es la forma que revistió el acto sino la demostración del menoscabo efectivo a la libertad, en los diversos grados contemplados por la ley 24.043 (Cons. 5°), y agregó que la voluntad del legislador fue hacer justicia a todos aquellos que sufrieron una detención ilegal. Si bien la iniciativa fue excepcional porque excepcional había sido la situación por la que había pasado la Nación durante la última ruptura de la vigencia de las instituciones constitucionales, el texto que fue finalmente votado por el Congreso Nacional fue más amplio que el proyecto de ley que había sido enviado originariamente por el Poder Ejecutivo y comprendió a los que hubieran iniciado juicio por daños y perjuicios o no, y hubiesen sufrido el daño contemplado en el art. 2° de la ley. Se abarcó, pues, un amplio espectro que incluyó desde el menoscabo más radical a la libertad y a la vida hasta un menoscabo atenuado (considerando 6°). En jurisprudencia aplicable al sub discussio se ha dicho que es regla en la interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal, toda vez que ellos, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma. La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esa tarea no es siempre método recomendable el atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo paralizante; es necesario buscar en todo tiempo una interpretación valiosa de lo que las normas, jurídicamente, han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones notoriamente injustas cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulta compatible con el fin común de la tarea legislativa y de la judicial. En tal sentido, no debe prescindirse de las consecuencias que derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma. Si el Legislador expresó su voluntad política de compensar económicamente a las personas privadas injustamente de su libertad durante la última ruptura del orden constitucional, y expresamente dispuso que tanto el ejercicio de la opción para salir del país como la libertad vigilada no hacen cesar el arresto, no parece razonable afirmar que el actor se ausentó del país por su propia voluntad, o que su egreso no es consecuencia del arresto ilegal que sufrió y del cual, por fortuna, pudo escapar. Es que si la Autoridad de Aplicación reconoció que el actor estuvo injustamente detenido y le corresponde el beneficio legal, no puede pretender que su situación jurídica se modifique por la sola circunstancia de haber escapado de sus captores, pues tal conducta no tuvo la intención de burlar un mandato de autoridad competente, sino preservar su vida y la libertad que le fue vulnerada en forma ilegítima. La tesis contraria, que parece propugnar el recurrente, supone exigirle que haya permanecido pasivamente a disposición de quienes lo detuvieron ilegítimamente, sin procurar obtener su libertad. Ello, además de un despropósito, implica desconocer la realidad imperante en la época que la ley intenta reparar. Si bien es cierto que, a partir de su fuga, recuperó su libertad ambulatoria, ello no significa que su situación escape a las previsiones que la ley 24.043 contempla a efectos de reparar los distintos grados de afectación de la libertad, pues es claro que -tal como lo señaló el a quo- la inteligencia de la Administración significa sustraerse a la secuencia lógica y normal del arresto ilegítimo que, en el caso, trajo aparejada una resistencia del actor y que, como resultado, le provocó la pérdida del derecho a permanecer, transitar y salir del país, de conformidad al debido ejercicio de sus facultades constitucionales. Admitir una solución notoriamente injusta, cuando es posible arbitrar otra de sentido opuesto, no resulta compatible con el fin común de la tarea legislativa y de la judicial. Si bien la situación fáctica difiere de la planteada en el dictamen de la causa Q.19, L. XXXIII, “Quiroga, Rosario Evangelina c/ Ministerio del Interior (art. 3º ley 24.043), las consecuencias jurídicas de ambas hipótesis son similares y se encuentran alcanzadas por los beneficios de la ley 24.043, pues en los dos supuestos se afectó la libertad de estas personas. En ninguno de los dos casos la salida del país fue una decisión voluntaria y libremente adoptada, sino consecuencia de la imposición ilegal de los que detentaban el poder.


    Bufano, Alfredo Mario c/ Ministerio del Interior s/ Artículo 3 de la Ley 24.043


    B. 179, XXXIV, 17 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Ombudsman. Medidas cautelares. Interpretación de leyes federales. Legitimación procesal. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los agravios relativos a la falta de competencia del fuero contencioso administrativo federal para resolver en causas contra el I.N.S.S.J.P. y la declaración implícita que habría efectuado la Cámara al ordenar el análisis de la cuestión por el magistrado de la primera instancia, no pueden prosperar ya que como la Corte tiene dicho las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no constituyen, en principio, sentencia definitiva que habiliten la instancia extraordinaria salvo que exista denegatoria del fuero federal, circunstancia que no se configura en el sub lite. Corresponde recordar la reiterada doctrina de la Corte que expresa que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, tampoco revisten en principio, carácter de sentencia definitiva en los términos que exige el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Sin embargo, este último principio cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser tardía insuficiente o imposible reparación ulterior. A tenor de las particularidades circunstancias de la causa, se han configurado ambos supuestos de excepción. Como en autos se discute la interpretación de diversas normas de carácter federal, entre ellas el artículo 42 de la Constitución Nacional y la Ley Orgánica del I.N.S.S.J.P., y la decisión del a quo ha sido contraria al derecho que la parte vencida sustentó en ellas, el recurso intentado sería procedente, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que, cuando se invoca a su vez, la doctrina de la arbitrariedad corresponde considerarla en primer lugar, puesto que, de existir, en rigor, no habría sentencia propiamente dicha. De acuerdo con los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, los tribunales de la República sólo pueden resolver los casos, causas o asuntos, sobre puntos regidos por la Constitución, y es constante la jurisprudencia de la Corte en cuanto los caracteriza como aquellos en los que se persigue en concreto la determinación del derecho debatido entre partes adversas. La Defensora del Pueblo se encuentra legitimada suficientemente para intervenir en autos en virtud de las competencias que le confiere el artículo 137 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires. La Corte sostuvo, en oportunidad de analizar la naturaleza jurídica del I.N.S.S.J.P., que el cumplimiento de un servicio público cual es el establecimiento y control administrativo y técnico de ciertas prestaciones de la seguridad social, ha orientado su creación, y el propio recurrente reconoce esta circunstancia. Con relación al afiliado que se presentó en autos en adhesión a la solicitud de la Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, no pueden existir dudas en cuanto a su legitimación para requerir informes al I.N.S.S.J.P. y peticionar medidas cautelares; desde que su calidad de afiliado y principal destinatario del sistema de prestaciones que se pretende implementar, lo habilitan para reclamar per se en defensa de los derechos consagrados en el artículo 42 de la Constitución Nacional, sin que obste a ello que lo haya hecho a través de la adhesión a los términos de la demanda instaurada por la co actora. Resulta aplicable la jurisprudencia de la Corte de Fallos 308:914, en cuanto sostiene que, es condición de validez de los fallos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Por ello, careciendo la sentencia de la fundamentación mínima que valide como acto judicial o incurriendo en errores de gravedad que la descalifiquen como tal, debe ser declarada arbitraria, pues en ambos supuestos se encuentra desprovista de la fundamentación que es recaudo de su validez y que tiene base constitucional. Resulta innecesario el análisis de los restantes agravios de la recurrente, y en consecuencia, corresponde admitir el recurso extraordinario deducido y dejar sin efecto la sentencia en cuanto denegó el levantamiento de la medida cautelar, a fin de que se dicte una nueva que subsane los apuntados defectos de fundamentación.


    Defensor del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados


    D. 141, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Acción de amparo. Nulidad de la subasta. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Aplicación de tratados internacionales. Falta de agravio concreto. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El derecho consagrado por la norma internacional incorporada a nuestra legislación con la Reforma Constitucional de 1994, integraba con anterioridad nuestro repertorio de derechos fundamentales en virtud del artículo 18 de nuestra Constitución del año 1853, que establecía la inviolabilidad del derecho de defensa en juicio. Dijo la Corte que los bancos nacionales y sus sucursales en las provincias son órganos del gobierno federal, creados para fines públicos de progreso general. La facultad del Banco Hipotecario Nacional de vender por sí y ante sí los bienes hipotecados con sujeción a los de su ley y reglamento, comporta una seguridad insustituible para los intereses de la institución, que no deben ser perturbados con las complicaciones y dilaciones propias de los procedimientos judiciales. Los jueces no pueden suspender o trabar el procedimiento del Banco para el ejercicio de sus facultades o para la venta de los inmuebles hipotecados. Señaló, asimismo la inexistencia de la violación de las garantías de los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional que se dicen vulneradas. En cuanto al primero, porque la pérdida de la propiedad se conjura pagando la deuda que da origen a la ejecución. En lo que atañe al segundo, porque aquél podrá hacer valer sus derechos con toda amplitud en la acción ordinaria, si realmente el procedimiento ha sido arbitrario o irregular, con toda la garantía que supone la solvencia del Banco de la Nación Argentina. Tales consideraciones aún hoy sustentan la validez constitucional del procedimiento administrativo impugnado, incluso desde la perspectiva del invocado artículo de San José de Costa Rica. Cabe recordar que la Corte ha dicho que el carácter programático u operativo de los tratados internacionales, depende de si su ejercicio se ha supeditado o no a la adopción, en el caso concreto, de medidas legislativas por parte del orden jurídico interno del país contratante y que del texto del artículo 8°, inciso 1° de la Convención Americana se desprende que no requiere una reglamentación interna ulterior para ser aplicada a las controversias judiciales. Es que, por una parte, cuando la actora obtuvo el crédito hipotecario otorgado por el banco oficial, aceptó voluntariamente ese gravamen y su régimen normativo, renunciando a los beneficios que pudieran derivar de un procedimiento previo judicial. Es jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la que establece que el voluntario sometimiento del interesado a un régimen legal o a sus beneficios, sin reservas expresas, importa un inequívoco acatamiento que determina la improcedencia de su ulterior impugnación, con base constitucional. La afectada no ha demostrado satisfactoriamente cuál ha sido el agravio que ha sufrido en el ejercicio de su derecho a ser oída o, más concretamente, cuáles son las defensas atendibles que se ha visto privada de oponer ante un órgano jurisdiccional. Puesto que efectivamente tuvo la oportunidad de ocurrir ante la justicia, por vía de este amparo, y entonces pudo exponer las defensas que hacen a su derecho. Sin embargo, en su demanda la accionante no ha expresado que el procedimiento administrativo haya sido irregular o ilegítimo, sino por el contrario reconoció implícitamente la exigibilidad de la deuda al manifestar que su propósito era cancelarla con la renta producida por el inmueble y se agravia de que los funcionarios intervinientes no hayan aceptado esa modalidad de pago. De las constancias del expediente administrativo resulta que la deudora tuvo activa participación en el trámite, que formuló propuestas de pago, que obtuvo la postergación de una subasta mediante la celebración de un acuerdo que no cumplió e incluso se investigó su historia crediticia, de modo que tuvo oportunidad de evitar el remate saldando la deuda. En esas condiciones, la deudora no ha logrado demostrar que tiene un interés legítimo y jurídicamente tutelable en obtener la pretendida declaración de inconstitucionalidad de las normas impugnadas.


    Vukic, Juana e Hilaria Vallejos de Morante c/ Banco de la Nación s/ Acción de amparo


    V. 209, XXXV, 14 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Accidentes de trabajo. Organización Mundial de la Salud. Inmunidad de jurisdicción. Excepción de incompetencia. Tratados internacionales. Soberanía. Constitución Nacional. Derechos y garantías constitucionales. Defensa en juicio. 


    A diferencia de lo que ocurre con los estados extranjeros, existen tratados relativos a la demandabilidad de organizaciones intencionales. La Organización Panamericana de la Salud, que integra la O.M.S., resulta alcanzada por las previsiones del art. III, sec. 4° de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializados, que establece que los bienes y haberes de los organismos a que se refiere "disfrutarán de inmunidad de toda jurisdicción" salvo renuncia expresa. A ello se agrega que, tanto en el "Acuerdo entre el Gobierno de la República Argentina y la Oficina Sanitaria Panamericana Relativo al Establecimiento de una Oficina de Zona en la Ciudad de Buenos Aires", como en el posterior "Convenio Básico entre el Gobierno de la República Argentina y la OPS - OMS sobre Relaciones Institucionales y Privilegios e Inmunidades", con naturaleza de “tratados o sede", se prevé igualmente dicha prerrogativa jurisdiccional. La "inmunidad de jurisdicción", entendida como la exención, por razones propias del derecho de gentes, del sometimiento compulsivo a los tribunales, constituye un viejo principio del derecho internacional, originariamente referido a los Estados y diplomáticos extranjeros y, más tarde; a organismos internacionales. Para examinar los alcances de una inmunidad jurisdiccional acordada tanto multilateral como bilateralmente por los órganos competentes del Estado, respecto de un organismo especializado de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, a saber: la Organización Panamericana de la Salud, es oportuno traer a colación los dichos del Dr. Petracchi, al emitir dictamen en los autos "Saier S.R.L.”, quien tras reseñar jurisprudencia norteamericana según la cual "no es propio de los tribunales denegar una inmunidad que nuestro gobierno ha estimado conveniente otorgar, ni otorgar una inmunidad sobre la base de nuevos fundamentos que el gobierno no ha estimado conveniente reconocer", sostuvo que: "el que subyace parece, pues, el criterio de que el bienestar de la Nación también depende de las complejas decisiones de los poderes que conducen las relaciones exteriores, y a nadie se le oculta el carácter eminentemente político de esas decisiones ni lo complejo de las situaciones que pretenden resolver, especialmente si son críticas". Concluye atinado: "conferir en esta materia cierta autonomía a los referidos poderes, máxime si su proceder revela que las inmunidades de que se trate no han sido concedidas en beneficio personal de individuo alguno, sino a favor del mejor cumplimiento de una función pública"; ello, sin perjuicio, desde ya, de su oportuno examen en términos de razonabilidad. Y es que si bien esta inmunidad se configuró históricamente respecto de los Estados soberanos, resulta virtualmente imposible, empero, respecto de los entes internacionales a quienes se extendió analógicamente, la identificación de un correlato general que permita referir a éstos esta prerrogativa jurisdiccional con el mismo alcance que a los estados, posibilitando, además, tornar prescindible una consideración individual por los órganos encargados de las relaciones exteriores del Estado respecto de su otorgamiento. Como ya lo señaló la Corte, la capacidad de una organización intergubernamental para tener derechos y obligaciones frente a otros sujetos depende de la voluntad común de los estados que la han creado y no goza por su mera existencia derivada del privilegio de la inmunidad de jurisdicción respecto de terceros estados. Todo ello obsta a una asimilación de la presente hipótesis en los términos del precitado "Manauta”, toda vez que, tratándose de una exención tanto multilateral como bilateralmente acordada por los órganos competentes del Estado Nacional, una eventual apreciación de esos instrumentos contraria a la inmunidad resultaría contradictoria con los postulados de los arts. 75, inc. 22, y 99, inc. 11, de nuestra Constitución Nacional, a lo que se añade que el desconocimiento de los principios que rigen las relaciones diplomáticas internacionales no tendría otro desenlace que conducir al aislamiento de nuestro país del concierto de las naciones. Dichos principios competen muy especialmente a la Corte, desde que amén de salvaguardar la plena vigencia de la Constitución Nacional, también tiene el deber de preservar por razones de prudencia la estabilidad de los pactos internacionales válidos celebrados por la República Argentina según el derecho de gentes, base y sustento de la seguridad en la comunidad de las naciones y en los cuales está solemnemente empeñada la fe pública. El Tratado Sede de 1984 prevé, respecto de cualquier diferencia que pudiera surgir entre el Gobierno y la Organización sanitaria a propósito de su interpretación o aplicación, un mecanismo arbitral obligatorio, con actuación de una junta integrada por un árbitro designado por cada parte y un tercero nombrado por la Corte Internacional de Justicia habiéndose pactado, además, la aceptación del carácter definitivo de su pronunciamiento. Allí se particulariza la prescripción del art. IX, sec. 32, de la Convención aprobada por decreto-ley 7672/63, el que prevé que todas las diferencias relativas a su interpretación o aplicación serán sometidas a la Corte Internacional de Justicia, tribunal cuya opinión será aceptada como decisiva. A propósito de los postulados de los arts. 75, inc. 22: y 99, inc. 11; de la Constitución Nacional, tiene dicho la Corte que "la misión más delicada de la justicia es la saberse mantener, dentro del ámbito de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incuben a los otros poderes" asi como "que del juicio prudente de los magistrados en torno de los alcances de su jurisdicción, es de donde cabe esperar, mejores frutos en orden al buen gobierno de la Nación. Más allá de las polémicas suscitadas en torno a las relaciones existentes entre la noción de "inmunidad soberana" como propia de los Estados extranjeros y su símil relativa a estos tan diversos sujetos internacionales, la Corte ha hecho explícita su opinión según la cual, la distinción entre actos iure imperii y actos iure gestionis, base de la teoría “restringida" en materia de inmunidad de jurisdicción de los Estados, carece de sentido razonable cuando se consideran los actos realizados por una organización como la accionada los que sin perjuicio de la finalidad pública perseguida por cada uno de los miembros del tratado constitutivo no constituyen una manifestación inmediata y directa de la soberanía de un Estado. Con respecto a la eventual privación "del derecho a la jurisdicción" que, como consecuencia de lo anterior, podría afectar al actor, la Corte ha afirmado que en nuestra constitución existe un verdadero derecho a la jurisdicción. Ese derecho, que integra el de la defensa en juicio, consiste en la posibilidad efectiva de ocurrir ante un órgano competente -judicial, administrativo o arbitral- que permita ejercer todos los actos razonablemente encaminados a una cabal defensa de la persona y sus derechos, sin que pueda hablarse, en rigor, de derecho de defensa ni de debido proceso, sin la presencia de un tribunal que, de acuerdo a un procedimiento legal, de cauce a la acciones enderezadas a hacer valer eficazmente los derechos individuales. Al sustentar la Constitución Nacional los derechos que plasma en su articulado da por sentado la existencia de los remedios técnicos necesarios para asegurar a los habitantes de la Nación su goce pleno y efectivo, puesto que de no ser así, ellos importarán declaraciones abstractas sin ningún valor. Dicha conclusión, resulta respaldada por diversos preceptos de derecho internacional en los que se pone énfasis en la protección efectiva de los derechos y las libertades. El criterio determinante para definir si corresponde exceptuarlos parece haber sido hasta aquí -dejado a salvo el reconocimiento de la inmunidad- la circunstancia, precisamente, que se encuentre salvaguardado el derecho que tiene todo reclamante a la jurisdicción. Esta retracción del juzgamiento compulsivo por los tribunales establecida en favor de ciertos organismos internacionales, tanto en la doctrina de la Corte como en las propias normas internacionales, se encuentra condicionada a que el ente en cuestión, provea procedimientos apropiados para la solución, entre otras, de las contiendas a que den lugar los contratos y otras controversias de derecho privado en las cuales sea parte el organismo especializado. Caso contrario, el tratado entraría en abierta colisión no sólo con las garantías consagradas en el art. 18 de la Constitución Nacional, sino también, con una norma imperativa de derecho internacional general (ius cogens) que consagra la justiciabilidad de las controversias de derecho privado, lo que con arreglo a lo previsto por el art. 53 de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, lo tornaría nulo ab initio. Con arreglo a lo previsto en la sec. 12 del reglamento del personal, los miembros de la organización podrán apelar contra cualquier medida administrativa o decisión que afecte a su situación de funcionarios, en las condiciones que establece el ítem 1230.7 y por los motivos que se enumeran en los ítems 1230.1.1 a 1.4. Entenderá en dicha impugnación una Junta de Apelación, la que comunicará sus conclusiones y recomendaciones al Director; resolución respecto de la cual cabe aún un recurso, que compete al ILOAT (Tribunal Administrativo de la Organización Internacional del Trabajo); organización, esta última, de la que nuestro país forma parte en virtud de lo dispuesto por L. 11.722. Este procedimiento, fue utilizado al menos en dos ocasiones por el actor, quien, por otra parte, en ningún momento hizo alusión a esta circunstancia, ni se agravió de las características de sus órganos o trámites. Existente a disposición del reclamante una vía interna en la organización, es referible la doctrina del Tribunal expuesta en ocasión de decidir los precedentes de Fallos: 303:2033 y 314:1368, en orden a que no ha mediado el agotamiento de la instancia interna administrativa ni tampoco evidencia de que le hubiera estado impedido al actor, a fin de satisfacer el objeto de la pretensión, su empleo. Frente a los dichos de la juez de grado, no resulta notorio la complejidad y el costo de la vía, a punto tal de tornar en la práctica inexistente el acceso jurisdiccional, aseveración que sólo se funda en la eventual necesidad de tener que sufragar los traslados necesarios para su comparencia. La previsión del art. XI, sec. 12, ítem 1230,6, del Estatuto y Reglamento del Personal dispone que el apelante podrá, si lo desea, comparecer ante la junta, sea en persona, sea por mediación de un representante o acompañado de él; y que los viajes necesarios para esa comparencia serán sufragados por el apelante, a menos que la junta de Apelación que atienda en el asunto considere la comparencia del interesado indispensable para el examen adecuado del caso, a lo que se añade que dicho órgano podrá recomendar el abono total o parcial de los gastos reclamados por el funcionario, que tengan relación directa con el recurso. De ello se desprende, que el comparendo personal no es un requisito imprescindible y que en caso de serlo será a cargo de la demandada, lo que, por lo demás autoriza a desechar que se trate ésta de una ocurrencia a la vía interna organizacional quimérica o necesitada de auxilio diplomático. No habiéndose impugnado constitucionalmente los tratados constitutivos de la Organización ni puesto en evidencia circunstancias tales como las que justificaron las soluciones de Fallos: 303:2033 y 314:1368, sólo cabe colegir que la inmunidad de jurisdicción de que goza la Organización Panamericana de la Salud - Organización Mundial de la Salud - Oficina Sanitaria Panamericana, obsta al examen de esta reclamación por los tribunales argentinos.


    Duhalde, Mario Alberto c/ Organización Panamericana de la Salud Organización Mundial de la Salud Oficina Sanitaria Panamericana s/ Accidente ley 9688


    D. 73, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo v


    Derecho Internacional


    Cuestiones de competencia


    Sustracción internacional de menores. Régimen de visitas entre parientes. Interés superior del niño. Desplazamiento de la competencia. Acceso a la justicia. Competencia nacional. 


    De la lectura del Convenio sobre Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, no surge que el mismo contenga normas específicas atributivas de competencia. Una hermenéutica amplia de este convenio internacional, permite sostener la jurisdicción de otros estados (aunque no coincidan con el último domicilio de los menores a cuyo respecto, se solicita el régimen), cuando concurren otros antecedentes relevantes, que tornan viable la intervención de otra jurisdicción territorial. En cuestiones referidas a menores, dada su incapacidad, se produce un desplazamiento de las normas generales de competencia, circunstancia que, en virtud de la protección que debe otorgarse a su interés superior, conduce a admitir la posibilidad de tramitar en diferentes jurisdicciones los procesos en que ellos sean parte. Si la pretensión de los niños actores persigue fundamentalmente restablecer la comunicación con sus primos, sin que ello implique necesariamente el desplazamiento de los hijos de los demandados, cabría la posibilidad de que éstos acepten la jurisdicción de nuestros tribunales, en la medida en que no existan reparos para que aquella comunicación se reanude, aun a través de cualquiera de los diversos medios que ofrece la moderna tecnología. Debe ser objeto de especial ponderación ese interés superior, tanto de los niños actores, como de sus primos. Este interés cobra particular significado para que el caso de autos sea atendido por la justicia argentina. En efecto, como lo han manifestado los representantes de los menores en sus diversos escritos, las dificultades manifiestas de índole jurídico, fáctico y aún económicas que deberían afrontar personas menores de edad para litigar en el extranjero, conlleva una virtual imposibilidad de accionar en extraña jurisdicción. Por otro lado, no podemos tener la seguridad de que un representante público de otro país, se encuentre dispuesto oír a los niños y acoger sus pretensiones, a la par que tampoco podemos aseverar cuál será efectivamente el lugar definitivo de residencia de sus primos, ni si el juez de ese lugar admitiría la promoción de este tipo de demanda, lo que podría conducir a una denegación internacional de justicia.


    G., C. c/ S. I. M. M. y otro s/ Régimen de visitas


    G. 280, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento. Banco Interamericano de Desarrollo. Organismos especializados de las Naciones Unidas. Competencia. Emisión de títulos. Inmunidad de jurisdicción. Interpretación de leyes federales. Gravamen irreparable. Acceso a la justicia. Existencia de otras vías. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. n° 73, L. XXXIV, “Duhalde, Mario Alberto c/ Organización Panamericana de la Salud - Organización Mundial de la Salud – Oficina Sanitaria Panamericana s/ Accidente Ley 9.688”.


    La presentación resulta procedente. Ello es así, toda vez que el pronunciamiento en crisis ha puesto en tela de juicio el alcance de disposiciones de orden federal y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que en ellas fundaron los apelantes. En cuanto a la definitividad del resolutorio apelado, la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que a los fines dispuestos por el artículo 14 de la ley 48, sentencia definitiva no es sólo la que concluye la controversia, sino también aquella con consecuencias frustratorias respecto del derecho federal invocado, en razón de su tardía o imposible reparación ulterior; criterio este último, aplicable a la causa, habida cuenta que lo decidido impide a las recurrentes en modo definitivo hacer valer de manera eficaz la inmunidad que reclaman, cuyo carácter de derecho que requiere de tutela inmediata fue admitido por la Corte en los precedentes de Fallos: 305:2150 y 314:1368, entre otros. Respecto al fondo del asunto, lo que atañe al Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento como al Interamericano de Desarrollo, los respectivos marcos normativos prevén soluciones, en rigor, diversas, según se trate de reclamos que conciernen a sus integrantes, o bien, a sujetos ajenos a la anterior enumeración. En la primera hipótesis, la preceptiva desautoriza el inicio de acciones, dejándose a salvo que, en caso de discrepancia, los Estados miembros podrán acudir a los procedimientos especiales previstos en los propios convenios, en los reglamentos de las instituciones o en los contratos. En la segunda, en cambio, se contempla esa posibilidad, en el marco general, empero, de una inmunidad de jurisdicción que, según mi modo de ver y exceptuado el caso de que se trate de una hipótesis de emisión o garantía de valores, impone requerir el consentimiento, previo y expreso, de ambas entidades financieras para ser demandadas. En efecto, lo anterior se desprende de una consideración integral y orgánica de los textos de derecho internacional mediante los cuales se configura la situación jurídica de estas organizaciones y se les reconocen exenciones, inmunidades y privilegios. Ello, con el propósito de resguardarlas contra acciones, restricciones y gravámenes que, en general, pudieran entorpecer o dificultar sus objetivos institucionales; inteligencia que  se impone aun más de considerarse lo previsto en la sección 34 del artículo X del Convenio sobre Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializados de las Naciones Unidas, que dispone que las previsiones del citado pacto deben interpretarse tomando en consideración las funciones asignadas a estos organismos intergubernamentales por sus instrumentos constitutivos, y, en el caso del BID, el artículo 7 del acuerdo de sede, en el que se establece que deberá ser interpretado y aplicado en forma favorable para el Banco y su personal, a fin de facilitar el cumplimiento pleno y eficiente de sus objetivos de orden institucional. Debe puntualizarse que, más allá de lo que se sostenga en ocasión de abordar la cuestión relativa a la naturaleza estricta del negocio que da origen a esta disputa, lo cierto es que, puesto que se trata de una operación de índole crediticia cuyas características encuadran en el marco de lo previsto por el artículo I -particularmente ítems 2 y 4- del convenio aprobado por el decreto-ley n° 15.970/56 y artículo 1, secciones 18 y 28, del aprobado por ley 14.843, atañe al objeto típico de estas entidades. En el precedente M. 1109, L. XXIX, "Maruba S.C.A. Empresa de Navegación Marítima”, el juez Petracchi señalo que, constituyen las organizaciones internacionales, con inmunidades "altamente específicas y variables..." aparecen muchas veces como resultado de arreglos empíricos que obedecen a necesidades precisas, sin ideas preconcebidas, donde "su estatuto jurídico es más que a menudo sui generis, establecido a casu ad casum" y sus deberes y derechos dependen de sus fines y funciones, enunciados o implicados en su acto constitutivo y desarrollados en la práctica. No enerva la anterior conclusión la circunstancia de que la formulación normativa contemple la posibilidad de iniciar acciones en sede local, pues ello, no implica la abdicación inicial de esta inmunidad, sino la indicación del elemento que sustentará la competencia del órgano ante el cual deberá dirigirse la interesada para, llegado el caso, requerir en pos de su pretensión y cursar el emplazamiento o notificación de la pertinente demanda. A lo dicho se añade que la citada disposición limita esa posibilidad a los territorios de un Estado miembro donde tuvieran establecida alguna oficina o donde hubieran designado agente o apoderado "con facultad para aceptar el emplazamiento..." o la notificación de una demanda judicial, con lo que implícitamente se admite la posibilidad de que los organismos puedan o no aceptarlo, salvedad hecha de la hipótesis de emisión o garantía de valores. Lo expresado queda particularmente puesto de relieve, en el caso del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, en virtud de lo previsto por el artículo 3, ap. 2°, del convenio sobre el establecimiento de una misión residente en Buenos Aires, en el que se lee que dicho Banco gozará de inmunidad respecto de todo proceso judicial, excepción hecha de los casos derivados del ejercicio de sus facultades para emitir o garantizar valores y demás relacionados con tal ejercicio; disposición congruente con el espectro normativo reseñado, apreciado conforme a las pautas hermenéuticas anteriormente aludidas. En el anterior desarrollo, si bien evidencia en modo implícito que el dictamen sitúa el problema en el marco de la segunda de las hipótesis examinadas, no exime de explicitar que ello obedece a que de la demanda no se desprende el propósito de la accionante de subrogarse en el ejercicio de eventuales derechos de titularidad de los bancos nacionales demandados, posibilidad contemplada tanto en la preceptiva concerniente al Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento, como en aquella que se relaciona con el Interamericano de Desarrollo. Extremo que, adquiere particular relevancia a la luz de lo previsto por el artículo 4 del código Procesal Civil y Comercial de la Nación y a reiterada jurisprudencia de la Corte, en orden a que, a fin de determinar la competencia, debe atenderse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión y no a lo dicho en materia de contradicción por la demandada. En cuanto a la jurisdicción la Corte ha reiterado, que en nuestra Constitución existe un verdadero derecho a la jurisdicción. Ese derecho, que integra el de la defensa en juicio, consiste en la posibilidad efectiva de ocurrir ante un órgano competente, judicial, administrativo o arbitral, que permita ejercer todos los actos razonablemente encaminados a una cabal defensa de la persona y sus derechos, sin que pueda hablarse, en rigor, de derecho de defensa ni del debido proceso, sin la presencia de un tribunal que, de conformidad con un procedimiento legal, de cauce a las acciones enderezadas a hacer valer eficazmente los derechos individuales. En tal sentido puede decirse que, al sustentar la Constitución Nacional los derechos que plasma en su articulado, da por sentado la existencia de los remedios técnicos necesarios para asegurar a los habitantes de la Nación su goce pleno y efectivo, puesto que de no ser así, ellos importarían declaraciones abstractas sin ningún valor. Dicha conclusión, resulta respaldada por diversos preceptos de derecho internacional, todos ellos con la jerarquía conferida por el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional, en los que se pone énfasis en la protección efectiva de los derechos y las libertades. En orden a esta cuestión, y repasando el tratamiento que le ha conferido en cuanto a este punto la Corte a estos sujetos intergubernamentales, merece destacarse que el criterio determinante para definir si corresponde exceptuarlos parece haber sido hasta aquí, dejado a salvo el reconocimiento de la inmunidad, la circunstancia precisamente, que se encuentre salvaguardado el derecho que tiene todo reclamante a la jurisdicción. Y es que esta retracción del juzgamiento compulsivo por los tribunales establecida en favor de ciertos organismos internacionales, tanto en la doctrina de la Corte, como en las propias normas internacionales, se encuentra condicionada a que el ente en cuestión, provea procedimientos apropiados para la solución, entre otras, de las contiendas a que den lugar los contratos y otras controversias de derecho privado en las cuales sea parte el organismo especializado. Caso contrario, el tratado entraría en abierta colisión no sólo con las garantías consagradas en el artículo 18 de la Constitución Nacional, sino también, con una norma imperativa de derecho internacional general que consagra la, justiciabilidad de las controversias de derecho privado, lo que con arreglo a lo previsto por el artículo 53 de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, lo tornaría nulo ab initio. En tales condiciones, correspondería concluir, prevista en la normativa internacional la inmunidad jurisdiccional de ambos organismos financieros y no habiéndose alegado ni evidenciado la inexistencia o insuficiencia de las eventuales vías alternativas con las que, según lo argumentado por las quejosas, contaría el accionante, que la inmunidad de jurisdicción de que gocen el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (B.I.R.F.) y el Banco Interamericano de Desarrollo (B.I.D.), obsta al examen de esta reclamación -en cuanto atañe a dichas entidades internacionales- por los tribunales argentinos. Por lo hasta aquí expresado, debe revocarse la sentencia recurrida, en cuanto fue materia de las presentaciones extraordinarias de las apelantes.


     Alimento de los Andes S.A. c/ Banco de la Provincia del Neuquén y otros s/ Cumplimiento de contrato


    A. 363, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Transporte aéreo. Transporte aéreo de carga. Mercadería. Carta de porte. Asegurador. Trasbordo de mercaderías. Pérdida de la mercadería. Tratados internacionales. Responsabilidad civil del operador aéreo. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Ha sido correcta la inteligencia que el tribunal de Alzada asignó a las disposiciones aplicables de la Convención de Varsovia. El artículo 8 inciso c) establece que la carta de porte aéreo debe contener la indicación de las paradas previstas y el artículo 9 impone como sanción para el caso de que se haya omitido alguno de los requisitos exigidos en aquella norma, la pérdida del derecho a ampararse en los preceptos de la Convención que excluyan o limiten la responsabilidad. La interpretación que la recurrente postula en orden a sortear la sanción normativa, y que fuera admitida por el juez de primera instancia, no deja de ser una opinión personal que carece de sustento en elementos objetivos, lo que es inadmisible para dar por suplida una exigencia formal contenida en una norma que tiene vigencia internacional. En efecto, no cabe predicar que la facultad prevista por el mencionado inciso c) de que el transportador pueda modificar las escalas, demuestre que su indicación en realidad no es relevante cuando la norma exige expresamente su inclusión como una de las circunstancias relativas al transporte que debe contener el título respectivo. Tampoco es atendible la argumentación que se ha desarrollado en torno a las disposiciones del Protocolo de la Haya de 1955, en tanto revelan que ese cuerpo normativo ha consagrado un criterio de mayor flexibilización en cuanto a los recaudos que debe contener la carta de porte, ya que su omisión o inobservancia no trae aparejada la sanción de pérdida de limitación de la responsabilidad. Es que es inaceptable que esa nueva regulación sirva para inferir la intención de quienes suscribieron el Convenio de Varsovia veintiséis años atrás, más bien por el contrario, debe ponderarse que ese nuevo temperamento no puede ser aplicado al transporte aéreo bajo jurisdicción de los países que no quisieron suscribir ese Protocolo, pues ello implicaría que en la práctica se compela a un Estado a observar disposiciones normativas que no ha querido integrar a su legislación. Aun cuando en otras situaciones fácticas pudiera sostenerse que no todos los recaudos del artículo 8 son esenciales para preservar el derecho que tiene el transportador a limitar la responsabilidad, lo cierto es que en el particular caso de autos, relativo a un transporte de mercadería sujeto a una escala con transbordo que no fue mencionada en la guía aérea, no cabe sostener que dicha omisión fue irrelevante, o que la sanción por ese incumplimiento obedezca a un excesivo formalismo. Porque la compañía de seguros tenía un interés legítimo en conocer todas las circunstancias relativas al transporte para ponderar el riesgo asumido, como es de rigor en ese tipo de actividad. Es que la relevancia de la omisión cuestionada, no puede ser juzgada con abstracción de las relaciones entre las partes y de los principios jurídicos que les dan contenido. Resulta inaceptable la alegación de la compañía aérea relativa a que es facultad del transportador fijar el itinerario de acuerdo a sus necesidades, porque en el caso no está controvertido que la realización de la escala no respondió a una exigencia sobreviniente, sino que estaba prefijada y no obstante, no se mencionó.


    La Meridional Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ American Airlines s/ Faltante y/o avería de carga transporte aéreo


    L. 70, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     

  


  
    



    Capítulo VI


    Derecho Laboral


    Contienda negativa de competencia


    Indemnización por accidente de trabajo. Incapacidad laboral. Concursos. Competencia nacional. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamentos de pretensión. La excepción estipulada en el artículo 21 inciso 5° de la ley 24.522 se estableció para los juicios por accidentes de trabajo promovidos con arreglo a la legislación especial vigente en la materia. Resulta aplicable el precedente Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”, en el cual la Corte concordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General, donde se dijo que el artículo 21 inciso 5° de la nueva normativa concursal, estableció en lo que se refiere a los juicios laborales, su radicación ante el Juzgado donde tramita el concurso o la quiebra, acumulándose al pedido de verificación de créditos.


    Caccavo, Daniel c/ Papelera Pedotti S.A. s/ Cobro de australes por indemnización Artículo 212 Ley de Contrato de Trabajo


    COMP. 45, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Despido. Concursos. Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”, en el cual la Corte acordó con los fundamentos dados en el dictamen de esta Procuración General.


    Calderón, Domingo c/ Compañía General Fabril Financiera S.A. s/ Despido


    COMP. 46, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Empleo público. Retiro voluntario. Nulidad. Diferencias salariales. Acto administrativo. Competencia por la materia. Competencia laboral. 


    La Corte ha dicho que en las hipótesis en que se cuestionan actos de orden administrativo, el criterio para determinar la competencia debe ser referido al encuadramiento normativo que presumiblemente tenga influencia decisiva para la solución del litigio. Los acuerdos de retiro voluntario, más allá de que los interesados hayan aludido a su condición de empleados públicos, han sido enmarcados en el régimen del artículo 15 del Régimen de Contrato de Trabajo, conforme a lo establecido en la resolución I.S.S.B. n° 71/95, Anexo 1°, apartados 7° y 14°, circunstancia a la que se añade que las diferencias salariales reclamadas tendrían origen mediato en diversas normas de derecho colectivo y que se demandan, además, diferencias en los rubros indemnizatorios por antigüedad. Lo expresado alcanza también a los ítems relativos al Fondo Compensador, habida cuenta lo previsto en el Anexo 1, ítem 6°, de la resolución I.S.S.B. n° 71/95, y no obstante que, en rigor, el examen sobre la procedencia de dichos rubros pueda entenderse atinente al fuero de la Seguridad Social, el que vale señalar, es también Nacional y heredero de una aptitud jurisdiccional confiada, mayormente, con anterioridad a su creación, a la justicia del trabajo.


    Galli, Alberto y otros c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios y otro s/ Diferencia de salarios


    COMP. 421, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Accidente in itinere. Daños y perjuicios. Daño emergente. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 562 L. XXXIII, "Navarro, Ricardo Jorge y otra c/ Expreso Becher - Rutas de Cuyo S.A. s/ Ordinario”, fallada de conformidad con el dictamen del Ministerio Público.


    No obstante que el infortunio y la consecuente demanda fueron posteriores a la entrada en vigencia de la ley 24.577, que data del 1° de julio de 1996, si lo que se reclama no son las prestaciones previstas en el citado cuerpo legal, sino una reparación integral fundada en el derecho civil, corresponde que la presente continúe su trámite por ante el Juzgado Laboral.


    Yuste, Néstor Adrián c/ Agrojumbo S.A. s/ Ordinario


    COMP. 83, XXXV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Incapacidad laboral. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, “Jordán Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente Ley 9688”.


    Terraza, Vicente c/ Aseo S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 397, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución de honorarios. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Cancelación de deudas. Cámara de Apelaciones. Competencia laboral. 


    Al no existir un superior jerárquico común a los jueces, en desacuerdo, corresponde que la Corte dirima el conflicto de competencia suscitado. Habida cuenta de las constancias de estos obrados, del trámite y estado procesal de ellos, resulta que no existe crédito alguno que verificar en el concurso de la demandada, en los términos del artículo 32 de la Ley de Concursos y Quiebras. En consecuencia, no resulta de aplicación en la especie el fuero de atracción del concurso de la codemandada, ya que la acción se halla concluida y el crédito motivo de la presente causa fue cancelado con anterioridad a la fecha de presentación del concurso, conforme lo afirma el propio juez del juicio. La anotación registral que resta cumplir, más allá de su contenido patrimonial, tiene sólo el alcance de perfeccionar el acto de transferencia dispuesto por el tribunal local donde tramitó el proceso.


    Tucci de Pallares, Carolina D. y otros c/ Industrias Siderúrgicas Grassi S.A. y otro s/ Ejecución de honorarios


    COMP. 406, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Ejecución previsional. Cajas de previsión. Competencia laboral. 


    En atención a lo dispuesto por la Corte en el punto 2 de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, la titular del Juzgado Nacional del Trabajo.


    Di Cupula, Gerardo c/ Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades Civiles s/ Ejecución previsional


    COMP. 398, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Juzgado de primera instancia. Justicia nacional del trabajo. Competencia laboral. 


    Corresponde dirimir la cuestión de competencia a la Corte en los términos del artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58. En atención a lo dispuesto por la Corte en el punto 2°, de la acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, el titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Panetta, Roberto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    COMP. 236, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Juicios universales. Desplazamiento de la competencia. Fuero de atracción. Juez del concurso. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Las causas laborales son atraídas por el juicio universal, que habilita a desplazar la competencia original y natural del proceso, en virtud del instituto del fuero de atracción. También resulta competente el juez del concurso, a los fines de determinar la existencia o no de la relación laboral y sus causas con la concursada, con el objeto de establecer el pasivo de la empresa demandada.


    García, Jorge E. c/ Expreso Cañuelas S.A. s/ Despido


    COMP. 707, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Empleo público. Reclamo salarial. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    En el sub examine, no se ha suscitado una cuestión de competencia que, deba la Corte resolver, toda vez que los conflictos jurisdiccionales trabados entre jueces nacionales de primera instancia, son resueltos por la Cámara de Apelaciones de la que depende el juez que primero hubiere conocido. En tales condiciones, no corresponde a la Corte pronunciarse en el conflicto, debiendo remitirse las actuaciones a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, sa sus efectos.


    Fiorentini, Oscar Héctor c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Empleo público


    COMP. 369, XXXV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cámara de Apelaciones. Justicia Nacional del Trabajo. Competencia laboral. 


    A la presente contienda jurisdiccional cabe aplicarle la doctrina del Tribunal que emana de los autos "Comp. 77, L. XXXV, Rezk, Sergio c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y, otros s/ Proceso de conocimiento la Corte sostuvo en dicho precedente, al remitir al dictamen de esta Procuración General de la Nación, que en las cuestiones de competencia, del art. 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto habilita a la Corte, cuando interviene en instancia originaria, y a los jueces federales con asiento en las provincia, para declararse incompetente en cualquier estado del proceso se desprende que los restantes tribunales nacionales han de ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4, 10 y 352 de aquel Código. En tal sentido y conforme al mencionado fallo, y demás fundamentos allí expuestos, la inhibitoria de la Sala laboral ha sido inoportuna.


    Lujan, Oscar Adelmo c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 316, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Cervantes, Juan Carlos c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 540, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Atento lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo.


    Mariani, Javier Higinio y otros c/ Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza s/ Reajustes varios


    COMP. 701, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Alcalá, Domingo c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 497, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Bartolucci, Rubén Hugo y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 462, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Castillo, Juan Carlos y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 439, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Incapacidad laboral. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa S.C. Comp. 597, L. XXXIV, “Llampa, Máximo c/ FE.ME.SA. s/ Daños y perjuicios”.


    Cristo, Alejandro Raúl c/ FE.ME.SA. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 521, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Dobrodzejunas, Zenón Domingo c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 436, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Fernández, Jorge Eduardo c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 431, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Gómez, Rolando c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 481, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Hernández, José Leandro c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 441, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Ley sobre riesgos del trabajo. Ley vigente. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 62, L. XXXV, “Torres, Martín Alejandro c/ Carrascosa, Aldo”.


    Corresponde dirimir esta cuestión de competencia a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708. En ocasión de dictaminar la causa Comp. N°132, L.XXXIII, “Alessi, Daniel”, fallada por la Corte por sus fundamentos, se precisó como fecha de entrada en vigencia de la Ley de Riesgos del Trabajo, el 1de julio de 1996.


     Landa, Marcelo c/ Pietroboni, Armando y/o Propietario de Canal 10 T.V. s/ Accidente de trabajo


    COMP. 340, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Palavecino Simeón Marciano c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 432, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Accidentes de trabajo. Ley sobre riesgos del trabajo. Ley vigente. Competencia federal. Despido sin causa. Competencia ordinaria. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 62, L. XXXV, “Torres, Martín Alejandro c/ Carrascosa, Aldo”.


    Corresponde dirimir esta cuestión de competencia a la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708. En ocasión de dictaminar la causa Comp. N°132, L.XXXIII, “Alessi, Daniel”, fallada por la Corte por sus fundamentos, se precisó como fecha de entrada en vigencia de la Ley de Riesgos del Trabajo, el 1de julio de 1996. Ante un supuesto reclamo por extinción de trabajo sin causa justificada, dada la índole laboral común de la materia y la ausencia de motivos de orden personal o territorial que justifiquen una solución diversa, concerniría a la justicia ordinaria, a la que llegado el caso, el señor Juez Federal deberá remitir los antecedentes que correspondan.


     Pent de Martínez, Mabel Raquel c/ Pietroboni, Armando y otros s/ Accidente de trabajo


    COMP. 295, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Santillán, José Eduardo c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 466, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Sarzur, Luciano Carlos c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 520, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Barros, Horacio c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 563, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Justicia nacional del trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Malin, Juan Carlos y otros c/ Central Térmica San Nicolás S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 263, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento, Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    El artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, prevé que las contiendas de competencia habidas entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltas por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido Corresponde dirimir este conflicto a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo a quien deberán remitir los obrados, a sus efectos. No obsta a lo expuesto, la intervención que le cupo a la Sala 1° de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal; ya que por la misma, se limitó a tener por desistido el recurso oportunamente deducido por la representante del Ministerio Público Fiscal.


    Cerrano, Luis Ángel y otro c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 569, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Neira, Beatriz Inés y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 591, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Palomo, Enrique c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 644, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto- ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido. Alvarado, Oscar Manuel y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Accionariado obrero


    COMP. 331, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto- ley 1285/58, texto según ley 21708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido. Por ello, corresponde dirimir este conflicto a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo.


    Pintos, Jorge Horacio y otro c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 363, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Montenegro, Sixto S. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    COMP. 402, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Mendieta, Julio c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 255, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Morales, Oscar Alberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 256, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Caneo, Maximiliano c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    COMP. 259, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Cerrato, José Raúl c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 261, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Madoi, Norberto Vicente c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 268, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Lombardi, Antonio Nicolás c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 278, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Jurisdicción y competencia. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”,  resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    La Corte tuvo ocasión de pronunciarse sobre la jurisdicción competente para entender en los reclamos fundados en el artículo 13 de la ley 24.145 en el precedente “Tarifa, Carlos c/ Y.P.F. SA”, donde sostuvo que correspondía a la Justicia Nacional del Trabajo entender en este tipo de procesos.


    Troncoso, Carlos Jorge c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 292, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Justicia nacional del trabajo. Competencia laboral. 


    La cuestión es sustancialmente análoga a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Romero, Fabio C. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 299, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    A la presente contienda jurisdiccional cabe aplicarle la doctrina del dictamen y fallo Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Ramírez, Pedro A. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 300, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    A la presente contienda jurisdiccional cabe aplicarle la doctrina del dictamen y fallo Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Surita, Eloy c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 301, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Enfermedad profesional. Justicia nacional del trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de la causas Comp. n° 315, L. XXXIV, “Munilla, Gladys c/ Unity Oild S.A. s/ Accidente – acción civil”; y Comp. n° 991, L. XXXIII, “Jordán, Antonio y otro c/ Gobierno Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Accidente - Ley 9688”.


    Se encuentra planteado un conflicto de competencia que corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Juárez, Rubén O. c/ Merial Argentina S.A.


    COMP. 317, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Stephan, Enrique Germán c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    COMP. 330, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Sandoval, Zenón Alberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    COMP. 353, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Gallardo, Eduardo F. c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    COMP. 366, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Berbel, Ana María c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    COMP. 391, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Lopano, Miguel Ángel y otro c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    COMP. 392, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    Goldstein, Guillermo Miguel c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 393, XXXV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General. 


    González, Rufino c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.


    COMP. 327, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios


    Discriminación laboral. Diferencias salariales. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Confirmación de sentencia. 


    La crítica de la quejosa en este aspecto se ciñe a dos argumentos esenciales: a) que el actor, tras reincorporarse a la empresa ya no Cumplió tareas gerenciales y b) que atañe exclusivamente a la empleadora fijar las remuneraciones del personal superior de la firma, según emana de jurisprudencia de la Corte Suprema que el fallo de la Sala desconoce. Respecto de la primera cuestión, se limitó, en lo sustantivo, a afirmar que resultó evidenciado que el accionante no cumplía con las funciones relativas a los demás gerentes: Esta rechazó que pudieran admitirse las evidencias dirigidas a demostrar las "verdaderas tareas del actor", en ausencia de una descripción nítida de las correspondientes a los "jefes de ventas" que posibilitara, a su turno diferenciarlas de las labores de los gerentes, y de la prueba de que el estado de salud del reclamante le impedía desarrollar con normalidad las actividades propias de un gerente de ventas. En tales condiciones, la crítica de la accionada, se reveló incompleta y, por ende, carente de eficacia para revertir, en cuanto al punto, las conclusiones de la alzada, toda vez que ningún empeño desplegó en rebatir los anteriores señalamientos del fallo, lo cual, obsta a su admisión y lejos se encuentra de poner en evidencia un efecto jurídicamente invalidante. Tampoco se hizo cargo de las afirmaciones del tribunal según las cuales no puede, seriamente, discutirse el nivel gerencial del pretensor, cuando la propia demandada lo registró como gerente en los libros laborales, le otorgó duplicados de recibos donde constaba igual cargo y le expidió las certificaciones previstas en el art. 80 de la Ley de Contrato de Trabajo incluyendo también esa categoría, argumentos todos frente a los cuales la quejosa se limitó a oponer una selección y valoración probatoria de signo diverso, lo que en esas condiciones, no excede la mera discrepancia, y no alcanza, para evidenciar desaciertos jurisdiccionales de envergadura tal que autoricen a invalidar el pronunciamiento. Máxime, tratándose de cuestiones que, por regla, resultan ajenas a la instancia extraordinaria. Todo lo anterior, situados en el particular contexto de una doctrina que al decir del Alto Cuerpo, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende solo a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total falta de fundamento normativo, impiden apreciar al decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema; deficiencias que, no ha  conseguido la quejosa poner de resalto por medio de su embate recursivo. En referencia a la cuestión presentada en el acápite anterior bajo el ítem b), en autos se ha articulado la irrazonabilidad de la sentencia también en este aspecto y que existe controversia respecto a la inteligencia que debe atribuirse al artículo 14 bis de la Ley Fundamental. En atención a que el quejoso presenta agravios federales difícilmente escindibles del vicio de arbitrariedad por interpretación irrazonable, resulta procedente que ambas cuestiones sean tratadas en forma conjunta. Ello es así, por cuanto la Corte ha señalado que, si existe una íntima conexión entre la interpretación del derecho federal y de las causales de arbitrariedad también invocadas, resulta adecuado el tratamiento de ambos aspectos sin disociarlos. La cláusula constitucional cuya inteligencia se debate, establece el principio de "igual remuneración por igual tarea", entendido aun antes de su reglamentación por la Ley de Contrato de Trabajo, como aquel opuesto a situaciones que implican discriminaciones arbitrarias, como serían las basadas en razones de sexo, religión o raza, pero no a aquellas que se sustentan en motivos de bien común como las de mayor eficacia, laboriosidad y contracción al trabajo del obrero, puesto que no es sino una expresión de la regla más general de que la retribución debe ser justa. Más tarde, en el precedente publicado en Fallos: 308:1032, la Corte entendió que la garantía impide cualquier tipo de discriminación, salvo las fundadas en "causas objetivas, las que quedaron plasmadas en el texto del artículo 81 de la Ley de Contrato de trabajo con posterioridad a la reforma que la ley 21.297 introdujo al texto originario de la 20.744. En esa ocasión, además, la Corte precisó: a) que el empleador cumplimenta el mandato constitucional pagando a cada categoría de trabajadores lo que estipula el convenio colectivo de trabajo; y b) que el derecho del empleador a premiar por encima de aquellas escalas a quienes revelen méritos suficientes no puede sujetarse a la demostración, en la práctica muy sutil y difícil, de que ellos existen; sino que debe quedar librada a su prudente discrecionalidad, pues de lo contrario se desvirtuaría su ejercicio. Posteriormente, en el precedente de Fallos: 311: 1602, la Corte se encargó de precisar que el artículo 81 de la Ley de Contrato de Trabajo no circunscribe sus alcances a los trabajadores comprendidos en un convenio colectivo del trabajo, al hacerse cargo de la objeción relativa a la inexistencia en la causa de un "nivel base" de salario. La cláusula constitucional que consagra el principio de igualdad de trato, no constituye sino una expresión del principio más general de que la remuneración debe ser justa sienta, ante todo, un criterio al que el poder del Estado ha de subordinar la regulación salarial del contrato de trabajo, tenga ella lugar por vía legal, reglamentaria o bien a través de la actuación que, al Poder Administrador compete en la homologación de los convenios colectivos. En el caso de autos, sin embargo, no se trata de la aplicación del aludido precepto del artículo 14 nuevo con el propósito de verificar si se adecúa a él determinado acto normativo, sino de juzgar, a la luz de lo allí estatuido, el proceder de la demandada respecto del actor, empleado superior de la firma, no incluido en los convenios colectivos que rigen a sus restantes dependientes. Y es que, no se trata aquí de desconocer las potestades del empresario para abonar remuneraciones diferenciadas, sino de examinar el ejercicio que de tal prerrogativa efectivizó el empleador respecto del reclamante. Ello es así, en un ámbito de relaciones en que deben definirse los términos de la ecuación de forma tal que la aplicación de esta garantía pueda llevarse a cabo sin menosprecio de los derechos de ambas partes, pero también asegurando una interpretación valiosa que no prescinda de los efectos que puedan derivar de cada criterio. Lo expuesto, equivale a decir que cualquier aplicación de la norma de referencia que signifique proyectarla más allá de la mera formulación de un criterio para la regulación del contrato de trabajo por los Poderes del Estado, requerirá indispensablemente la previa determinación del valor que haya de reconocerse a la tarea desempeñada por quien pretende desconocida la garantía constitucional en análisis, para así establecer si ha mediado, en concreto, una arbitraria conculcación de la misma; o, el contrario, el ejercicio legítimo de una prerrogativa del empleador. Y es que, si bien dirigido originariamente a la regulación de la mano de obra masculina y femenina este principio responde, actualmente, al criterio más amplio de la equidad en los métodos de fijación del salario, al que no es ajeno el concepto de que las diferencias deben fundarse en circunstancias objetivas y demostrables de calificaciones y aptitudes. Ello es así, dejando a salvo que la igualdad de la que aquí se trata, debe ser referida a situaciones laborales generales, es decir, a equiparar la situación del trabajador discriminado respecto de la generalidad de sus colegas, mas no, empero, al caso aislado de dependiente más favorecido; extremo que, en el caso concreto, habrá de referirse a la situación de los gerentes de la firma accionada, a la luz de las conclusiones en el plano probatorio establecida por los jueces de la causa, contexto en el que se puso énfasis no solo en que no podía seriamente discutirse la categoría del actor, habida cuenta la índole de la documentación laboral emanada de la propia accionada, sino, también, en que no  se acreditaron las razones invocadas para justificar el tratamiento no igualitario dirigido a este gerente. En tales condiciones, la accionada incurrió en una conducta injustificable a la luz de la preceptiva constitucional y legal bajo examen, y, en especial, a la luz de las disposiciones erigidas por ella misma, plasmadas en una estructura salarial establecida para el nivel gerencial, a cuyos términos promedio razonablemente debió atenerse como si fuera legislador. Ello es así, máxime cuando tampoco cabe reprochar al a quo haberse apartado del criterio extendido en el fuero del trabajo conforme el cual la igualdad a discernir en estos casos no debe entenderse aritmética, fotográfica, mecánica o rasante, sino proporcional o relativa, toda vez que disminuyo el rubro con apoyo en que el actor, en los últimos 10 años, no percibió haberes idénticos al promedio.


    Monsalvo, Jorge Osvaldo c/ Cafes, Chocolates Aguila y Productos Saint Hnos. S.A.


    M. 158, XXXIV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Seguros. Seguro de vida. Incapacidad laboral. Incapacidad permanente. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. 


    La omisión de tratar la cuestión concerniente a la aplicabilidad del art. 56 de la Ley 17.418, pese a su oportuna introducción por la reclamante cuestión que resulta previa a las restantes traídas a debate torna al decisorio de la a quo arbitrario. Es doctrina de la Corte que el artículo 56 de la Ley 17.418, sin distinción alguna, dispone que la omisión de pronunciamiento sobre el reconocimiento del derecho pretendido por el asegurado importa a su aceptación.


    Mariluis, Alberto Ángel c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Cobro y seguro


    M. 455, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


    Incapacidad laboral. Fundamentación de sentencias. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe advertir que la Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa. En particular, ha manifestado, que las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48. No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, exigencia que, al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente, a contribuir a mantener el prestigio de la magistratura, sino que procura la exclusión de decisiones irregulares, y que no se satisface en circunstancias en que se evidencia que las resoluciones recurridas prescinden inequívocamente de la solución prevista en la ley o no proveen un análisis razonado de problemas conducentes para la correcta dilucidación del pleito.


     Moya, Luis Alberto c/ Empresa Líneas Marítimas Argentina S.A. y otros


    M. 534, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia. Principio de especialidad. Denegatoria del recurso. 


    El recurso federal estuvo bien denegado. Ello es así, pues reiteradamente la Corte expresó que las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles para la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo en el caso de que medie denegación del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permiten equipararlas a decisorios definitivos. Las garantías que se dicen vulneradas no guardan relación directa ni inmediata con lo decidido en el sub lite, sin que resulte ocioso advertir que en la fecha, al emitir dictamen en la causa S.C. Comp. n° 263, LXXXV, "Malin, Juan C. y otros el Central Térmica San Nicolás S.A. -Daños y perjuicios" fue señalado que ella ha de restituirse a la Justicia laboral, opinión que, de resultar compartida por la Corte, deja a su vez claramente a salvo los planteos del interesado con base en el principio de la especialidad.


     Malin, Juan Carlos y otros c/ Central Térmica San Nicolás S.A.


    M. 113, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Relación de dependencia. Recurso extraordinario. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentarla, e impiden su descalificación como acto judicial. Ha manifestado que las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y, procesal a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48; conclusión que cabe extender a aquellas en que se debate, el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos. También ha encarecido, en este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema. No surge de la sentencia recurrida que el a quo se haya excedido o que haya introducido agravios no alegados, expresa o implícitamente por el demandado, desde que se limitó a apreciar la prueba y a aplicar el derecho para arribar a la mejor remuneración mensual, normal y habitual del actor y calcular así la indemnización por despido que debió percibir, arribando a igual monto que el suministrado por la perito contadora, señalado como correcto por la parte accionada en la apelación. Debe desestimarse el recurso de queja fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento, toda vez, que sólo trasunta la discrepancia del impugnante con el criterio del a quo en un punto de naturaleza no federal, cual es, la determinación de las cuestiones sobre las cuales los tribunales de alzada deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, extremo que, por cierto, resulta a todas luces insuficiente para invalidarlo.


    Andretta c/ Ferrocarriles Metropolitanos Sociedad Anónima


    A. 217, XXXIV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Despido. Indemnización por despido. Integración del mes de despido. Procedencia del recurso. 


    El análisis de la procedencia de la apelación extraordinaria conduce, en primer término, a establecer la naturaleza de las cuestiones planteadas por la recurrente ante la justicia local. En ese sentido, más allá de los términos que emplee para referirse a la cuestión, el tribunal de grado, si bien prefiere hablar de la inaplicabilidad a la causa del tope establecido para el sector por la resolución n° 65/92 del Ministerio de Trabajo de la Nación, a la que remite el artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, en la redacción del artículo 153 de la Ley 24.013, sustenta su criterio en que el mismo resulta arbitrario, irracional y contrario al artículo 14 bis de la Ley Fundamental, extremo que, constituye una declaración elíptica de invalidez, basada en el desconocimiento de la garantía establecida en la Carta Magna. Esto último, lleva a concluir que, allende a lo dicho por el juzgador en torno a que no hubo un planteo de inconstitucionalidad efectivamente formulado, en definitiva, lo tuvo por deducido sin perjuicio de sus términos genéricos, ya que lo opuesto llevaría a pensar que declaró la inconstitucionalidad de oficio, extremo imposible. En tales condiciones, la raigambre constitucional de la cuestión ventilada se presenta indubitable, como, por otra parte lo admitió la Corte al pronunciarse sobre el tema en el precedente publicado en Fallos: 320:2665; cuestión constitucional que pretendió ser llevada en revisión, vía recurso de inconstitucionalidad y casación local, por ante el superior tribunal de la provincia, que la rechazó, en definitiva, con amparo en déficits de fundamentación, que, en lo esencial, remiten a los artículos 150 y 161 del código de rito local y a doctrina judicial del propio Cuerpo. Es por ello que, la decisión de la Corte provincial que imposibilita el examen substantivo del recurso local de inconstitucionalidad, mediante el cual la accionada pretendía un pronunciamiento del tribunal superior de la causa sobre las cuestiones federales, traduce un rigorismo formal excesivo susceptible de frustrar el derecho federal invocado en el caso. Por estas razones es que, si bien de manera reiterada se ha sostenido que las decisiones por las cuales los máximos tribunales de provincias deciden sobre la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local resultan, por norma, in susceptibles de revisión en la instancia excepcional del artículo 14 de la Ley 48, y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva respecto de aquellas, estimo que tal principio debe ser dejado de lado cuando la decisión alcanzada implica la negativa a conocer de cuestiones federales aptas para ser resueltas por la Corte.


    Ruberti, Rinaldo c/ Roussel Argentina S.A. s/ Ordinario


    R. 135, XXXIV, 05 de mayo de 1999


    Ver dictamen


     


    Cuestión federal. Regulación de honorarios. Derecho a la justa retribución. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. 


    Los agravios propuestos suscitan cuestión federal bastante para su consideración por la vía intentada, pues si bien es cierto que lo concerniente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias no da lugar, en principio, al recurso del art. 14 de la ley 48 tal regla debe dejarse de lado cuando la resolución respectiva utiliza pautas dé excesiva lasitud y prescinde del predominio de las normas sustanciales sobre las procesales. Al otorgar eficacia vinculante al acuerdo conciliatorio al que habían llegado las partes la Cámara ha desconocido la aplicación de normas expresas de derecho sustancial y de tal manera ha menoscabado el derecho a una justa retribución consagrado en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, sin que, por otro lado, haya invocado la facultad excepcional que prevé el art. 38 de la ley 18.345. Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario, ya que sin haber dado fundamentos adecuados el a quo ha considerado como base, a los efectos regulatorios, el monto consignado en la conciliación, la cual resulta inoponible a la recurrente.


    Altamirano, Pedro Nolasco y otros c/ Ls. 82 Canal 7 Argentina Televisora Color


    A. 379, XXXIII, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de tránsito. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancias del recurrente. Determinación de la incapacidad. Honorarios. Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que las decisiones judiciales no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del artículo 14 dela ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad, ni tampoco la quejosa ha demostrado en forma fehaciente que el mismo haya producido menoscabo de garantías constitucionales. Es improcedente el recurso cuando los agravios del apelante sólo traducen una discrepancia con el tribunal a quo acerca de las pautas a seguir para determinar el monto de la condena por los daños y perjuicios cuya reparación se persigue, sin que se haya logrado demostrar un apartamiento de las reglas aplicables, ni la falta de fundamentación en los hechos que se consideran al efecto, o irrazonabilidad en las conclusiones. La determinación del "quantum" que corresponde abonar por los daños causados es, en sí misma, un problema de extrema complejidad que los tribunales resuelven de conformidad con pautas de equidad, prudencia y tomando como indicativas diversas fórmulas matemáticas, las que coadyuvan en ese objetivo. En la especie, se da razón explícita del mecanismo de cálculo utilizado para alcanzar los montos establecidos, por lo que debe descartarse que el resultado se aparta de la realidad, máxime cuando el tribunal ha puesto de resalto que no sólo parte de una determinación meramente matemática, sino también de los mencionados elementos de juicio relevantes, tales como los relativos a la condición profesional del actor y su grado de incapacidad casi total debidamente acreditada con los informes periciales, circunstancia que torna inadmisible el agravio relativo a la eventual autocontradicción de la sentencia en estudio. En cuanto al argumento vinculado a la posibilidad del actor de obtener una jubilación por incapacidad, no deja de ser de carácter meramente conjetural, desde que la demandada no ha demostrado que se haya otorgado efectivamente dicho beneficio al actor ni el monto que le correspondería, lo que impide efectuar cálculo alguno en referencia a su compensación con los montos de la condena. Por otro lado, la invocación de gravedad institucional tampoco toma procedente el recurso en examen, ya que, para hacer aplicación de dicha doctrina, el apelante debió demostrar que la sentencia de la Cámara a quo perturba la prestación de servicios públicos, o que se encuentran afectados principios de orden social vinculados con instituciones básicas del derecho que excedan del mero interés patrimonial individual de las partes. No resulta sustento bastante el argumento esgrimido por la quejosa en el sentido de que le produce un grave menoscabo al erario público el tener que pagar una suma millonaria en concepto de daños y perjuicios, puesto que aun cuando el Estado se ocupa de satisfacer las demandas de la comunidad en procura del bien común, tal circunstancia no permite eximirlo, como parte demandada en juicio, de la obligación de reparar integralmente el daño causado, especialmente cuando no se ha puesto en tela de juicio la responsabilidad del demandado en el evento dañoso. El agravio relativo al monto fijado a los honorarios del perito contador, debe ser desestimado por prematuro, puesto que no surge de las constancias de autos que se haya efectuado una nueva regulación de los honorarios profesionales que se adecue al resultado del proceso, resolución que sólo podrá ser objeto de los recursos pertinentes luego de dictada y practicadas las correspondientes notificaciones.


    Hadid, Jalid Osman c/ Estado Nacional


    H. 57, XXXIV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario


    Declaración de inconstitucionalidad. Tope indemnizatorio. Remuneración. Salario mínimo, vital y móvil. Fundamentación de sentencias. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Los agravios planteados suscitan cuestión federal bastante para habilitar la vía intentada, toda vez que constituye condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, exigencia que, al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura sino que procura, fundamentalmente, la exclusión de decisiones irregulares. Lo anterior equivale a decir que en el sub lite, la Sala ejerció la delicada atribución de declarar inconstitucional una disposición legal sobre la base del sólo cotejo entre la indemnización que al actor le habría correspondido, a octubre de 1991, según se aplicase o no el tope impugnado; comparación que, como el Máximo Tribunal tiene dicho, no autoriza por sí sola a extraer ninguna conclusión sobre la injusticia o irrazonabilidad del salario mínimo, toda vez que la desproporción entre ambos montos indemnizatorios pudo deberse a la magnitud de la remuneración recibida por el actor y no a la supuesta exigüidad de dicho salario. A ello se añade, como la Corte asimismo lo destacó, que el módulo del resarcimiento no debe necesariamente identificarse con el salario percibido por el actor. La Corte recordó que la fijación de topes no es por sí inconstitucional, salvo que se demuestre, en cada caso, que la remuneración mínima fijada configura la supresión o desnaturalización del derecho que se pretende asegurar o que el importe del salario mínimo hubiese sido establecido en forma absurda y arbitraria, aspectos que en la causa no abordó el a quo. Por otra parte, tampoco cabe, sin más, tener por configuradas aquí las excepcionales circunstancias apreciadas por la Corte en el precedente de Fallos: 316:3104, a las cuales la alzada, por otra parte, tampoco se refirió. En tales condiciones, la providencia atacada se sustenta en argumentos ineficaces para sostener la solución adoptada, por lo que corresponde su descalificación como acto judicial válido, con arreglo a la doctrina de ese Alto Cuerpo en materia de arbitrariedad, pues media relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas.


    Botti, Oscar c/ Somisa s/ Accidente Ley 9.677


    B. 478, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


     


    Accidente en buque. Extinción del contrato de trabajo. Derecho laboral. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Conforme lo ha establecido la Corte en copiosos antecedentes, no obstante que las cuestiones que se suscitan en torno a los hechos y pruebas aportadas al juicio son ajenas, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en casos cuyas particularidades hacen excepción a este principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que ésta tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La Corte tiene dicho asimismo, que existe cuestión federal, si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado de la cuestión de acuerdo a las pruebas producidas, así como, que si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. La Corte tiene dicho, que debe dejarse sin efecto la sentencia que omite pronunciarse sobre un tema esencial para la dilucidación de los derechos controvertidos, y que, asimismo, corresponde dejar sin efecto los pronunciamientos que al referirse a los peritajes, no mencionaron las ampliaciones que de éstos hicieron, a pesar de que en ellas se efectuaron consideraciones de importancia para la dilucidación de la litis.


    González, Fabian c/ Compañía Naviera Horamar


    G. 421, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


     


    Locación de servicios profesionales. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa. En particular, ha manifestado, que las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48. No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, no se orienta, exclusivamente, a contribuir a mantener el prestigio de la magistratura, sino que procura la exclusión de decisiones irregulares, y que no se satisface en circunstancias en que se evidencia que las resoluciones recurridas prescinden inequívocamente de la solución prevista en la ley o no proveen un análisis razonado de problemas conducentes para la correcta dilucidación del pleito. En la causa, la Sala a quo tras enfatizar que reconocida la prestación por la demandada, concernía al actor acreditar la existencia de una relación laboral dependiente, invocó la prevalencia del llamado principio del "contrato realidad", el que manda a fin de determinar la naturaleza jurídica de los convenios, relegar a segundo plano lo que las partes hayan formalizado y otorgar primacía a "lo que resulte de los hechos." Empero, contrariando la citada directriz, fundó las que estima notas reveladoras del desempeño de una tarea dirigida en los términos del contrato celebrado oportunamente entre las partes; en estricto, en las previsiones de sus cláusulas 1 y 12. Dicha argumentación dejó de lado sin suministrar motivación alguna que así lo justifique, los testimonios prestados en la causa, los que fueron objeto de particular consideración y reseña en el pronunciamiento de mérito, particularmente en lo que atañe a la determinación de horarios y ausencia de ejercicio de contralor de las prestaciones, índole de la relación, modo de pago, concurrencia, licencias, gastos de mantenimiento del consultorio, titularidad del mismo, etc.; dichos que parecen guardar correspondencia con las cláusulas 1, 2, 5, 7, y siguientes del referido contrato y que atañe a hechos y no a lo que las partes han formalizado, al decir de la Juzgadora. Soslayó el informe pericial contable constancias todas que no fueron observadas en su oportunidad por el actor quien recién pretendió agraviarse de su contenido en ocasión de deducir el recurso de apelación. Lo concluido por la alzada del trabajo, en tanto carece de fundamentos suficientes que lo justifiquen, deviene inexorablemente dogmático, debiendo, por ende, invalidarse.


    Amerise, Antonio Ángel c/ Obra Social de la Actividad de Seguros, Reaseguros, Capitalización y Ahorro y Préstamo para la Vivienda


    A. 368, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Monto de la indemnización. Tope indemnizatorio. Procedencia del recurso. Exceso ritual manifiesto. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien la Corte tiene reiteradamente dicho que, dada la índole procesal de la materia, la decisión que declara inoportuno el planteo de la cuestión federal es, en principio, irrevisable en la instancia extraordinaria, el temperamento de la Alzada en tal sentido, traduce un exceso formal, que importa, en definitiva, un presupuesto de arbitrariedad. Constituye condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, exigencia que, al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura sino que procura, fundamentalmente, la exclusión de decisiones irregulares. La Sala ejerció la delicada atribución de declarar inconstitucional una disposición legal, sin efectuar una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas en la causa, sobre la sola base del cotejo entre la indemnización que al actor le hubiere correspondido percibir, según se aplicase o no el tope impugnado comparación que, como el Máximo Tribunal tiene dicho, no autoriza por sí sola a extraer ninguna conclusión sobre la injusticia o irracionalidad del salario mínimo, toda vez que la desproporción entre ambos montos indemnizatorios pudo deberse a la magnitud de la remuneración recibida por el actor y no a la supuesta exigüidad de dicho salario. A ello se añade, como la Corte asimismo lo destacó, que el módulo del resarcimiento no debe necesariamente identificarse con la retribución percibida por el actor. La Corte recordó que la fijación de los topes no es por sí inconstitucional, salvo que se demuestre, en cada caso, que la remuneración mínima fijada configura la supresión o desnaturalización del derecho que se pretende asegurar o que el importe del salario mínimo hubiese sido establecido en forma absurda y arbitraria. En tales condiciones, la sentencia recurrida se sustenta en argumentos ineficaces para sostener la solución que adopta, por lo que corresponde su descalificación como acto judicial válido, en virtud de la doctrina de ese Alto Cuerpo en materia de arbitrariedad.


    Abelenda, Norberto Damián c/ Guillermo Decker Sociedad Anónima


    A. 113, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Asociaciones sindicales. Representación sindical. Personería gremial. Pronunciamiento inoficioso. Inadmisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Con arreglo a reiterada jurisprudencia de la Corte, para que el ejercicio de la jurisdicción del Alto Cuerpo sea procedente es menester que la controversia llevada a su conocimiento no lo sea por quien carezca de un gravamen económico o jurídico eficazmente tutelable por el pronunciamiento a dictarse. Tal requisito también lo señaló la Corte, por tratarse de un recaudo jurisdiccional, puede y debe constatarse de oficio; caso contrario, la cuestión devendría inexorablemente abstracta. No se advierte la existencia de un interés jurídico tutelable sustentado debidamente por la quejosa en esta presentación, toda vez que, de estar a los términos de los citados actos administrativos, particularmente del que atañe directamente a la Unión gremial, su representatividad no alcanzaría sino al personal no jerarquizado de la Comuna, extremo que, por cierto, obsta a la procedencia formal de la impugnación, por cuanto en ese marco no cabría, en rigor, tener por suscitado un problema de superposición o de desplazamiento de la personería gremial. La Corte insistentemente ha encarecido la demostración concreta del gravamen que lo decidido le ocasiona a la impugnante o, como lo expresó en el precedente de Fallos 304:937, que la solución cuestionada perjudique el interés de la parte, so consecuencia de devenir inoficioso un pronunciamiento del Alto Cuerpo en circunstancias como las expuestas; evidencia que, ausente en el sub examine, autoriza a inferir la improcedencia del remedio.


     Asociación del Personal Jerarquizado de la Municipalidad de Buenos Aires c/ Ministerio del Trabajo s/ Ley de asociaciones sindicales


    A. 31, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Despido. Indemnización tarifada. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte en expedientes análogos ha sostenido que, el recurso extraordinario fundado en la doctrina de la arbitrariedad constituye sustento suficiente para la procedencia de esta apelación federal, pues los motivos por los que el tribunal a quo se ha apartado del tope legal, no satisfacen las exigencias de fundamentación que ese Alto Cuerpo ha especificado, reiteradamente, en sus precedentes. El decisorio recaído en la causa se sustenta en que “la evidente desproporción impuesta por el tope indemnizatorio pone en cuestión tanto el citado derecho de propiedad ... como la protección contra el despido arbitrario …,”. Ello, empero, al decir de la Corte, no deja de configurar una afirmación dogmática, toda vez que omite el estudio de los distintos aspectos de la norma y de los principios que la inspiraron, prescindiendo; además, de la evaluación de los intereses contrapuestos que el legislador se propuso tutelar al establecer el tope legal de estas indemnizaciones por despido arbitrario, extremo que, naturalmente, habrá de gravitar sobre los empleados de las categorías superiores. En este contexto jurisprudencial de la Corte, cabe anotar que la suposición de que la garantía de la protección contra el despido arbitrario del artículo 14 bis de la Carta Magna consiste en una cierta proporción entre el resarcimiento y el ingreso del trabajador despedido y que la misma no se cumplimenta cuando, como en el caso, ella se sitúa alrededor de una cuarta parte, constituye, siempre en ese marco, una afirmación infundada y, por lo mismo, un exceso en el ejercicio de las facultades judiciales en desmedro de la que la Constitución asigna al Congreso de la Nación. Por otro lado, si bien respecto de la pauta indemnizatoria relativa a los infortunios del trabajo, la Corte señaló que comparaciones corno la verificada en esta causa, no autorizan por sí solas a extraer conclusiones sobre la injusticia o irrazonabilidad del módulo, desde que la desproporción entre ambos montos indemnizatorios pudo deberse a la magnitud de la remuneración del actor y no a la supuesta exigüidad de aquél; la Corte, asimismo, destacó, que el módulo resarcitorio no debe necesariamente identificarse con la retribución percibida por el reclamante, solución por la que, filialmente, se inclinó el decisorio de mérito.


    Mamani, Santos Emiliano c/ Sideco Americana S.A. s/ Despido


    M. 699, XXXIV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Indemnización por despido. Tope indemnizatorio. Fundamentación de la resolución. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Presentación extemporánea. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho en forma reiterada que la decisión sobre la oportunidad procesal del planteamiento de la cuestión federal incumbe al tribunal de la causa y es, en principio, irrevisable por la vía del recurso extraordinario, no menos cierto es que también ha manifestado que ello es así en tanto no medie una hipótesis de arbitrariedad, supuesto en el que, en rigor, no existiría una sentencia propiamente dicha. En la causa, la demandada introdujo oportunamente la cuestión relativa a la validez constitucional del artículo 2° de la resolución n° 1.050/96. En virtud de ello, es dable estimar que la decisión de la Sentenciadora que consideró inoportuna la introducción del caso federal, habida cuenta la incidencia que el artículo 2° de la disposición Ministerial apareja respecto del reclamo de la accionante incurrió en una omisión que necesariamente obra en desmedro de su eficacia como acto judicial. Ello es así, puesto que su aplicación en esas condiciones ha de entenderse no como una afirmación de la regularidad constitucional del precepto, sino como una negativa infundada a la verificación de su examen. Recuérdese a ese respecto, que constituye condición de validez de los pronunciamientos judiciales el hecho de que sean fundados, exigencia que, al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura, sino que procura, fundamentalmente, la exclusión de decisiones irregulares. La Corte ha señalado que si bien, en principio, determinar si ella reúne las exigencias necesarias para mantener el recurso de apelación es facultad privativa de la alzada, no obsta a ello que la negativa a su consideración, fincada en supuestos óbices formales examinados con rigor excesivo, se estime contraria a la garantía de la defensa en juicio; afirmación que igualmente ha sustentado en las hipótesis de declaración de improcedencia o deserción de recursos ante la alzada.


    Genez, Hilario y otro c/ Parmalat Argentina s/ Despido


    G. 341, XXXIV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


     


    Contrato de trabajo. Adicionales de remuneración. Sueldo anual complementario. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El pronunciamiento descansa, por de pronto, en una peculiar apreciación sobre la jerarquía normativa de los preceptos en debate, según la cual se impone la precedencia del artículo 230 de la Ley de Contrato de Trabajo sobre las previsiones de los artículos 100 y 101 del decreto 2284/01, y más tarde, la del decreto 274/91, la Resolución ANSES 2121/92 y el Convenio del 29 de octubre de 1992, sobre las citadas disposiciones de reglamento de necesidad y urgencia, apreciación que condujo a la Sala a prescindir de lo establecido en el punto por el dispositivo legal mencionado en último término. Constituye condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir de ese Alto Tribunal, se orienta antes que a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura, a procurar la exclusión de decisiones irregulares.


    Brindesi, Henry Omar y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Cobro de salarios


    B. 495, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. Despido por falta o disminución de trabajo. Interpretación de la ley. 


    La Corte tiene dicho, de manera reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, de derecho común y procesal —las que constituyen materia propia de los jueces de la causa-, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla. Sin embargo, cabe hacer excepción esa regla general y declarar la procedencia del recurso, por aplicación de la jurisprudencia de ese Alto Cuerpo, cuando las sentencias omiten considerar y decidir cuestiones oportunamente propuestas por las partes y conducentes para la solución del litigio, carecen de validez como actos jurisdiccionales y deben ser dejadas sin efecto, pues satisfacen sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa. Cabe descalificar el decisorio que no sólo omitió toda referencia hecha por el apelante quien explicitó lo atinente a la contratación inmediata ulterior de otro trabajador en su reemplazo, sino que, incluso, precisó que el agravio fue introducido fuera de la oportunidad procesal para hacerlo, soslayando, en consecuencia, las evidencias en contrario que emergen de estas actuaciones. En ese sentido, debe señalarse que, al ser el instituto del despido por falta o disminución de trabajo del artículo 247 de la Ley de Contrato de Trabajo, una excepción al principio de ajenidad del riesgo de la empresa se impone su apreciación restrictiva. En ese marco, y resultando requisito para su admisión la prueba de que no ha permanecido en la empresa otro trabajador más moderno en la especialidad del despedido, resulta de estricta necesidad que sean analizados por la alzada los testimonios y probanzas generales referidos a esta cuestión y se aprecie su eventual virtualidad para alterar las conclusiones a las que arribaron los señores magistrados. Ello, ciertamente, en la convicción de que, frente a la exigencia del 2° pár. del artículo 247., de la L.C.T. la circunstancia denunciada en las actuaciones se presenta, no sólo incompatible con la idea de falta o disminución de trabajo, sino como más concluyente aún que la hipótesis que se regula puntualmente en la norma aludida, como elemento determinante para la desestimación de aquélla y para el reconocimiento de la indemnización del art. 245, L.C.T. En ocasiones similares, la Corte descalificó el decisorio con apoyo en que se ponderaron los testimonios en forma fragmentaria y aisladamente, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la prueba de hechos conducentes para la solución del litigio y prescindiéndose, en especial, de una visión de conjunto y de la necesaria correlación de los testimonios entre sí, y de ellos con otros elementos indiciarios. Finalmente, no resulta ocioso hacer la salvedad de que, aun cuando la falta de tratamiento por parte de la Cámara del agravio introducido oportunamente, traduzca la violación del principio de congruencia, ínsito en la garantía del debido proceso del justiciable, ello de ninguna manera implica abrir juicio alguno sobre la solución que, en definitiva, corresponda arbitrar en la causa, esto es, sobre el correcto encuadramiento normativo del despido verificado, en los términos de los artículos 245 o 247 de la L.C.T.


    Baña, Baldomero Luis c/ Asociación Mutual del Personal de Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ Despido


    B. 470, XXXIV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Penal


    Extradición


    Pedido de extradición. Auxilio jurídico internacional. Sentencia extranjera. 


    Condena in absentia.


    En el caso, existen suficientes elementos que permiten fundadamente afirmar que tanto la restitución de términos, como la posterior apertura del amplio proceso de impugnación, no constituyen la mera descripción de la existencia de un instituto procesal vigente en la legislación italiana, de posible o incierta aplicación. Ello es así, toda vez que resulta palmario el desconocimiento que tenía el requerido de las actuaciones que se le seguían en rebeldía ante la justicia italiana, pues de lo contrario no habría realizado el viaje al exterior que importaba traspasar controles migratorios de ingreso y egreso no solo de la República Argentina, circunstancia que evitaría cualquier persona que está enterada de que se ha solicitado su detención. Cimienta esta postura que el requerido no participo personalmente de la instrucción de las actuaciones en momento alguno. Por ende, resulta cumplido el requisito fijado en el artículo 175 del código de rito italiano en orden a la falta de sustracción voluntaria al proceso por parte del requerido. En primer término, aun cuando en el acuerdo bilateral de extradición, nada se ha previsto acerca de la situación de los condenados en rebeldía, de ello no puede seguirse que implique la voluntad de excluir la ayuda en esos supuestos pues de así haber sido, se los habría tratado junto con aquellos casos en los que expresamente se ha pactado la improcedencia del pedido o la facultad de denegarlo. Por otra parte, la Corte ha admitido la entrega cuando, no obstante la condena en rebeldía, el régimen procesal reconoce el derecho en cuestión, o bien cuando el requerido estuvo a derecho en alguna etapa del juicio, durante la cual ejerció de modo efectivo su defensa, aunque ausente al tiempo de la sentencia. Al momento de ponderar la normativa italiana, no debe soslayarse que la extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional, cuyo fundamento radica en el interés común a todos los estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, y que en las actuaciones sobre extradición el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que la inspira. Por ello, al considerar reunidas las seguridades que exige la jurisprudencia del tribunal, y en el caso que se considere aplicable, el artículo 11, inciso d, de la ley 24.767, la extradición resulta procedente.


    F. C., Lautaro s/ Extradición por aplicación de leyes números 23.719 y 24.767


    F. 77, XXXV, 11 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    En punto a la cita del precedente publicado en Fallos: 318:108, es menester señalar que es precisamente el principio de territorialidad expresado en el artículo 1 del Código Penal argentino, uno de los fundamentos de la petición cuya denegatoria se ha impugnado: el fiscal expresa que ciertos hechos cometidos en nuestro país y, por ende, no en el extranjero, deben ser investigados por la justicia argentina. También se infiere que mal puede el Poder Ejecutivo Nacional “prorrogar la entrega de la persona reclamada a los efectos de que pudiere ser sometida a procedimiento penal, por un hecho distinto de aquel por el cual la extradición hubiese sido solicitada”, si en primer término no cuenta con los elementos para tomar la decisión, que deben ser aportados por el Estado requirente y valorados en sede judicial.


     Jefe sección operaciones Departamento Interpol s/ Captura (C., Claudio Marcelo s/ Extradición)


    C. 351, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    P., Agustín y otros s/ Sobreseimiento- causa n° 29.511-


    P. 422, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Sentencia arbitraria. Interpretación y aplicación de la ley. Mantenimiento del recurso. 


    Es arbitrario el fallo en el cual, no sólo se ha omitido en él toda referencia al régimen de prescripción de la acción que prevé el artículo 24 de la ley 16.463, específicamente aplicable al caso desde que en el sumario se imputan infracciones a sus artículos 2° y 19, incisos a) y b), y a decretos reglamentarios, sino que además se ha declarado la prescripción según las normas de la parte general del Código Penal, pese a que su artículo 4° limita el alcance de esos preceptos respecto de leyes especiales en cuanto éstas no dispusieran lo contrario". De tal manera el a quo, a la vez que ha prescindido de la ley 16.463 que rige el sub judice, ha efectuado una interpretación del Código Penal que desconoce el inveterado principio que enseña que cuando una ley es clara y no exige mayor esfuerzo interpretativo, no cabe sino su directa aplicación. Por lo tanto, si el legislador ha fijado en el artículo 24 de la ley federal de medicamentos n° 16.463 un régimen especial de prescripción de las acciones emergentes de esa norma y, a la vez, ha previsto la limitación que para las leyes especiales contiene el artículo 4° del Código Penal, esa regla de hermenéutica resulta insoslayable. Según la doctrina de la Corte, ni siquiera es preciso que la exclusión de las disposiciones generales del Código Penal surja del texto expreso de la ley especial, bastando que la aplicación del precepto general resulte claramente incompatible con el régimen jurídico que estructura dicha ley, atentando contra su armonía y congruencia. En tales condiciones, si a la ausencia de todo fundamento acerca del motivo por el cual se ha dejado de lado el artículo 24 de la ley 16.463, se suma que se ha hecho aplicación de un régimen legal cuyo artículo 4° vedaba claramente esa posibilidad, la arbitrariedad de la sentencia resulta manifiesta con arreglo a la doctrina de Fallos 308:203 y 2523; 310:132 y 312:1311.


    D. H. S.R.L. s/ Apelación de multa


    D. 65, XXXV, 17 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Hurto. Estafa. Falsificación de instrumento privado. Fundamentación de sentencias. Deberes del juez. Facultades discrecionales del juez. Apreciación del juez. Inadmisibilidad del recurso. Discrepancia del recurrente. 


    No se trata de la interpretación que cabe dar al artículo 3 del CPPN y a las normas sustantivas que serían aplicables a los hechos materia de juzgamiento, sino de su disconformidad con la selección y valoración de la prueba por parte del tribunal oral a través las cuales, éste, no pudo tomar certeza a cerca del alcance de la conducta desplegada por los imputados en los hechos discutidos. Las conclusiones relativas a la existencia, precisión y alcance del perjuicio subyacente en la maniobra   desplegada, son el resultado de una estructura de razonamiento lógico, que más allá de su acierto o error, en modo alguno, resulta arbitraria. La Corte tiene dicho que el estado de incertidumbre al que se refiere el artículo 3° del Código Procesal Penal de la Nación, se desarrolla en el fuero interno de los magistrados como consecuencia de la apreciación de los elementos del proceso en su conjunto, y no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de la racional y objetiva evaluación de las constancias del proceso. En este tópico, no corresponde a la Corte inmiscuirse para suplantar su juicio sobre situaciones cuya evaluación le es exclusiva a los jueces de la causa, de manera que la tacha de arbitrariedad resulta en estas condiciones de aplicación particularmente restringida. La tacha procede cuando el defecto en la fundamentación del fallo radica, precisamente en la falta de valoración unívoca de los indicios que componen el material probatorio. En la línea argumental de la sentencia se vislumbra de qué manera, a partir de los indicios y pruebas colectadas, se llegó al estado de duda, pretendiendo reconstruir la verdad objetiva. Es doctrina de la Corte que ese estado no se compadece con el convencimiento íntimo acerca de la culpabilidad del acusado; en tanto, en materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, lo que adquiere especial significación en el juicio oral, toda vez que su fundamento específico radica en la posibilidad de que los jueces tengan directa vivencia de los hechos ocurridos y sobre la base de la inmediación y concentración de los actos procesales, juzgarlos según sus libres convicciones, lo que inexcusablemente impone a los  magistrados intervinientes el máximo respeto a las garantías de la defensa en juicio y debido proceso. Los agravios que intentan descalificar el pronunciamiento de los jueces por sus supuestos argumentos ilógicos o meramente dogmáticos, no deben tener acogida favorable en esta instancia ya que la conclusión a que aquellos arribaron durante las distintas etapas resulta de la valoración que efectuaron de las circunstancias del caso, de apreciación de la conducta atribuida a los imputados y de la inteligencia asignada a las normas no federales aplicadas. El proceso no incurrió en violación a la garantía de la defensa en juicio, ni en una valoración caprichosa de la prueba o en otro defecto de razonamiento que autorice a descalificar lo resuelto, sin que las objeciones del recurrente sobre los elementos de convicción analizados por el tribunal de juicio, traduzcan otra cosa que meras divergencias con el criterio de selección y ponderación de la prueba, que no resultan idóneas para abrir el recurso. Las copias simples relativas a la sentencia del tribunal oral, adjuntadas en el legajo que conforma el incidente del recurso de queja, aportadas por el letrado recurrente y que llevan insertas su rúbrica, carecen de las firmas de los magistrados y del actuario, irregularidad que, si bien no conlleva a la sanción de inadmisibilidad atenta contra las debidas formas de las actuaciones judiciales.


    P., Carlos Alberto y otro s/ Hurto y estafa con falsificación de instrumento privado


    P. 196, XXXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Retroactividad de la ley. Ley penal más benigna. Cuestión de derecho común. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Defensa en juicio. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las cuestiones derivadas de la interpretación de normas de derecho común y procesal constituyen, en principio, una materia propia de los jueces de la causa, ajena a la instancia excepcional. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita la excepción posible a esa regla, con base en la doctrina de la arbitrariedad, para así revisar fallos que si bien versan sobre cuestiones de derecho común y local, consagran una aplicación inadecuada que desvirtúa o vuelven inoperantes las normas, o que realiza una interpretación de esta en términos que equivalen a su prescindencia, pues ello configura una lesión al derecho constitucional de la defensa en juicio. La Corte ha prevenido que tal excepción procede cuando se configura un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista por el legislador, a no constituir ello una derivación razonada del derecho vigente aplicable, con particular referencia a las circunstancias comprobadas de la causa. La correcta aplicación de la regla de la retroactividad de la ley penal más benigna, exige que aquélla que se encontraba vigente al momento del hecho, sea sustituida por otra, es decir, que se dé una sucesión de leyes penales. Ello supone que entre el momento inicial de la comisión del delito y el momento final de la sentencia o de la subsistencia de la pena, hayan regido, sucesivamente, dos o más leyes penales. La variación introducida por la ley 23.549 al decreto-ley 4776/63, exigiendo la indicación del beneficiario en el cheque cuando se libra por encima de determinado monto, no implica una modificación que torna más benigna la figura contenida en el artículo 302, inciso 1°, del Código Penal, respecto de la fórmula legal vigente al momento de comisión de los hechos. El tipo penal mencionado se mantiene invariable; antes y después, el texto legal castiga a quien "dé en pago o entregue por cualquier concepto a un tercero un cheque sin tener provisión de fondos...". Ello es de tal forma, porque la modificación tenida en cuenta por el a quo para justificar la aplicación de la regla que nos ocupa, no ha recaído sobre la norma penal, sino sobre una condición de un elemento, en el caso de carácter normativo, que en nada afecta la antijuridicidad y la punibilidad de la conducta enjuiciada. El fundamento material del artículo 2° del Código Penal, se halla en la ausencia de necesidad de castigar conductas que dejaron de ser disvaliosas para la ley, extremo que en el caso no se ha verificado, pues la modificación de la mera circunstancia de hecho enunciada, no hizo desaparecer el carácter prohibitivo de la norma plasmada en el artículo 302 del mismo cuerpo legal. La cámara ha efectuado una inadecuada aplicación del principio contenido en el artículo 2° del Código Penal, por lo que el fallo apelado debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido por no constituir una derivación razonada del derecho vigente aplicable, con particular referencia a las circunstancias comprobadas de la causa.


    F., Elisa Ada s/ Infracción al Artículo 302 del Código Penal


    F. 225, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Defraudación. Apropiación de la prenda. Declaración del imputado. Declaración informativa. Juramento y promesa de decir verdad. Relevo del juramento. Sentencia absolutoria. Cuestión federal. Garantías procesales. Debido proceso. Declaración autoincriminante. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien la decisión de la Cámara de decretar la nulidad de la declaración informativa del imputado, y de todos los actos obrados en consecuencia, y de absolver al imputado del delito de defraudación prendaria, fundada en que al ser convocado a declarar en esa calidad, aquél no fue relevado del juramento de decir verdad que había prestado al inicio de la causa, cuando ratificó su denuncia, se ha omitido indicar cuál es el gravamen concreto que esa situación ha podido causar a la garantía de no ser obligado a declarar contra sí mismo, pues sólo se ha afirmado que en la segunda declaración el imputado debió "pronunciarse sobre aspectos del delito que implicaban una autoincriminación, lo que se encuentra vedado expresamente por el art. 18 de nuestra Constitución", sin hacerse referencia a ninguna situación que lo refleje. La circunstancia en que la Cámara sustentó su decisión, no ha importado un menoscabo de la garantía que veda la posibilidad de que una persona pueda ser obligada a declarar contra sí misma. Por lo tanto, el pronunciamiento apelado resulta arbitrario con arreglo a pacífica jurisprudencia de la Corte, pues cabe concluir ha sido producto de la sola voluntad de los jueces que lo suscriben. También resulta improcedente la aplicación del criterio sentado por la Corte a partir del precedente “Mattei" por dos motivos. En primer lugar, porque la actividad procesal desarrollada en este expediente no ha registrado vicios sustanciales ni formales que la invaliden. Por ello, no es posible encuadrar el caso en una línea jurisprudencial que ha sido elaborada por la Corte para evitar que los defectos en la labor de la administración de justicia perjudiquen los derechos del imputado, supuesto extraño al aquí analizado. En segundo término, porque en abono de su conclusión, el a quo ha puesto énfasis en el "principio constitucional de una justicia pronta", sin efectuar consideración alguna en orden a que el trámite de este proceso se debió suspender durante más de dos años, por haberse sustraído el procesado de la acción de la justicia. Tal omisión, contribuye a descalificar por arbitrariedad la sentencia impugnada, al no haberse ponderado un extremo conducente para la adecuada solución del pleito. Por el contrario, en resguardo de ese derecho fundamental del imputado a obtener una resolución judicial que haga cesar definitivamente el estado de incertidumbre que importa el sometimiento al proceso penal, la Cámara debió pronunciarse sobre el fondo de la cuestión.


    B., Guillermo Oscar s/ Defraudación


    B. 66, XXXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Doble instancia. Derecho al recurso. Fundamentos del recurso. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    Remisión a Fallos 318:514.


    Si bien la Corte tiene establecido que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos interpuestos ante los tribunales de la causa no justifican, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, también ha reconocido la excepción posible a ese principio cuando existe una apartamiento de las constancias del proceso o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que frustra una vía apta para el reconocimiento de los derechos, con menoscabo de la garantía constitucional de la defensa en juicio. Esta Procuración General advirtió en la causa Comp. 48 y 129 L. XXXIII, G. M., Enrique s/ Recusación, sobre el carácter «limitado y excepcional" de la vía impugnativa que, en armonía con el sistema procesal y la organización judicial, prevé el artículo 87 de la ley 23.077. Lo resuelto por la Corte en tal sentido no incide ni se vincula con la necesidad de determinar en esta instancia si el recurso extraordinario contra la sentencia definitiva que prevé dicho precepto normativo garantiza la revisión judicial que prescribe el artículo 8, párrafo 2°, inciso h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuya jerarquía constitucional ha sido consagrada a partir de su incorporación en el artículo 75, inciso 22, de la Carta Magna. Razones basadas en la doctrina establecida en Fallos: 318:514 justifican la no aplicación al caso de lo dispuesto en el artículo 87 de la ley 23.077 y la consecuente habilitación de la Cámara Nacional de Casación Penal para conocer de los agravios que la sentencia condenatoria le causa a las partes. La Comisión Interamericana reiteró similar criterio en donde precisó, además, los requisitos que debía cumplir el recurso posible en cuanto a su amplitud.


     G. M., Enrique Haroldo y S., Ana Maria s/ Casación e inconstitucionalidad


    G. 432, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Contrabando. Pena accesoria. Revocación de sentencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la del dictamen de la causa T. 137, L. XXXIV, “T., Norma del Valle y otros s/ Contrabando”.


    F., Eduardo Enrique y G., Carlos por supuestos autores de Contrabando


    F. 350, XXXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Facultades jurisdiccionales. Secuestro de mercadería. Pena accesoria. Revocación de sentencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la causa S. 574, L. XXXIII, “Sánchez, Rafael Manuel y otros s/ Contrabando”, en la que la corte se pronunció de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General.


    En dicha ocasión la Corte se refirió a los dos aspectos por los que se agravia la recurrente, es decir, lo atinente a las atribuciones judiciales y administrativas para entender sobre el hecho punible y la situación jurídica de las mercaderías objeto del delito y lo vinculado con las previsiones legales sobre el destinatario de los recursos provenientes de la subasta de esos bienes. El secuestro de la mercadería objeto de la investigación, no encuadra en los supuestos que prescribe el artículo 15 bis de la ley 23.993, motivo por el cual resulta aplicable la doctrina sentada en Fallos: 316:1862. Corresponde reclamar la intervención de la Administración Nacional de Aduanas, pues al carecer el fallo, en este último aspecto, de sustento alguno en las normas federales aplicables, corresponde su descalificación como acto judicial válido.


    T., Norma del Valle y otros por supuestos autores de contrabando


    T. 139, XXXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sentencia condenatoria. Robo con armas. Cambio de calificación legal. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    Carece de sustento legal y de razonabilidad la decisión de la alzada que descarta la calificación prevista para el empleo del arma de fuego por la de robo simple, porque la misma no ha sido utilizada para herir y no se puso en peligro la vida o la salud de terceras personas, privándola de fundamentos y convirtiéndola en arbitraria y por ello en violatoria de la garantía de defensa en juicio. Existe cuestión federal suficiente toda vez que la calificación dada a los hechos en la sentencia de la Cámara no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias fácticas comprobadas en el proceso. La aplicación inadecuada de una norma de derecho común (art. 166 inc. 2° del CP) la desvirtúa y vuelve inoperante, yerro que, según doctrina de la Corte, equivale a decir en contra o con prescindencia de sus términos y constituye una causa definida de arbitrariedad. La Corte ha dicho en un supuesto análogo que “someter el funcionamiento de la figura del art. 166 inc. 2° del CP a que el acusador pruebe pericialmente la idoneidad de los proyectiles con los que las armas empleadas en el robo estaban cargadas, importa derogar en la práctica la norma en todos aquellos supuestos en que el hecho no hubiere sido descubierto en flagrancia o en cuyo transcurso no se hubiesen efectuado disparos”. “Dicha consecuencia permite advertir la invalidez lógica y sistemática de aquella exigencia, pues si bien puede ser una cuestión de derecho común opinable el determinar si el tipo del art. 166, inc. 2 del CP se refiere a un arma cargada, no debe confundirse esa cuestión con la referente al modo y por parte de quién ello debe probarse cuando no medie circunstancias que razonablemente permitan ponerlo en duda”. Si la acusación probó que el robo fue cometido con armas de fuego y que, al menos una de ellas se hallaba cargada y apta para ser disparada, no parece razonable que también pese sobre él la carga de acreditar la verificación técnica de la idoneidad de los proyectiles que llevaba, en tanto estos, son los que corresponden para que el arma funcione. Resulta ilógico e irrazonable en el orden natural de los acontecimientos, que alguien intente llevar a cabo un robo munido de un artefacto inservible por defectos de funcionamiento y que, encima, se ocupara mientras huye de dedicarle tiempo para hacerlo desaparecer de la escena del hecho. Razonar en contra de esa lógica, los defectos de fundamentación que exhibe el fallo apelado lo hacen descalificable como acto jurisdiccional con base en la doctrina de la arbitrariedad, pues afecta de manera directa e inmediata las garantías constitucionales invocadas por el recurrente.


    P., José Justino s/ Robo con armas


    P. 57, XXXV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Pedido de extradición. Delitos contra el orden público. Intimidación pública. Asociación ilícita calificada. Seguridad interior. Terrorismo. Aplicación de tratados internacionales. Pacta sunt servanda. Revocación de sentencia. 


    Dada la realidad política y social de Perú, el accionar de grupos como Sendero Luminoso, que continúan la acción política por medios delictivos, provoca una intimidación generalizada que afecta la seguridad interior. Los tipos penales invocados en la demanda de extradición, se corresponden, en lo sustancial, con los artículos 211 y 210 bis del Código Penal argentino, ubicados en el título VIII, Delitos contra el orden público. Ello siempre y cuando los hechos de intimidación no constituyan delitos contra la seguridad pública. Ya se trate de delitos contra el orden público, entendido éste como la tranquilidad y confianza social en el seguro desenvolvimiento pacífico de la vida civil, o de delitos contra la seguridad pública, en el sentido de estado colectivo exento de situaciones físicamente peligrosas o dañosas para los bienes o las personas en general, lo cierto es que esta clase de hechos ilícitos, en determinados casos, pueden atacar la seguridad interna de un Estado, en el sentido en que utiliza este concepto el Tratado de mención. El delito previsto en el artículo 210 bis del Código Penal argentino, compatible con el artículo 322 del peruano, fue puesto por la ley 23.077 con la intención de reprimir también los actos que ponen en peligro la vigencia del orden constitucional y que son comúnmente caracterizados como de terrorismo. El Tratado en análisis no prevé específicamente la extradición de quienes cometieron actos de terrorismo, como lo hace la ley n° 24767, en el inciso f) del artículo 9; dispositivo que no corresponde aplicar según la doctrina de la Corte de que la normativa interna no puede agregar requisitos no incluidos en el acuerdo internacional, pues de esa manera se afectaría el principio pacta sunt servanda y las reglas de interpretación fijadas por la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados. Los hechos que se le imputan al requerido, no han ocasionado perjuicios a la vida y a la salud de las personas, ni han consistido en restricciones prolongadas a la libertad individual, coacciones o extorsiones, que son los resultados típicos más graves en los delitos de terrorismo, y la razón por la cual se tornan repudiables para la comunidad internacional.


    M. C., Julio César y otra s/ Extradición


    M. 127, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Extradición. Comercialización ilegal de estupefacientes. Arresto domiciliario. Intención de eludir la acción de la justicia. Ius cogens. Confirmación de sentencia. 


    Es oportuno consignar, que el artículo 284, inciso 5, del Código de Procedimiento Penal Italiano establece que el imputado bajo arresto domiciliario, se encuentra en estado de “custodia cautelar”. A su vez, el artículo 294 de ese cuerpo normativo, fija un plazo máximo de cinco días para que el juez de las indagaciones preliminares proceda, si no lo ha hecho en la audiencia de convalidación, a interrogar a la persona que se encuentra bajo “custodia cautelar”, diligencia en la que el ministerio público y el defensor están facultados a intervenir. Ese precepto ordena que el interrogatorio debe practicarse con las modalidades fijadas en los artículos 64 y 65, que -entre otros requisitos formales- imponen en forma oportuna a fin de poder ejercer su derecho a estar presente y ser oído. En tal sentido, la, reiterada afirmación tanto del requerido cuanto de su defensa, de haber sido autorizada la salida del país por la justicia italiana, no alcanza a conmover la presunción de validez de ese documento, pues no se han aportado pruebas que acrediten tal circunstancia, y la mera presentación del pasaporte italiano durante el debate, es inconducente a esos fines, aún cuando efectivamente hubiera sido incautado al momento de ser detenido y luego, devuelto, extremos que tampoco han sido probados por quien los alega, máxime cuando no existen constancias del secuestro de ese documento, ni que se trate del único pasaporte que utiliza, habida cuenta que resulta ser titular de documentación personal argentina. Con respecto a la designación de abogado defensor de su confianza en aquel proceso, en opinión de la Procuración General el agravio planteado por los recurrentes tampoco puede prosperar.


     R., Ivo s/ Extradición


    R. 183, XXXIV, 25 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Administrativo


    Autorización para viajar


    Producción de la prueba. 


    No resulta posible, acceder a lo peticionado por la actora, toda vez que no ha variado su situación procesal en esta causa.


    Hasrin Mokhtari s/ Incidente de autorización para salir del país


    S. 143, XXIV, 28 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Pasajero damnificado. Empresas del Estado. Competencia federal. 


    Si bien el decreto 502/91 dictado por el Poder Ejecutivo Nacional, al dar origen a la empresa Ferrocarriles Metropolitanos, lo hace bajo la figura de una sociedad anónima sujeta, por tanto, al régimen de la ley 19.550 y dispone que no le serán aplicables, en general, las normas o principios del derecho administrativo, cabe advertir que su capital social pertenece al Estado Nacional en un 99% y el 1 % restante a Ferrocarriles Argentinos. En el mismo sentido, la constitución de esta empresa tuvo en miras la ejecución de una etapa intermedia de escisión de los servicios urbanos y suburbanos del sistema ferroviario nacional; para luego, alcanzada su consolidación como ente separado de Ferrocarriles Argentinos, ofrecer al sector privado la posibilidad de tomar en concesión, total o parcialmente, la explotación de dichos servicios. Habiéndose cumplido dichos objetivos al finalizarse la concesión del transporte metropolitano de pasajeros por ferrocarril, se dispuso la liquidación de FE.ME.SA. por Resolución N° 53/97 del Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos, en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 24 del decreto 1383/96, que crea, a su vez, el Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios. Todo ello permite afirmar que la sociedad demandada, continúa siendo una empresa del Estado Nacional, ya que, según la norma que la crea y le da su estatuto, todo su capital le pertenece y tiene como fin específico entregar en concesión a empresas privadas el servicio público de transporte por ferrocarril. Cabe, entonces, aplicar al sub lite la reiterada doctrina de la Corte en juicios de la misma naturaleza, según la cual, con arreglo a lo dispuesto por el, art. 116 de la Constitución Nacional, art. 2, inc. 6° y art. 12 de la ley 48, corresponde a la justicia federal y no a la provincial, conocer en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte. Máxime cuando pudiera resultar comprometido el patrimonio de una sociedad cuyo paquete accionario, estatutariamente, se encuentra en su totalidad en poder del Estado Nacional.


    Del Bono, Oscar Alberto c/ Femesa s/ Daños y perjuicios


    COMP. 200, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Estabilidad del empleado público. Protección contra el despido arbitrario. Competencia administrativa. Competencia federal. 


    La Corte tiene reiteradamente decidido que, a los fines de dirimir cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta, en primer lugar, la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de la pretensión. También, que el juzgador ha de considerar especialmente la ley que da sustento a la acción, por sobre la que pudiere considerarse aplicable al caso. La pretensión principal del reclamante se sitúa, inequívocamente, en el campo del derecho administrativo. Ello es así, toda vez que, amén de los aspectos relativos a la naturaleza jurídica de las accionadas y al cuestionamiento de su actuación administrativa que se mencionan, sólo en ese contexto se resguarda a los trabajadores con un sistema de estabilidad como el que sustenta la pretensión del actor, frente a la protección contra el despido arbitrario típica de la contratación laboral privada, que se resuelve en el pago de una indemnización tarifada. Por todo ello, la demanda debe considerarse encuadrada en la competencia a que aluden los artículos 2, inciso 6, de la ley 48 y 45, inciso a), de la ley 13.998, debiendo, por ende, restituirse las actuaciones para su continuación al Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Aguerre, Miguel Ángel c/ Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios y otros s/ Despido


    COMP. 136, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Concesiòn administrativa. Nulidad del acto administrativo. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuando se trata de decidir sobre la competencia entre los fueros civil y comercial federal y contencioso administrativo federal, resulta necesario examinar, ante todo, la índole de las normas y principios que, prima facie, habrán de aplicarse para solucionar el pleito. El magistrado competente deberá analizar el contrato de concesión de servicios públicos originado en una licitación pública y determinar si el Directorio de la Administración de Parques Nacionales, al no conceder la prórroga a la actora, incumplió el acuerdo celebrado por las partes, todo lo cual conduce a la aplicación e interpretación de normas propias del Derecho Administrativo, y requieren del Juzgador un especial conocimiento de ellas, que no se desvirtúa por la eventual aplicación que deba hacerse de disposiciones del derecho común. Habida cuenta de ello, son los tribunales en lo contencioso administrativo federal los competentes para seguir entendiendo en la presente causa.


    Turisur S.R.L. c/ Estado Nacional - Administración Parques Nacionales s/ Nulidad del acto administrativo


    COMP. 294, XXXV, 19 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Empleo público. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Blanco Zalazar, Diego Ramon y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otrso s/ Empleo público


    COMP. 153, XXXV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    C. 443, XXXIV, 21 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Medidas cautelares. AFIP DGI. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas C. 443, L. XXXIV, "Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos" (acápites I a IV inclusive), y C. 358, L. XXXV (acápites II y III).


    Respecto a la admisibilidad del recurso impetrado, si bien es doctrina reiterada de la Corte que las resoluciones sobre medidas cautelares no revisten en principio el carácter de sentencias definitivas, en los términos exigidos por el artículo 14 de la ley 48, este óbice es desplazado cuando lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también a la comunidad, en razón de su aptitud o potencial para perturbar la percepción de la renta pública y las decisiones recurridas muestran graves defectos de fundamentación. Dentro del marco indicado, es menester advertir que este Ministerio Público comparte la preocupación expresada por la Corte en cuanto a la particular estrictez con que debe ser examinado lo concerniente a las medidas cautelares suspensivas en materia donde pueda verse afectada la percepción de las rentas públicas y que, en la medida de su incumbencia constitucional y legalmente asignada, tiene el deber de contribuir a aminorar y eliminar los factores que dañen la normal recaudación de las rentas públicas. Es por ello que, en la apreciación del tema sub discussio, dicho criterio debe ser aplicado, con el objeto de evitar los males que pueden derivarse de una solución disvaliosa o apartada de las claras pautas constitucionales. Corresponde el tratamiento de la impugnación de la medida cautelar en esta instancia, al revelar prima facíe un posible factor de retardo y perturbación en el desarrollo de la política económica del Estado y, además, porque al igual que sucedía en los precedentes citados, se encuentra involucrado el alcance de normas de carácter federal, como lo es el decreto n° 1091/98, máxime cuando la sentencia recurrida ostenta defectos de fundamentación, circunstancias todas que determinan, la admisibilidad formal del recurso interpuesto. Por ello, en autos se plantea una situación similar a la que se había dado con anterioridad en Fallos: 312:1010; 313:1420; 316:2922; 318:2432; 319:1069, 3132; 320:421 y 628, que se diferencia de los hechos y circunstancias analizados en las causas C. 443, L. XXXIV y C. 358, L. XXXV.


    Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Medida cautelar


    C. 452, XXXV, 06 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Despido. Relación de dependencia. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Denegatoria del recurso. 


    Si bien la decisión posterior de la Sala III del trabajo trasunta una inteligencia inadecuada del fallo de la Corte, puesto que el alto Cuerpo consideró resuelta la contienda de competencia con el pronunciamiento de la Sala VIII, mientras que la Sala III juzgó que la competencia había sido ya asumida en la decisión originaria y, por tanto, que la contienda no era tal, ello no altera lo decidido por la Corte en orden a disponer una nueva radicación del caso  en un tribunal de la primera instancia lo que, finalmente, verifico la Sala con el resolutorio. Al haberse denegado la apelación federal deducida, atañe a la quejosa poner en evidencia que la crítica vertida, controvirtió de manera eficaz las razones de la alzada evidenciando, de ese modo la índole arbitraria del pronunciamiento atacado. Ello es así, porque cabe situarse en el particular contexto de una doctrina que, al decir del Alto Cuerpo, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales,  no que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema. Ello no acontece en el sub lite, toda vez que, frente a las afirmaciones de la alzada, apoyadas en el precedente de Fallos: 314:376, de que no se ha alegado ni evidenciado un acto expreso de inclusión del actor en el régimen laboral común, la recurrente opone una imputación de dogmatismo, pero a su vez, expresada de manera dogmática, esto es, sin señalar las razones que den fundamento a su ataque. De igual modo, acusa al fallo de omisión de tratamiento y conjuga una apreciación de las constancias probatorias contraria a la de la Sala, lo que, no posee entidad como para pretender su descalificación, desde que se limita a discrepar con las razones del resolutorio con argumentos que distan de evidenciar que éste hubiese incurrido en un error de la gravedad necesaria para invalidarlo. Ello es así, situados en un marco de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común, por regla, propias de los jueces de la causa y ajenas a la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48, y más aún, frente a un orden de razones que la Corte ha sustentado, entre otros, en los precedentes publicados en Fallos: 312:245; 314:376 y 316:245. En el mismo marco de ideas, debe desecharse la imputación de que los tribunales de grado reeditaron una contienda de competencia ya dirimida por la Corte y que, se incurre en una hipótesis de privación de justicia. Ello es así, toda vez que lo decidido importo, rechazar la demanda en el plano del derecho laboral. Por último, la Corte ha apreciado con una perspectiva, en general, poco favorable, pretensiones en que, tras la aceptación de contratos presididos por regímenes de inestabilidad laboral, se han pretendido derechos emergentes de la estabilidad en el empleo y ha señalado, también, que dentro del concepto de empleo público, están comprendidos tanto los supuestos de incorporación permanente a los cuadros de la Administración, como aquellos del personal contratado y temporario, marco, éste, ajeno al derecho privado y propio de la normativa administrativa.


    Roncales, Roberto Ricardo c/ Fuerza Aérea Argentina s/ Despido


    R. 160, XXXIV, 17 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Recurso directo


    Resolución administrativa. Acumulación de procesos. Denegatoria del recurso. 


    El diferendo suscitado en las presentes actuaciones entre dos Salas de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal no tiene solución legal expresa, ya que las cámaras de apelaciones han perdido la facultad de reglamentar la distribución de la labor entre sus salas que les atribuía el artículo 27, inciso a), del decreto-ley 1285/58, al haber sido derogada dicha disposición por el artículo 52 de la ley 24.050, derogación que no fue limitada por el legislador al proceso penal, pese a la materia sobre la cual versa la ley. En consecuencia, ya no resulta aplicable al sub lite la doctrina de Fallos: 245:177; 294:350; 305:1722 y 314:829, debiendo ser resuelta la cuestión por la Corte Suprema, aplicando por analogía el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, al no tener ambos tribunales un superior jerárquico común que pueda resolverla. En cuanto al tema en examen, no se presentan en autos los requisitos que autorizan la acumulación de procesos, de conformidad con el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, toda vez que, en ambos procesos se cuestionan Resoluciones diferentes del ENERGAS, se refieren a periodos diversos y se encuentran en distintas etapas procesales, circunstancias que impiden su sustanciación conjunta, pues ello no propende a la economía procesal, ni a un mejor servicio de justicia. Por otra parte, cualquier duda que se pudiese albergar respecto a la posibilidad del dictado de sentencias contradictorias se soslaya requiriendo fotocopias de las piezas que se consideren necesarias para evitar la posibilidad de incurrir en la situación apuntada. En tales condiciones, debe rechazarse la acumulación solicitada y resolverse que siga entendiendo en las presentes actuaciones la Sala que conoció originariamente del pleito.


    Metrogas S.A. c/ Resolución 76/94 – ENERGAS – Expedientes 402


    COMP. 254, XXXV, 03 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Debido proceso. Acceso a la justicia. Inspección General de Justicia. Revisión judicial de actos administrativos. División de poderes. Defensa en juicio. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Con respecto a la declarada inadmisibilidad de la apelación directa resulta aplicable la doctrina de la Corte relativa a que aun cuando la interpretación efectuada de las normas involucradas, atañe a la dilucidación de cuestiones de índole procesal federal, de las que, por principio no autoriza la intervención de esta Corte por la vía del recurso extraordinario, lo cierto es que corresponde hacer una excepción cuando la aplicación de preceptos procesales excede de una manera irrazonable los límites que impone el respeto de la garantía de la defensa, la cual requiere que se brinde a los interesados ocasión adecuada de ser escuchados en sus razones, pues si bien el contenido de normas rituales posee su reconocida importancia que exige su riguroso cumplimiento, su desnaturalización, su sobredimensionamiento por encima de su razón de ser, termina por convertir a esos imprescindibles preceptos en una suerte de trampas o valladares tendientes a frustrar el derecho constitucional al debido proceso. En cuanto al requisito de que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva, la resolución recurrida reviste dicha calidad, no sólo porque priva al afectado de otra oportunidad para discutir la materia más adelante, sino desde que tal privación implica fulminar un derecho de índole esencial cual es el acceso a la justicia. El agravio relativo a la nulidad de la resolución ministerial no puede prosperar, ya que la decisión del a-quo sobre el punto resulta ajustada a derecho. Es que, en el caso, prevalece la norma del art. 16 de la ley 22.315, que instituye una vía directa de apelación contra las decisiones de la Inspección General de Justicia, simplemente porque es la ley especial aplicable. Los fundamentos desarrollados por el tribunal, en ese sentido, no han sido desvirtuados por el apelante, quien invoca dictámenes y decretos de inferior jerarquía normativa. Por otro lado, no correspondía expedirse sobre la inconstitucionalidad del art. 36 del decreto 1493, reglamentario de la ley especial porque ese planteo deducido en sede administrativa, no fue mencionado por él interesado al contestar los agravios ante la alzada, de modo que al no haber sido sostenido en todas las instancias debe darse por decaído. Como correlato, ha sido bien declarada la nulidad de lo resuelto por el órgano incompetente. Sin embargo, no ha de compartirse el criterio del a-quo, en cuanto a que la consecuencia fatal de ese vicio procesal sea la pérdida del recurso de apelación, que se había deducido simultáneamente en el escrito inicial. En efecto, la Inspección General de Justicia, ante quien se interpusieron ambos recursos, debió pronunciarse acerca de la improcedencia de la vía jerárquica o, cuanto menos, debió haberlo hecho el Ministerio, rechazando la atribución de competencia, en virtud del principio de saneamiento que los faculta para resolver in limine cuestiones que sean susceptibles de viciar la tramitación. Sin embargo, la autoridad administrativa omitió rechazar el recurso jerárquico inadmisible y se pronunció. Ese procedimiento viciado, finalmente, perjudicó el derecho del afectado a obtener el control jurisdiccional, pues se hallan largamente superados los plazos de este último. Cuando se advierte que, en la inteligencia de la sentencia recurrida, la conducta de la administración ha sido eficiente para desbaratar el derecho de la parte a obtener el control judicial de una resolución administrativa, esa sola observación revela que la decisión de la Cámara ha sido arbitraria. Porque los reparos que pueda merecer la conducta de la parte no tienen entidad para denegarle el ejercicio de un derecho fundamental como es el de acceder a la justicia. Cabe recordar que cuando se presenta un conflicto en el que está en juego esa garantía constitucional, las situaciones dudosas u opinables deben resolverse de modo en que prevalezca la tutela del derecho de defensa, que es un bien jurídico de jerarquía superior. En ese sentido, la Corte ha consagrado el principio in dubio pro actione, como rector en materia de habilitación de la instancia. Aun el reproche que merece un proceder dual no autoriza la aplicación de sunciones elípticas sin sujeción a la legalidad. Asimismo, la sentencia se aparta de las constancias de la causa cuando dice que el recurrente formuló una reserva que habría decaído, pues del escrito inicial surge que la apelación fue interpuesta en forma explícita. El principio electa actione, altera non competit no es de aplicación al casó, pues falla un presupuesto: la paridad. No hay paridad entre el control administrativo y el judicial. Si se deniega el segundo por haber intentado el primero, se prescinde de considerar que el control jurisdiccional de los actos administrativos tiende a hacer efectiva la división de poderes que es pilar del sistema republicano. La declaración de nulidad de un procedimiento sólo puede afectar los actos impugnados, y los que sean su consecuencia, pero no puede expandirse ese efecto invalidante a otros actos no cuestionados, como la apelación directa oportunamente deducida, que no ha sido proveída. En esas condiciones, la Cámara debe pronunciarse sobre el recurso pendiente.


    Alegre, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia de la Nación s/ Contencioso administrativo


    A. 37, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Tasas. Derecho de ocupación del dominio público. Inhabilidad de título. Resoluciones equiparables a definitiva. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    Ha expresado la Corte que, si bien, en principio, las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no tienen carácter definitivo a los fines del remedio federal previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que tienen las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o del ejecutado, mediante la vía de la repetición, cabe hacer excepción a ello cuanto el tema articulado fue decidido de forma tal que frustra todo replanteo ulterior a su respecto, en un juicio ordinario. En la presente litis, se encuentra configurado el extremo referido y que por ende la sentencia puede ser equiparada a definitiva. Al haber hecho lugar el a quo a la defensa de inhabilidad de título que, basada en la inexistencia de la causa obligacional, un nuevo juicio ejecutivo por parte de la actora podría ser repelido por la ejecutada con invocación de lo resuelto en autos, sin que pueda discutirse nuevamente el punto relacionado con la causa de la obligación.En tales condiciones, el recurso interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se halla en tela de juicio la inteligencia de una norma federal y que la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la apelante funda en ella. Con respecto al fondo del asunto, no asiste razón a la ejecutante, respecto de la interpretación que asigna a la ley 22.016, consistente en sostener que "derogó" el contrato que la vinculaba con la empresa, Sociedad del Estado, y por medio del cual se había obligado a no gravar las obras e instalaciones de la ejecutada, útiles para la prestación del servicio de distribución de gas natural. Por el contrario, el estudio de la ley 22.016 lleva a concluir que se ha limitado a derogar las exenciones de las cuales gozaban los sujetos descriptos en su art. 1°, establecidas por leyes nacionales. En efecto, la ley no hace referencia, en momento alguno, en forma explícita ni razonablemente implícita, a que haya derogado beneficios tributarios establecidos en leyes locales, o a través de convenciones a las que las partes hubieran arribado en forma libre, de acuerdo con sus facultades para celebrar contratos. Por otro lado, sostener tal inteligencia implicaría convalidar una intromisión inadmisible, por parte del Gobierno Nacional, en las esferas privativas de las provincias, en lo que hace a la regulación de sus propias facultades tributarias. La sanción de la ley 22.016 no implicó restaurar los tributos locales sobre los sujetos abarcados, mientras no existiera norma que los gravara. Por ende, el certificado de deuda con que se inicia la presente ejecución no puede considerarse hábil para abarcar una deuda que resulta inexistente. Los agravios de la recurrente contra lo declarado por el a quo en torno a que el convenio celebrado entre ambas partes, es una norma vigente que tomó en consideración el interés público de los habitantes del municipio, no habiendo sido denunciada hasta ahora, remiten al análisis de temas de hecho y prueba y de derecho común, propios de los jueces de la causa y ajenos, en principio, a la vía del art 14 de la ley 48, sin que se aprecie arbitrariedad en el decisorio. Por otra parte, el recurso no fue concedido por arbitrariedad y no se dedujo, a su respecto, la pertinente queja.


    Municipalidad de Avellaneda c/ Gas del Estado S.A. en liquidación s/ Ejecución fiscal


    M. 185, XXXIV, 04 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Acción de amparo. Audiencia pública. Ferrocarriles. Aumento de tarifas. Fallos de la Corte Suprema. Cuestión abstracta. 


    Tiene dicho la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas fueren sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Si la autoridad de aplicación habría convocado a la celebración de la audiencia que es motivo de la presente litis, con carácter previo a emitir dictamen, la Corte debe oficiar a quien corresponda a fin de certificar si se ha verificado tal circunstancia, ya que, en tal supuesto, la cuestión habría devenido abstracta.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo ley 16.986


    D. 353, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Civil


    Beneficio de litigar sin gastos


    Daños y perjuicios. Falta de servicio público. Otorgamiento del beneficio. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan entidad suficiente para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Por ello, en cada situación concreta, el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza alegadas, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza el otorgamiento de dicha facilidad. Para su concesión no es requisito indispensable demostrar un estado total de indigencia.


    Tortorelli, Mario Nicolás c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    T. 632, XXXII, 16 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Indemnización. Gastos del proceso. Personas en situación de pobreza. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Denegatoria del beneficio. 


    La Corte ha sostenido que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. En cada situación concreta, el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos, o la imposibilidad de obtenerlos, del que invoque el beneficio. Asimismo, el hecho de que la actora sea una sociedad anónima no la priva del derecho a pedir tal facilidad, toda vez que el artículo 78 del Código ritual citado ut supra no hace distingos en cuanto a quienes pueden tener acceso a dicho beneficio, sean personas físicas como de existencia ideal. No obstante lo expuesto, cuando la que demanda es una sociedad comercial que persigue fines de lucro, el instituto en examen debe ser apreciado con prudencia, a fin de no desnaturalizarlo, puesto que su fundamento reside en evitar que se vean afectados el derecho a la defensa en juicio y la igualdad de las partes ante la ley. Habida cuenta de todo lo expuesto, la sociedad actora no logró acreditar su carencia de recursos, ni la imposibilidad de obtenerlos, toda vez que de la prueba pericial obrante en autos no surge, con el rigor que es menester para el otorgamiento de una franquicia de carácter restrictivo y de excepción, que la empresa se encuentre imposibilitada de afrontar los gastos que le demande el proceso, máxime cuando ni siquiera se encuentra en convocatoria, ni se le ha pedido la quiebra. A ello, cabe agregar que el estado de iliquidez que invoca es un problema financiero que encuentra remedio en caminos ajenos a la tutela de la defensa en juicio. En tales condiciones, al no quedar demostrada la situación de pobreza que alega, no se dan en el sub-examine los extremos que permitan conceder el beneficio solicitado.


    Agropecuaria del Sur S.A. c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Reclamo de indemnización por violación del derecho de propiedad


    A. 146, XXXII, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Gastos del proceso. Acceso a la justicia. Defensa en juicio. Igualdad ante la ley. Otorgamiento del beneficio. 


    La corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan las evidencias suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto qué autoriza su otorgamiento. Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. Habida cuenta de todo lo expuesto, la prueba aportada por los peticionarios permite concluir que éstos no poseen recursos económicos para hacer frente a los gastos que les demandará el proceso principal, ni pueden por el momento conseguirlos por sus propios medios, como así también, que los que disponen sólo les alcanza para satisfacer las necesidades propias de su subsistencia diaria. En consecuencia, a fin de garantizar a los actores el acceso a la tutela jurisdiccional, el derecho a la defensa en juicio y la igualdad de las partes ante la ley, la Corte puede hacer lugar al beneficio de litigar sin gastos solicitado.


    Bonansea, Cristina Margarita c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 1393, XXXII, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permita verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. Se encuentra probada la pobreza que alega la peticionaria, en tanto carece de bienes patrimoniales y de ingresos fijos que le permitan hacer frente a los gastos que le demandará la sustanciación del proceso principal toda vez que lo que dispone sólo le alcanza para satisfacer las necesidades básicas de su subsistencia diaria y las de su familia. En consecuencia, a efectos de garantizar a la actora el acceso a la tutela jurisdiccional, el derecho a la defensa en juicio y la igualdad de las partes ante la ley, la Corte puede hacer lugar al beneficio de litigar sin gastos solicitado.


    Escobar, Yolanda Irma c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Incidente de beneficio de litigar sin gastos


    E. 25, XXXIV, 02 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Accidente de aviación. Muerte. Otorgamiento del beneficio. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. A la luz de tales principios, en el sub lite dichos requisitos han sido cumplidos. Por otro lado, no obsta a tal conclusión, el hecho de que la peticionaria sea propietaria de una casa, toda vez que tiene dicho la Corte que, para la concesión del beneficio, no es requisito indispensable demostrar un estado total de indigencia.


    G., Marcela Claudia c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    G. 110, XXXIII, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Gastos del proceso. Denegatoria del beneficio. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del Juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Se debe señalar que la prueba obrante en autos ha generado una convicción contraria a la pretensión de los actores, toda vez que no sólo no se acreditó la pobreza alegada, como era menester, sino que además quedó demostrada la existencia de numerosos bienes con los cuales se pueden satisfacer los gastos que origine el presente pleito. En tales condiciones. al no probar los requirentes la situación de pobreza que invocan, para afrontar los gastos del proceso -demostración que incumbe a quien requiere el beneficio (art. 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)- toda vez que dicha franquicia es de carácter restrictivo y de excepción, no se ha dado en el sub-examine los extremos que permitan conceder la dispensa solicitada.


     C., Malvina Antonia Tello vda. de y otros c/ Misiones, Provincia de - Dos Santos, Waldemar Héctor - Benitez, Darío Victoriano y/o quien resulte responsable s/ Daños y perjuicios


    C. 308, XXIV, 19 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Otorgamiento del beneficio. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo de juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. En cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. Tiene dicho la Corte que para la concesión del beneficio no es requisito indispensable demostrar un estado total de indigencia.


    Cordara, Carlos Claudio y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    C. 396, XXXIV, 08 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del Juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada sino que basta que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. En cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. Tiene dicho la Corte que para la concesión del beneficio no es requisito indispensable demostrar un estado total de indigencia.


     Robles, Ramón Cayetano c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 134, XXXIV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del Juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. En cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre las condiciones de pobreza, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento.


     Rodríguez Sampaio, Américo José y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Sumario


    R. 456, XXXIII, 02 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Insania. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    A., C. Y. s/ Internación


    COMP. 34, XXXV, 15 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Haber jubilatorio. Competencia nacional. 


    Dado que la deuda reclamada por los beneficiarios debe ser solventada por el órgano demandado, como continuador de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, resulta aplicable para resolver el presente conflicto el contenido del artículo 43, inciso a), del decreto-ley 1285/58, en cuanto dispone en forma expresa que es la Justicia Nacional en lo Civil la que debe entender en todas las causas en que sea parte dicha Municipalidad, con excepción de aquéllas que resultan naturaleza penal, jurisdicción ratificada por el artículo 8° del mencionado precepto legal.


    Albano, Lilia y otros c/ Gobierno autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 560, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Sucesiones. Herencia. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    La Corte ha declarado en reiteradas oportunidades que el proceso universal de sucesión atrae al juzgado donde tramita, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. Si se persigue el cobro de obligaciones que no han tenido por deudor al causante, no resulta de aplicación el artículo 3284, inciso 4 del Código Civil y, consiguientemente, el fuero de atracción previsto por la citada norma. Tal circunstancia no se vería alterada por la posibilidad que se determine que el causante haya sido titular del vehículo que habría ocasionado los daños, si resulta insoslayable que la fecha del accidente es posterior a la de su fallecimiento.


    Cabrera, Ricardo Daniel c/ Correa, Jose Luis s/ Daños y perjuicios


    COMP. 41, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Incapacidad. Incapaces de hecho. Declaración de insania. Menores. Juez previniente. Domicilio del causante. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    Queda subsistente la jurisdicción territorial del juez que previno, disponiendo la guarda y otorgando la tenencia del menor o manteniendo la internación de la incapaz, designándole el representante que prevé el artículo 482, último párrafo del Código Civil, e interviniendo en diligencias posteriores, aunque luego la residencia de la causante se asiente en otra jurisdicción. La Corte tiene dicho que la determinación del domicilio del causante para fijar el lugar de sustanciación del juicio, requiere cierta amplitud de prueba, necesaria para la adecuada tutela de los intereses que pudieren hallarse en juego, no siendo suficientes a ese fin, la dirección consignada en el parte médico, o la mera denuncia que contenga el escrito de la demanda, o los datos filiatorios aportados por la actora, y los dichos de un familiar de la causante en un informe de la Asistente Social, carentes de toda otra corroboración. Cabe agregar que, por otra parte, el Tribunal ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto lo que reconoce fundamentos vinculados con la seguridad jurídica y la economía procesal.


    Clínica San Jorge S.A. s/ Autorización Proceso Especial


    COMP. 53, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Cobro de expensas comunes. Sucesiones. Herencia. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene establecido que los juicios universales de sucesión, atraen al juzgado donde éstos tramitan, todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. La obligación cuyo cumplimiento se persigue en autos, es de naturaleza jurídica compleja, y ha sido tratada en el marco doctrinario y jurisprudencial, con criterios diversos en orden a su encuadre o no como obligación propter rem. En ese contexto, si bien no puede desconocerse que la obligación de pago de las expensas comunes de un edificio se extiende a los nuevos adquirentes del dominio de los respectivos inmuebles, con el alcance que emana del art. 3266 del Código Civil, ello no libera al propietario originario -deudor natural de dicha prestación (o en supuestos como el de autos en que éste ha fallecido, al patrimonio relicto) de responder por vía directa o indirecta a dicha prestación. Siendo ello así, el crédito que aquí se ejecuta se vincula con el patrimonio hereditario, y desde que el instituto del fuero de atracción -imperativo y de orden público- tiende a facilitar su liquidación, tanto en beneficio de acreedores -como los aquí ejecutantes- como de la sucesión, el presente proceso se encuentra comprendido en el desplazamiento a que se refiere el art. 3284 del Código Civil. En orden al recaudo, por un lado, de la unidad de la partición y uniformidad de la liquidación, y por otro, razones de economía y celeridad en el trámite de las causas, resulta aconsejable que sea el juez del juicio voluntario el que entienda en la integridad de las pretensiones deducidas en autos.


    Consorcio de propietarios Chacabuco 651 c/ Lena de Nicola Victorina Segunda s/ Ejecución de expensas.


    COMP. 5, XXXV, 03 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Servicio telefónico. Facturación de servicios públicos. Interpretación de la ley. Ley federal. Competencia federal. 


    Es doctrina sustentada por el Tribunal que cuando la pretensión exige precisar el sentido y los alcances de normas federales, como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798, corresponde la competencia federal ratione-materiae, máxime cuando está en juego la suspensión del servicio telefónico.


    Fleitas, Mirta T. y otros c/ Telecom S.A. s/ Amparos c/ particulares


    COMP. 30, XXXV, 03 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de incompetencia. Etapas del proceso. Competencia de la seguridad social. 


    Al resolver en la causa Comp. 122, L. XXXII, “Pereyra Emma Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional”, la Corte admitió como válida la declaración de incompetencia emitida por los miembros de un tribunal al que había ordenado dictar una nueva sentencia, y lo hizo sobre la base del contenido de las leyes 24.463 y 24.655, en cuanto establecen que la competencia que determinan será de aplicación inmediata, cualquiera que sea el estado de la causa. Si se entendiere que el criterio amplio recién transcripto reviste un carácter general que expresa la postura que la Corte encarece debe privar para resolver este tipo de conflictos, correspondería, salvo su más elevado juicio, extenderla al caso de especie y disponer, en consecuencia, que la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social resulta competente para seguir conociendo en él.


    Dellera, Armando Aquilino c/ Banco Central s/ Nulidad


    COMP. 120, XXXV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Cheque. Envío postal. Violación de correspondencia. Competencia federal. Estafa. Adulteración de cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Corresponde a la Justicia Federal de Mendoza conocer en el proceso por hurto de piezas postales, que habría sido cometido en unidad de acción con el delito de violación de correspondencia. Esas conductas suponen, de conformidad con lo previsto en el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso c) del Código Procesal Penal, la comisión de uno de aquellos crímenes que "violenten o estorben la correspondencia de correos" que deben quedar sujetas a la jurisdicción federal, tal como surge de esas mismas normas en consonancia con lo dispuesto por el artículo 75, inciso 14, de la Constitución Nacional. La intervención de la justicia de excepción, en la desaparición de la misiva, se justifica aún más si se tiene en cuenta el carácter de prestador oficial del servicio postal por parte de la empresa Correo Argentino S.A., conforme surge del texto de los decretos N° 265/97 Y 431/98, artículos 6° y 1° respectivamente. Respecto al delito de estafa que concurriría idealmente con la falsificación, la Corte ha sostenido que cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados. Toda vez que de los elementos de convicción reunidos en el expediente no es posible determinar esa circunstancia, corresponde al tribunal preventor profundizar la investigación en este sentido. Tal es la solución que corresponde cuando no es posible demostrar la concreta vinculación que existió entre la sustracción de la pieza postal y el uso ilícito que posteriormente se hizo de su contenido.


    G., Edith Inés s/ Defraudación


    COMP. 680, XXXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Ley de defensa del consumidor. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 645, L. XXXIV, Retamar María Elena c/ Moño Azul S.A. s/ Daños y perjuicios".


    Larche, Isabel Alicia c/ Wal-Mart S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 692, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Canales de televisión. Radiodifusión. Ley federal. Competencia federal. 


    Resulta competente la Justicia Federal, toda vez que, aun cuando la Municipalidad al disponer la suspensión del canal y el levantamiento del cableado, haya obrado en ejercicio del poder de policía local, ello no obsta a la aplicación de la reiterada jurisprudencia que sostiene la procedencia del fuero de excepción, cuando la pretensión esgrimida por la actora se relaciona con el sentido, alcance y aplicación de normas federales, como son las que regulan los servicios de radiodifusión, y en las cuales encuentran su fundamento las disposiciones municipales cuyo incumplimiento motivó el pedido de las presentes medidas cautelares. La Corte también tiene dicho que es competente la justicia federal para entender en la demanda cuya finalidad es que se declare la nulidad de decisiones y actos de la demandada tendientes a instalar una estación de televisión, fundada en que fueron adoptados en infracción del derecho federal que emana de la ley 22.285.


    Municipalidad de la Quiaca c/ Canal 4 Cablevisión, Maidana Cintya Roxana y/o Riad Chahka p/ Medida cautelar


    COMP. 67, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Enfermedad accidente. Incapacidad laboral. Daños y perjuicios. Indemnización. Reparación integral. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, “Jordán, Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro - Accidente L. 9.688”.


    Ortíz, Alberto c/ ABB Medidores S.A. s/ Accidente Acción civil


    COMP. 28, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Insania. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    Se impone considerar subsistente la jurisdicción territorial del juez que previno, máxime cuando el mismo dispuso se mantenga la internación de la causante, designó el representante que prevé el 3° párrafo del art. 482 del Código Civil y continuó interviniendo en diligencias posteriores. La solución contraria, obligaría al desgaste jurisdiccional de atribuir la causa a otro juzgado, cada vez que, eventualmente, mudara la residencia o el lugar de internación de la causante.


    El Tribunal ha puesto reiteradamente de manifiesto la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal.


    P., C. M. s/ Internación


    COMP. 68, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Precedente de Fallos: 319:2473.


    Nuñez, Juan Pablo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 123, XXXV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XXXV, “Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares”, y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria” y precedentes allí citados.


    Ordine, Blas Oscar y otros c/ Telecom S.A. s/ Amparo


    COMP. 95, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Insania. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos 312:1373.


    P., J. O. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 93, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Concursos. Acreedor laboral. Verificación de créditos. Desplazamiento de la competencia. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    No resulta aplicable al caso el precedente de la Corte Comp. 707, L. XXXIII, “Vilela, Juan E. c/ Empresa El Rápido S.A.T.A.”, invocado por el juez comercial, pues si bien en ambas causas se demandó por un accidente de trabajo con fundamento en la ley especial que los rige, en la presente no se la envía al juez del proceso concursal para su trámite, sino para que el acreedor laboral pueda lograr la verificación y percepción de los créditos reconocidos en la sentencia definitiva dictada en este juicio, la que se encuentra firme y consentida. El artículo 21, inciso 5° de la ley 24.522, se refiere a los supuestos en que "no procediera el pronto pago de los créditos de causa laboral por estar controvertidos” y en la presente causa ya no hay controversia, sino un crédito líquido a favor del actor, por haber prosperado parcialmente la demanda. Por tanto, se halla concluida la etapa de conocimiento y sólo resta ejecutar la sentencia. Y el pronto pago de tal crédito se encuentra contemplado expresamente en el artículo 16, segundo apartado, de la ley 24.522, previa comprobación de sus importes por el síndico, el que deberá ser satisfecho prioritariamente con el resultado de la explotación. Si bien no resulta necesaria la remisión completa de las actuaciones al juez de la quiebra, ya que bastaría con que el actor, por sí o por apoderado, presentara ante éste un testimonio de la sentencia con la certificación de que se halla firme, es conveniente, por razones de economía procesal, de celeridad y atento el carácter alimentario del crédito, remitir sin más los obrados al señor juez ante quien tramita la quiebra o concurso de la demandada. Ello, en tanto ha concluido el procedimiento que impedía la remisión, por mandato del inc. 5° del art. 21 de la ley 24.522.


    Pérez, Antonio c/ Pinfruta S.A. s/ Laboral por accidente de trabajo


    COMP. 82, XXXV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Accidentes de trabajo. Comisiones médicas. Seguro por accidente de trabajo. Determinación de la competencia. Ley federal Competencia federal. 


    En el presente caso se demanda a un empleador que no incluido en el régimen de autoseguro, omitió afiliarse a una A.R.T., situación que ha merecido una consideración casi tangencial en el seno de la Ley de Riesgos del Trabajo, puesto que, amén del art. 28, ap. 1, ella sólo ha sido contemplada, explícitamente, por el art. 29, relativo a la insuficiencia patrimonial del empleador no asegurado o autoasegurado; congruente la norma con un sistema general que presupone la incorporación de los empleadores en el seguro obligatorio. El sistema organizó un mecanismo tendiente a que, dado un infortunio de esta índole, se brinde al trabajador de inmediato y de manera automática, por las aseguradoras o empleadores auto asegurados, las respectivas prestaciones en dinero o especie; previéndose recién para el caso de disconformidad del damnificado o de sus familiares con dichas prestaciones, la reclamación ante las comisiones médicas. Dicho marco general determinó, por cierto, la organización administrativo-jurisdiccional de la norma, y, muy particularmente, del decreto 717/96. A ello se agrega que, en la hipótesis, el supuesto empleador ha negado, además, la relación laboral, lo que emergería de las actuaciones administrativas que el actor refiere cumplimentadas en sede provincial. Dicha circunstancia ha sido apreciada particularmente, en el plano reglamentario, con relación a las hipótesis normadas por el art. 10 del decreto 717/96, para preterir la intervención de las comisiones médicas y dar lugar a la resolución previa de la cuestión, ante la "autoridad competente". En tales condiciones, la pretensión incoada, cuya apreciación necesariamente se inscribe en una preceptiva general cuya hermenéutica presupone la incorporación de la empleadora en el seguro obligatorio -o, en su caso, auto asegurada- tropieza aquí, en el limitado marco cognoscitivo relativo a las cuestiones de competencia, con la ausencia de una solución legal explícita, dada la sola presencia como sujeto pasivo de un empleador, presunto infractor de lo establecido por los arts. 3°, ap. 3°, y 27, ap. 1°, de la ley 24.557 y lo dispuesto por las disposiciones de fondo y reglamentarias (especialmente, los arts. 10 y 11 del dec. 717/96). Frente a ello, empero, y dado que la responsabilidad administrativo-jurisdiccional del sistema, en los aspectos que atañe de modo general a los riesgos del trabaja, ha sido depositada en organismos de orden federal, y considerando, también, especialmente, la ausencia de objeciones de orden constitucional verificadas al respecto por el actor en su escrito introductorio, se impone atribuir el conocimiento de la presente cuestión a la justicia federal. Ello es así, con especial arreglo a la reiterada doctrina de la Corte, en orden a que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una determinada especialización que el ordenamiento les reconoce y que constituye una relevante circunstancia a tener en cuenta cuando esos mismos temas son objeto de una demanda, a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta.


    Torres, Martín Alejandro c/ Carrasco, Aldo


    COMP. 62, XXXV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Enfermedad profesional. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 315, L. XXXIV, "Munilla, Gladys Nancy c/ Unity Oild S.A. s/ Accidente - acción civil.


    Pérez, Miguel Ángel c/ Consolidar A.R.T. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 63, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Competencia civil. 


    La acumulación de procesos es un instituto procesal que persigue sustancialmente, evitar el dictado de sentencias contradictorias y lograr la economía procesal que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia. La Corte ha dicho que no procede la acumulación de procesos cuando estos se encuentran en diferentes etapas procesales situación que no permite su sustanciación conjunta. Además, es improcedente acumular procesos en trámite en diferentes jurisdicciones cuando ellos se encuentran en diferentes etapas procesales y en distintas instancias, situaciones que no permiten su sustanciación conjunta.


    Velazco, Nélida Ester y otros c/ FEMESA s/ Daños y perjuicios


    COMP. 73, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Servicio telefónico. Tarifa telefónica. Facturación de servicios públicos. Interpretación de la ley. Ley federal. Competencia federal. 


    Resulta de aplicación la doctrina del Tribunal de los autos "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria" y precedentes allí citados.


    En el precedente citado se sostuvo que es competente la justicia federal ratione-materiae, cuando la pretensión esgrimida por la actora exige precisar el sentido y los alcances de normas federales, como son las dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades que le confiere la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798. Asimismo, las acciones de la demandada tendientes a imposibilitar que la denunciante establezca comunicación alguna durante períodos prolongados afectan la prestación de un servicio público que no se restringe al ámbito local, y, que de acuerdo a la Ley Nacional 19.798, art. 3°, inc. c), se encuentra sometida a la jurisdicción nacional.

Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. p/ Amparos c/ particulares


    COMP. 37, XXXV, 15 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Incapacidad. Incapaces de hecho. Declaración de insania. Menores. Juez previniente. Domicilio del causante. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    Queda subsistente la jurisdicción territorial del juez que previno, disponiendo la guarda y otorgando la tenencia del menor o manteniendo la internación de la incapaz, designándole el representante que prevé el artículo 482, último párrafo del Código Civil, e interviniendo en diligencias posteriores, aunque luego la residencia de la causante se asiente en otra jurisdicción.


    V., N. s/ Internación


    COMP. 66, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Cobro de pesos. Sentencia de primera instancia. Recurso de apelación (procesal). Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.


    Es doctrina de la Corte que la aplicación del fuero de atracción debe ajustarse a los principios procesales según los cuales, hallándose apelada la sentencia de primera instancia, debe resolver la Alzada del mismo fuero sobre el remedio procesal interpuesto, lo que difiere su remisión al tribunal donde tramita el concurso o la quiebra.


    Yañez, René c/ Azucarera Argentina C. E I. s/ Cobro de pesos por diferencias de indemnización por despido


    COMP. 56, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Indemnización. Reparación integral. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, “Jordán, Antonio V. y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro – Accidente Ley 9.688”.


    Veneziano, Viviana Verónica c/ Godoy, Humberto Eduardo s/ Accidente


    COMP. 29, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento" conforme al criterio expuesto en la causa Comp. 666, L. XXXV, "Aguilera, Clemente Pablo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Actis Perino, Norberto Edmundo y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 667, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Extinción del fuero de atracción. Competencia federal. 


    Resulta preciso recordar que, de conformidad con el artículo 12, inciso 1° de la ley 48 y el artículo 3284, inciso 4° del Código Civil, el proceso sucesorio atrae -al juzgado donde tramita- todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, aún cuando se trate de juicios que correspondan al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine esta competencia. Por el contrario, no corresponde el fuero de atracción del sucesorio si el actor persigue el cobro de obligaciones que no han tenido por deudor al de cujus –como es el caso de esta ejecución- en la que el Fisco pretende obtener el pago de deudas contraídas por la sucesión del causante, es decir, con posterioridad a la fecha de su defunción, lo cual excluye la aplicación de las citadas disposiciones legales.


    Fisco Nacional (DGI) c/ Sucesión de Segundo P. Contin s/ Ejecución fiscal


    COMP. 603, XXXIV, 17 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Prórroga de la competencia. Competencia federal. Competencia previsional. 


    El sub-lite, si bien pudo corresponder a la competencia originaria de la Corte en atención a las prerrogativas jurisdiccionales asignadas a las partes que intervienen en él, el mencionado Tribunal admitió la posibilidad de que los Estados provinciales prorroguen la competencia originaria ratione personae, bajo determinadas condiciones, en favor de la justicia federal de grado. Según se desprende del artículo 2°, inciso e), de la ley 24.655, que creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, ésta tiene competencia para entender en las ejecuciones de créditos relativas a ella.


    Gobierno de la Provincia de Entre Ríos c/ Instituto de Servicios Sociales para el Personal Ferroviario s/ Ejecución fiscal


    COMP. 632, XXXIV, 15 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Despido. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Borsani, Antonio Alberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Despido


    COMP. 141, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Internación. Protección de personas. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    En el caso, se impone considerar subsistente la jurisdicción territorial del juez que previno, máxime cuando el mismo ordenó mantener la internación de la causante en el Hospital, autorizó intervenciones quirúrgicas, solicitó al PAMI su afiliación para poder ser internada en una institución gerontopsiquiátrica adecuada y libró oficio a la Policía Federal a los efectos de que se tramitara su Documento Nacional de Identidad, solicitó su ingreso al Hogar para Ancianos no Videntes y continuó interviniendo en diligencias posteriores. Aun cuando se haya producido un cambio del lugar de internación, ya que esta circunstancia no significó la desaparición definitiva de los motivos que habían originado la intervención tutelar del juzgado. Razones de economía procesal y, en especial, de seguridad jurídica, imponen a optar por la pauta antes indicada, desde que la solución contraria, obligaría al desgaste jurisdiccional de atribuir la causa a otro juzgado, cada vez que, eventualmente, mudara la residencia o el lugar de internación del causante. Por otra parte, el Tribunal ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia, tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal.


    D., A. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 197, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia previsional. 


    Para dirimir el presente caso, cabe hacer extensivas las pautas que la Corte sentó en el precedente publicado en Fallos: 319:2473.


    Del Popolo, Hermindo Ángel A. c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 201, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de trabajo. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 315, L. XXXIV,"Munilla, Gladys c/ Unity Oild S.A  s/ Accidente - acción civil", resuelta por la Corte de conformidad con el dictamen de esta Procuración General.


    Maldonado, María Esther c/ Dallas S.R.L. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 209, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Despido. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/Laboral".


    La ley concursal constituye un ordenamiento con numerosas normas de orden público, en particular  aquellas referidas a la asignación de competencia de los tribunales, que tienden a preservar los principios liminares de la seguridad jurídica, la igualdad de situación y tratamiento de los interesados y a impedir el posible dictado de decisiones opuestas; consecuentemente, los tribunales no pueden ignorar la existencia de tales normas vigentes, si no media expresa declaración de invalidez.


    Toledo, Ramón Oscar c/ Industrias Alimentarias Brenna S.A. s/ Despido y cobro


    COMP. 217, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Juicios universales. Concurso preventivo. Justicia nacional en lo comercial. 


    Al no haber concluido el trámite del juicio universal, el acreedor debe recurrir ante el magistrado a su cargo a efectuar su reclamo. Consecuentemente, la presente causa, resulta atraída por el concurso de la demandada conforme al art. 2.1 de la ley 24.522.


    Vilariño Ferreiroa, G. c/ Grafica Ham S.A. s/ Despido


    COMP. 131, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Quiebra. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar y otros s/ Laboral”


    Quiroga, Hugo R. y otros S.A. c/ Córdoba del Tucumán A.I. y C. Ingenio La Providencia s/ Indemnización por antigüedad y otros


    COMP. 143, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Empresas del Estado. Competencia civil y comercial federal. 


    Se suscita en la causa una cuestión de competencia, que da lugar a la intervención de la Corte al no existir un tribunal superior común a los órganos judiciales que intervinieron en las distintas incidencias, de conformidad con lo dispuesto por la última parte del inciso 7°, artículo 24, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21. 708. Respecto de la determinación de la competencia, se anticipa el criterio favorable a que intervenga en la misma la justicia nacional en lo federal civil y comercial, aunque no haya intervenido en la contienda, desde que es facultad de la Corte decidirlo. Por lo dispuesto por los artículos 51 y 52 la ley 20.091, la aplicación supletoria del artículo 132 de la ley 24.522, y revisto en el artículo 22 del decreto 897/85, resulta claro que el fuero federal en lo civil y comercial, es quien debe entender en la acción, en orden al carácter de sociedad del Estado de la demandada y la materia objetiva contenida en la pretensión que no configura estrictamente una causa de naturaleza contencioso administrativa y se agotara con la sentencia del tribunal que ordene o no la intimación para que la entidad proporcione la información solicitada.


    La Primera Compañía Argentina de Seguros Generales S.A. c/ Instituto Nacional de Reaseguros (en liquidación) s/ Determinación de deuda


    COMP. 380, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 645, L. XXXIV, “Safar Retamar, María Elena c/ Moño Azul S.A. s/ Daños y perjuicios s/sumario”; resuelta de conformidad con las consideraciones efectuadas en el dictamen de esta Procuración General.


    Si bien los hechos que dan lugar al reclamo de daños y perjuicios emanan de una empresa que realiza actividad comercial, la relación establecida entre actor y demandada, no es necesariamente para el primero un acto de naturaleza mercantil en orden a lo previsto en el artículo 452 del Código de Comercio, con lo cual la competencia de la justicia en lo comercial no puede asignarse atendiendo a la naturaleza del acto. Por otra parte, es de tener en cuenta a los fines de lo dispuesto en el artículo 5° del Código procesal Civil y Comercial de la Nación, que los actores expresan que accionarán por daños y perjuicios derivados de actos ilícitos con fundamento en lo dispuesto en el artículo 1.113 del Código Civil, y, en tal sentido, la legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, establece en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto del artículo 1° de la ley 24.290, que resulta competente en acciones como la que se habrá de promover en el sub-lite la Justicia Nacional en lo Civil.


     Pedrozo, Víctor Ramón c/ Cica S.A. Alimenticia


    COMP. 415, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Fuero de atracción. Acciones personales. Derechos hereditarios. Competencia nacional. 


    Corresponde señalar, tal como lo tiene resuelto la Corte, que, no procede el fuero de atracción normado por el artículo 3284 del Código Civil, respecto de la acción tendiente a determinar la existencia de derechos reales -juicio por usucapión de un inmueble- ya que no se trata de las acciones personales de los acreedores del difunto, ni de las relativas a bienes hereditarios que se suscitan entre coherederos.


    Visciglio, Julio Ángel c/ Loiacono, José y otros s/ Prescripción adquisitiva


    COMP. 409, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Menores. Domicilio del menor. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa "González Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos 315:2963).


    A. G., C. s/ Proceso especial


    COMP. 484, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas “Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel” (Fallos: 312:1881), y Comp. 747, L. XXIV, “Plenkovich, Liliana Ester s/ Salvia, Mercedes y otros s/ Responsabilidad médica”.


    Aletti, Orlando c/ Armada Argentina Hospital Naval y otro s/ Responsabilidad médica


    COMP. 188, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    El artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido. Dado que la cuestión ha quedado planteada entre el titular del juzgado nacional en lo civil y comercial federal y su par en lo contencioso administrativo, es la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal la que debe resolver la presente ya que la correcta inteligencia de aquél precepto aconseja excluir, como fuero previniente, al laboral, que en definitiva, ha venido a quedar fuera del conflicto y otorgarle, en cambio, dicha categoría, al primero en intervenir entre los que efectivamente se generó la contienda.


    Amiama, Germán Guillermo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - PPP y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 507, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "Sarquis, Pablo c/ Alcántara s/ Ejecución hipotecaria".


    Banco de la Ciudad de Buenos Aires c/ Gonella, Ernesto José s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 460, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Liquidación de sociedades. Subasta de inmuebles. Nulidad de la subasta. Competencia civil y comercial. 


    La subasta motivo de la nulidad planteada, fue ordenada en las actuaciones de liquidación forzosa de la aseguradora "Cosecha Cooperativa de Seguros Limitada", trámite universal, que se encuentra regida por disposiciones específicas de la ley 20.091, artículos 50, 51 y 52, que remiten a la aplicación supletoria de la ley de concursos y quiebras. Lo relativo a la liquidación de bienes y consecuentemente la subasta de inmuebles, se halla sometida a la aplicación de las disposiciones del capítulo VI, artículos 203 a 217 de la ley 24.522. La nulidad de subasta está fundada en la objeción que se efectúa de actos procesales que dieron lugar a ella, cumplidos en el procedimiento del juicio universal y bajo la dirección y decisión del tribunal de la Provincia del Chaco. No se advierte objeción alguna a las actuaciones producidas en extraña jurisdicción por el juez a quien se le delegó por vía de lo dispuesto en la ley 22.172, ciertas actividades, salvo lo referido a las publicaciones de edictos que debían efectuarse en la provincial, cuyo control también se encontraba a cargo del tribunal de dicha jurisdicción y por tanto debía efectuarse a través de la orden emanada de dicho juzgado.


    Cosecha Cooperativa de Seguros Limitada s/ Liquidación forzosa por Superintendencia de Seguros de la Nación


    COMP. 328, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Concurso preventivo. Competencia civil. Competencia nacional. 


    El artículo 21 de la ley 24.522, que establece las consecuencias que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los juicios ejecutivos de garantías reales, dentro de los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, presentar pedido de verificación, con lo cual la nueva ley aplicable en el caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte, respecto de que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y debe continuar su trámite ante el juzgado de origen -cuando se trata como ocurre de un concurso preventivo y no de un trámite liquidatorio-.


    Deutsche Bank Argentina S.A. c/ Vázquez Estévez, José Eduardo y otros s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 440, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Concurso preventivo. Juicios universales. Fuero de atracción. Juez del concurso. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Las causas laborales son atraídas por el juicio universal, atendiendo a principios como el de seguridad jurídica, que habilitan desplazar la competencia de origen y natural del proceso, en virtud del instituto del fuero de atracción. Resulta competente el Juez del concurso, a los fines de determinar la existencia o no de la relación laboral y sus causas con la concursada, con el objeto de establecer el pasivo de la empresa demandada. Sin perjuicio de la intervención como parte o tercero en la acción o en el proceso de verificación del co-demandado, si así lo estima pertinente el juez concursal, hallándose denunciado el reclamo y la acción instaurada en el juicio universal de concurso preventivo, corresponde aplicar los preceptos de la Ley 24.522.


    Diego Rubén A. c/ Core S.R.L. y otro


    COMP. 338, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de las causas “Hazrlin de Martin, Liliana c/ Obra Social para el Personal de Entel” (Fallos: 312:1881), y Comp. 747, L. XXIV, “Plenkovich, Liliana Ester s/ Salvia, Mercedes y otros s/ Responsabilidad médica”.


    Forlenza, Laura Fernanda y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 461, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 11, L. XXXIII, “Khun, Francisco c/ El Hogar Obrero Cooperativa de Consumo s/ Cobro de pesos”.


    Ibañez, María Aniceta c/ Expreso Esteban Echeverría S.R.L. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 429, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra. Sociedad anónima. Verificación de créditos. Competencia provincial. 


    Realizar el estudio y consideración de la posible existencia de un conjunto económico entre las sociedades a quienes se les reclama este pedido de quiebra, a los fines de la acumulación de éste último trámite a los de concurso preventivo de Albayda S.A. y Indavico S.A. en sustanciación ante el Juzgado Nacional, sólo resultaría procedente de manera forzada en el procedimiento de quiebra decretada y no en los supuestos de petición voluntaria de concurso preventivo, en los que la solicitud es una facultad que se otorga al concursado, que inclusive está sometida al control y rechazo judicial si no se acredita la existencia del agrupamiento. El pedido de quiebra, también dirigido contra las sociedades Albayda S.A. e Indavico S.A., no tiene andamiento en virtud de la existencia de sus concursos preventivos en trámite, hallándose obligados los acreedores a concurrir a dichos juicios universales por la vía de la verificación de créditos, en orden a la expresa prohibición del artículo 21, inciso 3° y lo dispuesto en el artículo 32, de la ley concursal. La petición de quiebra de "Juan Bracho García e hijos S.A.", no podría sustanciarse en el Juzgado de esta Capital, no sólo por el carácter preventivo de los trámites de las sociedades presuntamente agrupadas, sino pues no se dan, los supuestos del artículo 65 y 68 de la ley de concursos. Además el domicilio de la citada sociedad se halla en la Provincia de Buenos Aires y la competencia territorial en materia concursal resulta obligatoria, al ser de orden público, conforme a lo dispuesto en el artículo 3°, inciso 3° de la ley 24.522. Las presentes actuaciones habrán de continuar su trámite, ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 5, del Departamento Judicial de Mercedes, Provincia de Buenos Aires, donde se radicara originalmente, al igual que los restantes pedidos de quiebra promovidos exclusivamente contra "Juan Bracho García e hijos S.A.".


     Juan Bracho García e Hijos S.A. y otros s/ Pedido de quiebra por Carlos Antonio Barloqui


    COMP. 501, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al fallo de la causa "Harzlin de Martin, Liliana c/ Obra Social para el Personal de ENTEL s/ Ordinario" (Fallos 312:1881), cuya doctrina ha sido mantenida en los fallos de las causas Comp. 858, L. XXIV, “Plenkovich, Liliana Ester s/ Salvia, Mercedes y otros s/ Responsabilidad médica”.


    Molina, Luciana c/ Sanatorio Colegiales y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 422, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 858, L. XXIV, “Plenkovich, Liliana Esther c/ Salvia, Mercedes y otros s/ Responsabilidad médica”, y Comp. 747, L. XXIV, “Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad médica".


    Palermo, Alejandro A. c/ Sanatorio Bernal y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 430, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Embargo preventivo. Competencia federal. 


    Aun cuando el decreto que da origen a la Empresa, bajo la figura de una sociedad anónima, la sujeta al régimen de la ley 19.550 y dispone que no le serán aplicables, en general, las normas o principios del derecho administrativo, cabe advertir que su capital social pertenece al Estado Nacional en un: 99 % y el 1 % restante a Ferrocarriles Argentinos. En este orden de ideas, la creación de esta empresa constituyo en los términos del propio dispositivo, "...una necesaria y conveniente etapa intermedia, para alcanzar la privatización por concesión del sector...", objetivo de cuyo cumplimiento da cuenta el decreto n° 685/97. Así, la sociedad demandada, sigue siendo, una empresa del Estado Nacional, ya que, según la norma que la crea y le dé su estatuto, todo su capital le pertenece, a lo que se agrega que la propia demandada desechó toda probable prórroga de jurisdicción en la justicia ordinaria. Por tanto, resulta aplicable al sub-lite, la doctrina de la Corte, según la cual, con arreglo a lo dispuesto por el art. 116 de la Constitución Nacional, y artículos 2, inciso 6° y 12 de la ley 48, compete a la justicia federal y no a la provincial, entender en las causas en que la Nación o una entidad nacional sea parte.


    Barrionuevo, Eulogio Torcuato y otros c/ Empresa Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ Embargo preventivo


    COMP. 109, XXXV, 28 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra. Ejecución hipotecaria. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XXXII, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Vetye Theodore y otros c/ González, Amalia y otro s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 258, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    No corresponde que la Corte se pronuncie sobre la cuestión planteada, ya que la contienda fue dilucidada por el órgano con facultades para ello, el que ha determinado, de manera definitiva, que la titular del Juzgado Nacional del Trabajo es quien posee aptitud jurisdiccional para entender en la presente causa.


    Rivadero, Jorge Ricardo c/ Omega A.R.T. s/ Accidente


    COMP. 135, XXXV, 11 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derechos y garantías constitucionales. Causas regidas por normas federales. Competencia civil y comercial. 


    Se encuentra trabada una cuestión de competencia que corresponde dirimir a la Corte, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7° del decreto ley 1285/85, texto según ley 21.708. Para determinar la competencia se debe atender de modo principal la exposición de los hechos de la demanda. En primer término, tiene reiteradamente dicho la Corte, que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción, deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Cabe agregar que la Corte ha puesto de manifiesto la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, lo que reconoce fundamentos que se vinculan con principios de seguridad jurídica y economía procesal. Por otra parte, el criterio expuesto no se ve, modificado por la circunstancia, que pudiera encontrarse en tela de juicio normativa de naturaleza federal, desde que, es criterio sustentado por la Corte en reiterada jurisprudencia, que todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden y deben, por expreso mandato de la Ley Fundamental, interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin perjuicio de que las cuestiones federales eventualmente comprendidas, puedan ser objeto de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario.


    Díaz, Walter s/ Amparo


    COMP. 287, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas, en lo substancial, al fallo de la causa S.C. Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo A. c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelta por la Corte por sus fundamentos.


    En las presentes actuaciones se suscitó un conflicto de competencia que, corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Garnica, Pedro Vladimir y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 333, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Tribunal de alzada. Juez previniente. Cámara de Apelaciones. 


    Corresponde a la alzada del juez que primero intervino.


    Los conflictos jurisdiccionales trabados entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de Apelaciones de la que depende el juez que primero hubiere conocido.


    Roa, Catalina y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 710, XXXV, 07 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Estado civil. Nombre. Competencia civil. Competencia nacional. 


    La cuestión planteada debe resolverse por aplicación de la doctrina de la Corte que dice que los tribunales ordinarios de la República son los competentes para entender y conocer en todas las cuestiones relativas al estado civil de las personas, como así también que la justicia federal es de excepción y debe limitarse al conocimiento de los asuntos contenciosos que la ley le atribuye. Pues sobre tal base concluyó, que no corresponde a la justicia federal, el conocimiento de la información sumaria tendiente a justificar el nombre de una persona, aun cuando fuera con el fin de obtener carta de ciudadanía.


    Nechaeski, Olga Ester s/ Información sumaria


    COMP. 550, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Nulidad del contrato. Contrato de suministros. Energía eléctrica. Interpretación de la ley. interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    A fin de resolver las cuestiones de competencia, se ha de tener en cuenta, en primer lugar, la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de su pretensión. En tal sentido, sin perjuicio de que la actora invocó normas del Código Civil para fundamentar su pretensión, el magistrado federal es quien debe conocer en esta causa por razón de la materia. Ello es así, pues su reclamo encuadra en los términos del Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica, de naturaleza federal, complementaria y modificatoria de la ley 15.336, normas que fijan lo referido al abastecimiento, transporte y distribución de electricidad. Si a lo expuesto se agrega que, por Resolución N° 168/92 de la Secretaría de Energía, se reglamenta el régimen del suministro de electricidad, estableciendo las condiciones de facturación y las obligaciones de la prestadora, así como los supuestos de suspensión del servicio sometidos al control de la autoridad administrativa, cabe concluir que en el sub examine se halla en juego la aplicación e interpretación de normas federales, circunstancia que habilita la competencia de excepción.


    Barberi, María Beatríz c/ Edesur S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 620, XXXIV, 18 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Inconstitucionalidad. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    No corresponde a la Corte dirimir dicha cuestión por ser prematura, toda vez que los conflictos jurisdiccionales trabados entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de Apelaciones de la que depende el juez que primero hubiere conocido.


    Vieira Argentina S.A. c/ S.A.G.P. y A. y otro s/ Amparo


    COMP. 754, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Sucesiones. Accidente de tránsito. Muerte. Daños y perjuicios. Herederos. Competencia provincial. 


    La Corte ha declarado en reiteradas oportunidades que el proceso universal de sucesión atrae al juzgado donde tramita todas las acciones personales que se deduzcan contra el causante, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción. Asimismo, tiene establecido que las normas que rigen el fuero de atracción de la sucesión, son imperativas o de orden público, puesto que tienden a facilitar la liquidación del patrimonio hereditario, tanto en beneficio de los acreedores como de la propia sucesión, y que no pueden ser dejadas de lado, ni aún por convenio de partes. La demanda se sustenta básicamente en que el causante era quien conducía el vehículo al momento del accidente por lo que se lo considera civilmente responsable del hecho. Consiguientemente, según los propios términos del escrito inicial, y dado que los herederos no participaron en el hecho dañoso, resulta evidente que la pretensión compromete al patrimonio del "de cujus", por lo que ha de considerarse comprendida dentro de los supuestos contemplados por el artículo 3284, inciso 4° del Código Civil. No altera el criterio expuesto, el hecho de que exista pluralidad de demandados, desde que la Corte tiene dicho, en casos como el de autos, que es competente el juez donde tramita el sucesorio del codemandado principal; toda vez que no se observa que los demás puedan ver disminuidos sus derechos por la mera circunstancia de que el juicio universal atraiga el suyo, derechos que, con toda amplitud y sin menoscabo de la garantía constitucional de la defensa, pueden hacer valer ante el juez de la sucesión.


    Tello, Silvia Lorena c/ Heredero de Kuttler y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 99, XXXV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Incapacidad laboral. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 991, L. XXXIII, "Jordán, Antonio Víctor y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro - Accidente ley 9.688”.


    Cano, Alejandro c/ Frigorífico Gondrina s/ Accidente


    COMP. 100, XXXV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conforme a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58 texto según ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada "de quien dependa el juez que primero hubiese conocido", sin que obste a ello que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Ministerio de Trabajo c/ General Tomas Guido S.A. s/ Sumario


    COMP. 110, XXXV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Juicios universales. Sucesiones. Competencia nacional. 


    Se suscita una contienda de competencia negativa, que habrá de dirimir la Corte en orden a lo dispuesto en el inciso 7°, del artículo 24, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto. 


    Es doctrina de la Corte, que respecto de las acciones reales, no se ejerce el fuero de atracción de los juicios universales.


    Herrera, Olga c/ Virzi, Anunciado Juan


    COMP. 274, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Se suscita una contienda negativa de competencia que se plantea entre jueces nacionales de primera instancia y que debe resolver el tribunal de alzada del tribunal que previno en la causa de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708. Por ello, la Corte no debe intervenir en el presente conflicto debiendo remitirse las actuaciones al tribuna de origen a los fines de la resolución de la contienda.


    Banco Quilmes S.A. c/ Serafini y compañía S.A.


    COMP. 276, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Competencia federal. 


    En el caso se está en presencia de un reclamo fundado en una norma de naturaleza federal, reguladora de la actuación de organismos de pertenencia a la estructura administrativa del Estado Nacional. Se trata, asimismo, de habilitar un acto administrativo en esta órbita. En forma expresa, el artículo 2, segundo apartado, de la ley 22.977, dispone que, ante decisiones del órgano de aplicación en materia de registro, resulta competente para intervenir, por vía recursiva, la justicia federal en lo civil y comercial, con lo cual el legislador ha venido a establecer, de manera indubitable, cuál es la jurisdicción que interviene en los supuestos de interpretación de la legislación del presente caso. Ante la autorización que se pretende, podría surgir, en virtud  de la decisión jurisdiccional del tribunal que interviene con el fin de inscribir el automotor en cuestión, con la característica peculiar de su cambio de motor, una eventual oposición del órgano de aplicación, con lo cual se daría un conflicto entre lo dispuesto por un órgano judicial local, y la autoridad administrativa nacional y la posible confirmación de dicho acto  tribunal por el tribunal federal, lo que, resultaría a todas luces impropio y violatorio del sistema jurisdiccional autónomo de las provincias.Por otra parte, la Corte tiene dicho que las normas que atribuyen competencia a determinados tribunales para entender en ciertas materias cuando de recursos se trata, son indicativas de una especialización que el ordenamiento legal les reconoce y que constituyen una relevante  circunstancia a tener en cuenta cuanto esos mismos temas son objeto de una demanda a falta de disposiciones legales que impongan una atribución distinta.

Roberto Pérez e Hijo S.A. c/ Viviendas Analía s/ Usucapión


    COMP. 142, XXXV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Internación. Protección de personas. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    En el caso, se impone considerar subsistente la jurisdicción territorial del juez que previno, máxime cuando el mismo ordenó mantener la internación de la causante en el Hospital, autorizó intervenciones quirúrgicas, solicitó al PAMI su afiliación para poder ser internada en una institución gerontopsiquiátrica adecuada y libró oficio a la Policía Federal a los efectos de que se tramitara su Documento Nacional de Identidad, solicitó su ingreso al Hogar para Ancianos no Videntes y continuó interviniendo en diligencias posteriores. Aun cuando se haya producido un cambio del lugar de internación, ya que esta circunstancia no significó la desaparición definitiva de los motivos que habían originado la intervención tutelar del juzgado. Razones de economía procesal y, en especial, de seguridad jurídica, imponena optar por la pauta antes indicada, desde que la solución contraria, obligaría al desgaste jurisdiccional de atribuir la causa a otro juzgado, cada vez que, eventualmente, mudara la residencia o el lugar de internación del causante. Por otra parte, el Tribunal ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia, tenga lugar en las oportunidad legales previstas al efecto, a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal.


    S., Juan Andrés s/ Internación


    COMP. 160, XXXV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Guarda de menores e incapaces. Competencia federal. 


    Al demandarse a una entidad nacional, cuestionándose en forma directa y central la actividad cumplida por sus agentes respecto de los menores cuya salvaguarda, inclusive en el marco de normativa internacional, se persigue, resulta claro por ende que, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 de la Constitución Nacional, 2° inciso 6° y 12 de la ley 48, corresponde entender en la causa a la justicia federal ante la cual fue promovida la acción sin perjuicio de las cuestiones fácticas emergentes vinculadas en general al derecho común, y en particular a la problemática familiar.


    R. E. C. c/ Consejo Nacional del Menor y la Familia s/ Amparo


    COMP. 208, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    A. s/ Insania


    COMP. 309, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Juez previniente. Cámara de Apelaciones. Competencia civil. 


    Toda vez que en estas actuaciones se ha planteado un conflicto negativo de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia, la cuestión debe ser resuelta por la Cámara de Apelaciones del juez que previno.


    Banco de la Ciudad de Buenos Aires c/ Transportes Martín Fierro y otros s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 354, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Internación. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    R., M. E. s/ Internación


    COMP. 356, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    F., L. s/ Internación


    COMP. 360, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas” (Fallos: 315:2963).


    T., E. A. s/ Internación


    COMP. 389, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    Q., K. V. s/ Internación


    COMP. 414, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Medida de no innovar. Devolución del expediente. Cámara de apelaciones. Competencia provincial. 


    Resulta aplicable en la especie la doctrina sustentada reiteradamente en la Corte, en el sentido que los tribunales de alzada no pueden exceder la jurisdicción de los recursos concedidos ante ellos, dado que la misma, se encuentra limitada por las pretensiones de las partes. Por consiguiente y atención a la naturaleza de las medidas en debate, deben devolverse las actuaciones a la Cámara local, a fin de que, sin más, resuelva sobre los agravios de la apelación concedida.


    Telecentro S.A. c/ Multicanal S.A., Cablevisión s/ Amparo


    COMP. 557, XXXV, 03 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos, conforme al criterio expuesto en la causa Comp. 666, L. XXXV, "Aguilera, Clemente Pablo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Ávila, Roberto Ramón y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 661, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos, conforme al criterio expuesto en la causa Comp. 666, L. XXXV, "Aguilera, Clemente Pablo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Acierno, Stella Maris y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 662, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos, conforme al criterio expuesto en la causa Comp. 666, L. XXXV, "Aguilera, Clemente Pablo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Aymard, Enrique y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 665, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos, conforme al criterio expuesto en la causa Comp. 666, L. XXXV, "Aguilera, Clemente Pablo y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Acevedo, Desiderio y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 664, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Servicio telefónico. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 30, L. XXXV, “Fleitas, Mirta T. y otros c/ Telecom S.A. s/ Amparos c/ Particulares”.


    Ruíz, Oscar c/ Telecom S.A. s/ Amparo


    COMP. 31, XXXV, 03 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo del Tribunal de la causa Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación", y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    R., A. s/ Artículo 482 Código Civil -Proceso especial-


    COMP. 47, XXXV, 03 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Existen dos procesos en los cuales se reclaman daños y perjuicios derivados de un mismo hecho, a las mismas partes, a quienes se imputa responsabilidad por la muerte de un operario. Distingue a los mismos, empero, que mientras en la causa radicada en sede provincial reclama quien sería la esposa del operario, por sí y en representación de su hijo; en la causa en sede nacional, pretenden quienes serían los progenitores del siniestrado, sus concubinas e hijos menores, habidos de relaciones anteriores a la unión matrimonial. Al involucrar ambas actuaciones un mismo evento determinante, concerniente a las mismas demandadas y con amparo en similares normas legales, cada una de las sentencias que recaigan en los litigios resolverá circunstancias de hecho, prueba y fundamentación jurídica comunes, lo que podría conducir al dictado inadmisible de pronunciamientos contradictorios. Si bien las causas tramitan en jurisdicciones y ante fueros diversos y se encuentran en distintos estadios procesales, resulta procedente la acumulación de procesos, con arreglo a lo previsto por el art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Ello es así, en atención a que las circunstancias que obstarían a tal acumulación, ceden ante otros principios de mayor relevancia, cuales son el de seguridad jurídica y buen servicio de justicia que resulta necesario salvaguardar. A ello se agrega, que más allá de las diversas jurisdicciones a las que Nación y Provincia confiaron el conocimiento de estas cuestiones (civil y laboral), lo cierto es que en ambos litigios se ejercitó la opción por la vía civil prevista en la entonces normativa del trabajo (art. 16, Ley 24.028), circunstancia que nada obsta a la tramitación conjunta de ambos pleitos.


    Garces, Hurtado Guillermo c/ Edesur S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 25, XXXV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Responsabilidad extracontractual. Ley de defensa del consumidor. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Corresponde que causas de la naturaleza de la presente tramiten ante la justicia nacional en lo civil. Ello se piensa, en orden a que, sin perjuicio de considerar que la normativa emanada de la ley 24.240 (art.3°) resulta obviamente integrada con el plexo jurídico general y especial que regulan las relaciones que se establecen a partir de la actuación de personas físicas o ideales de naturaleza pública o privada que intervienen en la producción, distribución, o comercialización de cosas o servicios, y con más razón, las que se dan dentro del marco de las disposiciones de la ley 22.262, (manifestación ésta referida por el propio legislador). Tal integración se da porque ambas legislaciones, regulan la actividad de dichas personas, aunque en diferentes actos y consecuencias. Pero, por otra parte es también obvio que en el caso de la ley 24.240, las relaciones y consecuencias jurídicas que regula son estrictamente las referidas a las que se establecen con los consumidores, y por, tanto, no necesariamente resultan aplicables, las normas de competencia fijadas en la ley 22.262; porque resulta  claro, que la norma que regula los posibles conflictos que se susciten por afectación a los consumidores, es diversa de aquélla que se refiere a las que se dan entre los competidores por una actuación impropia desde el punto de vista estrictamente referido a las relaciones comerciales, más allá de que ello tenga influencia o efectos en el consumidor. En el supuesto de autos, sin perjuicio de que los hechos que dan lugar al reclamo de daños y perjuicios emanan de la actividad comercial de la demandada, la relación dada entre accionante y accionada, no es necesariamente para el primero un acto de naturaleza mercantil conforme se desprende del artículo 452 del Código de Comercio, con lo cual ello tampoco determinaría la competencia de la justicia en lo comercial. Por otra parte, los actores accionan por daños y perjuicios derivados de actos ilícitos con fundamento en las previsiones de los artículos 1109 y 1113 del Código Civil, y, en tal sentido, la legislación vigente en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, ha establecido de modo claro en el artículo 43, inciso b, del decreto-ley 1285/58, según texto del artículo 1° de la ley 24.290, que resulta competente en acciones de naturaleza como la presente la justicia nacional en lo civil. Cabe poner de resalto que la Corte reiteradamente ha reconocido la competencia de la justicia civil, cuando como en este caso particular, no ha mediado asignación expresa de competencia en la ley especial. El Código Procesal en lo Civil y Comercial de la Nación, prescribe en su artículo 5°, que la competencia se determinará por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda.


    Safar Retamar, María Elena c/ Moño Azul S.A. s/ Daños y perjuicios -sumario-


    COMP. 645, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Despido. Estatuto para el personal del banco de la Ciudad de Buenos Aires. Competencia civil. Competencia nacional. 


    A fin de determinar la competencia, debe atenderse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. La pretensión principal del actor se sitúa, inequívocamente, en el campo del derecho público administrativo. Ello es así, toda vez que sólo en ese contexto se resguarda a los trabajadores con un sistema de estabilidad como el que sustenta la pretensión actora, frente a la “protección contra el despido arbitrario” (art. 14 bis, de la Constitución Nacional), típica de la contratación privada, que se resuelve en el pago de una indemnización tarifada; extremo este último que, según afirma el peticionante, no consentía el Estatuto del Personal del Banco de la Ciudad de Buenos Aires, vigente al tiempo de su despido. Involucrando la pretensión, la actividad del ente bancario municipal en el contexto antedicho, cabe concluir que resulta de aplicación el art. 43,  ap. a), del dec-ley 1285/58, debiendo, en consecuencia, restituirse la causa para su continuación al Juzgado Nacional en lo Civil.


    Donatti, Luis Alberto c/ Banco Ciudad de Buenos Aires s/ Despido


    COMP. 661, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Incapacidad laboral. Competencia civil. Competencia nacional. 


    La cuestión relativa a la fecha de entrada en vigencia de la ley 24.557, fue objeto de análisis en el dictamen de la causa Comp. 132, L. XXXIII, "Alessi, Daniel c/ Codel S.A.T.I. y C. s/ Accidente Ley 9.688".


     


    Villamayor Vera, Huga Cipriano c/ Peci, Norberto Enrique y otros s/ Accidente (Ley 9.688)


    COMP. 690, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Transmisión de acciones. Accionistas. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    La intervención del fuero federal en provincias es de excepción y se encuentra circunscrita a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Para determinar la competencia corresponde en principio atender a la exposición de los hechos que hiciera el actor y el derecho que toma como fundamento de la acción entablada y no cabe atenerse a la ley que pueda en definitiva resultar aplicable. Sin perjuicio de ello, es oportuno advertir que, en la causa, no se demanda al Estado Nacional, ni a las empresas privadas concesionarias del servicio público. Tampoco se desprende de la litis que en el caso se pueda hallar afectada la prestación del servicio de telecomunicaciones, con lo cual, además de no ser parte, no se halla comprometida en modo alguno en la acción, la participación del Estado Nacional. La acción intentada se fundamenta en lo dispuesto en el artículo 251 de la ley 19.550 de sociedades comerciales, impugnando de nulidad la asamblea regional de accionistas "Clase C" del Programa de Propiedad Participada, de sus actos previos y preparatorios y de la resolución de proclamación de los delegados de dichos accionistas, que emane de la misma, por violación al estatuto legal del programa, al acuerdo de transferencia de las acciones y a la ley 19.550. La mencionada normativa no tiene naturaleza federal, debiendo señalarse que la mención del decreto del Poder Ejecutivo Nacional 682/95 y de la ley 23.696 se relaciona con los artículos 38, 39 de dicha ley y el 6° del decreto, cuya aplicación e interpretación no se halla en juego, en tanto se refieren a la necesidad obligatoria de la sindicación de acciones, a la existencia de una regulación convencional de los derechos de los partícipes, a las características que debe tener dicha regulación (artículos 38 y 39 citados) y a la manda de designar delegados asambleístas (art.6°) sin que dichas normas aparezcan cuestionadas o sometidas a interpretación. La demanda, ni por razón de la persona, ni por la materia, ni por mediar un interés nacional en juego habilita la competencia de la justicia federal. Por el contrario al discutirse la afectación de facultades de accionistas, dentro de un convenio de sindicación de acciones en una empresa privada y el modo de ejercicio de sus derechos, discusión a la que manifiesta ser ajena la propia prestadora del servicio, resulta claro que se está en presencia de una controversia entre particulares, regida por normas de derecho común y convencional, cuya interpretación y aplicación se halla cuestionada, sin perjuicio de que ello se de en el marco general del proceso de privatización regulado por la ley 23.696 y del decreto que aprueba los convenios de transferencia accionaria y de regulación de los derechos de los accionistas y de la sindicación, cuya invocación, aun de resultar necesaria, al igual que su aplicación por el juez local, no transforman a la demanda de por sí en una acción que sea de competencia federal, ni puede ser obstáculo para la intervención del juez Iocal.


    Ferrero, Juan Carlos y otros c/ Comite Ejecutivo de la Sindicación de Acciones del Programa de Propiedad Participada de Telecom y Comisión Liquidadora de Dicho Programa y Sr. Alcides Solís s/ Ordinario


    COMP. 698, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Facultades de la alzada. Competencia nacional. 


    Cuestión ya resuelta por la Cámara.


    Toda vez que el conflicto negativo de competencia trabado en estas actuaciones se suscitó entre los jueces nacionales de primera instancia, cabe considerarlo resuelto por el pronunciamiento de la Alzada, conforme a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Aquino de Sosa, Celsa Vidalina c/ Pirán, Martín s/ Beneficios de litigar sin gastos


    COMP. 671, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Sucesiones. Domicilio del causante. 


    Es jurisprudencia del Tribunal que, cuando es poco clara o contradictoria la prueba producida en relación al último domicilio del causante, debe tenerse por cierto que dicho domicilio se encontraba en el lugar de su fallecimiento, en donde corresponde se abra la sucesión.


    González, Silveria s/ Sucesión ab intestato


    COMP. 360, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La acreditación que se tuvo en cuenta para tener por ubicada da sede de la administración de los negocios del concursado fueron sus propias manifestaciones, no obstante que surgía que la principal y particular actividad del deudor era la de explotar campos, lo cual lleva al convencimiento de que se está, respecto del domicilio que invoca el concursado en esta Capital, en presencia de un domicilio ficticio, entendiéndose por tal a aquél sólo aparente o convencional destinado a alterar los principios que consagran la indelegabilidad de la competencia, o la prohibición de prórroga por voluntad de las partes, al estar de por medio el interés público. Si el concursado sostuvo que la sede de la administración se ubicaba en Capital Federal porque allí se domiciliaba su hijo, quien se desempeñaba como administrador de sus negocios sociales y adjuntó una constancia de inscripción en la Dirección General de Rentas y número de Cuit obtenidos en jurisdicción de la Capital Federal, tal argumentación no es idónea para fijar la competencia del concurso preventivo promovido por el deudor en forma personal, porque está referida a "negocios sociales", que no constituyen la materia de este concurso individual. Por otra parte, el domicilio real de quien se denuncia como administrador de los negocios tampoco determina la competencia del titular del patrimonio que se concursa, a tenor del citado art. 3 de la ley 24.522. La doctrina de la Corte ha sostenido en reiteradas oportunidades que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes. Por ello, el juez debe declarar la incompetencia aún de oficio, como surge del art. 13 "in fine" de la ley 24.522. Esta Procuración General señaló que las normas de competencia de la ley de concursos, no son meras disposiciones para la distribución de causas entre los tribunales, sino que atienden a la naturaleza del procedimiento, que en definitiva afecta a una universalidad activa y pasiva. Se dijo también que resultaba imprescindible y de gran importancia determinar ante qué juez va a quedar radicado el proceso, pues la apertura del concurso produce consecuencias de orden sustancial y formal de enorme relevancia, cuáles son la afectación al control judicial de todo el patrimonio del concursado, la sujeción forzada de sus acreedores a un procedimiento especial, de carácter sumario y plazos limitados, la intervención de terceros, auxiliares que hagan viable el preciso conocimiento de la situación al tribunal. Todo lo cual lleva a la consagración y efectiva aplicación de los principios liminares del proceso, como el de defensa en juicio, concentración de los procesos así como el de inmediación, los que contribuyen al destino final de la prestación de un buen servicio de justicia.


    Rosiere, Jesús Nazareno s/ Concurso preventivo


    COMP. 58, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Juicio sumario. Declaración de incompetencia. Desistimiento de la acción. Remisión del expediente. Competencia provincial. 


    Atento el desistimiento de las interesadas y conforme lo dispuesto por el art. 4° “in fine” del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no cabe pronunciamiento de la Corte en estos autos, y debe remitirse este expediente al juez de origen para su archivo y los autos principales al juez provincial para continuar su tramitación.


    Volkswagen Argentina S.A. y otro c/ León Kupervaser S.A. s/ Sumario


    COMP. 686, XXXIV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 226, L. XXXIII, "Kreder José Roberto c/ Frigorífico Mellino S.A. s/ laboral”, que remite a los fundamentos del dictamen de ésta Procuración General.


    Santellán, Antonio Gregorio c/ Sociedad Anónima Protto Hnos. s/ Enfermedad accidente


    COMP. 92, XXXV, 11 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa "Candia Roque Sergio y otra c/ Expreso Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y perjuicios".


    Yoia, Saúl Alberto y otra c/ Línea Expreso Liniers S.A.I. y C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 620, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa “Candia, Roque Sergio y otra c/ Expreso Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Belfiore, Oscar Atilio y otra c/ Empresa Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 616, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa “Candia, Roque Sergio y otra c/ Expreso Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Pozzo, Carlos Alberto y otra c/ Línea Expreso Liniers S.A.I.C. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 615, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa “Candia, Roque Sergio y otra c/ Expreso Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y Perjuicios”.


    Burgos, Roberto Armando y otra c/ Empresa Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 619, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa “Candia, Roque Sergio y otra c/ Expreso Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Pérez, Carlos Alberto y otra c/ Línea Expreso Liniers S.A.I. y C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 617, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Se verifican los presupuestos de identidad que habilitan la acumulación de procesos en los términos de los artículos 188 y siguientes del Código Procesal civil y Comercial de la Nación. Así también que en el juicio radicado en el tribunal provincial se produjo la notificación de la demanda con anterioridad a la realizada en la causa que tramita en el Juzgado Nacional.


    Candia, Roque Sergio y otra c/ Línea Expreso Liniers S.A.I. y C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 614, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa “Candia, Roque Sergio y otra c/ Expreso Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y Perjuicios”.


    Pagouape, Pedro Carlos c/ Línea Expreso Liniers S.A.I. y C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 147, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa “Candia, Roque Sergio y otra c/ Expreso Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Liñeiro, Eduardo y otro c/ Línea Expreso Liniers S.A.I. y C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 618, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Elecciones partidarias. Convocatoria a elecciones internas. Competencia federal. 


    La doctrina del Tribunal establece que, cuando una entidad partidaria funciona tanto como partido provincial cuanto de distrito, pero con autoridades únicas a ambos fines, lo concerniente a estas últimas se rige por las normas nacionales y pertenece a la competencia de la justicia federal. Dicha solución encuentra su fundamento en los artículos 5 y 7 de Ley Orgánica de los Partidos Políticos N° 23.298, como así también en el principio constitucional de supremacía, consagrado por el artículo 31 de la Constitución Nacional.


    Sosa, Ángel Manuel - Recurso de apelación - Junta Electoral - Partido Justicialista


    COMP. 668, XXXIV, 24 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia nacional. 


    En primer término, el estudio de las cuestiones de competencia se debe tener presente que, a los fines de su dilucidación, se ha de estar a los hechos expuestos en la "demanda y que caracterizan la pretensión, y sólo secundariamente, en la medida que se adecue a ellos el derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Al respecto la Corte ha sostenido que la disposición del art. 5 del CPCCN, después de la reforma introducida por la ley 22.434, sienta como regla general que la competencia se determinara por la naturaleza de las pretensiones deducidas en la acción y no por las defensas opuestas por el demandado, debiendo tal criterio ser compatibilizado con lo dispuesto por el art. 1 del citado código. La configuración de una eventual conducta antijurídica de la demandada sólo podrá ser analizada a partir de la relación contractual previa que vinculaba a las partes, pues a raíz de ella, habían sido entregados los valores presentados al cobro, hecho este que habría dado nacimiento al daño por el que se reclama. Tiene dicho la Corte que en las pretensiones personales, fundadas en derechos creditorios de origen contractual, conforme al art. 5 inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el fuero principal está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación expresa o implícitamente establecido conforme a los elementos aportados en el juicio. A falta de ese lugar, el actor puede deducir su pretensión ante el juez del lugar del domicilio del demandado o del lugar de celebración del contrato, aunque sea accidentalmente, al momento de la notificación. En el sub lite, cabe inferir prima facie que el lugar de cumplimiento de las obligaciones se estableció en la ciudad de Buenos Aires dado que allí se encontraba y se hacía entrega de la mercadería. Es más, aun de interpretarse que aquel no está claramente establecido, adquiere relevancia, a los fines de la determinación de la jurisdicción, el domicilio de la parte demandada que en el sub-lite, también se halla en esta Capital.


    Roberts, Manuel A. y otro c/ Industrias Químicas Almidar S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 98, XXXV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Fuero de atracción. Competencia provincial. 


    Si bien es cierto que la ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aun respecto de las causas laborales en trámite, conforme se sostuvo en el dictamen que emitió esta Procuración General en la causa  Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A s/ Laboral", a cuyos términos se remitió la sentencia de la Corte, no lo es menos que la nueva ley concursal, también establece las excepciones a tal desplazamiento de la competencia, una de las cuales se verifica precisamente, en el sub lite, en razón de que la acción laboral que se promueve es un reclamo por enfermedad de trabajo, fundada en la legislación especial en la materia. Por tanto, no resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción.


    Escobar, Delfin Gerardo c/ Zapater Diaz ICSA s/ Enfermedad


    COMP. 125, XXXV, 17 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    Afonso, Elvira c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 60, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XXXV, "Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares" y al fallo de la causa "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria ", y precedentes allí citados.


    Alabern, Federico y otros c/ Telecom p/ Amparos c/ particulares


    COMP. 59, XXXV, 15 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Ejecución hipotecaria. Concurso preventivo. Competencia federal. 


    De conformidad con lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los juicios ejecutivos de garantías reales dentro de los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, presentar pedido de verificación, con lo cual la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte, respecto de que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y debe continuar su trámite ante el juzgado de origen.


    Banco de la Nación Argentina c/ Trobbiani, Cándido Omar y otra s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 39, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión substancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo A. c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Calderón, Roque c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 54, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XXXV, "Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares" y al fallo de la causa "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria ", y precedentes allí citados.


    De Pistrino Elda y otros c/ Telecom p/ Amparos c/ particulares


    COMP. 36, XXXV, 15 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XXXV, “Poggio, Carlos c/ Telecom S. A. s/ Amparo contra particulares” y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria ", y precedentes allí citados.


    Adorni, Juan y otros c/ Telecom S.A. s/ Amparo


    COMP. 94, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    Di Mattia, Norberto c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 61, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XXXV, "Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares" y al fallo de la causa "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria ", y precedentes allí citados.


    Farías, M. y otra c/ Telecom p/ Amparo c/ acto de particulares


    COMP. 42, XXXV, 15 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Primera instancia. Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. 


    Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, los conflictos de competencia que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    Ganem, Irene Beatríz c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 96, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Procesos de ejecución. Ejecución hipotecaria. Fuero de atracción. Competencia federal. 


    De conformidad con lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que establece los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, menciona a los juicios ejecutivos de garantías reales, dentro de los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, presentar pedido de verificación, con lo cual la nueva ley aplicable en el caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, admitida sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte, respecto de que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y debe continuar su trámite ante el juzgado de origen.


    Juan José Isasi e Hijos (Sociedad de hecho) s/ Concurso preventivo


    COMP. 40, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Primera instancia. Tribunal de alzada. Cámara de Apelaciones. 


    Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, los conflictos de competencia que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    Guerci, Serafín Aurelio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 90, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Si se verifica un conflicto jurisdiccional entre jueces nacionales de primera instancia, la solución compete a la cámara de apelaciones del fuero que haya prevenido. La discrepancia entre dos cámaras nacionales de apelaciones acerca de cuál de ellas es la del fuero que previno debe resolver la Corte Suprema por carecer ambas de un tribunal superior común.


    Si la cuestión ha quedado planteada entre el Juez Nacional de Primera Instancia en lo Civil y la Juez Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, es la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, en su carácter de alzada del magistrado que previno en la contienda, la que debe dirimirla. Ello es así, toda vez que la correcta inteligencia de dicho término aconseja excluir, como fuero previniente, al que en definitiva ha quedado fuera del conflicto y otorgarle, en cambio, dicha categoría, al primero en intervenir entre los que efectivamente se genera la controversia.


    Nola, Claudia Vanesa c/ Instituto Municipal de Obra Social s/ Amparo Sumarísimo


    COMP. 50, XXXV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XXXV, “Poggio, Carlos c/ Telecom S. A. s/ Amparo contra particulares” y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria ", y precedentes allí citados.


    Ochoa, José María c/ Telecom S.A. s/ Amparo


    COMP. 80, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XXXV, “Poggio, Carlos c/ Telecom S. A. s/ Amparo contra particulares” y al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, “Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria ", y precedentes allí citados.


    Torre, María del Carmen c/ Telecom s/ Amparo Sumarísimo


    COMP. 97, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Empleo público. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 37, L. XXXV, "Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares" y al fallo de la causa "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria ", y precedentes allí citados.


    Sanchis Ferrero, Julia c/ Estado Nacional (Corte Suprema de Justicia de la Nación) s/ Empleo público


    COMP. 52, XXXV, 15 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Bonos de goce y de participación. Competencia civil y comercial federal. 


    La cuestión es sustancialmente análoga a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo A. c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Escandell, Palmira y otros c/ Estado Nacional - Entel Residual y otro s/ Partido accionariado obrero


    COMP. 195, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Denegatoria del recurso. 


    No se ha trabado una cuestión que justifique la intervención de la Corte, ni se ha probado de manera efectiva, como era menester, atento la vía especial a la que se acude, que se configure al presente alguna hipótesis de privación de justicia (artículo 24, inciso 7° in fine del decreto-ley 1285/58).


    ENARGAS s/ Solicitud en autos "Balsola, Antonio O. c/ Litoral Gas S.A. s/ Amparo


    E. 5, XXXV, 18 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 384, L. XXXIV, "Sinat, Raúl Antonio c/ Chaco, Provincia del s/ Daños y perjuicios".


    Sinat, Raúl Antonio c/ Chaco, Provincia del y otros s/ Prueba anticipada


    S. 332, XXXIV, 12 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Competencia nacional. 


    Dado que la deuda reclamada por los beneficiarios debe ser solventada por el órgano demandado, como continuador de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, resulta aplicable para resolver el presente conflicto el contenido del artículo 43, inciso a), del decreto-ley 1285/58, en cuanto dispone en forma expresa que es la Justicia Nacional en lo Civil es la que debe entender en todas las causas en que sea parte dicha Municipalidad, con excepción de aquellas que resultan de naturaleza penal.


    Almeida, Liberato y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos


    COMP. 118, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Beneficios previsionales. Competencia nacional. 


    Dado que la deuda reclamada por los beneficiarios debe ser solventada por el órgano demandado, como continuador de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, resulta aplicable para resolver el presente conflicto el contenido del artículo 43, inciso a), del decreto-ley1285/58, en cuanto dispone en forma expresa que es la Justicia Nacional en lo Civil la que debe entender en todas las causas en que sea parte dicha Municipalidad, con excepción de aquellas que resultan de naturaleza penal.


    Casa, Ángela y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 207, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Proceso de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Ingiulla, Ricardo Alberto c/ YPF s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 177, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Juez previniente. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963)


    C., F. N. s/ Insania


    COMP. 303, XXXV, 15 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Seguridad jurídica. Economía procesal. Curatela. Domicilio del imputado. Prueba insuficiente. Justicia nacional en lo civil. 


    La Corte tiene establecido en abundante jurisprudencia, que los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción, deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. Asimismo, la Corte ha puesto reiteradamente de manifiesto la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto lo que reconoce fundamentos vinculados a los principios de seguridad jurídica y de economía procesal. En atención a ello, constituye un dato relevante a los fines de la radicación de la presente causa, la circunstancia de que la Jueza de Capital Federal, haya designado un curador provisorio del causante, decretado la inhibición general de sus bienes, y ordenado la inscripción de las actuaciones en el Registro de Incapaces ya que estos actos, implican una tacita admisión de su competencia, resultando extemporánea, por consiguiente, su posterior inhibición. Con referencia a la aplicación analógica del artículo 5, inciso 8°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, invocada para atribuirle competencia al Juez del domicilio del condenado, conviene señalar que, conforme a nutridos precedentes de la Corte, la determinación del domicilio para fijar el lugar de sustanciación del proceso, requiere cierta amplitud de prueba, necesaria para la adecuada tutela de los intereses que pudieren hallarse en juego. Las constancias del proceso, sin otro elemento de corroboración, resultan insuficientes para tener por acreditado de modo incuestionable el último domicilio del condenado, entendido como el asiento principal de su residencia y de sus negocios.


    Gallardo, Omar Alberto s/ Curatela Artículo 12 Código Penal Proceso especial


    COMP. 196, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos 246:170, 280:119, 302:1325 y Comp. 123, L. XXXIII, Ardissone, Julia María Esther y otro c/ Fagotti, José Enrique s/ Ejecución Hipotecaria.


    La Corte ha sostenido reiteradamente que las acciones por cobro de un crédito garantizado con hipoteca contra una sucesión, no están comprendidas en el art. 3284 inc. 4° del Código Civil, por lo que no rige a su respecto el principio con arreglo al cual el juicio sucesorio atrae las acciones personales que se sigan contra el deudor fallecido.


    Granja Macris S.A. c/ Saint Germes, Jorge s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 126, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Juzgados nacionales. Juzgado de primera instancia. Juez previniente. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    Esta contienda jurisdiccional, no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Brun, Cruz Ricardo Gustavo c/ Gamba, Jorge Humberto


    COMP. 486, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Cobro de sumas de dinero. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 523, L. XXXII, “Compañia, de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Huergo, Carlos s/ Incumplimiento de contrato”; resuelto por la Corte de conformidad al dictamen de esta Procuración General.


    CTI Norte Compañía de Teléfonos del Interior S.A. c/ Galeano, Víctor Hugo s/ Sumario


    COMP. 382, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Protección de personas. Menores. Residencia habitual del niño. Competencia por el territorio. Principio de inmediación. Economía procesal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que la determinación del domicilio para fijar el lugar de sustanciación del juicio, requiere cierta amplitud de prueba, necesaria para la adecuada tutela de los intereses que pudieren hallarse en juego. A fin de evitar dilaciones que puedan traducirse en una privación de justicia, y otorgando especial interés a los principios de inmediatez y economía procesal, que resultan esenciales a la naturaleza y finalidad de este tipo de procesos, resulta competente para conocer en estas actuaciones, el juez del lugar de residencia actual, situado, en el caso, en la Provincia de Buenos Aires. Por todo lo expuesto, corresponde dirimir la cuestión, disponiendo que compete a la justicia de la Provincia de Buenos Aires, por intermedio del tribunal correspondiente de esa jurisdicción, entender en la presente causa.


     G., M. s/ Protección de persona


    COMP. 499, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Extinción del fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 125, L. XXXIV, “Codevilla, Víctor y otro c/ Ayelli, Enrique A. y otros s/ División de condominio”; resuelto por la Corte de conformidad al dictamen de esta Procuración General.


    La presente demanda no debe ser atraída por la sucesión, por haber cesado el estado de indivisión hereditaria en virtud de la partición de los bienes, de modo que ya no subsiste el fuero de atracción respecto de cuestiones concernientes al inmueble heredado.


    Hevia, Beatriz Nelida c/ Hevia, Susana Eva s/ Cobro sumario de pesos


    COMP. 476, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Primera instancia. Tribunal de alzada. Juez previniente. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Machado, Abel Antonio y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – PPP y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 508, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia civil y comercial. 


    La cuestión radica en determinar, conforme a la preceptiva del artículo 189 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sobre cuál de los expedientes debe efectuarse la acumulación. Si esta norma, frente a la existencia de un Iitisconsorcio pasivo, no realiza distinción alguna acerca de la prioridad que establece, la acumulación deberá efectuarse, entonces, sobre aquél expediente en el que se haya realizado la primera notificación a cualquiera de los codemandados. Ello es así, toda vez que, en el marco de una razonable interpretación de este instituto, no resulta indispensable que, en los juicios acumulables, medie una total y absoluta identidad de partes, pues bien puede ocurrir que, en cualquiera de ellos intervenga una desigual cantidad de demandados o citados en garantía, sin que ello obste al cumplimiento de la condición primordial que la ley exige para admitir la acumulación, esto es, que la sentencia que haya de dictarse en uno de los procesos pudiere producir efectos de cosa juzgada en uno u otros. La Corte tiene dicho al respecto, que la acumulación de procesos es un instituto procesal que persigue, sustancialmente, evitar el dictado de sentencias contradictorias y lograr la economía procesal que mejor se adecue a un ajustado servicio de justicia. Continuando con este razonamiento, en la hipótesis de procesos acumulables en que hubiere pluralidad o variedad de demandados o citados en garantía, resultarla irrazonable y carente de todo sustento legal, establecer un criterio de prioridad para la acumulación, conforme a si se han practicado o no la totalidad de las notificaciones correspondientes a cada expediente, o a la mayor o menor cantidad de notificaciones diligenciadas. Por otra parte, conviene tener presente, que, en la especie, los procesos se encuentran en la misma instancia, y se hallan reunidos además, los restantes presupuestos que requiere el artículo 188 del Código Procesal para la procedencia de la acumulación, no obstante la eventual demora en el trámite que podría ocasionar la solución que se propicia, ya que aquella no resultaría perjudicial ni injustificada, en los términos del inciso 4° de la norma citada.


     Muñoz, Juan C. y otra c/ Caruso, Norbel F. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 479, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen y Fallos 314:1008 y 1301.


    Banco Río de la Plata c/ Parasporo, Rubén Alberto s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 167, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Internación. Menores. Seguridad jurídica. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”,  (Fallos: 315:2963).


    Esta Procuración ha recordado reiteradamente, en casos semejantes, la abundante jurisprudencia de la Corte, en el sentido de que la objeción de competencia debe tener lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, lo que reconoce fundamentos vinculados con la seguridad jurídica y la economía procesal.


    R. G., H. A. y Á., G. A. s/ Artículo 10 Ley 10.067


    COMP. 485, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 191, L. XXXIII, "Udry, Gustavo A. c/ Caldeiro, Juan Carlos s/ Daños y perjuicios" con fundamento en la doctrina de fallos 315:2292 y de los autos Comp. 747, XXIV, "Aguirre Francisco, c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad médica.


    Peñaloza, Osvaldo c/ Hospital Militar General s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 175, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Declinatoria. Improcedencia del recurso. Competencia nacional. Competencia civil. Devolución del expediente. 


    Esta nueva declinatoria, con fundamento en similares argumentos a los ya considerados por la Corte, resulta improcedente.


    S., J. F. s/ Insania


    COMP. 232, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Remisión del expediente. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe un conflicto de jurisdicción que habilite la intervención de la Corte, ya que el juez de primera instancia carece de atribuciones para alzarse contra los términos de la sentencia dictada en la causa por su tribunal superior. De modo que corresponde devolver las actuaciones al juzgado de origen para que dicte la resolución que se le ha encomendado, sin más trámite, pues en caso contrario ha de configurarse una denegatoria de jurisdicción, que puede comprometer su responsabilidad disciplinaria. La Corte ha dicho que los jueces de primera instancia no se hallan autorizados para plantear a los respectivos tribunales de apelación, cuestiones o conflictos de competencia por razón de grado. La discrepancia que con la inteligencia adoptada por las cámaras puedan abrigar a los jueces que de ella dependen, en cuanto a la competencia que el superior les atribuye, no les acuerda facultad legítima para plantear por ese motivo, conflicto o cuestión alguna.


     Couso, Raúl Ricardo c/ Consorcio de propiedad Av. Corrientes 1418


    COMP. 347, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    El artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, prevé que las contiendas de competencia habidas entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltas por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Igor, Segundo Desiderio y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 570, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Muerte. Regulación de honorarios. Sucesiones. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia civil. 


    El Tribunal tiene reiteradamente dicho que, la regulación de honorarios, dada su naturaleza accesoria, debe tramitar ante el juez de la causa principal, que, por lo demás, es el competente y mejor habilitado para realizar la estimación correspondiente, en orden a que el proceso tramitó bajo su dirección; y ha sustentado asimismo, que no opera el fuero de atracción del sucesorio, si se encuentra pendiente la regulación de honorarios en un juicio concluido. Tratándose de un juicio de insania que ha finalizado a raíz del deceso del causante, la regulación de honorarios del curador y su letrado patrocinante, corresponde al juez del proceso de incapacidad, quien es el que se encuentra en mejores condiciones para justipreciar las tareas realizadas en la causa tramitada bajo su conducción. Sólo correspondería el desplazamiento y radicación de las actuaciones ante el juez del sucesorio, en el supuesto que los honorarios no fueran percibidos una vez fijados, ya que, también conforme a precedentes jurisprudenciales de la Corte, las acciones tendientes al cobro de honorarios, pueden razonablemente ser delimitadas como personales de los acreedores del difunto y, por lo tanto, comprendidas en el fuero de atracción.


    M. d. P., D. L. F. s/ Insania


    COMP. 446, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Remisión del expediente. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda. Remisón al dictamen de la causa Comp. 347, L. XXXV, "Couso Raul Ricardo c/ Cons. de Prop. Av. Corrientes 1418".


    Palm Cab S.A. c/ Mazzei, Federico Martín s/ Daños y perjuicios


    COMP. 348, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que las contiendas de competencia habidas entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltas por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Quiroga, Javier Luis y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Partido accionariado obrero


    COMP. 578, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Internación. Competencia provincial. 


    Falta de atribución recíproca de la competencia.


    El único elemento existente acerca de la presunta declaración de incompetencia del Juez de Rosario del Tala, es el informe de la señora Defensora de Pobres y Menores de esa ciudad. Esta sola pieza, no resulta suficiente para tener por configurado el conflicto, toda vez que no existe en autos un pronunciamiento del referido magistrado contrario al del Juez de Mercedes, máxime cuando nada dijo acerca de su competencia al contestar el oficio de la Corte. Con los referidos elementos de juicio, no cabe tener por concluida una atribución recíproca de jurisdicción entre los mencionados magistrados, requisito éste, indispensable para la configuración de una correcta contienda de competencia que habilite la intervención de la Corte.


    R., R. W. s/ Internación


    COMP. 619, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Primera instancia. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil y comercial federal. 


    Conflicto entre jueces nacionales de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que las contiendas de competencia habidas entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltas por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido. No obsta a lo expuesto, la intervención que le cupo a la Sala 2º de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal, ya que por la misma se limitó a declarar desierto el recurso oportunamente deducido por la representante del Ministerio Público Fiscal.


    Triviño Cunquel, Irma del Carmen y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Partido accionariado obrero


    COMP. 579, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Cámara Nacional de Apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    García, Armando c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 138, XXXV, 28 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. Cámara de Apelaciones. Juez previniente. Competencia federal. 


    Esta contienda jurisdiccional, no es de las que deba dirimir la Corte. Ello es así, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada “de que dependa el juez que primero hubiese conocido”, sin que obste a ello que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    Patti, Víctor y Patti, Beatriz c/ Pramer S.R.L. y otros


    COMP. 329, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.


    La Corte ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica y economía procesal.


    T., M. A. s/ Insania


    COMP. 418, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 260,  XXXV, “Llabel, Héctor Fabián c/ Rio Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    La presente causa resulta ajena, en principio, a la competencia originaria de la Corte, salvo que la Corte considere procedente la acumulación de procesos dispuesta en la sentencia.


    Gonzáles, Mario Oscar c/ Río Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    G. 500, XXXV, 25 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Distinta vecindad. Acumulación de procesos. 


    Requisitos procesales. Procedencia de la Acumulación de procesos.


    Cabe recordar que para que surta la competencia originaria de la Corte en las causas civiles en que una provincia es parte es necesario que la contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es esencial. La circunstancia de que el actor tenga su domicilio dentro del territorio de la Provincia demandada y reclame los jueces de su propio fuero, impide que el presente juicio tramite en la instancia originaria de la Corte ya que se hallan enfrentados una provincia y sus vecinos. Por ello y, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, ni por acuerdo de partes, este proceso resulta, en principio, ajeno a la instancia originaria del Tribunal. Por otra parte, cabe recordar que este Ministerio Público, en diversas oportunidades, ha sostenido que el examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte, en su carácter de juez de la causa. En tales condiciones, corresponde que la Corte evalúe si se presentan en el sub-lite los recaudos que establece la ley para considerar procedente la acumulación de procesos dispuesta.


     LLabel, Héctor Fabian c/ Río Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    L. 260, XXXV, 25 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de incompetencia. Juzgados nacionales. Oportunidad procesal. Procesos de conocimiento. Reconocimiento de derechos. Propiedad participada. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Respecto de la cuestión de competencia, la Corte tiene reiteradamente dicho que del artículo 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto habilita a la Corte, cuando interviene en instancia originaria, y a los jueces federales con asiento en las provincias, para declararse incompetentes en cualquier estado del proceso, se desprende que los restantes tribunales nacionales han de ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4, 10 y 352 de aquel Código. También destacó la Corte que la oportunidad para el planteo de estas cuestiones -dada la idéntica naturaleza de la jurisdicción ejercida por los tribunales nacionales- reconoce la limitación establecida por las correspondientes disposiciones procesales, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, es pertinente recordar que la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello, principios fundamentales que pudieran impedirlo. Al tratarse de la competencia de dos tribunales nacionales y no verificarse circunstancia alguna de excepción que exija el reexamen de los criterios explicitados, la inhibitoria de la Sala laboral devino inoportuna. Nada obsta a ello la índole improrrogable establecida por el artículo 9 de la Ley 18.345 respecto de la competencia del trabajo, dado que de ella no se sigue que el punto atinente a la jurisdicción pueda ser resuelto en cualquier estado del proceso, cual reconoce basamentos vinculados con la seguridad jurídica y la economía procesal.


    Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y  Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 77, XXXV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Contenido de la demanda. Competencia civil y comercial federal. 


    La Corte ha dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. 


     Rebón, Horacio Santiago c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Amparo


    COMP. 246, XXXV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Derechos creditorios. Lugar de cumplimiento de la obligación. Competencia federal. 


    Las contiendas de competencia entre jueces de distinta jurisdicción deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. En lo referente al problema de jurisdicción territorial, cabe tener presente las disposiciones del art. 5, inc. 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuanto establece, tratándose de pretensiones fundadas en derechos creditorios de origen contractual, que el fuero principal está determinado por el lugar en que deba cumplirse la obligación en tanto surja en forma expresa del convenio o resulte implícitamente establecido. La Corte sostiene que si este no estuviese expresamente designado, el lugar en que ha de cumplirse la obligación debe ser aquél en que ella se ha contraído.


    Club Atlético Talleres s/ Inhibitoria


    COMP. 76, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 315, L. XXXIV, “Munilla, Gladys Nancy c/ Unity Oild S.A. s/ Accidente – acción civil”, resuelto por la Corte por sus fundamentos.


    López, Armando Francisco c/ Alto Palermo S.A. s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    COMP. 124, XXXV, 17 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido y no por la Corte Suprema.


    Sardi, Nélida c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 169, XXXV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV,"Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Vázquez, Ricardo Roberto c/ YPF S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 176, XXXV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de economía y obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Sepulveda, Rubén c/ Ministerio de Economía y OSP -PPP- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 198, XXXV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de economía y obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Cortese, Ricardo c/ YPF s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 202, XXXV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de economía y obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Velasco, Hurtado Medin c/ YPF y otro s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 203, XXXV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de economía y obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Bottcher, Graciela Mirtha c/ YPF y otro s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 204, XXXV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Proceso de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo A. c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”, resuelta por la Corte, por sus fundamentos.


    Borgonovo, Emilio y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 241, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Cobro de expensas comunes. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 745, L. XX, “Consorcio de Propietarios Finca Av. Corrientes 745/51 c/ Reiss, Elisa C.E. s/ Cobro de expensas” y, Comp. 802, L. XXII, “Consorcio Edificio Casall c/ Lingentti, Norma B. de s/ Cobro de expensas”.


    Consorcio Propietarios Carlos Calvo 640 c/ Mauger de Tikman s/ Ejecución de expensas


    COMP. 286, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Banco Central de la República Argentina. Competencia contencioso administrativa. 


    La Corte debe dirimir la cuestión de competencia, conforme a los términos del artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, texto según ley 21.708. La competencia le corresponde al Juzgado Contencioso Administrativo Federal, conforme lo resolvió el Tribunal de Alzada en lo comercial, ya sea que se tome en cuenta la materia de la litis, o bien por acumulación, atendiendo a razones de economía procesal, en virtud de la accesoriedad y conexidad alegadas, respecto de los autos en trámite ante el mismo tribunal contencioso administrativo.


     González Balcarce, J. C. c/ Banco Central de la República Argentina


    COMP. 320, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    la ley concursal constituye un ordenamiento con numerosas normas de orden público, en particular aquellas referidas a la asignación de competencia de los tribunales, que tienden a preservar, los principios liminares de la seguridad jurídica, la igualdad de situación y tratamiento de los interesados y a impedir el posible dictado de decisiones opuestas; consecuentemente, los tribunales no pueden, so pena de afectar la debida administración de justicia, ignorar la existencia de tales normas vigentes, si no media una expresa declaración de invalidez.


    Burgoa, Aldo Raúl c/ Viñedos y Bodegas Arizu S.A. s/ Ordinario


    COMP. 710, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos.


    Alcalde, Juan c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos- Programa de propiedad participada- s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 554, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo A. c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos.


    Casimiro, Atilio Héctor y otros c/ YPF Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Participación Accionario Obrero


    COMP. 571, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos.


    Oyarzo Perez, Oscar Arcadio y otros c/ YPF Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Participación Accionario Obrero


    COMP. 686, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, de conformidad con sus fundamentos.


    Simeone, Gustavo Antonio y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 688, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Derechos sindicales. Elecciones sindicales. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 314:101.


    Quinteros, Raúl y otros c/ Asociación de Trabajadores de la Sanidad Argentina de Tucumán


    COMP. 736, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencial laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Loscalzo, José María c/ YPF y otro s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 233, XXXV, 28 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Inhabilitación (civil). Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Gonzalez, Hipólito s/ Protección de personas”, (Fallos: 315:2963).


    B., C. A. s/ Inhabilitación (Artículo 152 bis, inciso 3° Código Civil)


    B. 361, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    Roitman, Alberto s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP. 3, XXXV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Daño moral. Cuestión de derecho común. Competencia provincial. 


    La Corte tiene abundante jurisprudencia según la cual la interpretación de las leyes nacionales de carácter común no constituye cuestión federal. De ello se desprende que el derecho que se pretende hacer valer en este juicio se funda en normas del Código Civil de la Nación. De esto resulta que la aplicación de ellas no es una atribución absolutamente exclusiva de la justicia federal y pueden, en consecuencia, los tribunales de provincia aplicarlos y hasta interpretar la Constitución, leyes y tratados en los casos sujetos a su jurisdicción, cuando la disposición se halle accesoriamente vinculada al derecho cuestionado. Es competente la justicia local para conocer en la demanda deducida por una empresa telefónica si la relación jurídica que vincula a los litigantes está básicamente regida por normas de derecho común y no se encuentra comprometida en los supuestos contemplados por los arts. 100 –hoy 116- de la Constitución Nacional y 2° de la ley 48.


    Iglesias, José Eduardo Benito c/ Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ Sumario


    COMP. 567, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Acordada de la Corte Suprema. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Atento a lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo.


    Fernández, Néstor c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de diferencia de haberes previsionales


    COMP. 608, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 395, L. XXIV, "Banco Exterior S.A. Uruguay c/ Carlos Damn S.A.C.I. y F. s/Ejecución Hipotecaria”; y Comp. 196, L. XXXIII, "Banco Patricios S.A. c/ Perazzo Otero, Walter O. s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Banco Quilmes S.A. c/ Rouges, Alberto Ramón s/ Ejecución Hipotecaria


    COMP. 687, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. 


    Conflicto entre jueces nacionales.


    Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    Odriozola, María Elsa c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 699, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia laboral. 


    En atención a lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso, el titular del Juzgado Nacional de Primera Instancia del Trabajo.


    Sacchi, Laura c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 700, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Sucesión ab intestato. Facultades de la alzada. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Toda vez que uno de los magistrados no se ha pronunciado sobre su competencia, no se ha producido un conflicto que la Corte deba dirimir, resultando manifiestamente improcedente la elevación de la causa al Tribunal, por lo que deberán volver a la Cámara a sus efectos.


    Farías, Roberto Aurelio s/ Sucesión Ab intestato


    COMP. 704, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Club Atlético Talleres solicita inhibitoria


    COMP. 76, XXXV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Pagoupe, Pedro Carlos c/ Línea Expreso Liniers S.A.I. y C. y otro s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito sin Lesiones) s/ Sumario


    COMP. 147, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Belfiore, Oscar Atilio y otro c/ Empresa Liniers S.A.I.C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 616, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Burgos, Roberto Armando y otra s/ Empresa Liniers S.A.I. y C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 619, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Candia, Roque Sergio y otra s/ Línea Expreso Liniers S.A.I. y C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 614, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Compañía Argentina de Construcciones S.A.I.C. c/ Catamarca Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 548, XXXI, 09 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Liñeiro, Eduardo y otro s/ Línea Expreso Liniers SAIC y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 618, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Morano, Gabriel y otros c/ Villanueva, Patricio s/ Quiebra s/ Incidente determinación de competencia


    COMP. 529, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Pérez, Carlos Alberto y otro c/ Línea Expreso Liniers S.A.I.C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 617, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Pozzo, Carlos Alberto y otro c/ Línea Expreso Liniers S.A.I.C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 615, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Yoia, Saúl Alberto y otra c/ Línea Expreso Liniers S.A.I. y C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 620, XXXV, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Regulación de honorarios. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. Es descalificable, en los términos de la doctrina de la arbitrariedad,  el fallo que regula los honorarios distribuyéndolos de manera significativamente desigual, asignándole al recurrente una proporción muy inferior a la de otros letrados representantes de la actora, y a la que aduce que por ley y matemáticamente hubiera correspondido, mientras que el auto regulatorio no contiene fundamentos, ni alude a disposición legal alguna que permita referir las conclusiones a las cláusulas del arancel correspondiente.


    Cúneo Libarona, Mariano c/ Oddone, Luis Alberto


    C. 769, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Costas. Improcedencia del recurso. Discrepancias del recurrente. 


    Resulta improcedente el recurso cuyos agravios remiten al tratamiento de cuestiones de hecho, prueba, y derecho procesal, materia propia de los Jueces de la causa y, ajena al art. 14 de la ley 48; máxime cuando el tribunal ha expresado fundamentos fácticos que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentar sus conclusiones, y las impugnaciones propuestas sólo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración de las pruebas aplicado por la alzada. Los asertos del apelante, limitados a afirmar que no obra en autos ningún informe policial válido, no son suficientes para conmover las conclusiones del a quo. De otro lado, tales consideraciones de la Cámara, no se ven modificadas por el hecho de que la formación del expediente administrativo sea anterior o posterior a la subasta, toda vez que el quejoso omitió demostrar la eventual falsedad de las piezas que lo integran, particularmente de los informes policiales, cuya fecha es anterior al remate. Tampoco afecta al pronunciamiento recurrido, la crítica referida a la supuesta imposibilidad del actor de verificar la situación jurídica del material ofrecido en la subasta, ante la ausencia de datos registrales de los autos que se remataban. En efecto, aunque pudiere resultar opinable si, en el caso, esta carga corresponde al adquirente, el argumento de la Cámara en tal sentido, no fue determinante para arribar a la solución propuesta, ya que el fallo encuentra sustento suficiente en otros fundamentos que no han sido debidamente rebatidos por el apelante. Máxime si se tiene presente que el Tribunal ha establecido que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales. Con respecto al agravio por la imposición de las costas, también es materia ajena al recurso extraordinario, toda vez que la Corte tiene dicho que lo resuelto acerca del pago de las mismas no suscita cuestión federal, por tratarse de un punto de carácter procesal y accesorio, y contar el pronunciamiento recurrido con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, obstan a la posibilidad de descalificarlo con sustento en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Barbagallo, Juan c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    B. 111, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Nulidades. Oportunidad procesal. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones procesales. Discrepancia del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    Los agravios de la recurrente remiten a cuestiones de hecho y de prueba, y a la interpretación de normas de derecho procesal que ha efectuado el a quo para fundar su decisión, materia que está reservada a los jueces de la causa y es regularmente extraña a la consideración de la Corte en la instancia del art. 14 de la ley 48. El pronunciamiento cuenta con fundamentos suficientes de igual naturaleza que, más allá de su acierto o error, sostienen constitucionalmente el fallo y excluyen la arbitrariedad que se pretende. Las respuestas a las consideraciones de la quejosa, fueron desarrolladas expresamente por la Alzada en su resolutorio. En consecuencia, y en atención a la jurisprudencia de la Corte, las razones esgrimidas por la apelante, que son repetición de lo alegado en la anterior instancia, resultan ineficaces para conmover las conclusiones del fallo; máxime cuando el Tribunal también ha establecido que la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputan tales. La cuestionada sentencia condenatoria de primera instancia, fue notificada al entonces administrador de la sucesión del propietario del inmueble en el domicilio constituido en autos, sin que dentro del término establecido por el artículo 170 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se planteara el incidente de nulidad correspondiente. Asimismo, tampoco formularon, ni la recurrente, ni el Ministerio de Menores en ejercicio de su representación promiscua, observación alguna a lo largo de las actuaciones posteriores en el proceso. Resulta infundado el recurso, en el marco del art. 15 de la ley 48, pues, en el marco del citado artículo 170 del Código Procesal, el recurrente no se hace cargo adecuadamente de la circunstancia de que en el supuesto de no reclamarse el pronunciamiento de la nulidad de acuerdo con las formas y dentro de los plazos que la ley fija a tal efecto, corresponde presumir que aquélla, aunque exista, no ocasiona perjuicio, y que la parte ha renunciado a su impugnación, convalidando de tal manera la irregularidad que afectaba el acto. Sus agravios sobre el punto, no distan de ser meras discrepancias con aspectos hermenéuticos sobre temas de derechos común, ajenos, de acuerdo con lo expuesto, a esta instancia de excepción. Tampoco descalifica el quejoso, pautas de relevante doctrina y jurisprudencia, que consideran que el conocimiento del acto viciado puede derivar de notificaciones expresas o tácitas, e incluso de la participación del interesado fuera de las actuaciones. La inequívoca redacción de la norma antes citada, coincide con tales conclusiones, ya que alude al conocimiento del acto defectuoso.


    C., E. A. c/ Ocupantes de la Unidad Funcional N° 5 de José Maria Moreno 75


    C. 363, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Ministerio Público Fiscal. Vista al fiscal. 


    Este Ministerio Publico, en ejercicio de las facultades que le confieren en general, los artículos 25 inc. a) y b), 37 y 39 de la Ley Orgánica del Ministerio Público 24.496, y en particular, el artículo 57 de la ley 23.298 respecto de su personería para actuar en representación del interés y orden público, comprometidos en este tipo de procesos, ya tuvo oportunidad de intervenir en la cuestión debatida. En este contexto de legitimación natural y mediando posición concreta del Ministerio Público en las anteriores instancias con el alcance especial que a ella le atribuye la citada Ley Orgánica, -personería para actuar-, la intervención se encuentra condicionada por el principio de unidad que debe caracterizar el actuar de la institución que emanan de los artículos 120 de la Constitución Nacional y 1° de la ya mencionada ley 24.946. Tales antecedentes y los que surgen del criterio expuesto en los dictamenes de las causas P. 475, L. XXXIII, “Prodelco c/ P.E.N. s/ Amparo” (punto X), y M. 148, L. XXXII, “Instituto Nacional de Obras Sociales y de la Administración del Seguro” en los autos caratulados “Mutual del Personal de Agua y Energía c/ Adm. Nac. Del Seguro de Salud y otros”, con fundamento en los precedentes de Fallos 303:1573; 304:1270; 310:1632; 313:28,1102 y 1225, importan un óbice a la posibilidad de efectuar en un extremo específico como el presente, una suerte de desdoblamiento de la singular personalidad de esta magistratura, cuando no se advierte la concurrencia de situaciones excepcionales que asi lo aconsejen.


    Duhalde, Eduardo A. s/ Nulidad Congreso Nacional Extraordinario del 17/7/98 -medida de no innovar- Partido Justicialista


    D. 81, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Prestaciones dela obra social. Excusación. Competencia. Sentencia no firme. Improcedencia del recurso. 


    Es criterio reiteradamente establecido por el Tribunal que las resoluciones en materia de competencia, cuando no media denegación del fuero federal, no son susceptibles de la apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, y que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. La Corte ha sostenido, asimismo, que la distribución de competencia entre los tribunales permanentes del país, es cuestión extraña a la garantía de los jueces naturales, que no se ve afectada por el hecho de que la causa tramite ante uno u otro de aquéllos.


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Personal de la industria del vestido y afines obra social


    M. 561, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Regulación de honorarios. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que lo atinente a la perención de la instancia constituye una cuestión procesal ajena, como principio a la instancia extraordinaria, máxime cuando la decisión se funda en razones suficientes de igual carácter que, al margen de su acierto o error, acuerdan sustento al fallo e impiden su descalificación como acto jurisdiccional. No ha mediado error ni omisión de elementos esenciales al ponderar la virtualidad interruptiva de la presentación, sino que el tribunal fundamentó su ineficacia a tales efectos en la falta de personería del letrado para peticionar por no configurarse la situación excepcional invocada con sustento en normas locales. Dichos argumentos de derecho adjetivo, a más de no resultar adecuadamente controvertidos por el apelante acuerdan suficiente sustento al pronunciamiento, que no resulta así atacable en los términos de la doctrina de la Corte que se invoca. La decisión que rechazó el recurso de nulidad interpuesto contra los honorarios regulados, encuentra debido respaldo en las constancias de la causa y en la inteligencia asignada por el a-quo a las normas que se mencionan en el fallo recurrido. Si bien cuando media arbitrariedad, el recurso extraordinario excepcionalmente procede en materia procesal, tal hipótesis no se presenta, respecto de la cuestión recurrida, pues los jueces de la causa no han excedido sus atribuciones tendientes a fijar el alcance de los pronunciamientos propios recaídos anteriormente en la litis, tema éste ajeno a la instancia. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad tiene carácter estrictamente excepcional y su objeto no es corregir pronunciamientos equivocados o que el recurrente estime tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, de manera que descalifiquen a la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Por lo demás, su aplicación resulta particularmente restringida en materia de honorarios, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial.


    Pag Inés del Carmen c/ Martino de Catalán, Elsa y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 175, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Síndico del concurso. Actos y diligencias procesales. Copias. Falta de traslado. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    La decisión que tuvo por decaído un acto de la trascendencia que tiene el recurso extraordinario, por no haberse cumplido la carga de agregar una copia de traslado que no tenía destinatario, carece de todo fundamento, e importa un menoscabo directo del derecho de defensa en juicio del apelante y, consecuentemente, de la verdad jurídica objetiva, cuya necesaria primacía es acorde con el adecuado servicio de justicia. Cabe hacer una excepción a la doctrina de la Corte que ha sostenido que cuestiones como la presente, de naturaleza procesal relativas a la inadmisibilidad de recursos interpuestos ante los tribunales de la causa, resultan ajenas al recurso extraordinario, desde que se encuentran en tela de juicio principios superiores vinculados a la vigencia real y efectiva de un derecho constitucional como es el de defensa en juicio.


    Piave S.R.L. s/ Concurso preventivo


    P. 213, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La presentación en examen resulta improcedente, porque lo atinente al método elegido por el juez al fallar la causa, en tanto no prescinde de los hechos ni se aparta de las normas positivas que rigen el caso a través de una razonable interpretación, es ajeno al recurso extraordinario. El pronunciamiento apelado cuenta con suficiente respaldo en las consideraciones de hecho y derecho en él contenidas, relativas a que el actor no proveyó elementos argumentales inequívocos, ni referencias precisas indicativas de la culpa y el daño. La resolución atacada no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad sustentada por la Corte. Cabe recordar, que esta doctrina no autoriza al Tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.


    Franza, José Luis c/ Rosemblum, Horacio s/ Daños y perjuicios


    F. 261, XXXIV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Convertibilidad. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien el recurrente manifiesta primero dirigir el remedio extraordinario que intenta, contra la sentencia que declaró inapelable el fallo de primera instancia, sus agravios se refieren también a la reflexión final del decisorio que desestimó el pedido de revocatoria. En tales condiciones, y dada la estrecha vinculación entre ambos pronunciamientos, y atendiendo especialmente a que la reposición intentada se desestima en forma principal sobre la base de argumentos formales, y que los sustanciales, fueron objeto de estudio en el recurso extraordinario a consideración del suscripto, cabe tener por dirigida la apelación también contra este segundo decisorio. Ello, a fin de no incurrir en un excesivo rigor formal incompatible con el adecuado servicio de la justicia, que lleve a la frustración del derecho que tiene todo individuo de apelar ante la Corte Suprema mediante el recurso extraordinario, si estima conculcados los derechos que la Constitución reconoce. El recurso resulta procedente. En efecto, en autos se encuentra en debate el problema relativo a si a partir de la sanción de la ley de convertibilidad del austral 23.928, quedó modificado el sistema de actualización de valores dispuesto por el artículo 242 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, para la determinación del límite, por razón de monto, de la apelación de sentencias judiciales. Dicha cuestión conduce a la interpretación de una norma de naturaleza federal, como lo es la citada ley 23.928. Y desde que el pronunciamiento de la Cámara ha sido adverso al derecho que en ella funda el apelante, no cabe sino concluir la admisibilidad del recurso intentado. A partir de esta premisa, y en cuanto al fondo del asunto, corresponde indicar, que, por imperio de la referida ley de convertibilidad, el límite para la apelación previsto por el artículo 242 del Código Procesal, sólo puede ser actualizado hasta el 31 de marzo de 1991, toda vez que el artículo 10° de aquella norma, deroga, desde el 1° de abril del mismo año, todas las normas legales o reglamentarias que establecen o autorizan la actualización monetaria. Al respeto, la Corte sostuvo que la prohibición contenida en las disposiciones de la ley 23.928, no admite excepciones de ninguna índole, y que la misma derogó los mecanismos existentes de actualización por índice, vedando su establecimiento en las relaciones posteriores al 1° de abril de 1991. Por otra parte, no está demás recordar, que la Corte tiene resuelto que, dictada la ley 23.928, no solo han quedado derogadas disposiciones legales, sino que, además, deben ser revisadas las soluciones de origen pretoriano que admiten el ajuste por depreciación, en cuanto se fundaron en la falta de decisiones legislativas destinadas a frenar el fenómeno de la inflación. Agregó la Corte, asimismo, que la solución de la inflación, ligada al remedio concreto de las situaciones inequitativas surgidas a su amparo, debe ser por naturaleza objeto de soluciones legislativas y no pretorianas. En atención a lo expuesto, si la ley 23.928 no contempló excepción alguna a la prohibición de actualizar, no estaría permitido a los jueces, establecer tales excepciones por vía de interpretación. No resulta admisible, en cambio, la queja relativa a que el límite aludido debe aplicarse al monto de la demanda y no al de la controversia, toda vez que se omitió la oportuna inclusión de este agravio en el recurso extraordinario, y recién fue planteado en el de hecho, por lo que su interposición devino tardía. A este respecto, la Corte tiene dicho que las sentencias de la Corte deben limitarse a los agravios expuestos en el recurso extraordinario, resultando excluidos del pronunciamiento los efectuados en oportunidad de la presentación directa.


     Calo, Alicia Josefina c/ Kohon, Jorge Alberto


    C. 184, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de tránsito. Costas. Cuestiones procesales. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La presentación en examen resulta improcedente, porque lo atinente al método elegido por el juez al fallar la causa, en tanto no prescinde de los hechos ni se aparta de las normas positivas que rigen el caso a través de una razonable interpretación, es ajeno al recurso extraordinario. El pronunciamiento cuenta con suficiente sustento en las consideraciones de hecho y derecho en él contenidas, que no han sido adecuadamente controvertidas por la quejosa, por lo que no resulta descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad sustentada por la Corte. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad no autoriza a la Corte a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación. Asimismo, tiene dicho la Corte que es improcedente el recurso extraordinario deducido respecto de pronunciamientos que deciden acerca de la imposición de costas. Esta doctrina se funda en que tales decisiones versan sobre materia de índole procesal, y en tanto deben también sustentarse aquéllos en circunstancias de hecho y prueba.


    Cherra, Patricia Viviana c/ Jouan, Luis Alberto y otros


    C. 50, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Ejecución fiscal. Sentencia no firme. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que si el rechazo de la pretensión fiscal no ha importado privar a la recurrente del ejercicio ulterior de su derecho, toda vez que se funda en la inhabilidad del título con que se promovió la ejecución, resulta aplicable la reiterada jurisprudencia en el sentido de que los pronunciamientos dictados en juicios ejecutivos, que no revisten el carácter de sentencia definitiva, no son susceptibles de recurso extraordinario, salvo circunstancias de excepcional gravedad. Tal doctrina es aplicable al sub lite. Por lo demás, cabe señalar que la ausencia de sentencia definitiva, en casos como el presente, tampoco se subsana mediante la alegación de la tacha de arbitrariedad y de agravios constitucionales. Por ello, corresponde declarar inadmisible el remedio federal intentado.


     Fisco Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos -Dirección General Impositiva) c/ Paredes, Julio Cesar p/ Ejecución fiscal


    F. 312, XXXIV, 21 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Derivación no razonada del derecho vigente. Exceso ritual manifiesto. Admisibilidad del recurso. 


    No obstante que los agravios, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido la consideración de elementos conducentes para decidir la controversia relativa a la responsabilidad, que, en el caso, la actora atribuye, a la empresa de transportes. En este orden la Corte tiene dicho que existe cuestión federal, si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto de acuerdo a las pruebas producidas; y ha establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. Por otra parte, en relación a la audiencia de absolución de posiciones, si bien la Corte ha establecido que la apreciación de la prueba confesional es materia ajena, en principio, a la vía extraordinaria, no puede soslayarse el efecto que el artículo 417 de la ley ritual otorga a la confesión ficta, cuando, como en el sub lite, su debida integración y armonización con los diversos elementos de convicción obrantes en la causa, llevan a conferirle la eficacia que, según las reglas de la sana critica, corresponde a los medios probatorios. Un adecuado enlace de las diversas pruebas e indicios que concurren en la especie, debe conducir a una conclusión menos estricta acerca del cumplimiento por la actora de la carga que le impone el artículo 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, toda vez que la Corte tiene dicho que las reglas atinentes a la carga de la prueba, deben ser apreciadas en función de la índole y características del asunto sometido a la decisión del órgano jurisdiccional, a los efectos de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que el esclarecimiento no se vea perturbado por un excesivo rigor formal.


    Galli de Mazucchi, Luisa Virginia c/ Correa, Miguel Ángel y otro


    G. 406, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Fundamentación de sentencias. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien conforme con reiterada jurisprudencia de la Corte, lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, este principio admite excepción cuando lo decidido no responde a un fundamento acorde con la seriedad y extensión de las articulaciones de las partes. Las consideraciones vertidas por el tribunal a quo para justificar la reducción de honorarios que habían sido estimados por el juez de grado, constituyen un fundamento aparente de la sentencia porque son enunciados de orden genérico, vacíos de contenido real, de  acuerdo con los antecedentes concretos del proceso. Además, se ha omitido todo análisis de las alegaciones vertidas por el recurrente que permita explicar razón alguna determinante de aquella desproporción, de modo que la argumentación del tribunal no sustenta, en definitiva, el fallo ahora impugnado, como acto judicial válido. Por lo expuesto, debe hacerse lugar a la queja, declarando procedente el recurso extraordinario y dejando sin efecto el pronunciamiento regulatorio apelado para que, por quien corresponda, se dicte uno nuevo.


    Mercado, Hugo Luis y otros c/ YPF


    M. 78, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra. Cesación de pagos. Regulación de honorarios. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad tiene carácter estrictamente excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, de manera que descalifiquen a la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. Por lo demás, su aplicación resulta particularmente restringida en materia de honorarios, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial.


    Morden Plastic S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de cesación de pagos


    M. 574, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Falta de fundamentación. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades, que, si bien las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas a la apelación extraordinaria, se justifica la excepción a esta doctrina cuando la solución acordada ha omitido la indispensable fundamentación frente a los planteas de las partes, particularmente cuando existe una variación sustancial de criterio entre las regulaciones de primera y segunda instancia. Las pautas que la Alzada manifestó ponderar para arribar al pronunciamiento referido, resultan carentes de vigor, desde que omitió relacionarlas detalladamente con las circunstancias concretas de la causa y con los planteas de la letrada respecto de la importancia, eficacia y resultados de sus trabajos en el juicio, máxime cuando la mera cita de las disposiciones arancelarias, no permiten determinar la manera en que fueron aplicadas, para relacionarlas con el importe regulado. Por otra parte, el sentenciador no indicó claramente a cargó de quien se encuentra el pago de estos honorarios. Todo lo cual autoriza a descalificar el fallo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad.


    Prada, Olegario s/ Sucesión ab intestato


    P. 440, XXXIV, 12 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Nulidad de actos procesales. Segunda instancia. Caducidad de instancia. Sentencia definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La resolución recurrida reviste el carácter de definitiva, entendiéndose por tal la que decide el fondo de la cuestión, o impide todo debate sobre lo discutido y aquella que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación uIterior porque tratándose de la caducidad de la segunda instancia, abierta por la apelación deducida contra la sentencia, el afectado carece de otra oportunidad para discutir la materia más adelante. Tiene dicho la Corte que lo atinente a la perención de la instancia constituye una cuestión procesal ajena, como principio a la instancia extraordinaria, sobre todo cuando la decisión se funda en razones suficientes de igual carácter que, al margen de su acierto o error, acuerdan sustento al fallo e impiden su descalificación como acto jurisdiccional. No resulta irrazonable que la Sala no haya ordenado el traslado por nota del memorial mientras no tenía agregada la cédula de notificación prevista por el art. 259 del Código Procesal, pues entonces no le constaba al tribunal que aquella diligencia había sido librada por la parte y se había diligenciado. De todos modos, al recurrente le incumbía compulsar el expediente a fin de corroborar si los autos estaban en condiciones de conocer acerca del recurso interpuesto, en cambio, abandonó el trámite, seguramente dando por supuesto que sí lo estaban, porque aparentemente había cumplido los pasos indicados por la ley ritual a tal efecto. Esta desatención bastó para que se opere el plazo de caducidad, independientemente de que se tenga por válida, o no la providencia reconstruida. Cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad tiene carácter estrictamente excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos equivocados o que el recurrente estime tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, de manera que descalifiquen a la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.


    Hormaechea de Caballero, Miriam Graciela c/ Cristensen, Sergio y otro


    H. 51, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Segunda instancia. Tercera instancia. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Revocación de sentencia. 


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas -como regla- a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatorio no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando Ia solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. Es descalificable como acto jurisdiccional válido la sentencia que regula honorarios de manera inferior a los que por ley corresponden, y el auto regulatorio no contiene fundamentos, ni alude a disposición legal alguna que permita referir las conclusiones a las cláusulas del arancel correspondiente. El artículo 14 de la ley 21.839, es la norma específica para las regulaciones que deben efectuarse por las actuaciones correspondientes a segunda o ulterior instancia, y que es de estricta aplicación cuando se regulan honorarios por la contestación del traslado del recurso extraordinario. La Corte también ha resuelto reiteradamente que corresponde dejar sin efecto las sentencias que decidieron que los honorarios por interposición o por contestación de recursos extraordinarios, debían regularse de acuerdo con el artículo 33 de la ley 21.839, previsto para los incidentes, prescindiendo de aplicar la norma legal que concretamente rige el caso , sin dar razón plausible para ello.


    Quiroga, Eva Juana y otros c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    Q. 23, XXXIV, 30 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Nulidad de matrimonio. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación. Improcedencia del recurso. Insuficiencia del agravio. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    El recurso resulta improcedente por falta de fundamentación suficiente, toda vez que el quejoso se abstuvo de demostrar el perjuicio concreto que le causa la resolución apelada. Los agravios del recurrente impugnan el desconocimiento por parte del a quo de tratados internacionales, cuya aplicación conduciría, en el caso, a la declaración de nulidad del matrimonio, siendo impropio, según él, el encuadre de la cuestión dentro de la teoría de la ineficacia; pero omite precisar y acreditar en su escrito recursivo, cual es el interés que persigue con la declaración de nulidad, y el modo en que le causa gravamen la diferente solución a la que arribó el juez de grado y confirmó la alzada. La Corte tiene dicho que no satisface el requisito de gravamen el recurso que no demuestra, ni siquiera menciona, el perjuicio que le provoca la resolución apelada, y ha establecido, asimismo, que es requisito del recurso extraordinario que la controversia no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la de quien no demuestre el interés económico o jurídico susceptible de tutela por el pronunciamiento a dictarse, lo cual, tratándose de un recaudo jurisdiccional, puede y debe ser comprobado de oficio. Idéntico razonamiento corresponde a la polémica concerniente a la buena o mala fe de la actora, que solamente fue incluida en el petitorio del recurso. La recurrente no expuso argumento alguno acerca de la relevancia que tendría la decisión de la cuestión en el sub lite, ni al menoscabo que sufriría en sus derechos, según se resuelva en uno u otro sentido. Este tema remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena a la instancia del artículo 14 de la ley 48. No se advierte que la quejosa haya demostrado la existencia en el caso de un interés jurídico tutelable. La Corte ha puesto de relieve en abundante jurisprudencia, la necesidad de demostrar concretamente que lo decidido ocasiona gravamen a la recurrente, o de acreditar que la solución impugnada perjudica el interés de su parte, a fin de no incurrir en pronunciamientos inoficiosos del Alto Cuerpo.


    R. L., M. c/ D.


    R. 378, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Mala praxis. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho que las cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, no constituyen materia que habilite el recurso extraordinario, por otra parte ha señalado que dicho remedio excepcional procede en aquellos supuestos en que el fallo padece de errores esenciales que lo descalifiquen, como acto jurisdiccional válido, y que tal extremo ocurre cuando, como en el caso, la sentencia omite pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la decisión del litigio, o lo hace mediante breves afirmaciones genéricas, sin referencia a los temas legales suscitados en la causa y concretamente sometidos en los agravios. Tiene dicho la Corte, que no cabe conducir el proceso en términos estrictamente formales, con menoscabo del valor justicia y de la garantía de la defensa en juicio y que las cuestiones de derecho procesal, habilitan el recurso extraordinario, cuando la interpretación de las normas en juego, realizada por el tribunal, adolece de excesivo rigor formal en los razonamientos y desvirtúa el espíritu que las ha inspirado.


    B. d. R., A. M. c/ R., J.


    B. 348, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. AFIP DGI. Resoluciones equiparables a definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Como ha expresado la Corte, si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por el Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de la repetición, cabe dejar de lado dicho principio cuando el asunto fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior en un juicio ordinario.


    Dirección General Impositiva c/ Ferreira, Gallegos Horacio Alberto s/ Ejecución fiscal


    D. 342, XXXIV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no son, por regla, susceptibles de tratamiento en la vía extraordinaria puesto que, para ello, se requiere que la recurrida sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. Cabe señalar que, la falta de dicho requisito, en casos como el presente, tampoco se subsana mediante la alegación de la tacha de arbitrariedad.


    Fisco Nacional – Dirección General Impositiva c/ ENERCOM S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    F. 174, XXXIV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Petición de herencia. Denegatoria del recurso. 


    El recurso resulta improcedente en atención a la reiterada jurisprudencia de la Corte que ha establecido que las decisiones judiciales no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad. Por otro lado, es doctrina reiterada de la Corte que los jueces no se encuentran obligados a ponderar exhaustivamente todas las constancias de la causa, sino sólo aquéllas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones.


    Gol Pares, Heber c/ Gol Pares de Carbone, Haydee s/ Petición de herencia


    G. 392, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Cabe destacar que toda vez que la decisión cuestionada provoca al apelante un agravio de imposible reparación ulterior, corresponde a la Corte expedirse en orden a la arbitrariedad traída por el recurrente a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, tiene reiteradamente dicho la Corte que las resoluciones que decretan la perención de la instancia por versar sustancialmente sobre cuestiones de hecho, derecho común y procesal son irrevisables en la instancia extraordinaria, máxime si como ocurre en el sub-lite los argumentos del a-quo no exceden más allá de su acierto o error, el límite de lo opinable, por lo que es insusceptible de la tacha de arbitrariedad formulada. Es más, también se ha sostenido en repetidas oportunidades que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia sentencias que el apelante considera equivocadas a raíz de su discrepancia con el alcance atribuido por el juzgador a principios y normas de derecho común o en la valoración de la prueba, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional, aplicable solo en supuestos de manifiesta irrazonabilidad o faltos de fundamento. No resulta sobreabundante poner de resalto que sólo constituye actividad idónea para impulsar el procedimiento, la cumplida por los contendientes, el órgano jurisdiccional o sus auxiliares, que resulte adecuada a la etapa procesal en que se realice y apta para hacer avanzar el proceso hacia la sentencia. Además también es criterio de la Corte que la parte interesada tiene la obligación de adoptar las medidas necesarias tendientes a impulsar el procedimiento para evitar las consecuencias de su inactividad, pues ellas resultan un medio idóneo para determinar la presunción de interés en la acción que se promueve.


    Mata, José Horacio c/ Mazza, Jorge y otro


    M. 411, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Simulación. Compraventa. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La simple lectura de los términos de la sentencia, y de los del recurso, lleva a concluir que este último no cumple con el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48. Ello es así, toda vez que, el apelante no se hace cargo debidamente de los argumentos conducentes en que se apoya el pronunciamiento recurrido, a los que saca de contexto en más de una ocasión, y no los rebate mediante una crítica adecuada, según resulta exigible en la actual teoría recursiva, limitándose, en lo esencial, a discrepar con sus extremos, lo que no alcanza para evidenciar su error o desacierto. Las críticas vertidas obran expuestas so color de arbitrariedad, doctrina jurisprudencial que, como reiteradamente tiene dicho la Corte, es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni abrir una nueva instancia originaria a fin de corregir fallos equivocados o que se reputen tales, en tanto no se demuestre que el resolutorio impugnado contenga graves defectos de razonamiento o una ausencia de fundamento normativo que impidan considerarlo como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. El Tribunal ha establecido, asimismo, que la doctrina sobre arbitrariedad no es apta para revitalizar el debate sobre el mérito de las pruebas incorporadas al proceso aunque se trate de presunciones; ni tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que él apelante considere tales a raíz de su mera discrepancia con el criterio de selección y valoración de las pruebas, incluso presunciones, como sucede en el caso en que se rechazó la acción de simulación, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional, y exige que medie un inequívoco apartamiento de las normas que rigen el caso o una decisiva carencia de fundamentación, supuestos que no concurren en el sub lite.


    Soriano, Víctor Rubén c/ Heller, Roberto y otro


    S. 156, XXXV, 20 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Costas al demandado. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    La presentación directa es inadmisible, porque lo relativo a los alcances que cabe atribuir al fallo anterior de la Corte, se tornó abstracto en virtud del desistimiento posterior del actor. Tiene dicho la Corte, en ese sentido, que si el pronunciamiento que se está reclamando no cambiaría la suerte del recurrente, ello obsta a su atendibilidad. Y en cuanto a la condena en costas, reiteradamente ha señalado que lo atinente a la imposición de costas es cuestión procesal y accesoria que no da lugar al recurso del artículo 14 de la ley 48.


    Sanguineri, Luciano y Raffo, Jéssica s/ Derechos personalísimos: acciones relacionadas


    S. 518, XXXIV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Denegatoria del recurso. 


    Las resoluciones en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, toda vez que no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. Por otra parte, es un concepto jurisprudencial desde antiguo consagrado por la Corte que revisten dicho carácter las sentencias que no sólo ponen fin al pleito e impiden su continuación, sino también las que acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción. Ninguna de las circunstancias apuntadas ut supra se presenta en la causa sub examine. Corresponde hacer notar que, la ausencia de sentencia definitiva, no puede suplirse con la invocación de que se han vulnerado garantías constitucionales, ni por la arbitrariedad del pronunciamiento. Por otra parte, es doctrina reiterada de la Corte que la queja debe ser fundada en oportunidad de deducírsela, de modo tal que la lectura del escrito haga innecesaria la del expediente a los efectos de pronunciarse sobre la procedencia de la vía de excepción. A mayor abundamiento, corresponde advertir a la Corte que en autos tampoco se encuentra trabado un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir en los términos del artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58.


    Pinedo, Federico y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 121, XXXV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Debe declararse formalmente inadmisible el recurso, pues la Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las decisiones judiciales no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de la causa. Máxime, cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad. Tampoco ha demostrado la quejosa en forma fehaciente, como hubiere sido menester, que el pronunciamiento le haya producido el menoscabo de garantías constitucionales.


    Quelas, José c/ Banco de la Nación Argentina


    Q. 15, XXXIV, 22 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Alimentos. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Al haber dispuesto el a quo implícitamente, el cese de la cuota alimentaria convenida, su pronunciamiento constituye la sentencia final de la causa en el marco de los derechos debatidos. En cuanto al fondo de las cuestiones en discusión, es cierto que la Corte tiene reiteradamente dicho que los problemas atinentes a las demandas de alimentos son de hecho, derecho común y prueba, propios de los jueces de la causa y ajenos a la vía que contempla el artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, también ha admitido que cabe dejar de lado dicho principio general en supuestos en que la decisión judicial impugnada evidencia defectos de fundamentación normativa manifiestos apartándose de una interpretación razonable de las disposiciones legales en la materia. Dicha situación se configura en el sub lite.


    B., V. c/ L. d. B., M. R.


    B. 5, XXXV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Denegatoria del recurso. 


    Respecto de la cuestión planteada, cabe señalar de inicio, que los argumentos del apelante referidos a la declaración inoportuna y arbitraria de la incompetencia por el tribunal de alzada, no modificada por el tribunal superior provincial, constituyen objeciones a la interpretación de normas de derecho común y procesal local, que individualiza el mencionado órgano jurisdiccional y cuya aplicabilidad al sub lite no llegó a descalificar el quejoso. La Corte tiene dicho que las decisiones en materia de competencia, al no mediar denegatoria del fuero federal, no conforman sentencia definitiva y por tanto no hacen viable el recurso extraordinario federal. Sin perjuicio de ello, de todos modos la tacha de arbitrariedad del fallo que efectúa el recurrente, traducen argumentos que sólo importan la discrepancia con las conclusiones del fallo que impugna, que más allá de su acierto o error, encuentra suficiente fundamento en normas de derecho común y procesal, cuya interpretación y aplicación es propia de los jueces de la causa y tampoco habilitan el recurso extraordinario.


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Ganadera del Cele


    B. 81, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Falta de expresión de agravios. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Denegatoria del recurso. 


    El recurso resulta inadmisible dado el planteamiento inoportuno de la cuestión, desde que la solución a la que arribó el a quo, era plenamente previsible por el presentante, quien, empero, no introdujo en el momento pertinente los agravios con base en la doctrina de la arbitrariedad, que luego, de manera tardía, intenta deducir el recurso extraordinario. La Corte tiene reiteradamente dicho que el caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación. Asimismo el tribunal ha establecido, que resultan tardíos los agravios, cuando lo resuelto por el tribunal a quo, respondió a peticiones de la contraparte, que el recurrente tuvo ocasión de conocer, circunstancia que toma inatendible su posterior reclamo.


    Abulafia, David s/ Su sucesión incidente de colación e inclusión de bienes


    A. 553, XXXIV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Cuestión federal. Denegatoria del recurso. 


    No se configura en el sub lite el invocado apartamiento de los criterios establecidos en el precedente “Di Mascio” publicado en Fallos 311:2478. En efecto, allí sostuvo la Corte que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, dado que los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprendan puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales. Concluyó entonces que, las decisiones que son aptas para ser resueltas por la Corte Nacional no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano superior de la provincia y, consecuentemente, afirmó que en los casos aptos para ser conocidos por la Corte, según el art. 14 de la ley 48, la intervención del Superior Tribunal de Provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales no pueden vedar en tales supuestos, el acceso a aquel órgano. Ahora bien, a partir de tales principios cabe poner de resalto que en el sub lite los únicos problemas mantenido en esta instancia extraordinaria relativos, de una parte, a la naturaleza jurídica de la relación que vinculó a actor y demandado y en ese contexto aplicabilidad a ella de las previsiones del artículo 975 del Código Civil y de otra, confirmación o no de un voluntario sometimiento al régimen de pagos de honorarios profesionales adoptado por el Banco de la Nación Argentina, y carga de la demostración de dicha circunstancia, remiten al estudio de temas de hecho, derecho común y procesal que resultan ajenos a la instancia extraordinaria contemplada por el artículo 14 de la ley 48. No se configura entonces en el caso, el requisito básico a partir del cual gira la doctrina del precedente “Di Mascio”, esto que en la causa se suscite una cuestión federal desde que, la problemática central solo conduce a cuestiones fácticas y de naturaleza ordinaria y en este marco compete plenamente a las provincias la regulación de las vías procesales idóneas para su tratamiento. La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, trato y desestimo, la pretendida inconstitucionalidad del artículo 278 del Código Procesal local, sus argumentos no fueron rebatidos por el banco recurrente, quien ni siquiera sostuvo en esta instancia la mentada inconstitucionalidad, motivo por el que cabe concluir que la cuestión traída a conocimiento, quedo huérfana de contenido federal.


    Banco de la Nación Argentina c/ Gutiérrez, Damián Francisco y otra s/ Ejecutivo


    B. 571, XXXIV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Responsabilidad civil. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las decisiones judiciales no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común, local o procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad, el recurso en estudio resulta procedente, puesto que la sentencia de la Cámara a quo satisface solo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa. Ello es así, por cuanto se presentan circunstancias que rodean el conflicto y que, no pudieron dejarse de ser tenidas en cuenta por los jueces de la causa para dilucidar la responsabilidad que se podía atribuir a la empresa. La ausencia de tratamiento de la legitimación pasiva de la empresa con base en la existencia de una realidad subyacente, no respaldada por documentación alguna, convierten a la decisión recurrida en arbitraria, por aplicación de la reiterada doctrina de la Corte, en el sentido de que las resoluciones judiciales que omiten cuestiones oportunamente propuestas, conducentes para la resolución del juicio, carecen de base adecuada para sustentarlas y deben descalificarse.


    Ferrari, Enrique Luis c/ Neufellner, Roberto Marcelo y otro s/ Sumario


    F. 119, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Costas. Cuestiones procesales. Cuestiones de hecho y prueba. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que es improcedente el recurso extraordinario deducido respecto de pronunciamientos que deciden acerca de la imposición de costas. Esta doctrina se funda en que tales decisiones versan sobre materia de índole procesal, aun cuando el trámite se haya cumplido ante tribunales federales, y que deben también sustentarse aquellos en circunstancias de hecho y prueba. Sin perjuicio de ello, no se advierte la lesión al derecho de defensa, toda vez que del fallo recurrido resulta que el tribunal de alzada consideró pormenorizadamente los argumentos expuestos por el actor y que si bien juzgó que no tenían entidad para revertir la decisión final, si les atribuyo virtualidad para modificar el criterio de imposición de costas. Dichos argumentos, a más de no resultar adecuadamente controvertidos por el quejoso, acuerdan suficiente sustento al pronunciamiento, que no resulta así atacable en los términos de la excepcional doctrina de la Corte que se invoca.


     Fernández Suárez, Mario Abel c/ Instituto de Ayuda Financiera para Pagos de Retiros y Pensiones Militares y otro


    F. 344, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    El presente recurso debe ser desestimado, puesto que uno de los requisitos a los que el art. 14 de la ley 48 condiciona la admisibilidad formal del recurso extraordinario es que él haya sido interpuesto contra sentencias definitivas, esto es, respecto de aquellas decisiones que dirimen la controversia poniendo fin al pleito o haciendo imposible su continuación, y en el sub lite, la sentencia apelada no reviste el carácter mencionado, ni tampoco causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. Ello es así, pues el a quo confirmó el pronunciamiento del magistrado de primera instancia, quien hizo notar que la causa principal fue elevada, al momento de expedirse en el incidente, a la Cámara del fuero y luego fue devuelta a efectos de realizar una notificación; motivo por el cual consideró que la concesión del beneficio aparecía como prematura y que en ese estado, el hecho de ocurrir ante instancias ulteriores, debiendo afrontar los gastos que ello implica, resultaba lejana y conjetural. En este sentido, toda vez que la solución dictada en este tipo de trámites no causa estado, no quedaría vedada en forma definitiva el acceso del demandado a la jurisdicción. En tal orden de ideas, la referencia que el a quo formula en torno a la oportunidad en que puede ser planteado el beneficio, conforme interpreta ,el art. 78 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, no empece a la conclusión a la que se arribó ut supra. No sólo porque el recurrente expresamente manifestó estar interesado en acudir a instancias ulteriores sin tener los medios necesarios para afrontar las erogaciones que ello implicaría, sino porque en la interpretación efectuada, lo que se tiene en cuenta es que el litigante ya ha tenido la debida defensa y resulta perdedor en su resultado, en clara referencia a la irretroactividad del beneficio, principio admitido y consagrado en doctrina y jurisprudencia. Cabe considerar, que la confirmación del fallo por parte del tribunal a quo no pudo empeorar esa decisión recurrida por el interesado y que a éste le queda indemne su derecho a replantear la solicitud por ahora estimada prematura. Consecuentemente, atendiendo a la aptitud de la vía elegida como medio para la revisión judicial del criterio adoptado para determinar la improcedencia del beneficio que se solicita, a la luz de la doctrina de la Corte que requiere la existencia de un gravamen actual para determinar la procedencia del recurso, es por dicha causa improcedente, desde que la decisión de la Cámara que impugna el apelante subordinó la suerte de la pretensión al resultado de un pronunciamiento que aún no se ha dictado. Al respecto, la Corte tiene dicho que la ausencia de sentencia definitiva no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento o la alegada interpretación errónea del derecho aplicable.


    Hernández, Carlos y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    H. 64, XXXIV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Ejecución hipotecaria. Resoluciones equiparables a definitiva. Costas al vencido. Sentencia arbitraria. Concurso preventivo. Acuerdo preventivo extrajudicial. Fuero de atracción. Juicios universales. Apartamiento de la doctrina de la corte. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte tiene dicho que las decisiones judiciales sobre determinación de competencia de los tribunales, no habilitan, en principio, el remedio excepcional, salvo aquellos supuestos en que media declaración de incompetencia de los jueces nacionales. De igual modo, la decisión es equiparable a definitiva porque impone las costas y gastos judiciales al vencido, las que pueden ser revisadas o reclamadas ulteriormente en causa o instancia alguna que no sea la excepcional de la Corte. Respecto de la invocada arbitrariedad de la decisión asiste razón a la recurrente, y corresponde conceder el recurso extraordinario, puesto que existe un apartamiento inequívoco de la normativa vigente en materia de procedimiento concursal, como respecto de los institutos y principios que operan a partir de su aplicación, y así lo ha entendido la Corte al señalar que cabe admitir como principio que existe arbitrariedad, cuando se prescinde de normas legales expresas. No existe en el caso un concurso preventivo, entendiendo por éste al normado en los artículos 5° al 68 de la ley 24.522, ya que no puede calificarse como tal a un simple acuerdo preventivo extrajudicial, regulado en un capítulo aparte de aquella ley, en los artículos 69 y siguientes, y en virtud de ello, no existe posibilidad de aplicar el fuero de atracción, instituto que excepcionalmente produce una desplazamiento de la competencia natural, con motivo de la existencia de un proceso universal, ya que no hay, en rigor, una causa que atraiga, es decir un juicio universal radicado ante un tribunal específico. Tampoco puede invocarse el resguardo del orden público, con base en el supuesto fuero de atracción emergente de un trámite de homologación de un acuerdo entre partes ante un tribunal, desde que no se trata en el caso de un proceso por el incumplimiento de tal acuerdo, en cuyo caso quizás podrían haberse invocado razones de acumulación por conexidad, o el principio de que debe seguir el accesorio a lo principal, ni se discute en el sub-lite la causa fuente de la obligación, sino que la demanda se constriñe a un trámite de ejecución de garantías reales, de carácter autónomo que, por su particular naturaleza, inclusive no es paralizado por la promoción del concurso preventivo. Resulta un apartamiento arbitrario de la norma legal, confundir, o asimilar, el acuerdo preventivo extrajudicial, con el proceso concursal, y hacerle aplicable sus consecuencias, a poco que se advierta que éste puede celebrarse aun en supuestos de no existir estado de cesación de pagos, darse el contenido más conveniente a los intereses de las partes involucradas, sin pautas limitativas de plazo, quitas u otras que les resulten ventajosas, que sólo es vinculante para las partes, que los no participantes conservan sus derechos individuales y no es exigible la homologación judicial, la que busca proteger la situación de los contratantes en un marco privatístico y de autonomía de la voluntad, quedar a cubierto de un posible estado posterior de falencia del deudor, y de la ineficacia de tales acuerdos. Al hacerse lugar a la excepción de incompetencia con fundamento en el fuero de atracción, la solución acordada constituye un apartamiento manifiesto e inequívoco de la solución normativa prevista para el supuesto de autos y, configura, como tal, una decisión infundada y consecuentemente, descalificable como acto jurisdiccional válido, que justifica de modo suficiente la aplicación de la doctrina de la arbitrariedad alegada. Aun en el supuesto de concebirse que se estaba en presencia de un concurso preventivo, el fallo vino a ignorar la doctrina reiterada de la Corte que fue invocada por el apelante, a partir del precedente "Casasa", que impide el fuero de atracción al interpretar el artículo 21 de la ley y respecto de la discusión sobre la competencia por razón de la materia civil o comercial, la que se sostiene, de modo también reiterado, a partir del antecedente "Sarquis"; al respecto de lo cual cabe destacar que el Máximo Tribunal tiene resuelto que carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte, sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia.


    Banco Río de La Plata S.A. c/ Agroservicio Sola y Compañía S.R.L.


    B. 62, XXXV, 01 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien conforme con reiterada jurisprudencia de la Corte, lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, este principio admite excepción cuando la resolución impugnada se aparte inequívocamente de la solución normativa prevista para el caso. 


     Mayo Compañía Argentina de Seguros c/ Parques Interama


    M. 137, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Derechos de autor. Daños y perjuicios. Indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión de derecho común. Sentencia arbitraria. Apreciación de la prueba. Carga de la prueba. Inversión de la carga de la prueba. Reglas de la sana crítica. Defensa en juicio. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    De lo expuesto en el voto mayoritario de la sentencia del a quo, no se desprende el estudio o valoración de prueba alguna de las producidas en la causa, pues el decisorio concluye dogmáticamente que el actor no probó como le era debido las afirmaciones contenidas en su demanda para la procedencia del reclamo por daños y perjuicios que entablara contra su mandataria, cuando del recurso en estudio y del propio contenido del voto disidente del fallo, surge la enumeración puntual de diversas pruebas producidas en el proceso, merced a las cuales se tendió a acreditar el resultado impropio de las gestiones de S.A.D.A.I.C. en el control de la reproducción y uso de la obra autoral del actor en naciones extranjeras. La manifestación del fallo en cuanto a los defectos en la precisión de lo pretendido por el actor en el escrito de demanda, no resultan sustanciales desde que sus carencias pueden ser motivo de determinación cuantitativa, si así correspondiere, en la etapa de ejecución de sentencia, atento la índole de la reclamación, más no puede incidir ese defecto en la determinación de si se probó o no la existencia de un irregular cumplimiento en las funciones que le competen a la demandada, para lo cual lo decisivo era que el tribunal efectuara una valoración de las pruebas aportadas en autos. El voto mayoritario comienza reconociendo que el reclamante basa su demanda en el incumplimiento de la función del mandato impuesto por la ley, al que calificó de deficiente, coincidió con el fallo de primera instancia al que a la postre revocó en destacar que lo esencial a determinar y en qué medida, es si la conducta de la demandada puede calificarse de negligente. A partir de tal reconocimiento, la sentencia asimismo coincide con la expresión del tribunal de primera instancia, acerca de que la tarea a desarrollar en la recaudación internacional de los derechos de autor es una de las más dificultosas, circunstancia que, expresa, fue de algún modo también reconocida por el propio actor. Y sólo en base a ello, concluye en que no comparte la opinión del juez, que S.A.D.A.I.C., pudo hacer más de lo que hizo, y a la vez sostiene que en cambio cumplió con sus obligaciones generales de vigilancia y percepción de derechos, sin que se haya demostrado cuál es el límite razonable que permita determinar si la conducta ha sido ineficaz. Tiene dicho la Corte que es descalificable como acto jurisdiccional válido, la sentencia en que los magistrados intervinientes se limitaron a expresar una convicción subjetiva, omitiendo toda referencia concreta a las circunstancias de la causa, sin revelar los motivos ni indicar por medio de qué pruebas se arribó a dicha conclusión. Tiene dicho también que afecta la garantía de la defensa en juicio y los principios del debido proceso, la sentencia que sustenta el rechazo de la demanda, en la inteligencia que asigna al artículo 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cuando la carga de la prueba impuesta a la actora, excede los términos de la traba de la litis y una razonable interpretación de los principios del onus provandi. Dicha circunstancia se verifica en la manifestación del a quo referida a que no se acreditó por la actora el límite razonable de las gestiones que debía cumplir el mandatario, labor que en realidad corresponde sin dudas asignarse a la demandada. Resulta irrazonable, por importar una alteración del principio de carga probatoria que emana del art. 377 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, imponer a la actora la obligación de probar dichos extremos, teniendo en cuenta la peculiar característica de la relación que se establece entre las partes, donde la ley impone al autor someterse a los fines de la percepción de sus derechos a la actuación del organismo demandado y es el organismo demandado, quien posee la documentación relativa a la gestión que cumple. Compete a la demandada la carga de acreditar que cumplió con la actividad impuesta por la ley, más allá de su resultado. La demandada debió probar la ejecución dentro de sus límites del mandato que le impuso la ley al actor y que llevó a cabo y los medios que utilizó para ello, independientemente del resultado. La Corte tiene dicho que aun cuando las cuestiones sean de hecho, prueba y derecho común, ello no impide a la Corte conocer de la apelación deducida con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad cuando, del estudio de las constancias de autos se revela que la interpretación del a quo no se ajusta a las reglas de la sana crítica, que exige integrar y armonizar debidamente las pruebas producidas, lo cual tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa, a poco que se advierta que el fallo que revoca el tribunal de alzada, no sólo no refirió crítica alguna a las pruebas producidas y de las que hizo mérito no sólo el fallo de primera instancia sino también el primer voto del decisorio recurrido, incluye además afirmaciones dogmáticas en torno a que no se aprobó por la actora el alcance de su pretensión, cuando de dichas pruebas surgían elementos que permitían determinar si existió una conducta ineficaz o negligente, más allá del alcance de la indemnización que correspondiera determinar, por la pérdida de chance, si se admite la existencia de la conducta imputada. Resulta arbitrario concluir, como lo hace el a quo, que la aludida dificultad prácticamente tornase siempre inexigible el despliegue de una razonable actividad de contralor por parte de la demandada, puesto que afirmar ello y considerar ineficaz la razón de ser de dicho organismo, por lo demás, de carácter obligatorio, es prácticamente una sola cosa, extremo absurdo que no puede de modo válido sustentarse. El organismo ni siquiera demostró en autos haber efectuado ese mínimo y razonable accionar propio de su carácter de mandatario.


    Mitnik, Bernardo c/ Sociedad Argentina de Autores y Compositores


    M. 582, XXXIV, 29 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Incapacidad laboral. Procedencia del recurso. 


    Si bien de manera reiterada se ha sostenido que las decisiones por las cuales los máximos tribunales de provincias deciden sobre la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local resultan, por norma, insusceptibles de revisión en la instancia excepcional del artículo 14 de la Ley 48, Y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva respecto de aquéllas, así tal principio debe ser dejado de lado cuando la decisión alcanzada, amén de no ajustarse, a las constancias de la causa, implica la negativa a conocer de cuestiones federales aptas para ser resueltas por la Corte.


    Prado, José Primitivo c/ Techint S.A. s/ Daños y perjuicios


    P. 361, XXXIV, 17 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Administración General de Vialidad Nacional. Honorarios. Procedencia del recurso. 


    Si bien conforme con reiterada jurisprudencia de la Corte, lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, este principio admite excepción cuando lo decidido no responde a un fundamento acorde con la seriedad y extensión de las articulaciones de las partes. 


     Pacheco, Juan Nicolás c/ Dirección Nacional de Vialidad


    P. 227, XXXIV, 14 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Excepción de incompetencia. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de la causa Comp. n° 593, L. XXXI, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución Hipotecaria s/ Comp.”.


    Cabe poner de relieve que si bien la Corte tiene dicho que las resoluciones judiciales sobre competencia, no habilitan el recurso extraordinario, si lo ha concedido en aquellos casos en que por virtud de tal declaración de incompetencia se sustrae la causa de los jueces nacionales.


    Respecto a la cuestión, si bien la misma se refiere a la interpretación de normas del derecho procesal y común, la Corte ha admitido el recurso extraordinario cuando el fallo incurre en arbitrariedad y en tal sentido ha señalado que el desconocimiento de los fallos de la Corte expresamente invocados, constituye una decisión que cabe calificar de tal manera, desde que emanan del Supremo Tribunal del Estado, último interprete de la Constitución y las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten.


    Química Estrella S.A.C.I. c/ Caramelera Industrial Casildiense S.A.I.C.F.I.


    Q. 27, XXXV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Fallos de la Corte Suprema. Apartamiento de la doctrina de la corte. Procedencia del recurso. 


    El recurso deducido es formalmente procedente, porque se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte recaído en la propia causa, en cuyo mérito el recurrente funda el derecho que estima asistirle.  La admisibilidad sustancial de dicho recurso está condicionada a que la resolución que se impugna consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. Al no haber mediado un dictamen concordante del Ministerio Público, es la propia Corte Suprema quien debe ser la intérprete fiel de sus dichos y, por ende, a quien compete expedirse en el problema. Sin perjuicio de ello, la Corte no confirmo la condena dictada contra el demandado, sino solamente el standard de responsabilidad aplicado, el criterio para su juzgamiento, y no esté en sí mismo, porque, de lo contrario, habría venido a confirmar en plenitud la eventual condena dispuesta por el a-quo y carecería de todo sentido su mandato de que se dictase un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo expuesto.


    Ramos, Juan José c/ LR3 Radio Belgrano y otros


    R. 194, XXXIV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    En principio, los agravios serían extraños a esta instancia extraordinaria por remitir al tratamiento de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena al artículo 14 de la ley 48; máxime cuando el Tribunal ha expresado fundamentos que, más a allá de su acierto o error, resultarían suficientes para sustentar sus conclusiones, y las impugnaciones propuestas sólo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración de las pruebas aplicado por la alzada. El recurso es improcedente porque la Corte tiene dicho que la tacha de arbitrariedad resulta extemporánea y no puede considerarse en la instancia excepcional cuando se la invoca en el escrito de interposición del recurso extraordinario respecto de la sentencia del tribunal de alzada que confirmó la del inferior con fundamentos coincidentes, sin haberse planteado debidamente dicha cuestión en oportunidad de impugnarse ese primer pronunciamiento.


    Zeballos, Rodolfo Ramon c/ Miszczuk, Alicia Juana


    Z. 34, XXXIV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Despido. Incidente de nulidad. Cédula de notificación. Derecho de defensa. Procedencia del recurso. 


    Situados en el contexto de una doctrina como la de Corte que, impone una apreciación rigurosa de las formalidades inherentes a la notificación de la demanda, en el sub examine, no existió una resolución del tribunal de primera instancia que autorizara el cursado de esta comunicación con arreglo a la modalidad "bajo la responsabilidad" de la parte. En el contexto de una doctrina conforme a la cual cabe inferir la existencia del perjuicio por el solo incumplimiento de los recaudos legales, ante la ausencia de una habilitación expresa que autorizara a prescindir de las reglas usuales de comunicación en favor de la notificación "bajo la responsabilidad de parte", se imponía en el caso, la reiteración de la misma con arreglo a las normas establecidas supletoriamente para estos por el ordenamiento. Y es que el citado proceder supuso prescindir, del singular sistema previsto para garantizar que llegue a conocimiento del demandado la existencia de la acción que debe contestar, el que impone al notificador concurrir al domicilio denunciado e intentar contactarse con el sujeto pasivo de la pretensión, dejando, en su caso, el correspondiente "aviso de ley" y, de tampoco hallarlo al día siguiente, recién avanzar conforme al artículo 141 de la norma. Ello es así, en atención a la muy particular significación que reviste el acto impugnado y toda vez que las normas de procedimiento y sus reglamentarias no se limitan a una mera técnica de organización de los procesos, sino que tienen por finalidad y objetivo, regular el ejercicio de los derechos y lograr la efectivización del valor justicia, en cada caso, en salvaguarda de los derechos de defensa en juicio y propiedad. Respecto de una notificación que se verificó, y sin una muy clara precisión del acceso de la calle del domicilio en que se fijó la cédula, que la Sala admitió como probable que el demandado explotara sólo tres de las cuatro unidades de su propiedad de la planta baja del inmueble. En tal contexto, las afirmaciones de la a quo en orden a que -aunque defectuosa- la última notificación entró en la esfera de conocimiento de la accionada, trasuntan un componente presuntivo y de valoración subjetiva que no otorga adecuado sustento a la decisión. En ese sentido, nuestro ordenamiento privilegia la adecuada protección del derecho a la defensa y en circunstancias de encontrarse controvertida la notificación del traslado de la demanda, en caso de duda sobre la regularidad atribuida al acto, debe estarse a favor de aquella solución que evite la conculcación de garantías de neta raíz constitucional. En tales condiciones, al irrogar el fallo apelado un gravamen no susceptible de ulterior reparación, corresponde hacer lugar al recurso interpuesto, pues lo resuelto se traduce de manera directa e inmediata en una seria lesión de los derechos de defensa en juicio y propiedad de la presentante. A ello se añade, en tanto se ha concluido precedentemente que de las constancias del caso no surge que se haya notificado en debida forma la demanda, que corresponde restituir las actuaciones al tribunal de origen a fin de que proceda a la reasignación de la causa para su tramitación.


    González, Edith Ema c/ Zimmerman s/ Despido


    G. 253, XXXIV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Regulación de honorarios. Apelación de honorarios. Cuestiones procesales. Improcedencia del recurso. 


    Es asentada doctrina del Tribunal que, si bien en principio, lo atinente a la aplicación de los aranceles de honorarios de abogados y procuradores constituye materia de derecho procesal y reglamentación del ejercicio de las profesiones, sujeto a la legislación local y extraño al recurso establecido por el art 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a tal principio cuando lo resuelto no constituye derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa. Si el recurrente consideró que el auto cuestionado podría implicar el devengamiento de intereses desde el 1° de abril de 1991, causándole así un agravio, debió haber interpuesto un pedido de aclaratoria, conforme con el art. 166 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, omisión que toma improcedente el recurso extraordinario. Es doctrina de la Corte que la doctrina de la arbitrariedad requiere, para la procedencia del remedio federal, que las resoluciones recurridas prescindan inequívocamente de la solución prevista en la ley, o adolezcan de una manifiesta falta de fundamentación. El supuesto agravio, fundante del recurso, resultaría cuanto menos prematuro, dado que, al no haberse practicado aún la liquidación de los intereses que se hubieran devengado, no hay elemento que sustente la inteligencia que le atribuye la quejosa al auto recurrido.


    Autolatina Argentina S.A. s/ Apelación


    A. 229, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Acceso a la justicia. Beneficio de litigar sin gastos. Otorgamiento del beneficio. 


    Cabe recordar que la Corte ha sostenido reiteradamente, que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la condición económica invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento.


    Magnarelli, César c/ Misiones, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    M. 829, XXXII, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Mediación. Facultades del fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fundamentos expuestos por el Fiscal General recurrente.


    La resolución recaída en el presente caso concierne a los intereses del Estado en tanto está referida a la validez de un procedimiento instaurado para proveer a la solución de conflictos en el ámbito de la mediación. Ello configura un grado de compromiso del interés público que habilita el ejercicio de la facultad recursiva por parte de este Ministerio, con fundamento en el art. 25 de la ley 24.946, que le encomienda la representación y defensa de la causa pública en todos los asuntos que su interés lo requiera. Si de acuerdo con la doctrina de la Corte Suprema, el Ministerio Público se halla facultado para introducir y mantener en la causa, por vía de dictamen, la cuestión federal, base del recurso extraordinario y luego sostenerla por vía de recurso, tal principio resulta, a partir del artículo 120 de la Constitución Nacional, que la citada ley 24.946 reglamenta, vigorosamente reforzado. El principio de unidad que caracteriza la actuación del Ministerio Público y que confluye en el reconocimiento del Procurador General de la Nación como órgano supremo y de control de tal actividad, importa un óbice a la posibilidad de efectuar en un caso como el presente, una suerte de desdoblamiento de la singular personalidad de esta magistratura.


    Baterías Sil-Dar S.R.L. c/ Barbeito, Walter s/ Sumario


    B. 118, XXXV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra. Síndico del concurso. Suspensión de la subasta. Facultades jurisdiccionales. Interés concreto. Denegatoria del recurso. 


    El suscripto carece de facultades jurisdiccionales a los fines de disponer la suspensión de trámites ejecutivos y/o subastas judicialmente decretadas, por lo que, la petición del presentante en este sentido carece de toda fundamentación. No puede por ende prosperar. Si la presentación en estudio pretende dar lugar a la intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, no concurren en el caso ninguna de las hipótesis previstas en el artículo 14 de la ley 48 y 24 del decreto-ley 1285/58, por lo que correspondería, de así estimarlo pertinente la Corte, desestimar, sin más, esta presentación directa. En este contexto, no aparecen, prima facie, configuradas circunstancias que excedan el interés patrimonial de los afectados, los que, no está de más señalarlo, cuentan aún con otras vías procesales idóneas para hacer valer sus pretensiones, que no han sido agotada, en el caso, según surge de su propio relato. No es dado, entonces, que la Corte adopte directamente decisiones en el asunto, omitiendo la actuación de todos las instancias procesales correspondientes.


     Inversora del Litoral S.A. s/ Su denuncia en autos: “Banco Exterior S.A. c/ Chian Hakim, Blanca Farida”


    I. 150, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Obras sociales. Liquidación. Intereses. Admisibilidad del recurso. Concesión errónea del recurso. 


    Corresponde señalar que la Corte en estos mismos autos, se pronunció sobre la concesión del recurso extraordinario, recordando que en su propia doctrina de Fallos: 310:2122 y sus citas, dejó establecido que, si bien incumbe a la Corte juzgar sobre la existencia o no de arbitrariedad, ello no exime a los órganos judiciales llamados a conceder o denegar el recurso de resolver circunstanciadamente si la apelación federal, prima facie valorada, cuenta, respecto de cada uno de los agravios que la originan, con fundamentos suficientes para dar sustento a la invocación de un caso de inequívoco carácter excepcional, como lo es la arbitrariedad. De lo contrario, agregó, la Corte debería admitir que su jurisdicción extraordinaria se viese, en principio, habilitada o denegada sin razones que avalen uno y otro resultado, lo cual irroga un claro perjuicio al derecho de defensa de los litigantes y al adecuado servicio de justicia de la Corte. Teniendo ello presente, se advierte que la concesión del recurso que ahora nos ocupa, adolece de similares defectos de fundamentación que la que dio lugar al pronunciamiento precedentemente reseñado, y en tales condiciones, habiendo declarado la Corte la nulidad de aquella resolución por no reunir los requisitos idóneos para obtener la finalidad a que se hallaba destinada, elementales razones de congruencia, conducen a reflexionar que corresponde Igual solución para la que concedió el actual recurso. Por lo expuesto, debe declararse la nulidad de la concesión del recurso extraordinario, devolviendo los autos al tribunal de origen para que se dicte una nueva decisión sobre el punto.


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina c/ Mayo instalaciones S.A.C.I.F.I.A.  s/ Leyes 18.610 y 22.269


    U. 35, XXXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Prescripción adquisitiva. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El remedio federal intentado resulta procedente. Ello es así, puesto que, si bien los  agravios del apelante remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba, ajenas como regla y por su naturaleza a la instancia del artículo 14 de la ley 48, como seria en este caso lo atinente a la afectación al uso público del inmueble en litigio, corresponde hacer excepción a tal principio, en la medida en que los jueces de la causa han omitido valorar elementos conducentes para la solución del pleito, lo cual hace descalificable lo resuelto con arreglo a la doctrina sobre arbitrariedad.


    Gauna, Jorge Raúl; Roberto Patricio Recalde; Juana Rosa Díaz; Héctor Igancio Garrido y Alfredo Meana c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Prescripción adquisitiva


    G. 128, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Indemnización. Falta de fundamentación. Fallos de la Corte Suprema. Apartamiento de la doctrina de la corte. Admisibilidad del recurso. 


    La decisión recurrida reposa en un fundamento tan sólo aparente y, por lo demás, insuficiente, pues no sólo omitió desarrollar aquellos aspectos señalados por la Corte, sino que, al no hacer mérito de los mismos, dictó un pronunciamiento con los mismos defectos del anterior dejado sin efecto. La Corte ha declarado, en numerosos precedentes, que sus sentencias deben ser lealmente acatadas, tanto por las partes, como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en las causas, puesto que, acertadas o no, el resguardo de su integridad interesa a la vida de la Nación, su orden público y la paz social, como así también a la estabilidad de las instituciones y, muy especialmente, a la supremacía de la Constitución en que aquéllas se sustentan.


    Yabra, Mario c/ Municipalidad de Vicente López s/ Incidente de ejecución de sentencia


    Y. 19, XXXIV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa F.297, L. XXXV, "Fisco Nacional (DGI) c/ INDURBA S.A.C.I.F.I. s/ Ejecución fiscal".


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Indurba S.A.C.I.F.I. s/ Ejecución fiscal


    F. 368, XXXV, 01 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Beneficios de litigar sin gastos. Otorgamiento del beneficio. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la pobreza invocada, sino que es necesario que se alleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar razonablemente que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. Habida cuenta de ello, en cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. En el caso, se encuentra probado que los peticionarios carecen de bienes patrimoniales, por lo que se presume que no cuentan con los medios económicos suficientes que les permitan afrontar los gastos que les demande la sustanciación del expediente principal, ya que los que disponen, sólo les alcanza para satisfacer las necesidades mínimas de su subsistencia diaria y la de su familia. En consecuencia, de conformidad con lo dictaminado por él Representante del Fisco, a efectos de garantizar a los actores el acceso a la tutela jurisdiccional y a la igualdad de las partes ante la ley el tribunal puede admitir el beneficio de litigar sin gastos solicitado.


    Carucci viuda de Giovio, Filomena c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 913, XXXIII, 04 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Fuero de atracción. Concurso preventivo. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo y dictamen de la causa “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh y otros”,  (Fallos: 319: 370).


     


    Cabe advertir, en primer lugar, que en el caso ha mediado intervención anterior de la Corte en un conflicto jurisdiccional planteado entre los mismos tribunales. Sobre el particular, la cuestión sustancial hoy en juego, ya fue, materia de tratamiento, de manera indirecta por la Corte. En dicha oportunidad, no obstante resolverse una cuestión incidental de facultades jurisdiccionales de los jueces, se destacó, como fundamento esencial de la decisión, que las ejecuciones de garantía real no son atraídas por el concurso preventivo del demandado. De ello resulta, que él a quo se apartó de principios básicos establecidos en la causa por la Corte debiendo destacarse que mediaron circunstancias o valoraciones novedosas con posterioridad a tal fallo, que hubieran permitido al a-quo de algún modo distanciarse de aquél pronunciamiento, y de la doctrina sentada en el precedente "Casasa". En realidad, el fallo, se limitó a hacer una interpretación de los alcances de la norma, distinta de la sostenida previamente por la Corte en el fallo precedente. Consecuentemente se dan los presupuestos del artículo 14, inciso 1° de la ley 48 que habilitan el remedio federal, conforme resulta de la doctrina de la Corte que sostiene que siempre que se halle en tela de juicio la interpretación de un fallo anterior de esa Corte recaído en la causa, se configura una cuestión federal que hace formalmente viable el recurso extraordinario, máxime cuando como en el caso, la resolución impugnada consagra un inequívoco apartamiento del criterio allí sentado.


    Banco Macro S.A. c/ Transporte Automotores 12 de Octubre s/ Ejecución prendaria


    B. 45, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Empleados de banco. Incapacidad laboral. Indemnización por incapacidad. Incapacidad total. Interpretación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Procedencia parcial. 


    Asiste razón al recurrente en cuanto se agravia de que la sentencia haya hecho extensiva la condena dictada contra el Banco demandado, a abonar las indemnizaciones  fijadas con base en los artículos 212 y 156 de la Ley de Contrato de Trabajo y Ley de Accidentes de Trabajo, porque tales conceptos derivan de una relación laboral y está admitido por las partes que el actor no trabajaba en relación de dependencia del Banco Central, sino de la entidad bancaria en liquidación. La demanda fue muy precisa en cuanto al objeto de la acción en esa materia, es decir, que se estaban reclamando dichos rubros resarcitorios en el marco del régimen laboral. Si el actor quería responsabilizar al Banco Central por el obrar de sus funcionarios o dependientes al haber participado de los hechos que generaron la dolencia, debió plantearlo expresamente con arreglo a las normas sobre responsabilidad civil, posibilitando, de su parte, que el accionado tuviera oportunidad de defenderse. La introducción del planteo en el alegato fue tardía, y ello veda su tratamiento en las instancias posteriores. Sin embargo, tal objeción no se presenta respecto del restante concepto de la condena, desde que, el actor reclamó en la demanda la expedición y entrega del formulario 3168, que resultaba necesario para obtener ante la Caja Nacional de Ahorro y Seguro el cobro de una indemnización por incapacidad total y permanente "con resarcimiento de los daños y perjuicios de ello derivados y/o que se derivaren". Asimismo, en el relato de esa presentación inicial, atribuyó la imposibilidad de cobrar el seguro a los funcionarios del Banco Central debido a su infundada negativa a suscribir el documento requerido. La autoridad liquidadora expresó las defensas que tenía para oponer, las que fueron desestimadas por el juez, quien tuvo por acreditada la exigibilidad del beneficio invocado, y que para acceder a su cobro era necesario llenar el aludido formulario. Juzgó el a-quo que fue injustificada la negativa del liquidador a suscribirlo porque no se le había requerido que certificara la enfermedad del solicitante, sino sólo datos administrativos. Así, el pronunciamiento recurrido cuenta, en ese aspecto con suficiente sustento en las consideraciones de hecho y valoración del derecho aplicable en él contenidas. La fundamentación expuesta por el tribunal de Alzada no puede reputarse ajena a los planteos de las partes, en consideración al principio de congruencia que invoca el recurrente, porque es privativo de los jueces calificar  jurídicamente las pretensiones de los litigantes, facultad que deriva de la regla iura novit curia, cuyo ejercicio no comporta un agravio constitucional. Por otra parte, la doctrina de la arbitrariedad no autoriza al tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige por lo tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación, lo que no ocurre en el caso. En cuanto a la aplicación de las leyes 23.982 y 24.983, la petición no puede ser tratada en esta instancia, ya que no fue articulada ante el juez de grado.


    Bermúdez, Juan Carlos c/ Banco Mesopotámico, Cooperativo/Ltdo. y/o su quiebra y/o Banco Central de la República Argentina y/o quien resulte s/ Laboral


    B. 552, XXXIV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Asegurador. Denegatoria del recurso. 


    En primer lugar, cabe destacar que al pronunciarse el a quo sobre la admisibilidad de la apelación extraordinaria, sólo la concedió en cuanto se cuestiona la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia. Como la interesada no dedujo recurso de hecho, la jurisdicción ha quedado expedita solo respecto de dicha materia, dada la medida en que el recurso ha sido concedido por el tribunal. Respecto a los agravios que el a quo juzgó procedentes para habilitar esta vía, si bien parecen remitir a la inteligencia de normas federales el recurso en que se los intenta sustentar no cumple con el requisito de la debida fundamentación. Tiene dicho la Corte que dado el carácter autónomo del recurso extraordinario, el escrito en que se lo interpone debe contener la enunciación concreta de los hechos de la causa, de la cuestión federal en debate y del vínculo existente entre ésta y aquéllos, siendo suficiente aseverar determinada solución jurídica en tanto ella no esté razonada con referencia a las circunstancias de la causa y a los términos del pronunciamiento que la resuelve; para lo cual debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada, debiendo el apelante rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el a quo para arribar a las conclusiones que lo agravian.


    La Buenos Aires Compañía de Seguros S.A. s/ Incumplimiento


    L. 288, XXXIV, 14 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho común. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal común, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error resultan suficientes para sustentarlas. Sin embargo, corresponde hacer excepción a esa regla general y declarar la procedencia del recurso en examen, por aplicación de la jurisprudencia de la Corte que establece que las sentencias que omiten considerar y decidir cuestiones oportunamente propuestas por las partes, y por cierto, conducentes para la solución del punto litigioso, carecen de validez como actos jurisdiccionales y deben ser dejadas sin efecto, pues satisfacen solo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa. Con arreglo a lo previsto por los artículos 48, 2° parte, y 129 de la ley 18.345 y 283, 2° ap., del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta de estricta necesidad que sean analizados por la alzada laboral los hechos señalados por el quejoso y se aprecie su virtualidad para alterar lo resuelto, sin que lo anterior implique abrir juicio alguno sobre la solución que, en definitiva, corresponda arbitrar sobre el tema.


    Quirico Pierino, Bautista c/ A.G.P. s/ Accidente Ley 9.688


    Q. 31, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa T. 104, L. XXXV Telefónica de Argentina S.A. c/ Munafo, Benedicto s/ Cobro de pesos" y con la doctrina establecida por la Corte en el fallo de la causa Comp. 979, L. XXIII, "Davaro, Saúl c/ Telecom S.A. s/ Juicio de conocimiento"; y Comp. 308, L. XXIII "Chaar, David c/ Cia. de Teléfonos S.A. s/ Ordinario". 


    Telefónica de Argentina c/ Cap. Cuatreros S.A.I.C. p/ Cobro de pesos


    T. 93, XXXV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa T. 104, L. XXXV, “Telefónica de Argentina S.A. c/ Munafo, Benedicto s/ Cobro de pesos", y con la doctrina establecida por la Corte en los fallos Comp.  979, L. XXIII, "Davaro, Saúl c/ Telecom S.A. s/ Juicio de conocimiento"; y Comp. 308, L. XXIII "Chaar, David c/ Cia. de Teléfonos S.A. s/ Ordinario". 


    Telefónica de Argentina S.A. c/ González de Borelli, Esther p/ Cobro de pesos


    T. 94, XXXV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 979, L. XXIII,, “Davaro, saúl c/ Telecom S.A. s/ Juicio de conocimiento”, y Comp. 308, L. XXIII, “Chaar, David c/ Cia. Argentina de Telefonos S.A. s/ Ordinario”.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Munafo, Benedicto p/ Cobro de pesos


    T. 104, XXXV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Daños y perjuicios. Competencia desleal. Servicios de comunicación audiovisual. Emisoras de televisión. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    En primer lugar, el recurso extraordinario interpuesto es formalmente procedente, con relación al planteo de inconstitucionalidad del decreto 462/81 que se reputa contrario a una norma de rango superior, como lo es la ley 22.285, y la decisión ha sido favorable a su validez y adversa a los derechos que la actora sustentó en la ley preeminente. El impugnado decreto 462/81 aprobó un Plan Nacional de Radiodifusión y facultó al Comité Federal de esa área a llamar a concursos públicos para la adjudicación de licencias destinadas a la prestación de servicios previstos en el mencionado plan, que tiene como objetivo la expansión de la actividad en tres etapas sucesivas, a fin de que todos los habitantes de la República Argentina reciban los beneficios de la radiodifusión. En tales condiciones, existiendo autorización a favor del canal provincial a través del Apéndice J) del mencionado decreto, es claro que el vicio de inconstitucionalidad que se invoca se halla configurado en él mismo, puesto que la adjudicación posterior, tramitada por expediente 1819/83, no hizo sino materializar lo que ya dicha norma autorizaba. De esta forma, se vulneran los principios establecidos en la ley nacional 22.285, especialmente en su artículo 10, toda vez que éste prescribe que el Estado Nacional promoverá y proveerá servicios de radiodifusión cuando no los preste la actividad privada. Asimismo, la normativa dictada por el Poder Ejecutivo Nacional transgrede el artículo 11 de la antedicha ley, ya que este articulado precisa que los estados provinciales podrán prestar excepcionalmente servicios de radiodifusión; previa autorización del PEN, que procederá únicamente cuando el servicio no fuere prestado por actividad privada. Es por ello que, el planteo de inconstitucionalidad de la actora, debe prosperar, sin perjuicio de poner de relieve que no se halla aquí en un supuesto de excepción jurisdiccional que conlleve a fijar la inteligencia de una norma de la Constitución Nacional, sino frente a otro de menor entidad, cual es verificar si la reglamentación de un texto legal excede o desvirtúa las previsiones de éste. Sentada así la invalidez constitucional del decreto 462/81, también asiste razón a la recurrente, en cuanto a que su supuesta ineficiencia en la prestación del servicio debía canalizarse por las vías correspondientes, mas no integra la discusión de la constitucionalidad de una norma, ni más allá de sus loables propósitos la autoridad administrativa puede arbitrar soluciones sobre la base inadmisible del incumplimiento de la ley. En uso de las facultades contempladas por el art.16, párr.2° de la ley 48, se hace necesario resolver la cuestión litigiosa pendiente, cual es que, conforme se acredita con la prueba agregada, la instalación de la repetidora y la competencia desleal por ésta desarrollada constituyen conductas antijurídicas que deben ser imputadas a la accionada y que, al haber ocasionado un daño, éste debe ser resarcido. Sin embargo, en esta instancia resulta imposible llegar a su cuantificación, toda vez que se carece de los elementos necesarios para determinarla. Por ello, corresponde hacer lugar a la pretensión de resarcimiento por los daños y perjuicios a partir del momento de la instalación de la repetidora de la accionada. Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar al recurso interpuesto, declarar la inconstitucionalidad del decreto 462/81 y ordenar se abonen a la actora los daños y perjuicios ocasionados por la instalación de la repetidora. En relación a las costas, es un tema ajeno al ámbito de opinión del Ministerio Público y la Corte se expedirá al respecto en el marco de su exclusiva potestad jurisdiccional.


    TV Resistencia S.A.I.F. c/ LS 88 Canal 11 Formosa s/ Daños y perjuicios


    T. 262, XXXIII, 02 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo, María José c/ Rojas, Julio César s/ Ejecución de Sentencia".


    Crestelo, Carlos Avelino c/ Coria, Víctor Tristán y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 557, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Traductores públicos. 


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado –art. 29 ley 20.305- es adecuada la estimación propuesta por la peticionante por la tarea cumplida.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito Ana María Merlino (Portugués)


    S. 143, XXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, de acuerdo con las pautas y atento la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida -art. 29, ley 20.305- es adecuada la estimación propuesta por la peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Andrea Jimena Alvarez (inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida -art. 29, ley 20.305- y conforme las pautas del cuadro de aranceles resulta adecuado regular la suma propuesta.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Andrea María Almeida (inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado y al cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios solicitados por la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Estela D. Bohbouth (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado y al cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios solicitados por la perito.


    Incidente de honorarios promovido por la perito traductora Fernanda L. Salem (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, conforme el cuadro de aranceles orientativos de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia, y atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado resulta adecuado regular los honorarios solicitados por la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Margarita Willemyns (idioma neerlandés)


    S. 143, XXIV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida -art. 29, ley 20.305- y conforme el cuadro de aranceles es adecuado estimar los honorarios de la peticionante en la suma propuesta.


    Incidente de regulación de honorarios de la perito traductora María E. Acuña Anzorena (inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, de acuerdo con las pautas y atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- es adecuada la estimación propuesta por la peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora María I. Casanova (inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, conforme con el cuadro de aranceles orientativo de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia, la suma estimada resulta ajustada a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora (María Victoria Arauz)


    S. 143, XXIV, 06 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles es adecuado regular la suma propuesta.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Susana M. Fij (inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Dado que resulta excesiva la estimación efectuada por la peticionante sobre la base de asimilar la tarea cumplida con la llevada a cabo anteriormente en la misma causa. Sin soslayar las normas  emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado resulta  adecuado regular los honorarios de la peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Clelia Chamatropulos de Filevich (Idioma Sueco-Noruego-Dinamarqués)


    S. 143, XXIV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Peritos. Traductores públicos. 


    Acreditada que sea la inexistencia de aportes pendientes por parte de la presentante, sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea y conforme las pautas del cuadro de aranceles obrante en la causa, resulta adecuado regular los honorarios de la profesional en la suma de ocho mil quinientos pesos.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Andrea M. Almeida (Idioma ingles) – Legajo número IV-


    S. 143, XXIV, 20 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    De acuerdo con las pautas mínimas para el cálculo de los aranceles profesionales establecidas en el mes de marzo del corriente año por el Colegio de Traductores Públicos de la Ciudad de Buenos Aires, resulta excesiva la estimación propuesta por la peticionante por la tarea cumplida en la causa.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Cecilia Gettner (Idioma alemán) Legajo VII


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación efectuada por la peticionante resulta excesiva de acuerdo con la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito intérprete Fernanda L. Salem


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    De acuerdo con las pautas que lucen en la causa y sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado, es adecuada la estimación de los honorarios efectuada por la citada profesional en su presentación.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Myriam. C. Hess (Idioma Alemán) Legajo Número IV


    S. 143, XXIV, 20 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    De acuerdo con las pautas que lucen en la causa y sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado y teniendo en cuenta lo manifestado resulta adecuado regular los honorarios de la citada profesional.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Margarita M. Stecher


    S. 143, XXIV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, conforme el cuadro de aranceles orientativos de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia, la suma de doscientos pesos resulta ajustada a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora María Y. Arauz (Idioma ingles) Legajo número VII


    COMP. 143, XXIV, 20 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y sin perjuicio de la estimación efectuada por la peticionante, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado y al cuadro de, aranceles que luce en la causa, resulta adecuado regular los honorarios de la peticionante en la suma de cien pesos.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora María A. Villa (Idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y sin perjuicio de la estimación propuesta, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado y de acuerdo con las pautas establecidas en la causa, resulta adecuado regular los honorarios de la peticionante en la suma de setenta y cinco pesos.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora María A. Villa (Idioma inglés) Legajo número IV


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, de acuerdo con las pautas que lucen en la causa y atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado resulta adecuada la estimación propuesta por el peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Nora Edith Woll (Idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles que luce en la causa, resulta adecuado regular los honorarios de la peticionante en la suma de ciento setenta pesos.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Susana Mabel Fij (Idioma francés)


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, de acuerdo con las pautas que lucen en la causa y atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado resulta adecuada la estimación propuesta por el peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por el perito traductor Salim Salomón (Idioma árabe) Legajo n° VII


    S. 143, XXIV, 05 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    De acuerdo con las pautas que lucen en la causa y sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado es adecuado regular los honorarios que le correspondería percibir a la profesional.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Verónica B. Blum (Idioma Alemán) Legajo Número IV


    S. 143, XXIV, 20 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea realizada y conforme las pautas del cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Andrea M. Almeida (inglés)


    S. 143, XXIV, 20 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana M. Fij (perito traductora idioma francés)


    S. 143, XXIV, 27 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida y conforme el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular sus honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora María C. Forconi (Italiano)


    S. 143, XXIV, 20 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, resulta adecuado regular los honorarios, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Cecilia Gettner (perito traductora idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 27 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado, resulta adecuado regular los honorarios.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Cecilia Gettner (alemán)


    S. 143, XXIV, 20 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma solicitada.


    Incidente de regulación honorarios de Andrea J. Alvarez


    S. 143, XXIV, 22 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado y al cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma solicitada.


    lncidente de regulación honorarios de Beatríz Barroso


    S. 143, XXIV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado, resulta excesiva la estimación propuesta por la peticionante por la tarea cumplida, de acuerdo con las pautas mínimas para el cálculo de los aranceles profesionales establecidas por el Colegio de Traductores Públicos de la Ciudad de Buenos Aires.


    lncidente de regulación de honorarios de Cecilia Gettner


    S. 143, XXIV, 22 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación efectuada por la peticionante resulta excesiva de acuerdo con la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado.


    Incidente de regulación honorarios de Fernanda L. Salem (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación propuesta por la peticionante resultá acorde con la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado.


     Incidente de regulación honorarios de María A. Villa


    S. 143, XXIV, 22 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, conforme el cuadro de aranceles orientativos de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia, la estimación de la peticionante resulta ajustada a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios de María V. Aráuz (traductora idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Peritos. Traductores públicos. 


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, de acuerdo con las pautas que lucen en la causa y atento la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida, es adecuada la estimación propuesta por la peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Andrea J. Álvarez (inglés, legajo7)


    S. 143, XXIV, 15 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles que luce en la causa, resulta adecuado regular los honorarios de la peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana M. Fij (perito traductora idioma francés)


    S. 143, XXIV, 03 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91 y de acuerdo con las pautas del cuadro de aranceles adjuntado en la causa, la estimación propuesta por el peticionante resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Graciela Perrone de Toretti - Portugués -


    S. 143, XXIV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    De acuerdo con las pautas que lucen en la causa y sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado, resulta adecuado regular los honorarios de la peticionante.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Margarita M. Stecher (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 15 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma solicitada.


    Incidente Regulación Honorarios de Estela D. Bohbouth (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Ante la expresa petición de la presentante de actualizar sus honorarios, no existe objeción por parte del suscripto a la nueva estimación propuesta.


    Incidente de regulación de honorarios de Andrea J. Álvarez (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 15 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305-, resulta adecuado regular la sumada requerida.


    Incidente de regulación de honorarios de Fernanda Laura Salem (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 15 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma solicitada.


    Incidente de regulación de honorarios de María C. Forconi (idioma italiano)


    S. 143, XXIV, 15 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación propuesta por la interesada en la regulación de honorarios resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles.


    Incidente Regulación Honórarios de Myriam Carolina Hess (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma solicitada.


    Incidente Regulación Honorarios de María Elena Acuña Anzorena (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación propuesta por la interesada en la regulación de honorarios resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles.


    Incidente Regulación Honorarios de Nora Edith Woll (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma solicitada.


    lncidente Regulación de Honorarios de Susana Marta Gorn (idioma hebreo)


    S. 143, XXIV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    icos.


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación propuesta por la interesada en la regulación de honorarios resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles.


    Incidente Regulación Honorarios de Susana Runstuck (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación propuesta por la interesada en la regulación de honorarios resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado conforme las pautas establecidas en el cuadro de aranceles.


    Incidente de regulación de honorarios de Susana Runstuck (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 15 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Atento a las normas emergentes del decreto 2284/91, teniendo en cuenta la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida y utilizando como parámetro orientativo el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios solicitados.


    Dina Gredenberg de Fernández Alvariño s/ Incidente de regulación de honorarios


    S. 143, XXIV, 13 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Traductores públicos.



    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado y al cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios solicitados por la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Beatriz Barroso (inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Honorarios del perito. Traductores públicos. 


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma de ciento treinta pesos ($ 130).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora s/ Mabel Susana Fis (Idioma francés)


    S. 143, XXIV, 05 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Acreditada que sea la inexistencia de aportes pendientes por parte de la presentante, sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida (art. 20, ley 20.305) y conforme las pautas del cuadro de aranceles, resulta adecuado estimar los honorarios de la profesional en la suma de mil setecientos pesos ($ 1.700).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora c/ Andrea María Almeida


    S. 143, XXIV, 05 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo cumplido –art. 29, ley 20.305- resulta adecuado regular la suma de ochenta y cinco pesos ($ 85).


    Incidente de regulación de honorarios de Salim Salomon c/ Traductor idioma árabe


    S. 143, XXIV, 05 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Acreditada que sea la inexistencia de aportes pendientes por parte de la presentante y sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado (art. 20, ley 20.305), resulta adecuado estimar los honorarios de la profesional en la suma de ciento sesenta pesos ($160).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Gabriela Anzelini de Roca (Italiano)


    S. 143, XXIV, 11 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Considerando las normas emergentes del decreto 2284/91 y atento a la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado (art. 20, ley 20.305), resulta adecuado regular oportunamente los honorarios en la suma cien pesos ($100).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora s/ Cecilia Gettner (Alemán)


    S. 143, XXIV, 11 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, conforme el cuadro de aranceles orientativos de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia, y atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado (art. 29, ley 20.305), resulta adecuado regular la suma de ciento cincuenta pesos ($150).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Margarita Willemyns


    S. 143, XXIV, 11 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, conforme el cuadro de aranceles orientativos de los honorarios profesionales para peritos traductores de la justicia y atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado (art. 29, ley 20.305), resulta adecuado estimar la suma de ciento ochenta pesos ($180).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Margarita Willemyns (Neerlandes)


    S. 143, XXIV, 17 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Constitucional


    Acción de amparo


    Juicios contra el Estado. Suministro de medicamentos. SIDA. Derecho a la salud. Derecho a la vida. Confirmación de sentencia. 


    El artículo 43 de la Constitución Nacional reconoce expresamente legitimación para interponer la acción expedita y rápida de amparo a sujetos potencialmente diferentes de los afectados en forma directa, entre ellos, las asociaciones, por el acto u omisión que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos reconocidos por la Constitución, un tratado o una ley, entre otros, los de incidencia colectiva. Tal como lo ha sostenido la Corte, la incorporación de intereses generales o difusos a la protección constitucional, en nada enerva la exigencia de exponer cómo tales derechos se ven lesionados por un acto ilegítimo o por qué existe seria amenaza de que ello suceda, a los efectos de viabilizar la acción de amparo, En efecto, según aclaró la Corte, "no ha sido objeto de reforma, en tal sentido, la exigencia de que el Poder Judicial intervenga en el conocimiento y decisión de causas (art 116 de la Constitución Nacional), con el alcance que este Tribunal reiteradamente otorgó a dicha expresión, Así, desde antiguo señaló que dichas causas son aquéllas en las en• las que se persigue en concreto la determinación del derecho debatido entre partes adversas", Más aún, agregó la Corte que "desde otro ángulo, ha de puntualizarse que la protección que el nuevo texto constitucional otorga a los intereses generales, no impide verificar si éstos, no obstante su compleja definición, han sido lesionados por un acto ilegitimo, o existe amenaza de que lo sean". En este sentido, es necesario recordar que el Tribunal ha declarado que siempre que la petición no tenga un carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa; sino que responda a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuya ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye una causa en los términos de la Ley Fundamental. Es dable concluir que, en el sub examine, se configura un caso contencioso, en los términos del art. 116 de la Constitución Nacional y del art. 2 de la ley 27, para suscitar el ejercicio de la jurisdicción, toda vez que existe un perjuicio concreto, actual e inminente, por la falta de provisión de los reactivos o medicamentos, diferenciado de la situación en que se hallan las demás personas y, en especial, con relación a las consecuencias por la no detección y asistencia a los portadores, infectados y enfermos o por la interrupción de su tratamiento. La vida de los individuos y su protección -en especial el derecho a la salud- constituyen un bien fundamental en sí mismo que, a su vez, resulta imprescindible para el ejercicio de la autonomía personal (art. 19 de la Constitución Nacional). El derecho a la vida, más que un derecho no enumerado en los términos del art. 33 de la Constitución Nacional, es un derecho implícito, ya que el ejercicio de los derechos reconocidos expresamente requiere necesariamente de él. A su vez, el derecho a la salud, máxime cuando se trata de enfermedades graves, está íntimamente relacionado con el primero y con el principio de la autonomía personal (art. 19 de la Constitución Nacional), toda vez que un individuo gravemente enfermo no está en condiciones de optar libremente por su propio plan de vida -principio de autonomía. A mayor abundamiento, el derecho a la salud, desde el punto de vista normativo, está reconocido en los tratados internacionales con rango constitucional (art. 75.inc. 22 de la Constitución Nacional), entre ellos, el art. 12 inc. c del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; inc. 1 arts. 4 y 5 de la Convención sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- e inc. 1 del art. 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, extensivo no sólo a la salud individual sino también a la salud colectiva. El Estado no sólo debe abstenerse de interferir en el ejercicio de los derechos individuales, sino que tiene, además, el deber de realizar prestaciones positivas, de manera tal que el ejercicio de aquéllos no se tome ilusorio. En tal sentido, el legislador sancionó la ley 23.798, cuyo art. 1 declara de interés nacional a la lucha contra el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida, entendiéndose por tal a la detección e investigación de sus agentes causales, el diagnóstico y tratamiento de la enfermedad, su prevención, asistencia y rehabilitación, incluyendo la de sus patologías derivadas, como así también las medidas tendientes a evitar su propagación, y su art. 4 impone obligaciones de hacer al Estado, entre ellas, la de desarrollar programas destinados al cumplimiento de las acciones descriptas en el Art. 1, gestionando los recursos para su financiación y ejecución. Además, el deber de promover la capacitación de los recursos humanos, propender al desarrollo de las actividades de investigación, aplicar métodos que aseguren la efectividad de los requisitos de máxima calidad y seguridad, cumplir con el sistema de información que se establezca y la detección del virus y de sus anticuerpos en la sangre humana destinada a transfusión, elaboración de plasma u otros derivados sanguíneos de origen humano para cualquier uso terapéutico. Si bien es cierto que los gastos que demande el cumplimiento de la ley deberán ser solventados por la Nación y por los respectivos presupuestos de cada jurisdicción, ello no supone que el Estado Federal haya delegado, en los Estados locales, la responsabilidad, en su carácter de Autoridad de Aplicación Nacional, del cumplimiento del régimen de lucha contra el SIDA declarado expresamente de interés nacional. Por ello, aun cuando los reactivos o medicamentos se distribuyan a través de los efectores locales, el Estado Nacional es el responsable del cumplimiento de la ley ante terceros, sin perjuicio de la responsabilidad que, ante aquel le cabe a las jurisdicciones provinciales o instituciones privadas -obras sociales o sistemas de medicina prepagos.


    Asociación Benghalensis y otros c/ Ministerio de Salud y Acción Social Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    A. 186, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Decretos provinciales. Inadmisibilidad del recurso. 


    Toda vez que, si bien el fallo posee fundamentos mínimos al respecto, los apelantes no han logrado demostrar que medie un apartamiento de la solución normativa, como así tampoco una carencia de fundamentación que permita calificarlo de arbitrario, a cuyo efecto basta señalar que la mera cita del art. 103, inc. 23 de dicha Constitución, según el cual la prestación de servicios públicos, a través de concesión o permiso por un plazo mayor de cinco años debe tener el acuerdo de la Legislatura, no resulta atinente, toda vez que el acto cuestionado se limita a modificar el uso común de un bien dominical, autorizando un uso público especial a favor de un establecimiento de su jurisdicción, sin que tal cambio de uso implique desafectación del dominio público, ni menos aún otorgamiento de concesión o permiso de servicio público.


    Cuomo, Jeremías c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo - sumarísimo


    C. 353, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de inconstitucionalidad


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa B. 121, L. XXIX, "Bodegas y Viñedos Rubino Hermanos SACIFA c/ Mendoza Pcia. de s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Juplast S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    J. 89, XXVIII, 24 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Impuesto de sellos. Juicios en que es parte una provincia. Falta de agravio concreto. Denegatoria del recurso. 


    Tiene reiteradamente expuesto la Corte, que "en la medida en que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes -al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal- la acción declarativa (...) constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian". También tiene dicho, desde antiguo, que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico y que, por lo tanto, no permite soslayar el presupuesto básico del sistema de control encomendado al Poder Judicial sobre las actividades ejecutiva y legislativa, esto es, la rigurosa observancia del requisito de la existencia de un "caso" o "controversia judicial" para la preservación del principio de la división de poderes.


    Contreras Hermanos y otros c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 626, XXXI, 08 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción meramente declarativa


    Interés actual. Pronunciamiento inoficioso. 


    Es doctrina invariable de la Corte que debe atenderse a las circunstancias existentes al momento de la decisión, de manera que no corresponde expedir pronunciamiento cuando, a la luz de dichas circunstancias, se haya tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Corresponde considerar, en primer término, si la demanda cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación fija como presupuestos de las acciones meramente declarativas. Ha sostenido la Corte que, "El primer requisito a que la ley subordina la admisibilidad de las acciones declarativas está dado por la aparición de “un estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidades de una relación jurídica”, relación jurídica que debe ser concreta en el sentido de que en el momento de dictarse el fallo, tienen que haberse producido la totalidad de los presupuestos de hecho en que se apoya la declaración acerca de existencia o inexistencia del derecho discutido. Solamente bajo esa condición podrá realmente afirmarse que el fallo pone fin a una controversia actual, diferenciándose de una consulta en la cual se responde acerca de la eventual solución que podría acordarse a un supuesto de hecho hipotético". En este último aspecto, el interés de accionar está dado por una situación de hecho tal que el actor, sin la declaración judicial de certeza de la voluntad concreta de la ley, sufre un daño injusto, de manera que aquélla se presenta como el modo necesario para evitar ese daño. En el sub lite, una vez concluidos por acuerdo extrajudicial los asuntos que impulsaron al actor a solicitar dicha declaración, la relación jurídica en que se basó la demanda de certeza ha desaparecido. Sin embargo, al denunciar esta situación, el actor insistió en solicitar la declaración de certeza, lo cual, desde mi punto de vista, implica pretender que se lo autorice a ejercer su profesión dentro del territorio provincial de manera genérica y en hipotéticos casos futuros. En esa inteligencia, ha señalado la Corte en la sentencia de la causa D. 708, L. XXXI, "De Bernardi, Etzel Romero Máximo v. Provincia de Buenos Aires s/ Acción declarativa", en el sentido que "...para la procedencia de las acciones declarativas se requiere que la declaración de certeza responda a un “caso”, que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal", extremo que, no se configura en el sub lite.


    Badeni, Gregorio c/ Entre Ríos, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Acción declarativa


    B. 106, XXXII, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa C. 626, L. XXXI, "Contreras Hermanos y otros c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Contreras Hermanos y otros c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 625, XXXI, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Toda vez que, por el presente incidente, tramita la misma cuestión analizada en el dictamen de este Ministerio Público, G.390, L.XXXIV "Gómez, Jorge M. y otros c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa", resulta innecesario expedirse nuevamente.


    Gómez, Jorge M. y otro s/ Acción declarativa (Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)


    G. 504, XXXIV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 35, L. XXXIV, “EDENOR c/ Municipalidad de Gral. Rodríguez s/ Acción declarativa – medida cautelar”.


    Edenor S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Acción meramente declarativa


    E. 165, XXXIV, 10 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Beneficio de litigar sin gastos


    Falta de prueba. Denegatoria del beneficio. 


    La iniciación y sustanciación de un proceso de tipo civil, importa impulsar una actividad jurisdiccional de los tribunales que, por su naturaleza, trae aparejada una serie de gastos que, en principio, deben ser soportados por las partes que persiguen la satisfacción de determinada pretensión. Si bien el ordenamiento procesal vigente hace excepción a este principio general autorizando su dispensa total o parcial, ello es así en la medida en que el litigante acredite, de manera fehaciente e indudable, que se verifican, a su respecto, las condiciones de pobreza que invoca y que le impedirían hacer frente a esa erogación. La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. También ha dicho que no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la condición económica invocada, sino que es necesario que se aleguen al expediente suficientes elementos de convicción que permitan verificar, razonablemente, que el caso encuadra en el supuesto que autoriza su otorgamiento. En cada situación concreta se debe efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien invoca el beneficio. El peticionario no aportó las pruebas idóneas que permitan llegar al convencimiento de que se encuentra en un supuesto que autoriza el otorgamiento del beneficio. Al no demostrar el requirente la situación de pobreza que alega para afrontar los gastos del proceso -demostración que incumbe a quien la invoca-, corresponde denegar la facilidad impetrada.


     Ahumada, Lia Isabel c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    A. 9, XXX, 01 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones de competencia


    Acción de amparo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria ", y precedentes allí citados; y Comp. 37, L. XXXV, "Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares".


    Lucia S. Fariz y otros c/ Telecom S.A. s/ Amparo


    COMP. 183, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Actos u omisiones de particulares. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria" y precedentes allí citados; y Comp. 37, L. XXXV, "Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares".


    Morales y otros c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra acto de particular


    COMP. 186, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria" y precedentes allí citados; y Comp. 37, L. XXXV, "Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares".


    Picca, C. y otros c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra acto de particular


    COMP. 185, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa T. 258, L. XXIX, "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria" y precedentes allí citados; y Comp. 37, L. XXXV, "Poggio, Carlos c/ Telecom S.A. s/ Amparo contra particulares".


    Zabala C. y otros c/ Telecom s/ Amparo contra acto de particular


    COMP. 184, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 37, L. XXXV "Poggio, Carlos c/ Telecom S. A. s/ Amparo contra particulares"; y T. 258, L. XXIX "Telefónica de Argentina S.A. s/ Inhibitoria", y precedentes allí citados.


    Acuña, Enrique c/ Telecom S.A. s/ Amparo


    COMP. 130, XXXV, 11 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción meramente declarativa. Cámara federal de apelaciones. 


    La controversia de competencia remitida a conocimiento del Tribunal, no se encuentra comprendida en los supuestos que corresponde dirimir a la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, el artículo 24 inciso 7° del decreto - ley 1285/58, prevé que las contiendas de competencia habidas entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltas por la Alzada "de que dependa el juez que primero hubiese conocido” sin que obste a dicha solución la circunstancia que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.


    C., Domingo Ángel - Partido Justicialista - Distrito Córdoba c/ Estado Nacional y Convención Constituyente s/ Acción declarativa de certeza Artículo 322 C.P.C.C.N.


    COMP. 133, XXXV, 17 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Competencia provincial. 


    Dado que la competencia federal está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directamente a la Nación, circunstancia que no se configura en la especie, corresponde entender en la causa a la justicia local.


    Sindicato de Transporte Sur c/ Administrador del Aeropuerto Ministro Pistarini s/ Amparo


    COMP. 86, XXXV, 11 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Juicios en que es parte una provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 115, XXXIV, “El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Transportes Automotores Plusmar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T. 230, XXXV, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Competencia contencioso administrativa. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 211, L. XXXV, "Torello, Susana T. c/ INSSJP s/ Amparo".


    Fernández, Jesús Oscar s/ -Incidente médico- c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 500, XXXV, 02 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, "Caimi, José Antonio s/ Internación; y Comp. 35, L. XXX, "Camino, Miguel Ángel s/ Internación".


    S., J. s/ Internación psiquiátrica


    COMP. 24, XXXV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Fiscal de Estado c/ Provincia de Buenos Aires – Poder Ejecutivo


    F. 165, XXXIV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Ortiz, Teodoro Efrosindo  c/ Sucesorio


    COMP. 378, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Etcheverry, Roberto Eduardo c/ Omint S.A. y servicios


    E. 34, XXXV, 05 de octubre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    P., Andrés y otros s/ Infracción Ley 23.592 -Causa N° 214/97-


    P. 393, XXXV, 05 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Banco Municipal de La Plata s/ Ejecución fiscal


    O. 58, XXXV, 18 de octubre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco de la Nación Argentina c/ Diez, Ricardo Eliseo s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 226, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    R. S., Víctor Raúl s/ Lesiones y amenazas


    R. 389, XXXIV, 01 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Agente Fiscal s/ Promueve investigación


    COMP. 149, XXXV, 15 de octubre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    FARMED c/ Obra Social de la Fuerza Aérea Argentina


    F. 263, XXXIV, 03 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Volkswagen Argentina S.A. y otro c/ Leon Kupervaser S.A. s/ Sumario


    COMP. 686, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Ardohain, Pedro s/ Sucesión ab-intestato


    COMP. 712, XXXIV, 15 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    SIDA. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que aún cuando el impugnante afirme que ataca la sentencia de que recurre por estimarla arbitraria, si lo realmente impugnado es la inteligencia dada a normas de carácter federal, resulta procedente el recurso extraordinario deducido en ese aspecto.


    A., C. B. c/ Ministerio de Salud y Acción Social


    A. 218, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Cobro de sumas de pesos. Honorarios. Voto de los jueces. Acuerdo y voto individual. Fundamentación de sentencias. Procedencia del recurso. 


    Es descalificable la sentencia de máxima instancia local que no trata los agravios del apelante, si es que solamente uno de sus vocales se expidió por su voto respecto de dichos agravios, y ello no puede configurar por sí solo la resolución del tribunal, ya que aparece desprovista de la mayoría indispensable para su validez como acto jurisdiccional. Por consiguiente, las consideraciones del quejoso, y las demás contenidas en el recurso, resultan aptas y bastantes para impugnar los argumentos de la sentencia de la Cámara; por lo que la denegatoria del recurso de inaplicabilidad de la ley sobre la base de insuficiencia en su presentación, constituye un exceso de rigor formal y restringe indebidamente el derecho de defensa en juicio. La Corte también tiene dicho que corresponde hacer excepción al principio que excluye de la vía extraordinaria a las resoluciones que declaran la improcedencia del recurso de inaplicabilidad de la ley cuando ellas no cumplen con el requisito de fundamentación seria exigible a los fallos judiciales, y toda vez que al rechazarlo por insuficiencia crítica, se ha incurrido en un exceso de rigor formal en la apreciación de los términos del escrito. No procede tratar los agravios destinados a rebatir el voto en minoría, que no constituye la decisión final jurisdiccionalmente válida de la Corte Provincial.


    De Ferrari, Jorge Marcelo c/ Alman S.A.C. y A. s/ Cobro ordinario de pesos


    D. 199, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Restitución de sumas de dinero. Retención de haberes. Remuneración del juez. Control de constitucionalidad. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    La Corte ha sostenido que "la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o, un manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido" y que su objeto no es abrir una tercera vía o instancia ordinaria para revisar las decisiones judiciales La decisión del a quo significaría otorgar efectos retroactivos al decreto 67/96 del Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, si se tiene en cuenta que este se limitó a disponer, mediante su art. 1° “a partir de la fecha del presente no será aplicable en el ámbito de dicha Ciudad el decreto N° 290/95”. Esa circunstancia basta para concluir que no guarda relación directa y, por ende, que es irrelevante para resolver, como lo hizo el a quo, la presente causa, donde se pretende el cobro de las sumas descontadas al actor mientras duró la vigencia del decreto N° 290/95, de tal forma que el decreto local constituye un límite temporal al reclamo del actor, pero nada dice acerca de la legitimidad o ilegitimidad de los descuentos practicados a sus haberes, ni mucho menos presta sustento, por sí solo, a la devolución de los importes respectivos. La decisión recurrida reposa, así, en un fundamento que es tan sólo aparente, al consistir en una afirmación dogmática que no constituye una derivación razonada del derecho vigente. Si bien en un precedente la Corte declaró abstracta la cuestión acerca de la constitucionalidad del decreto N° 290/95, precisamente a raíz del dictado del decreto N° 67/96 del Jefe de Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, ello no es aplicable pues, a diferencia de lo que aquí sucede, en dicho proceso el actor requería el cese de los descuentos que se le venían efectuando a raíz del decreto aludido en primer término y, además, había renunciado a percibir los reintegros que se encontraban pendientes. De la sentencia recurrida no puede inferirse que el a quo haya confirmado la del inferior por haber declarado con anterioridad la inconstitucionalidad del decreto N° 290/95, porque simplemente se limita a señalar que el tema de la inconstitucionalidad del decreto se "ha juzgado" -y no que se ha declarado- en numerosos precedentes que, por otra parte, no individualiza y, desde este aspecto, también es descalificable el decisorio, máxime teniendo en cuenta que, por la gravedad que encierra la declaración de inconstitucionalidad, su tratamiento por parte del juzgador debe ser claro y expreso ya que, de otra forma, el acto carecería de la fundamentación mínima necesaria para ser considerado jurisdiccionalmente válido. Ello es así, puesto que la Corte tiene reiteradamente dicho que la declaración de inconstitucionalidad de las leyes constituye un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerada como la última ratio del orden jurídico. Finalmente, atento a los motivos expresados por el juzgador para declarar abstracto el planteo de inconstitucionalidad del decreto 290/95, la falta de tratamiento de ese punto en la sentencia no puede interpretarse como una resolución contraria implícita al derecho federal invocado por la demandada, sino como el ejercicio posible de la facultad del juzgador de determinar las cuestiones comprendidas en la litis y el alcance de las pretensiones de las partes, aspectos irrevisables en la instancia regulada por el art. 14 de la ley 48. Empero es posible, como en el caso, apartarse de este último principio y admitir la procedencia del remedio federal, cuando se configure un supuesto de arbitrariedad en la interpretación de las normas de derecho público local que se analizaron para arribar a dicha solución, ante la necesidad de asegurar que la función jurisdiccional se ejerza de conformidad con el derecho vigente.


    De la Cárcova, Tiburcio c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    D. 143, XXXIV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cosa juzgada. Monto del juicio. Doctrina de la arbitrariedad. Desistimiento del recurso. 


    Si bien cuando media arbitrariedad el recurso extraordinario excepcionalmente procede en esta materia, pese a su naturaleza procesal, tal hipótesis no se presenta respecto de la sentencia apelada, pues los jueces de la causa no han excedido sus atribuciones tendientes a fijar el alcance de su propio pronunciamiento recaído anteriormente en la litis, tema ajeno a la instancia.


    Díaz Alberdi, Cristina c/ Silvina Aguirre Propiedades


    D. 116, XXXIV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Deserción del recurso. Caducidad de instancia. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Sin dejar de recordar que la Corte ha sostenido reiteradamente que la valoración de los escritos a fin de determinar si reúnen las exigencias necesarias para mantener los recursos deducidos es, como principio, facultad privativa de los tribunales ordinarios, por tratarse de materias de hecho y derecho procesal, ajenos por su naturaleza a la vía del artículo 14 de la ley 48, que tal doctrina no puede aplicarse de una manera absoluta, cuando la apelación contiene un estudio suficiente de los temas que se pretendía someter a la alzada. Los apelantes efectúan una reseña pormenorizada y puntual -en contraposición de los argumentos del Juez de Primera Instancia- de los actos impulsorios del procedimiento, que consideran interruptivos del curso de la caducidad y en ese contexto, de la normativa legal aplicable, aspectos cuya consideración omite el a quo, limitándose a resaltar, primero, en forma genérica, la falta de sustento suficiente de la apelación. Siendo ello así, la negativa de la Cámara a entender en las mencionadas quejas de los apelantes so pretexto de vicios formales evidencia un excesivo rigor formal que afecta, consecuentemente, en forma directa el principio de defensa en juicio, por lo que cabe descalificar su sentencia. Tratándose de un juicio al que se le había impreso trámite ordinario, el término a computar era el contemplado en el inciso 1 del art. 310 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el que no había transcurrido entre las oportunidades procesales a que se refiere la segunda instancia. La Corte tiene dicho que si bien lo atinente a la perención de la instancia constituye una cuestión fáctica y procesal ajena a la vía del art. 14 de la ley 48, tal doctrina admite excepción cuando media un apartamiento de las constancias de la causa y de la normativa legal aplicable y en los supuestos en que el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal. Desde este punto de vista la decisión viene a poner fin al pleito, afectando la garantía de defensa en juicio, agravio, en este estado, de imposible o insuficiente reparación ulterior. La caducidad de la instancia es un modo anormal de terminación del proceso, por lo que la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio.


    García, José Osvaldo y otro c/ Dalman, Silvio Eduardo y otros s/ Simulación


    G. 144, XXXIV, 17 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Aportes a obras sociales. Contribuciones a obras sociales. Base imponible previsional. Inconstitucionalidad. Inapelabilidad en razón del monto. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    El pronunciamiento que declara mal concedido el recurso ante la alzada sobre la base de que no se alcanza un monto mínimo establecido por el art. 106 de la ley 18.345, traduce un excesivo rigor formal que genera una restricción indebida del derecho a la defensa en juicio y de la garantía del debido proceso y, por tanto, permite descalificarlo como acto jurisdiccional válido. Ello es así, particularmente si se considera que la problemática excede a la estrictamente patrimonial e involucra la discusión sobre los alcances de las potestades reglamentarias de los organismos implicados en el dictado de la resolución en crisis; discusión que por sus eventuales efectos, va más allá de los meros intereses económicos de las partes en litigio. Cabe hacer excepción a la doctrina de la Corte que ha sostenido que cuestiones como la presente, de índole procesal, relativas a la inadmisibilidad de los recursos interpuestos ante los tribunales superiores de la causa, resultan ajenas al recurso extraordinario, desde que se encuentran en tela de juicio principios e intereses superiores, vinculados a la efectiva vigencia de derechos del tenor de los reseñados.


    Obra Social de Agentes de Propaganda Médica de la República Argentina


    O. 70, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Sentencia definitiva. Juzgados nacionales. Desistimiento de recurso. 


    Es criterio reiteradamente establecido por el Tribunal que las resoluciones en materia de competencia, cuando no media denegación del fuero federal, no son susceptibles de la apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencias definitivas en los términos del artículo 14 de la ley 48, y que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales y lo normas federales. Máxime cuando la Corte ha sostenido, asimismo, que la distribución de competencia entre los tribunales permanentes del país, es cuestión extraña a la garantía de los jueces naturales, que no se ve afectada por el hecho de que la causa tramite ante uno u otro de aquéllos. El pronunciamiento cuestionado emana de un tribunal de esta Capital y atribuye el conocimiento de la causa a otro juez de la misma jurisdicción, cuyo carácter nacional, ha sido reiteradamente reconocido por la Corte.


    Soto, Alberto Sabino c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Juicio sumarísimo


    S. 140, XXXV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Accidentes de trabajo. Control de constitucionalidad de oficio. Ley de accidentes del trabajo. Cuestión federal. Defensa en juicio. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La decisión que desestima la queja y, por ende, imposibilita el examen del recurso local de inaplicabilidad de la ley y doctrina legal mediante el cual la demandada pretendía un pronunciamiento del tribunal superior de la causa sobre las cuestiones federales invocadas, traduce un excesivo rigor formal que genera una restricción indebida del derecho de defensa y de la garantía del debido proceso y, por tanto, permite descalificarlo como acto jurisdiccional válido. Si bien de manera reiterada se ha sostenido que las decisiones por las cuales los máximos tribunales de provincias deciden sobre la admisibilidad de los recursos extraordinarios de orden local, resultan, por norma, insusceptibles de revisión en la instancia excepcional del artículo 14 de la Ley 48, y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva respecto de aquéllos, tal principio debe ser dejado de lado cuando la decisión alcanzada implica la negativa a conocer de cuestiones federales aptas para ser resueltas por la Corte.


    Retamar, Silvio R. c/ Provincia de Buenos Aires


    R. 148, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Colación. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 359, L. XXXIV, “Schocron, Víctor Samuel y otro c/ Cabuli, Moisés y otro”.


    Schocron, Víctor Samuel y otro c/ Cabuli, Moisés y otro s/ Colación


    S. 365, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Sucesiones. Beneficio de inventario. Cuestión no federal. Cuestión de derecho común. Rechazo del recurso. 


    El recurso deducido no evidencia ningún hecho que pueda revertir el principio reiteradamente admitido por la Corte en cuanto a que las cuestiones de derecho común procesal no son revisables por la Corte. En efecto el tribunal ha establecido reiteradamente que son cuestiones de hecho, prueba y derecho común procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario lo atinente al alcance que corresponde dar al recurso interpuesto por los apelantes y a la expresión de agravios vertida para fundamentar las apelaciones interpuestas, en particular cuando la decisión cuenta con fundamentos suficientes que le confieren base jurídica y descartan la tacha de arbitrariedad. La jurisprudencia de la Corte ha manifestado al respecto, que incumbe a los magistrados ordinarios determinar el alcance de las presentaciones efectuadas, facultad cuyo ejercicio no está sujeto a revisión en la instancia extraordinaria salvo manifiesta arbitrariedad.


    Zarouguian, Alicia s/ Sucesión


    Z. 27, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Extinción de la acción penal. Prescripción de la acción penal. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Improcedencia del recurso. 


    La consideración de cuestiones de hecho, prueba y derecho común son ajenas por principio a la jurisdicción extraordinaria federal, a menos que se demuestre que el tribunal ha incurrido en un apartamiento inequívoco de las disposiciones legales aplicables o en serios defectos de fundamentación que descalifican su decisión a la luz de la doctrina de la arbitrariedad. El artículo 67 del Código Penal prevé, en su último párrafo, que la prescripción se suspende separadamente para cada uno de los partícipes del delito. Por lo tanto, en el caso sólo podrían considerarse como suspensiones individuales del plazo de prescripción de la acción penal deducida contra cada uno de los querellados, las respectivas articulaciones planteadas por ellos en su favor. De acuerdo con la hermenéutica de la ley que enseña el precedente publicado en Fallos: 312:2075, entre muchos otros, ése es el criterio que mejor permite armonizar las garantías constitucionales que se dicen afectadas con el art. 67 del CP y con el texto del citado artículo 456, que establece la suspensión de la causa principal en caso de plantearse excepciones previas después de concluido el sumario, pero con la salvedad que cuando fueren varios los procesados y sólo algunos las dedujeran, se formará pieza por separado para su trámite y resolución, continuando el juicio para los demás. Si el apelante omitió la debida actuación en la etapa procesal pertinente a los fines de una adecuada defensa de sus derechos, éstos no resultan susceptibles de ser tutelados por la vía del artículo 14 de la ley 48, al quedar afectados por las consecuencias de su conducta discrecional.


    M., José Luis c/ V., Horacio y otro


    M. 519, XXXIV, 04 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    La consideración de cuestiones de hecho, prueba y derecho común son ajenas por principio a la jurisdicción extraordinaria federal, a menos que se demuestre que el tribunal ha incurrido en un apartamiento inequívoco de las disposiciones legales aplicables o en serios defectos de fundamentación que descalifican su decisión a la luz de la doctrina de la arbitrariedad. El artículo 67 del Código Penal prevé, en su último párrafo, que la prescripción se suspende separadamente para cada uno de los partícipes del delito. Por lo tanto, en el caso sólo podrían considerarse como suspensiones individuales del plazo de prescripción de la acción penal deducida contra cada uno de los querellados, las respectivas articulaciones planteadas por ellos en su favor. De acuerdo con la hermenéutica de la ley que enseña el precedente publicado en Fallos: 312:2075, entre muchos otros, ése es el criterio que mejor permite armonizar las garantías constitucionales que se dicen afectadas con el art. 67 del CP y con el texto del citado artículo 456, que establece la suspensión de la causa principal en caso de plantearse excepciones previas después de concluido el sumario, pero con la salvedad que cuando fueren varios los procesados y sólo algunos las dedujeran, se formará pieza por separado para su trámite y resolución, continuando el juicio para los demás. Si el apelante omitió la debida actuación en la etapa procesal pertinente a los fines de una adecuada defensa de sus derechos, éstos no resultan susceptibles de ser tutelados por la vía del artículo 14 de la ley 48, al quedar afectados por las consecuencias de su conducta discrecional. En lo referido a que las resoluciones que rechazaron aquellos planteos constituyen "secuela de juicio" en los términos del artículo 67 del Código Penal, al margen de recordar que se trata de una cuestión ajena por principio al remedio intentado, recién fue introducido al interponerse el recurso extraordinario contra la sentencia definitiva. En consecuencia, no corresponde su tratamiento por extemporáneo al no haber sido propuesto ante los jueces de la causa.


    S., Héctor c/ V. Horacio y otro


    S. 377, XXXIV, 04 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión federal. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Resoluciones equiparables a definitiva. Acceso a la justicia. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El recurso extraordinario fue incorrectamente denegado por el a quo pues, si bien en principio las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son impugnables por la vía del recurso extraordinario, así como que las cuestiones de Derecho Público local también resultan ajenas a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, en el sub lite existe cuestión federal suficiente para apartarse de dichas reglas, en tanto la resolución impugnada incurre en un injustificado rigor formal que atenta contra la garantía de defensa en juicio consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. En cuanto al requisito de que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación y aquélla que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, la resolución recurrida resulta asimilable a definitiva, en atención a qué clausura toda posibilidad de plantear las cuestiones propuestas en su demanda por la vía que el a-quo declaro pertinente. La decisión del a-quo evidencia un comportamiento contradictorio que, además de significar un dispendio de actividad jurisdiccional, atenta gravemente contra el derecho de acceso a la justicia del actor y, en tales condiciones, carece de sustento suficiente para ser considerada como acto judicial válido. Con relación a los agravios del actor en cuanto estima que el tribunal del trabajo es competente para entender en su demanda, no pueden prosperar, pues la decisión de la Suprema Corte de Justicia provincial fue adoptada sobre las bases de normas de Derecho Público local, sin que se adviertan elementos que permitan apartarse de la doctrina que veda la revisión de tales materias en la instancia extraordinaria.


    Bazerque, Juan Adolfo c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires


    B. 496, XXXIV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga a las consideradas en el fallo de la causa "Di Tulio, Nélida en autos: "González, Carlos Sergio y otros c/ E.N.T.E.L s/ Cobro de australes".


    Palomar, Jorge c/ Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires y otro s/ Diferencias de salarios


    P. 154, XXXIV, 17 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Establecimientos educacionales. Autonomía universitaria. Política educativa. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Del decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 1907 y de la Ordenanza de 1908 no es posible extraer limitación alguna que le impida al Consejo Superior tomar decisiones relativas a las políticas educativas que considere pertinentes y a cuestiones de superintendencia, aún cuando ellas afecten el régimen interno de dicho establecimiento. También debe ser tenida en cuenta la autonomía universitaria reconocida expresamente por el art. 75, inc. 19 de la Constitución Nacional, y las leyes 24.521 y 24.195, de organización y funcionamiento de la educación superior y de estructura del sistema educativo nacional, respectivamente. Ésta es la postura correcta y la que asume el a quo cuando sostiene que la Ordenanza 2/97 "se enmarca dentro de las facultades acordadas por sus Estatutos que lo habilita para ejercer jurisdicción superior universitaria y dictar ordenanzas y reglamentaciones acordes con los fines de la Universidad; también las relativas al gobierno y decisión de los asuntos e instituciones sometidas bajo su órbita de competencia. Los padres tienen derecho a elegir "la institución educativa cuyo ideario responda a sus convicciones filosóficas, éticas o religiosas" y, como integrantes de la comunidad educativa, pueden participar en las actividades de los establecimientos, de manera que no parece notoriamente irrazonable que, en tal carácter, tengan intervención en alguna medida, efectuando peticiones o sugerencias relativas a los planes de estudio, contenidos y enfoques pedagógicos. Sin embargo, ello en manera alguna implica un derecho a definir o conformar el proyecto educativo institucional, pues éste es un ámbito propio de competencia de aquéllos que tienen a su cargo la dirección de los establecimientos, quienes cuentan con atribuciones bastantes para producir las innovaciones que consideren pertinentes en aspectos que hacen al gobierno de las instituciones de nivel medio que dependen de la Universidad. La Corte Suprema ha establecido que el derecho de aprender, previsto en el art. 14 de la Constitución Nacional, no comprende el interés de los estudiantes a que los planes de estudio permanezcan inalterables; con mayor razón resulta imposible sostener que la citada cláusula constitucional otorgue a los padres el derecho a que se mantenga un régimen de educación diferenciada por sexos -cuestión que eminentemente hace a la política educativa del establecimiento-, que las autoridades competentes consideran contrario al progreso que debe seguir la institución. De lo contrario, bastaría con que cualquiera de los sectores enumerados en el art. 42 de la ley 24.195 se opusiera a efectuar algún cambio que considere innecesario o desacertado, para frustrar atribuciones propias de los órganos de gobierno universitario reconocidas por las normas vigentes en la materia. La Corte ha establecido que el derecho de aprender amparado en la Constitución no sufre mengua alguna por el hecho de que una razonable reglamentación condicione su disfrute a la observancia de pautas de estudio y de conducta a las que el titular de aquel derecho debe someterse.


    González de Delgado, Cristina y otros c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ Amparo


    G. 653, XXXIII, 24 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Q. 23, L. XXXIV, "Quiroga, Eva Juana c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones s/ Diferencia salarios".


    Segura Godoy, Sergio Adrián y otros c/ Hagelín, Abel Iván y otros


    S. 448, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa M. 185, L. XXXIV, "Municipalidad de Avellaneda c/ Gas del Estado S.A. en liquidación s/ Ejecución fiscal".


    Municipalidad de Avellaneda c/ Gas del Estado Sociedad Anónima en liquidación s/ Ejecución fiscal


    M. 676, XXXIV, 04 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de causa A. 359, L. XXXIV, "R., P. s/ Agente Fiscal, doctor Guillermo Massimi".


    Agente fiscal Dr. Guillermo Massini s/ Denuncia s/ Recurso de queja


    A. 358, XXXIV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones de competencia. Distribución de competencias. Sentencia no firme. Falta de fundamentación autónoma. Presentación extemporánea. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte, que las resoluciones que deciden cuestiones de competencia, salvo que denieguen el acceso a la jurisdicción de los tribunales de la Nación, al no configurar sentencia definitiva, no son apelables por la vía del artículo 14 de la ley 48; lo que, como se sabe, no se suple con la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio. También ha sostenido que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazó el remedio extraordinario. La presentante no logra evidenciar la irreparabilidad de los agravios ni mucho menos que medie un supuesto de privación de justicia. Se limita, a ese respecto, a efectuar una genérica alegación de gravedad institucional la que, amén de tardía, puesto que no fue introducida en ocasión de deducir la presentación extraordinaria, carece de un serio y concreto desarrollo, por lo que no excede de una aseveración dogmática, en el marco de la excepcional doctrina de la Corte respecto de su admisión. No se detallan, tampoco, perjuicios efectivos a la defensa en juicio provocadas por la decisión que se recurre; en particular pruebas o defensas de que se vio privado y su incidencia para el pleito; a lo que se añade que la causa no ha adquirido aún firmeza.Es doctrina de la Corte que la distribución de competencias entre los tribunales permanentes del país, es una cuestión extraña a la garantía de los jueces naturales y ajena al recurso extraordinario.


    Ayala, Andrés Carmelo c/ La Rectora Compañía Argentina de Seguros S.A. y otro


    A. 394, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S. 387, L. XXXV, "Silva, Jorge Antonio s/ Apela resolución de la Dirección General Impositiva".


    Barletta, Franco J. C. s/ Apelación, clausura y multa


    B. 505, XXXV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S. 387, L. XXXV, "Silva, Jorge Antonio s/ Apela resolución de la Dirección General Impositiva".


    Bupo Sadi, Horacio s/ Apelación Artículo 78 Ley 11.683


    B. 543, XXXIV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios s/ Apela desetimación de ser tenido por querellante en causa 210/96


    E. 138, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Se mantiene el recurso interpuesto.


    Ente Nacional de Administración de Bienes Ferroviarios s/ Apelación desestimación de ser tenido como querellante en causa n° 430/97


    E. 228, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S. 387, L. XXXV, "Silva, Jorge Antonio s/ Apela resolución de la Dirección General Impositiva".


    Gercie, Héctor Ubaldo s/ Apelación clausura


    G. 502, XXXIV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Federación Médica de la Provincia de Buenos Aires y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    F. 405, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Medicien S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (Ley Tributaria) - Decreto 1517/98


    M. 662, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Emergencias Médicas Olavarría S.R.L. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 1517/98


    E. 135, XXXV, 22 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Emergencias Médicas Olavarría S.R.L. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    E. 137, XXXV, 22 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Intereses compensatorios. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El Tribunal tiene establecido que las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no son, por regla, susceptibles de tratamiento por vía extraordinaria puesto que, para ello, se requiere la existencia de sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. La recurrente, si bien ha alegado una presunta imposibilidad de abonar la suma ejecutada, no ha demostrado, ni intentado demostrar, cómo debía, que la solución dispuesta por el a quo la inhibe de ejercer su derecho a iniciar un juicio ordinario de repetición donde pueda hacer valer sus alegadas razones de fondo. No cabe hacer aplicación de la conocida doctrina de la Corte que hace excepción al requisito mencionado, cuando resulta manifiesta la inexistencia de la deuda reclamada, al menos por dos razones. En primer lugar porque no surge ostensible la ausencia de exigibilidad de la deuda a través del examen de la documentación agregada por la recurrente, sino que debería ser objeto de un detenido estudio que excede con creces el marco del presente juicio ejecutivo. Es en el eventual juicio posterior posterior por repetición donde la recurrente tendrá oportunidad de hacer valer, con amplitud de debate, las pruebas que desee aportar e impugnar así la causa de la deuda discutida. Tampoco alega ni demuestra como debe, razón alguna por la cual dicha prueba no pueda ser aportada en el juicio ordinario posterior. En segundo término, puesto que la impugnación con base constitucional del régimen de ahorro obligatorio instituido por ley 23.256 resulta palmariamente inadmisible, atento a lo resuelto por la Corte en Fallos: 318:676 y 785. el Tribunal expresó que los planteos de la ejecutada deben ventilarse forzosamente en un marco de mayor amplitud de debate y prueba incompatibles con el restringido ámbito cognoscitivo en el que se desenvuelve este tipo de procesos, lo que descalifica la decisión en recurso. La Corte ha sostenido que el requisito de la existencia de sentencia definitiva no puede obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violacion de garantías constitucionales.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Cogasco S.A.


    F. 207, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del fuero federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    El recurso federal estuvo bien denegado. Ello es así, pues reiteradamente la Corte expreso que las decisiones en materia de competencia no constituyen resoluciones recurribles para la vía del artículo 14 de la ley 48, salvo en el caso de que medie denegación del fuero federal o en otras hipótesis excepcionales que permiten equipararlas a decisorios definitivos; requisito que, según reiterada jurisprudencia de la Corte, no se suple con la pretendida arbitrariedad del decisorio ni con la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas. A lo anterior se añade que, aun situados en la postura más favorable a la quejosa de admitir arbitrarios los argumentos del a quo, ella ningún empeño dirige a poner en evidencia la eventual irreparabilidad del gravamen.


    Lopano, Miguel Ángel y otro c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    L. 277, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Honorarios. Recuperación de empresas. Banco Central de la República Argentina. Entidades financieras. Cuestión federal. Interpretación de leyes federales. Revocación de sentencia. 


    El Banco Central no ha negado la facultad de contratar servicios con cargo a la liquidación, y que ello es la situación verificada en el caso conforme lo autorizado por la ley 22.529, en su artículo 50, inciso c, y del convenio base de la acción, así como de la pretensión de la actora, quien calificó oportunamente su acreencia como un gasto, con lo cual resulta indiscutible la de considerar a la retribución pactada por el Banco Central con la actora en juicio, un gasto en los términos de la ley citada, que en caso de hacerlo efectivo, podrá en su momento reclamar contra la quiebra y recuperar por medio del ejercicio del privilegio reconocido en el art. 54 de la ley 21.526. Por tal razón, cabe tomar como válida la pretensión del actor de reclamar el pago de las sumas pactadas y devengadas por los servicios prestados y acreditados al Banco Central contratante, con lo cual, en tal sentido, el fallo se ajusta a las previsiones legales citadas y en consecuencia no se advierte la alegada interpretación arbitraria de las mismas en el fallo recurrido, a los fines de reconocer la legitimación pasiva del ente liquidador en la demanda instaurada. Las disposiciones de la ley 24.144, alcanzan a las situaciones pendientes, por lo cual la obligación asumida por el Banco Central, que configura un gasto de la liquidación, se encuentra sujeta en su cumplimiento a que existan disponibilidades en la masa concursal, en tanto el mismo no se halla facultado a efectuar pagos con fondos propios.


    Petraglia, Nora Elizabet c/ Banco Central de la República Argentina


    P. 228, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Juicios en que es parte una provincia. Agotamiento de la vía judicial. Honorarios. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte ha declarado que valorar la procedencia o improcedencia de los recursos articulados ante los tribunales locales es una cuestión propia de los jueces de la causa y ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48, dicho principio admite excepción en supuestos como el de autos en que, por una parte, la sentencia respectiva carece de una fundamentación suficiente que explicite, partiendo de los agravios de los apelantes, los argumentos que dan sustento a su desestimatoria; y por otra, pues en ese contexto, la decisión incluye meras afirmaciones dogmáticas que conducen a un injustificado rigor formal, violatorio de la garantía del debido proceso consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Es doctrina de la Corte que los tribunales superiores de provincia, según el artículo 14 de la ley 48 son el órgano judicial erigido como supremo por las constituciones de esos estados, consecuentemente los litigantes deben alcanzar ese tramo final, mediante el agotamiento de las correspondientes instancias locales. Por lo que el Tribunal de la causa debe exponer en forma pormenorizada atendiendo a las cuestiones que les son llevadas por las partes, las razones pertinentes que hacen a la concesión o denegatoria de los recursos locales intentados, requisito que no satisface el pronunciamiento atacado.


    Rodríguez, Miguel c/ Provincia de Buenos Aires


    R. 310, XXXIV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Asociaciones civiles. Sanciones disciplinarias. Reglamentos. Control de legalidad. Control de razonabilidad. Poder judicial. Facultades jurisdiccionales. Derecho de asociación. Admisibilidad del recurso. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Revocación de sentencia. 


    Con arreglo a una reiterada y pacifica doctrina, la justicia solo debe limitarse a ejercer, en los supuestos de sanciones disciplinarias dispuestas por asociaciones de la índole de la aquí accionada, un control de legalidad y razonabilidad, más si no median tales extremos puntuales de ilegalidad o arbitrariedad manifiesta, o de injusticia notoria, en modo alguno puede inmiscuirse en el análisis acerca del mérito o conveniencia del acto. La Corte desde antiguo se ha ocupado en destacar que los jueces, en el cometido de su poder jurisdiccional, deben saber cuidar con prudencia el ámbito de sus funciones, procurando no penetrar en las esferas de actuación de las demás potestades. En el sub lite, se trata, en consecuencia, de medir con exactitud los lindes dentro de los cuales pueden moverse los jueces sin sobrepasar los poderes excluyentes de una asociación civil resguardados por expresos preceptos fundamentales. Es reiterada doctrina de la Corte que no puede discutirse con posterioridad la validez de un reglamento frente al cual hubo un sometimiento sin reservas de modo voluntario. Los jueces, más allá de su bien intencionado propósito de pretender resguardar la libertad de actuación de los socios de un club en el marco de las discusiones de una asamblea, máxime sobre aspectos que hacen al interés general de la asociación, no tenían potestad jurisdiccional para actuar como una suerte de tribunal de apelación pretendiendo suplir, de tal suerte, amén de la voluntad sancionatoria de la comisión directiva facultada reglamentariamente, en rigor, la del conjunto de los socios cuya expresión juzgara inevitable. Corresponde aceptar los agravios que el club apelante ha fundado en garantías constitucionales, cuya introducción han sido oportunamente introducidos y que giran, en lo principal, sobre su derecho a la libertad de asociación, ya que el a quo se ha inmiscuido sin potestad jurisdiccional en una materia privativa de las autoridades sociales sobre la que estas se expidieron sin ilegalidad ni arbitrariedad manifiestas.


    White Pueyrredon, Marcelo Carlos c/ Jockey Club Argentino


    W. 14, XXXIV, 22 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Reproducción de fonogramas. Inconstitucionalidad. Decreto reglamentario. Facultades del Poder Ejecutivo. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Discrepancia del recurrente. Confirmación de sentencia. 


    La validez del decreto 1671/74 y de las resoluciones de la Secretaría de Prensa y Difusión se sostuvo en Fallos: 310:2314; 318:141 y A. 935, L. XXXI, "A.A.D.I. C.A.P.I.F. Asociación Civil Recaudadora c/ Hotel Mon Petit y otro". Declarar la inconstitucionalidad de una norma, como lo tiene dicho la Corte, es un acto de suma gravedad institucional, a cargo del Poder Judicial de la Nación, que constituye la última ratio del orden jurídico; en este sentido, dicho poder, para ejercer la elevada función de control de constitucionalidad de las leyes, debe imponerse la mayor mesura, en respeto a las facultades propias y exclusivas de los otros poderes del Estado y en virtud del respeto irrestricto al principio de división de los poderes, pilar del sistema republicano. El dictado de los llamados reglamentos de ejecución, facultad del Poder Ejecutivo Nacional, reconocida en el artículo 99, inciso 2", tiene como fin, según lo han reconocido la Corte, completar la ley, regulando los detalles indispensables para asegurar, no sólo su cumplimiento, sino también los fines que se propuso el legislador al sancionarla, a raíz de lo cual devienen tan obligatorios como la ley misma, mientras sus disposiciones se mantengan dentro de las limitaciones establecidas en la Constitución Nacional. Se ha reiterado, "que no vulneran el principio contenido en el artículo 99, inciso 2° de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada", "así como que la conformidad que debe guardar un decreto, respecto de la ley, no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu". Dicha reglamentación del Poder Ejecutivo tampoco violenta la disposición del art. 12 de la ley 23.921, ratificatoria de la Convención de Roma de 1961, puesto que el texto de la norma, al utilizar la expresión "legislación nacional", se refiere a la facultad de los países signatarios de dictar la normativa pertinente en su ámbito interno, ello en el sentido de ley material, con lo cual quedan así alcanzadas tanto las leyes del Congreso, como los decretos y las normas dictadas por las demás autoridades de la Nación, en el ámbito de sus respectivas competencias. Del texto literal del decreto 1671/74, y de su comparación con lo establecido en la ley 11.723, no se desprende que el contenido del primero, haya desnaturalizado o alterado la finalidad perseguida por el legislador, cual es, en lo esencial, la protección de los derechos del intérprete y productores de fonogramas, asignándoles la percepción de una retribución. Tal decreto reglamentario, no hace sino establecer un sistema que viene a posibilitar el ejercicio del derecho reconocido que se procura resguardar mediante el régimen legal y no a impedirlo. Ello es así, desde que la realidad demuestra que, ante la falta de solicitud de autorización de los terceros utilizadores a los artistas intérpretes o a los productores fonográficos, no existiría ninguna posibilidad de que éstos reciban alguna compensación económica por el uso de la propiedad intelectual contenida en cada obra utilizada, si no fuera por la unificación de la personería en una asociación civil representativa de los intereses de sus titulares. Por tratarse de una norma emanada del Poder Legislativo Nacional en el ejercicio de las facultades delegadas en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, el órgano habilitado para su reglamentación es el Poder Ejecutivo Nacional, conforme surge de las facultades constitucionales otorgadas en el artículo 99, inciso 3°. Son cuestiones de hecho y prueba, los agravios que se refieren a la fijación judicial de aranceles en base a la existencia de bailes no invocada en la demanda, a la mora automática dispuesta a partir del momento de ejecución de las obras difundidas, a la condena al pago de aranceles supuestamente devengados con posterioridad a la traba de la litis y a la falta de individualización de la identidad de los autores y obras protegidas e indeterminación del monto, los cuales, en principio, son propias de los jueces de la causa. Los fundamentos esgrimidos por el apelante no alcanzan a demostrar que el pronunciamiento atacado resulta arbitrario, sino que sólo evidencian una discrepancia con el criterio adoptado por el tribunal a quo en la valoración de la prueba lo que, por ende, torna insusceptible de revisión en la instancia extraordinaria.


    Aadi Capif Asociación Civil Recaudadora c/ Hostal del Lago Salón sus propietarios y otro


    A. 62, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    La validez del decreto 1671/74 y de las resoluciones de la Secretaría de Prensa y Difusión se sostuvo en Fallos: 310:2314; 318:141 y A. 935, L. XXXI, "A.A.D.I. C.A.P.I.F. Asociación Civil Recaudadora c/ Hotel Mon Petit y otro". Declarar la inconstitucionalidad de una norma, como lo tiene dicho la Corte, es un acto de suma gravedad institucional, a cargo del Poder Judicial de la Nación, que constituye la última ratio del orden jurídico; en este sentido, dicho poder, para ejercer la elevada función de control de constitucionalidad de las leyes, debe imponerse la mayor mesura, en respeto a las facultades propias y exclusivas de los otros poderes del Estado y en virtud del respeto irrestricto al principio de división de los poderes, pilar del sistema republicano. El dictado de los llamados reglamentos de ejecución, facultad del Poder Ejecutivo Nacional, reconocida en el artículo 99, inciso 2", tiene como fin, según lo han reconocido la Corte, completar la ley, regulando los detalles indispensables para asegurar, no sólo su cumplimiento, sino también los fines que se propuso el legislador al sancionarla, a raíz de lo cual devienen tan obligatorios como la ley misma, mientras sus disposiciones se mantengan dentro de las limitaciones establecidas en la Constitución Nacional. Se ha reiterado, "que no vulneran el principio contenido en el artículo 99, inciso 2° de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada", "así como que la conformidad que debe guardar un decreto, respecto de la ley, no consiste en una coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu". Del texto literal del decreto 1671/74, y de su comparación con lo establecido en la ley 11.723, no se desprende que el contenido del primero, haya desnaturalizado o alterado la finalidad perseguida por el legislador, cual es, en lo esencial, la protección de los derechos del intérprete y productores de fonogramas, asignándoles la percepción de una retribución. Tal decreto reglamentario, no hace sino establecer un sistema que viene a posibilitar el ejercicio del derecho reconocido que se procura resguardar mediante el régimen legal y no a impedirlo. Ello es así, desde que la realidad demuestra que, ante la falta de solicitud de autorización de los terceros utilizadores a los artistas intérpretes o a los productores fonográficos, no existiría ninguna posibilidad de que éstos reciban alguna compensación económica por el uso de la propiedad intelectual contenida en cada obra utilizada, si no fuera por la unificación de la personería en una asociación civil representativa de los intereses de sus titulares. Por tratarse de una norma emanada del Poder Legislativo Nacional en el ejercicio de las facultades delegadas en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, el órgano habilitado para su reglamentación es el Poder Ejecutivo Nacional, conforme surge de las facultades constitucionales otorgadas en el artículo 99, inciso 3°.


    Aadi Capif Asociación Civil Recaudadora c/ LU 6 Radio Atlántica


    A. 129, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Prescripción. Compraventa inmobiliaria. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina del tribunal, que es improcedente el recurso extraordinario contra las sentencias que hagan lugar a la defensa de prescripción, ya que el tema se basa en consideraciones de hecho y de derecho común y procesal propias de los jueces de la causa y no revisables por la vía del remedio federal intentado.


    Quiroga Rondal, Julia c/ Banco Hipotecario Nacional y otro


    Q. 12, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Pensiones. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso no puede prosperar, pues es condición para la admisión de la apelación prevista en el artículo 14 de la ley 48, que ella se articule contra una sentencia definitiva, naturaleza sólo atribuible a aquellas decisiones que ponen fin de los pleitos, impiden su prosecución o causen un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Cierto es que esta última doctrina reconoce excepción cuando lo resuelto importa denegatoria del fuero federal, supuesto éste que no se configura en la especie. No hubo en el caso denegatoria de acceso a la justicia, ya que no se le impidió al interesado en forma alguna acudir a otro juez en demanda que se le restablezcan derechos que sostiene desconocidos o menoscabados, toda vez que los jueces resolvieron que era la Cámara Federal de la Seguridad Social la competente para conocer en autos. La tacha de arbitrariedad deducida no suple la ausencia del mencionado requisito acerca de los alcances del pronunciamiento apelado.


     Renin, Miguelina del Carmen c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    R. 108, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Daños y perjuicios. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 94, L. XXXIV, “Risolía de Ocampo María José c/ Rojas, Julio Cesar s/ Ejecución de sentencia”.


    Urli, Aldo c/ Transportes 22 de septiembre s/ Daños y perjuicios


    U. 10, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Rendición de cuentas. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La cuestión planteada por el apelante no configura una decisión definitiva a que se refiere el artículo 14 de la ley 48, que habilite la vía extraordinaria. En efecto, el artículo 166, inciso 1° del Código Procesal establece que los errores puramente numéricos podrán ser corregidos aun durante el trámite de ejecución de sentencia, De modo que incumbe a las instancias ordinarias analizar la petición del interesado en ese estadio de la tramitación. Cabe recordar que, en ese sentido, ha dicho la Corte reiteradamente que la invocación de arbitrariedad o de desconocimiento de garantías constitucionales no autoriza a prescindir de la existencia de pronunciamiento definitivo.


    Sandaza, Sixto Alfredo c/ Danziger, Héctor Benjamín


    S. 263, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Queja por recurso denegado


    Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 64 L. XXXIV, “I., Fabián Adrián s/ Robo”.


    F., Cristian Gabriel s/ Robo en grado de tentativa -causa n° 588-


    F. 340, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 64 L. XXXIV, “I., Fabián Adrián s/ Robo”.


    F. G., Jessica y otro s/ Inconstitucionalidad -causa n° 585-


    F. 326, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 64 L. XXXIV, “I., Fabián Adrián s/ Robo”.


    R., Pablo Darío s/ Robo en grado de tentativa -causa n° 629-


    R. 385, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa I. 64 L. XXXIV, “I., Fabián Adrián s/ Robo”.


    V. F., Jorge Andrés s/ Robo en grado de tentativa -causa n° 605-


    V. 157, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Ejecución fiscal. Obras sociales. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Resulta aplicable al sub lite la reiterada doctrina de la Corte según la cual las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales en las que no media denegatoria del fuero federal, son ajenas a la instancia extraordinaria ni tampoco se advierte que la decisión impugnada cause un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior por no haber oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto. Ello es así, por cuanto la circunstancia de que se haya declarado la incompetencia del fuero nacional en lo civil para entender en las presentes actuaciones, de ninguna manera implica el agotamiento de "todas las instancias posibles" ni tampoco el decisorio  pone fin al proceso sino que, por aplicación del art. 116 de la Constitución Nacional y del art. 2°, inc. 6° de la ley 48, dispone la continuación de su trámite ante la Justicia Civil y Comercial Federal. En caso de que este último fuero, eventualmente, también se inhibiera de entender en la causa, recién en esa oportunidad la Corte tendría que emitir un pronunciamiento al respecto para dirimir el conflicto, en los términos del art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, mas no corresponde que lo haga ante un recurso planteado por la vía excepcional del recurso extraordinario, en el que no se acredita que se dé cumplimiento a los requisitos propios. Por otro lado, la mera invocación de gravedad institucional tampoco torna procedente el recurso en examen, ya que para hacer aplicación de dicha doctrina, el apelante debió demostrar de manera indudable, mediante un serio y concreto tratamiento, que la sentencia de la Cámara a quo perturba la prestación de servicios públicos, o que se encuentran afectados principios de orden social vinculados con instituciones básicas del derecho que excedan del mero interés patrimonial individual de las partes, puesto que el número de sujetos afectados por los hechos que motivan la demanda no basta para acreditar un serio interés comunitario en juego. Tampoco resulta suficiente sustento el argumento esgrimido por la quejosa en el sentido de que se encuentra en juego la interpretación de normas que hacen a la recaudación de la renta fiscal, máxime cuando, la resolución sólo resuelve una cuestión de competencia y no se pronuncia acerca de cuestiones que hacen al juicio ejecutivo.


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Instituto Obra Social del Ejercito s/ Ejecución fiscal


    M. 355, XXXV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Recurso de queja (procesal)


    Mantenimiento del recurso. 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada, se mantiene la queja interpuesta.


    P., Faustino Francisco s/ Falsificación de documentos públicos


    P. 140, XXXIV, 04 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Estado Nacional. Acción de inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 443, L. XXXIV, “Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Aguilera, Eduardo Alberto y otro c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (Apela medida de no innovar)


    A. 447, XXXIV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 198, L. XXXIV, “Dittler, Raimundo Luis s/ Apelación clausura”.


    Corbami S.A.C.I.F.I.A. s/ Apelación Artículo 78 ter Ley 11.683


    C. 410, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Estado Nacional. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 452, L. XXXV, “Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Giordano, Marisa Ester y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    G. 41, XXXV, 06 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Poder Ejecutivo Nacional. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 443, L. XXXIV, “Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Ibañez de Izaguirre, Alicia Aurora y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad (Incidente de apelación de Medida Cautelar)


    I. 54, XXXIV, 06 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Estado Nacional. Acción meramente declarativa. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 443, L. XXXIV, “Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Obrien, Nelson Alberto y otra c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Acción meramente declarativa


    O. 51, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Poder Ejecutivo Nacional. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 443, L. XXXIV, “Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Publiese, Victorino Daniel c/ Estado Nacional Argentino (Dirección General Impositiva) s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 299, XXXIV, 06 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 443, L. XXXIV, “Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Giordano, María Ester y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación) s/ Declarativa de inconstitucionalidad - Prohibición de innovar


    G. 292, XXXIV, 06 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Asociación Mutual Cimesan y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98


    A. 536, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    C. M. S.A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) - Decreto 1517/98


    C. 748, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Staff Médico S.A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98


    S. 508, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 572, L. XXXIV, "Banco de la Nación Argentina c/ Laiz, Héctor Abel y otra".


    Banco de la Nación Argentina c/ Laiz, Héctor Abel y otra s/ Ejecutivo


    B. 572, XXXIV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Tratamiento médico. SIDA. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 186, L. XXXIV, "Asociación Benghalensis y otras c/ Ministerio de Salud y Acción Social-Estado Nacional- s/Amparo ley 16.986”.


    A., C. B. c/ Ministerio de Salud y Acción Social s/ Amparo Ley 16.986


    A. 224, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Concurso preventivo. Verificación de crédito. Sentencia no firme. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. 


    Es requisito de procedencia del recurso extraordinario que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva, entendiéndose por tal la que pone fin al pleito o hace imposible su continuación, como así también la que causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. La resolución que le indica que debe verificar su crédito ante el concurso, se encuentra fundada en normas de derecho común relativas a la quiebra e importa la imposición de una carga de tipo procesal que no refleja ninguna decisión definitiva acerca del privilegio invocado por el apelante. Tanto es así, que fue aprobada la subasta que la Administración Nacional de Aduanas realizó en ejercicio de las prerrogativas especiales que invoca, y sólo recién si se decidiera que fue improcedente la percepción de los fondos habidos, se concretaría un agravio definitivo a la interpretación que postula el organismo sobre la legislación federal a que hace mención. La Corte tiene dicho que las cuestiones federales resueltas por autos no definitivos, durante la tramitación del litigio, son susceptibles de conocimiento por la Corte en ocasión del recurso extraordinario que quepa deducir contra la sentencia final de la causa.


    Etim S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de bienes ubicados en la administración general de puertos


    E. 105, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (PEN Ministerio de Justicia de la Nación).


    Barberis, Horacio Ernesto y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    B. 112, XXXV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas a las examinadas en el dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Blanco de Cortelezzi c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    B. 113, XXXV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas a las examinadas en el dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Casanovas, Jorge Osvaldo c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 173, XXXV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de los autos principales.


    Filippini, Víctor Hugo c/ Banco Central


    F. 242, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Facultades del Poder Judicial. Incongruencia. Sentencia no firme. Cuestión no federal. Cuestiones procesales. Insuficiencia del agravio. Desestimación del recurso. 


    La discusión acerca de las facultades propias de los órganos judiciales provinciales para la aplicación e interpretación de normas de derecho procesal y local, es materia que la Corte ha señalado de forma reiterada no es susceptible de revisarse por vía del recurso extraordinario, so pena de afectar el principio federal que sostiene la autonomía de los Estados locales, si no ha mediado un excesivo rigor formal o un apartamiento de las constancias de la causa. Corresponde desestimar el recurso local interpuesto, por no darse uno de los presupuestos exigidos por las normas procesales provinciales que habiliten su procedencia: que la resolución recurrida por el demandado sea definitiva. Tampoco hay un agravio irreparable que permita equipararla al pronunciamiento final, pues el agraviado reconoció la posibilidad de encontrar reparo a su derecho en una acción posterior de regreso contra el Estado Nacional, quien finalmente es el que debe asumir la obligación por la cual fuera condenado en autos. Los planteos que se traen en el presente recurso ya habían quedado circunscriptos a cuestiones procesales que impedían el tratamiento del tema de fondo planteado, ya que la objeción en dichas instancias, para la procedencia del pedido, se debió a la oportunidad procesal en que ello fue planteado por el recurrente, es decir fuera de los tiempos y pasos procesales para efectuarlo. Las decisiones judiciales recaídas en autos no tuvieron objeciones por las vías procesales pertinentes que se hallaban a su alcance y le hubieran permitido revisarla o modificarla. Instituciones procesales, como la de preclusión, los tiempos y plazos procesales, la cosa juzgada y la estabilidad de las decisiones judiciales, encuentran sustento en la Constitución y en principios tales como el de la seguridad jurídica que resultan esenciales al Estado de Derecho. Conforme lo tiene admitido la Corte, no puede merecer amparo judicial la conducta observada por el recurrente, quien se pone en contradicción con sus propios actos, ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.


    Valdez, Segundo y otros c/ Resero S.A. s/ Apelación auto interlocutorio inconstitucionalidad


    V. 176, XXXIV, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación y aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Romano, Mercedes E. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Empleo público


    R. 331, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones de competencia. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    Desde antiguo tiene dicho la Corte que la resoluciones en materia de competencia no autorizan en principio la apertura de la instancia extraordinaria, pues no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal.


    Ferrocarriles Metropolitanos S.A. (E.L.) c/ Di Laudo, Carlos Alberto s/ Proceso de ejecución


    F. 394, XXXIV, 23 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho"; y a la doctrina de la causa C. 465, L. XXXIII "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional".


    Aeberhard, Arturo Federico y otros c/ Estado Nacional


    A. 469, XXXIV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Arias, Elsa Generosa c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 216, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión a la doctrina de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Craviotto, Eduardo Pablo y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 280, XXXV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Multa. Declaración de mercaderías. Error de hecho (civil). Error excusable. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde analizar, en primer lugar, el agravio del apelante referido a que el a quo ha sentenciado extra petita, al declarar la inconstitucionalidad del art. 983, inc. 1, ap., a) del Código Aduanero. Tiene expresado la Corte que los jueces no pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes, pues para ello es menester la petición de parte cuyos derechos que se hallen afectados en atención al equilibrio de los poderes que sanciona la Constitución nacional, el cual, de lo contrario, se quebraría por absorción del Poder Judicial en desmedro de otros. Sin embargo, debe también considerarse que la eficacia de una impugnación de inconstitucionalidad no está ligada al empleo de expresiones sacramentales. El hecho que se advierta cuál es el designio del impugnante, con la mira puesta en que se aparten las disposiciones normativas que impidan alcanzar la solución pretendida. Por ende, dado que la actora ha cuestionado la constitucionalidad de la norma aplicada reiteradas oportunidades, no resulta atendible el agravio de la recurrente. En este contexto, cabe analizar ahora si la norma del Código Aduanero en crisis vulnera los principios y derechos consagrados por la Constitución Nacional, para lo cual se debe examinar, en primer término, su texto, que prescribe: "El que se presentare al servicio aduanero o al de correos para tomar intervención en la verificación y despacho de una mercadería recibida en carácter de envío postal, será sancionado con el comiso de la mercadería en infracción cuando de la verificación efectuada con su previa conformidad resultare que la mercadería... fuere de aquélla que debe llevar la etiqueta verde u otro medio de identificación que indicare la necesidad de control aduanero y no tuviere tal identificación". En lo que hace a la pena aplicable, se establece el comiso de la mercadería en infracción, el cual puede ser reemplazado, a solicitud del interesado, por una multa igual al valor en plaza de dicha mercadería. La interpretación exegética de la norma lleva a determinar, en primer término, que se considera autor de esta infracción al destinatario del envío y, por lo tanto, que se trata de una verdadera responsabilidad por el hecho de otro, ya que quien debió colocar la etiqueta verde no es quien recibe la mercancía, sino quien la envió. Y, en segundo lugar, se verifica que el tipo infraccional no contempla, en su configuración, el elemento subjetivo que debe contener toda infracción, puesto que nada se dice respecto de la culpabilidad del destinatario de la mercancía, toda vez que se aplica una sanción con la mera comprobación objetiva de los hechos constitutivos del tipo. Debe advertirse que el Código Aduanero ha regulado dos tipos de ordenamiento punitivos. Por una parte, el correspondiente a delitos de carácter penal y, por otra, el correspondiente a las infracciones de carácter contravencional. Respecto de este último, la Exposición de motivos de la ley 22.415, en lo referente al carácter puramente objetivo de las faltas, ha señalado que "En cuanto a las infracciones, el principio es que con la transgresión ya se produce su tipificación...", apartándose de la exigencia de dolo o culpa en la conducta punible para los delitos, Para así prescribirlo, ha tenido en cuenta, razones de política criminal. A su vez, en materia de infracciones aduaneras esta caracterización objetiva estaba ya dispuesta por el derogado art. 160 bis de la Ley de aduanas, que disponía que dichas infracciones o contravenciones implicaban una responsabilidad objetiva. También cabe tener presente que, según dijo la Corte, son aplicables a las infracciones aduaneras las disposiciones generales del Código Penal de acuerdo con las cuales solo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquel a quien la acción punible le pueda ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente, principio cuya aplicación en la materia está expresamente prevista por el art. 861 del Código Aduanero. Así, la Corte ha expresado que es requisito ineludible de responsabilidad penal la positiva comprobación de que la acción ilícita pueda ser atribuida al procesado, tanto objetiva como subjetivamente, y también que no obsta a la aplicación de las normas generales del Código Penal la circunstancia de tratarse de una infracción aduanera y no de un delito. Por lo demás, en materia de infracciones tributarias, género al cual pertenece la especie de las infracciones aduaneras, ha expresado el Tribunal que, para que proceda aplicar una sanción, no basta meramente comprobar la situación objetiva en que se encuentra el sujeto. Es menester la concurrencia del elemento subjetivo en relación con el principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable. Resulta evidente que la atribución objetiva de responsabilidad, en materia penal e infraccional, lesiona el principio de que no hay delito sin culpa, consagrado a nivel constitucional. Es decir, que basta con la mera materialidad del hecho, sino que es necesario que el accionar le sea reprochable al sujeto a título de dolo o culpa. Por lo expuesto, dada la forma en que el tipo infraccional ha sido configurado por el legislador, de forma tal que es irrelevante la culpa del destinatario del envío postal. Por tanto, la norma del art. 983, inc. 1, ap. a) del Código Aduanero, es inconstitucional, a la luz de la doctrina supra citada de la Corte. Si bien es cierto que "la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerada como ultima ratio del Orden jurídico", "las leyes son susceptibles de cuestionamiento constitucional cuando resultan irrazonables, o sea, cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran, o cuando consagran una manifiesta iniquidad", cosa que, ocurre en el sub lite. Máxime, cuando el mantenimiento de la sanción conllevaría la anotación del actor en el Registro de Infractores de la Aduana y las correlativas implicancias en punto a una posible reincidencia, situación que parece aún más irrita cuando, a tal efecto, debería tenerse en cuenta una infracción que no fue cometida por él sino por un tercero.


    Galeano, Roberto O. c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Contencioso administrativo


    G. 262, XXXIV, 30 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Gravedad institucional. Ministerio Público. Recusación. Ministros de la Corte Suprema. Deber de imparcialidad. Debido proceso. Revocación de sentencia. 


    Atento a la extrema gravedad institucional que reviste la cuestión discutida y sus particulares circunstancias, donde los integrantes del Tribunal aparecerían juzgando un tema que puede indudablemente alcanzarlos en forma personal a la mayoría y, al restante, colocarlo en la delicada situación de resolver acerca de un colega, es necesario solicitar la reposición o revocatoria de la mencionada resolución. Si bien es conocida la jurisprudencia del Tribunal en el sentido que las sentencias de la Corte no son susceptibles de los recursos de reposición o de revocatoria, el principio reconoce excepciones, tales como cuando se trata de supuestos de error evidente de hecho o, incluso, cuando se trata de situaciones serias e inequívocas que demuestren con nitidez manifiesta el error que se pretende subsanar. Si bien es correcta la cita que realiza el Tribunal de la primera parte del art. 33, inc. a) apartado 5, de la ley 24.946, omite, en cambio, considerar la segunda parte de la referida disposición, que impone al suscripto, como obligación ineludible, expedirse en todo lo concerniente a los intereses que el Ministerio Público tutela. En efecto, este imperativo no es otra cosa que la reglamentación legal de los deberes constitucionalmente impuestos al Ministerio Público por el art. 120 de la Constitución Nacional, en cuanto señala que debe promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República, una de cuyas manifestaciones consiste, precisamente, de acuerdo con el mandato expreso contenido en el art. 25, inc. h, de la citada ley 24.946 en velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal. Es por ello que no se podría consentir la resolución de la Corte sin incumplir las obligaciones que imponen la Constitución Nacional y la Ley Orgánica del Ministerio Público, máxime cuando, según expresamente lo ha reconocido la Corte en el considerando 2° de la resolución aquí recurrida, las cuestiones de recusación tienen por objeto preservar la mejor administración de justicia, cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos que integra la garantía del debido proceso reconocida en el art. 18 de la Constitución Nacional. El tema de fondo a decidir en estas actuaciones afecta a todos los integrantes del Tribunal porque, más allá de la falta de promoción de acciones similares a la intentada por el actor, igualmente podrían verse perjudicados o beneficiados con la resolución a adoptar. Cabe poner de relieve que si todos los miembros del Tribunal se excusaron cuando varios jueces de distintas instancias promovieron acciones en reclamo del derecho de intangibilidad de sus remuneraciones, concurre similar deber de abstenerse de actuar en el sub judice donde encuentran en juego intereses institucionales que afectan, directa y especialmente, a los magistrados federales, incluidos los integrantes de la Corte.


    Fayt, Carlos Santiago c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


    F. 100, XXXV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Encontrándose firme el pronunciamiento, la Corte debe agregar por cuerda estos antecedentes a la causa O. 93-XXXV.


    Solicitud de arresto preventivo de O., Lino Cesar


    COMP. 297, XXXV, 07 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Habilitación de feria. 


    La cuestión no encuadra en uno de los supuestos a los que se refiere el artículo 4° del Reglamento de la Justicia Nacional como así tampoco dentro de lo preceptuado por los artículos 153, primer párrafo y 116 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y Código Procesal en Materia Penal. Ello es así, pues, la demora en la sustanciación de la presente no traería aparejado un perjuicio de imposible reparación ulterior.


    Por todo lo expuesto, no corresponde habilitar la feria judicial. 


     K., Federico Manuel s/ Denuncia


    P. 444, XXXV, 27 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Ley provincial. Declaración de inconstitucionalidad. Discrepancia del recurrente. Cuestión de derecho público local. Haber jubilatorio. Reducción de la jubilación. Emergencia económica. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    La Corte ha declarado en forma reiterada que lo atinente a la incompatibilidad de leyes locales con la Constitución de la Provincia no plantea cuestión federal alguna susceptible de recurso extraordinario, salvo la eventual existencia de arbitrariedad. Los agravios dirigidos contra la sentencia, en cuanto declaró la inconstitucionalidad de la ley 8918, por efectuar delegaciones en el Poder Ejecutivo local y autorizar la emisión de bonos para cancelar deudas previsionales, no pueden tener acogida en esta instancia, por cuanto trasuntan la mera disconformidad del apelante con la decisión adoptada por los jueces de la causa, que cuenta con fundamentos de Derecho Público local suficientes, para descartar la tacha de arbitrariedad invocada. Distinta es la situación respecto de la declaración de inconstitucionalidad del art. 31 de la ley 8918, y su correlativo art. 33, pues, en este caso, se configura el supuesto excepcional para su revisión en esta instancia, con fundamento en la arbitrariedad de la decisión del a-quo. Por un lado, la Corte tiene dicho en forma reiterada que son admisibles, en ciertos supuestos, las rebajas de haberes previsionales, o el aporte de jubilados y pensionados, en la medida que no resulten confiscatorios; y, por otro, toda vez que el a-quo, sin más fundamento que considerar que existe una endemia de emergencias, descartó la constitucionalidad de una ley de tales características, que establece mecanismos para subsanar el déficit previsional provincial, aplicables durante su período de vigencia. El decisorio reposa, en este aspecto, sólo en una afirmación dogmática de los jueces que lo suscriben y que autoriza, sin más, a concluir que no constituye un acto jurisdiccional válido, ya que, para ello, hubiese sido necesario que fuere fundado, atendiendo a los argumentos expuestos por las partes y a las circunstancias de la causa, es decir, que constituya una derivación razonada del derecho vigente. La Corte diferenció entre el status de jubilado y la cuantía de las prestaciones a las que tiene derecho, admitiendo que éstas pueden ser disminuidas para el futuro, en tanto la reducción no resulte confiscatoria o arbitrariamente desproporcionada, si ello se impone por exigencias superiores de una política salvadora de su propia subsistencia o su desenvolvimiento regular. Esta doctrina volvió a ser reiterada recientemente por la Corte, en la causa B. 833, L. XXXI "Busquets de Vítolo, Adelina c/Provincia de Mendoza", al señalar que, además, se ha resuelto en forma reiterada que los montos de los beneficios previsionales pueden ser disminuidos para el futuro sin menoscabo de la garantía del art. 17 de la Constitución Nacional cuando razones de orden público o de interés general lo justifiquen, siempre que la reducción no resulte confiscatoria o arbitrariamente desproporcionada, cuando así también que, evaluando las circunstancias de cada caso, se han aceptado diversos porcentajes de reducción como no lesivos de los derechos de los agentes pasivos. La Corte también se ocupó de precisar, en distintos precedentes, el límite que debe respetar la disminución de un haber previsional para no ser considerado confiscatorio, admitiendo rebajas del orden del 12%, del 14% y hasta del 30%, sin que la sentencia en crisis hiciera mérito alguno de esos antecedentes.


    Bieler viuda de Caraballo, Nelly Edith y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos y C.J.P.E.R. s/ Acción de amparo


    B. 707, XXXIII, 23 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Alegre, Gustavo Alberto c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 423, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Anzorreguy, Jorge Eduardo c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 393, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Astuena Norman, Juan - Incidente II Medida (Ministerio de Trabajo y Ministerio de Justicia) c/ Estado Nacional - Decreto 78/94 - s/ Empleo público


    A. 374, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Nacional-Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público".


    Grassi, Ricardo Jorge y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 198, XXXV, 12 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Nacional-Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público".


    Maffei de Borghi, Lilia Mabel c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 251, XXXV, 12 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Nacional-Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público".


    Monjo, Félix Alberto c/ ANSES s/ Empleo público


    M. 455, XXXV, 12 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Medidas cautelares. Expendio de medicamentos. Poder de policía. Salud pública. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte señala que las resoluciones sobre medidas cautelares sea que las ordenen, modifiquen o levanten, no revisten en principio el carácter de sentencias definitivas, en los términos que exige el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Sin embargo, este último principio cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando lo resuelto excede el interés individual de las partes y atañe también al de la comunidad en razón de su aptitud para perturbar la percepción de la renta pública, o inclusive cuando enervan las consecuencias de las disposiciones legales dictadas en el ejercicio del poder de policía y control en la comercialización de alimentos, máxime cuando éste se vería frustrado por el tiempo que durará la tramitación de la causa. La Corte ha señalado: "las actividades de importación, exportación, producción, elaboración, fraccionamiento, comercialización o depósito en jurisdicción nacional o con destino al comercio interprovincial de las drogas, productos químicos, reactivos, formas farmacéuticas, medicamentos, elementos de diagnóstico y todo otro producto de uso y aplicación de la medicina humana, están sometidas a la ley 16.463 -y a los reglamentos que en su consecuencia se dicten- y sólo pueden realizarse previa autorización y bajo control del Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública (hoy Ministerio de Salud Pública y Acción Social), el que ejerce el poder de policía sanitaria referente a dichas actividades", circunstancia que exige ser particularmente estricto en el cumplimiento de los requisitos previstos por el ordenamiento para otorgar medidas cautelares que importan privar de presunción de legitimidad y ejecutoriedad a un acto que tiene fundamento en la norma indicada, así como descartar su suspensión, si con ello se impide al Estado ejercer el poder de policía y control en la comercialización de medicamentos. Máxime cuando Ia ilegalidad del acto, invocada como sustento de la cautelar, no surge evidente. En el limitado marco cognoscitivo del proceso cautelar, la decisión del a quo es arbitraria, por no constituir derivación razonada del derecho vigente con particular aplicación a las circunstancias de la causa y, por ende, corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    Drawer S.A. c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar


    D. 359, XXXV, 22 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Procedencia del recurso. Defensa en juicio. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. 


    La doctrina del Tribunal ha establecido que el debido resguardo del derecho de la parte, no puede considerarse restringido por una situación ambigua motivada por el a-quo, e impone atender los agravios expuestos con la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio, aún no habiéndose interpuesto recurso de queja. La Corte también tiene dicho, que cuando el recurso extraordinario se funda por un lado, en agravios de naturaleza federal, y por otro, en la eventual invalidez del pronunciamiento, corresponde considerar en primer término esta última, pues en caso de existir, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.


     Neustadt, Bernardo c/ Cavallo, Domingo Felipe s/ Daños y perjuicios


    N. 73, XXXIV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Panelo, Amalia Hebe y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social) s/ Empleo público


    P. 439, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Pezzano Rava, Jorge Alberto y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) s/ Empleo público


    P. 330, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Vocos Conesa, Eduardo Javier y otro c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo) s/ Empleo público


    V. 215, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Criado de Boldu, Susana Beatríz y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 281, XXXV, 28 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Vouilloud de Fassi, Laura Graciela c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) s/ Empleo público


    V. 214, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Buques. Agente marítimo. Responsabilidad del agente marítimo. Multa. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. 


    Toda vez que los agravios vinculados con la arbitrariedad de sentencia se encuentran inescindiblemente ligados con los referentes a la inteligencia de las normas federales, resulta procedente tratar en forma conjunta ambos aspectos. En cuanto al fondo del asunto, el a quo no ha examinado en su totalidad el régimen normativo atinente al caso, como tampoco lo hicieron las partes. No obstante, resulta aplicable lo declarado en torno a que, versando el juicio sobre interpretación de leyes federales cuya aplicación incumbe a la Corte en última instancia, el hecho de que la solución de derecho propugnada por el recurrente encuentre fundamento en otro precepto legal que el invocado por éste, no impide su reconocimiento por la sentencia de ese Ato Tribunal. Más allá de las diferentes opiniones acerca de las tareas o roles que el agente marítimo desarrolle, no parecen existir dudas en cuanto a que cabe interpretar que la ley 11.843, al hablar de sus representantes, se está refiriendo a éste. Ello no sólo surge del mismo decreto 92.767/36, que impone ciertas obligaciones a los agentes, sino de la propia definición legal del art. 193 de la ley 20.094. El propio apoderado de la empresa, al manifestar en su apelación las razones por las cuajes debía recaer la multa sobre el buque y no sobre la citada empresa, sostuvo que era necesario recordar que el agente marítimo es únicamente un representante. En tales condiciones, si bien es cierto que la resolución 1.333/92 se refiere a la prevención del cólera y contempla supuestos que no son específicamente los que corresponden al caso de autos, podrían llegar a abarcar la omisión que dio lugar a la imposición de la multa, por constituir un único plexo normativo, pero la responsabilidad del agente marítimo, en estas circunstancias encuentra directa aplicación en la propia ley 11.843 y en su decreto reglamentario, aunque el recurrente no lo haya invocado expresamente.


    Fletamar S.A.C. c/ Ministerio de Salud y Acción Social (Secretaría de Salud) s/ Varios


    F. 386, XXXIV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Formari, Fabián Eduardo y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    F. 160, XXXV, 28 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. - Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Martínez, Guillermina c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 252, XXXV, 28 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Arauca Bit AFJP S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98


    A. 468, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Arauca Bit AFJP S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98 s/ Amparo


    A. 540, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Estado Nacional. Acción meramente declarativa. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 443, L. XXXIV, “Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Gómez, Jorge M. y otro c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa (Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)


    G. 390, XXXIV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción meramente declarativa. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 452, L. XXXV, "Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Gómez, Jorge M. y otro s/ Acción declarativa - Incidente de apelación por Estado Nacional - Efecto devolutivo (Artículo 250 Código Procesal Civil y Comercial de la Nación)


    G. 529, XXXIV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Q. 19, L. XXXIII, “Quiroga, Rosario Evangelina c/ Ministerio del Interior (art. 30 ley 24.043)".


    Arrastia Mendoza, Ana María -R.Q.U.- c/ Ministerio del Interior (Poder Ejecutivo Nacional)


    A. 571, XXXV, 17 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Victoria Compañía de Seguros S.A. en Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    V. 226, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Victoria Compañía de Seguros S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98


    V. 189, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Asociart Aseguradora de Riesgos del Trabajo Sociedad Anónima c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98


    A. 266, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Asociart A.R.T. S. A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98 s/ Amparo


    A. 306, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Desafuero. Diputados nacionales. Falta de agravio concreto. Gravamen actual. Sentencia no firme. Concesión errónea del recurso. 


    El recurso extraordinario interpuesto es improcedente, pues no se dirige contra una sentencia definitiva y tampoco ha demostrado el recurrente la existencia de un gravamen actual de insuficiente reparación ulterior que permita equipararla a tal. Es doctrina de la Corte que la existencia de un gravamen actual como requisito para la procedencia del recurso extraordinario determina la inadmisibilidad de las apelaciones que se apoyan en agravios futuros o meramente conjeturales, tal como lo es la alegada posibilidad de que no se produzca el desafuero solicitado y el querellado sea reelecto por un período más como diputado nacional.


    B., Luis s/ Recurso de casación


    B. 244, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Responsabilidad Patronal A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    R. 377, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Arauca Bit AFJP S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98


    A. 453, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Responsabilidad Patronal A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98


    R. 332, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Provincia A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    P. 297, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Boston Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98


    B. 256, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Boston Compañía Argentina de Seguros S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    B. 286, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Provincia A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98


    P. 267, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Autonomía del Ministerio Público. Representación del Estado en juicio. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante la sanción de la Ley 24.946, reglamentaria de la disposición constitucional que consagra la autonomía funcional del Ministerio Público que excluyó de sus funciones la representación del Estado y/o del Fisco en juicio, tal representación continúa ejerciéndose en virtud de lo dispuesto por el art. 68, segundo párrafo, de la ley, a tenor del cual los integrantes del Ministerio Público continuarán ejerciendo la representación judicial del Estado en los juicios en trámite como en los que se iniciaren hasta su reemplazo efectivo.


    Pesquera Quequén S.A. c/ Secretaria de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación s/ Medida cautelar


    P. 421, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    No obstante la sanción de la Ley 24.946, reglamentaria de la disposición constitucional que consagra la autonomía funcional del Ministerio Público que excluyó de sus funciones la representación del Estado y/o del Fisco en juicio, tal representación continúa ejerciéndose en virtud de lo dispuesto por el art. 68, segundo párrafo, de la ley, a tenor del cual los integrantes del Ministerio Público continuarán ejerciendo la representación judicial del Estado en los juicios en trámite como en los que se iniciaren hasta su reemplazo efectivo.


    Pesquera Leal S.A. c/ Estado Nacional- Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación s/ Medida cautelar


    P. 394, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Regulación de honorarios. Fallos de la Corte Suprema. 


    Atento a que la Cámara de Apelaciones invocó su sometimiento a las directivas de la Corte, son los miembros de esa Corte Suprema, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación no tuvo participación ni, por ende, opinión consonante, tanto en el último, como en los anteriores pronunciamientos del Alto Tribunal en la presente causa.


    Compañía de Intercambio Regional S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Banco de la Nación Argentina


    C. 590, XXXV, 17 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Omega A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    O. 180, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Omega A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98


    O. 143, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Mapfre Aconcagua A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional- Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos- Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    M. 381, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Mapfre Aconcagua A.R.T. c/ Estado Nacional- Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos- Decreto 863/98


    M. 330, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    La Segunda A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    L. 226, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    La Segunda A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional- Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos- Decreto 863/98


    L. 203, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa B. 453, L. XXXV, "Berkley International A.R.T. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) Decreto 863/98 s/ Amparo ley 16.986".


    Instituto Autárquico Provincial Seguro de Entre Ríos c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 863/98 s/ Amparo Ley 16.986


    I. 72, XXXV, 03 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Inconstitucionalidad. Procedencia del recurso. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM América c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 57, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Candelaria c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Acción de amparo e inconstitucionalidad


    F. 64, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Joan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Capital c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Acción de amparo e inconstitucionalidad


    F. 61, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Capital Impacto c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Acción de amparo e inconstitucionalidad


    F. 91, XXXV, 23 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Concepción c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 66, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Continental c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 62, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Eben Ezer c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 58, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Elshaddai c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad.


    F. 65, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Espacio c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 92, XXXV, 23 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Latina c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 59, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Libertad c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 63, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Rumbos de Libertad c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 60, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la que tramita en la causa M. 622, L. XXXIV, "Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo – Medida Cautelar".


    Puesto que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la Nación en todas las instancias y el remedio federal ha sido deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas, se mantiene dicho remedio en todos a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    FM Sol c/ Poder Ejecutivo Nacional y/o Comfer s/ Amparo e inconstitucionalidad


    F. 90, XXXV, 23 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Revocación de sentencia. 


    Habida cuenta de que el recurso extraordinario fue deducido por el señor Fiscal General ante la Cámara Federal de Apelaciones de Salta, integrante del Ministerio Público a cargo de esta Procuración General de la nación, se mantiene el recurso intentado.


    Martearena, Juan de la Cruz c/ Estado Nacional s/ Amparo - medida cautelar


    M. 622, XXXIV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Revocación de sentencia. 


    Cuestión sustancialmente análoga a la examinada en el dictamen de la causa C. 376, L. XXXIV, “Criado, Jorge Eduardo c/ Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento”.


    Mazzuoli, Amadeo c/ Fisco Nacional - Dirección General Impositiva s/ Dirección General Impositiva


    M. 280, XXXIV, 06 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la examinada en el dictamen de la causa C. 376, L. XXXIV, “Criado, Jorge Eduardo c/ Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento”.


    Saffini, Nicolás Domingo c/ Estado Nacional - Dirección General Impositiva s/ Dirección General Impositiva


    S. 307, XXXIV, 06 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión sustancialmente análoga a la examinada en el dictamen de la causa C. 376, L. XXXIV, “Criado, Jorge Eduardo c/ Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento”.


    Tulian, Luis Héctor c/ Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) s/ Dirección General Impositiva


    T. 138, XXXIV, 06 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Amparo. Pronunciamiento inoficioso. 


    Resulta innecesario pronunciarse acerca de la aducida tacha de arbitrariedad, toda vez que los agravios ya fueron analizados.


    Abrile, Claudio Guillermo c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo


    A. 471, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D. 133, L. XXXIV, “Droguería Aries S.A. c/ Santa Fe, Provincia de y otros s/ Inconstitucionalidad”.


    Toda vez que no se acredita actividad alguna de la accionada que haya puesto en tela de juicio el derecho que se ejerce ni se ha afectado el interés que se invoca; no han mediado actos concretos o en ciernes del Poder Administrador que afecten de manera suficientemente directa a la actora, correspondería desestimar la demanda.


    Droguería Hiperfarm S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    D. 258, XXXIV, 15 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa A. 471, L. XXXIV, “Abrile, Claudio Guillermo c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/Amparo”.


    Viqueira, Horacio G. y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo


    V. 162, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 467, L. XXXIV, Abrile, Claudio Guillermo c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/Amparo"


    Con respecto a la participación del co-actor, su carácter de Diputado de la Nación, no le confiere legitimación suficiente para actuar en procesos como el presente, conforme surge de la jurisprudencia de la Corte.  En efecto, en Fallos: 313:863, se sostuvo que no confiere legitimación al señor Fontela, su invocada calidad de representante del pueblo con base a la calidad de diputado nacional que inviste. Esto es así, pues el ejercicio de la mencionada representación encuentra su quicio constitucional en el ámbito del Poder Legislativo para cuya integración en una de sus cámaras fue electo, y en el terreno de las atribuciones dadas a ese Poder y a sus componentes por la Constitución Nacional y los reglamentos del Congreso. Tampoco la mencionada calidad parlamentaria lo legitima para actuar en resguardo de la división de poderes ante un eventual conflicto entre normas dictadas por el Poder Ejecutivo y las leyes sancionadas por el Congreso, toda vez que, con prescindencia de que este último cuerpo posea o no aquel atributo procesal, es indudable que el demandante no lo representa en juicio.


    Viqueira, Horacio G. y otros s/ INSSJP s/ Amparo


    V. 182, XXXIV, 13 de julio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Impuestos. Rechazo de la demanda. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa A.1304, L. XXXII, "Agua y Energía Sociedad del Estado en liquidación c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa


    A. 255, XXXIII, 03 de marzo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Radiodifusión. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Los recursos interpuestos son formalmente admisibles, toda vez que se discute la interpretación de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa, al confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 28 de la ley N° 22.285 y de los decretos N° 1151/84 y 1357/89, es contraria al derecho que los apelantes fundan en ellas. En cuanto al fondo del asunto, puesto que los demandados han sido representados por el Ministerio Público en todas las instancias, ha de limitarse a mantener los recursos extraordinarios interpuestos, en todos sus términos, a los efectos de preservar el derecho de defensa de la contraparte.


    Ríos, Rubén Francisco c/ Estado Nacional - Comfer - Dirección Nacional de Telecomunicaciones s/ Acción de inconstitucionalidad


    R. 30, XXXV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Inconstitucionalidad. Municipalidad. Servicio público telefónico. Telecomunicaciones. Exenciones impositivas. Revocación de sentencia. 


    Es preciso replantear el alcance de la derogación de exenciones tributarias de las que gozaban los sujetos comprendidos en el art. 1° de la ley 22.016, dada la evolución de la jurisprudencia de la Corte en la materia y la opinión expresada en reiteradas oportunidades por el Ministerio Público. Es decir, si la derogación de exenciones gozadas por los sujetos comprendidos en sus arts. 1° y 3° es total, o si subsisten las exenciones denominadas "objetivas", no motivadas en la calidad de la persona titular del beneficio, sino en particulares circunstancias externas, vinculadas con la naturaleza de la actividad o servicio público promovido con la exención legal. Como lo expresara la Corte en relación con la vigencia del art. 12 de la ley 15.336, “la ley 22.016, derogatoria de disposiciones eximentes del pago de tributos nacionales, provinciales y municipales, constituye un ordenamiento de carácter subjetivo, pues sus normas tienden a privar de beneficios a cierta categoría de personas jurídicas, con prescindencia de la actividad desarrollada. Avala esta conclusión el hecho de que su artículo 1° no se apoya en hecho imponible alguno, lo cual es innecesario definir cuando se trata de ordenamientos de este tipo", y que "la exención tributaria dispuesta por el art 12 de la ley 15.336 como la resultante del art. 15 del convenio anexo a la ley 17.574, es de naturaleza objetiva, toda vez que apunta a las actividades de la industria eléctrica destinadas a la generación, transformación, transmisión y distribución de la electricidad, y no a la índole de los sujetos autorizados a su explotación. Se refiere a hechos que, al realizarse, no generan obligaciones tributarias para ningún sujeto; por el contrario, si fuera subjetiva, debió haber excluido tales obligaciones para determinadas personas, sin excluir el posible nacimiento de la deuda a cargo de sujetos distintos”. El art. 39 de la ley 19.798, al igual que la ley 15.336, regula un servicio público federal. Resulta palmario que el art. 39 de la ley 19.798 es una norma vigente de nuestro ordenamiento que establece una exención de tipo objetivo en la actividad que trata e impide que, a determinados supuestos de hecho incluidos en su definición, se apliquen las consecuencias normales consiguientes a la realización del hecho imponible, con abstracción de las características personales de quien desarrolle la actividad de telecomunicaciones, esto es, del carácter público o privado que revista la persona de la prestataria. La norma tributaria local impugnada colisiona francamente, por lo tanto y, con la Ley Nacional de Telecomunicaciones, en cuanto exime de todo tributo, nacional, provincial o municipal, que tome como objeto imponible la ocupación del suelo, subsuelo o espacio aéreo de bienes del dominio público o privado del Estado, en miras de facilitar la prestación del servicio, con independencia, del carácter público, privado o mixto, de la persona que tenga a su cargo dicha prestación.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Mendoza s/ A.P.A.


    T. 124, XXXIV, 09 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa T. 61, L. XXXIV, "Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Mendoza s/ A.P.A.".


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Mendoza s/ A.P.A.


    T. 56, XXXIV, 01 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Estado Nacional. Acción meramente declarativa. Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 356, L. XXXV, “Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Administración Federal de Ingresos Públicos”.


    Pugliese, Victorino Daniel c/ Estado Nacional Argentino (Dirección General Impositiva) s/ Acción declarativa


    P. 445, XXXV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Asociación Mutual Cimesan y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 548, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Círculo Médico de Lomas de Zamora c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos (Ley tributaria) s/ Amparo ley 16.986


    C. 947, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Círculo Odontológico de Paraná (S.O.S.) c/ Poder Ejecutivo Nacional y otra por amparo


    C. 927, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Círculo Médico San Isidro c/ Ministerio de Economía s/ Amparo - Medida cautelar - Incidente


    C. 721, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Cober Med S.A. y otros c/ Estado Nacional -  Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Serv. Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    C. 771, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Capital Federal c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo ley 16.986


    C. 946, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    D. 347, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Anuncio publicitario. IVA. Reforma tributaria. Promulgación de la ley. Exenciones impositivas. AFIP. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa E.136, L. XXXV, "Editorial Fundamento S.A. c/ Estado Nacional Argentino - AFIP - DGI - acción de amparo Ley 16.986".


    La insistencia del Congreso Nacional en el inc. “j” del art. 1° del proyecto de Ley 25.063 -que sustituyó el inc. "g" del art. 28 de la Ley del IVA (t.o. 1997)- transformó a dicho proyecto en ley y, por lo tanto, a partir de la publicación de ésta en el Boletín Oficial el 2 de agosto de este año, rige el gravamen con la alícuota del 10,5% para los ingresos obtenidos por la actividad publicitaria realizada por la actora.


    E. T. L. S.A. c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    E. 149, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 136, L. XXXV, "Editorial Fundamento S.A. c/ Estado Nacional Argentino - AFIP - DGI - acción de amparo Ley 16.986".


     


    La insistencia del Congreso Nacional en el inc. “j” del art. 1° del proyecto de Ley 25.063 -que sustituyó el inc. "g" del art. 28 de la Ley del IVA (t.o. 1997)- transformó a dicho proyecto en ley y, por lo tanto, a partir de la publicación de ésta en el Boletín Oficial el 2 de agosto de este año, rige el gravamen con la alícuota del 10,5% para los ingresos obtenidos por la actividad publicitaria realizada por la actora.


    Editora La Calle S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 1517/98 (Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos) s/ Amparo Ley 16.986


    E. 148, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Federación Médica de la Provincia de Buenos Aires y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    F. 412, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Fundación para la Promoción de la Salud c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    F. 468, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Iamip Medisur S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) s/ Amparo Ley 16.986


    I. 97, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Anuncio publicitario. IVA. Reforma tributaria. Promulgación de la ley. Exenciones impositivas. AFIP. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 136, L. XXXV, "Editorial Fundamento S.A. c/ Estado Nacional Argentino - AFIP - DGI - acción de amparo Ley 16.986".


    La insistencia del Congreso Nacional en el inc. “j” del art. 1° del proyecto de Ley 25.063 -que sustituyó el inc. "g" del art. 28 de la Ley del IVA (t.o. 1997)- transformó a dicho proyecto en ley y, por lo tanto, a partir de la publicación de ésta en el Boletín Oficial el 2 de agosto de este año, rige el gravamen con la alícuota del 10,5% para los ingresos obtenidos por la actividad publicitaria realizada por la actora.


     La Voz de Zarate S.R.L. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Amparo


    L. 276, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 136, L. XXXV, "Editorial Fundamento S.A. c/ Estado Nacional Argentino - AFIP - DGI - acción de amparo Ley 16.986".


    La insistencia del Congreso Nacional en el inc. “j” del art. 1° del proyecto de Ley 25.063 -que sustituyó el inc. "g" del art. 28 de la Ley del IVA (t.o. 1997)- transformó a dicho proyecto en ley y, por lo tanto, a partir de la publicación de ésta en el Boletín Oficial el 2 de agosto de este año, rige el gravamen con la alícuota del 10,5% para los ingresos obtenidos por la actividad publicitaria realizada por la actora.


    Maciel Hnos. S.A.E.C. e I. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) s/ Amparo


    M. 461, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Malamud, Eduardo Horacio c/ Estado Nacional - Decreto 1517/98 s/ Amparo ley 16.986


    M. 806, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Medicien S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (Ley Tributaria) - Decreto 1517/98 s/ Amparo ley 16.986


    M. 687, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Medicina Privada S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional (Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos) s/ Amparo


    M. 807, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga a la considerada en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Medimed S.A. c/ Estado Nacional Argentino - AFIP - DGI s/ Acción de amparo


    M. 571, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Mutual Médica Río Cuarto c/ Estado Nacional Argentino - Poder Ejecutivo Nacional - (Ministerio de Obras y Servicios Públicos) s/ Acción de amparo


    M. 809, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Obra Social del Pers. de Direc. de Perfumería E.W. Hope y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    O. 169, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Obra Social del Personal Directivo Industria Construcción y otro c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    O. 170, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Poder Ejecutivo - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    O. 182, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Acción de amparo. Anuncio publicitario. IVA. Reforma tributaria. Promulgación de la ley. Exenciones impositivas. AFIP. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa E. 136, L. XXXV, "Editorial Fundamento S.A. c/ Estado Nacional Argentino - AFIP - DGI - acción de amparo Ley 16.986".


    Pincen Soc. Com. por Acciones c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    P. 405, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Salum, Jorge Amin c/ Estado Nacional -Poder Ejecutivo Nacional- s/ Amparo Ley 16.986


    S. 654, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    SPM Sistema de Protección Médica S.A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    S. 701, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Staff Médico S.A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (Ley tributaria) Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    S. 515, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Steverlynck, Jorge María c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo ley 16.986


    S. 630, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Time S.A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    T. 243, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 207, L. XXXV, “Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Cogasco S.A. s/ Ejecución Fiscal.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Cogasco S.A.


    F. 207, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Cámara Mediterránea de Empresas de Emergencias Médicas y otros c/ Estado Nacional s/ Amparo


    C. 1014, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, “Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo”.


    Asociación Civil SIMA (Sistema Integrado Médico ASIS) y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Decreto 1517/98 s/ Amparo Ley 16.986


    A. 764, XXXV, 26 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Sentencia arbitraria. 


    Remisión al dictamen del recurso de hecho que corre agregado por cuerda a la causa.


    Silva, Alfonso Salvador (TF 15028-I) c/ Dirección General Impositiva


    S. 51, XXXIV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Bacigalupo, Maria Ofelia c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    B. 114, XXXV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Bezi de Celeri, Gladys Mabel y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    B. 83, XXXV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Cangiani, Alberto y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    C. 571, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Cevasco, Luis Jorge c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 572, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Clapera, Enrique y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 591, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho"; y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional”.


    Aramburu, Alberto Carlos y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    A. 435, XXXIV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho"; y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional”.


    Castillo, Pedro Jose y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    C. 668, XXXIV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Del Val, Teresa María c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    D. 268, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Regulación de honorarios. Interpretación de la ley. Ley arancelaria. Sentencia arbitraria. Intereses. Cómputo de intereses. Base regulatoria. Presentación extemporánea. 


    En cuanto a la admisibilidad de los agravios resulta ineludible tener presente que la sentencia recurrida, fue dictada en cumplimiento de las directivas emanadas del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En el sub lite, se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal recaído en la propia causa, circunstancia que hace formalmente viable el recurso extraordinario, sin perjuicio de que, también resulta admisible, desde que se halla en debate la interpretación de una norma de carácter federal, y la decisión recaída en el caso, fue adversa a las pretensiones que en ella fundó la recurrente. Atento a que, invocando su sometimiento a las directivas del decisorio en el que, la Corte no se pronunció respecto del problema relativo a si el crédito de marras se encontraba comprendido en el régimen de consolidación de la deuda pública contemplado por la ley 23.982, la Cámara no trató los agravios relacionados con la aplicación de esta norma legal, consideró que es a la propia Corte Suprema, en su carácter de interprete máximo y final de sus propios fallos, a quien compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación, no tuvo participación previa a aquel pronunciamiento en este punto. Por otra parte, el Tribunal descartó lisa y llanamente, la admisibilidad del recurso extraordinario cuando se debate la posibilidad, o no, de computar intereses para la determinación de la base regulatoria, por lo que todo nuevo replanteo en este punto, deviene improcedente y extemporáneo, ya que se trata de una materia preclusa. Finalmente, la afirmación de que la Cámara realizo una aplicación rígida de los porcentajes de la ley 21.839, omitiendo considerar la ley 24.342, carece de fundamentación suficiente, toda vez que la quejosa no demostró, en forma clara y precisa, como era menester, la manera en que aquella habría aplicado la ley de aranceles para configurar el detrimento patrimonial que invoca. Cabe advertir, además a todo evento, que los trabajos de los profesionales cuya regulación de honorarios se cuestiona, fueron realizados con anterioridad a la entrada en vigencia de la última norma citada, por lo que, su aplicación en el sub lite, afectaría la garantía de inviolabilidad de la propiedad consagrada en la Constitución Nacional. Así lo, ha reconocido la Corte al establecer que, si una situación se ha desarrollado íntegramente con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 24.432 y frente al amparo de determinadas normas mal puede valorarse "el mérito" la extensión, la cuantificación del trabajo y las responsabilidades derivadas de la imposición de costas de acuerdo al nuevo régimen legal.


    Donadías de Grillo, Alejandra c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    D. 295, XXXIV, 28 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (PEN, Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Delgado de Martín, María del Carmen y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    D. 66, XXXV, 27 de abril de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión a la doctrina del tribunal en la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Gordo, Guillermo Andrés y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 197, XXXV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho"; y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional”.


    Golpe Montiel, Néstor Lino c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    G. 423, XXXIV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho"; y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional”.


    Huarte, Horacio Hugo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    H. 86, XXXIV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho”; y doctrina del tribunal en la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Lamas, Ernesto Raul c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    L. 279, XXXIV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Heiland, Gloria M. c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    H. 70, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Exhorto diplomático. Medidas cautelares. Sentencia definitiva. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. 


    La medida dictada por el tribunal extranjero cuya anotación se ha requerido ante los jueces nacionales, tiene carácter cautelar, porque no coincide con el objeto de la sentencia recaída sino que tiende a garantizar su eficacia, al prohibir que mientras se realiza el trámite de exequátur para que se restituyan las cosas a su estado anterior, se disipen los activos sociales. Ha dicho la Corte que las resoluciones atinentes a medidas cautelares no son susceptibles de revisión por vía del recurso extraordinario en tanto no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien agravios que por su magnitud y las circunstancias de hecho puedan ser irreparables. Dicha situación excepcional se presenta en el caso porque la decisión de no dar curso al exhorto diplomático que solicitaba una anotación cautelar, lesiona en forma irreparable el derecho invocado por la recurrente, cuyos agravios no son meramente conjeturales. Resulta procedente el planteo de arbitrariedad formulado en orden a habilitar la vía federal, porque la sentencia recurrida no constituye una derivación razonada del derecho vigente; al haber revocado una anotación cautelar imponiendo la observancia de un procedimiento de exequátur que sólo procede para la ejecución de sentencias definitivas.


    Argentine Holdings (Cayman) Limited s/ Exhortos


    A. 575, XXXV, 27 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Martinelli de Quiroga, Amankay I. c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 489, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Patentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Owens Illinois Closure Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegación de patente


    O. 175, XXXV, 10 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Paz Posse, María del M. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    P. 352, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Cuestiones de competencia. Denegatoria del fuero federal. Transporte fluvial. Comercio interior. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    El recurso extraordinario es admisible pues, si bien tiene dicho la Corte, las cuestiones de competencia no constituyen sentencias recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, excepcionalmente debe habilitar esta instancia cuando media denegatoria del fuero federal. La Corte ha señalado reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. Los actos de particulares cuya cesación se persigue afectan operaciones vinculadas a la carga y descarga de buques, con notorias implicancias en el tránsito fluvial interjurisdiccional. En esas condiciones, toda vez que pueden verse comprometidos servicios empleados en el comercio interprovincial o internacional, ello afectaría intereses que exceden los encomendados a los  tribunales provinciales, y se encuentra reservados a la jurisdicción federal, máxime que el Estado ha conservado en todo el ámbito portuario una potestad de control. Asimismo, ha resuelto la Corte que “si corresponde a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los transportes en ella utilizados, no cabe excluir de la jurisdicción nacional cualquier hecho que haya de alguna manera afectado la circulación, aún cuando de él no resulte concreto entorpecimiento para la de otros buques.


     Puerto Rosario S.A. s/ Acción de amparo


    P. 624, XXXV, 01 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Quintana Terán, Juan C. c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    Q. 39, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


                                


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa “Superintendencia de Administradoras de Fondos de jubilaciones y Pensiones c/ Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A.”


    Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones c/ Activa-Anticipar Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A.


    S. 431, XXXIV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho"; y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional”.


    Sanguinetti, Edgardo Quinto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    S. 435, XXXIV, 31 de mayo de 1999


    Ver dictamen


                                


    Patentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Sumitomo Chemical Company LTD c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    S. 532, XXXV, 10 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    The General Hospital Corporation c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    T. 44, XXXV, 10 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remuneración. Obras Sanitarias de la Nación. Régimen de consolidación de deudas. Interpretación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte en Fallos 317:1076 señaló que lo atinente al alcance del art. 1 de la ley 23.982, excede el mero interés de las partes, lo que configura una situación de evidente gravedad institucional, que autoriza en la instancia del artículo 14 de la ley 48 a interpretar las normas en juego sin que ello se oponga a su carácter de legislación local, debido a los intereses que el sistema intenta preservar. Por otro lado, si bien la apelación federal fue deducida con apoyo tanto en la doctrina de la arbitrariedad como bajo la forma de cuestión federal estricta, toda vez que el vicio se fundaría en la prescindencia de los preceptos formales en debate, procede tratar en forma conjunta ambos aspectos, dado que se hallan inescindiblemente unidos. En cuanto al fondo del asunto, la ley n° 23.982 establece la consolidación en el Estado Nacional de las obligaciones vencidas o de causa o título anterior al 1° de abril de 1991, consistentes en el pago de sumas de dinero, cuando medie o hubiese mediado controversia judicial o administrativa, conforme a las leyes vigentes, acerca de los hechos o el derecho aplicable. El decreto 2140/91 por su parte, caracteriza como tales a las que tuvieren su origen en hechos o actos ocurridos con anterioridad a la fecha de corte, aun cuando fueren reconocidas, administrativa o judicialmente, con posterioridad a esa fecha. En dicha norma se destacó también que "…los créditos causados en prestaciones cumplidas o hechos ocurridos con posterioridad a la fecha de corte no están alcanzados por la consolidación dispuesta en la ley, aun cuando los contratos respectivos se hubiesen celebrado con anterioridad a la fecha de corte: A este respecto, la Corte ha interpretado que la "causa" de las obligaciones, en el sentido de la Ley de Consolidación n° 23.982, la constituyen los hechos o actos que modo directo e inmediato les hubiesen dado origen. Eso es lo que surge de la, segunda parte del inciso d) del art. 2° del decreto 2140/91. En el sub lite se discute cual es la causa del crédito reconocido a favor del actor: si la minusvalía laboral o el cese en el empleo acaecido posteriormente. En este Contexto procede señalar que, ser conocedor por informes médicos que la enfermedad que lo aquejaba no tenía cura y probablemente progresara, solicitó a la empresa el otorgamiento de la indemnización del art. 212, 4° pár., de la Ley de Contrato de Trabajo beneficio, que le fue denegado. Dicha fecha, fue considerada el perito médico como la de instalación de la minusvalía. La demandada, empero, encontrándose el trabajador incapacitado para prestar servicios, optó por conferir al reclamante una licencia por enfermedad de largo tratamiento, y, finalizada ésta, colocarlo en situación de disponibilidad, oportunidad en que, en efecto, operó el cese de la relación de empleo. En tales condiciones, la obligación de la demandada, en el sentido recogido por la ley 23.982, se originó en el mes de diciembre de 1989. Ello es así, porque en esa ocasión, supe el trabajador de la "instalación" en su organismo de una minusvalía absoluta, sin que a ello obste la decisión de la empresa demandada de negarle el beneficio y mantenerle la licencia, puesto que, en las condiciones del actor, sólo puede aludirse a una subsistencia ficticia de la relación de trabajo, la que, en rigor, culminó con la imposibilidad material de su prosecución. Ello sólo puede ser así, tan pronto se repara en que la causa del beneficio del artículo 212, 4° párrafo, de la Ley de Contrato de Trabajo, es jurídicamente incompatible con la de pagar salarios por enfermedad y con la de conservar el empleo, en tanto, dada la primera, no existe perspectiva alguna de que el dependiente se reintegre a sus tareas; a lo que se agrega que el acto por el cual se dio por extinguido el vínculo, quedó circunscripto la mera exteriorización de la voluntad de rescindir un contrato sólo subsistente en el plano formal. Por último, el propio precepto reglamentario prevé para las hipótesis de duda, una pauta interpretativa según la cual habrá de estarse a favor de la consolidación, razón por la cual, si cupiere dudar del encuadramiento de esta obligación, la conclusión devendría idéntica. A ello se añade que el reclamante no introdujo objeción constitucional alguna respecto de la validez del régimen de la ley 23.982.


    Penzo, Jorge c/ Obras Sanitarias de la Nación


    P. 344, XXXIV, 17 de junio de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa A. 182, L. XXXIV, “Asociación Benghalensis y otros c/ Ministerio de Salud y Acción Social Estado Nacional s/ Amparo Ley 16.986”.


    Asociación Benghalensis y otros c/ Ministerio de Salud y Acción Social Estado Nacional


    A. 182, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Arata, Rodolfo Victorino y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 444, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, Craviotto Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Acuña, María Soledad y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 466, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 92, L. XXXIV, "Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones - Disp. DNM. 4783/96".


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Dirección Nacional Migraciones Disposición 4781/97


    A. 500, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”, y a C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Carretero, Gabriel A. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    C. 424, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”, y a C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Dimasi, Julio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    D. 254, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Del Campo, Oscar Tomás y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    D. 294, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -P.E.N.- Ministerio de Justicia de la Nación) s/ Empleo público".


    Farrel, Martín Diego y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo) s/ Empleo público


    F. 435, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Herrera, Horacio Félix y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    H. 93, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”, y a C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Lomaquiz de Broggini, Ana c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    L. 182, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Luaces, Ana María y otro c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) s/ Empleo público


    L. 319, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -P.E.N.- Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público".


    Morgese, Martín y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 693, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de las causas U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”, y a C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    Rodríguez, Milagros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    R. 185, XXXIV, 19 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Empleo público. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional -P.E.N.- Ministerio de Justicia de la Nación s/ Empleo público".


    Rey, Sandra Patricia y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    R. 387, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Interpretación de leyes federales. Haber jubilatorio. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de las causas U. 43, L. XXXIII, "Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de hecho"; y C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)


    Rodríguez Arias, Julio; Caitano, Antonio Ramón c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarísimos


    R. 492, XXXIII, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictámen de las causas U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”; y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (PEN Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Valdéz, Irma Orlinda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y sumarímisimos


    V. 115, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


                                


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Procesal Penal


    Contienda negativa de competencia


    Licencia de conducir. Falsificación de instrumento público. Competencia nacional. 


    Toda vez que de las constancias de autos no es posible determinar donde se realizó la presunta adulteración, corresponde al juez nacional en cuya jurisdicción se comprobó el hecho y se secuestró la licencia, conocer el delito.


    B., Juan José s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 280, XXXV, 14 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Toda vez que de las constancias de autos no es posible determinar dónde se realizó la presunta adulteración, corresponde al juez del lugar donde se comprobó el hecho y se secuestró la licencia conocer de este delito.


    C., Miguel Ángel s/ Falsificación de instrumento público


    COMP. 171, XXXV, 02 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Control migratorio. Documentación migratoria. Adulteración de documentos. Competencia federal. 


    La presentación ante la Dirección Nacional de Migraciones, de boletas de depósito adulteradas para la realización de trámites migratorios, afecta el buen servicio de los empleados nacionales, por lo que su conocimiento corresponde a la justicia federal.


    F. B., Pablo s/ Artículo 174 Inciso 5° del Código Penal (Expediente 138/98B y Actuaciones 436/98B) s/ Conflicto negativo de competencia


    COMP. 222, XXXV, 05 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Investigación Inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para eI correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    H., Mirthy y otros s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 242, XXXV, 02 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Los delitos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de esas jurisdicciones se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.


    L., J. M. s/ Promover y facilitar la prostitución


    COMP. 693, XXXIV, 02 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Delitos contra el estado civil. Matrimonio ilegal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    M., L. R. s/ Delito de acción pública


    COMP. 239, XXXV, 02 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Son competentes para conocer de los delitos de privación ilegal de la libertad y robo, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y que, frente a tales hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    P., Juan Manuel s/ Su denuncia


    COMP. 238, XXXV, 02 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial debe ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    R. S. S.A. y otros s/ Estafa


    COMP. 225, XXXV, 02 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Alfredo s/ Su denuncia -Causa 12/99-


    COMP. 224, XXXV, 02 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    A., Stella Maris s/ Su denuncia


    COMP. 313, XXXV, 17 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Robo. Tenencia de armas de guerra. Competencia nacional. 


    El delito previsto y reprimido por el artículo 189 bis del Código Penal, según la doctrina del Tribunal, corresponde al juez de la jurisdicción donde el arma fue secuestrada. El delito de tenencia de arma de guerra es claramente distinguible de otro común cometido con ella, de forma tal que se impone su investigación por separado, ya que las reglas de conexidad son de aplicación exclusiva entre jueces nacionales.


    G., Carlos Ismael s/ Robo con armas


    COMP. 319, XXXV, 18 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Robo automotor. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Cuando los elementos reunidos no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que la etapa procesal requiere la conducta en que habrían incurrido los procesados, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado.


    K., Américo Orlando s/ Encubrimiento


    COMP. 323, XXXV, 17 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Encubrimiento. Competencia de menores. 


    Corresponde conocer en la causa a la justicia de menores de la Capital de conformidad con lo reglado en el artículo 1° de la ley 22.278, reformada por la ley 22.803, y lo dispuesto en el artículo 24 de la ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación -ley 24.050- que deberá resolver acerca de su situación procesal. No puede pasarse por alto que las diligencias que eventualmente se practiquen respecto del menor, podrían incidir en la situación de los procesados. Es doctrina del Tribunal que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito de robo.


    L., J. P. y otros s/ Robo con armas


    COMP. 269, XXXV, 23 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    L., Rosa Esther s/ Estafa


    COMP. 291, XXXV, 30 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Economía procesal. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los procesados, respecto del delito de encubrimiento. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto del robo, especialmente si se repara que de las constancias del incidente, no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en él, razón por la cual debe continuar conociendo a su respecto el juzgado de la provincia de Buenos Aires, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación. Es doctrina del Tribunal que el delito de asociación ilícita tiene carácter de permanente, y si se ha verificado en varias jurisdicciones corresponde atribuir la competencia al magistrado que resulte más conveniente por razones de economía procesal, con el fin de procurar una mejor actuación de la justicia que permita que la investigación y el proceso se lleven a cabo cerca del lugar donde ocurrió la infracción y donde se encuentran los elementos de prueba.


    M., Orlando Abel y Morgenstern, Aníbal s/ Encubrimiento


    COMP. 44, XXXV, 30 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Extravío del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1991; 308:275; 311:528, entre muchos otros, y en Comp.498, L. XXXIII, "Vera, Rosa Mabel s/ Defraudación".


    La presente contienda negativa de competencia resulta prematura, ya que no se halla precedida de la investigación necesaria que permita a la Corte ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    N.N. s/ Artículo 175 Inciso 1° del Código Penal. Damnificado: Fernando C.


    COMP. 225, XXXIV, 18 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. Hurto. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, como hurto o encubrimiento la conducta en que podría haber incurrido el procesado respecto de la moto. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto del hurto, especialmente si se repara en que, según surge de las constancias del incidente, no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquél.


    O., Carlos Alberto s/ Hurto


    COMP. 296, XXXV, 30 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    P., Oscar Alberto s/ Defraudación


    COMP. 310, XXXV, 19 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    P., Raúl Guillermo s/ Encubrimiento


    COMP. 383, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Son competentes para conocer de las causas por falsificación de instrumentos privados, los tribunales con jurisdicción en el lugar en que éstos hubieran sido usados.


    V., Ángel Aurelio s/ Defraudación


    COMP. 304, XXXV, 12 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Contrabando. Competencia nacional. 


    Atento la regla establecida en los artículos 1027 y 1027 del Código Aduanero (ley 22.415), corresponde declarar la competencia del tribunal nacional. 


     V., Gustavo Javier s/ Su denuncia


    COMP. 298, XXXV, 23 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Uso indebido de tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Ello sin perjuicio, claro está, de que si este magistrado entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    A. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 477, XXXV, 06 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene resuelto la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Claudia s/ Tentativa de estafa


    COMP. 453, XXXV, 06 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Insolvencia fraudulenta. Incumplimiento de la obligación alimentaria. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón en principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    B., O. N. s/ Insolvencia procesal fraudulenta (Artículo 179)


    COMP. 408, XXXV, 18 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Cuando de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito de encubrimiento que habría cometido el procesado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto del robo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquél.


    C., Daniel Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. 434, XXXV, 01 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que resultan  elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D., Juan José s/ Denuncia


    COMP. 522, XXXV, 26 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Violación de domicilio. Extorsión. Robo. Usurpación. Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial.



     


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 -que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    La motivación de las conductas reprochadas a los procesados -violación de domicilio, extorsión, robo, usurpación y privación ilegal de la libertad- no excedería de un marco estrictamente particular, dado que estarían únicamente vinculadas con problemas que ya existían con el denunciante en torno a la titularidad del terreno en que éste habitaba y que, por otra parte, se vieron reflejados en numerosos procesos judiciales en los que aquéllos no obtuvieron resultado favorable a sus pretensiones.


    G., Bernardo s/ Cuestión de competencia c/ Cámara Federal


    COMP. 379, XXXV, 26 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Desnaturalización del cheque. Competencia nacional. 


    Cuando de las constancias del incidente, surge que los cheques habrían sido entregados en canje por otros, más allá del posible libramiento de cheques sin fondos reprochable a estos, no puede eliminarse la posibilidad de que en el instrumento haya existido una desnaturalización de la función del cheque como instrumento de pago. 


     I. S.A., I., Juan Pablo y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 505, XXXV, 26 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    L., Fernando Martín s/ Estafa


    COMP. 464, XXXV, 06 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Cuando de las probanzas del expediente no es posible determinar dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal nacional en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar el delito por las chapas patentes adulteradas en que podría habría incurrido el procesado.


    L., Juan Manuel s/ Infracción Artículo 289 Inciso 3°


    COMP. 493, XXXV, 18 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegítima de la libertad. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto que al no existir solución de continuidad entre la privación de la libertad comenzada en una jurisdicción y su transcurso en otra u otras, si se hubiera consumado otro delito en perjuicio de la víctima en cualquiera de ellas, es a sus tribunales a los que corresponde atribuir la investigación de ambas infracciones.


    N.N. Robo agravado víctima A. Jorge


    COMP. 283, XXXV, 06 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    De acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528, entre muchos otros, y Comp. 498, L. XXXIII, "Vera, Rosa Mabel s/ Defraudación", corresponde a la justicia nacional, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    S., Jorge s/ Denuncia


    COMP. 496, XXXV, 18 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Atentado y resistencia a la autoridad. Abuso de armas. Concurso ideal. Competencia nacional. 


    Para la correcta traba de una contienda de competencia es necesario el conocimiento por parte del tribunal que la promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición


    B., Juan Manuel s/ Resistencia a la autoridad en concurso ideal c/ Abuso de arma


    COMP. 164, XXXV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa procesal. Abuso de firma en blanco. Concurso ideal. Competencia provincial. 


    Toda vez que el delito de abuso de firma en blanco tiene concurrencia ideal con el de estafa procesal, corresponde su investigación al magistrado que provincial cuando sea éste quien tenga jurisdicción sobre la sede del tribunal donde se hizo valer el documento.


    D. H., Enrique José s/ Defraudación


    COMP. 193, XXXV, 27 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuida, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Marta S. s/ Denuncia -Causa N° 9959/99-


    COMP. 137, XXXV, 03 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el delito de encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional.


    N., Ariel Gastón y A., Marcelo s/ Encubrimiento


    COMP. 179, XXXV, 27 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Revisión técnica vehicular. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para tener por regularmente trabada una cuestión de competencia, es presupuesto necesario que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    S., Carlos Manuel y otros s/ Presunta falsificación de formularios de Verificación Técnica Vehicular


    COMP. 162, XXXV, 21 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolvera, en definitiva. conforme a razones de economía procesal.


    S., José María s/ Falsificación de documentos privados


    COMP. 144, XXXV, 10 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L.XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Carlos Maximiliano s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 788, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Jacinto Irala s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 787, XXXV, 27 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Juan José s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 828, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Marcos Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis -3° párrafo- del Código Penal


    COMP. 800, XXXV, 27 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo. Resistencia a la autoridad. Competencia provincial. 


    Los delitos cometidos en perjuicio de agentes federales no surten esa jurisdicción federal, en la medida que ellos se hallen prestando un servicio meramente local. Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, la Corte tiene establecido que debe existir. al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. Debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones especificamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48 se atribuya competencia a dicha magistratura. Ante la ausencia de elementos que autoricen a sostener la posible afectación de la navegación o el comercio aéreo, así como tampoco de la función por la que se establece la jurisdicción federal de las autoridades propias del aeropuerto, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial.


    S., Hugo César y otro s/ Artículo 166 inciso 2 y 239 del Código Penal


    COMP. 691, XXXIV, 18 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional; En tal inteligencia, corresponde al titular del Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal n° 3 dé Morón conocer del proceso, para Iuego, si lo considera oportuno plantear el conflicto jurisdiccional con el tribunal que investiga la sustracción del rodado.


    T., Gustavo J. y otros s/ Encubrimiento Causa N° 2 -010186


    COMP. 134, XXXV, 03 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Oscar Alfredo y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 789, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Contrabando. Tribunal de alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Conflicto entre dos jueces nacionales.


    Toda vez que una contienda negativa de competencia ha quedado trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    A. D. s/ Averiguación contrabando


    COMP. 214, XXXV, 16 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Privación ilegal de la libertad. Competencia nacional. 


    En los procesos donde el hecho podría ser calificado como delito de contrabando, y cuando el conflicto de competencia se refiere exclusivamente a ese delito, atento la regla establecida en los artículos 1026 y 1027 del Código Aduanero (ley 22.415), corresponde la competencia del tribunal nacional.


    B. S.A. y W. C. s/ Infracción Ley 22.415


    COMP. 490, XXXIV, 03 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuando la venta del rodado se concrete en una ciudad determinada, sin que la constancia que luce el boleto, por su ambigua redacción, pueda desvirtuar aquellas manifestaciones, corresponde declarar la competencia del magistrado que previno.


    C., Domingo y otra s/ Defraudación


    COMP. 159, XXXV, 16 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de sellos, timbres y marcas. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 129, L. XXXV, "R. D. L., Julián s/  Tentativa de contrabando y robo".


     


    E., Juan Manuel y otra c/ Tentativa contrabando automotor exportación Artículo 164 Código Penal


    COMP. 128, XXXV, 29 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Administración pública. Funcionarios públicos provinciales. Competencia federal. 


    Es función específica de la justicia federal prestar resguardo y tutela a las instituciones nacionales y juzgar de la validez de los actos de sus funcionarios en provincia.


    F., Carlos Alberto s/ Hechos cometidos en la Asociación Mutual de la Costa (San Javier). Causa 340/98


    COMP. 666, XXXIV, 08 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    Para la correcta traba de una cuestión negativa de competencia, los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa.


    F., Zulema Rosa s/ Estafa


    COMP. 187, XXXV, 01 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan reciprocamente. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital Federal afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito encubierto.


    L., Roberto Leónides s/ Encubrimiento


    COMP. 253, XXXV, 29 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    M., Oscar Héctor s/ Su denuncia


    COMP. 227, XXXV, 22 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Toda vez que no se cuestiona la posible calificación legal del hecho denunciado y que de las probanzas del expediente no surge donde se cometió aquella infracción, corresponde conocer de la causa al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    N.N. s/ Falsificación, adulteración o supresión de número de registro


    COMP. 212, XXXV, 16 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. Robo automotor. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3 del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Cuando de las probanzas del expediente en una causa por robo de vehículo, no surja dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal provincial en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. En una causa por robo de vehículo, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto del robo, especialmente si no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en aquél y no se cuenta con la declaración del propietario del rodado, la que resultaría útil para determinar en qué circunstancias aconteció el hecho.


    R. D. L., Julián s/ Tentativa de contrabando y robo


    COMP. 129, XXXV, 22 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las declaraciones de incompetencia deben hallarse precedidas de la investigación elemental necesaria para encuadrar el caso, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo. Cuando no concurren estos elementos, debe seguir conociendo en la causa el magistrado que previno.


    R., Javier Damián s/ Defraudación


    COMP. 71, XXXV, 16 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, cometido mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los titulos fueron entregados.


    Cuando las constancias incorporadas al incidente no alcancen para determinar dónde el título fue puesto en circulación, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resuIte una vez estabIecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, y si esta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    R., Juan Carlos Dionisio s/ Denuncia


    COMP. 158, XXXV, 15 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. Cuando a partir de las constancias del incidente, no pueda determinarse fehacientemente dónde habrían sido recibidos los bienes, resulta de aplicación en el caso la doctrina de la Corte según la cual en esos supuestos debe estarse al lugar en que se secuestraron los elementos sustraídos.


    S. C., Rotela y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 172, XXXV, 15 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Servicio público telefónico. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Doctrina de Fallos: 314:1698, 317:679 y Comp. 222, L. XXXIV, "Plaza, Agustina s/ Denuncia".


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Razones de economía procesal aconsejan dejar de lado para el discernimiento de la competencia aquellos requisitos, si las constancias agregadas al incidente permiten superar esos defectos.


    S., Oscar Alberto s/ Denuncia


    COMP. 154, XXXV, 16 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío de cheque. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    A., Christian s/ Tentativa de estafa


    COMP. 390, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Delitos contra el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. AFJP. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal el juzgamiento de los delitos previstos en el capítulo III del título V de la ley 24.241, sin que obste a ello la posibilidad de que resulte aplicable una norma del Código Penal, en la medida en que resultaría igualmente afectado el sistema nacional integrado de jubilaciones y pensiones, aspecto este último que es el que justifica, en definitiva, la intervención del fuero de excepción.


    A., María Sol s/ Infracción Artículos 172 y 292 del Código Penal


    COMP. 438, XXXV, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    A., Roberto Daniel s/ Encubrimiento


    COMP. 388, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Locación. Intereses usurarios. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte, que corresponde al juez de la jurisdicción donde se celebró el contrato en el cual fueron consignados los términos que se reputan usurarios entender respecto del delito previsto y reprimido en el artículo 175 bis del Código Penal.


     B., Eduardo Luis s/ Denuncia


    COMP. 451, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Prenda. Acreedor prendario. Apropiación de la prenda. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor.


    B. L.S. S.A. c/ L., Cristian Daniel s/ Secuestro prendario


    COMP. 367, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    Resulta relevante para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor.


    B., Laura Beatriz s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 373, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Presentación al cobro. Rechazo del cheque. Competencia provincial. 


    Cuando resulta de las constancias que el cheque fue librado con las formalidades previstas en el artículo 11, inciso f) de la ley 24.760, contra una cuenta de la sucursal provincial, corresponde al magistrado de esa localidad conocer en la causa.


    C., Graciela Rosana y P., Luis s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 387, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo. Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Son competentes para conocer en esta causa, donde se investigan los delitos del robo y privación ilegal de la libertad, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y, frente a tales hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., José María s/ Denuncia


    COMP. 311, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Perjuicio fiscal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. 


     C. V. s/ Defraudación contra la administración pública


    COMP. 425, XXXV, 21 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24 inciso 7° del decreto-ley 1285/58.


    D., Ángel Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 405, XXXV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Administración de la sociedad. Administración fraudulenta. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    D. F., Emilio Antonio y otros s/ Defraudación


    COMP. 426, XXXV, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    D. P., Favio s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1049, XXXIII, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Cheque. Robo. Presentación al cobro. Competencia provincial. 


    Cuando resulta de las constancias de autos que los cheques entregados de acuerdo con las formalidades previstas en el artículo 11, inciso f), de la ley 24.760, fueron liberados contra una cuenta en una determinada localidad, corresponde al magistrado provincial conocer en la causa


    F. G. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 394, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar de hecho. Competencia provincial. 


    Tiene dicho la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    F. W., Johann s/ Denuncia


    COMP. 350, XXXV, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos, Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Juan Carlos y otros s/ Estafa en tentativa, usurpación y falsificación de documento público


    COMP. 433, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Apropiación indebida de recursos de la seguridad social. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta donde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    G., Luis Héctor s/ Denuncia


    COMP. 403, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    G., Wenceslao Oscar - Comisario Mayor de Policía, Jefe de U.E.T. s/ Eleva actuaciones por infracción Decreto-Ley 6582/58


    COMP. 10, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542. L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    A., Roque Ismael s/ Infracción a la Ley 20.429


    COMP. 626, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados, especialmente si se repara que de las escasas constancias del incidente, no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en aquél.


    Incidente de competencia. Imputado: M., Christian Walter y Carlos Raúl C.


    COMP. 349, XXXV, 03 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".




A., Sergio Amadeo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal



    COMP. 609, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Andrea Mariana s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 613, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    B., Claudio Ramón s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 681, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Tarjeta de crédito. Falsificación de instrumentos privados. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se efectuó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    M., Nélida Susana y Barrios, Emma Susana s/ Estafa


    COMP. 346, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    M., Víctor s/ Encubrimiento


    COMP. 343, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Jorge y T., Cristian s/ Denuncia


    COMP. 843, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    B., José y otro s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 636, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


    N., Osvaldo Alfredo s/ Su denuncia


    COMP. 351, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia ordinaria. 


    La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación o su tentativa, por el uso de aquél. Por otro lado, el mismo se consuma cuando se confecciona el documento falso.


    N.N. s/ Falsificación de documento


    COMP. 385, XXXV, 13 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Competencia de menores. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    Q., D. A. s/ Robo calificado


    COMP. 410, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Aportes del Tesoro Nacional. Perjuicio fiscal. Competencia federal. 


    Habida cuenta que los magistrados intervinientes no cuestionan la procedencia nacional de los fondos y que de la auditoría que se practicó surge que lo que habría sido invertido no se correspondería con el dinero suministrado por el Ministerio de Salud y Acción Social, a lo que se suma que aquellos se habrían utilizado en beneficio particular de algunos de los directivos de la aludida asociación, los hechos a investigar podrían perjudicar directa y efectivamente a la Nación por lo que correspondería a la justicia federal continuar con el trámite.


    R., Jorge p/ Querella c/ Á., Esteban Antonio s/ Supuesta infracción Artículo 173 Inciso 7° del Código Penal


    COMP. 111, XXXV, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    C., Carlos Rodolfo s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 760, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Robo en poblado y en banda. Policía federal. Competencia ordinaria. 


    Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal. Además, debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    S., Leonardo Renee s/ Robo


    COMP. 423, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. El Tribunal tiene resuelto a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento, el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en habría incurrido el procesado. Es que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


    T., Evergito Adolfo s/ Encubrimiento


    COMP. 442, XXXV, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Lugar del hecho. Domicilio social. Competencia provincial. 


    Cuando de los términos de la denuncia y su ratificación, surge que se habría entregado el dinero en provincia de Buenos Aires, ya sea que el hecho a investigar se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del código penal, pues allí se exteriorizaron los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos, corresponde al magistrado provincial continuar con la sustanciación de la causa.


    T. S.R.L. s/ Defraudación


    COMP. 424, XXXV, 20 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, constituye el inicio de un nuevo conflicto. Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los documentos fueron entregados.


    V., José s/ Su denuncia


    COMP. 275, XXXV, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    C., Claudio Daniel por infracción Ley 20.429 modificada por la Ley 25.086


    COMP. 676, XXXV, 01 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Juego de apuestas. Apuestas hípicas. Hipódromos. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que la existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si aquél no es el resultado directo de la acción típica. No surge de las constancias del incidente que la actividad ilícita investigada haya estado dirigida a perjudicar la recaudación que la Nación obtiene del sistema oficial de apuestas, el que sólo sería afectado de modo indirecto por la concurrencia ilegal de un régimen paralelo de juego.


    C., Emilio s/ Denuncia


    COMP. 806, XXXV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Escritura pública. Estafa. Competencia ordinaria. 


    La Corte tiene establecido que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruye por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél. Asimismo es doctrina de la Corte que cuando no existe prueba del lugar donde se confeccionó el documento público falso, corresponde su investigación al juez del lugar donde se comprobó la existencia del delito.


    V., Víctor Enzo s/ Estafa


    COMP. 335, XXXV, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Usurpación. Hurto. Competencia por conexidad. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre los hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias o, entre ella y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.



    V., Viviana Carmen y otros s/ Usurpación


    COMP. 355, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas de guerra. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia federal. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues de las constancias reunidas hasta este momento, no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa.


    Comisaría de San Martin 8va s/ Hallazgo de arma de guerra


    COMP. 786, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    D., Jorge Miguel y otros s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 608, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    E., Eduardo Bernardino por tenencia de arma


    COMP. 744, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. 


    Respecto del delito previsto y reprimido en el artículo 189 bis, 3° párrafo, del Código Penal, corresponde remitirse al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, “L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    Tiene resuelto el Tribunal que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Es doctrina de la Corte que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    F., Gustavo Fabián s/ Infracción Artículos 189 bis y 289 del Código Penal


    COMP. 852, XXXV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Horacio Alberto s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 612, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de fuego. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Raúl Javier s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 601, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de arma. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Ángel y otro s/ Tenencia de arma


    COMP. 819, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Gustavo Gabriel s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 773, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que ya sea que el hecho se encuadre en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código Penal, para discernir la competencia, hay que tener en cuenta dónde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    G., Héctor Eduardo s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 555, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Jorge Daniel y otro s/ Portación de arma de fuego


    COMP. 526, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Cámaras de Casación. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina sentada por el Tribunal en Fallos: 316:1524 y 317:1440, en cuanto a que es la Cámara de Casación Penal la que debe ser considerada superior común, tanto de los juzgados en lo correccional como de los de ejecución penal.


    G., Juan Luis s/ Denuncia


    COMP. 603, XXXV, 01 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Martin Nicolás s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 727, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Walter Marcelino s/ Infracción a la Ley 25.086


    COMP. 774, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    H., Alberto Guillermo y otros s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 605, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    I., Daniel s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 639, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    I., Mario Daniel s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 728, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Competencia ordinaria. Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 715, L. XXXV, "N., Andrés Adrián s/ Portación de arma de uso civil".


    L., Carlos Emanuel s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 790, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Disparo de arma. Aeropuertos internacionales. Competencia ordinaria. Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal.



    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


     


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    L., Hilario Nicolás s/ Infracción Artículo 104 del Código Penal


    COMP. 638, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Armas de uso civil. Devolución del expediente. Cámara de apelaciones. 


    Recurso pendiente de resolución.


    Es doctrina de la Corte que, si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia para proseguir la investigación, se resuelva el recurso deducido.


    L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 641, XXXV, 01 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Alejandro Javier s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 768, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Diego Andrés s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 726, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Gabriel Ricardo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 837, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Atentado y resistencia a la autoridad. Competencia provincial. 


    En lo vinculado a la simple portación de armas de uso civil sin autorización legal, remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    Acerca del atentado a la autoridad, tiene resuelto el Tribunal que cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los de naturaleza federal de aquéllos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. También es doctrina de la Corte que debe reconocerse a la justicia nacional el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    M., Hernán Elías s/ Portación ilegitima de arma civil


    COMP. 724, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Matías Lucas s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 606, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Contrabando. Mercadería aduanera. Conexidad. Competencia federal. 


    En las hipótesis en las cuales no cabe dividir la  continencia de la causa, la unificación no ha de realizarse sustrayendo del conocimiento del fuero penal económico los delitos federales que son específicamente de su resorte, al mismo tiempo que el hurto de mercadería y su contrabando constituyen un hecho indivisible cuyo juzgamiento toca a la justicia federal.Cuando existe concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.


     A., Carlos Bernardo s/ Denuncia


    COMP. 359, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    N., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 689, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Competencia ordinaria. Delitos comunes. Delitos federales. Conexidad. Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    En lo vinculado a la portación de armas de uso civil, remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    Es doctrina del Tribunal que en los supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los de naturaleza federal de aquéllos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. El delito de portación ilegítima de arma de uso civil es claramente distinguible de los robos que se habrían intentado cometer con ella, por lo que se impone su investigación en forma separada.


    N., Andrés Adrián s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 715, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    O., José Luis y otros s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 763, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    O., Roberto Oscar s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 842, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Elías Ezequiel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 785, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Luis Osvaldo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 844, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Alberto Sebastian por infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 847, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Diego Gastón y otro s/ Tenencia de armas de guerra


    COMP. 610, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Marcelo Daniel s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 712, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    R., Mariana y Q., Víctor s/ Artículo 189 bis, 3er párrafo del Código Penal


    COMP. 839, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia territorial. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar, ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria cuando resulte, de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    R., Martin s/ Denuncia Infracción Artículo 142 bis del Código Penal


    COMP. 567, XXXV, 20 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumentos privados. Estafa. Concurso ideal. Competencia provincial. 


    La Corte tiene establecido que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar donde aquéllos fueron usados.


    R., Rafael y otro s/ Estafa. Causa n° 51.818/99


    COMP. 750, XXXV, 27 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Homicidio. Estupefacientes. Delitos comunes. Delitos federales. Conexidad. Competencia ordinaria. 


    La  intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. También tiene resuelto el Tribunal que cuando se  investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    R., Sebastián Pablo y otros s/ Homicidio


    COMP. 777, XXXV, 22 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Sergio Daniel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 607, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Justo Ramón s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 611, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    Remisión al dictámen de la causa Comp. 359, L. XXXV, "A., Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    S. G., Andrés Ismael s/ Denuncia


    COMP. 395, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Contrabando. Concurso ideal. Competencia nacional. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 359, L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    La circunstancia de que uno de los magistrados provinciales, que no ha sido parte en la contienda, se encuentre investigando el mismo hecho, no obsta que el conocimiento de la causa recaiga en la justicia nacional, pues su intervención debe ceder a favor del fuero federal. El encubrimiento afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual, en principio, resultaría competente el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por ese delito no han tenido participación alguna en la sustracción.


    S. L. M. S.A. s/ Contrabando


    COMP. 791, XXXV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Cuando de las constancias agregadas al incidente surge que por la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, no se advierte que se trate del delito de acopio, corresponde a la justicia provincial continuar con el trámite. 


     T., Cristina Beatriz y otro por tenencia de arma de guerra


    COMP. 649, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    T., Ariel Segundo s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 761, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    V., Alfonso s/ Ley 25.086


    COMP. 593, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., José Alberto s/ Tenencia de arma


    COMP. 780, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., Pablo Andrés s/ Infracción Artículo 189 del Código Penal


    COMP. 818, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., Ramón Luis s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 604, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542. L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    A., Claudio Darío s/ Infracción a la Ley 25.086


    COMP. 657, XXXV, 26 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 359, L. XXXV, "A., Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    A., Emilio Abraham s/ Denuncia


    COMP. 518, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolló el ardid propio de la estafa, como aquél, en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. También tiene establecido ese Tribunal, que para el supuesto de entrega de dinero a un abogado, a su requerimiento, para gastos de un juicio que nunca fue promovido, es competente el juez del lugar de la oficina del profesional, donde tuvieron lugar las tratativas y los pagos consecuentes.


    A., Matilde Felisa s/ Denuncia


    COMP. 640, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542. L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    C., Miguel Ángel s/ Infracción a la Ley 20.429


    COMP. 656, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Corrupción de menores. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, los hechos delictivos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de ellas se realice atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados.


    Comisaría Piedrabuena s/ Presunta infracción al artículo 125 del Código Penal


    COMP. 655, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    D. M., Fabián Ismael s/ Su denuncia de hurto


    COMP. 558, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Estafa. Concurso ideal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en el que aquéllos fueron entregados y donde además ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.


    F., Alicia Beatriz s/ Denuncia - Causa N° 17.243-2


    COMP. 562, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 359, L. XXXV, "A., Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    F., Paulo Gilberto s/ Denuncia de robo automotor


    COMP. 592, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado por acceso carnal. Investigación inconlcusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., L. O. y otros s/ Violación


    COMP. 416, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 359, L. XXXV, "A., Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    G., Narciso s/ Su denuncia de robo.


    COMP. 582, XXXV, 17 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Lugar del hecho. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiera llevado a cabo.


    L. T., Luis Alberto y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 530, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondo. Desnaturalización del cheque. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuando de las constancias del incidente surge que los cheques habrían sido entregados por los imputados en garantía de préstamos dinerarios y no pueda eliminarse la posibilidad de que en el caso haya existido una desnaturalización de la función del cheque como instrumento de pago, corresponde al  juzgado de la ciudad donde éstos habrían sido entregados proseguir conociendo en las actuaciones.


    M. A. V. H. S.A. s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 539, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Falsificación de documentos. Concurso ideal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que, a partir de las constancias incorporadas al incidente, no puede establecerse cuál fue el lugar de entrega posterior al presunto extravío del documento, corresponde al magistrado nacional que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidas las circunstancias anteriores a la presentación al cobro y que aparecen como probables de acreditar sobre la base del endoso que surge del reverso del cheque.


     M., C. s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 589, XXXV, 23 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia ordinaria. 


     


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 –artículo 289 inciso 3 del Código Penal, según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla al tribunal nacional en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados respecto del robo, especialmente si se repara en que no surge de las escasas constancias del incidente que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en aquel.


     M., Fernando Alberto y otros s/ Falsificación de marcas y sellos


    COMP. 566, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    P., Carlos Marcelo s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 695, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Aldana s/ Robo calificado por el uso de armas


    COMP. 648, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia nacional. 


    Tiene dicho la Corte que, cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que le corresponde entender en la causa.


    R., Jorge Alberto s/ Incidente de competencia


    COMP. 495, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Morosidad del proceso. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que, las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aún en los casos de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes.


    S., Miguel Ángel y otro por tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 5, XXVI, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    S. T., Félix s/ Infracción al Artículo 189 bis 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 630, XXXV, 26 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Servicio Penitenciario Federal. Requisa personal. Competencia provincial. 


    La Corte ha establecido que, en principio, el hábeas corpus y las demandas de amparo no autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben. Además, compete al juez de la respectiva causa, a tenor del artículo 18 de la Constitución Nacional, el control directo de los requisitos que la propia norma establece para el régimen carcelario, y que ante él debe ser planteada, con arreglo a las formas legales, la cuestión atinente a la vulneración de las garantías que protegen a quienes se hallan procesados o condenados por la comisión de delitos.


    S. V. s/ Denuncia


    COMP. 590, XXXV, 23 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondo. Desnaturalización del cheque. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuando de las constancias del incidente, surge que los cheques eran posdatados y que habrían sido entregados por los imputados a cambio de dinero en efectivo que ellos necesitarían, más allá del posible delito que corresponda reprocharle a aquellos, no puede eliminarse la posibilidad de que en el caso haya existido una desnaturalización de la función del cheque como instrumento de pago.


     Wisywing Construcciones y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 525, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    Z., Rodolfo Valentín s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 690, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Falsificación de sellos. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Son competentes para conocer en las causas por falsificación de instrumentos privados, los tribunales con jurisdicción en el lugar en que éstos hubieran sido usados.


    C., Augusto Ricardo y otro s/ Falsificación de sellos y firmas Causa N° 27.992/98


    COMP. 89, XXXV, 20 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Cuando la contienda negativa de competencia queda trabada entre dos jueces nacionales, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido la causa.


    Incidente de competencia formado en testimonios de sumario 46.158


    COMP. 91, XXXV, 22 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional.


    C., Mauro y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 103, XXXV, 09 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Compraventa de automotores. Prenda. Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    P., Juan Bautista c/ S., Alberto y Vefimer S.A. s/ Querella


    COMP. 113, XXXV, 20 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. 


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.


    P., Pablo Marcelo s/ Robo de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP. 107, XXXV, 20 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Privación ilegal de la libertad. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    La Corte entiende que son competentes para conocer en la causa, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica respecto del delito presuntamente cometido. Frente a tales hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    V., Ariel Hernán s/ Robo con armas


    COMP. 79, XXXV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Falsificación de cheque. Competencia provincial. 


    Cuando el hecho no haya perjudicado a algún organismo nacional ni vulnerado la fe pública ni el crédito del Estado Argentino o cuando la administración pública afectada sea de carácter provincial corresponde a la justicia provincial continuar con la sustanciación de la causa.


    A., Jorge A. s/ Presunta estafa


    COMP. 637, XXXIV, 09 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    B., Eduardo presunto supuesto autor infracción al Artículo 72 Inciso a) Ley 11.723


    COMP. 1069, XXXIII, 05 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Régimen penal tributario. Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. Cámara nacional de apelaciones. 


    Cuando una contienda negativa de competencia ha quedado trabada entre dos juzgados nacionales, según el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58, corresponde la intervención del órgano superior del magistrado declinante.


    C. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 23.771


    COMP. 599, XXXIV, 05 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Competencia de instrucción. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 44, L. XXXV, "C. T., Alberto y otros por encubrimiento".


    C. T., Alberto y otros s/ Asociación ilícita


    COMP. 43, XXXV, 04 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Recurso de apelación. Competencia de instrucción. 


    Si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia para proseguir con la investigación, se resuelva la apelación articulada.


    C. T., Alberto y otros s/ Asociación ilícita


    COMP. 44, XXXV, 04 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Investigación insuficiente. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D., Salvador Sergio s/ Estafa - Causa 95.940


    COMP. 695, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Falsificación de cheque. Concurso ideal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


    E., Ana María s/ Denuncia


    COMP. 674, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de ésta última a los que les corresponde entender en la causa.


    G., Alberto Omar s/ Hallazgo automotor Mercedes Benz patente N° Sxx 9xx


    COMP. 88, XXXV, 30 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Ardid. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal. La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de llegar a un criterio cierto en tal sentido. En consecuencia, corresponde al juzgado que previno, continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


     G., Francisco y otros s/ Estafa -causa N° 81.461/98-


    COMP. 6, XXXV, 08 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Encubrimiento. Reconocimiento en rueda de personas. Competencia nacional. 


    Las diferencias de apariencia física entre la descripción que consta en el expediente y la que surge del relato del denunciante, no alcanza para desvincular al denunciado del robo, cuando no se haya practicado su reconocimiento en rueda.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación procesal, para que eventualmente, se atribuya competencia, respecto del posible encubrimiento.


    G., Jorge Alberto s/ Robo calificado por el uso de armas


    COMP. 57, XXXV, 25 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Identificación registral del automotor. Recurso de apelación. 


    Si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia para proseguir la investigación, se resuelva la apelación intentada.


    G., Wenceslao. Comisario Mayor de Policía, Jefe de la U.E.T. s/ Eleva actuaciones p/ Infracción Decreto- Ley 6582/58


    COMP. 10, XXXV, 05 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Edgardo Fabián y otro s/ Defraudación


    COMP. 694, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Tribunal de alzada. Juez previniente. Cámara de Apelaciones. Justicia nacional en lo criminal y correccional federal. 


    Cuando una contienda negativa de competencia queda trabada entre dos jueces nacionales, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido el caso, de conformidad con lo reglado en el art. 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    José Luis M.y otros s/ Estafa


    COMP. 65, XXXV, 17 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Muerte. Mala praxis. Hospitales públicos. Competencia provincial. 


    La Corte tiene declarado que no corresponde atribuir al fuero de excepción el juzgamiento de hechos presuntamente ilícitos, si éstos no afectaron intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional y que la posibilidad de que la Nación deba responder eventualmente con su patrimonio por los delitos de los que pudiera ser responsable uno de sus dependientes, no suscita la intervención del fuero federal, en la medida en que el daño que pueda sufrir el Estado no responda al resultado directo de la acción típica.


    O., D. E. s/ Denuncia mala praxis


    COMP. 665, XXXIV, 09 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Reproducción ilegal de obra intelectual. Comienzo de ejecución del delito. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que, actos de relevancia típica, como el comienzo de ejecución del delito, resultan decisivos a los efectos de determinar la competencia.


    R., Francisco Pablo s/ Denuncia causa 50.261/98


    COMP. 33, XXXV, 05 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Lesiones. Servicio Penitenciario Federal. Empleados públicos. Competencia federal. 


    Atento que de las constancias agregadas al incidente surge que el hecho habría afectado el buen servicio de los empleados de la Nación, habida cuenta que la agresión del interno no sólo tuvo como víctima a un agente del Servicio Penitenciario Federal en cumplimiento de sus funciones, sino que además, como consecuencia de la lesiones sufridas, se vió impedido de continuar con ellas. Por ello, corresponde a la Justicia Federal, que previno, continuar con el trámite de las actuaciones.


     R., Héctor Raúl s/ Lesiones


    COMP. 64, XXXV, 17 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo con armas. Competencia provincial. 


    No existe una concreta contienda negativa de competencia si los tribunales intervinientes no se atribuyen recíprocamente el conocimiento de la causa.


    R., S. R. s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 676, XXXIV, 05 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación procesal respecto de la sustracción acaecida para que eventualmente se atribuya competencia respecto del posible encubrimiento.


    S., Diego Sebastián y otro s/ Robo automotor


    COMP. 696, XXXIV, 09 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    A., Rubén Darío s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 544, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Buques pesqueros. Aguas jurisdiccionales. Estado Nacional. Juez previniente. Competencia federal. 


    El lugar donde ocurrió la desaparición, se ubicaría en la zona donde el Estado nacional ejerce jurisdicción exclusiva sobre el mar territorial argentino, es decir, entre las tres y las doscientas millas marinas desde la línea de las más bajas mareas, según lo prescriben los artículos 1° de la ley 17094 y 2 de la ley 18502. Cabe añadir que sobre la franja del mar territorial adyacente a las costas y hasta las tres millas marinas, la jurisdicción será ejercida por las provincias. Este dominio exclusivo del Estado nacional sobre las aguas territoriales, provoca la intervención de la justicia federal en base a lo siguiente: El artículo 116 de la Constitución Nacional atribuye al Poder Judicial de la Nación el conocimiento de las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima. El inciso 1° del artículo 3° de la Ley 48 y el inciso a) del artículo 1° del Código Procesal Penal, en cuanto se refieren a los delitos cometidos en alta mar, captan, en este aspecto, los conceptos de almirantazgo y jurisdicción marítima y, por ende, son reglamentarios del artículo 116 de la Constitución Nacional. Estos artículos, en cuanto atribuyen competencia al fuero de excepción, deben aplicarse restrictivamente a los casos en que un interés nacional así lo justifique, y no porque un hecho ocurrió en el mar territorial, ya que según el artículo 2340 del Código Civil, éste es un bien público del Estado nacional o de los estados provinciales, según la distribución de los poderes hecha por la Constitucional Nacional. En el sub judice, se trata de la ocurrencia de un hecho en aguas territoriales sobre las cuales el Estado nacional tiene jurisdicción exclusiva, por lo que no corresponde aplicar la tesis restrictiva a la competencia federal indicada en el párrafo anterior. Es doctrina de la Corte que en todos aquellos casos ocurridos en la jurisdicción ejercida, de manera exclusiva por el Estado nacional, debe entender la justicia federal sin excepción alguna.


    Marinero A. s/ Averiguación desaparición de B/P Hoyo Marú N° 37


    COMP. 336, XXXV, 20 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, "M., Héctor Roberto por tenencia ilegal de arma de guerra”.


    G., Martín Carlos por tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 475, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia criminal y correccional. Competencia federal. 


    Nada se estatuyó específicamente respecto de la competencia en los casos de portación de arma de uso civil, aunque sí se lo hizo respecto de su simple tenencia (art. 1° de la ley 25.086). Al incorporarse aquel delito en el artículo 189 bis, tercer párrafo, del Código Penal, debe ser juzgado por la justicia federal de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del código ritual ya que, no se advierte que la sanción de la ley 25.086 haya modificado los principios que regulan la intervención de ese fuero, circunscripta a las causas que, como en el sub examine, expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia. En este sentido, es aplicable la doctrina del Tribunal en cuanto a que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y para ello la primera fuente es la letra de la ley. Además, dichas pautas no deben ser sustituidas por el criterio propio de los jueces so color de hermenéutica y, menos aun, cuando la ley no exige esfuerzo para su inteligencia por lo que, en principio, debe ser aplicada directamente con prescindencia de las consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas en ellas.


     L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado y hurto


    COMP. 542, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Tiene resuelto la Corte que la primera pauta hermenéutica es dar pleno efecto a la voluntad del legislador, cuya primera fuente es la letra de la ley y que en esta tarea no pueden descartarse los antecedentes parlamentarios, que resultan útiles para conocer su sentido y alcance. En este sentido resulta  necesario recurrir a aquellas razones que, oportunamente motivaron la sanción de la ley 23.817 que atribuyó jurisdicción a los jueces locales para entender en la simple tenencia de armas de guerra. La Corte ha establecido que el órgano de contralor a quien corresponde ratificar o desaprobar los decretos es el Congreso de la Nación, al que le compete arbitrar los medios para emitir su decisión, conforme a la Constitución Nacional y del modo que entienda adecuado a las circunstancias en que se expida al respecto. Por otra parte, si bien la ley 25.086 estableció la competencia federal respecto de la tenencia de armas de uso civil, no modificó la redacción del artículo 33, inciso e), del Código Procesal Penal. En efecto, así como se sostiene que, por ser la tenencia de armas de guerra una infracción de mayor entidad que aquella tiene por objeto a las de uso civil su conocimiento corresponde a la justicia federal, también podría afirmarse que, por ser el primero de esos delitos de competencia ordinaria, debería serlo igualmente el segundo por revestir menor gravedad para la seguridad pública. Sobre esta base, no se advierte que la sanción de la ley 25.086 haya modificado los principios que vienen imperando en materia de competencia respecto de la simple tenencia de armas de guerras, ya que, como surge del Tribunal, la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción, es decir, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, los cuales son de aplicación restrictiva.


    M., Héctor Roberto  por tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 480, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejercicio ilegal de la medicina. Poder de policía. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 575, L. XXXV, "S., Eleuterio s/ Infracción al artículo 43, inciso h), del decreto ley 8031173".


    N., Francisco s/ Infracción al Artículo 43 Inciso h) Decreto-Ley 8031/73


    COMP. 576, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    P., José Martín por portación de arma de uso civil


    COMP. 517, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


     S., Eleuterio s/ Infracción al Artículo 43, Inciso h) del Decreto Ley 8031/73


    COMP. 575, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542. L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    T., Cristian Fernando por infracción a la Ley 25.086


    COMP. 596, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 480, L. XXXV, "M., Héctor Roberto por tenencia ilegal de arma de guerra”.


    V., Armando y otro s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 541, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Circulación de moneda extranjera falsa. Concurso de delitos. Competencia federal. 


    Entre la estafa y la puesta en circulación de moneda extranjera falsa, media un concurso ideal, pues ambas conductas configuran aspectos distintos de un mismo hecho al constituir la segunda el ardid sin el cual no puede darse la primera, razón por la cual debe entender en la investigación del hecho la justicia federal.


    O., Dante s/ Formula denuncia c/ José María Q.


    COMP. 192, XXXV, 02 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Desaparecidos. Competencia federal. 


    Más allá de que los escasos elementos incorporados al incidente no posibilitan atribuir hoy la autoría del hecho a una o varias personas individualizadas, el delito a investigar podría ser de los que afectan o corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, en los términos del artículo 3°, inciso 3° de la ley 48 y artículo 33°, ap. 1, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación, toda vez que puede razonablemente sospecharse la intervención de las Fuerzas Armadas o de seguridad bajo su control operacional, máxime si se tiene en cuenta el momento histórico en que se habría desarrollado el hecho. En este sentido cabe estar a lo señalado por el artículo 2° de la “Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas”. Corresponde atribuir el conocimiento de la causa a la justicia federal de San Martín, con jurisdicción sobre Campo de Mayo, donde se habría producido la desaparición de quien se encontraría allí privado de su libertad. Esta solución en atención a la fecha reciente de la denuncia, es consecuente con las instrucciones a los fiscales de todos los fueros e instancias que intervengan en causas donde se investigan hechos ilícitos vinculados con violaciones a los derechos humanos, contenidas en la Resolución de esta Procuración General de la Nación N° 73/98, donde se afirmó la necesidad de que el sistema de administración de justicia respete el deber de reconstrucción histórica de los hechos sometidos a juzgamiento y de la búsqueda inclaudicable de la verdad material; y se instruyó a los fiscales “a colaborar con aquellos familiares de personas desaparecidas, que pretendan obtener información a través de las diversas instancias jurisdiccionales sobre el destino de las víctimas de esas violaciones, y evitar la realización de planteos que cuestionen las competencias que se han ejercido hasta la actualidad y que pueda provocar obstaculización de las tareas de investigación o una indebida dilación ”.


    A., Jorge Oscar s/ Causa Nº 10.191/97


    COMP. 108, XXXV, 20 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Unificación de pena. Ley penal más benigna. Competencia provincial. 


    El tribunal a quien corresponde la unificación prescripta en la primera hipótesis del artículo 58 del Código Penal -cuando después de una sentencia firme se deba juzgar por otro hecho distinto a quien está cumpliendo pena-, se constituye, ipso facto, como juez competente de la ejecución de esa pena única, de acuerdo a la modalidad con que la imponga. Las facultades ejecutorias del juez que aplicó el artículo 58 del Código Penal, encuentran fundamento en "la finalidad de lograr la unificación de la aplicación de las penas en todo el país". Las cuestiones que remiten a la necesidad de revisar una sentencia por aplicación de una ley penal más benigna (artículo 2 del Código Penal), son trámites de naturaleza incidental respecto del procedimiento de ejecución de la pena, aun cuando los regímenes procesales los hubieren incluido entre los supuestos del denominado recurso de revisión. Si el juez unificador es el de la ejecución de la pena única, y la ley penal más benigna es una cuestión incidental de la ejecución, es ese juez quien resulta competente para determinar si la modificación legislativa capta el caso concreto de manera más favorable al condenado.


    B., Alberto Eugenio p/ Robo, etc. s/ Recurso de revisión


    COMP. 119, XXXV, 28 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. En este sentido, el artículo 2° de la ley 23.098 efectúa una clara atribución de competencia, señalando que corresponde entender a la justicia federal cuando el acto reputado como lesivo procede de una autoridad nacional y a la justicia provincial cuando el acto proviene de una autoridad de este carácter. El acto que se estima vulneratorio de los derechos, que se tienden a proteger por medio del hábeas corpus, no emana de una autoridad nacional. En consecuencia, no existe razón alguna para que el caso sea de conocimiento del fuero federal. En esta inteligencia, y más allá de la procedencia o improcedencia de la acción intentada, corresponde intervenir en el caso al Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de San Luis. Ello sin perjuicio de que si este tribunal entiende que su conocimiento corresponde a otro de su misma provincia, se la remita de conformidad con la normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., Ana María s/ Hábeas corpus


    COMP. 26, XXXV, 08 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo calificado. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que resultan competentes para conocer de estos delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., Carlos s/ Robo calificado y privación ilegal de la libertad


    COMP. 106, XXXV, 21 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Juegos de azar. Competencia contravencional. 


    El régimen en materia de juegos de azar y sus posibles infracciones no delictuales, no trata una cuestión de índole federal ni está incluido en la reserva que se estableció sobre la legislación común (artículo 75 de la Constitución Nacional). Las autoridades de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, poseen por lo tanto, atribuciones legislativas y judiciales al respecto. En cuanto a la validez ex post facto de las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, es doctrina del Tribunal que, por ser de orden público y aún en caso de silencio, se aplican de inmediato a las causas pendientes. Este principio adquiere especial relevancia en casos como el presente, pues salvaguarda la jurisdicción de los tribunales locales. Todo ello sin perjuicio de que no deben afectarse ni la legitimidad de lo actuado ni las garantías del artículo 18 de la Constitución Nacional. El dispositivo del artículo 2 de la Ley 12, no se contrapone a esta solución, pues atiende más a la organización interna del turno que a la aplicación futura de la flamante competencia.


    D., Esperanza Patricia s/ Infracción al Decreto Ley 6518/57


    COMP. 104, XXXV, 21 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXIV, “Contaminación Arroyo Sarandí s/ Infracción Ley 24.051”.


    L., Darío O. y otros s/ Denuncia


    COMP. 146, XXXIV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Amenazas. Acumulación de procesos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las escasas constancias agregadas al incidente no aportan elementos de juicio suficientes para concluir que el presunto llamado amenazante se habría realizado en esta ciudad. Corresponde a la justicia local, que previno, proseguir con el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior. Esta solución se ajusta a la doctrina del Tribunal, según la cual, las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


     M., Roberto s/ Amenazas


    COMP. 74, XXXV, 14 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Competencia provincial. 


    La retención indebida se reputa consumada en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Si no surge claramente qué tipo de contrato se celebró entre las partes -compra venta a satisfacción del comprador, mandato, depósito- ni que se hubiera pactado expresamente el lugar de restitución o pago de las cosas, debe reputarse como tal el domicilio del deudor de la relación jurídica, según el principio general del artículo 747 in fine del Código Civil.


    N., Néstor s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 117, XXXV, 21 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Incendio naval. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Siendo que el único sector afectado por el incendio suscitado en el buque habría sido su sala de máquinas y que, por otra parte, las llamas habrían sido extinguidas en un lapso de aproximadamente quince minutos, con los medios propios de la embarcación, el hecho a investigar no habría afectado el servicio que presta el puerto de Comodoro Rivadavia, ni habría puesto en peligro la seguridad de la navegación.


    Prefectura Naval Comodoro Rivadavia s/ Averiguación de incendio


    COMP. 101, XXXV, 14 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Cheques. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando de las constancias del expediente no se puede determinar que la entrega del documento cuestionado haya tenido lugar en esta ciudad, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte, una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, y si esta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base del endoso del depositante.


    S., Gustavo Enrique s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 122, XXXV, 28 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Juegos de azar. Competencia contravencional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 104, L. XXXV, “D., Esperanza Patricia s/ Infracción al decreto ley 6618/57”.


    S., Roberto Jorge s/ Infracción al decreto ley 6618/57 Causa nº 7965


    COMP. 116, XXXV, 21 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo con armas. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que resultan competentes para conocer en esta clase de delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    Z., Juan Carlos s/ Denuncia de robo con armas


    COMP. 293, XXXV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Más allá que las escasas constancias incorporadas al incidente dificultan la calificación de los hechos prima facie en alguna figura determinada, toda vez que en Resistencia habría tenido lugar la entrega de los documentos rechazados, y que también allí tendría su domicilio el banco girado, corresponde al tribunal local conocer en la causa.


    A., Isidro H. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 115, XXXV, 19 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Dado que no obra en el incidente la resolución del juez de instrucción donde rechaza el planteo de inhibitoria formulado por el magistrado de Tucumán, esta ausencia de los fundamentos en que se basa el magistrado para considerarse competente, impide conocer su juicio sobre el objeto procesal y la calificación legal de los hechos investigados. Asimismo, desde este punto de vista formal, tampoco se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia, resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión.


    A., José Alfredo M. s/ Retención indebida


    COMP. 165, XXXV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La Corte tiene decidido que la realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida, y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. Al resultar de las constancias del incidente de que la estafa se habría perfeccionado con la entrega de un cheque falso dado en pago de la mercadería adquirida, resulta de aplicación la doctrina de la Corte según la cual, cuando el delito de falsificación de instrumento privado concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en el que fue entregado y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución del segundo delito.


    A., Marcelo G. s/ Estafa


    COMP. 139, XXXV, 03 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    No existe en el presente caso un conflicto que deba ser dirimido por la Corte, de acuerdo a lo establecido por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, ello es así porque no se encuentra agregada al incidente constancia alguna que acredite que los valores extraviados fueron presentados al cobro y rechazados por alguna causal. El tribunal tiene dicho que deben atenderse las circunstancias existentes al momento de decidir y, por otra parte, que es requisito para que la Corte pueda ejercer sus atribuciones jurisdiccionales, y no una cuestión académica abstracta.


    B., Marcelo Fabián s/ Denuncia


    COMP. 168, XXXV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Ahora bien, habida cuenta de que las constancias incorporadas al incidente no alcanzan para determinar si la entrega de los documentos tuvo lugar en la ciudad de Morón, más allá de la presentación en un banco de esa sede, por tanto, corresponde al tribunal nacional que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    B. P. S.R.L. s/ Denuncia -  Causa 35.138


    COMP. 121, XXXV, 06 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que, tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal. Por aplicación de estos principios, y habida cuenta que el despliegue engañoso habría tenido lugar en esta jurisdicción, donde se llevaron a cabo las negociaciones y las firmas de los contratos, y donde además el imputado recibió los cheques e hizo efectivo su cobro, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional.


    C., Jorge A. s/ Estafa


    COMP. 140, XXXV, 03 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Robo. Lesiones. Competencia provincial. 


    El tribunal tiene decidido que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado puedan ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentran desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    D., Miguel Ángel s/ Denuncia


    COMP. 161, XXXV, 07 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia nacional. 


    Toda vez que no existe controversia entre los magistrados contendientes respecto a la calificación legal del hecho denunciado, resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se reputa consumada en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida. De las constancias agregadas al incidente, no surge que se hubiera pactado expresamente, el lugar de la restitución de la documentación contable. Ahora bien, fenecida la locación, hubo un lapso en que las partes coincidieron en que tal lugar fuera el estudio del contador, en la ciudad de Buenos Aires. Posteriormente, y ante el fracaso de las gestiones, los representantes de la sociedad intiman al contador a efectuar la restitución en la sede social de la empresa, en la localidad de La Tablada, provincia de Buenos Aires. Esa coincidencia, a posteriori del contrato, sobre el lugar donde se devolverían las cosas, resulta relevante para establecer la competencia, no variando tal tesitura el ulterior acto unilateral de la denunciante que intimó a cumplir la obligación en su sede social. Por lo demás, se llega a la misma solución si se aplica la doctrina del Tribunal que postula que de no haber pacto expreso, debe reputarse como lugar de la obligación de restituir, el domicilio del deudor de la relación jurídica, según el principio general del artículo 747 in fine del Código Civil.


    G., Jacobo s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 163, XXXV, 14 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Denuncia. Competencia federal. 


    La Corte tiene decidido que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Por aplicación de estos principios, corresponde al Juzgado Federal conocer de las presuntas infracciones al artículo 33 de la ley 20.974, toda vez que, de acuerdo a los términos de la propia norma, resulta privativo de la justicia de excepción el juzgamiento de los delitos enumerados en ella.


    L. D., Alberto M. s/ Infracción artículo 33 Ley 20.974


    COMP. 190, XXXV, 27 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 117, L. XXXV.


    N., Néstor M. s/ Defraudación


    COMP. 150, XXXV, 03 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Retención indebida. Administración fraudulenta. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Puesto que hasta el momento no hubo una verdadera investigación para determinar concretamente cada uno de los actos y sus circunstancias, nada se sabe acerca del lugar exacto donde se produjeron los de relevancia típica o donde ocurrieron las disposiciones patrimoniales, por lo que no es posible resolver la competencia en base al conocimiento de estas características, debiéndose acudir, en su defecto, a otras hipótesis. En tales condiciones, debe entonces darse prioridad, según la doctrina del Tribunal, al lugar donde está ubicado el domicilio de la administración, entendiéndose por tal aquel donde se cumplen las negociaciones encomendadas al mandatario. Tesis que debe aplicarse aun en el supuesto de que la empresa tenga el legal en ajena jurisdicción. Cabe pronunciarse sobre la competencia en base al domicilio legal de la empresa, lugar donde se encuentra la sede principal y donde, en definitiva, se habría agotado el delito. Por lo demás, es allí donde los mandatarios debieron rendir cuentas de su gestión. Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde aquéllas debían rendirse. Y si bien en el caso de autos se trataría de una omisión y no de una falsedad en la rendición de cuentas, las situaciones se asemejan, por lo que resulta aplicable el mismo principio. Esta solución, por otro lado, se adecúa a principios de economía procesal, puesto que también en la provincia se domicilian los denunciantes y fue en esa jurisdicción donde se recibió la "notitia criminis" más completa de los hechos imputados.


    N., Osvaldo Ramón s/ Retención indebida


    COMP. 132, XXXV, 03 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, a lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente, no surge el lugar donde se habría producido la entrega de los mismos, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro, por tanto, corresponde al magistrado provincial, que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y el lugar de la entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta, circunstancias éstas anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    R. C., Aldo s/ Denuncia


    COMP. 166, XXXV, 14 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Denuncia. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para-, que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 1°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido, en el caso no concurren los elementos señalados, y que las escasas constancias incorporadas al incidente, no alcanzan para discernir la modalidad de las operaciones realizadas, como así tampoco si el hecho a investigar habría perjudicado al actor, al denunciado o al Fisco Nacional. En tales condiciones, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528, entre otros, corresponde al juzgado de Instrucción, que previno, seguir entendiendo en la causa.


    S., Raúl Daniel s/ Denuncia


    COMP. 171, XXXV, 26 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando por las escasas constancias incorporadas al incidente no es  posible determinar la circunstancia apuntada en el párrafo anterior corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación en este sentido sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    A., Alejandro Daniel s/ Denuncia


    COMP. 501, XXXIV, 12 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que las disposiciones de la ley 11.723 son de derecho común, y que, por otra parte, de las constancias del incidente no se advierte que los hechos a investigar pongan en peligro intereses federales ni afecten el servicio que presta la Universidad de Buenos Aires, corresponde al tribunal provincial proseguir con la tramitación de la causa.


    Á., Raúl Arturo s/ Denuncia


    COMP. 49, XXXV, 22 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Si de las constancias incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que la entrega de los documentos haya tenido lugar en esta ciudad, corresponde al tribunal provincial que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    Banco N. A. s/ Remite actuaciones


    COMP. 21, XXXV, 04 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Si la sustracción de los cartulares habría tenido lugar en las oficinas de la sociedad en esta ciudad corresponde al tribunal nacional investigar este delito. Asimismo, también es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Si de las probanzas incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega de los documentos sustraídos a la empresa, también corresponde al magistrado nacional, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de entrega originaria, circunstancias anteriores a la presentación al cobro de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso de la persona que efectuó su presentación.


    B., Carlos A. s/ Estafa


    COMP. 48, XXXV, 04 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    El delito de desbaratamiento de derechos acordados se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido.


    C., José s/ Denuncia


    COMP. 655, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Si no existe discrepancia entre los tribunales intervinientes acerca de la calificación de la conducta reprochada al imputado, resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    D., Carlos A. s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 27, XXXV, 04 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando por las escasas constancias incorporadas al incidente no es  posible determinar la circunstancia apuntada en el párrafo anterior corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación en este sentido sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    E., Marta B. s/ Denuncia


    COMP. 433, XXXIV, 12 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXIV, “Contaminación arroyo Sarandí s/ Infracción Ley 24.241”.


    F., Horacio s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 565, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXIV, “Contaminación arroyo Sarandí s/ Infracción Ley 24.241”.


    Sumario por infracción Ley 24.051


    COMP. 564, XXXIV, 19 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Al resultar de los dichos de la denunciante que, el accionar delictivo desplegado por el imputado no habría traspasado los límites de la avenida General Paz, sino que por el contrario, éste habría tenido comienzo en las escaleras de acceso a la vía y culminación debajo de ésta, corresponde a la justicia nacional proseguir con el trámite de las actuaciones.


    M., N. s/ Denuncia


    COMP. 19, XXXV, 16 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Juez de ejecución. Cámaras de Casación. 


    No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir. En efecto, a partir de la doctrina establecida por el Tribunal en Fallos: 316:1524, es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano superior común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, ya que del análisis de las normas relativas a los jueces de ejecución surge que contra las resoluciones que ellos adopten sólo procederá el recurso de casación, según lo dispuesto por el artículo 491 del Código Procesal Penal de la Nación. Este principio sólo reconoce excepción en la disposición del artículo 24, inciso 1°, del código de rito, que atribuye intervención a la cámara de apelaciones respectiva en los recursos interpuestos contra las resoluciones de los jueces de ejecución para los casos de suspensión del proceso aprueba, situación aplicable a las resoluciones adoptadas por el juez de ejecución del tribunal oral federal en el interior del país.


    N., Luis A. c/ Pref. Juan J. Bouvier s/ Amparo


    COMP. 72, XXXV, 22 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Falsificación de cheque. Competencia nacional. 


    Ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar en que el cheque fue entregado y donde, además, habría tenido principio de ejecución el delito de estafa.


    P., Héctor A. s/ Estafa


    COMP. 75, XXXV, 25 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Amenazas. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Competencia federal. 


    Toda vez que de los términos de la denuncia y de su ampliación, surge que la persona que habría impedido a la funcionaría ingresar al instituto y que le habría formulado la amenaza la hacía responsable de los despidos laborales dispuestos por el organismo, la conducta a investigar guardaría relación con la función de administradora que aquella desempeñaba en la entidad nacional.


    R., Soledad s/ Denuncia


    COMP. 2, XXXV, 25 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Protección de la flora y fauna silvestre. Competencia federal. 


    No existe en autos un conflicto jurisdiccional, toda vez que ello presupone una contienda entre dos tribunales o jueces -artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, según texto ordenado ley 21.708-.


    S., Alberto y otros s/ Infracción ley 22.421


    COMP. 32, XXXV, 04 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que las constancias incorporadas al incidente no alcanzan para determinar el lugar en el que fueron entregados los documentos objetos de esta contienda, corresponde al tribunal nacional, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, y si esta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    S., Claudio s/ Denuncia


    COMP. 85, XXXV, 24 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Habida cuenta que no existe controversia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación de la conducta a investigar, y que, por otra parte, es doctrina del Tribunal que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente, corresponde al Tribunal provincial continuar con el trámite.


    Z., Jorge y otro s/ Estafa


    COMP. 70, XXXV, 16 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte ha decidido que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Asimismo, es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del documento sustraído y que, por otra parte, se encuentra individualizada la firma que depositara el valor, corresponde al juzgado nacional, que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado.


    B. C. S. A. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 174, XXXV, 02 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el caso, no surgen medios de prueba que permitan determinar cuál es el hecho objeto de la investigación: la disposición del bien por parte del deudor prendario o su posterior malversación, en el curso de la ejecución judicial, es decir, una vez que fue secuestrado y entregado en depósito. Por un lado, el expediente comercial se habría devuelto al juzgado de origen, sin glosarse las copias pertinentes, excepto las del contrato de prenda y la diligencia judicial de intimación de pago y citación de remate. Por el otro, el juez que previno ni describió el hecho ni se refirió a la calificación legal. Por lo demás, tampoco resulta suficiente la opinión del fiscal nacional en cuanto a que el delito que habría cometido por el imputado consistiría en no haber puesto a disposición del Juzgado, el bien prendado del que era depositario, pues ella no conlleva un relato claro y circunstanciado del suceso. En tales condiciones no resulta posible resolver la presente contienda a la luz de un delito determinado que, en la especie, podría ser tanto una defraudación, como una malversación de caudales en depósito judicial. Ello es así puesto que, según se aplique una u otra hipótesis legal, puede variar la atribución de competencia según la materia. En este sentido el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Juan Carlos s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 205, XXXV, 03 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del banco. Competencia criminal y correccional. 


    Dado que el hecho denunciado encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    G., José Agustín s/ Estafa


    COMP. 199, XXXV, 07 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que, resultan competentes para conocer en esta clase de delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de "los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    M., Javier Oscar s/ Denuncia


    COMP. 206, XXXV, 02 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


     F., Juan Rafael s/ Tentativa de estafa


    COMP. 223, XXXV, 12 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Cheques. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


     F. M., José Francisco s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 84, XXXV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    Es un principio de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


     L., Alejandro s/ Tentativa de estafa


    COMP. 264, XXXV, 12 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Competencia provincial. Delitos tributarios. Competencia federal. Falsificación de sellos. Competencia nacional. 


    A los efectos de dirimir este conflicto, existen varias hipótesis delictivas a considerar. La primera de ellas, consistiría en la defraudación. Al respecto el tribunal tiene decidido que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal de competencia en el lugar en que aquellos fueron entregados y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito. En segundo término, de acuerdo a lo manifestado por el magistrado federal, toda vez que la falsa declaración del impuesto a las ganancias podría significar una infracción a la ley penal tributaria, corresponde a la justicia federal, con jurisdicción sobre la localidad donde se domiciliaria el imputado, conocer a su respecto. Finalmente, en lo que concierne a la adulteración del sello bancario inserto en la constancia de pago de los ingresos brutos, dado que se trata de un tributo local y que este hecho podría significar una defraudación a las rentas de la ciudad de Buenos Aires, corresponde investigarla a la justicia nacional de instrucción.


    R., Sergio Adrián s/ Denuncia


    COMP. 279, XXXV, 16 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


     A., Nicolás Mariano s/ Denuncia de estafa en tentativa


    COMP. 321, XXXV, 13 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Lugar del hecho. Asociación ilícita. Delito continuo. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones. 


    Corresponde al Juez donde se comprobó la tenencia y venta fraudulenta de los automotores robados y, donde comercializaron los automóviles y donde se llevó adelante la investigación que culminó con la detención de la mayor parte de ellos.


    Al resultar que los delitos encubiertos son de competencia de la justicia provincial, cabe concluir que los hechos objeto de esta causa afectan a ella y no a la administración de justicia nacional. Por ser ello así, no resultan aplicables las reglas de acumulación por conexidad, sino que corresponde investigarlos al tribunal común con competencia en el lugar donde se produjeron. En relación con el presunto delito de asociación ilícita, es doctrina de la Corte que ese delito tiene el carácter de permanente, y si el accionar se ha verificado en varias jurisdicciones corresponde atribuir la competencia al magistrado que resulte más conveniente por razones de economía procesal, con el fin de procurar una mejor actuación de la justicia que permita que la investigación y el proceso se lleven a cabo cerca del lugar donde ocurrió la infracción y donde se encuentran los elementos de prueba.


     B., Julio Antonio y otros s/ Encubrimiento reiterado


    COMP. 334, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


     B., Pablo Blas s/ Denuncia


    COMP. 324, XXXV, 23 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Juez previniente. Competencia nacional. 


    De acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528, y Competencia N° 488, XXXIV, “Hasse, Horacio s/ Infracción artículo 302 del Código Penal”, corresponde a la justicia nacional que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación


    D., María Florencia s/ Denuncia


    COMP. 376, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Al resultar de las declaraciones -no desvirtuadas por otros elementos del expediente- que los cheques cuestionados habrían sido entregados en pago en la localidad de Virreyes, corresponde atribuir competencia al Juzgado de Garantías para conocer en la causa. Ello sin perjuicio, claro está, de que si este magistrado entiende que su investigación corresponde a otro tribunal de su misma provincia, se la remita de conformidad con la normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


     G., Gustavo s/ Denuncia de estafa


    COMP. 307, XXXV, 10 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido, en casos sustancialmente análogos, que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar donde se dispone del bien gravado, sustrayéndoselo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor. Esta solución aparece como la más conveniente en atención a que allí, probablemente, se encontrarán los elementos de prueba y porque, además, se facilitará la defensa de la imputada.


     G., Lilian Carol s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 325, XXXV, 19 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. 


    G., Mariana Yolanda s/ Su denuncia



    COMP. 314, XXXV, 13 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Violación de sellos. Competencia correccional. Competencia nacional. 


    La rotura de una faja de clausura colocada por disposición de un juez nacional de comercio en el portón de un inmueble, permite encuadrar el hecho en el artículo 254 del Código Penal, sin perjuicio de la posterior investigación sobre las otras circunstancias típicas que exige este delito, a saber: idoneidad de la faja para conformar un sello impuesto por la autoridad competente; finalidad de aseguramiento, conservación o identificación de las cosas; quebrantamiento material que implique también el de la seguridad de los bienes que se tuvo en miras resguardar y que el sello representa. Toda vez que se trata de un sello impuesto por un juez nacional de comercio, corresponde aplicarla reiterada jurisprudencia de la Corte en el sentido de que los delitos ejecutados en perjuicio de la administración de justicia ordinaria de la Capital no son de competencia de los tribunales federales.


    Juzgado Comercial N° 11 s/ Violación de sellos- Artículo 254 Código Penal


    COMP. 220, XXXV, 10 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Telecomunicaciones. Afectación del funcionamiento de los servicios públicos. Competencia provincial. 


    A partir de las probanzas incorporadas al incidente, no se advierte que con motivo del hecho en análisis haya resultado afectada, de modo concreto, la prestación del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones, circunstancia que habilitaría la intervención de la justicia de excepción.


    M.de R., Noemí s/ Su denuncia


    COMP. 341, XXXV, 23 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Hurto. Competencia nacional. Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. Defraudación. Competencia provincial. 


    En primer lugar, la presunta sustracción del documento nacional de identidad, correspondería ser investigada por la justicia nacional de instrucción, por cuanto de las manifestaciones de la denunciante surge que la imputada podría haber tenido acceso a él cuando ambas vivían en casas contiguas sobre la calle Belgrano de esta ciudad y se visitaban con frecuencia. En segundo lugar, al resultar privativo de la justicia federal el juzgamiento de las infracciones al artículo 33 de la ley 20.974 -artículo 42, párrafo segundo de la misma norma- es la justicia federal, donde se usó el documento falso, la que debe entender de este delito aunque no haya sido parte en la contienda. Por último, habida cuenta que la Corte tiene decidido que la investigación de la adulteración de un documento nacional de identidad es escindible de la causa en la que se investiga la estafa perpetrada con su uso, corresponde atribuir competencia al Juzgado de Garantías para conocer de la defraudación cometida.


     N., Elisa s/ Hurto


    COMP. 358, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Delito continuo. Economía procesal. Domicilio del menor. Interés superior del niño. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que, en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal. En tal inteligencia, corresponde otorgar el conocimiento de la causa al juez del domicilio de la denunciante y de sus hijos, ámbito donde aquella podría ejercer una mejor defensa de los intereses propios y de los menores.


     O., N. M. s/ Su denuncia


    COMP. 315, XXXV, 13 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia de instrucción. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    P., Daniel s/ Denuncia


    COMP. 271, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Lesiones. Accidente ferroviario. Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Corresponde al tribunal federal conocer en esta causa de acuerdo a la doctrina de Fallos: 312: 1214; 313: 1107; 315: 2863 y Comp. N° 457, L. XXXI, “Briceño, Carmen s/ Muerte por accidente ferroviario”.


    P., Francisco A. s/ Lesiones por accidente ferroviario


    COMP. 243, XXXV, 10 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. 


    La contienda, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido en la causa.


    V., Luis A. y otros s/ Ley 23.737


    COMP. 306, XXXV, 10 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Cheque en blanco. Extravío de cheque. Juez previniente. Competencia provncial. 


    La Corte tiene decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque materia de este conflicto, corresponde a quien previno, profundizar la investigación penal preparatoria con la finalidad de establecer la causa y lugar de la entrega originaria, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    R., Sergio L. s/ Tentativa de estafa


    COMP. 69, XXXV, 30 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Robo calificado. Privación ilegal de la libertad. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Pluralidad de jurisdicciones.


    La Corte tiene decidido que resultan competentes para conocer en esta clase de delitos los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal. 


     Z., Juan Carlos s/ Denuncia de robo con armas


    COMP. 293, XXXV, 10 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Investigación del hecho. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Al no existir una concreta negativa por parte del magistrado provincial de que los hechos habrían acontecido en jurisdicción bonaerense, donde además se domiciliarían las menores junto con su madre -provincia donde la denunciante habría sido privada del cumplimiento de los derechos y obligaciones emergentes de la patria potestad-,  corresponde declarar la competencia del tribunal de provincial para conocer en la causa.


    A. G. y otra s/ Averiguación ilícito


    COMP. 703, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Asociaciones civiles. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    A. s/ Defraudación Rentas Nacionales


    COMP. 675, XXXIV, 03 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Habida cuenta que las constancias incorporadas al incidente no alcanzan para determinar que la entrega del documento en análisis haya tenido lugar en jurisdicción provincial, corresponde al tribunal nacional, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    B., Americo N. s/ Denuncia estafa


    COMP. 697, XXXIV, 24 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    B., Américo N. s/ Denuncia estafa


    COMP. 697, XXXIV, 02 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Hurto de automotor. Competencia provincial.



    Inexistencia de perjuicio directo y efectivo a la Nación.


     


    Habida cuenta que es doctrina del Tribunal que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3º del Código Penal, según reforma ley 24.721- no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, resulta que corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


    Boris C. s/ Denuncia hurto automotor


    COMP. 12, XXXV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Domicilio del banco. Competencia provincial. Competencia criminal y correccional. 


    Al resultar de las probanzas incorporadas al incidente, que la cuenta corriente habría sido cerrada con posterioridad a la entrega de los cheques posdatados, y que éstos habrían sido librados para cancelar una deuda preexistente, no existió simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, la entrega de esos valores no constituyó el ardid determinante del delito de estafa. En esta inteligencia, el hecho denunciado encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    C. G. S. A. s/ Infracción Artículo 302 Código Penal


    COMP. 4, XXXV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estrago culposo. Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Las sustancias tóxicas componentes del plaguicida arrojado desde el aire, no constituyen un “residuo peligroso” en los términos del artículo 2° de la ley 24.051. En primer lugar, por lo que indican los antecedentes históricos de la ley. Surge de su estudio, que los fundamentos invocados en los distintos proyectos y en los debates parlamentarios, fue la promover conductas empresarias tendientes a minimizar la producción de los desechos peligrosos que generan las industrias. En este sentido, en el proyecto original aprobado por la Cámara de Diputados, se considera peligroso a los efectos de la ley “todo residuo que, como consecuencia de procesos industriales, energéticos, de servicios o de degradación natural, presente características de toxicidad, inflamabilidad, reactividad, actividad biológica, corrosividad, causticidad y que puedan afectar directa o indirectamente a seres vivos y causar contaminación del suelo, el agua o la atmósfera” -artículo 1°-. En segundo lugar, porque en el “Convenio de Basilea, sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación”, ratificado por ley 23.922 del 21 de marzo de 1991, se establece que por “desecho” deben entenderse “las sustancias u objetos a cuya eliminación se procede, se propone proceder o se está obligado a proceder en virtud de lo dispuesto en la legislación nacional” -artículo 2°, párrafo 1-. El concepto cobra mayor claridad al ser leído en el texto original, oficial, en idioma francés o inclusive en otra de las traducciones, de que puede disponer, la italiana (que conjuntamente con las española, china, rusa e inglesa, constituye también texto oficial), o si se reemplaza las palabras “propone proceder” o “o se está obligado a proceder” por las de mejor lectura, “propone eliminar” y “se está obligado a eliminar”. Finalmente, el decreto 831/93 -reglamentario de la ley 24.051- en el apartado 27 del anexo I refiere que “a los fines de lo dispuesto en el artículo 2° de la ley, se denomina residuo peligroso a todo material que resulte objeto de desecho o abandono y pueda perjudicar en forma directa o indirecta, a seres vivos o contaminar el suelo, el agua, la atmósfera o el ambiente en general; y cualquiera de los indicados expresamente en el anexo I de la ley 24.051 o que posea alguna de las características enumeradas en el anexo II de la misma ley”. Sobre la base de estas consideraciones, el pesticida arrojado por la avioneta, a pesar de que podría constituir un tóxico peligroso, no es un desecho en los términos del artículo 2° de la ley de residuos peligrosos.


    Contaminación Arroyo Sarandí. Ley 24.051


    COMP. 641, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Contaminación ambiental. Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXIV, “Contaminación arroyo Sarandí s/ Infracción Ley 24.241”.


    Contaminación aguas arroyo Oveja Negra s/ Infracción Artículo 55 Ley 24.051


    COMP. 639, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXIV, “Contaminación arroyo Sarandí s/ Infracción Ley 24.241”.


    Contaminación en campos propriedad de la sucursal F. Eduardo s/ Actuaciones


    COMP. 640, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    P., Leopoldo L. s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 15, XXXV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Competencia federal. 


    Habida cuenta que los trabajos realizados para dejar transitables las vías férreas habrían significado una efectiva paralización de la marcha del tren, entorpeciendo su tránsito, ambos realizados una hora después del choque, es el tribunal federal el que debe continuar con el trámite de la causa.


    Q., Melchor A. s/ Su muerte


    COMP. 595, XXXIV, 24 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    W., Ruben O. s/ Denuncia


    COMP. 11, XXXV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Cheque. Juez previniente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    B., Osvaldo Alberto s/ Tentativa de estafa


    COMP. 344, XXXV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Delitos contra la propiedad. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser, tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    G., Norberto Ramón s/ Denuncia


    COMP. 374, XXXV, 27 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos prima facie en alguna figura determinada, estafa o libramiento de cheque sin fondos, obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, según texto ordenado ley 21.708.


     G. O., Mariano y López, Adriana s/ Su denuncia


    COMP. 345, XXXV, 15 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Robo con armas. Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene resuelto que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    L. C. S.A. s/ Su denuncia de robo con arma


    COMP. 428, XXXV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Presentación al cobro. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación que en definitiva resulte de la conducta a investigar, corresponde atribuir el conocimiento de la causa a la justicia provincial. Habida cuenta que de las escasas probanzas del incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega de los documentos extraviados y que por otra parte, se encuentra individualizada la firma que depositara los valores, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de entrega originaria, circunstancias anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    M. J., Nidia E. s/ Artículo 302 del Código penal


    COMP. 213, XXXV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Quiebra fraudulenta. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    De conformidad con lo resuelto por la Corte en Fallos: 297:318; 306:369; 310:2124 y en la causa “Adrili S.R.L.”, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías para conocer en la causa.


    Toda vez que el magistrado provincial no cuestiona la afirmación del juez nacional en el sentido de que tanto el asiento de los negocios como la sede de la administración de la fallida habrían estado situados en el establecimiento de la localidad bonaerense, y que, por otra parte, puede razonablemente inferirse que la sede social fijada por la firma no correspondería a la realidad de los hechos, ello conforme surge de los dichos de los imputados -que no se encuentran controvertidos por otras constancias de la causa- cabe concluir que en esa jurisdicción pudieron tener lugar los hechos descriptos en los artículos 176, 177 y 178 del Código Penal.


    Protección Médica B. S.A. s/ Quiebra fraudulenta


    COMP. 352, XXXV, 14 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Habeas corpus. Competencia de instrucción. 


    En la especie debe entender el juez con competencia en la ciudad de Córdoba, territorio donde el presentante cumple la pena de prisión. Ellos es así, con base en la doctrina, de la Corte, que sostiene, que las características propias de la naturaleza del hábeas corpus exigen que la averiguación sumaria indispensable para su resolución sea practicada por el magistrado con competencia en el lugar en el cual se estuviera ejecutando el acto por el cual se, reclama, a fin de garantizar, con su inmediatez, la adecuada apreciación de los hechos y la celeridad en el dictado y en el cumplimiento de la sentencia. Y, este principio, debe aplicarse, aun cuando el juez declinante, estime que en estos agravios debe entender el tribunal que impuso la condena o aquél que controla su ejecución. En tal caso, debió avocarse al conocimiento del hábeas corpus y, si así lo consideraba, rechazarlo in límine con base, en este fundamento, haciéndole saber, eventualmente, ante qué autoridad debía ocurrir. No puede el juez que recibe el hábeas corpus desplazar su competencia so pretexto de que es, un tema privativo del juez de ejecución penal, pues este juicio implica ya conocer del asunto y emitir una decisión que pone  fin al procedimiento, se postula que el caso no admite la vía excepcional de este remedio, sino que resulta tan sólo una contingencia de la ejecución de la pena. Esta tesitura encuentra fundamento en la naturaleza del precioso derecho que el hábeas corpus tutela, ya que esta garantía, instituida por la Constitución y reglamentada por las leyes del Congreso, demanda premura en el trámite, que se desnaturalizaría de introducirse en él articulaciones o incidencias de carácter innecesariamente dilatorio. Por lo demás, parece contradictorio afirmar que las cuestiones sobre el lugar donde se debe cumplir la pena hacen a su ejecución y, no obstante ello, en vez de rechazar el recurso, resuelto por estos argumentos  de  manera implícita, declarar la incompetencia y remitirlo al juez de ejecución penal. Desde antiguo la Corte aceptó como causa de rechazo de un hábeas corpus que la persona detenida estuviera en esa situación por orden y a disposición de otro juez. En el Fallo “Soto”, el Procurador General de la Nación, afirmo que “…es original pretender que se deje en libertad a un demente, que acaba de matar a un hombre, probablemente para que mate a otro, y todo por un recurso de hábeas corpus. Lo natural es que el padre del demente, pida ante el juez de la causa o ante cualquiera que juzgue competente, que se practique un reconocimiento facultativo, y se provea en su mérito lo que corresponda…”. La Corte confirmó el fallo apelado por sus fundamentos y de acuerdo con lo pedido por el Procurador General. Es, decir que en una situación análoga a la presente, en el sentido de que el juez del hábeas corpus entendió que el pedido debía ser considerado por el juez a cuya disposición se encuentra el detenido, aquel magistrado, lejos de declinar su competencia, entendió que con tal fundamento quedaba resuelto el recurso de manera negativa.


    Habeas corpus presentado por el interno R. A., Darío Fabián en su favor


    COMP. 381, XXXV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Plagio. Cámaras de casación. Competencia penal. 


    No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte resolver. Ello es así, porque de acuerdo a la doctrina establecida por la Corte en Fallos 316:1524; y más recientemente en Comp. N° 72, XXXV, “Napoli, Luis A.”, es la Cámara Nacional de Casación Penal, que posee facultades revisoras respecto de la resoluciones que dicten ambos tribunales, el órgano superior común de éstos, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, según texto ordenado ley 21.708. Sobre la base de estas consideraciones, es la Cámara Nacional de Casación Penal la  habilitada para decidir la cuestión planteada.


    R. S.A. y otros s/ Infracción ley 11.723


    COMP. 372, XXXV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Estafa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, cuando el delito de falsificación de instrumento privado concurre con el de estaba, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en el que aquél fue entregado y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.


    S., Gladys Liliana s/ Falsificación de documento privado y estafa


    COMP. 447, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    T., Leonardo R. s/ Tentativa de estafa


    COMP. 247, XXXV, 28 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Desobediencia. Consunción. Competencia nacional. 


    Toda vez que no existe un tribunal superior común a los magistrados en conflicto, la Corte es la llamada a decidir la cuestión, según lo prescripto por el artículo 24, inciso 7 del decreto-ley 1285/58. Teniendo en cuenta la distinta potestad legislativa y judicial de los delitos y contravenciones, así como que la penalidad es el criterio que permite distinguir entre ambas categorías, discurrir sobre la posibilidad de consunción, implica emitir un juicio sobre la existencia o inexistencia del delito. Y en el marco de la presente incidencia y a esta altura del proceso, no resulta procesalmente factible tal conclusión anticipada.


     V., Liliana Marta y otro s/ Desobediencia


    COMP. 411, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. Competencia del tribunal de casación. 


    La Cámara Nacional de Casación Penal, que posee facultades revisoras respecto de la resoluciones que dicten ambos tribunales en conflicto, es el órgano superior común de éstos, y el tribunal habilitado para decidir la cuestión planteada, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, según texto ordenado ley 21.708.


    A., Fernando César s/ Infracción Ley 24.241


    COMP. 503, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Acopio de municiones. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


    Asiste razón al tribunal federal, habida cuenta que de los elementos de juicio reunidos no surge que el hecho a investigar haya puesto en peligro la seguridad del Estado o sus instituciones, como así tampoco que las armas secuestradas hayan sido empleadas para la comisión de delitos cuyo juzgamiento resulte exclusivo de la justicia de excepción.


    A. Guillermo Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 465, XXXV, 15 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    De acuerdo a la doctrina de Fallos: 314:522 y Comp. N° 502, XXXIX, “Niz, Claudio y otro”; y Comp. N° 1, XXXV, “Carballo, Javier F.”; corresponde atribuir el conocimiento de esta causa al tribunal provincial.


    La Corte tiene dicho que los párrafos tercero y quinto del artículo 189 bis, del Código Penal, constituyen un único tipo penal con pluralidad de hipótesis enunciadas en forma alternativa. En efecto, la cantidad de objetos allí descriptos como de tenencia prohibida no tienen por efecto la multiplicación de las conductas, incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido por la disposición legal. El peligro para la seguridad común que la norma quiere evitar puede ser creado, indistintamente, por la tenencia no autorizada de un arma de guerra o de su munición.


     C., Marcelo Carlos s/ Infracción Artículo 189 bis, 4° y 5° párrafo Código Penal


    COMP. 458, XXXV, 01 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Títulos de créditos. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que las escasas constancias incorporadas al incidente no alcanzan para establecer que la entrega del documento tuvo lugar en esta ciudad, corresponde al tribunal provincial, que previno, profundizar la investigación en este sentido.


     C., María Isabel s/ Denuncia


    COMP. 504, XXXV, 15 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Toda vez que los escasos elementos de juicio agregados al incidente no alcanzan para acreditar la entrega de los documentos cuestionados tuvo lugar en esta ciudad, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación en este sentido.


    C., Miguel Ángel s/ Tentativa de estafa


    COMP. 491, XXXV, 15 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos prima facie en alguna figura determinada, estafa o libramiento de cheque sin fondos, obsta el correcto planteamiento de una contienda que corresponda dirimir a la Corte en virtud de lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58. En tales condiciones, y de acuerdo al criterio establecido en Fallos: 306: 1272 y 1997; 308:275; 311:528, entre muchos otros, y Comp. N° 488, XXXIV, “Hasse, Horacio”; corresponde a la justicia nacional, que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    F., Nora s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 509, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Enriquecimiento ilícito de funcionario público. Aportes del Tesoro Nacional. Administración Pública Provincial. Competencia provincial. Malversación de caudales públicos. Plan nacional de Empleo. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    En lo que respecta al presunto manejo irregular de las partidas provenientes de los ATN, toda vez que esos fondos son traspasados a las provincias y quedan incorporados a sus rentas para luego ser transferidos, a su vez, a los municipios destinatarios de las obras a las que están asignados, este hecho habría damnificado exclusivamente al patrimonio de esa comuna, por lo que de conformidad con la doctrina de la Corte, según la cual, la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, corresponde a la justicia provincial investigar esta conducta. Por último, en lo concerniente a las supuestas irregularidades atribuidas al funcionamiento municipal en relación al manejo de fondos provenientes del Ministerio de Trabajo para subsidiar los planes de empleo, dado que no se han incorporado al incidente elementos de juicio que permitan dilucidar si ellos ingresaron al patrimonio de la comuna y, por ende, si pudieron perjudicar las rentas de la Nación o tan sólo las del municipio, corresponde al tribunal federal que previno, continuar conociendo estos hechos, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados inconclusos.


    G., Alejandro Santiago y otros s/ Enriquecimiento ilícito


    COMP. 468, XXXV, 22 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa el conflicto, obsta la posibilidad de encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlos. De acuerdo al criterio establecido en Fallos: 291:272; 293:405; 306:1272 y 1997; 311:528, entre muchos otros, corresponde al juzgado de garantías que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    J., Raúl Julio s/ Denuncia


    COMP. 463, XXXV, 15 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    Relación de alternatividad.


    La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Los elementos de convicción incorporados al incidente no permiten, hasta el presente, concluir con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, que los procesados resulten ajenos al robo del automotor que investiga la justicia nacional. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto del robo acaecido en esta ciudad, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    M., Alberto Carlos y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 490, XXXV, 22 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Sistema métrico decimal. Metrología. Cámaras de casación. Competencia del tribunal de casación. 


    La Cámara Nacional de Casación Penal, que posee facultades revisoras respecto de las resoluciones que dicten ambos tribunales en conflicto, es el órgano superior común de éstos, y el tribunal habilitado para decidir la cuestión planteada, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, según texto ordenado ley 21.708.


    M., Omar y otro s/ Infracción Ley 19.511


    COMP. 471, XXXV, 25 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Extravío de cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible determinar la circunstancia determinada en el párrafo anterior corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado.


    O., Eduardo Natalio s/ Denuncia


    COMP. 457, XXXV, 22 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido a través de numerosos precedentes que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se huevies llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    V., Néstor Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP. 489, XXXV, 25 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Falsedad de instrumento público. Documento nacional de identidad. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que la investigación de la adulteración de un documento nacional de identidad es escindible de la causa que se investiga la estafa perpetrada con su uso. Las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


     C., Emilio Luis s/ Tentativa de estafa


    COMP. 598, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Infracciones tributarias. Concurso de delitos. Competencia de instrucción. 


    La Corte tiene establecido que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. También, como lo expresa el magistrado federal, es doctrina del Tribunal que las reglas de conexidad en materia penal, sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales.


     D., Juan Angel s/ Denuncia por estafa


    COMP. 587, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Protección del medio ambiente. Desechos peligrosos. Interpretación de la ley. Provincias. Facultades delegadas. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    De las probanzas agregadas al sumario no surge que los desechos de la construcción, provenientes de la firma imputada, pudieron afectar" a las personas o al ambiente fuera de los límites de la provincia de Buenos Aires. Es regla que en la interpretación de las leyes debe darse pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que se compadezcan con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. También la Corte ha dicho que la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de los términos de la ley, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma. La intención del legislador puesta de manifiesto en el debate parlamentario de la ley 24.051 fue la de respetar las atribuciones de las provincias para dictar normas de igual naturaleza, intención que quedó plasmada en la redacción final del artículo 67 de la ley. En función de un análisis armónico de las normas que rigen la cuestión con el artículo 41 de la Constitución Nacional, que atribuye a la Nación la facultad “de dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección del ambiente, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales”, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa.


    E. A. S.A. s/ Infracción a la Ley 24.051


    COMP. 549, XXXV, 15 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Falsedad de instrumento privado. Domicilio del banco. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones rituales. En atención a ello y dado que no existe discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de que los instrumentos presuntamente adulterados fueron utilizados en la sede bancaria provincial, corresponde al Juzgado de Garantías entender en esta causa.


    F., Ernesto s/ Denuncia


    COMP. 561, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene decidido que resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio del deudor.


    I., Vicenta Ester s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 586, XXXV, 11 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Protección del medio ambiente. Desechos peligrosos. Interpretación de la ley. Provincias. Facultades delegadas. Autonomía provincial. Competencia provincial. 


    Más allá de que los materiales secuestrados, por hallarse incluidos en la categoría Y-9 del Anexo I de la ley 24.051, podrían considerarse “residuos peligrosos” en los términos del artículo 2° de la misma norma, de las demás probanzas agregadas al sumario no surgiría  que esos desechos pudieron afectar a las personas o al ambiente fuera de los límites de la provincia de Buenos Aires. Es regla que en la interpretación de las leyes debe darse pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que se compadezcan con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. También la Corte ha dicho que la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de los términos de la ley, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma. La intención del legislador puesta de manifiesto en el debate parlamentario de la ley 24.051 fue la de respetar las atribuciones de las provincias para dictar normas de igual naturaleza, intención que quedó plasmada en la redacción final del artículo 67 de la ley. En función de un análisis armónico de las normas que rigen la cuestión con el artículo 41 de la Constitución Nacional, que atribuye a la Nación la facultad “de dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección del ambiente, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales”, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa.


    Lubricentro B. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP. 547, XXXV, 12 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    A., Domingo Fernando s/ Infracción al Artículo 42 de la Ley Nacional de Armas


    COMP. 581, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    V., Sergio Omar por infracción a la Ley 25.086


    COMP. 595, XXXV, 16 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Amenazas. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5° de la ley 48 deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    O., Claudio Marcelo y otro s/ Amenazas -Causa n° 48.320/5-


    COMP. 23, XXXV, 23 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Domicilio del banco. Competencia provincial. 


    Cuando surge de las constancias de autos que los cheques entregados de acuerdo con las formalidades previstas en el Artículo 11, inciso f) de la ley 24.760, fueron liberados contra una cuenta de la sucursal provincial, corresponde al magistrado de esa localidad conocer en la causa.


    G., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 689, XXXIV, 16 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Cédula verde. Competencia federal. Encubrimiento. Robo. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Respecto al delito de falsificación de la cédula de identificación de un rodado corresponde atribuir la competencia al juez federal del lugar donde se descubrió la falsificación, aunque no haya sido parte en la contienda. En cuanto al formulario de transferencia e inscripción de dominio adulterado, cuando no surja del incidente que haya sido presentado ante las autoridades del Registro Nacional de la Propiedad Automotor, ni resulte posible determinar dónde fue confeccionado, corresponde al magistrado del lugar donde se comprobó el hecho y se secuestró aquél conocer de este delito.


    P., Claudio Marino s/ Hurto de automotor -causa n° 5.872/98-


    COMP. 14, XXXV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Aportes y contribuciones previsionales. Competencia federal. 


    La presunta retención de los aportes o contribuciones correspondientes al sistema de seguridad social, sea que los empleados se encuentren o no inscriptos, es competencia, en el interior del país, de la justicia federal, de conformidad con la regla establecida en el artículo 22 de la ley penal tributaria vigente (ley 24.769).


    E.. S.A. s/ Presunta infracción Ley 23.771 -causa 518/96-


    COMP. 493, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306: 1272 y 1997; 303:275 y sentencia del 5 de febrero de 1998 in re "Molina, Mario Orlando s/artículo 302 del C.P." Comp.81"1 L. XXXIII.


    Cuando de las escasas constancias incorporadas al incidente no surgen elementos de juicio que permitan calificar prima facie los hechos denunciados en alguna figura determinada la contienda no se halla precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    M., Antonio s/ Denuncia


    COMP. 432, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Al no haberse incorporado las constancias de las que resultaría la condición de depositario judicial del imputado, la documentación obrante en el incidente no alcanza para calificar, con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa como malversación de caudales y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponda investigarlo. Corresponde al magistrado que previno, continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P., Alejandro Enrique y Paradiso Trans S.R.L. s/ Defraudación


    COMP. 682, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3° inciso 5° de la ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar, ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria cuando resulte de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    C. C., Walter Héctor y Roberto Bernardo Contreras s/ Robo calificado


    COMP. 572, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Falta de calificación legal. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B. R. de la P. S.A. s/ Estafa


    COMP. 671, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Coacción. Lugar del hecho. Juez de Garantías. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos.


    Y., Juan Manuel s/ Coacción


    COMP. 642, XXXV, 25 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Hurto de línea telefónica. Afectación al servicio público. Competencia federal. 


    Al resultar de las constancias de autos la existencia de una conexión clandestina, no puede eliminarse la posibilidad -dadas las características de la irregularidad denunciada- de que al menos la usuaria que denuncia, viera interrumpido el uso del servicio que le presta la empresa de teléfonos.



    E., Cristian Alberto s/ Hurto línea telefónica


    COMP. 311, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Defraudación. Retención indebida. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Ya sea que el hecho se subsuma en el inciso 2° o en el inciso 7°, ambos del artículo 173 del Código penal, para resolver la cuestión planteada, hay que tener en cuenta donde tuvieron lugar los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos.


    T., Hugo C. s/ Retención indebida


    COMP. 684, XXXIV, 10 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    B., Albino s/ Estafa


    COMP. 679, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Robo. Cheque. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el cheque habría sido presentado al cobro en una sucursal de capital, corresponde al juez que previno de esta ciudad continuar conociendo en la causa.


    D. S., Julio Alberto s/ Denuncia robo


    COMP. 688, XXXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Inhibitoria. Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que el desistimiento del juez requirente de la inhibitoria hace desaparecer todo conflicto que pudiera ser sometido a la Corte.


    T., Juan Carlos s/ Recurso de apelación


    COMP. 698, XXXV, 06 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Delito continuo. Economía procesal. Domicilio del menor. Interés superior del niño. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que en atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde declarar la competencia del juez del domicilio de las beneficiarías de los alimentos, ámbito donde la madre podría ejercer una mejor defensa de los intereses de las menores.


    B., M. C. s/ Incumplimiento deber de asistencia familiar


    COMP. 273, XXXV, 25 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Retención indebida. Domicilio del deudor. Competencia de instrucción. 


    La hipótesis delictiva a considerar para dirimir esta contienda, es la prevista en el artículo 173, inciso 2°, del Código Penal; por lo que resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte que establece que la retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Al respecto, cabe señalar que también es doctrina de la Corte que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 747 y 1410 del Código Civil conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    A., José Alfredo s/ Retención indebida


    COMP. 165, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Estafa. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A. A. T. s/ Estafa


    COMP. 290, XXXV, 06 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto de competencia, no se halla precedido de una investigación suficiente, es decir, cuando las declaraciones de incompetencia no contienen la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, corresponde al tribunal que previno continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    O., Carlos Desiderio s/ Falsificación documento privado


    COMP. 180, XXXV, 20 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaracioncs de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al tribunal que previno continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Sumario averiguación infracción Artículo 249 del Código Penal s/ (P.A.M.I. muerte de Mario Alfredo E.)


    COMP. 189, XXXV, 02 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 346, L. XXXV.


    M., Nélida Susana y B., Emma Susana s/ Estafa


    COMP. 342, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    B., Diego Sebastian s/ Infracción a la Ley 20.429 modificada por Ley 25.086


    COMP. 680, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 351, L. XXXV.


    M., Yanina s/ Tentativa de estafa


    COMP. 332, XXXV, 07 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 425, L. XXXV.


    P., Alfredo (Cochería Paraná S.A.) s/ Defraudación contra la administración pública


    COMP. 419, XXXV, 21 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    B., Luis Ariel y otro s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 634, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente re resolución.


    C., Cesar Antonio y otro s/ Infracción a la Ley 25.086


    COMP. 748, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    C., Fabián y otro s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 797, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086”.


    Recurso pendiente de resolución.


    C., Jorgelina s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 684, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    C., Rubén Darío y otro s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 795, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086”.


    Recurso pendiente de resolución.


    C. A., Darío y otros s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 801, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    F., Cristian y otro s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 803, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    F., Leonel B. Por infracción a la Ley 20.429 modificada por Ley 25.086


    COMP. 679, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086”.


    Recurso pendiente de resolución.


    G., Andrés Alfredo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 682, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086”.


    Recurso pendiente de resolución.


    G., Julio Eduardo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 683, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    G., Pablo Daniel s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 746, XXXV, 13 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086”.


    Recurso pendiente de resolución.


    L., Héctor Eduardo David s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 853, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086”.


    Recurso pendiente de resolución. 


     


    L., José Darío s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 594, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa  Comp. 542, L. XXXV, "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    Recurso pendiente de resolución.


    M., Héctor Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 817, XXXV, 29 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Armas. Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    M., Mariano Sergio s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 793, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    P., Antonio Humberto s/ Ley 25.086


    COMP. 796, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    P., Manuel Antonio s/ Ley 25.086


    COMP. 798, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    P., Marcelo Orlando p/ Ley 23.737 y Ley 20.429 (Modificada por Ley 25.086)


    COMP. 633, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    P., Matías y otro s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 635, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    P., Sergio s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 804, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    R., Juan Carlos s/ Infracción a la Ley 25.086


    COMP. 677, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086”.


    Recurso pendiente de resolución.


    S., Ester Graciela s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 802, XXXV, 23 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 641, L. XXXV, "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    Recurso pendiente de resolución.


    Z., Carlos Alberto s/ Infracción a la Ley 25.086


    COMP. 678, XXXV, 21 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Declaración de incompetencia. Pago con cheques sin provisión de fondos. Competencia ordinaria. 


    Para el correcto planteo de una cuestión de competencia, los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa.


    M. y Cía. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 659, XXXV, 23 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Investigación inconclusa. Encuadramiento legal de los hechos. Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al tribunal que previno, continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    D., Blanca Petrona s/ Denuncia por estafa -Causa N° 105.532/98-


    COMP. 13, XXXV, 05 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al tribunal que previno, continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    F., Ángela s/ Denuncia expediente N° 912/98


    COMP. 573, XXXIV, 05 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal. Sobreseimiento. Excepciones procesales. 


    Artículos de previo y especial pronunciamiento.


    Toda vez que la resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la regulación procesal de los artículos de previo o de especial pronunciamiento que son aplicables por analogía en el caso de autos, la Corte debe dejar sin efecto el sobreseimiento.


    Sumario averiguación presunto hurto


    COMP. 980, XXXIII, 18 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Incidente de excarcelación. Cámara federal de apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 93, L. XXXV, "Oviedo, L. C. s/ Extradición".


    El recurso planteado no se dirige contra la sentencia definitiva del juicio de extradición, razón por la cual, de conformidad con lo previsto por el artículo 33 de la ley 24.767 a contrario sensu, la apelación articulada en este incidente resulta extraña al conocimiento restrictivo de la Corte.


    Incidente de excarcelación s/ Julio Cesar M. C.


    M. 533, XXXV, 28 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa O. 93, L. XXXV, "Oviedo, L. C. s/ Extradición".


    El recurso planteado no se dirige contra la sentencia definitiva del juicio de extradición, razón por la cual, de conformidad con lo previsto por el artículo 33 de la ley 24.767 a contrario sensu, la apelación articulada en este incidente resulta extraña al conocimiento restrictivo de la Corte, y debe ser decidida por la Cámara Federal competente.


    Incidente de excarcelación s/ María del Rosario S. D.


    S. 468, XXXV, 28 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Devolución del expediente. 


    La Corte ha resuelto, de modo reiterado, que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que las declaraciones contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Provincia de Santa Fe s/ Inhibitoria Artículo 39 del Código Procesal Penal


    COMP. 20, XXXV, 01 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Denuncia. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para promover la competencia originaria del Tribunal, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de los agentes diplomáticos, resulta indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte querellante, petición que no ha formulado ningún funcionario de la representación diplomática involucrada. De las constancias del legajo, tampoco se desprende que el hecho ilícito denunciado haya afectado las actividades propias de la Embajada ni las de sus autoridades, conforme la doctrina sentada por la Corte en Fallos: 304:1495, 305:1148, 308:1673, 311:916 y 2125, entre otros.


    G., Alí s/ Denuncia robo


    G. 282, XXXV, 06 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Competencia provincial. 


    No se verifica en autos un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, toda vez que ello supone una contienda entre dos tribunales o jueces que no tengan un órgano superior común, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 -según texto ordenado por ley 21.708-.


     D., Sergio s/ Denuncia


    COMP. 685, XXXIV, 04 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Robo. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, toda vez que ello presupone una contienda entre dos tribunales o jueces.


     P., Enrique Teófilo s/ Denuncia


    COMP. 322, XXXV, 23 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Protección de la flora y fauna silvestre. Lugar del hecho. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido, en un caso análogo al presente, que la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    S., Alberto y S. Leonardo A. s/ Infracción Ley 22.241


    COMP. 282, XXXV, 10 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Contrabando. Competencia en lo penal económico. 


    No existe fundamento legal alguno para que la causa continúe radicada ante la Corte, por lo que corresponde remitir la causa a conocimiento del Juzgado Nacional en lo Penal Económico en el que se iniciaron las actuaciones.


    E. R., Pedro M. y M., Alejandro Mario s/ Contrabando


    E. 120, XXVII, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Amenazas. Estafa. Competencia federal. 


    No existe fundamento legal alguno para que la causa continúe radicada ante la Corte. Por ello corresponde remitir la causa a conocimiento del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, donde se inicio.


    S., Luambo Francois s/ Amenazas-Estafas


    S. 627, XXXIII, 24 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Presentación al cobro. Investigación inconclusa. Competencia de instrucción. 


    No existe en autos un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, toda vez que ello presupone una contienda entre dos tribunales o jueces según el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, según texto ordenado ley 21.708. En esta inteligencia, corresponde devolver el presente incidente al Juzgado de Instrucción, a los efectos que pudieran corresponder, sin que resulte ocioso, que si bien la doctrina citada por el magistrado preventor al fundamentar su inhibitoria es la que rige en la materia, la Corte tiene decidido también que corresponde a este profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación.


    S., Raúl Alberto s/ Denuncia


    COMP. 404, XXXV, 15 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Robo de automotor. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Los escasos elementos de juicio reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en la que habría incurrido el procesado. Sentado ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del hecho principal, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. En esta inteligencia, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional de instrucción que investiga el robo del automotor para conocer de este hecho, aunque no haya sido parte en el conflicto, sin perjuicio de lo que resulte del trámite.


    B., Allan Héctor s/ Encubrimiento


    COMP. 443, XXXV, 22 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia de instrucción. 


    No se verifica en autos un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, toda vez que ello supone una contienda entre dos tribunales o jueces que no tengan un órgano superior común, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 según texto ordenado por ley 21.708.


    C., Diego Amadeo s/ Denuncia


    COMP. 472, XXXV, 15 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia federal. 


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso7°, del decreto ley 1285/58. En ese sentido, la Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Habida cuenta que en el caso no concurren los elementos señalados, corresponde al tribunal federal que previno, continuar interviniendo en la causa.


    H., Roberto s/ Presunta infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 478, XXXV, 22 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Defraudación. Competencia nacional. 


    No se verifica en autos un conflicto jurisdiccional correctamente planteado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, según texto ordenado por ley 21.708, toda vez que ello supone una contienda entre dos tribunales o jueces que no tengan un órgano superior común.


    L., José Bruno s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 450, XXXV, 01 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 


    El presente conflicto de competencia, no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso7°, del decreto ley 1285/58. La ausencia de constancias relativas a los hechos sobre los cuales versa, obsta la posibilidad de encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlos.


    L., Ricardo Oscar s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 470, XXXV, 01 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Intimidación pública. Embajadas. Estados extranjeros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal tiene establecido que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados, en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 que los reglamenta. No concurren los supuestos que habilitan el conocimiento de la Corte, desde que no se han afectado las actividades propias de la sede diplomática o la de sus funcionarios, ninguno de los cuales se presentó como parte en el proceso.


    Embajada de la Federación Rusa s/ Intimidación pública


    E. 198, XXXV, 12 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Nueva vista. 


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    G. D., Edgardo José y otra s/ Defraudación - Causa N° 45.822-


    G. 427, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    G., Sebastián Alberto José c/ Coiro, Sara María s/ Ejecución de sentencia


    COMP. 38, XXXV, 15 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor proveer.


    B. S.A. y Wan Color s/ Infracción Ley 22.415


    COMP. 490, XXXIV, 25 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    R. S, Víctor Raúl s/ Lesiones y amenazas


    R. 389, XXXIV, 22 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Procesal Penal


    General. Jurisdicción y Competencia. Competencia. Por la Materia. Distribución de la Competencia. 


    Contienda negativa de competencia. Desaparición de un arma de Gendarmería. Improcedencia de la competencia federal ante la falta de afectación de intereses federales o prestación del servicio nacional.


    No basta la sola circunstancia de que un delito se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que haya afectado intereses federales o la prestación del servicio nacional.


    G., Teófilo s/ Denuncia hurto


    COMP. 980, XXXIII, 05 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Queja por denegación de recurso extraordinario


    Extorsión. Sobreseimiento. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho reiteradamente la Corte que las cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, resultan ajenas por principio a la vía deI recurso extraordinario prevista en el artículo 14 de la ley 48, salvo que en el caso concreto se demuestre arbitrariedad. La mencionada tacha, según también ha sostenido la Corte en numerosas ocasiones, reviste carácter excepcional y no tiene por objeto corregir en una nueva instancia pronunciamientos equivocados o que las partes reputen tales, pues sólo se refiere a supuestos de omisiones o desaciertos de gravedad extrema, estando reservada a casos en los que se verifica un apartamiento primario de la solución prevista en la ley, o una absoluta carencia de fundamentación. Resulta injustificada la arbitrariedad que el recurrente atribuye al voto de la mayoría de la Cámara de Casación, pues los puntos III, IV y V del fallo, están dedicados a decidir fundadamente la improcedencia de la vía casatoria en lo que a ello concierne, aventando de tal forma, y más allá de las facultades soberanas que en tal aspecto le son reconocidas a los tribunales de alzada, la impugnación que se le dirige. La decisión del a quo, da respuesta a la argumentada inobservancia de normas procesales (arts. 82, 168, 206, 398 y 415 de la ley adjetiva), remitiendo al texto de esas mismas disposiciones y a la exigencia, desde el punto de vista de la procedencia del recurso de casación, de que su incumplimiento se encuentre expresamente sancionado con alguna de las consecuencias mencionadas en el inciso 2° del artículo 456 del Código Procesal Penal, sea inadmisibilidad, caducidad o nulidad. También decide, sin incurrir en arbitrariedad, el rechazo del agravio referido a la prescindencia en la consideración de prueba, pues es propio de sus facultades y de las características del recurso de su competencia, exigir, si como en el caso no fue satisfecho, que el impugnante precise de qué manera el elemento de juicio indicado, podría resultar decisivo para una apreciación diferente del caso juzgado, o de qué modo alteraría su mérito la decisión del juzgador. El agravio referido a la falta de fundamentación suficiente que el quejoso achaca a la resolución en crisis, por cuanto estaría sustentado en afirmaciones dogmáticas, se refiere a cuestiones de derecho común, como es la determinación de la presencia de los elementos tipificantes de la extorsión. Las conclusiones del a quo, con las que puede o no estar de acuerdo el apelante, cuentan con fundamentos suficientes que en modo alguno resultan dogmáticos, sino que son consecuentes con las constancias de la causa. Pretender la descalificación del fallo por la prescindencia del texto legal del art. 169 del CP, resulta a esta altura un planteo tardío e improcedente, pues que el a quo haya omitido su consideración no es más que el resultado de la falta de introducción de la cuestión, como surge con claridad meridiana de la lectura del propio recurso de casación y sus ampliaciones, donde ni siquiera se hace alusión al mencionado tipo legal, y donde debió fundadamente propiciar su aplicación y, en su caso, el abandono de la que sostuvo durante todo el proceso. El exceso ritual o formalista que achaca a la sentencia no se encuentra debidamente fundado, pues no se ha ocupado el recurrente en señalar mínimamente en qué consistió, más allá de sus ya tratadas discrepancias con el rechazo de los agravios. El pronunciamiento impugnado contiene un análisis razonado de tipo penal denunciado. Los agravios expuestos por el apelante intentando descalificar el fallo por su supuesto contenido meramente dogmático, no deben tener acogida favorable en esta instancia, ya que la conclusión a la que arribaron los jueces de la causa durante las distintas etapas por las que atravesó, resulta de la valoración que efectuaron de las circunstancias del caso, de la apreciación de la conducta atribuida a los imputados y de la inteligencia asignada a las normas no federales aplicadas. No se advierte que en el proceso se haya incurrido en violación a la garantía de la defensa en juicio, ni en una valoración caprichosa de la prueba o en otro defecto de razonamiento que autorice a descalificar lo resuelto sin que las objeciones del recurrente sobre los elementos de convicción analizados por la Cámara, traduzcan otra cosa que meras divergencias con el criterio de selección y ponderación de la prueba, que no resultan idóneas para abrir el recurso.


    M., Miguel Ángel y S., Martín s/ Recurso de casación causa n° 89.951/96


    M. 412, XXXIV, 23 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Instrucción. Agente fiscal. Flagrancia. Prisión preventiva. Inconstitucionalidad. Sistema acusatorio. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Debe considerarse al artículo 353 bis como válido desde el punto de vista del texto constitucional, más allá de la instancia jurisdiccional en la cual se emita esa decisión. La ley 24.826 ha incorporado el instituto de la instrucción sumaria para todos los supuestos en los que se verifiquen dos requisitos básicos: la flagrancia y la innecesariedad de la prisión preventiva. Como ya es conocido, el efecto más trascendente de la aplicación de las normas contenidas en este Título IX es, justamente, el otorgarle al Fiscal la responsabilidad sobre el desarrollo de la instrucción penal preparatoria en forma directa. No se verifica lesión alguna a las garantías constitucionales mencionadas en el marco de la regulación procesal propuesta por el artículo 353 bis del Código Procesal Penal de la Nación. En primer lugar, el procedimiento denominado como "instrucción sumaria" es un instituto que tiene por objetivo evitar un desgaste jurisdiccional innecesario en aquellos supuestos en los cuales se posee elementos de convicción de importancia. El instituto tiene antecedentes reconocidos, estamos frente a una manifestación más de la tendencia universal al desarrollo de modelos de investigación penal a cargo de los fiscales. No se trata de cosa distinta que la vigencia reducida del principio acusatorio formal. En el artículo 353 bis del Código Procesal Penal se anidan dos objetivos político criminales que alcanzan ahora vigencia procesal: la necesidad de incluir mecanismos de simplificación del proceso teniendo en cuenta cierto nivel de eficiencia jurisdiccional y el resguardo del axioma nemo iudex sine actore. El otorgamiento de facultades instructorias a los fiscales no sólo no implica la lesión a la garantía del juez natural, sino que por el contrario es un intento de respetar un imperativo republicano: la división de poderes en el marco, incluso, del proceso penal. El sistema procesal propio de los modelos inquisitivos implicó la confusión de las tareas de llevar adelante la investigación penal y la del resguardo de las garantías constitucionales posiblemente involucradas en el proceso. La figura del juez instructor ha significado que las funciones de llevar adelante la investigación penal preparatoria y custodiar que en el marco de esa investigación no se lesionen derechos individuales básicos, queden en manos de una sola persona que se encuentra sometida, en ese caso, a una tensión que lejos está de significar un campo propicio para la intangibilidad de la imparcialidad del juzgador. El modelo de investigación a cargo del ministerio público no debe ser entendido como un ejercicio de facultades jurisdiccionales más allá del método que se utilice para definir la atribución de "jurisdiccional" a las actividades que cumple un órgano determinado. Una buena pauta de las conductas que, desde el punto de vista procesal, deben quedar dentro del ámbito de actuación de los jueces la brinda la norma contenida en el artículo 213 del Código Procesal Penal de la Nación, al disponer cuáles son los actos frente a los cuales la actividad del representante del Ministerio Público se limita a una de tipo requirente, dejando el ámbito decisorio a la función jurisdiccional. Es claro que, en este sentido, la incorporación del artículo 353 bis no implica un desborde de los límites de la actuación del Ministerio Público Fiscal allí contenidos. La garantía del juez natural, por su parte, no tiene la capacidad conceptual como para definir en forma autónoma el alcance o los límites del modelo procesal por el cual se opte. La opción por un sistema procesal acusatorio, mixto o inquisitivo, no depende, en verdad, de los alcances finales de la garantía del juez natural. Y hay, por otro lado, buenas razones, incluso de derecho positivo, como para entender que es correcto que las acciones de investigación queden en manos exclusivas del Ministerio Público Fiscal. En primer lugar,la distinción clara, desde el punto de vista procesal, entre la actividad de investigación y el control sobre la legitimidad de esa actividad, ofrece un importante resguardo, justamente, para una decisión imparcial en quien tiene facultades decisorias. En segundo lugar, ello implica la manifestación más fiel del principio constitucional de división de poderes en un ámbito sensible como es el proceso penal. Por otro lado, la sanción de la ley 24.946, de organización del Ministerio Público, ha significado no sólo la reglamentación del órgano a la manera de un poder autónomo en el sentido de lo que ya estipulaba desde el texto constitucional el artículo 120 de la Carta Magna, sino que también le ha adjudicado en forma clara funciones de investigación procesal. Nada obstaculiza el papel esencial de la etapa de juicio oral que debe ser entendida como la de mayor trascendencia procesal e institucional. En la medida que no se afecten garantías constitucionales, un intento de simplificación y desformalización de la etapa de instrucción debería reflejar un fortalecimiento del juicio como espacio procesal en el que con mayor intensidad se resguardan los axiomas de publicidad, contradicción, defensa, igualdad de armas, y control sobre la producción de la prueba. Más allá de que se discrepe con la solución legal de poner a cargo del Ministerio Público la instrucción del sumario penal, lo cierto es que la decisión de la ley en este sentido no es antojadiza, sino que antes bien cuenta con un respaldo doctrinal y de derecho comparado de suma importancia, de modo que lejos estamos de enfrentarnos a una manifiesta inconstitucionalidad, y por ello el Tribunal Oral debió haberse abstenido de declarar su invalidez. En efecto, es doctrina reiterada de la Corte Suprema de la Nación que la declaración de inconstitucionalidad de una ley es un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico y, en caso de duda, debe estarse por su constitucionalidad. Sólo debe acudirse a ella cuando la repugnancia de la ley inferior con la norma calificada de suprema sea manifiesta y la incompatibilidad inconciliable. Es por ello que los tribunales de justicia deben imponerse la mayor mesura, mostrándose celosos en el uso de sus facultades, del respeto que la ley fundamental asigna, con carácter privativo, a los otros poderes. En este sentido, la decisión de la Cámara de Casación, al desatender la doctrina de las sentencias equiparables a definitivas sentada por esa Corte, no sólo ha incurrido en arbitrariedad, sino que además, por la vía de ese rechazo formal, ha venido a consolidar los vicios que presenta la declaración de inconstitucionalidad pronunciada por el Tribunal Oral.


    I., Fabián Adrián s/ Robo - causa n° 570


    I. 64, XXXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Clausura de la instrucción. Nulidad del acto jurídico. Preclusión. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Admisibilidad del recurso. Mantenimiento del recurso. 


    Resulta equiparable a sentencia definitiva en sus efectos el pronunciamiento que, por haber declarado la nulidad de determinadas actuaciones, a partir de la expresa directiva impartida a la juez de grado, frustra directamente el derecho federal invocado por el Ministerio Público al ocasionar perjuicios de imposible o tardía reparación ulterior. Suscita cuestión federal para habilitar la instancia extraordinaria, el fallo que carece de sustento normativo, menoscaba las garantías del debido proceso y la defensa en juicio y no satisface las condiciones de validez de las sentencias judiciales. También debe ser dejado sin efecto el pronunciamiento que exhibe un excesivo rigor formal, al haber asignado aquella cualidad a una providencia incapaz de producir preclusión respecto de la etapa instructoria cuando el Ministerio Público aún no había formulado acusación. Así también ha opinado la más calificada y tradicional doctrina nacional, que ha concluido que se trata de un auto eminentemente revocable. La Corte ha resuelto que la sobredimensión del instituto de la preclusión procesal, configura causal de arbitrariedad por exceso ritual.La decisión del a quo ha venido a frustrar, sin razón, tanto el derecho de la sociedad a defenderse contra el delito, por el cual corresponde actuar a este Ministerio Público, cuanto el del imputado a definir la situación de incertidumbre y de restricción de la libertad que comporta el enjuiciamiento penal, máxime cuando se encontraba habilitado para expedirse sobre el fondo de la cuestión, al haberse cumplido las formas sustanciales relativas a acusación, defensa, prueba y sentencia, etapas que, según pacífico criterio de la Corte, aseguran el respeto a la garantía de defensa en juicio. Es improcedente la aplicación del precedente “Mattei”, desde que la nulidad ha sido declarada sin respaldo legal y como exclusiva consecuencia de una objetable hermenéutica de los principios procesales que conspira contra la realización del derecho material. El temperamento adoptado por la Cámara representa a la vez que un exceso ritual, una inteligencia errónea de los parámetros jurisprudenciales en que se apoya, pues ellos han sido fijados por la Corte para evitar que la defectuosa actividad procesal pueda perjudicar los derechos del imputado, supuesto diferente del ahora examinado en el cual como se ha visto, la declaración de nulidad ha sido directa consecuencia de la arbitrariedad del a quo.


    P., Luis A. y otro s/ Defraudación contra la Administración Pública -Causa N° 13.221-


    P. 20, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Auto de eximición de prisión. Recurso extraordinario local. Recurso extraordinario de nulidad. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Falta de fundamentación. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte Suprema de la Nación que si bien los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios locales que le son llevados, resultan regularmente insusceptibles de revisión en la instancia del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a ese principio cuando la sentencia frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.La Suprema Corte provincial desestimó el recurso extraordinario de nulidad con el único fundamento de que la resolución impugnada no revestía carácter de sentencia definitiva según el art. 357 del Código de Procedimientos Penal de la Provincia de Buenos Aires. No obstante, al decidir así omitió hacerse cargo de una cuestión esencial planteada por el apelante para fundar la procedencia del recurso, cual es que la decisión impugnada, en tanto restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, ocasionado un perjuicio de imposible reparación ulterior, es equiparable a sentencia definitiva, según una reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que el apelante invocó.


    La falta de tratamiento de la cuestión planteada priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten, lo cual lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    T., Francisco Javier s/ Incidente de eximición de prisión -causa n° 91.833/21-


    T. 118, XXXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Auto de excarcelación. Recurso extraordinario local. Recurso de inaplicabilidad de ley. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Falta de fundamentación. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte Suprema de la Nación que si bien la determinación de los límites de la competencia de los tribunales de alzada, cuando conocen por vía de recursos concedidos para ante ellos compromete solo cuestiones de derecho procesal ajenas a la instancia extraordinaria, ese principio debe ceder cuando el pronunciamiento conduce a una restricción sustancial de la vía utilizada por el apelante sin fundamentación idónea suficiente, lo que se traduce en una violación a la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional. La decisión de la Corte provincial desestimó el recurso extraordinario local por considerar que la resolución impugnada no revestía el carácter de sentencia definitiva según la normativa local. No obstante, omitió hacerse cargo de una cuestión esencial planteada claramente por el recurrente, cual es que la decisión impugnada, en tanto restringe la libertad del imputado con anterioridad al fallo final de la causa, ocasiona un perjuicio de imposible reparación ulterior y, por lo tanto, es equiparable a sentencia definitiva según una reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación invocada por el recurrente y que no fue atendida por la Corte provincial. Ha expresado la Corte que no constituye óbice decisivo para acceder a la máxima instancia judicial provincial la invocación de jurisprudencia local que clausuraría la posibilidad de tal revisión en virtud del carácter no definitivo de los pronunciamientos que deniegan la excarcelación, cuando son alegados agravios de naturaleza constitucional, pues no cabe entonces apartarse de los principios que en la materia ha elaborado la Corte Nacional en el sentido de que deben equipararse a las sentencias definitivas las decisiones que deniegan la excarcelación.


    La falta de tratamiento de la cuestión planteada priva al pronunciamiento de fundamentos suficientes que lo sustenten lo cual lo descalifica como acto jurisdiccional válido.


    T., Pablo Alfredo s/ Asociación ilícita -causa 21.836-


    T. 119, XXXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Asociación ilícita. Garantías procesales. Reformatio in pejus. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Revocación de sentencia. 


    La Cámara, declarar la inadmisibilidad del remedio federal, se apoyó en argumentos carentes de razonabilidad, en la medida que presentan falencias y omisiones no sólo en cuanto a la inteligencia y alcance otorgada al artículo 693 del Código de Procedimientos en Materia Penal que, en su opinión, regula la cuestión, sino también respecto de la verificación de los actos procesales cumplidos. La Corte tiene establecido que la reformatio in pejus no sólo requiere la omisión de recurso, sino además, agravamiento de la pena de una instancia a la otra. No puede válidamente sostenerse que implica una proposición tardía de aquel principio el recurso extraordinario interpuesto contra lo decidido por el tribunal de alzada que, ante la apelación de la defensa, mejoró la situación procesal del encausado al hacer lugar, parcialmente, a su planteo de prescripción de la acción penal. A la querella no le era exigible ni le resultaba posible manifestar su disconformidad con lo resuelto en primera instancia, en la medida que coincidía con su pretensión, sostenida ante la decisión adversa de la Cámara Federal y que, en virtud de los agravios que ésta le ocasiona, intenta someter a consideración de la Corte por medio del remedio federal deducido. Si bien la revisión de esta cuestión, atento la naturaleza de la normas en juego resulta, por regla, ajena a esta instancia extraordinaria, ello no impide descalificar lo decidido por el a quo en este aspecto como acto jurisdiccional, en la medida que no se muestra como una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa. La resolución recurrida debe reputarse equiparable a sentencia definitiva, pues al declarar prescripta la acción penal respecto de uno de los delitos atribuidos, se pone fin al pleito y se impide su continuación, causando un gravamen de imposible reparación ulterior. Existe cuestión federal suficiente, toda vez que el recurrente se agravia de la calificación legal de los hechos al impugnar constitucionalmente el tribunal de alzada una ley del Congreso -art. 31 de la ley 19.640- cuya aplicación, atento la pena máxima prevista y el tiempo transcurrido, no autoriza la prescripción de la acción penal. La solución en el caso depende directa e inmediatamente de la validez que quepa atribuir a la citada disposición federal.


    S., David Juan s/ Opone excepción por prescripción de la acción penal (Ppal. "Segatori, David Juan y otros s/ Contrabando -190/88-)


    S. 221, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Contrabando. Recurso extraordinario. Cuestión federal. Resoluciones equiparables a definitiva. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa V. 187, L. XXII, "V., Roberto y otros s/ Apelación de prisión preventiva (causa N° 51.253).


    V., Roberto y otros s/ Contrabando - Causa N° 55.237 -


    V. 143, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Fraude a la administración pública. Asociación ilícita. Contrabando. Apreciación de la prueba. Igualdad ante la ley. Concurso real. Recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El interés invocado como base del agravio por el encuadramiento legal formulado, respecto del concurso del contrabando con el delito de asociación ilícita, resulta incompatible con la tesis que, sobre el mismo aspecto, aquel sostuvo y que esta Procuración General hizo suya al dictaminar en esta misma fecha, en los autos V. 143, L. XXXIV, que corren por cuerda. En relación con la arbitrariedad invocada, son aplicables las razones expuestas al dictaminar, en la fecha, en los autos V. 154, L. XXXIV toda vez que la crítica en este aspecto consiste, solamente, en oponer un criterio distinto sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos de la causa, así como también la consecuente responsabilidad penal atribuída, aspectos que, en la medida que fueron resueltos con fundamentos de derecho común y procesal, más allá de su acierto, obstan la tacha de arbitrariedad alegada. La discusión que se pretende someter a consideración en esta instancia excepcional, se limita a aseverar una determinada solución jurídica otorgándole un sentido distinto a las diversas circunstancias que se tuvieron por probadas, todo ello, tendiente a justificar el proceder del encausado aunque sin tener en cuenta el contexto en el que éste se desarrolló y sobre cuya base se pronunció el a quo. Resulta estéril la comparación que la recurrente realiza con otros procesados, porque se pretende relacionar -sobre la base de lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Nacional- situaciones fácticas que el a quo, con fundamentos de igual naturaleza, consideró diferentes. En este sentido, cabe destacar que la Corte tiene establecido que la garantía de igualdad importa el derecho de todos a que no se establezcan privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias. Esta circunstancia, por otra parte, tampoco constituye base suficiente para demostrar la arbitrariedad alegada, toda vez que esa articulación no dilucida si el vicio se encuentra en la condena de su asistido o en el pronunciamiento dictado con relación a los otros, respecto de cuya situación la apelante carece de interés.


    V., Roberto y otros s/ Contrabando - Causa N° 55.237 -


    V. 150, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Contrabando. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa V. 187, L. XXII, "V., Roberto y otros s/ Apelación de prisión preventiva (causa N° 51.253)."


    V., Roberto y otros s/ Contrabando - Causa n° 233/88 -


    V. 152, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Fraude a la administración pública. Asociación ilícita. Derechos y garantías constitucionales. Recurso extraordinario. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    El razonamiento expuesto por el recurrente para sustentar los agravios que invoca en el remedio federal interpuesto, no permite sostener que lo resuelto por el a quo haya afectado la garantía constitucional que dice desconocida. Por el contrario, sin perjuicio de la calificación legal en la que cabe también encuadrar a los hechos objeto de esta investigación, el pronunciamiento impugnado contiene fundamentos suficientes con base en las constancias del proceso y en las normas que la Cámara consideró aplicables al sub judice que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional.Determinar si las circunstancias denunciadas en la causa constituyen o no los delitos por los que fue condenado es facultad propia de los jueces de la causa y, por ende, ajenos a esta instancia excepcional. La sentencia decide el caso con argumentos de igual naturaleza que, independientemente de su acierto o error, eliminan la tacha de arbitrariedad alegada que, además, no autoriza la sustitución del criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el de la Corte, para resolver cuestiones no federales.Carece de fundamentación la apelación federal al no contener una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en los que la decisión se apoya. La crítica no traduce más que una mera discrepancia sobre la forma en que fueron apreciados y fijados los hechos de la causa y la consecuente responsabilidad que, sobre esa base, se le atribuye al imputado, ajena, por su naturaleza, a la jurisdicción extraordinaria.


    V., Roberto y otros s/ Contrabando - Causa N° 233/88-


    V. 154, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Defraudación. Oposición del fiscal. Recurso extraordinario. Gravamen eventual. Denegatoria del recurso. 


      


    El agravio del representante del Ministerio Público, fundado en la defectuosa fundamentación que presentaría el fallo impugnado, al no haberse adjuntado copia certificada de lo resuelto en el antecedente al que se remitió el a quo y en el que sostuvo la inconstitucionalidad del artículo 31 de la ley 19.640, no puede ser acogido favorablemente, toda vez que la exigencia de contar con la referida copia sólo se vincula con una aspecto meramente formal, a partir del cual no se aprecia un concreto perjuicio para los intereses por los que el apelante debe velar. Dicha omisión no fue obstáculo para que el mismo Fiscal General dedujera recurso extraordinario en esta causa al agraviarse de la inteligencia asignada a normas de carácter federal a partir de la sentencia dictada en el precedente al que el a quo se remitió. No se encuentra presente una de las características que debe reunir todo gravamen que se intenta subsanar por medio de la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48, esto es, la circunstancia de que se haya alegado un perjuicio concreto.


    K., Esteban E. y otros s/ Apelación prisión preventiva y sobreseimiento en causa n° 190/88


    K. 48, XXXV, 08 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Calumnias. Delito de acción privada. Renuncia del agraviado. Extinción de la acción penal. Pronunciamiento inoficioso. 


    Habiendo certificado la Corte por secretaría que se declaró extinguida la acción penal por renuncia del agraviado en orden al ilícito sub examine; y tratándose de un delito de acción privada, este Ministerio Público nada tiene que opinar.


    G., Armando s/ Calumnias- causa N° 6.491-


    G. 364, XXXIV, 21 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Lesiones graves. Discriminación religiosa. Discriminación racial. Xenofobia. Doctrina de la arbitrariedad. Gravedad institucional. Mantenimiento del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen, en principio, una materia reservada a los jueces de la causa y, en consecuencia, no susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, ello no es obstáculo para que la Corte pueda conocer en casos, como el presente, cuyas particularidades impongan hacer excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Es necesario remarcar, asimismo, que el presente caso reviste un claro ejemplo de aquellos que pueden ser enmarcados dentro de la doctrina de la gravedad institucional creada pretorianamente por esta Corte. En este sentido, la Corte ha expresado en el precedente publicado en Fallos 257: 134 que reviste gravedad institucional lo concerniente a la debida preservación de los principios básicos de la Constitución Nacional, y justamente uno de ellos es el que ha sido vulnerado por el fallo en crisis, puesto que una instancia como casación, con toda la autoridad que como máximo tribunal en materia penal reviste, haya pronunciado a través de una de sus salas que gritos tales como “muerte a todos los judíos”, “Heil Hitler”, etc. sean simplemente un grito de guerra y no actos discriminatorios que impliquen odio racial o enemistad religiosa pone en riesgo el debido respeto de los organismos encargados de administrar justicia del principio constitucional de no discriminación ni persecución por cuestiones de raza, religión o ideas políticas. Este hecho es justamente el que excede el concreto interés de la parte e involucra y afecta a toda la comunidad. Y no sólo porque se encuentre afectado un principio constitucional de tal magnitud reconocido por los pactos internacionales incorporados a nuestra Constitución, sino porque aquí se pone en tela de juicio el normal desenvolvimiento de una institución del Estado que no puede fundamentar sus sentencias con este tipo de afirmaciones. En particular, no debe perderse de vista al momento de valorar la existencia de la gravedad institucional el contexto que se vive en el país y en el que es pronunciado el fallo, cuando todavía es fresco el recuerdo de los atentados a la embajada de Israel y contra la sede de la AMlA y la situación mundial que registra un marcado rebrote de ideologías racistas y xenófobas. Se trata de supuestos en los que se pone en tela de juicio la capacidad institucional para recobrar la confianza del tejido social, dañada fuertemente con estos hechos. Se trata entonces, de que la administración de justicia cumpla con el rol de redignificar y de fortalecer la base de ética comunitaria. Es doctrina de la Corte Suprema de Justicia que la existencia de aspectos de gravedad institucional puede justificar la intervención del tribunal superando los ápices procesales, frustratorios del control constitucional de esta Corte.


    P. s/ Infracción Ley 23.592- Causa N° 214/97-


    P. 393, XXXV, 01 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Apreciación de la prueba. Defensa en juicio. Debido proceso. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Reglas de la sana crítica. Cuestiones procesales. Mantenimiento del recurso. 


    La denegatoria del recurso constituye una respuesta dogmática al planteo constitucional efectuado por el Ministerio Público recurrente, pues sin perjuicio de la vinculación del caso con normas del Código Procesal Penal de la Nación, cuya interpretación, en efecto, resulta ajena al remedio federal intentado, el cuestionamiento se dirige a una resolución que ha puesto fin al proceso sin atender a pruebas que, de haber sido examinadas siguiendo las reglas que para su valoración contiene ese cuerpo legal, habrían conducido a una conclusión diferente. He allí la afectación a las garantías de defensa en juicio y del debido proceso, base de la arbitrariedad denunciada. Así se advierte que, a través de dos resoluciones meramente formales, se ha impedido al Ministerio Público Fiscal obtener un pronunciamiento válido sobre los vicios invocados, al haberse omitido una respuesta a los argumentos desarrollados en punto a la procedencia de esa vía de impugnación que constituya derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. En este sentido, cabe destacar que lo referido a la violación de las reglas de la sana crítica en la evaluación de la prueba, como así también a la objetada interpretación del tipo penal del artículo 14 de la ley 23.737 no han merecido consideración alguna por parte del tribunal que resulta competente en virtud del artículo 456 del Código Procesal Penal. No se desconoce el criterio restrictivo que, por tratarse de cuestiones de derecho procesal, impera para conocer a través del remedio federal, en impugnaciones dirigidas a resoluciones que deciden sobre la procedencia de recursos ante los tribunales de la causa, pero ello no implica que cuando esas decisiones carecen de la motivación exigible a todo pronunciamiento judicial no puedan ser revisadas por esa vía excepcional bajo la doctrina de la arbitrariedad. Los vicios in iudicando que exhibe la sentencia motivo del recurso ante la Cámara Nacional de Casación Penal, afectan las garantías constitucionales invocadas y no han sido respondidos por el tribunal a quo al momento de expedirse sobre su admisibilidad, pese a su nítido encuadre en los motivos que fija el artículo 456 del Código Procesal Penal de la Nación. Esa relevante omisión es la que torna arbitrario el pronunciamiento impugnado.


    D., Alexis Emiliano y otro s/ Infracción a la Ley 23.737 -Causa N° 2452/98-


    D. 61, XXXV, 31 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Revocación de la prisión preventiva. Sobreseimiento. Oposición del fiscal. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen, en principio, una materia reservada a los jueces de la causa y, en consecuencia, no susceptible de revisión en la instancia extraordinaria. Pero ello no es obstáculo para que la Corte pueda conocer en casos, cuyas particularidades impongan hacer excepción a esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. El pronunciamiento presenta ese vicio, al haber omitido considerar el a quo extremos conducentes para la solución del caso y haber sustentado exclusivamente su decisión en una valoración fragmentaria de los informes médicos. Las conclusiones del a quo no pueden ser consideradas una derivación razonada del contenido de los informes médicos practicados en la causa y que la magistrada de grado había ponderado en la resolución revocada. La Sala, al haberse limitado al examen de los informes médicos, omitió ponderar una serie de circunstancias que, por sí solas, pero mucho más en conjunción con lo indicado por los dictámenes, resultan igualmente significativas a la hora de resolver, con los alcances propios de la etapa procesal, si el comportamiento de la anciana puede ser atribuido a una persona que mantiene sus capacidades intelectuales intactas. Los numerosos testimonios que ilustran las deplorables condiciones en cuanto a trato, cuidados, higiene y confort en las que vivió la víctima a lo largo de esos años, y que culminaron con su muerte en la situación de abandono, proporcionan también un dato sumamente revelador sobre su incapacidad judicativa pues de lo contrario no se comprende cómo pese a poseer dinero suficiente y haber vendido una importante fracción de campo soportó vivir en esas condiciones sin darse cuenta de que podía hacerlo mucho mejor. Tampoco en este caso fueron valorados aquellos testimonios por el a quo, ni considerado el claro indicio que, en sentido concordante con el contenido de los informes médicos, se puede derivar a partir de ellos. El cuadro probatorio que el a quo omitió considerar se completa, finalmente, con un elemento de importancia fundamental, cual es el sospechoso comportamiento que exhibieron los imputados en ocasión de llevar a cabo el primer acto testamentario. La Cámara desechó las declaraciones con fundamento aparente. Con base legal en los artículos 395 del Código Procesal Civil y Comercial, y 989, 992, 993, 994 y 3627 del Código Civil, se sostuvo en el fallo que resultaba improcedente "hacer caer el contenido de un instrumento público si no media redargución de falsedad en los casos previstos, siendo inatacable inatacable en la forma pretendida pues no se ha depuesto bajo juramento de decir verdad". La Sala incurrió en un apartamiento inequívoco de las reglas específicas contenidas en el Código de Procedimientos en Materia Penal, que no sólo establece que los instrumentos públicos constituyen plena prueba a menos que sean enervados por otras pruebas", sino que habilita asimismo al juez a declarar falso en todo o en parte al instrumento público atacado de falsedad. El documento que se tacha de falso, y en el que reside el objeto de acusación penal, no puede servir de prueba misma de su autenticidad, pues de lo contrario no podría ser nunca materia de imputación. La Cámara ha soslayado con fundamentos sólo aparentes dos declaraciones que niegan que el testamento fuese llevado a cabo con las formalidades de la ley, y afirmado, en cambio, dogmáticamente que la labor profesional de la escribana "se habría ajustado a las pautas notariales corrientes para tales actos". En el pronunciamiento impugnado se ha valorado en forma parcial y aislada la prueba médica, omitiendo integrarla con los antecedentes del caso. La resolución impugnada resulta así arbitraria pues, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, ese vicio se configura, entre otros casos, "cuando se han considerado testimonios en forma fragmentaria y aisladamente, incurriéndose en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del pleito, y especialmente en cuanto se ha prescindido de una visión de conjunto y de la necesaria correlación de los testimonios entre sí, y de ellos con otros elementos indiciarios". En lo relativo a la prueba de presunciones, en particular, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 300:928, la eficacia de evidencia de ese tipo depende "de la valoración conjunta que se hiciera de ellos teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia, pero no de su tratamiento particular, pues, por su misma naturaleza, cada una de ellas no puede fundar aisladamente ningún juicio convictivo, sino que éste deriva, frecuentemente, de su pluralidad. Sobre esa base se concluyó entonces que "el proceder adoptado, en cuanto desvirtúa la esencia del medio probatorio de que se trata introduce en el pronunciamiento un vicio que lo invalida".


    G. D., Edgardo José y otra s/ Defraudación- Causa n° 45.822


    G. 427, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Medicamentos. Ejecución fiscal. Multa. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    No corresponde a la Corte pronunciarse en abstracto, sino con relación al caso concreto. Es doctrina de la Corte que la existencia de un gravamen actual como requisito para la procedencia del recurso extraordinario determina la inadmisibilidad de las apelaciones que se apoyan en agravios futuros o meramente conjeturales, tal como lo es la alegada posibilidad de la generalización del criterio que se impugna.


    Establecimiento Farmacéutico Argentino S.A. s/ Infracción Ley 16.463


    E. 2, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que, incurre en arbitrariedad la sentencia que omite pronunciarse sobre un extremo que podría resultar conducente para la solución del caso. La sentencia impugnada presenta vicios que la descalifican como acto jurisdiccional válido, frente a lo cual resultan ociosas otras consideraciones respecto de los restantes agravios.


     G., Guillermo y otro s/ Infracción Artículos 14, 2da. parte y 8° de la Ley 23.737 – Azul- Causa N° 1.960


    G. 142, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Abuso deshonesto calificado por el parentesco. Mantenimiento del recurso. 


    Tiene establecido la Corte que las resoluciones por las que se declaró la improcedencia de los recursos interpuestos en las instancias ordinarias no autorizan, en principio y dada su naturaleza procesal, su revisión por la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48, tal doctrina admite excepción cuando el pronunciamiento impugnado se sustenta en meras afirmaciones dogmáticas que no se compadecen con los argumentos expuestos por el apelante, ni atiende a los términos del precepto cuya aplicación se pretende, por lo que la declarada improcedencia del recurso ordinario puede llegar a generar una indebida restricción del derecho de defensa. Si bien por principio le está vedado al a quo revalorar la prueba acumulada en un determinado caso sometido a su conocimiento, sí le cabe examinar a través de la vía impugnatoria que surge de un pronunciamiento presuntamente arbitrario, si el temperamento adoptado reposa sobre argumentos carentes de razonabilidad, con prescindencia de su correcta evaluación a la luz de la sana crítica racional y de la consideración de prueba que, integrada al proceso y evaluada en conjunto con el resto de los elementos de convicción, conduciría necesariamente a otra solución lógica.


    G., M. A. s/ Abuso deshonesto agravado por el vínculo en concurso real con coacción (Artículo 45, 55, 127 en función del 119, 122, 149 bis segundo párrafo del  Código Penal) – Causa N° 491-


    G. 69, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja interpuesta.


    G., Guido Fernando s/ Incidente de prescripción de la acción penal -causa n° 14.980-


    G. 441, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta.


    G., Guido Fernando s/Incidente de prescripción de la acción penal -causa n° 14.949-


    G. 442, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso de revisión penal. Memorial. Hechos nuevos. Sustanciación de la prueba. Incongruencia. Denegatoria del recurso. 


    El escrito de queja parece más bien dirigido a interponer un recurso de revisión que el previsto en el artículo 14 de la ley 48. Inclusive ello se aprecia del tenor de su "Introducción", pues el parangón que allí se formula coincide en un todo con el supuesto que contemplaba el artículo 551, inciso 2°, del Código de Procedimientos en Materia Penal (ley 2372). En efecto, ésa es la vía que tanto ese derogado cuerpo normativo, cuanto el artículo 479 del actual Código Procesal Penal (ley 23.984), han regulado para remediar situaciones como la que, de acreditarse los extremos invocados, podría suscitarse en el caso. El Máximo Tribunal ha resuelto que la naturaleza extraordinaria de la jurisdicción de la Corte, impide valorar lo manifestado con carácter de hecho nuevo en el memorial y que los hechos posteriores a la sentencia respecto de la cual se ha deducido recurso extraordinario, son insusceptibles de consideración por la Corte. Este criterio, a su vez, se vincula con las facultades de la Corte Suprema, cuyos límites están determinados por el alcance de la apelación concedida y de la legislación que reglamenta el recurso extraordinario, sin que quepa el examen de cuestiones que no fueron objeto de sustanciación en la instancia anterior. Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión aunque ellas sean sobrevinientes al recurso extraordinario. Sin embargo, a diferencia del caso bajo análisis, esa doctrina ha sido aplicada por el Máximo Tribunal ante situaciones que, si bien posteriores a la interposición de la impugnación, resultaban dirimentes en punto a la cuestión planteada sin necesidad de otra diligencia. En virtud de lo normado por los artículos 258 y 285 del Código Procesal Civil y Comercial, al no haber sido concedido por el a quo el recurso extraordinario interpuesto contra la sentencia que confirmó la de primera instancia, la presentación de la queja no impide su ejecución, razón por la cual ya se encontraría habilitada la posibilidad de acudir en revisión. En cuanto al vicio de autocontradicción denunciado, su acreditación supone un defecto en la estructura de la propia sentencia sin que pueda señalárselo por aquello que para el recurrente importa un apartamiento de las razones que se habían invocado al ordenar durante el trámite de la apelación una medida para mejor proveer, pues si no se configura ese defecto respecto de precedentes judiciales, inclusive emanados del misma tribunal, mucho menos frente a un auto de esa naturaleza y ante los motivos volcados en la posterior decisión en punto a la acreditación del cuerpo del delito, sobre cuyo acierto o error no cabe abrir juicio.


    M., Antonio y otro s/ Defraudación


    M. 558, XXXIV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Usurpación. Non bis in ídem. Cosa juzgada. Seguridad jurídica. Debido proceso. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Mantenimiento del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    En reiteradas ocasiones la Corte ha reconocido el rango constitucional que cabe atribuirle a la prohibición de la doble persecución penal, toda vez que ese derecho federal sólo es susceptible de tutela inmediata en la medida que no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por un hecho anteriormente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante un nuevo sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho. Recientemente la Corte ha sostenido que a partir de una interpretación amplia de ese principio no sólo se desprende la inadmisibilidad de imponer una nueva pena por un mismo delito, sino también la prohibición de un segundo proceso por el mismo delito, sea que el acusado haya sufrido pena o no la haya cumplido, y sea que en el primer proceso haya sido absuelto o condenado. En esa misma causa se concluyó que se había lesionado el derecho del procesado a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho, ya que dicha garantía tiene vigencia para el imputado a partir de que éste adquirió el derecho a que se lo declare culpable o inocente del hecho por el que se lo acusó, siempre claro está, que se hayan observado las formas esenciales del juicio y la causa que determine uno nuevo no le sea imputable. Resulta elocuente que la referencia a un nuevo proceso o juicio no puede identificarse con la desestimación o el archivo de una denuncia por inexistencia de delito, en la medida que el pronunciamiento sustentado en lo dispuesto en los artículos 200 del Código de Procedimientos en Materia Penal o 195 del Código Procesal Penal, no autoriza el desarrollo y cumplimiento de aquellas formas esenciales ni la consecuente decisión jurisdiccional de condena o absolución, propias de todo proceso penal. Es oportuno poner de resalto lo establecido por la Corte en el sentido que la cosa juzgada constituye uno de los principios esenciales en que se funda la seguridad jurídica y debe respetarse salvo los casos en que no haya existido un verdadero proceso judicial, puesto que aquélla supone la existencia de un juicio regular donde se ha garantizado el contradictorio y fallado libremente por los jueces. Como ha expresado esta Procuración General en ocasión de dictaminar en los autos R. 1393, XXXII "Romero, Felipe y otros s/ Infracción Ley 23.737", así como invocó en varios de los precedentes allí citados los alcances que cabía otorgarle a aquella garantía para impedir un nuevo juzgamiento, es deber del Ministerio Público Fiscal, en salvaguarda del debido proceso y de los intereses generales confiados, solicitar el cese de los efectos de una decisión judicial que la ha interpretado arbitrariamente. El tribunal de alzada no tuvo en cuenta que, conforme el relato de una de las damnificadas, no cabía reprocharle a ésta los motivos que la llevaron a efectuar una nueva denuncia por el mismo hecho y aportar, de esa forma, otros elementos de convicción. Por tal razón, corresponde concluir que el fallo también presenta un serio defecto en la consideración de un aspecto relevante, que autoriza su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    K., Marcelo Juan y otro s/ Usurpación -  causa N° 1.178


    K. 38, XXXV, 17 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso de casación. Revisión judicial. Derecho a una decisión fundada. Denegatoria del recurso. 


    Es evidente que, a la condición de órganos de aplicación del derecho vigente, va unida la obligación que incumbe a los jueces de fundar debidamente sus decisiones. No solamente para que los ciudadanos puedan sentirse mejor juzgados, ni porque se contribuya así al mantenimiento del prestigio de la magistratura, sino que, la exigencia ha sido prescripta para excluir la posibilidad de decisiones irregulares, es decir, para asegurar que el fallo sea derivación razonada del derecho vigente y no producto de la individual voluntad del juez. Tal exigencia reconoce raíz constitucional y tiene como contenido concreto, el imperativo de que la decisión sea conforme a la ley y a los principios propios de la doctrina y de la jurisprudencia vinculados con la especie a decidir. Es desde estos preceptos que no se advierte que la sentencia del a quo sea infundada o producto de una elaboración caprichosa huérfana de legalidad, pues de la simple lectura de la pieza impugnada se aprecia una decisión fundada en ley en consonancia con los principios de la doctrina y la jurisprudencia que gobiernan la especie. La inclusión de la Cámara Nacional de Casación Penal en la organizaclon de la justicia federal, cuya competencia se encuentra regulada por la ley 23.984, subsiste plenamente y sin repudio con los artículos 22 y 27 de la ley 22.802, habida cuenta la materia sustancialmente diversa (contravencional) de esta última, de los procesos seguidos en materia criminal y correccional. La aplicación del artículo 8°, inciso 2°, apart. h) de la Convención de Derechos Humanos y del 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que consagran la garantía de la doble instancia, se hallan supeditados a la existencia de un fallo final dictado contra una persona "inculpada de delito" o "declarada culpable de un delito", mientras que el objeto de autos implica una contravención. Se admite que un órgano administrativo aplique una pena de policía al autor de la contravención siempre que se deje a su alcance la posibilidad de ir a la vía judicial en resguardo de la garantía contenida en el artículo 18 de la Constitución Nacional, que consagra la inviolabilidad de la defensa en juicio de las personas y de los derechos. El alcance que el control judicial de los pronunciamientos jurisdiccionales de órganos administrativos necesita poseer para que sea legítimo tenerlo por verdaderamente suficiente, no depende de reglas generales u omnicomprensivas, sino que ha de ser más o menos extenso y profundo según las modalidades de cada situación jurídica.


    S.A. Organización Coordinadora Argentina s/ Infracción Ley 22.802


    S. 243, XXXIV, 15 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Desestimación del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la admisibilidad de los recursos autorizados por normas procesales locales constituye una cuestión ajena a la instancia extraordinaria, pero que tal principio reconoce excepciones cuando media arbitrariedad y la declarada improcedencia puede generar una restricción del derecho de defensa. No puede predicarse que el tribunal superior provincial haya incurrido en una descalificable denegación del recurso de casación local al haber subsumido la cuestión al imperio del artículo 506, inciso 1° del Código de Procedimiento Penal de Mendoza, toda vez que ello guarda la debida derivación razonada del derecho vigente con particular aplicación a las circunstancias de la causa. Tampoco puede prosperar el agravio del apelante referido a la abstención del tribunal superior de provincia de declarar oficiosamente la inconstitucionalidad de la norma procesal señalada. Tiene dicho la corte que los jueces no pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes; para ello es menester la petición de la parte cuyos derechos se hallen afectados en atención al equilibrio de los poderes que sancionan la Constitución Nacional, el que de lo contrario se quebrantaría por absorción del Poder Judicial en desmedro de los otros, pues, es condición esencial en la organización de la administración de justicia con la categoría de “Poder” la de que no le sea dado controlar por propia iniciativa los actos legislativos o los decretos de la administración. No se verifica la presunta afectación de la garantía de la defensa en juicio, ya que se encontraba al alcance del apelante la posibilidad de recurrir ante el tribunal superior para que se pronuncie acerca de la inconstitucionalidad de la norma procesal de que se agravia, si hubiera introducido esa cuestión federal en oportunidad del intento de casar la sentencia del juez correccional. Resultan inatendibles por la Corte los agravios referidos a la estimada violación de las garantías constitucionales mencionadas, habida cuenta que la cuestión federal debe introducirse oportunamente ante los tribunales ordinarios, siendo tardío el pedido de inconstitucionalidad de una norma procesal local planteado en el momento de interponer el recurso extraordinario en tanto al no haber sido sometido a consideración de los jueces de la causa, no puede ser tratado en la instancia de excepción. Es doctrina de la Corte que las decisiones que -por la naturaleza de las cuestiones debatidas- son aptas para ser resueltas por la Corte, no pueden resultar excluidas del previo juzgamiento por el órgano judicial superior de la provincia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 31 de la Constitución Nacional su reglamentación por la ley 48.


    Fiscal c/ G., Sixto Fernando


    F. 127, XXXIV, 06 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Extinción de la acción penal. Gravamen irreparable. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa T. 238, L. XXIV, “Tarica, José R. s/ Infracción a Ley 23.771.


     


    El apelante no logra rebatir los argumentos esgrimidos por el tribunal de grado al denegar la instancia extraordinaria, pues, sólo expone incongruentemente su disconformidad con la conclusión. Ello es así, por cuanto tiene en cuenta una premisa no contenida en la ley, cual es la circunstancia de debatir acerca del contenido de la pretensión fiscal exigida como condición para la procedencia del instituto beneficiario del artículo 14. Según doctrina de la Corte, para la procedencia del recurso extraordinario se requiere que la sentencia apelada revista el carácter de definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. En este sentido la resolución impugnada no constituye una sentencia definitiva, ni tampoco, una decisión equiparable a tal como lo invoca la defensa. La resolución que revocó aquélla que extinguía la acción penal de que se trata, no determina un perjuicio de imposible o insuficiente reparación ulterior en la medida en que el proceso en curso continuará hasta la etapa del plenario, oportunidad propicia para debatir ampliamente, entre otras posibilidades, los montos pretendidos por el Erario. Simplemente, la ley ofrece la oportunidad al encausado de aceptar la pretensión fiscal y mediante el pago, extinguir la acción penal, o de no hacerlo, transitando entonces a la etapa del plenario donde podrá disponer de los medios procesales necesarios para acreditar una verdad histórica distinta a la pretendida por el fisco. Tampoco se verifica una pérdida definitiva del derecho otorgado por la disposición del artículo 14 de la ley 23.771, pues de la simple letra de la ley se deduce que el ejercicio de dicha opción no está sujeto a oportunidad procesal alguna, excepto al transcurso de los términos legales que precluyen toda actividad procesal.


     C., Rodolfo y otros s/ Contrabando e infracción Ley 23.771


    C. 388, XXXIV, 02 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente establecido que las cuestiones derivadas de la interpretación de las normas de derecho común y procesal, constituyen, por vía de principio, una materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a esta instancia excepcional. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita la excepción posible a esa regla, con base en la doctrina de la arbitrariedad, para así revisar fallos que si bien versan sobre cuestiones de derecho común y local, consagran una interpretación de las normas en términos que equivalen a su prescindencia, pues ello configura una lesión al derecho constitucional de la defensa en juicio. Por otro lado, corresponde señalar que la conducta del agente debe ser tenida en cuenta integralmente a los fines de la subsunción, es decir, con todos los elementos que se han verificado en su exacta realidad histórica, sin desvincularlos en sí en la oportunidad de la adecuación típica. Máxime que, en casos como éste, el recto sentido puede reconstruir las relaciones correctas entre los hechos, sus circunstancias, condiciones y derivaciones causales. En consecuencia, la construcción lógico-jurídica utilizada por el tribunal resulta inaceptable como fundamento de su decisión, pues constituye un apartamiento de la solución normativa prevista para el caso, extremo que, con arreglo a la pacífica jurisprudencia de la Corte en materia de arbitrariedad, descalifica el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.


    F., José Leonardo s/ Estafa


    F. 313, XXXV, 06 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Apreciación de la prueba. Denegatoria del recurso. 


    Como es doctrina de la Corte Suprema federal, la cuestión federal debe ser planteada en la primera ocasión que las normas procesales lo permitan a fin de que los jueces de la causa puedan considerarla y decidirla. Es, asimismo, criterio del máximo tribunal nacional que es tardía su introducción cuando se la plantea contra lo decidido por la sentencia de segunda instancia, aun cuando en el punto sea idéntica o análoga a la sentencia de primera instancia o los fundamentos sean coincidentes. No es en rigor la remisión a otras normas del ordenamiento legal lo que caracteriza a los llamados tipos "abiertos", sino la circunstancia de que en ellos la descripción de la conducta debe ser concretada por el juez (o el intérprete) con arreglo a un criterio de valoración que la ley indica. Como es sabido, en el ámbito de los delitos imprudentes este criterio es definido habitualmente como la "infracción del deber de cuidado", o bien, "inobservancia del cuidado requerido en el tráfico". Cierto es que para establecer el cuidado requerido en el caso el juez deberá acudir a menudo a regulaciones legales, pero ello no necesariamente ha de ser así, pues el juicio de valor de que la conducta ha sido descuidada puede derivarse también de la inobservancia de reglas del arte, normas técnicas y hasta reglas de prudencia no escritas. No se trata, por tanto, de la necesidad de completar el tipo con otra norma jurídica, a la manera de una "ley penal en blanco", para que una condena por delito imprudente tenga fundamento legal, sino de concretar la descripción típica mediante un acto interpretativo de valoración, con sustento eventualmente -pero no siempre- en otras normas del derecho positivo, tal como no sucede de otra forma en la determinación de los elementos normativos del tipo, el riesgo permitido, el principio de confianza y otros institutos similares del Derecho penal. Es doctrina de la Corte Suprema de la Nación que para que pueda afirmarse la existencia de arbitrariedad por falta de fundamentación normativa, es preciso que la sentencia no permita referir la decisión del caso al derecho objetivo en vigor. Tiene dicho el Superior Tribunal, que la valoración que los jueces de la causa realizan de la prueba, mientras no aparezca como irrazonable ni contraria a los principios de la lógica, no es materia que permita abrir la competencia extraordinaria.


    B., Juan Fernando s/ Homicidio culposo


    B. 262, XXXIV, 16 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal)


    Prisión preventiva. Extradición. Remisión del expediente. Cámara federal de apelaciones. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 93, XXXV, “O., Lino César s / Extradición”.


    La resolución carece de la entidad suficiente para cerrar irrevocablemente el procedimiento de extradición, entrañando, tan sólo, una paralización del mismo, hasta tanto se cumpla con la formalidad que exige la juez. En consecuencia y de conformidad con lo previsto por el artículo 33 de la ley 24767, a contrario sensu, la apelación articulada en este incidente resulta extraña al conocimiento restrictivo de la Corte y debe ser decidida por la Cámara Federal.


    C. S., Manuel s/ Solicitud detención preventiva


    C. 623, XXXV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Defraudación. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 427, L. XXXIV "G. D., Edgardo José y otra s/ Defraudación- Causa n° 45.822".


    G. D., Edgardo José y otra s/ Defraudación - Causa N° 45.042


    G. 416, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Violencia en espectáculos deportivos. Deportistas profesionales. Jugador de fútbol. Expresión de agravios. Insuficiencia del agravio. Acción dependiente de instancia privada. Doctrina de la arbitrariedad. Inexistencia de cuestión federal suficiente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Si bien el recurso resulta, en principio, de dudosa fundamentación, pues no se ha efectuado una crítica de los argumentos sobre los que la Corte provincial sostuvo la constitucionalidad del artículo 350 del código procesal local, esa circunstancia no puede en este caso ser entendida como un defecto formal que constituya obstáculo para la procedencia de la apelación federal. Ello es así, pues la doctrina de Fallos 308:490 y 311:2478, en tanto desautoriza la interpretación adoptada por el a quo, que lleva implícita su crítica y, asimismo, permite abordar la cuestión con estricta sujeción a lo que ha sido en este aspecto materia del pleito y agravio de la parte. Tampoco el a quo ha expuesto en su pronunciamiento otras razones frente a las cuales resulte necesario efectuar un nuevo análisis de ese criterio jurisprudencial. En cuanto al fondo de la cuestión, el apelante no ha alcanzado a demostrar suficientemente el carácter federal de los agravios que pretende someter al conocimiento y decisión del máximo tribunal local, lo que constituye el presupuesto que condiciona la aplicación de la doctrina de Fallos 308:490 y 311:2478. En este sentido, con relación al agravio según el cual el proceso habría sido llevado a cabo en infracción al artículo 72, inciso 2, del Código Penal, por no mediar instancia privada, no se ha efectuado en el recurso crítica alguna a los fundamentos expuestos, a partir de los cuales se consideró que mediaban razones de interés y seguridad públicas que autorizaban, de acuerdo a lo establecido en la última parte de esa misma norma, su iniciación de oficio. Al respecto la Corte tiene establecido que para la procedencia de la apelación federal no basta con sostener un criterio interpretativo distinto al seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella. Por lo demás, se trata en definitiva, de la aplicación por parte de los jueces de la causa de una norma de derecho común cuya inteligencia no suscita cuestión federal, salvo en caso de arbitrariedad la que, no se ha demostrado en autos. Tampoco se aprecia que revista carácter federal la protesta referida a que la profesión de futbolista no sería uno de los aspectos taxativamente previstos en los artículos 40 y 41 de la ley de fondo, en tanto se ha omitido demostrar por qué esa circunstancia, no puede ser incluida entre uno más de los antecedentes y demás condiciones personales del imputado que el artículo 41 de la misma norma manda tomar en cuenta al juez a los efectos de individualizar la pena. Por otra parte, además de tratarse de aspectos propios de la interpretación de normas de derecho común, ajenas por regla a la instancia extraordinaria federal, el agravio se vincula con la forma en que los magistrados han ejercido sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites establecidos por la ley respectiva, lo que no suscita cuestión federal. En este sentido, también tiene dicho la Corte que los artículos 40 y 41 del Código Penal no contienen bases taxativas de fijación, sino que deja librada ésta, dentro del marco normativo, a la apreciación discrecional del magistrado en el caso concreto. Tampoco se comprende, sobre qué bases se sostiene que esa ponderación de la condición de futbolista profesional que ha efectuado la Cámara importe considerar dos veces una misma circunstancia agravante en la determinación de la pena, desde que el artículo 2 de la ley 23.184 aumenta las escalas penales de los delitos que enumera, entre los que se encuentran las lesiones leves, cuando el hecho se haya cometido "con motivo o en ocasión de un espectáculo deportivo", sin consideración alguna a las cualidades personales de sus autores. Por último, los agravios referentes a la supuesta valoración arbitraria que habría hecho la Cámara de los elementos probatorios, no son idóneos para habilitar la instancia extraordinaria, toda vez que la doctrina reviste carácter excepcional y su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso o una decisiva carencia de fundamentación, lo que no se observa del examen de la sentencia impugnada. En este sentido, no aparecen fuera de esos límites los fundamentos por los cuales el tribunal entendió que el imputado, pese a su condición de víctima, había sido veraz y que su imputación tampoco era producto de una confusión. Tampoco se advierte defecto lógico alguno en el argumento por el que concluyó que el relato del testigo proporcionaba datos a partir de los cuales era posible inferir la realidad de la agresión y la autoría, en coincidencia parcial con el testimonio del damnificado; ni en la explicación con la que fundamento que la circunstancia de que los testigos no hayan presenciado la agresión, no significa que ésta no hubiese existido. Asimismo, tampoco se advierte una valoración absurda por parte del tribunal de la relevancia probatoria de las explicaciones proporcionadas por el imputado. Los agravios que desarrollo el recurrente no evidencian, más que una divergencia acerca del criterio de selección y valoración de las pruebas, utilizado por Jueces de la causa, que no cubre la doctrina de arbitrariedad de sentencias.


    C. G., José Luis Félix y otro s/ Delito de lesiones leves -causa n° 16.109-


    C. 309, XXXIV, 10 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Extinción de la acción penal. Prescripción de la acción penal. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Los agravios consistentes en la omisión de consideración y valoración de ciertos presupuestos fácticos, remiten al examen de temas tanto de hecho y prueba como de derecho común y procesal, cuestiones que, en doctrina reiterada de la Corte Suprema de Justicia, resultan extrañas a la instancia extraordinaria, salvo que se demuestre un inequívoco apartamiento de las normas aplicables o a una falta de fundamentación que tornen evidente que nos encontramos frente a una decisión arbitraria. En cuanto al agravio que remite a una supuesta autocontradicción, se debe verificar este defecto en los supuestos en los cuales dos afirmaciones no pueden ser sostenidas al mismo tiempo sin que la vigencia de una de ellas predique falsedad sobre la otra. Esa contradicción no puede verificarse en los casos en los cuajes las dos afirmaciones definen ámbitos fácticos diversos y eventualmente suplementarios. La doctrina de la arbitrariedad requiere, para su procedencia, que las resoluciones recurridas prescindan inequívocamente de la solución prevista en la ley o adolezcan de una absoluta falla de fundamentación. La mera discrepancia del recurrente con la interpretación del derecho común o la construcción fáctica en que se funda no autoriza en modo alguno a descalificarla como acto jurisdiccional válido y tampoco habilita, consecuentemente, la jurisdicción extraordinaria del máximo Tribunal. Es doctrina de la Corte Suprema que los casos de gravedad institucional sólo comprenden aquellas cuestiones que exceden el mero interés individual de las partes y afectan de modo directo al de la comunidad.


    A., Héctor Pedro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    A. 345, XXXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Cuestiones de hecho y prueba, Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa V. 187, L. XXII, "V., Roberto y otros s/ Apelación de prisión preventiva (causa N° 51.253).


    El actual estado de las presentes actuaciones permite tener por cumplido el recaudo formal de sentencia definitiva que exige el artículo 14 de la ley 48, conforme lo hizo esa Corte al pronunciarse posteriormente, de acuerdo con el criterio de esta Procuración General, en el precedente publicado en Fallos: 316:2797. Cuando en el caso a pesar de afirmarse la existencia de una controversia en cuanto a las normas federales en juego –validez constitucional y aplicación de las leyes 19.640 y 22.415- su contenido sólo revela una crítica que, remite al examen de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, aspectos cuyo tratamiento no corresponde abordar al no haberse interpuesto la pertinente queja, la concesión del recurso extraordinario resultaría improcedente.


    A., Héctor M. y otros s/ Contrabando


    A. 463, XXXV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa S. 221, L. XXXIV, “Segatori, David Juan s/ Opone excepción por prescripción de la acción penal (causa n° 190/88)”.


    K., Esteban E. y otros s/ Apela prisión preventiva y auto de sobreseimiento en causa 190/88


    K. 49, XXXV, 08 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al fallo de la causa S. 221, L. XXXIV, "S., David Juan s/ Opone excepción por prescripción de la acción penal (causa n° 190/88)".


    P., Jaime J. y Giglio, José N. s/ Apelan prisión preventiva en causa 190/88


    P. 556, XXXV, 08 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Excarcelación. Gravamen irreparable. Habilitación de feria. 


    Considerando el alcance de la vista que el Tribunal confiere se estima, que como se persigue en definitiva se deje sin efecto una resolución denegatoria de excarcelación, la cuestión encuadra en uno de los asuntos a que se refiere el artículo 4 del Reglamento para la Justicia Nacional. Ello es así, ya que la demora en su decisión, podría eventualmente aparejar un perjuicio de imposible reparación ulterior atento a que el planteo se relaciona centralmente con el derecho del actor de obtener un pronunciamiento judicial de otro de los plazos legales correspondientes que decida, en forma final el problema relativo a la restricción de su libertad que invoca.


     S., David Juan s/ Acción de amparo - retardo de justicia y hábeas corpus


    S. 1, XXXV, 26 de enero de 1999


    Ver dictamen


    Indulto. Oposición de fiscal. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 325 L. XXIII, "A., Mercedes s/ Denuncia".


    Causa Artículo 10 de la Ley 23.049 por hechos acaecidos en Provincias de Buenos Aires, Río Negro y Neuquén


    C. 347, XXXIV, 02 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso de casación. Prescripción de la acción penal. 


    A partir del precedente publicado en Fallos: 186:289, la Corte elaboró la doctrina según la cual “la prescripción en materia penal es de orden público y debe ser declarada de oficio por el Tribunal”. También ha interpretado la Corte que ella opera de pleno derecho por el sólo transcurso del plazo pertinente.


     C., Domingo Felipe s/ Recurso de casación


    C. 743, XXXV, 22 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien, en principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen una materia propia de los jueces de la causa y, por ende, no susceptible de revisión en la instancia extraordinaria, ello no obsta a que la Corte pueda conocer en casos, como es el presente, cuyas particularidades autorizan a hacer excepción a ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Es aplicable la doctrina de la Corte según la cual son arbitrarias las sentencias que no se compadecen con las constancias de la causa o se sustentan en pruebas que no se encuentran en autos.


    C., Osvaldo s/ Uso de documento público destinado a acreditar título automotor, falsificación e infracción Decreto 6582/58


    C. 640, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Estafa. Improcedencia del recurso. 


    Tiene establecido la Corte que el caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación.


    J., Rodolfo Luis s/ Estafa


    J. 62, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 150, L. XXXIV, “M., Roque Antonio s/ Infracción ley 23.771”.


    D. S.A. y otros s/ Averiguación infracción Ley 23.771


    D. 85, XXXV, 07 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Extradición. Ley penal más benigna. Derecho de los tratados. Jerarquía de los Tratados Internacionales. Confirmación de sentencia. 


    La interpretación de la defensa, en cuanto a que los recaudos exigidos para proceder a la detención con miras a la extradición previstos por el Tratado de Montevideo de 1889, se complementan con los requeridos por la denominada Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, en virtud de la regla de subsidiariedad del artículo 2º de esta última norma, conlleva introducir indebidamente requisitos extraños al acuerdo internacional que rige el caso. Tal posición, se contrapone al artículo 27 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados -de superior jerarquía en los términos del artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional- que expresa que “una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado” y al principio pacta sunt Servando -enunciado en el acápite 26 del mismo instrumento-. Con respecto al agravio por la supuesta violación del principio de ley penal más benigna, de la lectura del artículo 20 del tratado que rige la ayuda, surge la clara determinación que en ningún caso la nacionalidad del reo puede impedir los efectos de la extradición, circunstancia que, por lo anteriormente expresado en cuanto a la preeminencia del convenio internacional frente a la legislación interna, marca el camino a seguir independientemente del régimen procesal a aplicar, que en todo caso, subsidiariamente sería el de la ley 24.767, en atención a la fecha de inicio de las actuaciones.


    G. D., Daniel s/ Detención preventiva con miras a su extradición


    G. 340, XXXIV, 10 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Conspiración. Prófugo. Extradición. Improcedencia del recurso. 


    Es jurisprudencia de la Corte que el justiciable que voluntariamente se sustrae a la potestad de sus jueces, constituyéndose en fugitivo de la justicia, carece de derecho para impetrar el resguardo de garantías ante la autoridad que él ha desconocido, y el cumplimiento de preceptos cuya observancia elude, impidiendo por un acto propio su puntual satisfacción. Por aplicación de esta tesis, hubo numerosos pronunciamientos en los que se declaró que el carácter de prófugo del recurrente obstaba a la admisión del recurso extraordinario interpuesto por su defensa. También se extendió analógicamente el principio, a aquellos casos en que la condición de prófugo impedía que se dé curso a la apelación ordinaria interpuesta contra la sentencia que concedía la extradición de quien, posteriormente, resultaba estar prófugo.


    G., Claudio s/ Captura. Extradición


    G. 218, XXXIV, 15 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Salida del país. Etapa probatoria. Denegatoria del recurso. 


    La necesidad que la procesada continúe sometida a la jurisdicción del tribunal se encuentra sustentada, además, en las diversas medidas de prueba ordenadas a su respecto, muchas de ellas, aún pendientes de producción. Ello, sin perjuicio de otras diligencias que pudieran derivarse de aquéllas, tendientes a lograr el esclarecimiento del hecho investigado.


    Incidente - solicitud de salida del país de N. M.


    S. 143, XXIV, 09 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Extradición. Cooperación internacional. Prisión preventiva. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    El estado de este proceso difiere de aquél que el legislador ha fijado para la intervención del Alto Tribunal, pues la resolución apelada en modo alguno puede ser considerada la "sentencia definitiva" del caso. En efecto, al margen de los aspectos de trámite decididos, se ordenó el archivo de estas actuaciones por tornarse abstracta la cuestión, con invocación de los artículos 16, 23 y concordantes del acuerdo internacional aplicable. Pero para determinar el real alcance de esa resolución, debe ponderarse especialmente que estas actuaciones perseguían el arresto preventivo del requerido. En estas condiciones, habida cuenta que el mencionado instrumento, a diferencia de otros similares, no regula el procedimiento a seguir cuando el pedido de extradición fuera introducido una vez agotado el término fijado por su artículo 45 para la detención cautelar, cabe acudir al artículo 50 de la ley 24.767 que, ante ese silencio, resulta de aplicación subsidiaria. Esta norma establece en su último párrafo, que, una vez vencido el plazo del arresto provisorio, sólo procede la detención por razón del mismo delito siempre que se reciba un formal pedido de extradición. Por lo tanto, no obstante, los términos utilizados por el a quo en el auto apelado, cabe la posibilidad legal que la República del Paraguay reclame nuevamente la extradición del requerido, aunque ya debería ser introducida con los recaudos formales que prevé el Tratado de Montevideo de 1889, sin que la suerte de estas actuaciones pueda perjudicar un eventual pedido en esas condiciones. A los efectos del recurso ordinario de apelación, el criterio de calificación de sentencia definitiva es más severo que en el supuesto del artículo 14 de la ley 48. Asimismo, ha resuelto la Corte que el recurso ordinario de apelación previsto por el artículo 24, inciso 6°, ap. b), del decreto-ley 1285/58, sólo procede contra la sentencia que ponga fin al juicio o impida su continuación, sin que quepa hacer extensivas las excepciones admitidas en materia de recurso extraordinario. La vigencia de esas pautas jurisprudenciales no se ve enervada por la posterior sanción de la ley 24.767, toda vez que su artículo 33 remite expresamente a la misma normativa en que ellas se sustentan. Descartada, tanto la existencia de sentencia definitiva cuanto la procedencia de la vía recursiva que fija el artículo 33 de la ley 24.767, cabe concluir que la elevación ordenada por él a qua resulta improcedente y que, por aplicación de los principios que fijan los artículos 29 y 30 de la ley 24.767 corresponde intervenir a la Cámara Federal en la apelación deducida.


    O., Lino s/ Extradición


    O. 93, XXXV, 15 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Extranjeros. Tratados internacionales. Mantenimiento del recurso. 


    Los motivos dados por el a quo no son relevantes para rechazar la demanda y pueden postergarse con base en el principio de colaboración amplia receptado en el artículo 1ª de la ley 24767 y teniendo en cuenta las siguientes consideraciones: En primer lugar, análisis de los requisitos previstos en el artículo 13 de la ley citada. El juez sostiene que no consta resolución alguna en el sentido de decisión fundada en los términos del artículo 123 del Código Procesal Penal de la Nación, suscripta por un funcionario judicial. Ahora bien, la norma en estudio dice: "resolución judicial", y tal concepto se debe interpretar, en sentido amplio, según lo permita la resistencia semántica del texto, sin restringir el precepto mediante la aplicación de normas internas ajenas a la materia. Librar una orden para que se detenga una persona, o para que otro Estado la detenga y la repatríe, es una medida que está en el límite entre la actividad de ejecución y de juzgamiento. Esto entendido con toda la fuerza de la caracterización de Montesquieu: "Todo estaría perdido si el mismo hombre o el mismo cuerpo ejerciese estos tres poderes: el de hacer las leyes, el de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los crímenes o las diferencias de los particulares". En segundo lugar los "motivos suficientes" que el juez tiene en cuenta para suponer que el requerido no tendrá las seguridades necesarias para ejercer en legal forma el derecho de defensa y que, por lo menos, será sometido a malos tratos, se fundan en los Informes correspondientes a 1998 y a 1999 de la O.N.G. Amnistía Internacional. Lo que se debe meritar para emitir un juicio de valor respecto a la calidad del proceso penal y de ejecución penal a que ha de ser sometido el requerido, no es tanto la denuncia de hechos delictivos concretos efectuada por el Organismo citado, sino si en la causa existen elementos que permitan contradecir en el caso concreto, lo que la Corte define como "la confianza depositada en que los tribunales del país requirente aplicaron o han de aplicar la ley de la tierra". Máxime que "existen mecanismos de protección nacionales y supranacionales que, a todo evento, podrán ejercer un control acerca de las condiciones que preocupan al extraditado".


    X. Z. s/ Extradiciòn


    X. 2, XXXV, 22 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Nulidad procesal. Oportunidad procesal. Presentación extemporánea. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las tratadas por la Corte en la causa R. 36, L. XXXIV, “Romero Severo, César Álvaro s/ Extradición”,


    En el fallo de referencias se analizó la situación de un consorte de causa del imputado en las mismas actuaciones que motivan este pedido de extradición. En esa oportunidad, se sostuvo que “...es doctrina de esta Corte que la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el solo Interés de formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma. En tal sentido, el planteo de los recurrentes deviene inadmisible ya que, no sólo no ha sido introducido oportunamente, sino que, además, los letrados defensores no señalan de qué modo los intereses concretos de su pupilo han resultado afectados por los actos que pretenden impugnar sobre la base de defectos formales, ni que derechos se ha visto privado de ejercer. Ello, en consonancia con la doctrina del Tribunal puesta de manifiesto en la causa citada precedentemente, que establece que "la exigencia de que actos procesales que exhiben meros defectos formales no sean declarados inválidos en hipótesis como la de autos se ajusta a elementales principios de progresividad y celeridad procesal que también son propios de este tipo de procedimientos especiales según informa la ley 24.767 en su art. 1°. Ello no sólo para hacer efectiva la ayuda internacional evitando situaciones que puedan generar la responsabilidad internacional del Estado argentino sino también para garantizar el derecho que tiene toda persona a que las sentencias no pue dan dilatar sin término la decisión referente al caso controvertido porque si así sucediera los derechos podrían quedar indefinidamente sin su debida aplicación, con grave e injustificado perjuicio de quienes los invocan y vulneración de la garantía de defensa en juicio ”. Además de esa insuficiente fundamentación, que priva de viabilidad al planteo, el cuestionamiento sobre el trámite asignado a las actuaciones deja de lado, la reiterada doctrina del Tribunal que establece que la procedencia de la extradición, cuando existe tratado, está condicionada al cumplimiento de las exigencias formales y requisitos establecidos en él, cuyo contenido es el expreso acuerdo de voluntades de los gobiernos que lo aprobaron. Este criterio también encuentra   sustento en el artículo 2° de la ley 24. 767. Así, toda vez que, en materia de extradición, entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay tiene vigencia el Tratado de Derecho Penal Internacional firmado en Montevideo el 23 de enero de 1889, es a la luz de sus preceptos que debe resolverse; el caso, sin perjuicio de la aplicación supletoria del derecho interno, cuando a él remita el tratado o ante una situación no prevista. En este contexto, el proceso llevado adelante por el a quo, se ha ajustado a las normas de procedimiento establecidas en el referido instrumento internacional, ya que la defensa no sólo no ha alegado, en la etapa pertinente, la existencia de hechos que ameriten la apertura a prueba, sino que tampoco ha dado, fundamentos para sujetar el proceso al trámite previsto por la ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Por otro lado, también resulta infundada la cuestión atinente a la inobservancia del artículo 30, inciso 2 o, del tratado que rige la ayuda, en la medida que la defensa no ha demostrado que su agravio, basado en que no consta justificación de que su pupilo haya sido citado y representado en el juicio criminal, de la causa por la que se solicita su extrañamiento que dan cuenta de tales extremos. Asimismo, la Corte debe desestimar lo concerniente al incumplimiento de lo preceptuado por el artículo 14, incisos b) y d) de la ley 24.767, pues los impugnantes no esgrimen las razones por las cuales tales recaudos serían exigibles ni introducen argumentos para apartarse de la doctrina del Tribunal que indica que la extradición debe concederse sin otras restricciones que las del tratado, debiendo dejarse sin efecto la imposición de condiciones incluidas en normas de derecho interno que aquél no prevé, por ser ajenas a la voluntad de las partes. Finalmente, en orden a la petición subsidiaria para que, en caso de declararse procedente la extradición, se le permita al extraditurus cumplir en nuestro país el remanente de la condena impuesta en la República Oriental del Uruguay, pues el artículo 20 del Tratado de Montevideo veda de manera categórica esa posibilidad. Tal previsión es óbice para la solicitud del requerido en razón de la aludida preeminencia del convenio internacional frente a la legislación interna y, además, este criterio ha sido ratificado expresamente por el Tribunal en referencia al artículo 20, al rechazar la pretensión de optar por la jurisdicción de tribunales nacionales que prescribía el artículo 669 del Código de Procedimientos en Materia Penal.


    G., Emilio Martín s/ Extradición


    G. 114, XXXV, 07 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Las objeciones constituyen, en rigor, la insistencia de aquéllas que ya fueron sometidas al juez de la causa durante el debate y rechazadas tanto en la audiencia como en el fallo. Al ser ello así, del indispensable examen acerca de si el recurrente ha refutado los fundamentos entonces invocados, se concluye que si bien se ha explayado extensamente en sus presentaciones, no se ha cumplido de manera acabada con ese requisito. Con respecto a la intervención en la causa del letrado apoderado de la República Federal de Alemania, cabe consignar que la facultad que el artículo 25, segundo párrafo, de la ley 24.767 ha concedido en favor de los Estados que solicitan la extradición, constituye un ofrecimiento por parte de la República Argentina que sin duda contribuye al propósito de justicia universal que inspira el instituto y también al interés por las relaciones internacionales que el tema involucra.Es bajo esta amplia premisa que, debe ser interpretada esta novedosa potestad, más aún cuando el legislador no le ha fijado mayores requisitos. En efecto, la norma prevé que, sin perjuicio de la actuación del Ministerio Público Fiscal, el Estado requirente podrá intervenir como parte en el trámite judicial por medio de apoderados.La ley 24.767 se ha limitado a expresar que el Estado requirente habrá de actuar como parte en el trámite judicial, sin indicar que lo será como querellante. Así ha debido ser, en atención a las aludidas características de esta clase de procesos, en los cuales no se discute la culpabilidad o inocencia del requerido ni la existencia del hecho imputado. Recuérdese en tal sentido, que la limitación preclusiva que fijan los artículos 84 y 90 del Código Procesal Penal para constituirse en parte querellante, se ha fijado en resguardo de la garantía de defensa en juicio del justiciable y obedece a que, ante la clausura de la instrucción y la inminente apertura del debate, deben delimitarse los sujetos que habrán de intervenir y el objeto de la acusación. Sin embargo, el artículo 31 de la ley en cuestión, permite al Estado requirente completar los recaudos formales del pedido hasta la etapa inmediatamente anterior al dictado de la sentencia, lo cual también distingue su status de aquél al cual la defensa pretende asimilarlo, pues nada impediría que, frente a esa previsión legal, se presentara entonces como parte a través de apoderado. En cuanto a la ausencia de los requisitos necesarios para la procedencia del pedido de extradición, la ley 24.767 hace referencia al Estado o país requirente, sin indicar qué autoridad de ese Estado deba ser la que formule el pedido.


    D., Thomás s/ Medidas precautorias


    D. 76, XXXV, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Nulidad procesal. Denegatoria del recurso. 


    La pretendida nulidad fundada en la errónea aplicación del trámite previsto en las leyes 23.719 y 24.767, no resulta procedente porque los recurrentes hacen caso omiso de la doctrina de la Corte en la que se manifiesta que en los procedimientos de extradición, la jurisdicción apelada de la Corte Suprema debe circunscribirse a los agravios mantenidos expresamente en el memorial presentado y en tanto ellos constituyan, además, una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considera equivocadas.Cabe resaltar que el artículo 120 establece que sus disposiciones procesales se aplicarán a los trámites de extradición pendientes, siempre que no se hubieran abierto a prueba, y que, por su parte, el artículo 123 deroga de manera expresa la ley 1.612 y el libro cuarto, sección segunda, título V, artículos 646 a 674, del Código de Procedimientos en Materia Penal. Es en razón de estos preceptos que el trámite previsto en la ley 24.767 ha sido, correctamente aplicado a las presentes actuaciones, ajustándose al principio subsidiario establecido en su artículo 2°. Además, acerca de los fundamentos constitucionales invocados por la defensa en lo referente a esta cuestión, es de destacar que la Corte en fallos 318:2148 estableció que las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino del artículo 14 de la Carta Magna, en tanto no es la finalidad de estos procedimientos la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita, sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país; garantías respecto de las cuales ningún extranjero tiene un derecho irrevocablemente adquirido. Tampoco debe tener favorable acogimiento la tacha de nulidad cimentada en la incorrecta tramitación de la causa, bajo los lineamientos del tratado de extradición con Italia aprobado por la ley 23.719. Ello es así, sin perjuicio de la tardía introducción de la cuestión, que de por si bastaría para rechazar el planteo, a la luz de la doctrina puesta de manifiesto en el recién referido precedente de fallos 318:2148, cuando la Corte expresó que se ha sostenido en diversos pronunciamientos, que el convenio que corresponde aplicar es el vigente al momento de la solicitud de extradición, y tuvo en cuenta que la convención ratificada por ley 23.719 remontaba su vigencia al 1 de diciembre de 1992, cuya entrada en vigor terminaba con el tratado de extradición entre la República Argentina y el Reino de Italia, firmado en Roma el 16 de junio de 1886 y su protocolo adicional, firmado en la misma ciudad el 9 de junio de 1904. En cuanto a la nulidad pretendida por la designación de una perito traductora que resulto ser empleada del Consulado de la República de Italia en Buenos Aires, es menester destacar que adolece de críticas puntuales a las intervenciones de la intérprete, que señalen un perjuicio cierto para el requerido. Defecto que priva de viabilidad al planteo en vista de la doctrina sentada por la Corte en materia de nulidades al resolver en los autos B. 108, L. XXXIV, “Bongiovanni, Sergio Esteban Tristán s/ Su solicitud de extradición en autos: 'Jefe Sección Operación Departamento Interpol s / Captura '”. Respecto al planteo relativo a la carencia de requerimiento de elevación a juicio, cabe señalar que, tampoco es procedente en atención a su insuficiente fundamentación. Es necesario apuntar que la alegada omisión no implica la vulneración de las normas procesales que prescriben la aplicación a los trámites de extradición de las reglas del juicio correccional. Ello, en la medida que el procedimiento a que están sometidas las solicitudes de extrañamiento, no constituyen un juicio contra el reo en sentido propio, y que no caben en el otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables a las naciones requirentes. Asimismo, guarda íntima relación con la naturaleza de estos juicios y, consiguientemente, con la postura que se esgrime, el hecho que la referida ley prevé la citación de las partes a juicio como acto inmediato posterior a la realización de dicha audiencia en el mismo apartado en que se define el acotado objeto del debate. Es de destacar que en los procedimientos de extradición no hay instrucción en sentido estricto, en razón de que no se persigue comprobar si existe un hecho delictuoso mediante diligencias conducentes al descubrimiento de la verdad, establecer las circunstancias que califiquen el hecho, lo agraven, atenúen o justifiquen o influyan en la punibilidad, individualizar participes, o comprobar la extensión del daño provocado por el delito. Por ende, no es necesario declararla completa y requerir la elevación a juicio como exige el artículo 347 del Código Procesal Penal de la Nación. Además, el artículo 30 de la ley 24.767 al remitir a las reglas del juicio correccional, para la realización de la extradición hace aplicables a éste, en virtud del artículo 405 del código de rito en materia penal, las normas del juicio común.


    F., Giovanni s/ Extradición


    F. 242, XXXV, 29 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Ministerio Público Fiscal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Defensa. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al recurso interpuesto por el representante del Ministerio Público contra la decisión del a quo de declarar improcedente la extradición, en relación a la orden de ejecución librada por el Procurador General ante el Tribunal de Segunda Instancia de Nápoles, es menester señalar que, debe tener favorable recepción. Es oportuno destacar que el tratado de extradición que regula las actuaciones es de privilegiada aplicación, la ley 24.767 sólo lo sería en subsidio, e imponer el requisito del artículo 11 al caso, significa introducir indebidamente un elemento extraño al acuerdo bilateral. Criterio que se opone al artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, en cuanto expresa que una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Más allá de la errónea identificación que se pretende efectuar entre una unificación de penas y una sentencia de condena, contrariamente a lo sostenido por el juez de grado, no existe en autos identidad con las circunstancias que hicieron a la Corte declarar la improcedencia de la extradición en los precedentes invocados para negar su extrañamiento. Ello es porque se puede afirmar que las condenas señaladas no contienen los ingredientes reconocidos en los precedentes invocados para negar el extrañamiento, ya que el requerido conoció de manera acabada las imputaciones que las originaron, pudo ejercer su defensa y contó, en todos los procesos, con abogados de su confianza. En cuanto a la sentencia del Tribunal de Segunda Instancia de Nápoles, cabe apuntar que las actuaciones en las que se dictó, tuvieron por génesis el mismo procedimiento policial que dio inicio a la casusa por la que se lo condenó. En ese orden de ideas, no es ocioso señalar que el artículo 96 del Código de Procedimiento Penal Italiano, impone en su inciso 2°, que el nombramiento del defensor de confianza se hará por medio de declaración entregada a la autoridad que procede, consignada a la misma por el defensor o remitida por medio de correo recomendado. A su vez, el apartado 3° de dicho acápite establece que en los casos que el imputado esté capturado, arrestado o en custodio cautelar, la designación podrá ser efectuada por un pariente próximo. Por ello, la designación de los letrados de confianza, puede obedecer únicamente a tres situaciones distintas, según su forma de vinculación con los procesos, destacándose que en las tres debió conocer el objeto de las actuaciones y tuvo oportunidad de ser oído. Por otro lado, en cuanto a las impugnaciones, las normas de forma italianas prevén, en el capítulo relativo a las mismas, que el imputado las puede presentar personalmente o por medio de apoderado especial y entre las disposiciones de carácter general en cuanto a los actos procesales, establece que cuando la ley permita que un acto sea cumplido por medio de un apoderado especial, el poder debe, so pena de inadmisibilidad, ser otorgado por medio de una acto público o de escritura privada auténtica y contener, la determinación del objeto para el cual se ha conferido y los hechos a los cuales se refiere. Sobre la unificación, cabe aclarar que ha sido efectuada por el Procurador General de Nápoles por imperio del artículo 663 del Código de Procedimiento Penal Italiano. Tal determinación de suma de penas, que dista de poder ser calificada como una sentencia condenatoria, tal como surge de su propia naturaleza e inclusive queda señalado en la introducción de su texto. Queda así expuesto, con lo hasta aquí desarrollado porque cabe distinguir el sub judice de la situación fáctica que la Corte valoró al resolver la causa “Nardelli, Pietro Antonio”, cuya doctrina ha sido reiterada. Por lo que, en el sub judice se encuentran reunidas las condiciones enunciadas en esos precedentes para admitir la validez de la condena dictada por la justicia italiana en cuya virtud se ha solicitado esta extradición. Se encuentra rigurosamente respetado el derecho que, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politos reconoce a toda persona acusada de un delito, a ser oída, a ser informada de la naturaleza y sus causas de la acusación formulada contra ella y a hallarse presente en el proceso. De tal forma que no sería menester acudir a lo sostenido por la Corte en numerosos precedentes, en el sentido que el procesado que voluntariamente se sustrae a la acción de los jueces en causa criminal, violando las normas fundamentales del proceso y constituyéndose en fugitivo de la justicia, carece de derecho para invocar garantías que él ha desconocido y que el cumplimiento de preceptos cuya observancia elude impidiendo por actos propios su puntual satisfacción. A tal conclusión también se arriba siguiendo el criterio sustentado en Fallos 316:1812 y otros, donde se admitió el extrañamiento no obstante tratarse de condenas dictadas en rebeldía, pero en juicios en que, en algún momento, habían contado los requeridos con la posibilidad de ejercer aquellos derechos. Cabe destacar que al momento de ponderar los procesos y la normativa italiana descriptos, no debe soslayarse que la extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional, cuyo fundamento radica en el interés común a todos los estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, y que en las actuaciones sobre extradición el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que la inspira. En cuanto a la pretendida nulidad fundada en la errónea aplicación del trámite previsto en las leyes 23.719 y 24.767, no resulta procedente. En primer lugar, porque el planteo no fue sometido a decisión del a quo durante el desarrollo del debate o al motivar en sus estrados la apelación interpuesta contra la sentencia, sino recién en ocasión de ampliar ante la Corte los fundamentos de apelación. Ellos es así pues, el ámbito de conocimiento de la Corte por vía del recurso de apelación ordinario se encuentra ceñido, en principio, a lo debatido en la audiencia oral, donde queda fijado de modo definitivo el objeto del pleito. Tal criterio se sustenta en la doctrina de la Corte. La naturaleza penal de los procesos de extradición, ha permitido que ese principio, establecido esencialmente en procesos de materia civil y comercial, se flexibilice a fin de garantizar el ejercicio del derecho de defensa en juicio, máxime ante la ausencia de un régimen legal sobre el trámite del recurso de apelación ordinario para las causas de tal naturaleza. En esa inteligencia, la Corte ha interpretado que, en esta clase de procesos, habida cuenta que el recurso no se fundamenta al momento de su interposición ni se sustancia ante el tribunal apelado debe atenderse a la defensa en juicio y otorgarse la oportunidad de expresar agravios o, en su caso, de mejorar fundamentos. A tal fin, juzgó que esa garantía se satisface adecuadamente con la posibilidad de presentar un memorial dentro de los diez días de notificada la providencia de autos.  Con mayor razón aún, a partir de las modificaciones legislativas que dieron fundamento a las razones que la Corte desarrolló en los autos “Lavaca, Martín Leonardo”. Si bien esa hermenéutica es la que mejor asegura el ejercicio del derecho de defensa, las señaladas características del sub lite, permiten la aplicación del temperamento indicado al comienzo, que ya fue seguido por la Corte en Fallos: 320:1257. Ahora bien, para el caso que la Corte no coincida con lo hasta aquí expresado, para esta Procuración General de todas formas, el trámite impreso a las actuaciones por parte del a quo, es el acertado. Ello es así, a la luz de la doctrina puesta de manifiesto en el precedente de Fallos: 318:2148, cuando la Corte expreso que se ha sostenido en diversos pronunciamientos, que el convenio que corresponde aplicar es el vigente al momento de la solicitud de extradición. Acerca de los fundamentos constitucionales invocados por la defensa en lo referente a esta cuestión, es de destacar que en el mismo fallo se dijo que las normas de extradición no son reglamentarias  del artículo 18 de la Constitución Nacional sino del artículo 14 de la Carta Magna, en tanto no es la finalidad de estos procedimientos la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita, sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país, garantías respecto de las cuales ningún extranjero tiene un derecho irrevocablemente adquirido. Por otro lado, también resulta atinada la aplicación subsidiaria de la ley de cooperación internacional en materia penal. Ya que, de la lectura de su plexo normativo, claramente se infiere su aplicación a la totalidad de las actuaciones originadas por solicitudes de extradición iniciadas con posterioridad a la fecha de su entrada en vigencia. En cuanto a los restantes planteos cimentados en la existencia de nulidades relativas a la designación del perito traductor, la carencia de requerimiento de elevación a juicio y la falta de notificación al imputado de la realización del debate oral con tres días de antelación, tampoco son procedentes en atención a su insuficiente fundamentación. Ya que los recurrentes no asumen la doctrina de la Corte en la que se manifiesta que en los procedimientos de extradición, la jurisdicción apelada de la Corte Suprema debe circunscribirse a los agravios mantenidos expresamente en el memorial presentado y en tanto ellos constituyan, además, una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considera equivocadas. Es de destacar que en los procedimientos de extradición no hay instrucción en sentido estricto, en vista que no se persigue comprobar si existe un hecho delictuoso mediante diligencias conducentes al descubrimiento de la verdad; establecer las circunstancias que califiquen el hecho, lo agraven, atenúen o justifiquen o influyan en la punibilidad; individualizar participes; o comprobar la extensión del daño provocado por el delito. Por ende, no es necesario declararla completa y requerir la elevación a juicio como exige el artículo 347 del Código Procesal Penal de la Nación. Además, el artículo 30 de la ley 24.767 al remitir a las reglas del juicio correccional, para la realización del juicio de extradición, hace aplicables a éste, en virtud del artículo 405 del código de rito en materia penal, las normas del juicio común. Y para el correcto desarrollo del debate, se establece, si, una previsión de intimación al acusado, precisamente en su inicio. Y en las actuaciones, consta su cumplimiento. Por otro lado, los hechos descriptos en los puntos dos y seis del apartado III de la sentencia recurrida no se encuentran prescriptos para ninguna de las legislaciones aplicables. La Corte debe hacer lugar al recurso ordinario de apelación interpuesto por el agente fiscal, y en consecuencia, revocar la sentencia impugnada en cuanto no concede la extradición, respecto de la orden de ejecución emitida por el Fiscal General ante la Corte de Apelaciones de Nápoles, y rechazar el recurso ordinario de apelación deducido por la defensa, confirmando aquellos otros puntos de la decisión recurrida que hacen lugar a su extrañamiento solicitado por la República de Italia.


    Pedido de extradición de la justicia Italiana respecto de F., Mario


    F. 80, XXXV, 17 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Derecho Tributario y Aduanero


    Declaración de inconstitucionalidad


    Decretos. Impuesto a las ganancias. Mercado de capitales. Fondos comunes de inversión. Principio de legalidad. División de poderes. Facultades del Poder Legislativo. Confirmación de sentencia. 


    Con respecto al fondo del asunto, para su correcta dilucidación, es menester analizar el régimen legal de los fondos comunes de inversión aludidos por el decreto 194/98, única forma de apreciar si existe violación al principio indiscutido de legalidad en materia tributaria. Así, resulta evidente que el decreto 194/98 modificó el tratamiento dado por la ley los fondos comunes de inversión.En primer lugar, para los sujetos exentos legalmente, varía esta situación en caso de tratarse de fondos comunes de inversión diferentes de los contemplados en los arts. 1° y 2°del decreto, con independencia de las prescripciones legales.En segundo término, para los sujetos gravados legalmente, el instituir ese pago del 33% como un pago único y definitivo, le quita a estos toda posibilidad de descontar esa suma de su obligación tributaria finalmente resultante, aun en el caso en que esta no existiera.Por último, al instituir a las sociedades gerentes como responsables de deuda ajena, crea obligaciones en cabeza de un sujeto, sin la necesaria intervención de una ley. Si bien no se trata de la obligación tributaria sustantiva, como ha dicho la Corte “lo somete a una serie de obligaciones cuyo cumplimiento acarrea sanciones legales”, circunstancia que esta fuera de la competencia del poder ejecutivo.Al modificar el decreto 194/98 la regulación tributaria legal de los fondos comunes de inversión, ha violado el principio liminar de legalidad en materia tributaria.La Corte en casos análogos al presente, expresó con relación a dicho principio, que ninguna carga tributaria puede ser exigida sin la preexistencia de, una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones, de conformidad con los arts. 4, 17, 44 y 67 de la Constitución Nacional.Ha dicho el tribunal en la causa K. 3, L. XXXII, “Kupchik, Luisa Spak de y Kupchik Alberto Mario c/ BCRA y Estado Nacional (M.E.) s/ Varios”, que “la jurisprudencia de esta Corte ha establecido categóricamente que los principios y preceptos constitucionales prohíben a otro poder que el legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas, y concordantemente con ello, ha afirmado reiteradamente que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la prexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones”. No es el poder ejecutivo quien debe llenar las lagunas en materia tributaria, puesto que el principio de legalidad veda toda intervención que no sea la del Congreso Nacional en el establecimiento de tributos y sus elementos esenciales.


    Unifund Soc Gerente de Fondos Comunes de Inversión S.A. y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional - Decreto 194/98 s/ Amparo Ley 16.986


    U. 38, XXXIV, 10 de mayo de 1999


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    AFIP DGI. Retenciones impositivas. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso es procedente, toda vez que, la sentencia aparece arbitraria, conforme a la doctrina de la Corte, por incurrir en autocontradicción. Tiene expresado la Corte que corresponde descalificar como acto judicial válido la sentencia que no ha proyectado en la parte resolutiva el resultado de los fundamentos expresados en los considerandos, y ello es así porque la falta de coherencia entre los considerandos y la parte dispositiva del fallo, constituye una causal con entidad para invalidarlo, conclusión especialmente aplicable al caso en que no se ha proyectado en la parte resolutiva el resultado de los fundamentos vertidos en el acuerdo.


    Silva, Alfonso Salvador c/ Dirección General Impositiva s/ Apelación


    S. 34, XXXIV, 16 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Sanciones tributarias. IVA. Elemento objetivo. Presunción de inocencia. Principio de legalidad. Inversión de la carga de la prueba. Prueba de cargo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    De la presunción del acaecimiento del hecho imponible, no puede presumirse, al mismo tiempo y sin más, la existencia del tipo objetivo de una sanción. De lo contrario, la existencia de los elementos objetivos de los tipos penales se estarían basando en meras presunciones, con inversión no sólo del mecanismo que sustenta el principio de inocencia, sino además, volviendo perverso al sistema fiscal de presunciones y ficciones sobre el que se asienta buena parte del Derecho Tributario sustantivo. Tiene expresado el Tribunal que no cabe extender, al ámbito sancionatorio tributario, el sistema de presunciones que la ley establece con el objeto de determinar la existencia y medida de la obligación tributaria, puesto que lo contrario implicaría una violación del principio de legalidad, ya que la ley 11.683 circunscribe -la aplicación del sistema de presunciones- al ámbito tributario sustantivo. Dicha doctrina ha sido confirmada por la Corte in re C. 768, L. XXXIII, “Casa ElenValmi de Claret y Garello - TFN n° 10.582-I c/ DGI”, al expresar que el precedente "Mazza" tiene aplicación respecto de infracciones que requieran de una actividad dolosa tendiente a defraudar los intereses del Fisco: dicha doctrina impide que las presunciones que contempla la ley a los efectos de determinar la obligación tributaria del responsable, sean utilizadas, además, para presumir la existencia de esa conducta dolosa; tal extremo debe acreditarse con sustento en otros elementos de prueba. Lo contrario, como ha expresado la Corte, implicaría una inversión de la carga de la prueba, al exigírsele al imputado su demostración en contrario, sin norma legal que lo autorice. La doctrina del Tribunal resulta aplicable al sub lite, toda vez que el Fisco Nacional no ha incorporado ningún otro elemento de cargo para el establecimiento de la sanción impuesta, siendo ostensible, que la sanción reposa únicamente en la aplicación de la presunción en el IVA, y que el tribunal a quo ha confirmado tal errónea inteligencia al sostener que, al no haber sido recurrida la determinación de oficio, quedó convalidada la calificación endilgada, de "engañosas y maliciosas", a las declaraciones juradas del contribuyente. Sin perjuicio de ello, es menester aclarar que dichos calificativos pueden ser referidos al incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales, sobre las cuales hubo una determinación con base cierta, pero nunca en relación al IVA, donde la determinación tiene sustento válido únicamente en la utilización de una presunción, y con independencia de si, en la realidad de los hechos, las operaciones por las cuales no se habría tributado el IVA ocurrieron o no, en tanto el contribuyente no haya aportado prueba en contrario, conforme la normativa legal vigente.


    Montenegro Hermanos Sociedad Anónima c/ Dirección General Impositiva


    M. 152, XXXV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Régimen de emisión de comprobantes. Sanciones tributarias. Clausura del establecimiento. Personalidad de la pena. Eximición de pena. Elemento subjetivo. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Declaración de inconstitucionalidad. Falta de agravio concreto. Admisibilidad del recurso. Concesión parcial del recurso. 


    En lo atinente al agravio basado en la consideración dada por el a quo al error de hecho en que ha incurrido el presunto infractor junto con la consideración del elemento subjetivo requerido por la norma legal, el remedio federal impetrado es inadmisible, toda vez que resulta aplicable la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que basta -para la improcedencia de la apelación extraordinaria- que el fallo apelado tenga fundamentos irrevisables por la Corte y suficientes para sustentarlo. La Corte tiene declarada, en materia sancionatoria, la vigencia del principio de la personalidad de la pena que, en esencia, responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquél a quien la acción punible le pueda ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente. Sin embargo, también ha expresado que, si una persona ha cometido un hecho que encuadra en una descripción de conducta que merezca sanción, su impunidad sólo puede encuadrarse en la concreta y razonada aplicación al caso de alguna excusa admitida por el sistema penal vigente. Esta última circunstancia es la que se ha configurado en el sub lite, toda vez que la sentencia recurrida ha estudiado y valorado los hechos que rodearon la comisión de la infracción endilgada. Ha concluido el a quo que se configuró un error de hecho excusable cuyo análisis remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a la vía intentada, máxime cuando la decisión recurrida cuenta con fundamentos bastantes que, más allá de su acierto o error, permiten considerarla como un pronunciamiento judicial válido, sin que se aprecie arbitrariedad. Con este solo fundamento basta para eximir de sanción al contribuyente en el sub examine y para sustentar la sentencia apelada. La Corte tiene dicho que la jurisdicción extraordinaria no tiene por objeto sustituir a los jueces en la resolución de cuestiones que les son privativas, ni habilita una tercera instancia para debatir temas no federales. Por el contrario, el recurso intentado, en lo atinente al agravio del Fisco vinculado con la declaración de inconstitucionalidad del inc. a) del art. 40 de la Ley 11.683, resulta formalmente admisible, toda vez que se reúnen los requisitos exigidos por el inc. 1° del art. 14 de la ley 48. Ello es así, en virtud de reiterada jurisprudencia del Tribunal, según la cual debe tenerse en cuenta que la declaración de inconstitucionalidad de las leyes es un acto de suma gravedad institucional de manera que debe considerarse como la última ratio del orden jurídico, de tal forma que resultaba innecesario recurrir a tal extremo ya que, al dejar sin sanción al contribuyente sumariado, éste carecía de gravamen para obtener dicha declaración. También tiene dicho la Corte que sólo cabe recurrir, a la declaración de inconstitucionalidad cuando, contrariamente a lo acontecido en el caso, no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía.


    Von Muhlinen, Santiago s/ Apelación clausura y multa


    V. 94, XXXV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Multa tributaria. Exenciones impositivas. Aplicación analógica de la ley. Proporcionalidad tributaria. Principio de insignificancia. Cuestiones de hecho y prueba. Declaración de inconstitucionalidad. Falta de agravio concreto. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte ha expresado en los precedentes registrados en Fallos: 316: 1163 y 1223, en relación a la aplicabilidad del art. 49 in fine de la ley 11.683 a las sanciones del art. 40, que las facultades conferidas por esa norma al juez administrativo, obviamente se entienden conferidas también a los magistrados judiciales, atento al carácter del recurso ante la Justicia que la misma ley de rito establece, el cual comprende la revisión del acto administrativo sancionatorio y el control de legitimidad que le compete a los jueces ordinarios. Asimismo, se ha pronunciado la Corte por la aplicación analógica de estas facultades eximentes contempladas para las sanciones de multa de los arts. 38 y 39 de la ley de rito, a la pena de clausura contenida en su art. 40. En efecto, ha establecido en el considerando 7° de Fallos: 316:1223 que es menester puntualizar que es jurisprudencia clásica que la proscripción, en el orden represivo, de la aplicación analógica o extensiva de la ley, no excluye la hermenéutica que cumpla con el propósito legal, con arreglo a los principios de una razonable y discreta interpretación. Ello, claro está, sin dejar de puntualizar que las prohibiciones de analogía en el ámbito penal se sustentan en la debida correlación entre la sanción y el bien jurídico  y que, en el caso, se trata de desentrañar el marco en que el juez puede ejercer las facultades eximentes que le confiere la ley. Cabe recordar que el Código de Procedimientos en Materia Penal establece la proscripción de la aplicación analógica y extensiva de la ley cuando ella resulte en contra del procesado y que cabe destacar que la interpretación restrictiva, es decir la que limita la posibilidad del ejercicio de las facultades eximitorias a los supuestos en que cabría exclusivamente la pena de multa, no atiende a que aún con una exégesis ceñida a los términos literales de la norma de mentas corresponde concluir que aquellas alcanzan a los supuestos de clausura. Ello es así a poco que se advierta que la ley no dice que se podrá eximir de multa, sino que se expresa en términos más genéricos en cuanto al marco de la penalidad. Con relación al último párrafo del art. 49 de la ley de rito, expresó que además existe un correlato entre las sanciones contenidas en el art. 40 y las de los arts. 38 y 39, en cuanto todas ellas castigan incumplimientos de deberes formales. En materia de sanciones administrativas, resulta aplicable el art. 7, inc. f) de la Ley 19.459, en cuanto preceptúa la necesaria "proporcionalidad" entre el objeto del acto administrativo y la finalidad que debe perseguir conforme con la ley. Esta doctrina no resulta conmovida por los argumentos expresados por la recurrente, en el sentido de que la ley 24.765, al reformar el art. 49 de la ley, sin contemplar en forma expresa su aplicabilidad a la clausura, habría dejado sin efecto la jurisprudencia citada y, con referencia a que tampoco resultaría aplicable el criterio de la "insignificancia", puesto que, con la citada reforma, el Legislador estableció un tope cuantitativo, por debajo del cual no son punibles las infracciones con la pena de clausura y multa. La modificación introducida por la ley 24.765 al último párrafo del art. 49 de la Ley de Procedimientos Fiscales implicó, incorporar, junto a la preexistente facultad eximente para el caso en que la infracción no revistiere gravedad, la posibilidad de reducir la sanción al mínimo legal. Es decir, que el Legislador amplió el abanico de posibilidades de graduación, puesto en mano del juzgador, en vez de restringirlo como pretende el Fisco Nacional. El hecho de que haya establecido en el art. 40 un límite para las operaciones en las cuales el incumplimiento de ciertos deberes formales puede acarrear la sanción de clausura y multa, tampoco parece que constituya un óbice para la aplicabilidad del último párrafo del art. 49. En efecto, el establecimiento de una condición objetiva de punibilidad no agota la comprensión del concepto de "insignificancia" o "gravedad" que puede valorar quien tenga a su cargo el juzgamiento de la conducta o la revisión del acto sancionatorio, en su caso. Si bien sería cierto que, a partir de la reforma, la sola consideración del monto de la operación no puede sustentar en forma válida una eximente de sanción por virtud del criterio de la falta de gravedad o insignificancia contenido en el art. 49 in fine de la ley de rito, puesto que la condición objetiva de punibilidad quedaría invalidada por esta vía indirecta, en detrimento de la seguridad jurídica y tornando arbitrario el decisorio, no es éste el caso de autos. En efecto, además de dicha consideración, el a quo ha valorado otros elementos y circunstancias que rodearon a la operación cuestionada, cuyo análisis remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a la vía intentada máxime que en el sub discussio, la decisión recurrida cuenta con fundamentos bastantes que, más allá de su acierto o error, permiten considerarla como un pronunciamiento judicial válido. La tacha de arbitrariedad no tiene por objeto la corrección de fallos equivocados o que se estimen tales, sino que atiende a los supuestos de omisiones o desaciertos de gravedad extrema. En tales condiciones, resulta inoficioso tratar el restante agravio expresado por el Fisco Nacional, vinculado con la falta del elemento subjetivo en la conducta del contribuyente ya que, con lo expuesto, basta para confirmar, la exención de las sanciones discutidas. En lo atinente al agravio del Fisco vinculado con la declaración de inconstitucionalidad del inc. a) del art. 40 de la Ley 11.683, le asiste razón, en virtud de reiterada jurisprudencia de la Corte, según la cual debe tenerse en cuenta que la declaración de inconstitucionalidad de las leyes es un acto de suma gravedad institucional, que debe considerarse como la última ratio del orden jurídico, de tal forma que resultaba innecesario recurrir a tal extremo pues, al dejarse sin sanción al contribuyente sumariado, éste carecía de gravamen para obtener dicha declaración. En efecto, también tiene dicho la Corte que sólo cabe recurrir a la declaración de inconstitucionalidad cuando, contrariamente a lo acontecido en el caso, no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía.


    Silva, Jorge Antonio s/ Apelación Resolución de la Dirección General Impositiva


    S. 387, XXXV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Personalidad de la pena. Eximición de pena. Elemento subjetivo. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Declaración de inconstitucionalidad. Falta de agravio concreto. Admisibilidad del recurso. Concesión parcial del recurso. 


    En lo atinente al agravio basado en la consideración dada por el a quo a la ausencia de elemento subjetivo requerido por la norma legal, el recurso extraordinario impetrado es inadmisible, toda vez que resulta aplicable la jurisprudencia del Tribunal en cuanto a que basta que el fallo apelado tenga fundamentos irrevisables por la Corte y suficientes para sustentarlo. La Corte tiene declarada en materia sancionatoria, la vigencia del principio de la personalidad de la pena que, en esencia, responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquél a quien la acción punible te pueda ser atribuida, objetiva y subjetivamente. Sin embargo, también ha expresado que, si una persona ha cometido un hecho que encuadra en una descripción de conducta que merezca sanción, su impunidad sólo puede encuadrarse en la concreta y razonada aplicación al caso de alguna excusa admitida por el sistema penal vigente. Ha concluido el a quo en la ausencia del elemento subjetivo, del que nunca se debe prescindir, según firme criterio de la C.S.J.N., cuyo análisis remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, a la vía intentada, máxime cuando la decisión recurrida cuenta con fundamentos bastantes que, más allá de su acierto o error, permiten considerarla como un pronunciamiento judicial válido, sin que se aprecie arbitrariedad. Cabe recordar que esta tacha no tiene por objeto la corrección de fallos equivocados o que se estimen tales, sino que atiende a los supuestos de omisiones o desaciertos de gravedad extrema. Por otra parte, la Corte tiene dicho que la jurisdicción extraordinaria no tiene por objeto sustituir a los jueces en la resolución de cuestiones que les son privativas, ni habilitar, una tercera instancia para debatir temas no federales. Por el contrario, el recurso intentado, en lo atinente al agravio del Fisco referido a la declaración de inconstitucionalidad del inc. a) del art. 40 de la Ley 11.683, resulta formalmente admisible, toda vez que se reúnen los requisitos del inc. 1° del art. 14 de la ley 48. Ello es así, en virtud de reiterada jurisprudencia del Máximo Tribunal, según la cual debe tenerse en cuenta que la declaración de inconstitucionalidad de las leyes es un acto de suma gravedad institucional de manera que debe considerarse como la última ratio del orden jurídico, de tal forma que resultaba innecesario recurrir a tal extremo ya que, al dejar sin sanción al contribuyente sumariado, éste carecía de gravamen para obtener dicha declaración. También tiene dicho la Corte que sólo cabe recurrir a la declaración de inconstitucionalidad cuando, contrariamente a lo acontecido en el caso, no existe otro modo de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía.


    Penchansky, Carlos s/ Apelación clausura


    P. 420, XXXIV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Sentencia definitiva. Excepción de prescripción. Mora del deudor. Diferimiento de impuestos. Intimación de pago de tributos. Confirmación de sentencia. 


    Ha expresado la Corte que, si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el requisito de existencia de una sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda, o por el lado del ejecutado mediante la vía de repetición, cabe hacer excepción a ello cuando el tema articulado fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior, a su respecto, en un juicio ordinario. En el sub lite se halla configurada dicha excepción y, por ende, debe reputarse como definitiva la sentencia. Efectivamente, toda vez que el a quo ha hecho lugar a la defensa de prescripción, todo intento ulterior del Fisco Nacional para obtener el cobro del mismo concepto, podrá ser repelido por el ejecutado en virtud de lo resuelto. La suma ejecutada no proviene de un diferimiento impositivo que se haya tornado exigible al transcurrir el plazo otorgado por el régimen promocional, ni tampoco porque haya ocurrido la caducidad del contrato como sanción por algún tipo de incumplimiento, supuesto que acarrearía la extinción de los beneficios no sólo para la empresa promovida sino también para las que en ella hubieran realizado inversiones por medio de diferimientos, conforme ha determinado el la Corte en Fallos: 314: 1088, in re "Carlos Pascolini SACIFICA v Dirección General Impositiva". Se trata, en realidad, de un tributo que fue mal diferido por una empresa inversora en la promovida, es decir, de un tributo para el cual no había posibilidad de diferimiento alguno.  Por ende, se trata de un caso de mora en el pago del tributo, que debió haber sido abonado a partir de su vencimiento, es decir, en el mes de marzo de 1986, cuya disciplina legal es la de la Ley de Procedimientos Tributarios N° 11.683, sin que sea pertinente analizar si el régimen aplicable es el de una u otra ley promocional, puesto que ninguna de ellas rige el tributo ejecutado. La norma mencionada, establece que, cuando se computen en la declaración jurada conceptos o importes improcedentes, o se difiera impropiamente el impuesto, no resulta aplicable para su impugnación el procedimiento determinativo de oficio, sino que bastará la simple intimación de pago de los conceptos reclamados. Si bien dicha ley entró en vigencia tras su publicación en el Boletín Oficial el 10 de enero de 1989, con anterioridad a ella, para impugnar la declaración jurada donde se efectuaba un diferimiento impropio, era aplicable el procedimiento determinativo de oficio, sin que se modificara en nada lo relativo al inicio del cómputo del plazo de prescripción, ya que, el gravamen nunca estuvo regido por las disposiciones de ley promocional alguna. Cabe rechazar el argumento de la ejecutada en cuanto a que el plazo de prescripción se inicia con el dictado de la Resolución n° 977/88 de la Secretaría de Hacienda. Esta resolución, en todo caso, habrá dado lugar a la caducidad del plan promocional y, por ende, habrá tornado exigibles los tributos que, en su momento, se hubieran diferido correctamente en ese marco.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Indurba S.A.C.I.F.I. s/ Ejecución fiscal


    F. 297, XXXV, 01 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Remuneraciones accesorias. Adicionales de remuneración. Fondo de estímulo. AFIP DGI. Impuestos. Confirmación de sentencia. 


    El espíritu que anima el artículo 128 de la ley 11.683 -creación de la "cuenta de jerarquización", es el de acrecentar e incentivar el celo del encargado de la recaudación tributaria nacional, en la protección y consecución de los intereses que alberga el Fisco Nacional, mediante una participación de sus agentes, en forma directamente proporcional a la recaudación que se logre. Sin perjuicio de apreciar la vaguedad que puedan poseer los vocablos "recaudación" y "percepción", y la confusión que puede haber entre ambos en su sentido técnico, el propósito de la norma apunta a que el fondo de estímulo se conforme con el porcentaje de la recaudación indicado por la ley 23.013, tomando como base el monto total de lo efectivamente ingresado a la DGI, con independencia de que el ingreso de dinero se haya realizado en efectivo, o "mediante cheque, giro o valor postal o bancario", o mediante las compensaciones tributarias admitidas por los arts. 27, 28 y 29 de la ley de rito de la materia. Para la constitución del fondo de estímulo, se deberán tomar en consideración los tributos que efectivamente haya recaudado la DGI, mediante la actuación de sus agentes, ya sea en procedimientos voluntarios por parte de los contribuyentes, o merced a procedimientos de inspección y verificación, e inclusive a través de los procedimientos de apremio para hacer efectivo el crédito fiscal. Ha expresado este Ministerio Público, con referencia a exenciones o deducciones tributarias, que, si bien se deja de percibir una parte del tributo, "el fenómeno es consecuencia de una valoración del legislador en ejercicio de la fiscal police que ha considerado más útil, desde el punto de vista económico y social, la promoción de determinadas actividades, en comparación con el sacrificio materializado en la merma en la percepción de sus rentas impositivas". Al momento de la sanción de la ley 23.410, o al de su publicación en el Boletín Oficial, las sumas adeudadas por YPF a la DGI en concepto de impuestos a los combustibles, eran, precisamente, una expectativa de recaudación por parte del Fisco Nacional, dado que no se había realizado ingreso alguno al Fisco por dichos montos. Resulta patente, entonces, la ausencia de todo acto recaudatorio, por parte de la DGI, que afecte a las sumas mencionadas. La letra del art. 45 de la ley 23.410 es clara en este sentido, puesto que indica que se autoriza a YPF a descontar, del impuesto a los combustibles que debe ingresar al Fisco Nacional por las ventas de 1986, los pagos que efectúe como consecuencia de la atención de su deuda financiera externa. Y en el caso del art. 46, si bien con otros términos, ocurre una situación similar, en la cual no se advierte un ingreso de recaudación al erario público, a través de la DGI, ni actuación alguna de este organismo encaminada a dicho ingreso. Se torna abstracto dilucidar la naturaleza jurídica que revistió la decisión del Congreso, es decir, si se trató de una compensación o de una condonación de la deuda tributaria de YPF, puesto que, a los efectos del art. 113 de la ley 11.683, es evidente que no ha existido ni recaudación, ni actividad alguna por parte de la DGI y de sus agentes. No se trató de una compensación de naturaleza tributaria, que implicara recaudación. Evidentemente, la operación no pudo enmarcarse en los arts. 34 y 35 de la ley 11.683, puesto que los aportes irrevocables del Tesoro Nacional no tienen esa naturaleza tributaria. Ello, sin perjuicio de marcar que YPF no tuvo intervención alguna, ni realizó tampoco manifestación de voluntad, respecto de la operación legalmente ordenada. La medida político financiera tomada por el Congreso Nacional en los arts. 45 y 46 de la ley 23.410 implicó, entre otras cosas, la falta de recaudación del tributo sobre los combustibles y lubricantes vendidos por YPF.


    Razón por la cual, dichas sumas no deben ser computadas a los fines del fondo de estímulo del art. 113 de la ley 11.683 (t.o. en 1978).


    Criado, Jorge Eduardo c/ Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    C. 376, XXXIV, 06 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Anuncio publicitario. IVA. Reforma tributaria. Promulgación de la ley. Exenciones impositivas. AFIP. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 289, L. XXXV, "Famyl S.A. Salud c/ Estado Nacional s/ Recurso de amparo".


    Los ingresos obtenidos por la prensa escrita, las emisoras de radio y televisión, las agencias informativas y la publicidad en la vía pública, en razón del desarrollo de sus actividades específicas, hasta la sanción de la Ley 25.063 se encontraban exentos del IVA, a tenor del art. 49 de la ley del gravamen. La citada ley de reforma tributaria, por medio de su art. 1°, inc. “k. 1", eliminó la referida exención y, a través del inc. “j”, ap. "g" del mismo artículo, estableció una alícuota del 10,5% para los ingresos "obtenidos por la venta de espacios publicitarios en los supuestos de editores de diarios, revistas y publicaciones periódicas, cuya actividad económica se encuadre en la definición prevista en el artículo 83, inciso b) de la ley 24.467, conforme lo establezca la reglamentación. La reducción alcanza también a los ingresos que obtengan todos los sujetos intervinientes en tal proceso comercial, sólo por dichos conceptos y en tanto provengan del mismo. Para transformarse el proyecto en ley, se debió seguir el procedimiento del art. 83 de la Carta Magna, con las mayorías allí expresadas. La insistencia por parte del Congreso de la Nación se ha verificado en autos, puesto que, por nota del 30 de junio de 1999, el Senado de la Nación comunicó al Poder Ejecutivo Nacional que aceptó la insistencia de la Cámara de Diputados respecto del inciso j) del art. 1ª, del proyecto de ley registrado bajo el N° 25.063, cuando sustituye el inciso g) del art. 28 de la ley del IVA. El proyecto del Congreso se ha convertido en ley, dado que es prístina la norma del art. 83 de la Carta Magna cuando prescribe: " ... Si ambas Cámaras lo sancionan por igual mayoría, el proyecto es ley y pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación. ". Es por ello que la situación legal anterior, es decir, la contenida en la ley 23.349 antes de la reforma que se cuestiona, debe reputarse subsistente en relación a la actividad desarrollada por la actora, pero sólo hasta la publicación en el Boletín Oficial de la insistencia de ambas Cámaras del Congreso de la Nación, momento a partir del cual la reforma tributaria, en lo atinente al caso, se ha transformado en ley, con la alícuota del 10,5% en el lVA, para los ingresos obtenidos por la actividad publicitaria realizada por la actora.


    AFIP - DGI s/ Acción de amparo Ley 16.968


    E. 136, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Servicios sanitarios. IVA. Exenciones impositivas. AFIP. Reforma tributaria. Promulgación de la ley. Facultades del Poder Ejecutivo. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Debe ser rechazado, sin más, el agravio basado en la falta de legitimación suficiente de la amparista, que actúa en en su condición de sujeto pasivo del IVA, debido a su actividad como prestadora de servicios de medicina prepaga para cuestionar la constitucionalidad del Decreto N° 1517/98. La calidad de contribuyente le impone las ineludibles obligaciones sustanciales de incorporar al precio de sus servicios el tributo, y de ingresarlo al organismo recaudador, con la deducción del gravamen que a ella le facturen sus proveedores, así como también, el deber de cumplir con requerimientos formales en forma periódica, resulta indudable su legitimación y también la existencia de un "caso" o "causa" a su respecto, en los términos del art. 116 de la Constitución Nacional. Tampoco puede ser atendido el argumento de la recurrente sustentado en la ausencia de perjuicio para la actora, en razón del traslado del gravamen a los consumidores finales, pues ha expresado la Corte que "el interés inmediato y actual del contribuyente que paga un impuesto, existe con independencia de saber quién puede ser, en definitiva, la persona que soporte el peso del tributo, pues las repercusiones de éste determinadas por el juego complicado de las leyes económicas, podrían llevar a la consecuencia inadmisible de que en ningún caso las leyes de impuestos indirectos y aun las de los directos en que también aquélla se opera, pudieran ser impugnadas como contrarias a los principios fundamentales de la Constitución Nacional". En cuanto a la improcedencia de la vía elegida para ventilar la cuestión, debe tenerse presente que el inc. a) del art. 2° de la ley 16.986 debe interpretarse a la luz del art. 43 de la Constitución Nacional reformada, que ha establecido la procedencia de dicha acción "siempre que no exista otro medio judicial más idóneo". Ha expresado la Corte que "la alegada existencia de otras vías procesales aptas que harían improcedente el amparo (…) no es postulable en abstracto sino que depende de la situación concreta de cada demandante, cuya evaluación, como es obvio, es propia del tribunal de grado". La vía residual del amparo se verá desplazada cuando se demuestre la existencia de un recurso que resulte con mejor aptitud procesal para lograr la plena restitución del derecho afectado. Sin embargo, la recurrente no ha alegado y, por ende, mucho menos demostrado, cuál es la vía más idónea que obstaría a la procedencia indicada y los argumentos de orden fáctico y procesal alegados no tienen entidad suficiente para refutar los fundamentos dados por el a quo, ni para dilatar el control de constitucionalidad que constituye la primera y principal misión del Tribunal. En lo referente al óbice del art. 2°, inc. d) de la Ley 16.986, invocado por la recurrente para excluir la vía intentada, sostuvo el Tribunal que aquélla "halla su quicio constitucional en tanto se admita el debate de inconstitucionalidad en el ámbito del proceso de amparo, cuando en el momento de dictar sentencia se pudiese establecer si las disposiciones impugnadas resultan o no clara, palmaria o manifiestamente violatorias de las garantías constitucionales que este remedio tiende a proteger [...] Impedir este análisis en el amparo es contrariar las disposiciones legales que lo fundan al establecerlo como remedio para asegurar la efectiva vigencia de los derechos constitucionales, explícitos o implícitos, así como la función de esta Corte de preservar la supremacía constitucional". Por lo demás, aun cuando se han aportado a la causa algunas pruebas referentes al daño patrimonial que dice experimentar la actora, la cuestión debatida resulta de puro derecho. Por lo tanto, resulta procedente la vía intentada, razón por la cual el agravio debe ser desestimado. El Presidente de la Nación participa en el proceso de formación y sanción de las leyes, tanto en lo relativo a la presentación ante el Congreso de proyectos de ley, como en cuanto a la aprobación de los proyectos una vez que fueron sancionados por ambas Cámaras y enviados para su promulgación y publicación. Asimismo, tiene la potestad de observar un proyecto de ley, para desecharlo, "en el todo o en parte", conforme surge de lo dispuesto por los arts. 80 y 83 de la Carta Magna, circunstancia que obliga a devolver el proyecto con las objeciones a la Cámara de origen, para su nuevo tratamiento por el Legislador, de acuerdo con el artículo citado en último término. Este carácter de colegislador tiene exclusivamente carácter negativo pues, mediante el ejercicio de la potestad de observar los proyectos que le envía el Congreso, sólo puede oponerse y privarlos de fuerza de ley e impedir su transformación en normas legales que se incorporen al ordenamiento jurídico argentino. La potestad del Presidente de la Nación de observar un proyecto de ley no está sujeta a otra condición que la de ser ejercida dentro del plazo de diez días útiles. Asimismo, es amplia ya que puede motivarse no sólo por cuestiones vinculadas con la constitucionalidad de aquél, sino también en razones de oportunidad o conveniencia, políticamente apreciadas por el Ejecutivo. Sin embargo, el ejercicio de la potestad de vetar proyectos de ley, resulta separable de las cuestiones atinentes a la promulgación de la norma. Para el caso de que la observación realizada sea parcial, el art. 80 de la Carta Magna sienta el principio general, al establecer que “Los proyectos desechados parcialmente no podrán ser aprobados en la parte restante", es decir, que no pueden promulgarse. Como excepción a esta regla, el mismo artículo dispone que "sin embargo, las partes no observadas solamente podrán ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación parcial no altera el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por el Congreso. En este caso será de aplicación el procedimiento previsto para los decretos de necesidad y urgencia. De esta manera, el Constituyente reformador recogió una sólida doctrina de la Corte expresada en Fallos: 268:352, donde el Tribunal tuvo oportunidad de abordar la cuestión de la validez de la promulgación parcial de un proyecto de ley y, correlativamente, si podían considerarse convertidos en ley los artículos no observados. Expresó entonces que, cuando el proyecto constituye un todo inescindible, de modo que las normas no promulgadas no puedan separarse del texto total sin detrimento de la unidad de éste, el Poder Ejecutivo no puede promulgar parcialmente el proyecto de ley, sin invadir atribuciones propias del Congreso Nacional, y sin asumir la calidad de legislador. La ley 25.063, de reforma tributaria -7 de diciembre de 1998-, implicó una amplia reforma al régimen tributario nacional y de la seguridad social, ya que modificó las leyes del Impuesto al Valor Agregado, a las Ganancias, sobre los Bienes Personales y también los Recursos de la Seguridad Social, a la vez que introdujo dos nuevos tributos (impuesto sobre los intereses pagados y el costo financiero del endeudamiento empresario y el Impuesto a la ganancia mínima presunta) y, asimismo, modifica diversas normas del Código Aduanero. Se trata de una norma legal de las denominadas por la doctrina como "ley ómnibus", por abarcar diferentes cuestiones, con capítulos o títulos que guardan relativa independencia entre sí, de modo tal que si bien formalmente están incorporados bajo un mismo número de registro, en lo sustantivo pueden ser considerados como disposiciones normativas diferentes con autonomía normativa y entidad diferenciada. Tras la reforma, los servicios de asistencia sanitaria, médica y paramédica, contemplados en el punto 7, inc. h) del art. 7° de la ley 23.349, quedarían fuera del alcance del tributo sólo cuando se trata de los importes que deban abonar, a los prestadores, las obras sociales creadas o reconocidas por normas nacionales o provinciales, así como todo otro pago directo que, a título de coseguro o en caso de falta de servicio, deban efectuar los beneficiarios. Sin embargo, la eliminación de la exención consagrada anteriormente y la extensión del ámbito del gravamen al servicio de medicina prepaga, fue previsto por el Legislador para ser alcanzado por una alícuota del 10,5%, conforme al art. 1°, inc. m, del proyecto de Ley 25.063, que incorporó, a continuación del art. 54 de la Ley 23.349, un artículo que así lo disponía. El Legislador previó los elementos esenciales de toda norma tributaria, relativa a la prestación del servicio de medicina prepaga (hecho imponible), por parte de empresas privadas que no sean obras sociales (sujetos pasivos), sobre la base del precio final del servicio (base imponible), con un tasa del 10,5% (alícuota). Mediante el Decreto 1517/98, en su art. 1°, el Poder Ejecutivo vetó determinadas disposiciones del proyecto de ley -en lo que importa, el inc. m) del art. 1°- y la promulgó en sus partes no observadas. Una promulgación parcial puede resultar válida en cierto contexto, pero inválida en otros. En lo que atañe a la presente causa, cabe observar que el mismo proyecto de Ley 25.063 comprendió objetos diversos e independientes, por lo cual está claro que el art. 83 de la Constitución Nacional, al prescribir que un proyecto de ley puede ser desechado en el "todo", no se refiere, necesariamente, al contenido íntegro del mismo y, como ha expresado la Corte, "una cosa es la unidad de un proyecto, y otra, muy distinta, es que un proyecto sea una y sólo una unidad". Resulta evidente que la promulgación parcial examinada no puede realizarse en los términos del Decreto 1517/98 sin menoscabo de su espíritu y unidad, dado que esa disposición no posee autonomía normativa respecto de la alícuota determinada por el Congreso y que el propio Poder Ejecutivo observó. El decreto cuestionado implica la configuración de una norma distinta a la sancionada, al establecer una alícuota no querida por el Congreso Nacional, con grave afectación del principio de legalidad en materia tributaria y con una evidente alteración del objeto central de la norma de gravamen, consistente en que la carga tributaria que soporte dicho servicio sea la mitad de la carga tributaria general. La Corte ha señalado que "ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder del Estado investido de tales atribuciones". En Fallos: 319:3400, sostuvo que "en orden a la invariable jurisprudencia del Tribunal sobre el tema en examen, cabe poner de relieve que resulta inaceptable la tesis sostenida por el Fisco Nacional en cuanto pretende limitar la exclusiva competencia que la Constitución Nacional asigna al Congreso en materia tributaria a lo referente al establecimiento de nuevos impuestos. En efecto, tal interpretación llevaría a la absurda consecuencia de suponer que una vez establecido un gravamen por el Congreso de la Nación, los elementos sustanciales de aquél, definidos por la ley, podrían ser alterados a su arbitrio por otro de los poderes del gobierno, con lo que se desvirtuaría la raíz histórica de la mencionada garantía constitucional y se la vaciaría de buena parte de su contenido útil, ya que el 'despojo' o 'exacción' violatorios del derecho de propiedad que representa el cobro de un impuesto sin ley que lo autorice se verificaría tanto en uno como en otro supuesto, en la medida en que la pretensión del Fisco carezca de sustento legal”. La anomalía consistente en haber alterado el Poder Ejecutivo el espíritu de la unidad del proyecto sancionado por el Congreso, o en haber creado un norma nueva y distinta, mediante el artilugio de vetar una parte y promulgar otra de aquél cuando, en realidad, ambas son inescindibles, atenta, por lo demás, contra el art. 99; inc. 3°, de la Carta Magna, que veda terminantemente al primero de esos Poderes dictar disposiciones de carácter legislativo. Ello no se salva por el hecho de que la Ley Fundamental prevea, para el caso de promulgación parcial, el trámite previsto para los decretos de necesidad y urgencia, toda vez que el Poder Ejecutivo tampoco puede dictar decretos de este carácter en materia tributaria. Para transformar el proyecto en ley, debíase seguir el procedimiento del art. 83 de la Carta Magna, con las mayorías allí expresadas. La conclusión del proceso de formación de la ley no se ha verificado en el sub lite, puesto que, por nota del 30 de junio de 1999 (publicada en el Boletín Oficial del 2 de agosto de 1999), el Senado de la Nación comunicó al Poder Ejecutivo Nacional que rechazó la insistencia de la Cámara de Diputados respecto del inciso m) del art. 1°, del proyecto de ley registrado bajo el N° 25.063. Es dable afirmar que no hay norma legal válida respecto del tema discutido, conclusión que se reafirma a tenor de la clara disposición del art. 83 de la Ley Fundamental. Si bien el objetivo que enmarcó la sanción del proyecto de ley 25.063 fue el de aumentar la presión tributaria, mediante la generalización del IVA a locaciones de servicios no alcanzados, hasta entonces, también debe tenerse muy en cuenta que el Congreso Nacional, respecto de determinadas prestaciones de carácter esencial, tuvo en consideración que la obtención de la finalidad fiscalista no podía realizarse sin contemplar la capacidad económica de quienes, en definitiva, han de soportar el peso económico de la gabela y que, en el caso, son los consumidores finales de los servicios de medicina prepaga, razón por la cual el Legislador previó una alícuota reducida. De seguirse la tesitura propuesta por el Fisco Nacional también se estaría afectando el principio de capacidad contributiva, que es otra de las columnas constitucionales de la tributación, el cual fue valorado por el Poder Legislativo en relación a un servicio que atiende a un derecho esencial de la población, como es el de la salud, que genera deberes y obligaciones ineludibles para el Estado, tanto de acción  como de omisión.


    Famyl S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    F. 289, XXXV, 05 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Asociaciones sindicales. Impuesto a las ganancias. Exenciones impositivas. AFIP DGI. Acto administrativo. Determinación de impuestos. Facultades del Poder Legislativo. Fisco nacional. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Las leyes de exención son normas en cuya virtud, una vez cumplidos determinados presupuestos de hecho, incluidos complementariamente en el ámbito del hecho imponible, no tiene lugar el nacimiento de la obligación tributaria que hubiera correspondido -de no existir esta exención- de conformidad con la ley del impuesto. La facultad constitucional del Congreso para otorgar derechos o exenciones tributarias, encuentra basamento en lo prescripto por el art. 75, inc. 18 de la Ley Fundamental. A su vez, implica un mecanismo apto para lograr un mejor ajuste de la ley tributaria, tanto a los principios de justicia tributaria (delimitando el hecho imponible), como también a la consecución de los fines de política social y económica que persiga la ley. El mandato legal eximente tiene aplicación por sí mismo, sin necesidad de reglamentación alguna para entrar en vigor o para tener efectividad. La única virtualidad, que poseen los  actos administrativos emanados de la DGI que reconocen la existencia de la exención, respecto del sujeto (en tanto éste sea pasible de gozar los beneficios de una norma de, exención si se dan los extremos requeridos), está referida a obligaciones de tipo formal, y a ciertas obligaciones conexas con la obligación tributaria principal, en especial la sujeción a regímenes de percepciones o retenciones, Es un mero acto de reconocimiento, por parte de la Administración, de la situación en que se encuentran determinadas personas, a los fines de regularizar su situación en relación tanto con los demás sujetos gravados, y terceros, como asimismo con el propio Fisco; respecto a regímenes de obligaciones formales, o de otras obligaciones materiales conexas con la obligación principal, de la cual está legalmente exenta. Los terceros que operen con un sujeto exento, ante la exhibición del certificado, están relevados del deber de efectuar retenciones o percepciones. En el contexto del impuesto a las ganancias, el art. 33 del decreto reglamentario N° 2.353/86, tras indicar que el certificado de exención se otorgará a pedido de los interesados quienes deberán presentar sus estatutos y normas que rigen su funcionamiento y demás elementos que exija el organismo, dispone que "Las entidades a las que se haya acordado la exención, no estarán sujetas a la retención del gravamen". Es oportuno poner de resalto que, frente a los supuestos de exención, y aun cuando el particular tenga expedido un "certificado", ello no implica una situación o status de indemnidad respecto a las potestades de fiscalización y verificación de la Administración, sino que, por el contrario, ésta las conserva de igual forma que respecto a los casos gravados, pudiendo llegar en ejercicio de su potestad de imposición a la liquidación del tributo, aplicando la exención. En forma correlativa, el particular debe soportar la actuación de la Administración, y llevar a cabo el cumplimiento de determinados deberes formales, en igual posición jurídica que si existiera la obligación tributaria sustantiva o de pago. No hay norma legal o reglamentaria que autorice a la DGI a que, mediante la resolución cuestionada del 29 de noviembre de 1996, revoque el acto administrativo anterior, por medio del cual se reconocía a la UTGRA el carácter de sujeto exento del impuesto a las ganancias. Sin embargo, el Fisco no identifica la norma legal o reglamentaria con base en la cual se encontraría habilitado para revocar ese certificado de exención con anterioridad a la conclusión definitiva del procedimiento determinativo de oficio. La actora no precisa de un “certificado de exención”, ni para el régimen del impuesto a las ganancias ni para ningún otro tributo nacional en virtud de lo dispuesto por el art. 39 de la ley 23.551 en cuanto a la automaticidad de la exención. Dado que la UTGRA ha obtenido, dentro de dicho marco normativo, la personería gremial, el acto de reconocimiento de tal circunstancia por la autoridad competente cumple las veces de "certificado de exención”, no necesitando de otro acto de constatación de tal circunstancia legal, a diferencia de las demás entidades sindicales, simplemente inscriptas, carentes de esa calidad, quienes a tenor del inc. f) del art. 20 de la ley del impuesto a las ganancias, y conforme lo dispuesto en el art. 33 de su decreto reglamentario, deberán gestionar la expedición del certificado. Cualquiera sea la suerte que corra la resolución impugnada, la actora seguirá gozando de los efectos que emanan del art. 39 de la ley 23.551. El Fisco no se ha visto impedido de ejercer sus funciones de inspección y fiscalización, máxime cuando, en forma paralela e ininterrumpida, ha continuado con el trámite de las actuaciones tendientes a la determinación de oficio de la presunta obligación tributaria que se habría generado respecto del impuesto a las ganancias. Ningún perjuicio le causa al Fisco Nacional, lo decidido en autos respecto de dicho certificado, en relación a la determinación del impuesto que habría omitido declarar y abonar la actora por los períodos no prescriptos, puesto que, con independencia de lo hasta aquí resuelto en relación al certificado de exención, está ejerciendo en plenitud sus facultades legales en procedimientos encaminados a tal fin. El procedimiento de los arts. 16 y 17 de la ley 11.683, está encaminado a la determinación de oficio de la materia imponible, y a liquidar -en su caso- el gravamen correspondiente, por los períodos no prescriptos. Es un procedimiento administrativo donde el contribuyente tiene amplias facultades de control, donde con carácter previo al dictado de la resolución determinativa se le concede vista, pudiendo ofrecer las pruebas que hagan a su descargo. Además, dicha resolución es recurrible conforme al art. 76 de la citada ley, mediante un recurso de reconsideración ante el superior, o bien mediante recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de la Nación. En ambos casos, con efecto suspensivo, garantizando en forma amplia los derechos del presunto deudor, quien no ve afectado todavía su patrimonio, dado que no está aún compelido al pago, ni se encuentra habilitada para el Fisco la vía de apremio. Asimismo, en virtud de lo dispuesto por el inc. a) del art. 8° de la Ley de Procedimiento Tributario, se ha dado vista en el procedimiento determinativo a las autoridades de la UTGRA, a fin de que ejerzan en forma amplia su derecho de defensa, frente a la eventual responsabilidad solidaria que podría caberles, en los términos legales. Será recién al cabo de este procedimiento determinativo, y de sus eventuales apelaciones, que se establecerá tanto la posible existencia de la obligación tributaria, como su cuantía, y la eventual existencia de responsabilidad solidaria por parte de los directivos de la actora.


    U.T.G.R.A. c/ D.G.I. s/ Acción de amparo


    U. 27, XXXIV, 22 de febrero de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    Capítulo XIII



    Derechos Humanos


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Actos del gobierno de facto. Privación ilegal de la libertad. Salida del país. Voluntad del legislador. Finalidad de la ley. Admisibilidad del recurso. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Revocación de sentencia. 


    En el caso se produce el menoscabo a la libertad que la Corte señaló como causa de la reparación que otorga la ley 24.043. Esta es una concreta aplicación que surge del precedente de Fallos: 320: 1469. La Corte dijo en esa oportunidad que la finalidad de la norma fue otorgar una compensación económica a personas privadas del derecho constitucional a la libertad, no en virtud de una orden de autoridad judicial competente, sino en razón de actos ilegítimos, emanados en ciertas circunstancias de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto. Lo esencial no es la forma que revistió el acto de autoridad sino la demostración del menoscabo efectivo a la libertad, en los diversos grados contemplados por la ley 24.043, y agregó que la voluntad del legislador fue hacer justicia a todos aquellos que sufrieron una detención ilegal. Si bien la iniciativa fue excepcional porque excepcional había sido la situación por la que había pasada la Nación durante la última ruptura de la vigencia de las instituciones constitucionales, el texto que fue finalmente votado por el Congreso Nacional fue más amplio que el proyecto de ley que había sido enviado originariamente por el Poder Ejecutivo y comprendió a los que hubieran iniciado juicio por daños y perjuicios o no, y hubiesen sufrido el daño contemplado en el art. 2° de la ley. Se abarcó, pues, un amplio espectro que incluyó desde el menoscabo más radical a la libertad y a la vida hasta un menoscabo atenuado. Resultan extensivas al sub examine las conclusiones que esta Procuración General expuso en el dictamen de la causa "Quiroga", ya que el egreso del país de la actora no significó el cese de su arresto o la modificación de su situación de libertad vigilada, en los términos previstos por el art. 4°, segundo párrafo de la ley 24.043. Antes bien, constituyó una prolongación de la restricción de su libertad. Y si bien es cierto que, a partir de la fecha en que pudo escapar del país, recuperó su libertad ambulatoria, ello no significa que su situación no encuadre en las previsiones de la ley 24.043, a efectos de reparar los distintos grados de afectación de la libertad. Ello es así, puesto que la sola circunstancia de encontrarse en mejor situación fáctica, al momento de salir del país, respecto de los que continuaban detenidos, no la excluye de los distintos grados de afectación de la libertad que la ley repara, máxime cuando no se produce una situación de desigualdad con aquéllos, que también se encuentran alcanzados por los beneficios de la norma. Teniendo en cuenta que se trata de una norma sancionada para reparar situaciones injustas vividas en otra época de la historia nacional, resulta aplicable, la jurisprudencia que señala que es regla en la interpretación de las leyes dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser obviado por los jueces con motivo de las posibles imperfecciones técnicas de su instrumentación legal, toda vez que ellos, en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia, no deben prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma. La exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no pueda llevar a la pérdida de un derecho, o el excesivo rigor de los razonamientos no desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esa tarea no es siempre método recomendable el atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional, que elimine el riesgo de un formalismo paralizante; es necesario buscar en todo tiempo una interpretación valiosa de lo que las normas, jurídicamente, han querido mandar, de suerte que la admisión de soluciones notoriamente injustas cuando es posible arbitrar otras de mérito opuesto, no resulta compatible con el fin común de la tarea legislativa y de la judicial. En tal sentido, no debe prescindirse de las consecuencias que derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Geuna, Graciela Susana c/ Ministerio del Interior s/ Articulo 3 Ley 24.043


    G. 517, XXXV, 17 de diciembre de 1999


    Ver  dictamen


    Recurso extraordinario


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa Q. 19, L. XXXIII, "Quiroga, Rosario Evangelina c/ Ministerio del Interior (art. 3° ley 24.043)".


    Debe concederse el beneficio legal hasta el 28 de octubre de 1983, fecha en la que se levantó el estado de sitio por el Decreto 2834/83, pues ese es el límite temporal impuesto por el art. 4 de la ley 24.043.


    Cubas, Lisandro Raúl c/ Ministerio del Interior s/ Artículo 3° Ley 24.043


    C. 1214, XXXV, 17 de diciembre de 1999


    Ver  dictamen


    Actos del gobierno de facto. Desaparecidos. Reparación económica para familiares de desaparecidos. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Admisibilidad del recurso. 


    La ausencia en la ley 24.411 y en su reglamentación de una determinación precisa acerca del ámbito temporal en el que debieron ocurrir los hechos para acceder al beneficio extraordinario que instituyen, no autoriza a extenderlo irrazonablemente a cualquier periodo histórico en el que se haya producido una crisis institucional en la República. Asiste razón al apelante en cuanto sostiene que, con el dictado de la ley 24.411, el legislador previó una reparación especial sólo para quienes resultaron perjudicados por acciones ilegítimas producidas por las Fuerzas Armadas, de Seguridad, o paramilitares, que derivaron en la desaparición forzada o en la muerte. La inteligencia de las leyes debe tener en cuenta el contexto general y los fines que las informan y, a ese objeto, la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del Legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma. Asimismo, la Corte ha establecido que no se trata de desconocer las palabras de la ley, sino de dar preeminencia a su espíritu, a sus fines, al conjunto armónico del ordenamiento jurídico y a los principios fundamentales del Derecho en el grado y jerarquía en que estos son valorados por el todo normativo, cuando la inteligencia de un precepto, basada exclusivamente en la literalidad de uno de sus textos, conduzca a resultados concretos que no armonicen con los principios de hermenéutica enunciados, arribe a conclusiones reñidas con las circunstancias singulares del caso o a consecuencias notoriamente contradictorias. La relación que hace el legislador entre “desaparecidos” y “fallecidos” constituye una pauta interpretativa a los efectos de dilucidar si tuvo en miras reparar los hechos ocurridos en un lapso determinado o en un contexto histórico totalmente indefinido. En efecto, la citada vinculación se manifiesta en forma aún más patente en el inc. 2 del art. 3 cuando, al determinar el procedimiento a seguir para la acreditación de la situación prevista en el art. 2, dice que deberá realizarse, además del fallecimiento que se probará con la partida de defunción pertinente. Del análisis de los medios de prueba a los que remite la norma, surge evidente que las hipótesis que abarca no son tan amplias, puesto que la asociación entre las categorías mencionadas y los medios de prueba inducen a concluir que solo quedan comprendidos aquellos casos de personas que fallecieron luego de encontrarse en una situación de desaparición forzada, caracterizada en el 2º párrafo del art. 1º. En el precedente de Fallos 318:1707, se debatió la constitucionalidad del decreto Nº 1023/92, reglamentario de la ley 24.043, que fijaba un límite temporal entre el 6 de noviembre de 1974 y el 10 de diciembre de 1983. En dicha oportunidad, la Corte dijo que, de los debates parlamentarios, surge nítidamente que la finalidad de la ley fue otorgar una compensación económica a personas privadas injustamente de su libertad durante la vigencia del estado de sitio impuesto en el último periodo de ruptura del orden constitucional. Este criterio fue reiterado en Fallos: 320:1469, en el cual se añadió que la iniciativa de hacer justicia a todos aquellos que sufrieron una detención ilegal fue excepcional, porque excepcional había sido la situación por la que había pasado la Nación durante la última ruptura de la vigencia de las instituciones constitucionales. La ley 24.411 ha venido a completar el cuadro normativo existente para otras hipótesis fácticas, con una finalidad reparatoria referida siempre a un mismo contexto histórico definido, circunstancia que impide dar por verificados los extremos requeridos por ella en el sub examine, sin que esto de ningún modo implique sustituir al Legislador, antes bien se trata de aplicar la norma tal como éste la concibió.


     Marino, Miguel Ángel c/ Ministerio del Interior – Subsecretaria de Derechos Humanos y Sociales


    M. 580, XXXIV, 20 de diciembre de 1999


    Ver  dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIV


    Economía y Finanzas


    Recurso de inconstitucionalidad


    Consolidación de deudas. Cobro de sumas de dinero. Operaciones bancarias. Régimen de garantía de los depósitos. Excepciones procesales. Falta de legitimación para obrar. Rechazo del recurso. 


    La cuestión, que radica en determinar en qué medida la Provincia es co-responsable de la deuda que se reclama, a efectos de revestir el carácter de parte sustancial, se encuentra directa e inmediatamente relacionada con la aplicación e interpretación de normas de Derecho Público provincial, por lo que no cabe que este Ministerio Público opine acerca de la excepción de legitimación pasiva, ni sobre el fondo del asunto, que también exige el análisis de normas del mismo carácter. Ello es así, porque el dictamen debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal. En cuanto a la transgresión a los arts. 17 y 31 de la Constitución Nacional que se configuraría en el supuesto de aplicarse la ley provincial de consolidación de deudas, la Corte convalidó la aplicación de una ley local que suspendía las ejecuciones de sentencias contra el Estado Provincial, sancionada incluso después de dictada la sentencia definitiva y de trabado embargo sobre las sumas adeudadas. Por aplicación de dicho criterio, los escuetos argumentos que evidencia el escrito de la actora, dirigidos a cuestionar las leyes provinciales 5545 y 5613 por resultar violatorias de los arts. 17 y 31 de la Constitución Nacional, no satisfacen los requisitos mínimos de fundamentación que son exigibles cuando lo que se pretende es nada menos que la declaración de invalidez de una norma legal por resultar contraria a la Ley Fundamental, máxime cuando la actora no se hace cargo ni, por ende, controvierte la doctrina sentada por la Corte para desestimar planteos de índole similar. Tiene dicho la Corte que la declaración de inconstitucionalidad de las leyes constituye un acto de suma gravedad institucional, que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico. La parte agraviada no ha logrado demostrar su aserto consistente en sostener que la ley local excedió los términos de la dictada a nivel nacional. Máxime, cuando no se trata ya de obtener el cobro del depósito original, sino de la responsabilidad subsidiaria que cabría a la Provincia, luego de la liquidación del banco donde aquél se efectuó. Según ha declarado la Corte, "las sumas comprendidas en el régimen de garantía de los depósitos deberán ser abonadas en los términos del sistema de consolidación establecido por la ley 23.982". Entendió la Corte que "la obligación que como garante asume dicha entidad no deriva del contrato de depósito bancario sino de la ley, ha sido impuesta con fines de regulación económica, no se trata de una garantía personal constituida para asegurar el pago de una obligación concreta a favor de determinado acreedor, sino que es una responsabilidad de carácter general e indeterminado para el caso de liquidación de la entidad depositaria adherida al sistema; en suma, no participa de las características que configuran a la fianza regulada por el derecho común". Aunque dicho precedente está referido a la responsabilidad que cabe al Banco Central de la República Argentina como garante de los depósitos efectuados en entidades bancarias privadas, el Tribunal hizo mérito de la circunstancia de que el régimen legal que establece el sistema de garantía "excede el ámbito iusprivatistico" sin perjuicio de que, la garantizada, era una "deuda comercial" que, en su origen, estaba excluida del sistema de consolidación, circunstancia que no obsta a que el acreedor deba percibirla, en definitiva, a través las modalidades de aquél. Aun en el supuesto de admitir que la ley de consolidación provincial hubiera excedido los términos de la ley 23.982, es oportuno recordar que este Ministerio Público ha declarado, con respecto a la ley 11.192 de la Provincia de Buenos Aires -similar a la cuestionada en autos- que, a través de su dictado, la citada Provincia había puesto en ejercicio una facultad no delegada al Congreso Nacional, ya que se trataba de una cuestión de derecho público, cual es el pago de las obligaciones de su deuda pública, en su carácter de Estado autónomo; por lo que se concluyó, en tales condiciones, que la norma contenida en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional no guarda relación directa ni inmediata con lo resuelto. No es suficiente, para demostrar la inconstitucionalidad de una ley de consolidación provincial, limitarse a mencionar, como en el caso, que ésta incluye en sus alcances a un tipo de deudas no abarcado por la ley 23.982 sino que, por el contrario, es necesario acreditar que el contenido de la respectiva disposición resulte, en su esencia, repugnante a alguna cláusula de la Carta Magna Nacional. No puede correr mejor suerte lo aducido en torno a que la sanción de la ley 5545 excede las facultades que para el dictado de su derecho público la Provincia ha reservado. También debe ser rechazo el planteo sobre la base de sostener que la fecha de corte de la ley provincial es distinta a la que prevé la ley 23.982. La temporariedad que caracteriza a la emergencia no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses, pues dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado.


    Instituto Nacional de Obras Sociales (INOS) c/ Banco de la Provincia de la Rioja s/ Cobro de pesos


    I. 69, XXXI, 08 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Deudas municipales. Régimen de consolidación de deudas. Emergencia económica. Cuestión de derecho público local. Ejecución de sentencia. Gravedad institucional. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Ley de Consolidación de Obligaciones Municipales no ha determinado una oportunidad o término perentorio para su invocación, de modo que no puede hablarse de estadio procesal clausurado, que impida oponer el régimen de emergencia, el que bien puede ser planteado tanto en la etapa introductoria del proceso -por el principio de eventualidad- como en la ejecución de sentencia, ello por cuanto establece un específico y excepcional sistema para la cancelación de las deudas estatales. Si bien la Corte ha sostenido que, en principio, el examen de cuestiones de Derecho Público local es ajeno a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas y que "la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido". El caso reviste gravedad institucional, debido a los intereses que el sistema de consolidación de pasivos municipales intenta preservar. La aplicación del art. 163 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires no resulta incompatible con las disposiciones contenidas en Ley de Consolidación de Obligaciones Municipales puesto que, más allá de las elementales razones de prudencia que obliga a ponderar como válida esta inteligencia, la norma constitucional en cuestión prevé el procedimiento a seguir en forma directa por el Superior Tribunal en caso de reticencia del obligado a cumplir la condena. En cambio, la ley 11.756 -posterior en el tiempo, por lo demás, al mencionado precepto constitucional, ya que fue sancionada el 7 de diciembre de 1995, mientras que éste lo fue el 13 de septiembre de 1994- se refiere a un mecanismo especial y transitorio de cumplimiento de las sentencias dictadas contra las comunas de la Provincia, atendiendo a la situación de emergencia económica por la que atraviesan y ello evidencia la falta de contraposición entre ambas normas, por contemplar hipótesis fácticas diferentes y porque no cabe suponer la inconsecuencia de los órganos de los que emanan los respectivos ordenamientos jurídicos. La Corte ha establecido en el precedente de Fallos: 313:1513 que el fundamento de las leyes de emergencia es la necesidad de poner fin o remediar situaciones de gravedad que obligan a intervenir en el orden patrimonial, fijando plazos, concediendo esperas, como una forma de hacer posible el cumplimiento de las obligaciones, a la vez que atenuar su gravitación negativa sobre el orden económico e institucional y la sociedad en su conjunto. A lo que agregó que es una actitud de enfermiza contradicción social la que pretende que las instituciones sociales cumplan con la prestación de beneficios con los que no puedan cumplir, o previstos en épocas distintas, al costo de verse confrontadas con la posibilidad de su subsistencia. En un caso similar, en el cual, con fundamento en el art. 151 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires se había desestimado la solicitud de suspensión de ejecución de sentencia formulada en base a la ley 11.192, la Corte señaló que correspondía dejar sin efecto el pronunciamiento, pues la dilación en su cumplimiento no proviene de un mero acto de voluntad de la Administración, sino que se origina en una norma expresa y general emanada de la Legislatura, en ejercicio de atribuciones propias. La decisión recurrida, en tanto no hace lugar a la aplicación de la ley 11.756 reposa, así, en un fundamento que es tan sólo aparente, al consistir en una afirmación dogmática que no constituye una derivación razonada del derecho vigente.


    Salvador, Rubén Antonio y otros c/ Municipalidad de Colón s/ Demanda contencioso administrativa


    S. 121, XXXIV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XV


    Seguridad Social


    Contienda negativa de competencia


    Aportes y contribuciones previsionales. Competencia laboral. 


    En cuanto a la contienda de competencia a decidir, la presente causa debe continuar su trámite ante el fuero laboral. En efecto, es preciso recordar que si bien por ley 24.655 fue creada la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social quién atribuyó la competencia para las demandas que versen sobre pretensiones como la aquí reclamada, también estableció, en su artículo 7°, que las mismas pasarán de inmediato a dicho fuero. Sin perjuicio de ello, una vez instalados y en funcionamiento los nuevos juzgados creados, la Corte Suprema de Justicia de la Nación reglamentó, mediante la acordada N° 75/96, las pautas para la radicación de las causas a que se refiere el mencionado artículo, a fin de no saturar, dado su elevado número, la capacidad operativa de los nuevos juzgados, tomando ilusoria la prestación de un adecuado servicio de justicia, sin que ello implique, desconocer los principios de la garantía del juez natural, del debido proceso y de la defensa en juicio. En este marco acordaron, y más específicamente, respecto a las causas radicadas en el fuero del trabajo, que continuarán tramitando ante aquellos, hasta su completa tramitación. En consecuencia, la causa sub exámine queda comprendida dentro del punto 2° de la precitada acordada, máxime cuando ya se ha dictado sentencia de primera instancia, aunque ella se encuentre en grado de apelación.


     Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones


    COMP. 266, XXXV, 29 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cobertura médica. Competencia federal. 


    Las acciones de la naturaleza que inviste la presente, exigen una interpretación restrictiva para admitir planteos de cuestiones de competencia. También se debe advertir que la causa ha concluido con su trámite y ha recaído, incluso, sentencia, con lo cual deviene inoficioso un planteo de tal carácter, atento la instancia procesal de que se trata.


    Collini Sartor, Gustavo c/ Organismo de servicios Directos Empresarios s/ Amparos y sumarísimos


    COMP. 482, XXXV, 07 de octubre de 1999


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Competencia previsional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 122, L. XXXII, "Pereyra, Emma Ester c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional"; Comp. 964, L. XXXIII, "Molla, José J. c/ Anses s/ Ejecución previsional y Comp. 302, L. XXXII, "Arguello de Ortiz, María Lucia c/ Caja Complementaria para la Actividad Docente s/ ejecución"; Comp. 251, L. XXXIV, "Holst, Armando y otros c/ banco Nacional de Desarrollo s/ Diferencia de pago complementación"; Comp. 285, L. XXXIV. "Zabala, E. y otros c/ Banco Hipotecario Nacional s/ Dif. Pago complementación"; Comp. 555, L. XXXIV, "Aparicio, H. G. y otros c/ Banco Central de la República Argentina s. reajustes varios"; y Comp. 485, L. XXXIV, "Caubet, J. c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Diferencia pago complementario".


    Mosca, Ana y otro c/ I.S.S.B. s/ Diferencia aportes fondo complementario


    COMP. 219, XXXV, 28 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Costas. Mora. Competencia previsional. 


    La afirmación expuesta por los integrantes de la Sala de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social para declararse incompetentes, cual es que “la cuestión que se ventila en estos autos no se sustenta en normas previsionales sino de derecho común”, no puede sustentar tal declinatoria en cuanto no condice con las circunstancias de la causa. Aún cuando la mentada afirmación hubiera sido acertada, igual los referidos jueces resultaban competentes para examinar la apelación de las costas interpuesta por los apoderados de la A.N.Se.S., dado que el régimen normativo vigente y un plenario de la Cámara que integran se la asigna para conocer como tribunal de alzada en acciones como la deducida en autos.


    Melini, Jorge Alberto c/ ANSES s/ Amparo por mora


    COMP. 370, XXXV, 30 de noviembre de 1999


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Haber jubilatorio. Competencia previsional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 485, L. XXXIV, "Caubet Jorge y otro c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Diferencia de fondo complementario".


    Mercuri, Angela Colomba y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Diferencia cobro complementario


    COMP. 702, XXXIV, 10 de junio de 1999


    Ver dictamen


    Demanda


    Juicios en que es parte una provincia. Acción meramente declarativa. Aportes previsionales. Aportes de empleados. Declaración de inconstitucionalidad. 


    La Corte tiene dicho que la declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. En el sub lite concurre, un estado de incertidumbre sobre el alcance de la relación jurídica entre el actor y la Caja de Seguridad Social para Veterinarios de la Provincia de Buenos Aires, derivada de la aplicación de la ley provincial N° 10.746, y esa falta de certeza le puede producir un perjuicio inminente, que se acredita con la intimación de pago de la deuda reclamada en concepto de aportes a dicha Caja. La Corte ha señalado que, “...lo que el art. 14 bis de la Constitución Nacional prohíbe... no es la multiplicidad sino la superposición de aportes, a cargo de un mismo aportante, y por tal ha de entenderse no la misma persona física sino la misma calidad o carácter en virtud de los cuales debe aportar". Es decir, que si se tratara de dos o más actividades o relaciones de dependencia del aportante, habría multiplicidad de aportes pero no superposición. Es así, entonces, que la Corte distinguió entre superposición y multiplicidad. Este último supuesto se configura cuando una misma persona aporta a dos cajas distintas en razón de trabajos diferentes; en cambio, para que exista superposición, es necesario que se sobrepongan en identidad el fin y el carácter o razón en virtud de la cual se aporta situación que sólo se daría si por la misma actividad, origen de la obligación de aportar, tuviera que efectuar aportes a dos cajas para obtener prestaciones de idéntica finalidad. En tales condiciones, el hecho generador del deber de aportar es uno solo, esto es, la actividad profesional que el actor desarrollaba en relación de dependencia, en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires. Ella sería, entonces, la que determina las obligaciones para con ambas cajas, como surge de las normas respectivas; sin que las características que presenta el caso, permitan efectuar un desdoblamiento de lo que claramente es una única prestación de trabajo. Por las razones expuestas, corresponde hacer lugar a la demanda y declarar, en el caso, la inconstitucionalidad de los arts. 5° y 8° de la ley 10.746 de la Provincia de Buenos Aires, con los límites señalados.


    Palopoli, Hugo Daniel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 324, XXXI, 04 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Haber jubilatorios. Retenciones salariales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”, y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Cáceres, Rubén Osvaldo c/ Administración Nacional de la seguridad social s/ Amparos y sumarisimos


    C. 569, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Renuncia al cargo. Jubilaciones. Gobierno de facto. Intervención a provincias. Instituto provincial de previsión social. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Renuncia forzosa.


    Cabe aceptar la posición del actor en tanto demuestra claramente que el actuar, tanto de las autoridades administrativas, cuanto la de los magistrados que la confirmaron, se desentendió de la finalidad última de la ley aplicable, que es reparar situaciones políticas conflictivas, máxime cuando tal actuar no sólo implicó privarlo de un derecho que posee raigambre constitucional, sino, también se muestra en contradicción con los principios que rigen en materia previsional, que imponen no llegar al desconocimiento de derechos sino con extrema cautela, sobre todo cuando se trata de normas del tipo de la aqui en juego. No puede soslayarse el hecho que, la situación que trató de remediar la ley provincial es, en sustancia, idéntica a la que motiva esta presentación. Porque la exigencia de la renuncia por parte de las autoridades del gobierno de facto al recurrente, y su evidente falta de voluntariedad, como elemento de un acto jurídico válido, la hace intrínsecamente equiparable a la cesantía prevista por la letra de la ley. Entonces, la reiterada doctrina de la Corte en la interpretación de la garantía del art. 16 de la carta magna seria soslayada si, ante situaciones sustancialmente idénticas no se les concediera idénticos derechos. Así lo estableció la Corte en Fallos 154:283 y sus precedentes al decir que "el principio de igualdad que consagra el art. 16 de la Constitución no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias, de donde se sigue forzosamente que la verdadera igualdad consiste en aplicar la ley en los casos ocurrentes según las diferencias constitutivas de los mismos".


    Casco, Juan Francisco s/ Recurso de apelación contra el decreto N° 221-96


    C. 425, XXXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Retenciones salariales. Costas. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”, y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    González, Josefa Luisa c/ Administración Nacional de la seguridad social s/ Amparos y sumarísimos


    G. 409, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Reajuste jubilatorio. Falta de fundamentación del recurso. Insuficiencia del agravio. Improcedencia del recurso. 


    No corresponde pronunciarse sobre cuestiones introducidas en la queja, pero que no han sido planteadas en el recurso extraordinario. Ello es así, pues las sentencias de la Corte deben limitarse a lo expresado en el recurso extraordinario no pudiendo considerarse los planteos efectuados sólo en oportunidad de deducir la queja o denegatoria de este último. La aplicación de los principios del caso “Chocobar” al período anterior al 1 de abril de 1995, es correcta ya que los presupuestos del caso son similares a los examinados por la Corte en ese precedente. En cuanto a la extensión de tales pautas, al período posterior al 1 de abril de 1995, también es acertada, pues ante la inactividad del Poder Legislativo y como expresó el Tribunal, incumbe a los órganos jurisdiccionales determinar provisoriamente -hasta tanto el Congreso Nacional proceda-, las características con que tal derecho habrá de desarrollarse en los casos concretos, sin perjuicio de destacar que ésta no debe consagrarse como solución definitiva, sino como una forma de brindar solución a un caso concreto, ya que debe prevalecer por sobre todo la garantía de movilidad de las prestaciones previsionales. Según la jurisprudencia del Tribunal no cabe admitir agravios sobre la supuesta imposibilidad para hacer frente al pago de los retroactivos por parte del Estado, si sólo están invocados en términos genéricos y en forma que no satisface el requisito de fundamentación del remedio federal exigible por el artículo 15 de la ley 48.


    Heit Rupp c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y Sumarísimos


    H. 76, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Retenciones salariales. Costas. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII, “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”, y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)”.


    Suárez, Juan Carlos c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparos y Sumarísimos


    S. 392, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Causas regidas por normas federales. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los dictámenes de la causa U. 43, L. XXXIII,  “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”; y C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional”, resuelto de conformidad por la Corte.


    El recurso debió ser concedido por el a quo, toda vez que en autos se discutieron los alcances de normas de carácter federal, y la decisión final ha sido contraria al derecho que en ellas fundó la apelante.


    Barrios, Nina de Jesús y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    B. 576, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII,  “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”; y al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional”.


    El recurso debió ser concedido por el a quo, toda vez que en autos se discutieron los alcances de normas de carácter federal, y la decisión final ha sido contraria al derecho que en ellas fundó la apelante.


    Bucich, Alberto J. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    B. 426, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 43, L. XXXIII,  “Unamuno, M. c/ Administración Nacional de la Seguridad Social. Recurso de Hecho”; y al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional”.


    El recurso debió ser concedido por el a quo, toda vez que en autos se discutieron los alcances de normas de carácter federal, y la decisión final ha sido contraria al derecho que en ellas fundó la apelante.


    González Bergez, Pablo y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    G. 410, XXXIV, 30 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Regímenes jubilatorios especiales. Jubilación de magistrados. Movilidad del haber jubilatorio. Derecho constitucional a los beneficios de la seguridad social. Facultades del Poder Ejecutivo. Ley provincial. Interpretación y aplicación de la ley. Voluntad del legislador. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La norma vigente al momento de acceder al beneficio y luego, el artículo 50 de la similar 8024, le aseguraban el cobro de una prestación cuyo monto debía alcanzar el 82% móvil de la remuneración mensual asignada al cargo que desempeñó. Ello es así, pues aun cuando sea indiscutible que la preservación del acervo común de los afiliados y beneficiarios de los sistemas jubilatorios reviste interés institucional, ninguna duda cabe que tal protección no pueda otorgarse a través del dictado de una disposición que, so color de modificar el decreto que reglamentó, en su momento, la ley que estableció un régimen de tal tipo, desconozca paulatinamente la voluntad legislativa plasmada en su economía, al punto de transformarla en otra distinta. Como muestra de la sinrazón que presupone extender el sistema que fija respecto de la liquidación de los haberes a los funcionarios y magistrados ya jubilados, el régimen que los ampara dispone que estos últimos siguen sujetos a los mismos derechos, obligaciones y exenciones que le alcanzaban cuando estaban en actividad y, como consecuencia de ello, es obvio que también le es aplicable la garantía constitucional que prohíbe disminuir la compensación mensual a sus pares en actividad. Alcanza la razón al accionante, cuando afirma, para fundar su postura contraria a la validez de la norma, que el dictado por parte del Poder Ejecutivo, de tal decreto, importó una clara violación a los artículos 110, inciso 17 y 118 de la Constitución local, en cuanto habían dispuesto que las normas previsionales establecidas por los magistrados y funcionarios judiciales no podían modificarse hasta el 1° de febrero de 1999. El decreto 1777/95, contravino no sólo la voluntad del legislador constituyente, sino, también, desconoció la voluntad que plasmara en la ley local N° 8024, el legislador ordinario. Resulta claro que, la sentencia recurrida merece ser descalificada en cuanto justificó las mencionadas violaciones. La Corte Suprema de Justicia de la Nación, al examinar causas en que se debatían situaciones similares, expresó reiteradamente que cuando un decreto reglamentario desconoce o restringe irrazonablemente derechos que la ley reglamentada otorga o de cualquier modo subvierte su espíritu y finalidad, ello contraría la jerarquía normativa y configura un exceso en el ejercicio de las atribuciones que la propia Constitución concede al Poder Ejecutivo. Sin embargo, reiteradamente este Tribunal ha sostenido que la conformidad que debe guardar un decreto respecto de la ley no consiste en la coincidencia textual entre ambas normas, sino de espíritu, y que, en general, no vulneran el principio establecido en el art. 99, inc. 2, de la Constitución Nacional, los reglamentos que se expidan para la mejor ejecución de las leyes, cuando la norma de grado inferior mantenga inalterables los fines y el sentido con que la ley haya sido sancionada. Esta Procuración General, en el dictamen de la causa C. 521, L. XXXIII, "Centro de Despachantes de Aduana c/ P.E.N. Dto. 1160/96 s/ amparo ley 16.986", sostuvo, en concordancia con la doctrina recordada, que la invalidez de un decreto no se configura necesariamente porque su texto sea distinto al de la ley objeto de reglamentación, sino porque aquél es contrario al espíritu y a los fundamentos de la ley en sentido formal. Tal como tiene dicho la Corte, es misión del intérprete indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador, pues sea cual fuere la naturaleza de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene primordialmente en cuenta la finalidad de aquélla. La misión judicial no se agota con la remisión a la letra de la ley, toda vez que los jueces, en cuanto servidores del Derecho y para la realización de la justicia, no pueden prescindir de la ratio legis y del espíritu de la norma. En efecto, la sustancia de la norma es el espíritu y el fin de la ley y resultaría evidente que la contradicción palmaria de la norma reglamentaria con el espíritu y los fundamentos de la ley formal invalidan necesariamente el decreto reglamentario.


    Carranza, Raúl c/ Provincia de Córdoba y otra


    C. 262, XXXIV, 30 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Asignaciones familiares. Estado Nacional. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las resoluciones que declaran improcedente o desierto un recurso ante el tribunal de alzada no resultan, en principio, impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48, por lo que el supuesto de autos configura un caso de excepción porque a pesar de su naturaleza procesal, la sentencia referida revela un exceso ritual susceptible de frustrar el derecho federal invocado, en el caso, la garantía de la defensa en juicio.


    Palet, Héctor Antonio c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo


    P. 9, XXXIV, 08 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Beneficios previsionales. Jubilación ordinaria. Inconstitucionalidad. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    La validez del artículo 28 de la Ley 18.037 fue sostenida por el Tribunal, según surge del Fallo publicado en el Tomo 319, página 2028 y siguientes, precedente donde se establecen de manera clara las pautas a tener en cuenta al aplicarla, sentencia que, en razón de los argumentos que fundan la postura de los jueces actuantes, fue dictada en fecha muy posterior a la vigencia del artículo 12 de la ley 24.013.


    Harretche, horacio Jesús s/ Su solicitud


    H. 82, XXXII, 29 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Derecho de los beneficios de la seguridad social. Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Falta de fundamentación autónoma. Discrepancia del recurrente. Defensa en juicio. Cuestión federal. Interpretación de tratados internacionales. Defensa en juicio. Confirmación de sentencia. 


    Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961.


    La falta de cumplimiento de los requisitos atinentes a la fundamentación autónoma del remedio intentado y si la crítica no se hace cargo de manera íntegra de los argumentos suministrados por la sentenciadora al fundamentar el decisorio, limitándose a discrepar con sus extremos, no alcanza para rebatir la sentencia impugnada. Todos los argumentos expuestos por la recurrente, son sólo una reiteración de los vertidos al fundamentar la apelación, lo que no alcanza a los fines de cumplimentar este requisito. Es jurisprudencia de la Corte que no procede el recurso extraordinario fundado en la garantía de la defensa en juicio si el recurrente no destaca de cuáles pruebas o defensas se vio privado y cuál sería su incidencia en la decisión del caso. Existe una cuestión federal que habilita la instancia extraordinaria, en los términos del artículo 14, inciso 3°, de la ley 48, toda vez que se ha cuestionado la inteligencia de normas internacionales (Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y sobre el Derecho de los Tratados) y la decisión es contraria al derecho que el recurrente pretende sustentar en aquéllas. Una de las características del llamado "Derecho Internacional de los Derechos Humanos", establece la necesidad de distinguir los tratados internacionales sobre derechos humanos de los tratados de otra especie; residiendo el fundamento jurídico de esta posición en que los primeros, no son un medio para equilibrar recíprocamente intereses entre los Estados sino que, por el contrario, buscan establecer un orden público común cuyos destinatarios no son los estados sino los seres humanos que pueblan sus territorios. Su objeto y fin radica en la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos, tanto frente a su propio Estado como frente a los otros Estados contratantes, habiendo sido reconocida, incluso, su jerarquía especial y preeminente en la reforma constitucional del año 1994. Entre esos derechos, se encuentran los referidos a la seguridad social de los individuos. Con excepción de las personas comprendidas en los arts. 33, ítems 1 y 2, y 37, ítems 2 y 3, de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, el resto del personal de una representación diplomática -salvo acuerdo en contrario entre el Estado receptor y el acreditante o, en su caso, la excepcional hipótesis del art. 38, ap. 2°- queda sujeto a las disposiciones sobre seguridad social del primero, sin que a ese respecto el convenio efectúe discriminación alguna a propósito del personal de prensa y encargados de actividades de índole artística e intelectual de las embajadas. La Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961, consagra en su artículo 41.1 el principio general de respeto a las leyes y reglamentos del Estado receptor. En el mismo contexto, entonces, la ausencia de exenciones especiales en supuestos como el aquí estudiado, permite concluir la plena vigencia y aplicabilidad de la normativa interna en la materia. Dicha solución garantiza la debida salvaguarda de los derechos en materia de seguridad social del personal de las embajadas respecto de un régimen o sistema nacional -a saber, el del Estado acreditante o el del Estado receptor- de forma de evitar la exclusión del individuo de toda protección. En un marco de obligaciones, como puntualizó la Corte, en modo alguno puede afectar el normal desenvolvimiento de una delegación diplomática y a propósito de cuyo cumplimiento debe reconocerse al Estado plena jurisdicción y que, no en vano el Alto Tribunal situó al margen de toda inmunidad judicial. Los actores - argentinos residentes en el país- se desempeñaron en relación de dependencia en la Oficina de Prensa de la Embajada soviética; no habiéndose acreditado ni pretendido a su respecto inmunidad ni privilegio alguno fincado en un acuerdo o en otro instrumento internacional-bilateral o multilateral- que autorice su exclusión de las leyes sobre seguridad social vigentes en la Argentina. Ello, por cierto, conlleva, dado que se ha concluido la existencia de una relación de naturaleza laboral entre los reclamantes y la entonces Embajada soviética, la necesaria asunción por aquella de las obligaciones inherentes a su condición de empleadora, las que, en su caso, corresponderían a los agentes diplomáticos de darse la hipótesis del art. 33.3 de la Convención sobre Relaciones Diplomáticas de 1961. Ello es así, por cuanto más allá, incluso, de su falta de acreditación, la supuesta práctica invocada por la Embajada Rusa -por la cual, los funcionarios de prensa y encargados de actividades artísticas e intelectuales de la misión resultarían al margen de las previsiones sobre seguridad social vigentes en nuestro país- tropezaría con una reglamentación internacional de contenido fuertemente protectorio de los derechos de los individuos en la materia, y ciertamente opuesta a una solución por la que se concluya la exclusión de estos trabajadores de sus derechos a estos beneficios y la consecuente dispensa de responsabilidad de un empleador a quien los actores asistieron entre veintisiete y treinta y seis años, respectivamente. Dicha supuesta práctica, por otra parte, se encuentra en cierto la Sala sentenciadora, conduciría a modificar el tenor de la Convención, más que a proveer un criterio interpretativo ajustado a los términos del art. 31, ap. 3. b). de la Convención sobre el Derecho de los Tratados de 1969; máxime si apreciamos que lo pretendido concierne a una materia íntimamente referida a los derechos de la persona humana. Atañe al Alto Cuerpo velar por la buena fe que rige la actuación del Estado Nacional en el orden internacional para el fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas de tratados y demás fuentes del derecho internacional y, en especial, para que se cumpla acabadamente con los compromisos asumidos en materia de derechos humanos por el Estado Nacional. La interpretación propuesta es ajustada a las pautas del artículo 31, ap. 1°, de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, ya que, apreciado de buena fe, conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del Pacto en el contexto de éstos, y teniendo en cuenta su objeto y fin, se desprende de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas una solución favorable al derecho de los pretensores.


    Manauta, Juan José y otros c/ Embajada de la Federación Rusa s/ Daños y perjuicios varios


    M. 517, XXXIV, 26 de abril de 1999


    Ver dictamen


    Aportes y contribuciones previsionales. 


    Remisión al dictamen de la causa O. 70, L. XXXIV, “Obra Social de Agentes de Propaganda Médica c/ Laboratorio Boehringer – Ingelheim S.A.”.


    Obra Social de Agentes de Propaganda Médica c/ Laboratorio Boehringer


    O. 67, XXXIV, 31 de marzo de 1999


    Ver dictamen


    Movilidad del haber jubilatorio. Fundamentación del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La aplicación de los principios del caso "Chocobar" al período anterior al 1° de abril de 1995, es correcta, ya que los presupuestos del sub lite son similares a los examinados por la Corte en ese precedente. En cuanto a la extensión de tales pautas, al período posterior al 1 ° de abril de 1995, también resulta acertada, en razón de la inactividad del Poder Legislativo, y a que, como lo expresó la Corte, incumbe a los órganos jurisdiccionales determinar dichos aspectos provisoriamente hasta tanto el Congreso Nacional proceda, sin perjuicio de destacar que esta solución no es sino una forma de brindar el resguardo imprescindible a los derechos sustanciales en juego en el caso concreto, ya que debe prevalecer por sobre todo la garantía de movilidad de las prestaciones previsionales.En lo que hace al argumento respecto de la supuesta imposibilidad para hacer frente al pago de los retroactivos por parte del Estado, carece de aptitud frente a la jurisprudencia de la Corte según la cual no cabe admitirlo si sólo está invocado en términos genéricos y, por ende, dista de satisfacer el requisito de fundamentación del remedio federal exigible por el artículo 15 de la ley 48. Por último, tampoco puede admitirse el agravio referido a que el sentenciador, luego de efectuar la pertinente liquidación y ordenar su pago en el plazo de noventa días de quedar firme la sentencia, se apartó de lo dispuesto por el art. 22 de la ley 24.463, dado que, contrariamente a lo sostenido por la apoderada del ente recurrente, los jueces no sólo tuvieron en consideración el contenido de la norma citada, sino también el de las leyes 23.982 y 24.130.


    Caterbetti, Carlos Quinto c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Varios


    C. 571, XXXIV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Fundamentación del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación al período anterior al 1° de abril de 1995 de los presupuestos examinados por la Corte en el caso "Chocobar".


    El argumento respecto de la supuesta imposibilidad para hacer frente al pago de los retroactivos por parte del Estado, carece de aptitud frente a la jurisprudencia del Tribunal según la cual no cabe admitirlo, si sólo está invocando en términos genéricos y, por ende, dista de satisfacer el requisito de fundamentación del remedio federal exigible por el artículo 15 de la ley 48. Tampoco puede admitirse el agravio referido a que el sentenciador, luego de efectuar la pertinente liquidación y ordenar su pago en el plazo de noventa días de quedar firme la sentencia, se apartó de lo dispuesto por el art. 12 de la ley 24.463, dado que, los jueces no sólo tuvieron en consideración el contenido de la norma citada, sino también el de las leyes 23.982 y 24.130.


    Cisterna, Bernardo Idelfonso c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    C. 570, XXXIV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Fundamentación del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación al período anterior al 1° de abril de 1995 de los presupuestos examinados por la Corte en el caso "Chocobar".


    El argumento respecto de la supuesta imposibilidad para hacer frente al pago de los retroactivos por parte del Estado, carece de aptitud frente a la jurisprudencia de la Corte según la cual no cabe admitirlo si sólo está invocado en términos genéricos y, por ende, dista de satisfacer el requisito de fundamentación del remedio federal exigible por el artículo 15 de la ley 48. Tampoco puede admitirse el agravio referido a que el sentenciador, luego de efectuar la pertinente liquidación y ordenar su pago en el plazo de noventa días de quedar firme la sentencia, se apartó de lo dispuesto por el art. 22 de la ley 24.463, dado que, contrariamente a lo sostenido por la apoderada del ente recurrente, los jueces no sólo tuvieron en consideración el contenido de la norma citada, sino también el de las leyes 23.982 y 24.130.


    Florio, Francisco c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    F. 336, XXXIV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Fundamentación del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Aplicación al período anterior al 1° de abril de 1995 de los presupuestos examinados por la Corte en el caso "Chocobar".


    El argumento respecto de la supuesta imposibilidad para hacer frente al pago de los retroactivos por parte del Estado, carece de aptitud frente a la jurisprudencia de la Corte según la cual no cabe admitirlo si sólo está invocado en términos genéricos y, por ende, dista de satisfacer el requisito de fundamentación del remedio federal exigible por el artículo 15 de la ley 48. Tampoco puede admitirse el agravio referido a que el sentenciador, luego de efectuar la pertinente liquidación y ordenar su pago en el plazo de noventa días de quedar firme la sentencia, se apartó de lo dispuesto por el art. 22 de la ley 24.463, dado que, contrariamente a lo sostenido por la apoderada del ente recurrente, los jueces no sólo tuvieron en consideración el contenido de la norma citada, sino también el de las leyes 23.982 y 24.130.


    Krokovich, Guillermo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Varios


    K. 42, XXXIV, 29 de julio de 1999


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Asignaciones familiares. Emergencia económica. Voluntad del legislador. Derecho de propiedad. Gravedad institucional. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    La emergencia económica del sistema fue el presupuesto que determinó la sanción de la ley, y tal situación, junto a la búsqueda de una mejor redistribución de los recursos del subsistema, a fin de beneficiar a los trabajadores que están en situación económica menos favorable, constituyó el justificativo que se dio a tal normativa para convalidar sus disposiciones. A tenor de las pautas que la Corte sentó, entre otros, en Fallos: 200: 450; 201: 71; 243: 467; 269:416 en los que reconoció la validez de los preceptos que tendían a paliar situaciones de emergencia económica, aun cuando ellas preceptuaban restricciones o suspensiones del derecho de los acreedores de obligaciones; resulta claro que no puede compartirse la postura de los jueces en cuanto, consideraron irrazonable la norma que estableció que quienes perciban un sueldo superior a un monto determinado, quedan excluidos de percibir algunos de los beneficios que defiere el régimen. El criterio que informa tal tesitura lleva, en definitiva, a negar al legislador actual, si los factores económicos adversos le demostraron que era la mejor salida para salvar la continuidad del régimen, la facultad de modificar, para adecuarlo a la realidad del momento, un régimen que, en etapas anteriores, y ante circunstancias distintas se consideró razonable poner en vigencia, máxime cuando se trata de un sistema que interesa a una materia relacionada con aspectos tan variables y peculiares como lo son los socioeconómicos, razón por la que resulta difícil prever anticipadamente de qué manera se concretaría la voluntad legislativa en los hechos y no parece lógico entender que tal voluntad pudo tener en mira garantizar la irrevocabilidad o negar la minoración de los niveles de las prestaciones reconocidas en un momento dado, aun cuando tales niveles conduzcan a que el régimen, en definitiva, no pudiera otorgar beneficio alguno. Si bien el criterio seguido por el legislador al sancionar la ley 24.714 no pareciera el que más se ajusta a los objetivos asistenciales amplios que persigue el sistema de Seguridad Social, ello no obstante, parece exagerado concluir que dicha postura desatiende el mandato constitucional y, que por ello, deba ser invalidada, en tanto resulta claro, que ni se aparta de tal directiva, ni, tampoco, de la voluntad legislativa que, en su momento, inspiro el dictado de la ley 18.017. Ello es así, pues, ni se abandonó la idea de ayudar a la formación de grupos familiares, ni, si bien con limitaciones, tampoco la de contribuir a su desarrollo, en tanto la norma otorga, a todos los comprendidos en el régimen, los beneficios por maternidad y por hijos con discapacidad. Además, se respetó el criterio de que las prestaciones tiendan a disminuir las diferencias de bienestar económico que separan algunas zonas del país de otras menos favorecidas, al otorgar más ayuda a quienes, por circunstancias ajenas a su voluntad, se vean necesitados de percibirlas con montos mayores, como lo demuestran el artículo 19 de la ley y el decreto 278/99, dictado en su consecuencia. Tampoco cabe compartir la afirmación de los jueces actuantes respecto a que la norma impugnada por el actor vulnera retroactivamente su derecho de propiedad. Pues, si bien su aplicación le trajo aparejada una lesión patrimonial, no es causal suficiente para invalidarla, pues mediando una situación de grave necesidad, el interés particular debe ceder ante el general, aun cuando el menoscabo alcance a supuestos derechos adquiridos, dado el carácter de la norma en cuestión, en especial cuando ella no responde a un criterio que persiga móviles persecutorios o de indebida discriminación. Tanto la declaración de inconstitucionalidad de una norma legal es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico, y solo estimada viable si su irrazonabilidad es evidente, cuanto que el control que al respecto compete en ultimo termino a la Corte Suprema no incluye el examen de la conveniencia o acierto del criterio adoptado por el legislador, pauta jurisprudencial que la Corte tuvo especialmente en consideración al dictar la Resolución publicada en la página 2599 del Tomo de Fallos 320.


    Adamini, Juan Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    A. 298, XXXIV, 12 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Movilidad del haber jubilatorio. Fundamentación del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La aplicación de los principios del caso "Chocobar" al período anterior al 1° de abril de 1995, es correcta, ya que los presupuestos del sub lite son similares a los examinados por la Corte en ese precedente. En cuanto a la extensión de tales pautas, al período posterior al 1° de abril de 1995, también resulta acertada, en razón de la inactividad del Poder Legislativo, y a que, como lo expresó la Corte, incumbe a los órganos jurisdiccionales determinar dichos aspectos provisoriamente hasta tanto el Congreso Nacional proceda, sin perjuicio de destacar que esta solución no es sino una forma de brindar el resguardo imprescindible a los derechos sustanciales en juego en el caso concreto, ya que debe prevalecer por sobre todo la garantía de movilidad de las prestaciones previsionales. En lo que hace al argumento respecto de la supuesta imposibilidad para hacer frente al pago de los retroactivos por parte del Estado, carece de aptitud frente a la jurisprudencia de la Corte según la cual no cabe admitirlo si solo está invocado en términos genéricos y, por ende, dista de satisfacer el requisito de fundamentación del remedio federal exigible por el artículo 15 de la ley 48. Por último, tampoco puede admitirse el agravio referido a que el sentenciador, luego de efectuar la pertinente liquidación y ordenar su pago en el plazo de noventa días de quedar firme la sentencia, se apartó de lo dispuesto por el art. 22 de la ley 24.463, dado que, contrariamente a lo sostenido por la apoderada del ente recurrente, los jueces, no sólo tuvieron en consideración el contenido de la norma citada, sino, también, el de las leyes 23.982 y 24.130.


    Koren, Ernesto c/ ANSES s/ Inconstitucionalidad Ley 24.463


    K. 44, XXXIV, 17 de agosto de 1999


    Ver dictamen


    Aplicación al período anterior al 1° de abril de 1995 de los presupuestos examinados por la Corte en el caso "Chocobar".


    El argumento respecto de la supuesta imposibilidad para hacer frente al pago de los retroactivos por parte del Estado, carece de aptitud frente a la jurisprudencia del Tribunal según la cual no cabe admitirlo, si sólo está invocando en términos genéricos y, por ende, dista de satisfacer el requisito de fundamentación del remedio federal exigible por el artículo 15 de la ley 48. Tampoco puede admitirse el agravio referido a que el sentenciador, al ordenar que el pago de los posibles créditos se realice en el plazo de noventa días de quedar firme la sentencia, se haya apartado de lo dispuesto por el art. 22 de la ley 24.463, dado que, contrariamente a lo sostenido por la apoderada del ente recurrente, los jueces no sólo tuvieron en consideración el contenido de la norma citada, sino también el de las leyes 23.982 y 24.130.


    Peralta, Hugo Orlando c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    P. 305, XXXIV, 28 de diciembre de 1999


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. AFIP DGI. Deuda previsional. Multa. Revocación de sentencia. 


    Debe tenerse presente que el título ejecutivo contempla la deuda previsional resultante de acta labradas a través del procedimiento reglado por los arts. 10 a 18 de la ley 18.820 y las sanciones respectivas, con fundamento en el art. 15 y concordantes de la ley 17.250, reglamentados en lo pertinente por el decreto 507/93 y sus modificaciones. Al haberse constatado la falta de denuncia de personal en relación de dependencia, como asimismo el incumplimiento de realizar retenciones de aportes sobre la nómina salarial, se encuentra configurada la conducta prevista por la ley 17.250, en su artículo 15, inc. 1°, apartado b). Además, conforme lo aclaró la misma resolución general antes referida, en su art. 4°, la aplicación de las multas no obsta a la procedencia de los intereses resarcitorios y de las sanciones previstas en los arts. 25 y 26 del decreto 507/93.


    Fisco Nacional - Dirección General Impositiva c/ Cirilo, Vicente y otros s/ Ejecución fiscal


    F. 162, XXXIV, 08 de febrero de 1999


    Ver dictamen


    Adicional por zona. Asignaciones familiares. Fondo nacional de empleo. AFIP DGI. Falta de fundamentación. Confirmación de sentencia. 


    El recurso no cumple con el requisito de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48.


    Casa Roma c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación


    C. 392, XXXIII, 10 de septiembre de 1999


    Ver dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema


    Jubilaciones. Otorgamiento del beneficio. 


    La validez del artículo 25 de la ley 18.037 fue sostenida por el Tribunal en su composición actual, según surge del Fallo publicado en el Tomo 319, páginas 2029 y siguientes, precedente donde se fijan claramente las pautas a tener en cuenta al aplicarla, sentencia que, en razón de los argumentos que fundan la postura que se impugna, fue dictada en fecha muy posterior a la vigencia del artículo 12 de la ley 24.013. El hecho de que los jueces tuvieran por probados los servicios que la accionante alegó como prestados importó, en definitiva, revocar la resolución del organismo previsional, en cuanto le había denegado el beneficio por no cumplir con los requisitos exigidos por la ley aplicable, y, por ende, implicó dar satisfacción a su solicitud, razón por la cual un pronunciamiento actual sobre la invalidez del artículo 25 de la ley 18.035 aparece, en el caso, como innecesario.


     Villa, Juana Damiana c/ INPS Caja Nacional de Previsión de la Industria, Comercio y Actividades civiles s/ Previsional


    V. 243, XXXIV, 26 de febrero de 1999


    Ver dictamen
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